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(Conclusión) 


CAUSA  C1.II 


El  Comisionado  Nacional  contra  el  Dr,  D.  Pedro  Sánchez  y  D. 
Francisco  González  Rotela  (hoy  D.  Antonio  Lardies)^  por 
espropiacion  ;  sobre  pago  de  intereses. 


Sumario.  —  En  la  espropiacion  de  un  terreno  ocupado  por  el 
espropiante,  y  onyo  valor  se  ha  tasado  en  el  promedio  entre  sn 
precio  á  la  fecha  de  la  ocupación  y  el  correspondiente  al  de  la 
fecha  de  la  tasación,  se  deben  los  intereses  legales. 


Caso.  —  El  Comisionado  Nacional  Dr.  Arias  se  presentó  ante 
el  Juez  Federal  en  i  O  de  Febrero  de  1888,  diciendo  que  entre 
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los  terrenos  ocupados  por  el  Ferro-Carril  Central  Argentino,  se 
encuentra  una  fracción  que  se  cree  perteneció  á  D.  Juan  Rodrí- 
guez 7  Ceballos,  compuesta  de  7380  metros  cuadrados,  que 
empieza  próximamente  á  los  500  metros  del  kilómetro  %  esten- 
diéndose hasta  las  inmediaciones  del  punto  que  marca  los  800 
metros  del  mismo  kilómetro,  hacia  el  rumbo  Oeste-Sud,  y 
cuyos  linderos  son;  al  Norte,  sucesores  de  Teresa  é  Isabel  Gon- 
zález; al  Sud,  D.  Juan  P.  López;  al  Este  y  Oeste  unos  terrenos 
del  mismo. 

Dijo:  que  teniendo  en  cuenta  lo  dispuesto  por  el  artículo  15 
déla  LeyNacionaldeespropiacion,  y  la  jurisprudencia  establecida 
encaso  análogo  de  Won-der-wal  (página  375,  tomo  il,  serie  2'', 
fallos  de  la  Suprema  Corte)  y  haber  pagado  hace  poco  á  los 
señores  Jewell  hermanos,  próximos  al  área  que  se  trata  de  es- 
propiar  50  centavos  el  metro,  ofrecía  á  los  dueños  de  este  el 
mismo  precio  de  50  centavos  ó  sea  3690  pesos  moneda  nacional^ 
que  consignaba  en  el  Banco  Nacional,  y  pidió  se  citara  por 
edictos  á  los  que  se  consideraran  con  derecho  al  terreno  en 
cuestión. 

Hecha  la  citación  por  edictos,  se  presentaron  como  dueños  el 
Dr.  D.  Pedro  Sánchez,  como  sucesor  de  D.  Silvano  Benitez  y 
D.  Antonio  Lardies  como  defeasor  y  administrador  de  los  bienes 
del  ausente  D.  Francisco  González  Bótela. 

En  el  juicio  verbal,  compareció  solamente  el  Dr.  Arias  y  D. 
Antonio  Lardies,  que  no  se  conformó  con  el  precio  ofrecido. 

En  dicho  juicio  fueron  nombrados  por  tal  razón,  los  peritos 
D.  Pedro  Mancera  y  D.  Domingo  Celery. 

El  Dr.  Sánchez,  dando  las  razones  por  qué  no  había  concurri- 
do al  juicio  verbal,  esto  es^  por  no  haber  sabido  el  dia  en  que 
debió  tener  lugar,  manifestó  que  estaba  conforme  con  los  peritos 
nombrados. 


DE  JUSTICU  NACIONAL 


Penda 

Domingo  Celery  y  Pedro  Mancera,  nombrados  peritos  para 
practicar  la  tasación  del  terreno  del  ausente  D.  Francisco  Gon- 
zález 7  Bótela,  ocupado  actualmente  por  el  Ferro-Carril  Central 
Argentino,  y  ubicado  entre  los  kilómetros  dos  y  tres,  próximo 
al  paraje  denominado  cLas  Cadenas»,  en  el  desempeño  de 
nuestro  cometido,  nos  trasladamos  al  lugar  de  su  ubicación  para 
su  reconocimiento,  y  resulta :  Que  los  rieles  de  la  empresa  del 
Ferro-Carril  Central  Argentino,  ocupan  el  mencionado  terreno 
atraTesándolo  ¿  los  sesenta  y  cinco  metros  sesenta  y  seis  centí- 
metros del  comienzo  del  mismo^  de  propiedad  del  señor  Gonzá- 
lez   Bótela,    en  sentido    diagonal    de   Noreste  á   Sudoeste, 
siendo  la  ubicación  de  dicho  terreno  de  Este  &  Oeste,  de  manera 
que  queda  fraccionado  y  reducido  &  dos  triángulos  tal  y  como 
se  demuestra  en  el  plano  suscrito  por  el  agrimensor  público  D. 
Bodolfo  A.  Warner  y  que  corre  en  autos. 

La  superficie  del  terreno  ocupado  por  el  Ferro-Carril  Central 
Argentino,  y  de  cuya  espropiacion  se  trata,  es  de  sieto  mil 
trescientos  ochenta  metros  cuadrados,  según  el  escrito  de  foja  2, 
de  los  cuales  corresponden  á  D.  Francisco  González  Bótela, 
seis  mil  seiscientos  setenta  y  dos  metros,  seis  decímetros,  según 
plano  y  certificado  suscritos  por  el  agrimensor  Warner,  de  fojas 
34  y  35,  y  los  setecientos  siete  metros  cuatro  decímetros  res- 
tantes, son  los  que  reclama  el  Dr.  Sánchez,  según  el  escrito  de 
foja  26;  y  teniendo  en  cuenta  que  cuando  la  empresa  del  Ferro- 
Carril  Central  Argentino,  en  el  año  1865  hizo  ocupación  de  di- 
chos terrenos,  estos  tenían  un  yalor  que  estimamos  á  razón  de 
cinco  6  seis  centavos  el  metro  cuadrado,  así  como  en  la  actuali- 
dad ese  mismo  ralor  que  antes  tenían  se  ha  elevado  &  la  canti- 
dad de  dos  y  medio  pesos  también  cada  metro  cuadrado,  y  las 
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consecuencias  que  esa  ocupación  y  espropiacion  acarrean  al  pro- 
pietario, los  peritos  que  suscriben  se  hallan  de  perfecto  acuerdo 
en  estimar  el  valor  del  terreno  en  la  cantidad  de  siete  mil  tres- 
cientos ochenta  pesos  nacionales^  ó  sea  á  razón  de  un  peso  el 
metro  cuadrado,  precio  que  consideramos  razonable  y  equita- 
tivo. 

Es  cuanto  tenemos  que  informar  al  señor  Juez  en  cumpli- 
miento de  nuestro  cometido  y  con  arreglo  á  nuestro  leal  saber  y 
entender. 

Rosario,  Abril  26  de  1888. 

Domingo  Celery.— Pedro  Mancera. 

Agregada  la  pericia  con  noticia  de  partes,  todos  los  interesa- 
dos la  observaron.  El  Comisionado  Nacional  por  ser  alto  el  pre- 
cio y  no  guardar  proporción  con  el  pagado  á  los  señores  Jewell 
y  otros;  el  señor  Lardies  por  ser  bajo,  diciendo  que  dividido  en 
lotes  el  terreno  podía  venderse  en  tres  pesos  la  vara;  el  Dr. 
Sánchez  también  por  ser  bajo,  y  porque  los  mismos  peritos  lo 
estimaban  en  dos  y  medio  pesos,  sin  contar  los  perjuicios  del 
fraccionamiento,  debiendo  ser  ese  el  precio,  no  menor,  por  no 
tener  nada  que  ver  que  el  terreno  valía  seis  centavos  cuando  el 
ferro-carril  lo  ocupó,  y  porque  esta  ocupación  imponía  además 
el  deber  de  pagar  intereses. 

El  Dr.  Arias  haciendo  presente  que  el  Dr.  Sánchez  no  tenía 
derechos  sobre  el  terreno  en  cuestión,  pidió  no  se  tomase  en 
cuenta  su  esposicion  de  foja  49. 

En  este  estado  se  presentó  D.  Juan  Bodriguez  y  Geballos, 
diciendo  ser  heredero  de  Ceballos,  y  pidiendo  vista,  que  le  fué 
concedida. 

El  Dr.  Sánchez  refutando  la  petición  del  Dr.  Arias,  pidió  se 
resolviera  el  asunto,  tomando  en  consideración  su  esposicion. 
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Dijo:  qae  el  terreno  á  espropiar  principia  á  500  metros  del 
kilómetro  dos,  esto  es,  á  dos  j  medio  kilómetros,  qae  son  preci- 
samente 20  cuadras,  siendo  así  que  su  terreno  arranca  á  las 
20  cuadras  más  ó  menos  de  la  estación  del  ferro-carril,  y  linda 
por  el  Sud  con  D.  José  León  González,  cayos  derechos  representa 
D.  Antonio  Lardies,  según  consta  de  su  escritura  y  de  la  escri- 
tora particionaria  de  los  González,  formando  con  el  terreno  de 
Gonzales  Bótela  un  todo  continuado,  sin  ningún  terreno  inter- 
mediario. 

En  9  de  Agosto  de  1888,  D.  Antonio  Lardies  presentó  los 
documentos  por  los  que  se  acredita  haber  sucedido  en  los  dere- 
chos de  D.  Francisco  González  Rotela,  y  pidió  se  le  tuviera  como 
dueño*  solicitando  á  la  ve?  se  desestimara  la  personería  de  D. 
Joan  Eodriguez  y  Ceballos  que  no  tenía  derecho  alguno  sobre 
el  terreno,  ni  lo  justificaba. 


Fallo  del  Suem  Federal 

Rosario,  Setiembre  6  de  1888. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  el  representante  del  Gobierno 
Nacional  sobre  espropiacion  de  un  terreno  ubicado  en  los 
suburbios  de  esta  ciudad,  compuesto  de  siete  mil  trescientos 
ochenta  metros  cuadrados,  lindando  al  Norte  con  los  sucesores 
de  Dona  Teresa  é  Isabel  González,  al  Sud  con  D.  Juan  Pablo 
López,  y  al  Este  y  Oeste  unos  terrenos  de  la  fracción  denun- 
ciada. 

Besalta  :  que  interpuesta  la  demanda  por  el  referido  terreno, 
que  se  suponía  de  D.  Juan  Rodríguez  y  Ceballos,  ofreció  la  em- 
presa la  suma  de  cincuenta  centavos  nacionales  por  cada  metro 
cuadrado. 

Que  hecha  la  citación  por  edictos  para  que  comparecieran  los 
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que  se  creyesen  con  algún  derecho  sobre  el  espresado  terreno, 
á  foja  26,  ocurrió  el  Doctor  D .  Pedro  Sánchez,  y  á  foja  36,  el 
representante  de  D.  Francisco  González  Bótela,  iuTocando  am- 
hos  derecho  sobre  el  mismo. 

Que  en  el  juicio  yerbal  para  el  nombramiento  de  peritos 
(foja  40  vuelta)  ocurrieron  el  señor  Lardies  por  el  espresado  Ro- 
te a,  y  el  encargado  del  Gobierno,  nombrando  cada  uno  el  perito 
respectivo,  y  manifestando  á  foja  42  el  Dr.  Sánchez  que  se  en- 
contraba conforme  con  el  nombrado  por  la  parte  del  señor 
Lardies. 

Que  los  dos  peritos  se  espiden  á  foja  43  de  conformidad,  y 
fundando  su  dictamen,  avalúan  el  terreno  materia  de  esta  es- 
propiacion  á  razón  de  un  peso  moneda  nacional  de  curso  legal, 
cada  un  metro  cuadrado,  comprendiéndose  en  él  toda  otra 
indemnización. 

Y  considerando:  Que  dadas  las  diversas  manifestaciones  he- 
chas por  las  partes  respecto  á  la  tasación  pericial  de  foja  43,  de 
las  cuales  consta  que  la  parte  espropiadano  se  conforma  con  esa 
avaluación,  por  creerla  reducida,  mientras  que  el  espropiante  la 
cree  excesiva,  tócale  al  Juzgado  resolver  cual  sea  la  indemniza- 
ción que  deba  pagarse  con  motivo  de  la  espropiacion,  atendien- 
do en  el  caso  á  los  antecedentes  que  resultan  de  la  causa. 

Que  mereciendo  fé  al  Juzgado  las  dos  personas  nombradas 
como  peritos,  dada  la  competencia  de  los  mismos,  y  teniendo 
presente  además^  lo  fundado  del  dictamen  pericial,  y  por  otra 
parte,  la  comunidad  de  ideas  entre  ambos  que  en  sus  nombra- 
mientos han  llenado  las  exigencias  de  cada  uno  délos  litigantes, 
el  Juzgado  no  puede  menos  de  prestarles  su  aprobación,  porque 
considera  que  el  precio  asignado  es  el  justo,  más  cuando  en  él 
va  incluido  todo  otro  perjuicio. 

Que  con  motivo  de  haber  la  empresa  del  Ferro-Carril  Central 
Argentino,  para  quien  es  hecha  esta  espropiacion,  ocupado  el  ter- 
reno de  la  cuestión  desde  hacen  largos  años  sin  hacer  pago  de  su 
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precio  á  los  dueños  del  mismo,  debe  abonar  sobre  el  precio  que 
se  manda  pagar  7  con  deducción  délo  depositado  á  foja...  el 
interés  de  Banco  en  sus  descuentos;  de  acuerdo  con  los  fallos  de 
la.f^érie  2*,  tomo  S"",  página  335  y  el  de  la  causa  de  Pinasco  y 
Castagninov  de  6  de  Diciembre  de  1887. 

Que  además  de  esta  indemnización,  es  á  cargo  del  espropiante 
las  costas  de  actuación  y  honorarios  de  los  peritos,  cuando  el 
precio  mandado  pagar  excede  al  consignado  por  el  demandante, 
según  el  artículo  18  de  la  Ley  Nacional  de  expropiación  de  13 
de  Setiembre  de  1866  y  fallo  de  la  Suprema  Corte  de  la  serie  i*, 
tomo  6"",  página  79,  y  tomo  7,  páginas  187  y  193. 

Que  en  cuanto  á  lo  pedido  á  foja  52  por  el  encargado  del 
Gobierno  Nacional  de  que  no  se  tomase  en  consideración  la 
esposicíon  hecha  á  foja  49,  por  el  Dr.  Sánchez,  sobre  el  mérito 
que  tenía  el  informe  de  los  peritos,  en  razón  de  carecer  este  de 
todo  derecho  para  estar  en  este  jaicio  como  parte,  no  puede  ni 
debe  tomarse  en  consideración: 

i"^  Por  los  fundamentos  del  escrito  de  la  parte  del  Dr.  Sán- 
chez, de  fojas  64  y  69 ; 

2^  Porque  ningún  perjuicio  le  resulta  al  espropiante  desde  que 
los  procedimientos  seguidos  por  el  espresado  Dr.  Sánchez,  han 
sido  análogos  á  los  del  señor  Lardies,  no  alterándolos  absoluta- 
mente bajo  ningún  concepto ; 

3^  Porque  el  mismo  espropiante  ha  aceptado  la  personería 
del  Dr.  Sánchez  sin  objetarla  durante  el  largo  trascurso  de 
tiempo  desde  que  este  se  presentó  como  parte,  hasta  el  momento 
de  la  introducción  del  escrito  de  foja  52; 

4^  Finalmente,  porque  del  mismo  dictamen  detallado  de  los 
peritos,  y  que  debe  suponerse  han  hecho  un  estudio  del  terreno 
en  cuestión,  resulta  que  según  los  títulos  presentados  por  el 
Dr.  Sánchez,  este  es  dueño  de  setecientos  siete  metros  con 
cuatro  centímetros,  del  área  á  espropiarse. 

Por  tanto :  se  declara  con  personería  el  Dr .   Sánchez  para 
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estar  en  este  jaicio,  por  haber  ocurrido  en  oportunidad  y  no 
habérsele  declarado  rebelde,  fijándose  como  valor  del  terreno  á 
espropiarse,  la  sama  de  siete  mil  trescientos  ochenta  pesos  mo- 
neda nacional  de  curso  legal,  con  intereses  desde  el  día  de  la 
ocupación  del  terreno,  y  costas  del  juicio.  En  su  consecuencia, 
ampliada  que  sea  la  consignación  de  foja...  y  repuestos  los 
sellos,  estiéndase  á  favor  del  espropiante  la  correspondiente  es- 
critura de  venta . 

G.  Escalera  y  Zuviría. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Noviembre  7  de  1889. 
Suprema  Corte: 

Ha  tenido  perfecta  razón  el  Procurador  Fiscal  al  alzarse  de 
la  sentencia  del  Juzgado  de  Sección  en  la  parte  que  manda 
abonar  intereses  sobre  el  precio  actual  del  terreno  espropiado 
desde  el  dia  de  la  ocupación  por  el  ferro-carril. 

Se  comprende  que  la  espropiacion  se  verifique  por  el  precio 
que  tiene  el  bien  espropiado  en  el  momento  de  la  espropiacion, 
no  por  el  que  tenía  cuando  tuvo  lugar  la  ocupación  y  debió  ha- 
cerse efectiva . 

La  base  fundamental  en  esta  materia,  es  dar  un  valor  por 
otro  equivalente. 

De  otra  manera,  si  como  en  el  caso  presente,  la  espropiacion 
se  hiciera  veinte  años  después,  es  fuera  de  duda  que  recibiendo 
el  espropiado  el  precio  que  su  propiedad  tenía  entonces,  estaría 
muy  lejos  de  recibir  su  equivalente,  si  los  valores  hubiesen 
subido,  como  ha  sucedido  entre  nosotros  y  sucede  en  todo  país 
nuevo. 
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Con  el  precio  de  veinte  años  atrás  el  espropiado  pado  al  reci- 
birlo, adquirir  otro  terreno  en  igualdad  de  condiciones  y  para 
ello  hoy  necesitaría  veinte  veces  más . 

Becibiendo  el  espropiado  el  precio  actual,  puede  comprar  otro 
terreno  igual;  y  siempre  se  habría  cumplido  el  principio  gene- 
ral de  dar  un  valor  por  otro  equivalente. 

No  se  concibe  empero,  la  razón,  por  qué  recibiendo  el  espro- 
piado el  precio  actual,  haya  de  recibir  también  interés  sobre 
este  precio  desde  la  fecha  de  la  ocupación.  Esto  sería  sencilla 
y  soberanamente  injusto  por  no  decir  otra  cosa. 

Es  bien  sabido  que  en  el  precio  de  un  terreno,  va  incluido  el 
interés  del  tiempo  trascurrido.  Es  este  un  axioma  para  todos  los 
especuladores  en  tierra  en  un  país  nuevo  y  que  marcha  rápi- 
damente en  la  vía  del  progreso.  El  terreno  de  los  señores  Gon- 
zález y  Lardies  valía  cinco  centavos  en  1865,  cuando  lo  ocupó 
el  ferro-carril  y  hoy  vale  100,  es  decir,  veinte  veces  más.  ¿  Qué 
mejor  interés  ha  podido  ganar  ?. 

Por  otra  parte,  ¿  cómo  es  posible  ganar  interés  sobre  un  valor 
que  no  existía  ?  Si  el  terreno  valía  5  centavos  en  1865  ¿cómo 
podría  ganar  interés  sobre  100? 

A  lo  sumo  podrá  pretenderse  el  precio  actual  y  un  alquiler  6 
un  arrendamiento  por  la  ocupación.  Pero  ni  esto  sería  justo  en 
el  presente  caso,  visto  el  abandono  absoluto  de  los  propietarios 
á  los  que  ha  sido  necesario  llamar  por  edictos,  así  como  el  resul- 
tado fabuloso  que  han  obtenido  por  la  demora  y  por  su  in- 
curia. 

No  necesito  decir  que  las  resoluciones  de  esta  Corte  que  re- 
cuerda el  señor  Juez,  no  son  aplicables  al  presente. 

Sírvase  y.  E.  confirmar  la  sentencia,  salvo  la  parte  objetada 
por  el  señor  Procurador  Fiscal. 

EdtLardo  Costa. 


14  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 


Fallo  de  la  Supreaui  Corte 

Buenos  Aires,  Noviembre  23  de  1889. 

Vistos  7  considerando:  Primero :  Que  los  intereses  reconoci- 
dos por  la  sentencia  de  foja  setenta  y  siete,  y  que  forman  la 
materia  de  la  presente  apelación,  son  mandados  abonar  en  re- 
lación, no  al  valor  actual  del  terreno  espropiado,  según  la  tasa- 
ción de  foja  cuarenta  y  tres,  aceptada  por  dicha  sentencia,  sino 
al  que  se  ha  considerado  como  promedio  entre  el  precio  del 
terreno  á  la  fecha  de  so  ocupación  por  la  empresa  del  ferro- 
carril, y  el  correspondiente  al  de  la  fecha  de  la  tasación,  fijado 
en  un  peso  moneda  nacional  por  metro  cuadrado,  que  equivale 
solo  á  dos  quintos  del  valor  actual;  y 

Segundo:  Que  debiendo  ser  la  expropiación  por  causa  de  utili- 
dad pública,  previamente  indemnizada^  conforme  á  lo  proscripto 
por  el  artículo  diez  y  siete  de  la  Constitución  Nacional,  y  ha- 
biéndose hecho  la  ocupación  en  este  caso,  sin  que  la  indemniza- 
ción sea  pagada,  es  jasto  el  cargo  de  intereses  que  reconoce  la 
sentencia  apelada,  como  compensación  del  perjuicio  ocasionado 
por  el  retardo  en  el  pago . 

Por  estos  fundamentos,  y  prescindiendo  de  considerar  el  punto 
relativo  á  la  propiedad  del  Doctor  Don  Pedro  Sánchez  en  parte 
del  terreno  espropiado,  que  debe  ser  ventilado  en  el  juicio  cor- 
respondiente, se  confirma  con  costas,  la  sentencia  de  foja  seten- 
ta y  siete  en  la  parte  apelada,  y  devuélvanse. 

BENJAMÍN  VIGTORICA.  —  ULADISLAO 
FRUS.  —  FEDERICO  IBARGÚREN . 
—  C.  S.  DE  LA  TORRE.  —  LUIS  V. 
VÁRELA. 
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CAUSA    CI.II I 


Criminal  contra  el  eco-guarda  de  Aduana,  Estanislao  Ácosta^ 
los  agentes  Odena  y  Pichot,  Beltran  Fages,  y  los  cargado- 
res Miguel  Montagut  y  Manuel  Crovetto,  por  delito  de  false- 
dad y  defraudación  de  rentas  fiscales. 


Sumario.  — Los  agentes  de  vapores  que  ponen  su  conforme 
á  las  guías,  por  medio  de  las  que  se  ha  cometido  contrabando, 
son  solidariamente  responsables  con  los  cargadores,  por  las  pe- 
nas pecuniarias  correspondientes. 


Caso.  —  Lo  refiere  el 


Fallo  del  Jíues  Federal 


Corrientes,  Agosto  29  de  1887. 

Y  vistos:  esta  causa  criminal  seguida  contra  el  ex-guarda  de 
Aduana  Estanislao  Acosta,  Jos  agentes  Odena  y  Pichot,  el  de- 
pendiente de  la  agencia,  Beltran  Fages,  y  los  cargadores  Miguel 
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Montagut  y  Manuel  Crovetto,  por  delito  de  falsedad  y  defrau- 
dación de  rentas  fiscales,  no  habiendo  los  dos  últimos  compare- 
cido al  juicio,  de  cuyos  autos  resultan  los  hechos  siguientes : 

1*^  Que  la  Dirección  de  rentas  nacionales  remitió  á  este  Juz- 
gado dos  sumarios  instruidos  por  el  inspector  de  rentas  nacio- 
nales Don  Manuel  Camelino,  de  los  cnales  aparece  haberse 
cometido  dos  fraudes  de  Aduana,  el  primero  conduciendo  por  el 
Tapor  Rio  Gualeguay  veinte  y  piete  tercios  yerba  paraguaya 
y  yeinte  y  ocho  bolsas  del  mismo  artículo  como  embarcadas  de 
removido  en  esta  plaza,  sacando  la  correspondiente  guía  de  esta 
Aduana,  la  que  fué  cumplida  por  los  guardas  Vidal  (ya  firma- 
do) y  Estanislao  Acosta,  foja  86,  primer  cuerpo,  siendo  así  qxxh 
tales  mercaderías  venían  de  los  puertos  del  Paraguay  como  lo 
comprueban  las  declaraciones  del  agente  en  Buenos  Aires,  del 
vapor  Rio  Gualeguay  Don  G.  O.  Paez,  de  la  do  Don  Eladio 
Macías,  socio  de  la  razón  social,  Hacías,  Rodríguez  y  C",  que 
administra  dicho  vapor,  y  la  del  consignatario  de  la  carga  y 
capitán  del  mismo,  Don  Miguel  Montagut,  corrientes  desde  fo- 
ja AS  vuelta,  hasta  foja  52,  y  no  obstante,  la  espresada  yerba 
fué  despachada  en  la  Aduana  del  Bosario  como  de  removido  y 
sin  pagar  los  respectivos  derechos  mediante  la  guía  indebida- 
mente diligenciada  en  la  Aduana  de  esta  ciudad,  como  resulta 
de  los  manifiestos  general  y  particular  de  la  Aduana  del  Rosa- 
rio, corrientes  á  fojas  61  y  64.  . 

La  goía  de  removido  diligenciada  en  esta  Aduana  fué  solici- 
tada por  Juan  Méndez,  firmando  por  este  Beltran  Fages,  con 
el  conforme  de  los  agentes  del  vapor,  Odena  y  Pichot,  siendo 
Juan  Méndez  una  persona  supuesta,  puesto  que  no  se  ha  espre- 
sado ni  afirmado  que  ese  individuo  hubiese  solicitado  efectiva- 
mente  embarcar  de  remondo  tales  mercaderías  ni  que  tal  per- 
sona exista  6  haya  existido  en  esta  ciudad. 

2^  Del  otro  sumario  resulta,  que  se  cometió  un  fraude  análogo 
conduciendo  para   el   vapor  Mensajero,  como  de   removido  de 
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esta  plaza  treinta  bolsas  yerba  paraguaya  marca  A.  Cardus, 
coa  guía  solicitada  por  un  Joan  González  con  el  conforme  de 
los  agentes  Odenay  Pichoty  cumplida  por  los  mismos  guardas 
Yidal  y  Estanislao  Acosta,  cuya  yerba  fué  desembarcada  sin 
pagar  derechos  en  el  Rosario,  mediante  la  guía  referida,  como 
aparece  de  los  documentos  de  Aduana  de  fojas  21  y  23,  siendo 
así  que  esas  mercaderías,  procedían  del  Paraguay,  como  apare- 
ce de  la  declaración  de  Casiano  Casas,  déla  razón  social  Eche- 
sortú  y  Casas,  agentes  del  vapor  Mensajero  en  el  Rosario^ 
que  dice  haber  el  capitán  de  dicho  vapor,  declarado  en  su  ma- 
nifiesto la  referida  yerba,  figurando  como  cargador  Don  Ma- 
nuel Crovetto,  que  iba  á  bordo  del  mismo  vapor  y  les  entregó 
laguía  diligenciada  por  la  Aduana  de  esta  ciudad,  la  que  fué 
solicitada  como  se  ha  visto  por  un  Juan  González,  y  así 
resulta  también  de  la  copia  del  libro  de  sobordo,  corriente  & 
foja  6. 

Con  estos  antecedentes  se  iniciaron  los  procesos  en  este  Juz- 
gado, tomando  declaraciones  á  los  agentes  de  los  vapores  y  de- 
más personas  que  habían  intervenido  en  el  despacho  de  las 
guías,  hasta  que  se  ordenó  su  acumulación  por  auto  de  fecha  21 
de  Noviembre  de  1885,  á  foja  154  vuelta. 

El  Procurador  Fiscal  titular,  pidió  el  sobreseimiento  absolu- 
to de  la  causa,  y  el  Juzgado,  en  vista  de  la  gravedad  de  los  he- 
chos, que  constaban  de  autos,  nombró  Procurador  Fiscal  ad 
hoCy  al  Dr.  Guastavino,  á  fin  de  que  estudiándolos,  formulase 
acusación,  ó  bien  desistiese  de  ella,  si  opinaba  lo  mismo  que  el 
fiscal  titular. 

El  Fiscal  ac/ Aoc  entabló  acusación  contra  el  guarda  Acosta, 
por  delito  de  falsedad  cometido  en  el  ejercicio  de  sus  funciones, 
en  el  mero  hecho  de  haber  puesto  el  conforme  á  las  guías  de  re- 
movido  de  fojas  7  y  56,  sin  presenciar  la  carga  de  las  mercade- 
rías introducidas,  y  pidió  contra  él  la  pena  de  dos  años  de  tra- 
bajos forzados  y  cien  pesos   de  multa,  y  también  una  multa 
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igual  al  comiso  de  las  mercaderías  introdacidas  en  el  Bosario» 
como  cómplice  de  los  que  verificaron  el  contrabando. 

Pidió  sobreseimiento  pleno  en  la  causa  por  delito  de  false- 
dad contra  los  agentes  del  vapor,  Odena  y  Pichot,  y  su  depen- 
diente Beltran  Pages,  por  no  estar  probado  hubiesen  cometido 
tal  delito,  pero  solicitó  se  impusiese  á  los  agentes  la  pena  de 
comiso  de  las  mercaderías  ó  de  su  valor,  y  la  de  una  multa 
igual  al  valor  de  las  mercaderías  contenidas  en  la  guía  de  foja 
56,  al  dependiente  Pages,  por  haber  firmado  por  Juan  Méndez 
persona  que  no  existía,  loque  revelaba  su  complicidad  en  el 
fraude. 

Kespecto  de  Crovetto  y  Montagut,  pidió  suspensión  de  la  cau- 
sa por  no  haberse  presentado  al  juicio  é  ignorarse  su  para- 
dero. 

Los  defensores  de  los  acusados,  han  opuesto  la  prescripción 
del  derecho  de  acusar,  por  haber  sucedido  los  hechos  el  año  78 
y  haber  demorado  la  causa  hasta  esta  fecha. 

Con  lo  demás  espaesto  por  aquellos  y  pruebas  producidas. 
Y  considerando :  1"^  Que  para  decidir  lo  que  corresponde  so- 
bre la  prescripción  es  menester  tener  presente  que  el  proceso 
se  ha  seguido  por  delito  de  falsedad,  que  es  un  delito  común  su- 
jeto á  la  ley  penal  nacional,  y  por  contrabandeó  defraudación 
de  rentas  fiscales,  regido  esclusivamente  por  las  Ordenanzas  de 
Aduana  ó  las  hiyes  especiales  que  á  su  respecto  se  dictan. 

£1  delito  de  falsedad  está  penado  por  la  ley  nacional  con  pena 
de  trabajos  forzados,  de  dos  á  cuatro  años  y  multa  de  cien  á  mil 
pesos  fuertes,  si  el  que  lo  comete  fuese  empleado  público,  y  con 
pena  de  trabajos  forzados  de  uno  á  tres  años  y  la  misma  multa 
si  fuese  un  particular,  y  se  ve  por  consiguiente,  que  no  se  pue- 
de invocar  ni  le  es  aplicable  la  prescripción  de  dos  meses  que  el 
Código  del  Dr.  Tejedor,  adoptado  en  la  provincia,  establece 
para  acusar  los  delitos  que  solo  merezcan  pena  de  prisión  ó 
arresto,  ni  la  de  ocho  años  que  el  mismo  Código  establece  para 
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los  delitos  castigados  con  penitenciaria  6  presidio,  pues  las  di- 
ligencias de]  sumario  se  iniciaron  por  el  inspector  de  rentas 
después  de  un  año  de  cometido  el  delito  y  remitidos  los  suma- 
rios á  este  Juzgado  con  fecha  i  O  de  Enero  de  1880,  se  han  se- 
guido tramitando  sin  otra  interrupción,  que  la  que  opuso  el  Go- 
bierno de  la  provincia  para  la  prisión  de  uno  de  los  acusados, 
por  ser  diputado  de  la  Legislatura  provincial. 

En  cuanto  á  la  prescripción  del  derecho  de  acusar  por  el  frau- 
de de  Aduana,  tampoco  se  ha  proscripto  por  el  hecho  de  haberse 
iniciado  la  investigación  después  de  un  año  de  cometido  el  frau- 
de ;  pues  el  procedimiento  establecido  para  el  castigo  de  esos 
fraudes,  y  la  pena  misma,  no  están  sujetas  al  Código  Penal, 
sino  á  una  ley  especial,  la  que  no  ha  establecido  que  el  derecho 
de  acusar  por  esas  infracciones  se  prescriba  si  no  se  inician  los 
procedimientos  á  los  dos  meses  de  cometido  el  fraude,  y  por  el 
contrario,  por  el  artículo  i 034  de  las  Ordenanzas,  se  dispone 
que  cuando  las  mercaderías  han  sido  sacadas  de  la  jurisdicción 
de  la  Aduana,  el  conocimiento  de  la  causa  corresponde  á  los 
Juzgados  nacionales,  sin  haber  señalado  un  término,  pasado  el 
cual  no  puedan  perseguirse  esos  fraudes. 

Por  lo  tanto:  no  es  admisible  la  prescripción  para  acusar  por 
el  delito  común  conexo,  ni  por  el  fraude  de  Aduana,  alegada  por 
los  defensores. 

2^  Que  para  que  se  cometa  delito  de  falsedad  es  necesario  que 
haya  mutación  de  la  verdad  á  sabiendas  y  con  ánimo  de  perju- 
dicar á  un  tercero;  faltando  alguno  de  estos  requisitos,  no  se  co- 
mete el  delito  de  falsedad,  que  por  su  naturaleza  es  gravísimo; 
así,  aunque  haya  mutación  de  la  verdad,  si  no  resulta  probado 
que  el  agente  tuvo  la  intención  de  alterarla  para  perjudicar  á 
un  tercero^  ó  que  no  pudo  resaltar  perjuicio  á  un  tercero,  no 
hay  delito  de  falsedad,  (Chauveau  Adolphe,  tomo  2"^,  capítulo 
24,  números  575  y  576). 

En  el  presente  caso,  sea  que  por  la  naturaleza  misma  del  he- 
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cho,  se  haya  hecho  difícil  la  prueba,  ó  que  el  trascurso  del  tiempo 
y  el  fallecimiento  del  guarda  Vidal  hayan  imposibilitado  la 
prueba  de  la  circunstancia,  lo  cierto  es  que  no  hay  otra  prue- 
ba sobre  la  falsedad  que  las  mismas  guías  diligenciadas  por  los 
empleados  de  Aduana,  y  las  presunciones  que  naturalmente 
surgen  del  hecho  de  haberse  empleado  esos  documentos  falsos 
para  introducir  como  de  removido  en  la  Aduana  del  Rosario, 
las  mercaderías  que  venían  del  Paraguay  y  debían  abonar  los 
respectivos  derechos. 

3°  Que  para  examinar  si  está  probado  que  el  guarda  Acosta, 
ha  tenido  la  intención  de  alterar  la  verdad  y  de  cometer  delito 
de  falsedad  al  poner  su  conforme  y  firma  por  el  señor  gefe  del 
Resguardo,  es  menester  darse  cuenta  cómo  pasan  los  hechos  al 
despachar  y  diligenciar  una  guía  de  removido. 

Según  las  Ordenanzas,  las  operaciones  de  carga  en  los  paque- 
tes á  vapor,  se  hacen  con  intervención  del  resguardo  y  con  la 
intervención  del  guarda  de  abordo;  este  vigila  y  examina  la 
carga  que  ha  pasado  por  el  Resguardo,  y  terminada  la  opera- 
ción, el  Resguardo  confrontará  los  cumplidos  puestos  en  los  per-, 
misos  originales,  con  los  del  guarda  de  abordo  en  los  permisos 
duplicados,  y  con  la  relación  visada  por  el  comisario  del  buque, 
pasando  después  la  relación  y  los  permisos  del  guarda  de  á  bor- 
do á  la  contaduría,  para  que  estos  sirvan  de  guías  oficiales,  y  la 
relación  queda  agregada  al  registro  que  debe  formalizar  el  bu- 
que (art.  873). 

De  aquí  resulta  que  las  funciones  del  gefe  del  Resguardo  son 
diferentes  délas  del  guarda  de  abordo,  pues  este  cúmplela 
operación  de  la  carga  y  no  puede  poner  su  cumplido  sin  haber 
presenciado  la  operación,  mientras  que  el  gefe  del  Resguardo 
se  limita  á  examinar  si  hay  conformidad  en  los  cumplidos  del 
guarda  de  á  bordo  y  los  del  Resguardo,  y  en  tal  caso  pone  su 
conforme,  que  no  significa  que  él  mismo  presenció  la  operación 
de  embarque,  pues  no  tiene  este  d^ber,  sino  que  examinadas  las 
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operaciones  del  Resguardo  y  las  del   guarda  de  á  bordo  han  re- 
sultado conformes. 

Las  guías  que  corren  á  fojas  7  y  56,  se  encuentran  así,  bien 
diligenciadas  en  su  forma,  con  el  cumplido  del  guarda  de  á 
bordo  Vidal,  y  el  conforme  del  gefe  del  Resguardo  6  la  del  gua- 
da Acost  a  por  este,  como  se  acostumbra  cuando  el  gefe  no  se 
halla  en  la  oficina,  según  lo  informa  el  administrador  de  ren- 
tas á  foja  301. 

4^  Que  establecidos  así  los  hechos,  no  resulta  probado  que 
el  guarda  Acosta  haya  cometido  delito  de  falsedad  al  firmar  su 
conforme  por  el  gefe  del  Resguardo,  puesto  que  ha  podido  ser 
engañado  por  los  guardas  que  intervinieron  en  la  operación  de 
embarque  ;  y  aunque  nada  hay  que  compruebe  este  engaño 
tampoco  hay  prueba  clara  de  haber  puesto  su  conforme  con  co- 
nocimiento de  que  no  se  verificó  el  embarque  de  las  mercaderías, 
no  constando  que  intervino  como  guarda,  sino  para  desempeñar 
las  funciones  del  gefe  del  Resguardo. 

La  firma  de  este,  como  se  ha  dicho,  no  significa  haber  pre- 
senciado la  operación  sino  de  haber  confrontado  los  cumplidos 
del  guarda  de  á  borbo  con  los  del  Resguardo  y  haber  resultado 
conformes,  de  modo  que  la  guía  por  sí  no  prueba  haber  cometi- 
do falsedad  el  empleado  que  puso  el  conforme,  aunque  resulta- 
se probado  suficientemente  que  las  mercaderías  no  fueron  em- 
barcadas, ó  que  el  cumplido  del  guarda  Vidal  fuese  falso,  pues 
sería  menester  probar  á  la  vez,  que  el  gefe  del  Resguardo  ó  el 
guarda  Acostase  completó  con  aquel  para  diligenciar  la  guía,  6 
por  lo  menos,  que  la  diligenció  indebidamente,  sin  tener  presen- 
te los  cumplidos  del  Resguardo. 

Ha  podido  suceder,  es  verdad,  que  Acosta  haya  intervenido 
como  guarda  cuando  se  embarcó  la  carga  poniendo  los  cumpli- 
dos respectivos  á  los  permisos  de  embarque,  pero  la  interven- 
ción del  empleado  que  examina  la  carga  en  tierra,  no  se  hace 
constar  en  la  guía,  sino  en  anotaciones  separadas  que  el  gefe 
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del  Resguardo  coteja  con  las  del  guarda  de  á  bordo  al  poner 
su  conforme,  y  por  lo  tanto  no  figurando  en  autos  las  anotacio- 
nes del  empleado  que  intervino  en  el  embarque  de  las  mercade- 
rías en  las  lanchas,  ni  apareciendo  que  este  fué  Acosta,  sino 
que  desempeñó  las  funciones  del  gefe  del  Resguardo,  no  resulta 
probado  que  haya  cometido  delito  de  falsedad. 

Un  hecho  se  dice  que  está  probado,  cuando  resulta  imposi- 
ble que  haya  podido  suceder  de  otro  modo,  y  en  el  presente  ca— 
80^  hay  posibilidad  que  los  guardas  que  intervinieron  y  debie- 
ron intervenir  en  la  operación  hayan  cometido  la  falsedad  y  no 
la  haya  cometido  el  gefe  del  Resguardo,  que  pudo  ignorar  el 
complot,  puesto  que  por  sus  funciones  no  está  obligado  á  asistir 
personalmente  á  la  operación. 

Según  las  leyes  12,  título  14,  partida  3",  y  26,  título  l^  parti- 
da 7",  debe  absolverse  al  acusado  cuando  no  resulta  prueba  cla- 
ra como  la  luz^  de  haber  este  cometido  el  delito. 

Si  no  está  probado  haber  cometido  el  guarda  Acosta  delito 
de  falsedad,  no  puede  tampoco  ser  condenado  como  cómplice  de 
la  defraudación  de  Aduana,  la  que  ha  podido  llevarse  á  cabo  sin 
su  participación. 


II 


Considerando  respecto  del  fraude  cometido  introduciendo  en 
el  Rosario,  sin  pagar  derechos,  la  yerba  que  venía  del  Paraguay 
mediante  las  guías  falsas  espedidas  por  esta  Aduana:  1°  Que 
aunque  hay  graves  presunciones  de  haber  sido  Beltran  Fagas 
participante  del  fraude  cometido  respecto  de  la  yerba  conduci- 
da por  el  vapor  Rio  Gualeguay,  puesto  que  firmó  por  Juan 
Méndez,  persona  supuesta,  siendo  dependiente  de  la  agencia, 
con  cuyo  conforme  se  diligenció  la  guía  que  sirvió  para  cometer 


.1 
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el  fraade,  sin  embargo,  es  menester  examinar  las  circunstan- 
cias que  han  podido  intervenir  para  que  aquel  firmase  por  Juan 
Méndez  y  la  responsabilidad  que  este  acto  debe  acarrearle,  dado 
que  no  existe  en  autos  otra  prueba  respecto  á  su  participación 
en  el  fraudo,  que  el  hab^r  firmado  por  Juan  Méndez. 

2^  Que  no  estando  probado  que  Fages  haya  firmado  á  sabien- 
das por  Juan  Méndez  y  con  el  propósito  de  perjudicar  al  fisco, 
no  pnede  ser  acusado  de  delito  de  falsedad,  puesto  que  como  se 
ha  visto,  para  que  se  cometa  este  delito,  se  exige  esencialmen- 
te que  haya  mutación  de  la  verdad,  con  ánimo  de  perjudicar  á 
un  tercero;  ni  tampoco  se  puede  decir  que  el  hecho  de  la  firma, 
importe  la  prueba  de  la  complicidad  en  el  fraude  cometido,  des- 
de que  se  ignoran  las  circunstancias  que  mediaron  para  firmar 
por  otro,  pudiendo  suceder  que  lo  hiciese  sin  tener  conocimien- 
to alguno  del  fraude  que  se  procuraba  llevar  d  cabo.  Si  el  he« 
cho  de  firmar  por  una  persona  supuesta,  pudiera  considerarse 
como  un  hecho  relativo  á  una  operación  de  Aduana  que  pudo 
perjudicar  la  renta,  caería  bajo  la  disposición  del  artículo  1027 
de  las  Ordenanzas,  que  responsabiliza  al  patrón  por  los  hechos 
del  dependiente,  aunque  aquel  sostuviese  que  ha  sido  llevado  á 
cabo  sin  su  conocimiento,  quedando  su  derecho  á  salvo  para  re- 
petir contra  el  que  causó  la  pena  (art.  1027  de  las  Ordenanzas). 
Estos  artículos  demuestran  claramente  que  en  las  operaciones 
de  Aduana,  los  actos  de  los  dependientes  son  considerados  como 
ejecutados  por  los  patrones,  siendo  estos  los  únicos  responsables 
de  la  pena,  sin  perjuicio  de  poderla  repetir  [de  los  dependien- 
tes cuando  ellos  no  hubiesen  tenido  participación  alguna  en  el 
fraude.  Otra  cosa  sucedería  en  el  caso  de  haberse  cometido  un 
delito  común  conexo,  en  el  que  la  responsabilidad  sería  de  to* 
dos  los  que  hubiesen  tenido  parte  en  su  perpetración,  sean  pa- 
trones 6  dependientes,  sin  que  aquellos  deban  responder  de  los 
actos  de  estos  cuando  los  hubiesen  ejecutado  sin  su  conoci- 
miento. 
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3°  Que  está  probado  suficientemente,  que  s3  han  cometido 
dos  fraudes,  introduciendo  en  la  plaza  del  Rosario,  sin  pagar 
derechos,  las  partidas  de  yerba  que  constan  de  las  guías  cita- 
das, cuyas  guias  fueron  solicitadas  con  el  conforme  de  los  agen- 
tes Odena  y  Pichot.  La  responsabilidad  de  los  agentes  en  el 
presente  caso  es  evidente,  puesto  que  el  artículo  855  de  las  Or- 
denanzas, exije  el  conforme  del  agente  en  todas  las  operaciones 
de  carga  en  los  paquetes  á  vapor,  y  ese  conforme  importa  la 
aceptación  de  la  responsabilidad  por  el  arreglo,  derechos  y  de- 
más obligaciones  que  nacen  de  los  permisos  librados  y  que  en 
los  buques  de  vela  impiden  la  salida  del  buque  (art.857),  y  res- 
ponden asimismo  de  mancomún  et  insolidum,  con  los  cargado- 
res por  las  penas  pecuniarias  impuestas  á  las  diferencias  que  re- 
sulten en  los  permisos  de  la  carga  (art.  863  de  las  mismas), 
de  donde  resulta  que  habiendo  los  agentes  Odena  y  Pichot 
puesto  su  conforme  en  los  permisos  firmados  por  una  persona 
supuesta,  y  que  esas  guías  han  sido  diligenciadas  por  los  em- 
pleados de  Aduana,  como  si  efectivamente  se  hubiese  embarca- 
do la  carga  y  han  servido  para  introducir  las  mercaderías  en  el 
Bosario  como  de  removido,  sin  pagar  los  derechos  que  adeuda- 
ban, no  pueden  dichos  agentes  alegar  ignorancia  cuando  una 
serie  de  hechos  estrechamente  unidos  entre  sí,  demuestran  su 
participación,  y  sobre  todo,  cuando  el  artículo  1026  de  las  Or- 
denanzas, dispone  que  sea  considerado  fraude  y  materia  de  pe- 
na toda  falsa  declaración,  ó  todo  hecho  que  despachado  en 
confianza  por  la  Aduana,  ó  que  si  pasara  desapercibido  produ- 
jera menos  renta. 

Por  estos  fundamentos,  definitivamente  juzgando,  fallo  :  ab- 
solviendo de  culpa  y  cargo  al  ex-guarda  Estanislao  Acosta,  li- 
brándose orden  al  departamento  de  Policía,  para  qne  sea  pues- 
to en  libertad,  y  asimismo  absuelvo  á  Beltran  Fages,  de  la 
acusación  fiscal,  no  haciendo  lugar  á  la  imposición  de  la  multa 
que  se  solicita  contra  él,  chancel ándese  la  fianza  que  otorgó,  y 
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por  el  contrario,  declaro  incursos  en  la  pena  de  comiso,  con  arre- 
glo al  artícul.o  1026  de  las  Ordenanzas,  á  los  agente  s  Odena  y 
Pichot  y  en  virtud  de  no  existir  las  mercaderías  que  debían  co- 
misarse, deben  aquellos  abonar  el  valor  de  las  partidas  de  yer- 
ba introducidas  en  el  Rosario,  y  constan  de  las  guías  de  fojas 
7  y  56^  á  cuyo  efecto  serán  aforadas  y  se  hará  la  liquidación 
correspondiente  del  importe  de  dichas  mercaderías  y  de  los  de- 
rechos que  adeuden,  abonándose  al  fisco  dichos  derechos  dedu- 
ciéndolos del  valor  de  las  mercaderías,  y  el  resto  se  adjudica  al 
inspector  de  rentas,  Don  Manuel  Camelino  y  al  sub-inspector 
Don  Electo  Yañez,  por  mitad,  por  haber  manifestado  aquel  en 
sas  notas  de  fojas  8  y  74,  haber  hecho  el  descubrimiento  del 
fraude  con  la  cooperación  de  este,  todo  con  arreglo  á  los  artícu- 
los 1029  y  1030  de  las  ordenanzas. 

Suspéndase  la  causa  con  relación  á  Miguel  Montagut  y  Ma- 
nuel Crovetto,  como  lo  pide  el  fiscal,  hasta  que  sean  constitui- 
dos en  prisión  6  se  presenten  voluntariamente,  con  costas  á  los 
agentes  Odena  y  Pichot. 

En  oportunidad  pase  este  espediente  á  la  Administración  de 
Bentas  Nacionales,  para  que  se  haga  el  aforo  y  liquidación  co- 
rrespondiente. 

Hágase  saber  con  el  original  y  repóngase. 

Carlos  Luna, 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Abril  4  de  1888. 
Suprema  Corle : 

Este  proceso  fué  iniciado  en  i 885,  con  ocasión  de  un  contra- 
bando de  sesenta  tercios  de  yerba  introducidos  al  Bosario,  en 
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1878,  en  el  que  aparecían  complicadas  las  sigaieutes  personas  : 
los  guardas  de  Corrientes,  Acosta  y  Vidal;  los  agentes  de  los 
vapores  qne  habían  conducido  la  yerba,  Odena  y  Picbot ;  Don 
B.  Fages  dependiente  de  estos,  y  por  último,  Montagnt  y  Gro- 
vetto,  cargadores  de  los  sesenta  tercios  en  cuestión. 

El  guarda  Vidal  falleció,  y  la  causa  concluyó  á  su  respecto. 

Montagut  y  Groretto,  no  han  podido  ser  habidos,  y  la  acción 
contra  ellos  está  paralizada. 

Fages,  acusado  de  falsedad  y  complicidad  en  el  contrabando 
ha  sido  absueltu  de  uno  y  otro  cargo. 

Acosta,  acusado  también  de  falsedad,  lo  ha  sido  asimismo. 

Queda  solo  Odena,  al  que  el  Juzgado  condena  á  pagar  el  va- 
lor del  contrabando. 

Involuntariamente  viene  á  la  memoria  un  proverbio  vulgar 
y  demasiado  conocido. 

El  único  cargo  contra  Odena  consiste  en  haber  puesto  su  con- 
forme, como  agente  de  vapores,  á  las  guías  en  que  se  pedía 
permiso  para  embarcar  los  tercios  de  yerba.  No  se  ha  hecho  va- 
ler en  su  contra  presunción  alguna,  ni  mucho  menos  prueba  de 
complicidad  en  el  contrabando. 

La  cuestión  está  reducida  entonces  á  investigar  si  el  confor- 
me puesto  en  la  guía,  basta  á  justificar  la  condena. 

Odena  observa,  y  á  mi  juicio  con  justicia,  que  el  guarda 
Acosta  puso  también  su  conforme  en  las  mismas  guías,  y  que 
idénticas  consideraciones  á  las  que  aduce  la  sentencia  para  ab  ^ 
solverle,  militan  en  su  favor. 

El  caso  es,  á  la  verdad  el  mismo.  Acosta,  sin  moverse  de  su 
oficina  y  sin  haber  presenciado  el  embarque,  puso  su  conforme, 
como  es  de  práctica,  dando  crédito  á  la  afirmación  del  guarda 
Vidala  encargado  de  la  verificación  á  bordo.  Odena,  sin  salir  de 
su  agencia,  puso  también  su  conforme,  en  la  creencia  de  que  el 
cargador,  embarcaría  los  tercios,  y  los  empleados  de  Aduana 
vigilarían  y  verificarían  el  embarque. 
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La  única  diferencia  consiste  en  que  Odena  puso  el  conforme 
antes  del  embarque,  y  Acosta  después. 

El  conforme  de  Odena  significaba  que,  como  agente  del  va- 
por, estaba  conforme  en  que  se  embarcaran  los  tercios  y  en  asu- 
mir las  responsabilidades  consiguientes;  el  conforme  de  Acosta, 
que  los  tercios  se  habían  embarcado.  El  conforme  de  Odena 
era  verdad  ;  el  de  Acosta  una  falsedad. 

¿Porqué  principio  de  justicia  se  condena  entonces  á  Odena,  y 
se  absuelve  á  Acosta  ? 

Se  dice  que,  como  agente  de  vapores,  Odena  asumía  todas 
las  responsabilidades  que  establecen  las  Ordananzas  en  tales 
casos. 

A  esto  se  ha  contestado  con  mucha  razón,  que  las  Ordenanzas 
solo  se  refieren  á  responsabilidades  civiles,  no  á  las  que  resultan 
de  los  fraudes,  que  puedan  cometerlos  cargadores. 

Para  ponerse  á  cubierto  de  tamaña  responsabilidad,  necesi- 
tarían los  agentes  una  Administración  como  la  de  la  Aduana,  y 
no  es  posible  que  nadie  los  aceptara,  no  teniendo  los  medios  pa- 
ra evitarlos. 

Los  artículos  855  y  863,  que  sirven  de  fundamento  á  la  sen- 
tencia, se  refieren  á  la  obligación  de  regularizar  los  papeles  y  de 
pagar  los  derechos,  que  la  ley  impone  á  los  agentes,  en  cambio 
de  las  ventajas  de  salir  sin  cerrar  registro  y  demás  que  acuerda 
á  los  vapores. 

La  responsabilidad  del  que  intenta  un  contrabando  es  directa. 

Si  el  agente,  como  tal,  pide  el  permiso,  será  él  sin  duda  res- 
ponsable. Si  un  cargador,  con  el  conforme  del  agente,  puesto 
que  no  puede  cargar  sino  por  su  intermedio,  comete  un  fraude, 
será  él  y  no  el  agente  el  llamado  á  responder. 

Pido  por  lo  espuesto,  la  modificación  de  la  sentencia,  en  la 
parte  que  se  refiere  al  espresado  Odena,  absolviéndole  de  la  pe- 
na que  le  impone. 

Eduardo  Costa. 
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Fallo  de  la    l^uprema  Corte 


Buenos  Aires,  Noviembre  26  de  1889. 

Vistos:  por  los  fundamentos  relativos  á  la  responsabilidad  de 
Don  Isidro  Odena,  único  punto  traído  en  apelación  ante  esta 
Suprema  Corte,  se  confirma  con  costas  la  sentencia  apelada  de 
foja  trescientas  diez  y  siete ;  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse . 


benjamín  VICTORICA.  —  ULADISLAO 
frías.  —  FEDERICO  IBARGÚREN. 
—  C.  S.  DE  LA  TORRE.  —  LUIS  V. 
VÁRELA. 
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CAUSA  ClilT 


Solanas  Carreras  y  Compañía  contra  Don  Nicanor  Godoy,  por 

cobro  de  pesos;  sobre  arraigo  del  juicio. 

Sumario.  —  El  arraigo  del  actor  no  puede  pedirse  sino  por  me- 
dio  de  escepcioQ  dilatoria,  y  procede  solamente  cuando  aqael 
no  es  domiciliado  en  la  República. 


Caso.  —  En  13  de  Marzo  de  1889  Don  Nicanor  Godoy,  en  la 
cansa  segaida  por  los  señores  Solanas  Carreras  y  Compañía,  se 
presentó  al  Juez  pidiendo  qne  los  actores  arraigasen  el  juicio, 
por  no  ser  vecinos  de  Corrientes,  y  no  conocérseles  responsabi- 
lidad . 

Solicitó  que  este  incidente  se  resolviese  pré?iamente,  suspen- 
diéndose el  juicio  en  lo  principal. 

Conferido  traslado,  el  apoderado  de  los  actores  contestó  que 
estos  eran  domiciliados  en  la  República,  y  que  la  petición  de 
arraigo,  aún  contra  los  no  domiciliados,  no  podía  hacerse  sino 
por  medio  de  escepcion  dilatoria,  antes  de  contestar  la  demanda, 
y  no  después  de  contestada  esta. 

Pidió  en  su  consecuencia,  el  rechazo  de  la  petición. 
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Fallo  del  JTaes  Federal 


Corneóles,  Marzo  19  de  1889. 

Y  vistos:  siendo  escepcion  dilatoria  la  de  arraigo  del  juicio 
caandoel  demandante  es  estrangero  no  domiciliado,  y  no  habien* 
do  sido  opuesta  en  el  término  legal  sino  después  de  contestada 
la  demanda  y  abierta  la  causa  á  prueba;  y  siendo  por  otra  parte 
infundada  la  petición  de  arraigo,  puesto  que  la  ley  solo  la  per- 
mite cuando  el  demandante  es  estrangero  no  domiciliado  en  la 
República,  como  lo  ha  resuelto  la  Suprema  Corte,  en  el  caso  ci- 
tado (serie  2'',  tomo  i%  página  559),  y  en  el  presente  caso  la 
Sociedad  demandante,  está  domiciliada  en  la  Capital  de  la  Na- 
ción, como  aparece  de  los  documentos  presentados  ;  no  ha  lugar 
con  costas  á  la  escepcion  de  arraigo  deducida  por  el  demandado . 

ÍMna. 


Godoy  pidió  revocatoria  y  apeló  insubsidium  del  auto  anterior. 

Dijo  que  no  se  trataba  de  una  excepción^  sino  de  un  incidente 
que  había  promovido  para  garantirse  contra  los  resultados  del 
juicio;  y  que,  diciendo  la  ley  que  los  estrangeros  no  domicilia- 
dos deben  arraigarlo,  los  señores  Solanas  Carreras  y  Compañía, 
que  eran  estrangeros,  y  no  domiciliados  en  el  lugar^  estaban 
obligados  á  hacerlo. 

Conferido  traslado,  los  señores  Solanas  Carreras  y  Compañía, 
pidieron  el  rechazo  de  los  recursos;  por  no  ser  procedente  el  de 
apelación^  é  ilegal  el  de  revocatoria,  como  resultaba  de  su  escri- 
to anterior,  y  del  hecho  de  no  fundarse  el  recurso  en  ninguna  dis- 
posición legal. 
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Auto  del  Juea  Federal 


Corrientes,  Abril  ]•  de  1889. 

Y  vistos:  Considerando  :  1^  Que  la  escepcíon  de  arraigo,  por 
razón  de  ser  el  demandante  estrangero  no  domiciliado,  es  una 
escepcion  esencialmente  dilatoria,  pues  ella  se  dirije  á  impedir 
la  prosecución  del  juicio,  hasta  que  el  demandante  dé  fianza  de 
responder  porlos  gastos  y  costas  que  cause  al  demandado,  sino 
taviese  razón  para  demandarlo,  y  como  aquel  dedujo  la  espresada 
escepcion,  después  de  contestada  la  demanda  y  abierta  la  causa 
á  prueba;  y  careciendo  por  otra  parte  de  fundamento  para  pedir 
el  arraigo  aunque  la  escepcion  hubiera  sido  opuesta  en  tiempo 
oportuno,  no  se  hizo  lugar  á  ella  por  el  auto  de  19  de  Marzo  pa- 
sado. 

2^  Que  el  demandante  pide  reposición  de  este  auto,  apelando 
en  subsidio,  manifestando  que  no  ha  deducido  una  escepcion  di- 
latoria, sino  un  incidente  como  puede  hacerlo  en  cualquier  es- 
tado del  juicio :  pero  pudiendo  seguirse  aquel^  sin  que  el  inci- 
dente impida  su  prosecución,  puesto  que  se  ha  contestado  la  de- 
manda sin  oponer  la  escepcion  dilatoria  de  arraigo,  que  lo  habría 
paralizado  hasta  que  se  resolviese,  se  ha  seguido  por  cuerda  se- 
parada el  incidente  sin  suspender  el  curso  de  la  causa  como  lo 
prescriben  los  artículos  345  y  346  del  Código  de  Procedimientos 
de  la  Provincia. 

3^  Que  el  auto  recurrido  es  completamente  arreglado  á  dere- 
cho y  no  hay  razón  alguna  para  obligar  al  demandante  á  arraigar 
el  juicio,  como  se  demuestra  en  él,  y  mucho  menos  para  paralizar 
el  juicio  hasta  que  se  resuelva  la  apelación.  Por  estos  funda- 
mentos^ se  confirma  con  costas  el  auto  recurrido,  y  se  concede  en 
relación,  y  so-o  en  el  efecto  devolutivo  la  apelación  interpuesta, 
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de  acaerdo  con  las  opiniones  de  Caravantes,  número  11 33,  y  Man- 
tesa 7  Beus,  en  su  comentario  al  artículo  338,  página  565  al  fin ; 
remitiéndose  original  el  espediente  del  incidente,  por  no  preci- 
sarse para  la  prosecución  de  la  cansa.  Hágase  sabery  repóngase. 

Carlos  Luna. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Noviembre  26  de  1889. 

Vistos  :  reconociendo  virtualmente  el  demandado  en  sn  escrito 
de  foja  nueve  qne  los  demandantes  tienen  su  domicilio  en  esta 
Capital;  y  por  los  fundamentos  concordantes  del  auto  apelado  de 
foja  tres  vuelta,  se  confirma  este  con  costas  y  devuélvanse, 
debiendo  reponerse  los  sellos  ante  el  Juzgado  de  sn  procedencia. 


benjamín  VIGTORIGA.  —  ULADISLAO 
frías.  —FEDERICO  IBARGÚREN. — 
C.  S.  DE  LA  TORRE.  —  LUIS  V.  VÁ- 
RELA. 
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CAUSA  CliT 


Solanas  Carreras  y  Compañía  contra  Don  Nicanor  Godoy,  por 
cobro  de  pesos;  sobre  swpenston  del  término  probatorio* 


Sumario.  —  Resuelta  la  improcedencia  de  la  petición  de  ar- 
raigo, y  concedida  la  apelación  en  de?olutivo  sin  oposición,  ha- 
biéndose proseguido  de  hecho  los  procedimientos,  no  puede  de- 
clararse suspenso  el  término  probatorio  por  ese  incidente. 


Caso.  —  En  23  de  Marzo  de  1889,  Don  Nicanor  Godoy,  pi- 
dió que  mientras  se  tramitaba  y  resolvía  el  incidente  promoTi- 
do  por  él  sobre  arraigo,  se  declarase  suspenso  el  término  de  prue- 
ba, por  ser  ese  incidente  de  aquellos  que  suspenden  el  curso 
del  juicio.  Citó  el  fallo  de  la  Suprema  Corte,  serie  2*,  tomo  2"", 
página  2i  5. 

Conferido  traslado,  los  señores  Solanas  Carreras  y  Compañía, 
pidieron  el  rechazo  con  costas,  de  la  petición. 

Dijeron:  que  el  arraigo  pedido  era  improcedente,  y  así  lo  ha- 
bía resuelto  el  Juzgado,  y  que  el  incidente  promovido  no  afec- 
taba las  diligencias  de  prueba,  no  siendo  permitido  á  las  par- 
tes promover  incidentes  desautorizados  por  la  ley  para  provocar 
la  prolongación  del  término  de  prueba  que  es  perentorio. 
T.  Tin  3 
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Dijeron  también  que  el  fallo  citado  no  tenía  nada  qae  ver 
con  el  caso  actaal. 


Fallo  del  Jues  Federal 

CorrieDtes,  Abril  1*  de  1889. 

Y  vistos :  Considerando :  I*'  Qae  promovido  el  incidente  de  ar- 
raigo después  de  contestada  la  demanda  y  cuando  el  pleito  fué 
abierto  á  prueba,  deja  de  ser  una  excepción  dilatoria  de  previa 
resolución  y  debe  ser  considerada  como  una  petición  que  no  sus- 
pende la  prosecución  de  la  causa,  puesto  que  esta  se  puede  con- 
tinuar independientemente  del  incidente;  y  en  tal  caso  el  artí- 
culo 346  del  Código  de  Procedimientos  de  la  Provincia,  de  acuer- 
do con  el  340  de  la  ley  de  enjuiciamiento  español,  que  son  suple- 
torias de  la  ley  nacional  de  procedimientos,  ordenan  espresa- 
mente  que  el  incidente  se  siga  por  cuerda  separada,  sin  impedir  el 
progreso  del  juicio  principal,  disposiciones  que  tienden  á  evitar  la 
demorado  los  juicios  por  la  promoción  de  incidentes  malicio- 
sos que  los  prolongarían  indefinidamente  si  hubiesen  de  suspen- 
der la  prosecución  de  la  cansa. 

2®  Que  la  resolución  de  la  Suprema  Corte  que  cita  la  parte 
de  Godoy  no  es  aplicable  á  este  caso,  pues  ella  solo  prueba  que 
hay  incidentes  que  suspenden  la  prosecución  del  juicio  princi- 
pal, como  son  aquellos  sin  cuya  previa  resolución,  no  es  posible 
continuar  la  causa ;  y  tal  sería  sin  duda,  el  incidente  de  regula- 
ción en  que  los  autos  debían  pasar  al  regulador,  y  otros  que  no 
impiden  proseguir  la  causa  principal  siguiéndose  al  mismo  tiem- 
po el  incidente  por  cuerda  separada,  como  es  el  presente,  en  que 
se  pide  que  el  demandante  arraigue,  sin  formar  artículo  de  previo 
y  especial  pronunciamiento,  lo  que  tampoco  podía  hacerse,  des- 
de que  la  demanda  está  contestada  y  abierto  el  pleito  á  prueba. 
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Por  estos  fnndamentos,  no  ha  lugar  con  costas,  á  la  suspen- 
sión del  término  de  prueba,  el  cual  debe  continuar  corriendo. 
Hágase  saber  7  repóngase. 

Carlos  Luna. 


Fallo  de  la  Suprenuí  Coria 


Buenos  Aires,  Noviembre  26  de  1889. 

Vistos :  atento  lo  resuelto  en  esta  fecha  en  el  incidente  sobre 
arraigo  promovido  en  estos  mismos  autos,  y  habiendo  sido  con- 
cedida solo  en  el  efecto  devolutivo,  sin  oposición  del  demandado, 
la  apelación  interpuesta  en  aquel  incidente,  7  seguídose  de  he- 
cho los  procedimientos  de  la  causa,  se  confirma  con  costas  el 
auto  apelado  de  foja  cuatro,  7  devuélvanse,  debiéndose  reponer 
los  sellos  ante  el  Juzgado  de  su  procedencia. 


benjamín  VICTORICA.  —  ULADISLAO 
FRUS.  —  FEDERICO  IBARGCREN.  — 
C.  S.  DÉLA  TORRE.  —  LUIS  Y.  VÁ- 
RELA. 
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CAUSA  CXVI 


Solanas  Carreras  y  C^  contra  D.  Nicanor  Godoy,  por  cobro 
de  pesos;  sobre  término  extraordinario. 


Sumario.  —  Habiéndose  declarado  que  no  quedó  suspenso  el 
término  probatorio,  la  petición  del  término  extraordinario  hecho 
después  de  los  primeros  diez  días  de  aquel,  debe  ser  rechazada. 


Caso.  —  En  3  de  Abril  de  1889,  D.  Nicanor  Godoy  pidió  el 
término  extraordinario  para  ei  examen  de  unos  testigos  residen- 
tes en  Paris,  qae  nombró. 

Declaró  estar  dispuesto  á  consignar  la  cantidad  necesaria 
para  responder  á  las  costas  de  las  pruebas. 

Y  dijo  que  estaba  en  tiempo  para  pedir  dicho  término,  por 
haber  promovido  el  incidente  de  arraigo  y  el  de  suspensión  del 
término  de  prueba,  cuyos  incidentes  habían  suspendido  el  tér- 
minO;  según  la  doctrina  de  la  Suprema  Corte  en  los  fallos  de  la 
serie  2*^,  tomo  2'',  página  115,  y  tomo  8%  página223,  por  la  que 
se  establece  que  todo  artículo  ó  incidente  que  ocurra  durante  el 
término  probatorio  produce  el  efecto  de  suspenderlo. 
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FaIIo  del  Juea  Federal 


Corrientes,  Abril  4  de  1889. 

Y  TÍstos:  habiéndose  solicitado  el  término  extraordinario 
mucho  después  de  los  diez  días  desde  que  se  abrió  la  causa  á 
prueba,  y  no  habiendo  estado  suspendido  el  término  de  prueba 
por  el  incidente  de  arraigo  como  se  ha  resuelto,  no  ha  lugar  á 
concederse  el  término  extraordinario  que  se  solicita,  de  confor- 
midad con  lo  que  prescribe  el  artículo  96  de  la  Ley  nacional  de 
Procedimientos. 

Luna. 


Vallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Noviembre  26  de  1889- 

Vistos :  conforme  á  lo  resuelto  en  el  auto  de  esta  fecha  en  el 
incidente  sobre  suspensión  del  término  probatorio,  se  confirma 
con  costas  el  auto  apelado  de  foja  una  vuelta,  y  devuélvanse, 
debiendo  reponerse  los  sellos  ante  el  Juzgado  de  su  proce- 
dencia. 

BBNJAMIN    VIGTOBICA.   —  ULADISLAO 

FRUS.    —    FEDERICO    IBARGÚREN. 

—  C.  S.  DE  LA  TORRB«  —  LUIS  V. 
VÁRELA. 
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CAUSA  CliTII 


Juan  Posse  y  C*  contra  D,  León  Duran,  sobre  falsificación 

de  marca  de  fábrica. 


Sumano.  —  El  dueño  de  la  marca  de  fábrica  que  se  ha  ser— 
YÍdo  de  ella  en  una  forma  delictuosa,  no  tiene  derecho  á  ser  pro- 
tegido en  el  uso  esclusivo  de  ella,  contra  los  imitadores  de  la 
misma. 


Caso.  —  Lo  refiere  el 


Fallo  del  JTaes  Federal 


Buenos  Aires^  Junio  18  de  1887. 

Y  vistos  estos  autos  sobre  falsificación  de  marca  seguidos 
por  los  señores  Juan  Posse  y  C  contra  D.  León  Duran . 

Kesulta:  i®  Que  en  3  de  Octubre  de  1883,  se  presentaron  al 
Juzgado  los  señores  Juan  Posse  y  G*  exponiendo :  qae  por  in- 
termedio de  la  Policía  habían  descubierto  una  grave  falsifica— 
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cioD  de  la  marca  de  fábrica  de  su  casa  de  comercio,  denomi- 
nada c  Cigarrería  Popular  >  ;  qae  esa  falsificación,  reagravada 
por  la  estafa  qae  le  había  servido  de  instrnmentOy  había  sido 
perpetrada  por  la  casa  de  comercio  denominada  <  La  Provee- 
dora >  del  señor  Doran ;  qne  existiendo  los  antecedentes  de  la 
falsificación  en  el  Departamento  de  Policía,  y  habiendo  inter- 
Tenido  en  so  descubrimiento  muchos  de  sus  empleados,  solici- 
taron, con  el  propósito  de  que  no  llegaran  á  conocimiento  del 
autor  de  la  falsificación  las  medidas  que  se  habían  tomado,  que 
el  Juzgado  ordenase  le  fuesen  remitidos  tales  antecedentes  y 
que  una  vez  en  posesión  de  ellos  fuese  decretado  el  allana- 
miento de  la  cigarrería  c  La  Proveedora».  Decretada  la  remi- 
sión de  los  antecedentes,  con  los  documentos  que  los  formaban 
á  la  vista  y  resultando  de  ellos  vehementes  presunciones  de 
que  en  la  fábrica  de  cigarros  <  La  Proveedora  >  de  D.  Manuel 
Duran,  se  estaba  efectuando  una  defraudación  contra  la  marca 
de  cigarrillos  de  propiedad  de  D.  Juan  Posse  y  C*,  se  decretó 
el  allanamiento  solicitado  al  solo  efecto  de  apoderarse  de  los 
paquetes  de  cigarrillos  que  allí  se  encontrasen  con  la  marca  de 
estos  últimos  señores,  ordenando  que  del  resultado  de  dicha 
operación  se  diera  cuenta  inmediatamente  al  Juzgado. 

Con  fecha  10  de  Setiembre  del  mismo  año  el  Gefe  de  Policía 
se  dirijió  al  Juzgado  acompañando  en  siete  fojas  útiles  los  an- 
tecedentes relativos  al  allanamiento  practicado  por  el  Comisa- 
rio de  la  sección  primera  y  adjuntando  un  número  de  paquetes 
de  cigarrillos  secuestrados  en  ese  acto.  De  las  constancias  del 
parte  del  Comisario,  será  oportuno  ocuparse  al  hacer  el  estudio 
de  la  prueba. 

2®  Cumplidas  las  diligencias  preventivas  decretadas  por  el 
Juzgado  á  solicitud  y  bajo  la  responsabilidad  del  actor,  este 
presentó  su  demanda  en  forma  esponiendo  : 

Que  desde  hace  algunos  años  tiene  establecido  un  negocio  de 
cigarrería  en  vasta  escala ,  con  la  designación  de  c  Cigarrería 
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Popular»,  habiendo  consegaido  merced  á  graades  esfuerzos, 
acreditar  en  plaza  su  marca  de  fábrica  y  nombre  comercial, 
tanto  en  la  elaboración  del  cigarrillo  colorado  como  en  la  del 
negro,  llegando  el  espendiode  ambos  reunidos,  en  algunos  me- 
sesy  á  la  cantidad  de  cuatro  cientos  mil  cajillas;  que  fué  enton- 
ces, en  el  apogeo  del  crédito  y  prosperidad  de  la  casa,  que  em- 
pezaron á  notar,  especialmente  en  el  espendio  del  cigarrillo  co- 
lorado, una  notable  disminución  en  la  demanda,  disminución 
que  llegó  á  un  punto  tal,  en  que  era  limitado  el  número  de 
las  personas  que  solicitaban  ese  producto  de  su  fábrica;  que 
hicieron  toda  clase  de  esfuerzos  para  sostenerlo,  bajando  los 
precios  desde  ciento  cincuenta  á  noventa  pesos  el  ciento,  más  6 
menos;  pero  todo  fué  inútil,  el  cigarrillo  colorado  de  su  elabora- 
ción desapareció  casi  por  completo  de  la  plaza,  no  obstante  ser 
el  tabaco  empleado  de  inmejorable  calidad,  el  precio  módico 
como  el  que  más ;  que  áfin  de  rehabilitar  el  crédito  de  su  nom- 
bre en  la  elaboración  del  cigarrillo  colorado,  tuvieron  que  ba- 
jar los  precios  hasta  los  límites  de  una  ganancia  ínfima,  em- 
pleando siempre  materiales  de  superior  calidad,  pues  era  nece- 
sario hacer  competencia  á  casas  provistas  de  fuertes  capitales, 
para  lo  cual  no  había  otro  medio  digno  que  el  que  habían  re- 
suelto emplear,  consiguiendo  por  otra  parte,  el  objeto  que  se 
proponían,  pues  la  demanda  estimulada  por  la  considerable  ba- 
ratura del  precio  recobró  su  vuelo,  realizando  así  la  fórmula 
que  los  economistas  señalan  como  base  de  los  provechos :  ga- 
nancias pequeñas  pero  reiteradas.  Que  sin  embargo,  todos  esos 
sacrificios  y  esos  esfuerzos,  resultaron  nuevamente  inútiles:  la 
demanda  volvió  á  decaer  nnevamente  y  esta  vez  no  era  ya  tan 
solo  el  cigarrillo  colorado  de  c  La  Popular  »  el  que  volvía  á  de- 
sacreditarse, sino  que  empezaba  á  suceder  lo  mismo  con  el 
cigarrillo  negro,  bajando  la  salida  de  este  desde  doce  á  catorce 
mil  paquetes  diarios  á  solo  siete  ú  ocho  mt7,  reconociendo  todo 
esto  un  enemigo  más  poderoso  que  la  competencia,  cual  era  el 
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fraude,  la  estafaí  y  la  falsificación,  siendo  sa  autor  D.  Leen 
Dnran  de  la  cigarrería  c  La  Proveedora  >  y  otros  individuos 
más  co-propietarios  y  dependientes  de  la  misma  casa.  Que  las 
pruebas  de  esa  defraudación  existen  en  poder  del  Juzgado, 
siendo  esas  pruebas  el  resultado  de  diligencias  practicadas  con 
motivo  de  reiteradas  quejas  de  los  consumidores  acerca  de  h\ 
mala  calidad  tanto  del  tabaco  negro  como  del  colorado,  dili- 
gencias que  se  promovieron  con  motivo  de  haberse  prenentado 
un  repartidor  pidiéndoles  le  cambiaran  un  paquete  que  conte- 
nía veinte  cajillas  de  cigarrillos  por  contener  un  envase  dete- 
riorado, agregando  además  que  los  consumidores  se  quejaban 
de  la  mala  calidad  del  tabaco.  Fué  debido  á  esto  que  se  les 
ocurrió  probar  algunos  cigarrillos  y  comprendieron  al  momento 
que  si  bien  el  envase  era  el  de  la  casa,  no  sucedía  asi  con  el  ta- 
baco que  había  sido  sustraído  y  reemplazado  [por  otro  de  la  peor 
calidad . 

Preguntado  el  repartidor  donde  había  estado  con  ese  paquete 
contestó  que  en  cLa  Proveedora»^  sospechándose  entonces  que 
se  trataba  de  una  falsificación  en  gcande  escala,  siendo  ella  la 
causa  de  la  disminución  de  la  venta  tanto  del  cigarrillo  negro 
como  del  colorado.  Entra  en  seguida  la  demanda  á  relacionar 
los  procedimientos  empleados  por  el  actor  y  más  tarde  por  la 
Policía,  para  llegar  al  descubrimiento  de  la  falsificación,  pro- 
cedimientos á  que  aluden  los  documentos  corrientes  de  fojas  10 
á  15  y  fojas  24  á  31  y  que  son  los  partes  de  los  oficiales  auxi- 
liares Dones  y  Lacuesta,  dirijidos  al  co  misario  Suffern  y  una 
nota  de  este  al  Gefe  de  Policía;  todos  estos  documentos  ante- 
riores al  allanamiento  y  posteriores  á  este  acto,  el  acta  en  que 
se  refiere  cómo  se  llevó  á  cabo  esta  diligencia  y  una  nota  del 
comisario  Suffern  al  Gefe  de  Policía  dando  cuenta  del  desem- 
peño  de  su  cometido . 

3^  Que  fundando  el  derecho  que  surja  de  los  hechos  enume- 
rados,  el  actor  expone :    Que  habiendo  cumplido  las  prescrip- 
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clones  de  la  ley  de  i "*  de  Agosto  de  i876,  articulo  4^,  adqui- 
rieron la  propiedad]  de  la  marca  de  fábrica  que  emplea  \en  los 
cigarrillos  de  su  elaboración,  y  que  tanto  con  arreglo  al  dere- 
cho natural  como  en  conformidad  á  las  disposiciones  de  los  ar- 
tículos S2  y  37  de  la  misma  ley  gozan  de  la  propiedad  indus- 
trial que  constituye  la  designación  de  su  casa  denominada  cCi- 
garreria  Popular  » ,  que  sentados  estos  precedentes  fácil  es  ca- 
racterizar los  delitos  cometidos  por  D.  León  Duran  en  el  con- 
junto de  los  hechos  narrados  (documentos  aludidos),  y  se  ten- 
drá: i"^  que  se  usurpaba  el  nombre  de  los  señores  Posse  y  C", 
y  la  marca  de  la  c Cigarrería  Popular»  para  desacreditarlos 
dolosamente;  2^  que  se  hurtaba  el  tabaco  habano  legítimo 
con  que  la  misma  elaboraba  sus  cigarrillos,  para  revenderlo 
después  con  provecho  y  en  perjuicio  del  despojado;  3*^  Que  se 
estafaba  al  repartidor  y  al  dueño  de  los  paquetes  de  cigarrillos 
sustituyéndoles  por  medio  de  maquinaciones  criminales  una 
mercadería  legítima  por  jotra  que  no  lo  era.  Que  de  lo  expuesto 
aparece  comprobado  el  delito  previsto  y  penado  por  los  incisos 
|o^  go  y  30  ¿e^  artículo  28  de  la  ley  de  marcas  de  fábrica  y  de 
comercio,  delito  cometido  con  la  circunstancia  agravante  de 
la  reiteración,  circustanoia  que  autoriza  la  aplicación  del  ma- 
ximun  de  la  pena,  con  arreglo  á  los  artículos  i75, 176  y  177  del 
Código  Penal ;  que  en  consecuencia,  interpone  formal  demanda 
contra  D.  León  Duran,  socio  gerente  6  dueño  de  la  cigarrería 
« La  Proveedora > ,  pidiendo  sea  condenado  en  oportunidad:  i"^ 
al  máximum  de  la  pena  establecida  por  el  artículo  28  de  la  ley 
de  marcas  de  fábrica  y  de  comercio ;  2^  á  la  indemnización  de 
los  daños  y  perjuicios  ;  3^  á  la  destrucción  por  cuenta  del  mis- 
mo, de  la  mercadería  adulterada;  4^  al  pago  de  las  costas  y  gas- 
tos del  presente  juicio ;  y  5^  reservarle  las  acciones  que  puedan 
corresponderle  contra  los  cómplices  y  factores  en  el  delito  de- 
nunciado. 
4^  Que  corrido  traslado  de  la  demanda,  y  después  de  sustan- 
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ciada  y  resuelta  en  las  dos  instancias,  una  articulación  promo- 
vida por  el  demandado,  este  evacuó  el  traslado  á  foja  93,  ex- 
poniendo:  que  obrando  en  justicia  j  por  las  razones  que  aducirá, 
el  Juzgado  debe  resolver  en  difinitiva  y  oportunamente,  re- 
chazando la  demanda  en  traslado,  no  haciendo  lugar  á  nin- 
guna de  las  peticiones  que  contiene  y  con  espresa  condenación 
en  costas  en  atención  á  la  mala  fé  con  que  los  demandantes 
proceden,  imputándole  delitos  que  no  ha  cometido  ya  impután- 
dolos áD.  Manuel  Duran  (en  cuya  fábrica  trabaja  el  exponente), 
con  el  fin  de  hacerle  una  competencia  desleal  desacreditando  su 
casa  de  comercio,  que  no  ha  sido  otro  el  objeto  de  la  falsa  re- 
lación de  hechos  presentada  por  la  parte  de  Juan  Fosse  y  C*  y 
de  las  publicaciones  en  los  diarios  de  esta  Capital,  pero  que  rec- 
tificados como  quedarán  los  hechos  falsos  alegados  por  el  de- 
mandante, el  Juzgado  se  persuadirá  de  que  toda  la  bulla  le- 
vantada, no  ha  tenido  otro  fin  que  el  de  exhibirse  como  víctimas 
de  procedimientos  reprobables,  procurando  causar  un  daño  in- 
justo á  la  fábrica  c  La  Proveedora  » ;  que  aunque  no  le  com- 
pete apreciar  el  crédito  á  que  los  demandantes  habían  conse- 
guido elevar  la  marca  de  su  fábrica  y  su  nombre  comercial,  debe 
hacer  presente  sin  embargo,  que  la  fabricación  del  cigarrillo  co- 
lorado jamás  fué  negocio  de  los  señores  ^Fosse  y  C*.  Estos  em- 
pezaron y  continuaron  su  negocio  por  muchísimo  tiempo,  ela- 
borando solo  y  esclusivamente  el  cigarrillo  negro;  siéndoselo 
desde  seis  meses  próximamente  anteriores  á  la  fecha  de  su  de- 
manda, que  comenzó  recien  la  elaboración  del  cigarrillo  colo- 
rado; que  por  ello,  sin  negar  ni  confesar  que  la  venta  de  los  se- 
ñores Fosse  alcanzara  á  400.000  cajillas  al  mes,  puede  afirmar 
que  la  de  los  colorados  no  pudo  llegar  sino  á  una  ínfima  parte 
con  relación  al  negro,  dado  los  pocos  meses  que  hacía  que  los 
demandantes  se  habían  dedicado  á  ese  género  de  producción . 
Entra  en  seguida  el  demandado,  en  consideraciones  tendentes  á 
refutar  los  argumentos  del  actor  relativos  á  los  perjuicios  que 
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se  1^  siguieron  por  la  disminución  en  la  venta  del  cigarrillo  co- 
lorado, desde  que  la  elaboración  de  este  artículo  era  reciente  y 
en  muy  reducida  proporción  con  la  del  negro,  su  principal  fa- 
bricación, cuya  Tenta  se  confiesa  espresamente  que  no  dismi- 
nuyó. Desconoce  en  seguida  el  demandado  que  Fosse  y  C"  em- 
pleara en  la  elaboración  del  cigarrillo  colorado  tabaco  habano 
de  superior  calidad,  pudiendo  vender  con  utilidad  el  ciento  de 
cajillas  á  noventa  pesos  de  la  antigua  moneda  de  Buenos  Ai- 
res como  lo  afirma  (y  aun  á  80  pesos  como  lo  probará),  hecho 
que  reputa  imposible  y  sostiene  que  el  descrédito  de  su  marca 
en  la  elaboración  del  cigarrillo,  se  debe  únicamente  á  que  el 
demandante  empleaba  para  ello  un  producto  de  detestable  ca- 
lidad que  dio  por  resultado  el  alejamiento  de  los  consumido- 
res. Estudiando  la  circunstancia  por  la  cual  el  demandante 
llegó  á  convencerse  de  que  en  c  La  Proveedora  »  se  hacía  una 
falsificación  en  grande  escala  de  los  cigarrillos  de  «  La  Popa- 
lar»,  dice  el  demandado  que  el  hecho  de  haberse  adquirido  en 
aquella  fábrica  un  paquete  de  los  que  esta  espende,  no  era  sufi- 
ciente para  abrigar  una  sospecha  semejante  con  respecto  á  una 
casa  acreditada  como  lo  es  «  La  Proveedora»,  desde  que  es  prác- 
tica constante  en  casas  de  este  género,  tener  no  solamente  los 
cigarrillos  de  la  elaboración  propia  sino  también  los  de  otras 
marcas  para  poder  satisfacer  los  pedidos  que  frecuentemente 
hacen  los  revendedores  que  exijen  generalmente  para  comple- 
tar su  surtido  cigarrillos  de  las  distintas  fábricas  del  país,  por 
cuyo  motivo  en  la  época  á  que  el  demandante  alude,  tenían  en 
su  casa  de  los  que  elabora  cLa  Popular»;  que  en  consecuencia 
puede  afirmar  que  ni  D.  León  Duran,  ni  los  co-propietarios  y 
dependientes  de  c  La  Proveedora  >  son  los  fautores  de  la  falsi- 
ficación porque  acusan  Posse  y  G* ;  debiendo  también  agregar 
que  ni  D.  León  Duran  ni  otro  alguno  es  co-propietario  de  «La 
Proveedora»,  de  cuyo  establecimiento  su  único  y  esclusivo  due- 
ño es  D.  Manuel  Duran. 
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El  demandado  se  ocupa  en  seguida  de  analizar  los  procedi- 
mientos empleados  por  la  Policía  en  las  diligencias  de  pesqui- 
sas encomendadas  á  los  auxiliares  La  Cuesta  y  Dones,  y  en  el 
acto  del  allanamiento  {practicado  por  el  comisario  Suffern,  en 
cumplimiento  de  órdenes  del  Juzgado.  £n  obsequio  al  mejor 
método  para  el  estudio  de  estos  Toluminosos  autos  como  antes 
se  ha  dicho,  el  Juzgado  se  ocupará  de  las  piezas  que  en  ellos 
obran  relativas  á  los  procedimientos  de  la  Policía  y  á  las  ob- 
seryacioues  que  en  pro  de  ellos  6  para  impugnarlos  se  hayan 
formulado,  al  examinar  las  pruebas. 

Concluye  el  demandado  el  análisis  de  los  hechos  en  que  el 
actor  funda  su  acción,  manifestando  que  es  incierto  que  D. 
León  Duran  contestara  á  la  reconvención  que  se  le  hizo  sobre  el 
supuesto  fraude  cometido  en  c  La  Proveedora»,  diciendo  que 
eran  tretas  de  la  competencia,  pues  ni  reconoció  como  justa  se- 
mejante imputación,  ni  dijo  que  él  ni  los  demás  cigarreros  la 
empleasen,  como  un  recurso  para  hacer  la  competencia,  pro- 
testando, por  el  contrario,  contra  los  procedimientos  de  la  Policía, 
que  ultrapasando  las  órdenes  del  Juzgado,  llegó  hasta  cerrar  las 
puertas  del  establecimiento  á  su  cargo,  y  sosteniendo  como  lo 
hizo,  su  inculpabilidad  más  completa. 

Que  no  niega  que  la  marca  empleada  por  la  «  Cigarrería  Po- 
pular >  para  distinguir  sus  productos,  sea  propiedad  esclusiva  de 
los  señores  Posse  y  C*,  no  siguiéndose  de  este  reconocimiento 
como  tampoco  resulta  de  los  hechos  que  ha  analizado,  que  se 
hayan  cometido  los  delitos  enumerados  por  el  actor  y  acerca  de 
los  cuales  pasa  á  ocuparse. 

on  respecto  á  la  usurpación  del  nombre  de  los  señores  Posse 
y  C'^  y  de  la  marca  c  La  Popular  >  con  el  objeto  de  desacreditar- 
los dolosamente,  dice  que  el  hecho  de  comprar  cigarrillos  de  la 
marca  c  La  Popular  »  como  lo  hicieron  también  de  otras  fábri- 
cas para  atender  á  las  exigencias  del  negocio^  que  requiere  un 
surtido  completo  de  todas  las  marcas,  no  constituye  una  usur- 
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pación,  que  ella  no  quedará  establecida  mientras  que  el  actor 
no  pruebe  que  D.  León  Duran  sacaba  el  tabaco  de  los  cigarrillos 
de  Posse  y  les  sustituía  otro  propio ;  que  con  respecto  al  se- 
gundo delito,  esto  es,  que  se  hurtaba  el  tabaco  habano  legítimo 
con  el  objeto  de  venderlo  después  con  provecho  y  en  perjuicio 
del  despojado,  no  dando  como  cierto  el  hecho  de  que  empleaba 
tabaco  le^timo  habano  en  la  elaboración,  lo  que  niega,  ese 
delito  de  hurto  que  se  le  imputa  no  había  existido,  desde  que 
no  podrá  desconocerse  que  los  paquetes  de  cigarrillos  de  «  La 
Popular»  habían  sido  comprados  adquiriéndose  por  consecuencia 
la  propiedad  del  tabaco  y  del  papel  y  por  ende  los  derechos  de 
utendi,  fruendi  y  abutendi.  T  si  fuera  cierto  que  se  sacó  el  ta- 
baco y  se  vendió,  no  habría  hurto,  que  es  la  apropiación  sin  de- 
recho de  la  cosa  ajena,  sino  simplemente  el  ejercicio  del  derecho 
que  el  dueño  legítimo  tiene  de  vender  su  propiedad  en  el  mis- 
mo estado  que  la  adquirió,  cambiándola  ó  dándole  otra  forma. 
Kiega  en  seguida  el  demandado  la  imputación  que  le  hace  el 
actor  de  haber  estafado  á  los  repartidores  sustituyendo  la  mer- 
cadería legítima  por  otra  que  no  lo  era,  pues  como  antes  ha 
sostenido,  esa  mercadería  había  sido  por  él  comprada  y  es  en 
consecuencia  contrario  hasta  al  sentido  común,  pretender  que 
D.  León  Duran  estafase  la  casa  que  actualmente  y  por  ausencia 
de  su  dueño,  dirijía. 

Que  habiendo  demostrado  que  no  han  cometido  los  delitos 
imaginarios  que  les  imputa  Bambill,  y  que  anteriormente  se 
han  enumerado,  queda  igualmente  demostrado  que  carecen  de 
toda  aplicación  las  disposiciones  de  los  incisos  1*^,  2^  y  3^  del 
artículo  28  de  la  Ley  de  Marcas  de  Fábrica  y  de  Comercio  y 
mucho  más  la  de  los  artículos  155  á  i77  del  Código  Penal. 

Que  las  peticiones  con  que  el  actor  termina  su  demanda,  de- 
ben ser  rechazadas  con  costas:  i^  porque  no  hay  pena  aplicable 
contra  determinada  persona,  mientras  no  se  pruebe  plenamente 
que  ha  cometido  eldelito  á  que  la  ley  la  trae  aparejada ;  S*'  por- 
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qae  no  hay  daños  qoe  indemnizar  y  que  una  persona  determi- 
nada deba  pagar  sino  coando  ellos  emanan  directamente  de  nna 
acción  culpable  6  dolosa  ;  S"*  que  en  cnanto  á  las  costas^  debe 
pagarlas  el  actor  y  no  el  demandado  que  se  defiende  de  una  de- 
manda temeraria,  instaurada  dolosamente  con  el  propósito  de 
llamar  la  atención,  y  finalmente,  que  los  cigarrillos  secuestrados 
no  deben  ser  destruidos,  porque  son  de  su  propiedad  y  legítima- 
mente adquiridos. 

5**  Qoe  dictada  la  providencia  de  autos,  el  Juzgado  recibió  la 
causa  á  prueba,  foja  i 54,  declarando  que  la  de  testigos  debía  ver- 
sar sobre  los  siguientes  puntos :  1^  Si  en  los  paquetes  encon- 
trados en  el  establecimiento  c  La  Proveedora  »  llevando  las  eti- 
quetas y  marca  de  «La  Popular  »  es  inferior  el  tabaco  de  los 
cigarrillos  que  contienen  al  que  empleaban  los  señores  Posse  y 
C* ;  2^  Si  los  paquetes  salidos  de  «  La  Popular  >  eran  cambia- 
dos en  «  La  Proveedora  >  :  desde  qué  época  empezó  dicho  cam- 
bio y  á  qué  cantidad  de  paquetes  próximamente  ascendió  lo 
cambiado,  y  3<*  Si  el  cambio  espresado  se  hacía  por  D.  León 
Duran  6  por  su  orden. 

6"^  Que  la  prueba  rendida  por  el  actor  consta  en  las  diligen- 
cias practicadas  por  la  policía  por  medio  de  sus  empleados  Su- 
ffern.  La  Cuesta  y  Dones,  en  las  que  se  han  ratificado  al  prestar 
las  declaraciones  de  foja  189,  foja  id2  y  foja  183 ;  en  los  infor- 
mes periciales  espedidos  por  los  peritos  D.  Francisco  M.  de  Ibarra, 
D.Manuel  Méndez  de  Andes  y  D.  José  Mayor,  de  foja  310,  foja 
521 ,  foja  783  y  foja  883;  en  los  informes  caligráficos  de  D. 
Adolfo  Aldao,  foja...  y  del  químico  señor  Huidobro,  la  inspec- 
ción ocular  de  foja  731  y  en  las  declaraciones  de  los  testigos 
D.  Teliciano  Dones,  foja  189 ;  D.  Gregorio  de  La  Cuesta,  foja 
192;  D.  Octavio  Avila,  foja  210;  D.  Nicolás  Sanguinetti,  foja 
213;  D.  José  Manmel  León,  foja  265 ;  D.  Agustín  Suffern,  foja 
287;  D.  JolianPeña  Graciano,  foja  300;  D.  Alfredo  Costa,  foja 
360 ;  D.  Emiliano  Celery ,  foja  367 ;  D.  Eloy  Lasso,  foja  373 ; 
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D.  José  Lede,  foja  416;  D.  José  Porto,  foja  430  vuelta  ;  D. 
Pedro  García,  foja  434  vuelta;  D.  Jacinto  Laurel,  foja  440; 
D.  Ramón  García,  foja  447  vuelta;  D.  Adolfo  Stephen,  foja  445 
vuelta ;  D.  Carlos  Gaxet,  foja  464  vuelta ;  D.  Bamon  Buhigas, 
foja  468;  D.  Juan  G.  Molina,  foja  474  vuelta;  D.  Félix  Forsat- 
ti,  foja  528  ;  D.  Manuel  Loayza,  foja  534;  D.  Francisco  M.  de 
Ibarra,  foja  565  vuelta;  D.  Manuel  Méndez  de  Andes,  foja  573 ; 
D.  José  Mayor,  foja  580 ;  D.  Adrián  Velar,  foja  679  vuelta ; 
D.  Cristóbal  Marsevich,  foja  685  vuelta;  D'^  Cristina  B.  de 
Garais,  foja  689;  D.  Pedro  Somay,  foja  846  vuelta;  D.  José 
León,  foja  856;  D.  Antonio  Pereda  da  Fonseca,  foja  866 ;  D. 
Enrique  Fita,  foja  872;  D.  Francisco  Beláustegui,  foja  876 
vuelta;  D.  Gerónimo  Echart,  foja  887  y  D.  Emiliano  Molina, 
foja  893  vuelta. 

7®  Que  la  prueba  producida  por  el  demandado  consiste  en  el 
informe  pericial  de  foja  402,  y  en  las  declaraciones  de  los  tes- 
tigos D.  Juan  Cabruja,  foja  202  vuelta;  D.  Emilio  Bomero, 
foja  i06 ;  D.  Francisco  M.  de  Ibarra,  foja  243  vuelta ;  D.  José 
A.  Alonso,  foja 249;  D.  Gerónimo Etchart,  foja  254  vuelta;  D. 
José  Mayor,  foja  293;  D.  Francisco  Chi^^ppe,  foja  664  vuelta ; 
D.  Enrique  Migone,  foja650;  D.  Sebastian  Cartagenova,  foja 
668  vuelta ;  D.  Santiago  Dabore,  foja  672 ;  D.  Antonio  Banche- 
co,  foja  698 ;  D.  Francisco  Arostegui,  foja  692  vuelta ;  D.  Ma- 
nuel Anuyo,  foja  907;  D.  Bodolfo  Saas,  foja  918;  D.  Alejandro 
Urtuzar,  foja  924  vuelta  ;D.  Clodomiro  Tobal,  foja  928  ;D. 
Francisco  Aguilera,  foja  932 ;  D.  Alejandro  Bosa,  foja  937  ;  D. 
Manuel  Fernandez,  foja. . . ;  D.  Clodomiro  Mané,  foja  946 ;  D. 
Félix  Granjean,  foja  950  vuelta ;  y  confrontación  de  estos  últi- 
mos con  el  testigo  D.  Bamcn  García,  fojas  949  y  952;  D.  Ba- 
mon  García,  foja  958;  D.  Manuel  Pinero,  foja  964;  D.  José 
Beiua  Martínez,  foja  969  vuelta;  D.  José  del  Valle,  foja  975 
vuelta;  D.  Manuel  Marcos  Franco,  foja  981 ;  D.  Francisco  Bi- 
Uoch,  foja  987;  D.  Julián  Astarloa,  foja  1019,  prestadas  ante 
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el  Juzgado  de  Faz  de  Maipú;  en  las  cartas  certificadas  ante  el 
Juez  de  Paz  de  Juárez  y  suscritas  por  los  señores  Pérez  j  Pita 
y  las  ratificadas  ante  el  Juez  de  Faz  del  Saladillo,  suscritas 
por  los  señores  Castilla  y  C*.. 

Y  considerando:  1*"  que  los  señores  Posse  y  G"  comprenden 
en  su  demanda  los  delitos  de  falsificación  de  su  marca  de  fábri- 
ca <  La  Popular  >  para  la  elaboración  de  cigarrillos  de  tabaco 
'colorado,  el  dehurto  y  estafa,  los  que  fundan  en  el  mismo  he- 
cho atribuido  á  D.  León  Duran,  á  saber :  Que  con  el  propósito 
deliberado  de  desacreditar  c  La  Popular  »  haciendo  dueño  del 
mercado  á  «  La  Proveedora  »  en  el  espendio  de  los  cigarrillos 
colorados,  había  cambiado  el  tabaco  que  contenían  los  cigarri- 
líos  salidos  de  c  La  Popular  »  reemplazándolo  con  otro  de  infe- 
rior calidad,  conservando  al  mismo  tiempo,  6  reemplazando  de 
la  mejor  manera  posible  los  paquetes,  avisos  y  envoltorios  que 
llevaban  la  marca  de  c  La  Popular  >,  expendiéndolos  enseguida 
en  esta  forma  para  inducir  á  los  consumidores  en  error  respecto 
del  verdadero  origen  de  la  mercadería,  y  que  esta  operación  la 
hacía  el  demandado  por  sí,  y  por  medio  de  la  fábrica  cLa  Flor  » 
fundada  expresamente  para  llevar  adelante  el  propósito  de  la 
fali^ificacion. 

^  Que  de  estos  antecedentes,  los  señores  Juan  Posse  y  C* 
deducen  que  se  ha  cometido  el  triple  delito :  de  falsificación  de 
su  marca,  por  cuanto  sus  cigarrillos  alterados  eran  espendidos 
con  su  marca;  el  de  hurto  por  cuanto  se  apropiaban  el  tabaco 
legítimo,  retirado  de  sus  cigarrillos,  y  de  estafa  por  cuanto  se 
empleaba  el  fraude  para  apoderarse  de  los  cigarrillos  legítimos 
y  3^  engañaba  al  público  mismo  sobre  el  origen  de  la  merca- 
dería. 

3^  Que  como  los  hechos  atribuidos  á  Duran,  no  son  sino  la 
ejecución  sucesiva  de  una  misma  resolución  criminal,  á  saber : 
El  descrédito  de  una  fábrica  rival,  para  recoger  ganancias  legí- 
timas por  el  mayor  espendio  de  una  mercadería  de  la  misma 
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naturaleza,  estos  hechos  no  oonstitayen  sino  una  sola  y  misma 
infracción,  á  saber :  la  de  falsificación  definida  y  penada  por  el 
artículo  28  de  la  Ley  de  Marcas  de  Fábrica  y  de  Comercio;  pues 
como  enseña  el  distinguido  jurisconsulto  J.  J.  Hans,  en  su  obra 
sobre  los  principios  del  derecho  penal,  párrafo  377  c  una  misma 
persona  pueda  ejecutar  muchos  hechos  de  la  misma  natu- 
raleza, los  que  considerados  aisladamente,  sería  cada  uno  pu- 
nible; si  estos  hechos  más  6  menos  numerosos  son  la  ejecución 
sucesiva  de  una  resolución  criminal,  no  forman  sino  una  sola 
infracción,  la  unidad  de  concepción  y  de  objeto  trae  consigo  la 
unidad  del  delito  ». 

4^  Que  establecido  el  verdadero  carácter  de  la  acción  ins- 
taurada, corresponde  estudiar  el  mérito  de  la  prueba  producida 
por  ambas  partes,  para  lo  cual  se  hace  indispensable,  ante  todo, 
averiguar  si  los  procedimientos  de  la  Policía  en  un  asunto  de  la 
Índole  de\  subjudice y  han  sido  ajustados  á  las  disposiciones  de 
la  ley,  y  si  son  ó  no  fundadas  las  tachas  opuestas  por  la  parte 
demandada  á  numerosos  testigos  presentados  por  el  actor.  Los 
procedimientos  de  la  Policía  en  esta  causa  pueden  dividirse :  1^ 
en  los  practicados  por  aquella  repartición  á  requisición  del  de- 
nunciante ;  y  2**  en  los  llevados  á  efecto  por  orden  del  Juz- 
gado y  decretados  á  solicitud  y  bajo  la  responsabilidad  del 
actor. 

En  uno  y  otro  caso,  los  procedimientos  del  Departamento  de 
Policía  están  perfectamente  autorizados,  en  razón  de  que  no 
puede  negarse  la  legitimidad  de  su  intervención  para  el  descu- 
brimiento de  cualquier  delito  sin  que  sea  una  escepcion  á  esta 
regla  lo  dispuesto  por  el  artículo  34  de  la  Ley  de  Marcas,  con 
referencia  á  los  delitos  de  falsificación  cuyo  procedimiento  libra 
á  la  sola  iniciación  de  la  parte  interesada,  pues  la  intervención 
policial  solo  ha  tenido  por  objeto  preparar  los  medios  probato- 
rios de  la  acción,  y  en  tal  caso  esta  misma  intervención  ha  sido 
requerida  por  la  parte  interesada,  siendo  evidente  por  otra  parte, 
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que  es  misión  principal  de  la  Policía  propender  al  descubri- 
miento de  los  delitos,  mucho  más,  si  para  este  objeto  es  solici- 
tado su  concurso. 

5^  Que  respecto  á  las  tachas :  la  opuesta  al  Comisario  Suffern 
de  falsedad  j  parcialidad,  fondadas,  la  primera  en  la  contra- 
dicción que  resolta  de  S9  declaración  7  la  prestada  por  el  señor 
Clodomiro  Tobal,  y  la  segunda  en  la  conducta  observada  por  el 
primero,  en  el  acto  del  allanamiento  de  la  casa  de  Duran,  pro- 
cediendo según  se  asegura  de  motu  propio  por  pura  complacen- 
cia con  los  señores  Fosse,  sin  previa  autorización  del  Departa- 
mento Central  y  sin  noticia  del  Comisario  Tobal,  tratándose 
de  diligencias  á  practicarse  en  la  jurisdicción  de  la  Comisaria 
de  este  último,  y  ámás,  por  haberse  obtenido  de  D.  León  Duran 
la  firma  que  registra  el  acta  de  foja...  por  medio  de  amenazas 
de  llevarlo  preso,  si  no  se  prestaba  á  darla. 

Tal  tacha  no  aparece  de  ninguna  manera  fundada,  pues  se- 
gún resulta  del  informe  del  Departamento  de  Policía,  de  foja 
1337,  dudando  el  Comisario  Suffern  si  en  un  asunto  de  esta  na- 
turaleza, correspondía  ó  no  la  intervención  de  la  Policía  & 
efecto  de  practicar  pesquisas,  la  Gefatuta  contestóle  afirmativa- 
mente y  autorizó  sus  procedimientos,  antes  y  después  de  ter- 
minadas aquellas  diligencias,  admitiendo  luego  sin  observación 
alguna,  los  partes  oficiales  en  que  dicho  comisario  dio  cuenta  de 
lo  obrado. 

El  mismo  informe  agrega :  «  que  el  aviso  del  Comisario  de  la 
Sección  1*,  señor  Suffern,  al  de  la  4",  señor  Tobal,  no  era  indis- 
pensable porcuanto  pudo  perfectamente  proceder  sin  darlo,  des- 
de qoe  estaba  autorizado  para  ello  por  la  Gefatura  d  • 

T  más  adelante  el  señor  Gefe  de  Policía  ocupándose  del  mismo 
panto,  se  expresa  en  los  siguientes  términos : 

cMe  inclino  á  creer  que  el  Comisario  de  la  Sección  1*  proce- 
dió en  todo  de  acuerdo  con  el  de  la  4*,  teniendo  en  cuenta  la 
buena  armonía  que  reinaba  entre  ambos,  el  proceder  atento  que 
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observaba  el  señor  Suffern  respecto  de  sus  compañeros  en  ios 
actos  del  servicio,  la  circunstancia  de  no  haber  recibido  esta 
Gefatura  queja  alguna  del  Comisario  de  la  Sección  4",  ni  haber 
oido  siquiera  que  este  se  quejara  como  amigo  del  proceder  del 
señor  Suffern,  y  sobre  todo  la  afirmación,  para  mi  decisiva^ 
hecha  por  el  señor  Suffern  en  su  parte  de  Setiembre  3  de  i883, 
de  haber  conferenciado  al  respecto  con  el  comisario  de  la  Sec- 
ción 4V 

La  causal  que  se  invoca  para  acreditar  la  parcialidad,  á  sa- 
ber :  las  amenazas,  no  se  fundan  sino  en  el  testimonio  singular 
del  testigo  Diaz  Franco^  foja  981  ^  pues  en  cuanto  al  del  testigo 
Aguilera,  foja  932,  es  de  mera  referencia  y  esta  alude  al  mismo 
interesado  señor  Duran. 

Las  opuestas  á  los  funcionarios  de  la  Policía,  Dones  y  La- 
cuesta,  solo  podrían  tomarse  en  cuenta,  en  cuanto  se  refieren  á 
las  declaraciones  prestadas  por  estos  á  fojas  i89  y  192,  pero 
estas  declaraciones  solo  importan  la  ratificación  de  lo  asegura- 
do por  los  mismos  en  los  partes  pasados  como  tales  funcionarios; 
por  lo  demás,  la  circunstancia  de  haber  obrado  bajo  la  depen- 
dencia de  su  superior  Suffern,  no  puede  en  manera  alguna  acep- 
tarse como  fundamento  de  tacha:  I''  porque  como  se  ha  demos- 
trado, la  tachao  puesta  al  Comisario  Suffern  carece  de  fundamen- 
to ;  2^  porque  procediendo  como  funcionarios  públicos  aunque 
fuera  bajo  las  órdenes  de  su  superior,  lo  hacían  en  cumpli- 
miento de  un  deber  de  su  cargo;  y  3"^  porque  la  dependencia 
que  se  les  atribuye  no  era  tal,  desde  que  el  interesado  en  el 
juicio  no  es  el  Comisario  Suffern,  sino  personas  estrañas,  que 
ninguna  autoridad  ejercían  sobre  ellos. 

Con  respecto  alas  opuestas  á  los  testigos  Avila  y  Sanguinetti, 
están  justificadas  en  el  hecho  de  haber  servido  de  agentes  oficio- 
sos de  los  demandantes  Posse  y  Compañía  y  además,  en  cuanto 
al  primero  por  las  declaraciones  de  Don  José  Pinero  y  de  Don 
José  Baya  Martínez,  que  acreditan  que  existía  entre  él  y  Don 
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León  Darán  verdadera  enemistad,  habiéndose  comprobado,  tam- 
bién, con  respecto  á  Sanguinetti  igaal  estremo  por  la  declara- 
ción de  Don  Julián  Astarloa.  (Leyes  18  y  22,  Título  16,  Partida 
3* ;  Caravantes,  Procedimientos  Judiciales,  tomo  II,  página 
222. 

En  cnanto  á  los  señores  Alfredo  Costa,  Emiliano  Celery  y 
Eloy  Susso,  resulta  de  sus  propias  declaraciones  que  han  servido 
como  testigos  y  agentes  voluntarios  en  las  pesquisas  practicadas, 
á  virtud  de  invitación  de  los  señores  Fosse  y  no  de  la  autoridad 
policial,  participación  oficiosa  que  no  es  fácil  hubieran  tomado 
sin  mediar  estrecha  amistad  con  los  demandantes,  circustancia 
que  por  sí  sola  establece  una  tacha  legal  que  invalida  sus  res- 
pectivas declaraciones.  En  igual  caso  se  encuentra  el  testigo 
Don  Emiliano  Molina.  La  tacha  que  le  había  sido  opuesta,  es- 
tá justificada  por  la  misma  causa  de  mediar  amistad  con  los  seño- 
res Posse,  según  él  mismo  lo  ha  declarado,  y  en  el  hecho  de  ha- 
berse prestado  oficiosamente  como  agente  en  las  pesquisas  po- 
liciales, á  lo  que  se  agrega,  además,  el  parentesco  inmediato  que 
lo  vincula  al  Doctor  Bermejo,  abogado  del  actor. 

La  falta  de  imparcialidad  de  este  testigo  se  comprueba  tam- 
bién en  lo  declarado  por  Don  Carlos  Garet,  testigo  presentado  por 
el  actor,  quien  á  foja  468  vuelta,  preguntado  por  el  demandado, 
dice:  c  Que  conoce  á  Don  Emiliano  Molina  por  haber  hablado 
con  éi  en  la  calle  de  San  Martin,  número  33,  habiéndole  prome- 
tido en  esa  conversación  el  espresado  señor  Molina,  que  le  daría 
un  buen  empleo  siempre  que  lo  pusiese  al  corriente  de  lo  que  su- 
piera acerca  del  asunto  Posse. 

Por  otra  parte,  la  amistad  íntima  entre  el  testigo  presentado  y 
la  parte  en  el  pleito,  bien  que  no  se  encuentra  espresamente 
consignada  en  las  leyes  como  fundamento  de  la  tacha^  la  admi- 
tan como  tal  los  espositores  de  las  reglas  del  procedimiento  (Ca- 
ravantes,  lugar  citado;  Castro,  Práctica  Forense,  §  186), 
fundados  en  razones  tomadas  de  la  naturaleza  misma  de  los  jui- 
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cios  7  en  las  disposiciones  legales,  poes  respecto  ala  amistad  ín- 
tima^  milita  el  mismo  orden  de  ideas  que  ha  llevado  á  consignar 
la  enemistad  capital  en  la  ley  22,  título  1^  partida  3®,  y  los 
demás  motiiros  y  causas  que  establecen  vínculos  de  afección  y 
dependencia  en  la  ley  18,  título  16,  partida  Z",  entre  las  causas 
que  invalidan  la  prueba  testimonial.  Las  leyes  de  procedimien- 
tos sancionadas  por  el  C  jngreso  para  los  juicios  ante  la  Justicia 
Federal  y  ante  los  Tribunales  de  la  Capital,  la  consignan  tam- 
bién como  fundamento  de  recusación  álos  Jueces,  y  no  es  posi- 
ble desconocer  que  si  la  amistad  íntima  entre  el  magistrado  y  la 
parte  en  juicio,  inspira  temores  de  que  su  influencia  puede  ejer- 
cer en  el  ánimo  de  estos,  con  mayor  razón  debe  alarmarse  la 
solicitud  de  la  ley  para  impedir  que  ella  impulse  á  los  testigos  á 
ocultar  la  verdad  y  aún  también  á  alterarla  para  favorecer  sus 
afecciones.  Los  testigos  Don  José  María  León  y  Don  Julián  Pe- 
ña Garicano  han  sido  tachados  por  haber  manifestado  tener  in- 
terés en  el  pleito.  Tal  extremo  no  aparece  sin  embargo  justiñ- 
cado,  pues  de  los  autos  únicamente  resulta  que  su  intervención 
en  las  pesquisas,  fué  motivada  por  las  sospechas  que  abrigaban 
de  que  los  cigarrillos  de  la  fábrica  «  La  Hija  del  Toro  »  eran 
falsificados . 

El  testigo  Don  Bamon  García  es  tachado  en  razón  de  tener 
enemistad  con  Don  León  Duran.  Para  fundar  esta  tacha,  se  pre- 
senta el  testimonio  de  los  señores  Félix  Grangean  y  Clodomiro 
Mané,  quienes  declaran  que  han  presenciado  una  cuestión  entre 
el  testigo  y  Don  León  Duran,  con  motivo  de  cobrar  el  segundo 
al  primero  una  cuenta  que  este  alegaba  haberla  ya  pagado,  con- 
cluyendo el  altercado  con  estas  palabras:  <  Está  bien  pagaré  la 
cuenta,  pero  yo  me  cobraré  de  otro  modo » .  De  lo  que  deduce  el 
demandado  que  la  declaración  de  García  lleva  consigo  el  senti- 
miento de  venganza  que  las  palabras  transcritas  entrañan. 

Se  ha  comprobado  sin  embargo,  que  después  del  incidente  re- 
cordado mediaron  explicaciones  amistosas  entre  García  y  Duran 
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y  que  este  le  ofreció  mandaT  nuevamente  á  su  depósito  para  ven- 
der á  comisión,  los  cigarrillos  de  «La  Proveedora  ».  Esta  cir- 
cunstancia desvanece  el  fundamento  invocado  para  tachar  al  tes- 
tigo Ramón  García  y  por  consiguiente,  no  hay.  razón  para  no 
aceptar  como  válido  su  testimonio.  Tampoco  se  ha  justificado  la 
tacha  opuesta  al  testigo  Don  Juan  G.  Molina,  pues  los  testigos 
presentados  al  efecto,  Don  Alejandro  Rosa  y  Don  Manuel  Fer- 
nandez, el  primero  es  únicamente  de  referencias  á  los  señores 
Manuel  y  León  Duran  y  el  segundo  hace  mención  á  un  incidente 
enojoso  habido  entre  el  testiíjo  tachado  y  Don  Manuel  Duran,  que 
no  es  parte  en  el  presente  juicio. 

6°  Que  estudiando  el  mérito  de  la  prueba,  resulta  comprobado 
evidentemente  que  Don  León  Duran,  en  dos  ocasiones  distintas, 
cambió  á  repartidores  de  <  La  Popular »  los  paquetes  que  lleva- 
ban, reemplazándolos  por  otros,  que  al  efecto  tenía  preparados  : 

i"^  Por  la  declaración  de  Don  José  M.  León,  quien  contestando 
al  tenor  del  tercer  punto  del  auto  de  prueba,  asegura  que  el  cam- 
bio se  hacía  por  Don  León  Duran,  por  haber  tenido  ocasión  de 
observarlo  pasando  expresamente  con  este  objeto  por  frente  á  la 
casa . 

2^  Por  la  declaración  de  Don  Feliciano  Dones,  oficial  de  Poli- 
cía, corriente  á  foja  289,  quien  una  vez  ratificado  el  parte  de 
foja  11  contesta  al  tenor  del  tercer  punto  del  auto  de  prueba 
que :  el  dia  de  la  pesquisa  no  conocía  bien  á  Duran,  pero  que 
vio  que  un  señor  que  estaba  detrás  del  mostrador,  hizo  el  cam- 
bio, sabiendo  después  por  Sanguinetti  y  Avila,  por  el  primero 
que  era  el  patrón  y  por  el  segundo  qne  era  Don  León  Duran.  En 
la  misma  audiencia  en  que  presta  esta  declaración  y  contestando 
auna  pregunta  que  le  dirijo  el  actor  dice  este  testigo,  que  la  per- 
sona á  qne  se  ha  referido  en  su  testimonio  como  Don  León  Du- 
ran es  la  misma  que  se  encuentra  presente  en  la  Sala  del  Juzga- 
do. La  Suprema  Corte  de  Justicia  Nacional  en  la  serie  1',  to- 
mo S'',  página  433  de  sus  fallos,  apreciando  la  fuerza  probatoria 
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de  los  informes  espedidos  por  autoridades  nacionales,  ha  declara- 
do que  no  deben  ser  considerados  como  un  testimonio  común , 
sujeto  á  las  formalidades  de  la  prneba  de  testigos^  sino  una 
prueba  digna  de  toda  fé. 

3°  Por  lo  que  resulta  del  acta  del  allanamiento  suscrita  por 
el  mismo  demandado  Don  León  Duran  y  por  el  comisario  Snffern 
y  por  los  testigos  Don  Julián  Peña  &aricano  y  Don  José  M.  León . 
4*^  Por  la  contestación  que  di6  Duran  á  Suffern  cuando  este  le 
reconvino  familiarmente  por  el  cambio  que  practicaba  diciendo- 
le:  Que  eran  tretas  de  la  competencia  de  que  hacían  uso  todos 
los  fabricantes. 

5^  Perlas  declaraciones  prestadas  por  Don  Ramón  Buhígas, 
Don  Julián  Peña  Garicano,  Don  Adolfo  Stenken,  Don  José  tf. 
León  y  Donjuán  G.  Molina,  délas  que  consta  que  en  una  con- 
ferencia celebrada  en  casa  del  primero  con  el  objeto  de  arbitrar 
algún  medio  que  hiciera  cesar  la  competencia  que  existía  entre 
las  fábricas  <  La  Proveedora  »  de  una  parte  contra  «  La  Popu- 
lar »  v  <  La  Hija  del  Toro  »  por  la  otra,  Don  León  Duran  ponién- 
dose en  el  caso  de  que  no  S3  arribase  á  un  arreglo  conveniente 
manifestó  que  él,  León  Duran,  estaba  dispuesto  á  hacer  la  com- 
petencia por  todos  los  medios,  fuesen  lícitos,  ó  ilícitos.  Constan- 
do también  de  la  declaración  del  citado  Buhigas  que  Duran  trató 
posteriormente  de  desvirtuar  el  alcance  délas  palabras  emitidas 
en  dicha  conferencia. 

7^  Que  si  bien  se  ha  justificado,  como  queda  demostrado  en  el 
anterior  considerando,  que  se  hacía  el  cambio  del  tabaco  en  los 
cigarrillos  de  «La  Popular»,  los  antecedentes  de  estos  autos  no 
son  suficientes  á  establecer  claramente  que  el  tabaco  sustituido 
era  de  inferior  calidad  al  que  contenían  los  de  «La  Popular». 
Sobre  este  punto  se  han  presentado  por  el  actor  los  informes  pe- 
riciales de  foja  310,  foja  521  y  foja  783  y  883,  de  los  que  resul- 
ta que  con  escepcion  de  los  paquetes  entregados  por  los  señores 
Posse  á  los  agentes  de  policía  y  que  fueron  marcados  por  las  au- 
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torjdades,  todos  los  demás  examinados  carecían  de  tabaco  haba- 
no, siendo  inyariablemente  elqae  contenían,  tabaco  de  Bahía  de 
tercera  despalillado,  enanospaqnetes^  y  sin  despalillar  en  otros, 
entre  fuerte  x  suave  jen  los  mismos  paquetes  arriba  espresados 
el  tabaco  habano  encontrado  era  en  cantidad  insignificante; 
agregando  los  mismos  peritos  que  el  tabaco  de  Bahía  no  siendo 
Tendido  en  la  plaza  con  clasificaciones  de  su^ave  ó  fuerte,  tanto 
nno  como  otro,  tienen  el  mismo  precio  en  el  mercado,  si  bien  en- 
tre los  fumadores  existe  mayor  número  de  los  que  prefieren  el 
tabaco  snavc^.  Es  aquí  oportuno  observar  :  I''  el  testimonio  de 
Donjuán  Cabruja,  corriente  á  foja...  del  que  resulta  que  las 
Tentas  de  tabaco  habano  hechas  por  él  á  los  señores  Posse  y 
Compañía,  han  sido  siempre  de  pequeñas  cantidades,  no  siendo 
frecuentes  esas  ventas  y  que  en  los  tres  años  en  que  las  ha  efec- 
tuado habrán    ascendido  próximamente  á  cuatro  mil  libras j 
mientras  que  en  igual  tiempo  había  vendido  á  Don  Manuel  Duran, 
dueño  de  «La Proveedora»,  másdecten  mil;  S'^la  declaración  de 
Pereyra  da  Fonseca,  testigo  de  Posse  y  Compañía,  quien  á  foja 
869,  contestando  á  una  repregunta  del  demandado  acerca  de  si 
en  la  fábrica  <  La  Capital  »  alguna  vez  había  picado  tabaco  ha- 
bano para  los  Señores  Posse  y  Compañía,  dice :  Que  había  pica- 
do cuatro  6  cinco  fardos  que  vinieron  como  muestra  y  que  fueron 
picados  para  hebra;  y  3^,  que  de  las  declaraciones  corrientes  en 
estos  autos,  resulta  que  era  entendido  en  el  gremio  de  cigarreros 
que  la  fabricación  del  cigarrillo  colorado  no  era  negocio  princi- 
pal de  los  demandantes,  siendo  su  especialidad  la  elaboración 
del  negro.  Además,  habiendo  versado  los  estudios  periciales  so- 
bre cigarrillos  obtenidos  de  distintos  modos,  tanto  sobre  los  que 
los  señores  Posse  decían  ser  legítimos,  como  sobre  los  que  repu- 
taban falsificados,  resultando  todos  ellos  de  tabaco  bahía,  según 
queda  espresado,  carece  de  fundamento  la  aseveración  de  la  de- 
manda de  que  la  sustitución  se  hacía  con  tabaco  correnttno,  tu- 
cumano  ó  paraguayo. 
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8^  Que  respecto  &  la  importancia  de  la  circulación  del  cigar- 
rillo adulterado  existen  antecedentes  que  justifican  que  no  esta- 
ba limitada  á  lo  que  se  hacía  directamente  por  Don  León  Du- 
ran, mediante  la  sustitución  á  los  repartidores  de  «La Popular  :> 
sino  que  además,  la  fábrica  denominada  «  La  Flor  »  la  efectua- 
ba también  por  su  parte  y  que  esta  fábrica  era  dependiente  de 
Duran.  En  efecto,  comprueba  esta  aserción:  i^  el  hecho  de 
que  los  avisos  publicados  en  los  diarios  corrientes  á  fojas  407 
y  408,  habían  sido  pagados  por  el  mismo  Duran ;  que  el  repar- 
tidor Laurel  de  « La  Flor  »  compraba  diariamente  en  el  depó- 
sito de  Don  Ramón  García,  trecientas  cajillas  de  «La  Popular  » 
para  repartirlas  al  mismo  precio  á  que  las  compraba,  sin  tener 
en  cuenta  la  comisión  del  cuatro  por  ciento  y  el  sueldo  mensual 
de  quinientos  pesos  moneda  corriente  pagado  á  cada  repartidor; 
procedimientos  inesplicables  si  por  esa  operación  no  se  propu- 
sieran un  oculto  designio,  cual  era  el  descrédito  de  «  La  Popu- 
lar »  vendiendo  un  producto  adulterado,  cubierto  con  esa  mar- 
ca ;  que  igualmente  lo  justifica  el  documento  de  f...  de  remi- 
sión de  <  La  Flor  »  á  «  La  Proveedora  »  en  el  que  además  de 
otras  marcas,  se  hace  referencia  á  la  remisión  de  cigarrillos 
H  y  P,  sobre  cuyas  iniciales  no  han  sido  en  manera  alguna  sa- 
tisfactorias las  esplicaciones  dadas  por  Lede,  en  su  declaración 
de  foja  416,  pndiendo  concluirse  de  las  constancias  de  autos  y 
de  las  mismas  esplicaciones  equívocas  de  Lede,  que  las  letras 
significábanlos  cigarros  adulterados  de  «  La  Hija  del  Toro  »  y 
de  <  La  Popular  i»;  2^  la  declaración  hecha  por  Duran  en  la 
conferencia  celebrada  en  casa  de  Don  Ramón  Buhigas,  de  que 
«  La  Flor  »  existiría  mientras  á  él  le  convinisse  y  que  desapare- 
cería si  se  arribaba  á  un  arreglo  conveniente,  lo  que  tuvo  lugar 
una  vez  ratificado  el  acto  del  allanamiento ;  y  3°  la  declara- 
ción prestada  por  Don  Ramón  G-arcía,  de  la  que  resulta  que  las 
compras  del  peón  Jacinto  Laurel,  cesaron  una  vez  que  tuvo  lu- 
gar ese  allanamiento. 
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9^  Que  por  lo  que  respecta  á  las  diligencias  particulares 
practicadas  por  los  señores  Posse  y  G'*,  tanto  las  hechas  por  los 
señores  Beláustegui,  Velar,  Marsevich,  Fita  j  otros,  como  las 
practicadas  en  Castelli  por  su  encargado  especial  Den  Felipo 
Posse,  consistentes  en  compras  de  cigarrillos,  efectuadas  en  di- 
versas casas  de  comercio,  los  que  fueron  depositados  en  poder 
de  particulares  para  acreditar  IfK  autenticidad  de  su  origen  y  de 
que  instruyen  las  actas  y  declaraciones  que  al  respecto  Obran 
en  autos,  tales  diligencias  no  revisten  en  concepto  del  Juzgado 
la  fuerza  probatoria  que  les  atribuye  la  demanda: 

1®  Porque  habiéndose  practicado  cuando  ya  el  juicio  estaba 
radicado  ante  el  Juzgado,  se  han  verificado  sin  su  intervención 
y  sin  su  autoridad,  como  era  indispensable  para  que  formasen 
parte  de  la  prueba ; 

2^  Porque  de  las  mismas  declaraciones  de  las  personas  que 
han  intervenido  como  depositarios^  aparecen  irregularidades  que 
hacen  imposible  apreciar  si  efectivamente  los  objetos  presenta- 
dos al  Juzgado  son  los  mismos  que  fueron  adquiridos  y  depo- 
sitados anteriormente. 

10^  Que  no  pudiendo  establecerse  por  las  constancias  de  es* 
tos  autos  el  monto  exato  de  los  perjuicios  sufridos  por  la  marca 
« La  Popular  >  por  la  sustitución  del  tabaco  de  sus  cigarrillos, 
pues  si  bien  resulta  que  este  cambio  se  hacía  directamente  por 
Don  Leen  Duran,  y  por  medio  de  la  fábrica  <  La  Flor»,  no  hay 
antecedentes  que  establezcan  el  monto  de  lo  cambiado,  ni  el 
perjuicio  efectivo  sufrido  por  los  señores  Posse  y  C",  ni  aún  de 
una  manera  aproximativa,  debe  sobre  oste  punto  estarse  á  lo 
dispuesto  en  el  artículo  15  de  la  ley  de  procedimientos,  deján- 
dose para  otro  juicio  la  apreciación  de  este  punto. 

li*'  Que  los  precedentes  establecidos  fundan  la  acción  de  los 
señores  Posse  y  C',  contra  Don  León  Duran,  por  lo  que  respec- 
ta á  la  falsificación  de  la  marca  de  fábrica  <  La  Popular  »  por 
cnanto  si  bien  no  se  ha  podido  establecer,  de  una  manera  direc- 
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ta  que  el  tabaco  sustituido  fuese  inferior^  no  por  eso  deja  de 
constituir  el  delito  definido  por  el  artículo  28  de  la  ley  de  mar- 
cas^ desde  que  la  alteración  hecha  en  los  cigarrillos  de  <  La  Po- 
pular »,  ya  sea  con  tabaco  inferior,  igual  y  aún  superior,  no  de- 
jaría de  ser  una  alteración  reprobada  por  la  ley,  como  que  cam- 
biaba el  producto  legítimo  de  la  fábrica  que  lo  elabora,  y  no 
puede  menos  que  contribuir  al  descrédito  de  la  misma,  por  cuan- 
to los  consumidores  se  encontrarían  siempre  defraudados  sobre 
el  artículo  que  intentaban  comprar. 

Por  estos  fundamentos,  fallo:  declarando  que  los  señores 
Posse  y  C",  han  fundado  su  acción,  contra  Don  Leen  Duran, 
por  adulteración  de  su  marca  de  fábrica  <  La  Popular  »,  cam- 
biando el  tabaco  que  contenían  los  cigarrillos  elaborados  por  el 
demandante  bajo  de  su  marca  y  espendiéndolos  así  alterados 
y  conservando  6  reponiendo  lo  mejor  posible  los  paquetes,  envol- 
torios y  contra-señas  de  tLa  Popular»  de  este  mercado,  para  in- 
ducir en  error  á  los  consumidores  sobre  el  verdadero  origen  de 
los  cigarrillos,  no  habiéndolo  hecho  con  respecto  á  los  delitos  de 
hurto  y  estafa,  que  comprende  la  demanda;  y  en  su  consecuen- 
cia, y  de  acuerdo  al  artículo  28,  inciso  1*,  de  la  ley  sobre  mar- 
cas de  fábrica  y  de  comercio,  se  condena  á  Don  León  Duran,  al 
pago  de  una  multa  de  quinientos  pesos  fuertes,  ó  su  equivalente 
en  moneda  nacional,  y  las  costas  del  proceso,  debiendo  tenerse 
presente  al  tiempo  de  ser  estimadas,  que  para  su  apreciación, 
no  deberá  tomarse  en  cuenta  las  procedentes  de  los  informes 
periciales  y  las  ocasionadas  por  las  diligencias  particulares, 
verificadas  por  el  demandante  y  que  han  sido  desechadas  en  los 
correspondientes  considerandos,  y  déjanse  á  salvo  los  derechos 
de  los  demandantes  para  reclamar  los  daños  y  perjuicios,  que 
pudiera  haberles  ocasionado  la  falsificación  de  su  marca. 

Hágase  sabc^r,  notificándose  con  el  original. 

Andrés  Ugarriza. 
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VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 

BueDOS  Aires,  Junio  11  de  1889. 

Suprema  Corte: 

A  foja  273,  primer  cuerpo  de  estos  aatos,  pidió  Fosse,  se  die- 
ta en  ellos  interyencion  al  Ministerio  Público,  de  conformidad 
al  artículo  34  de  la  ley  de  marcas,  al  objeto  desque,  llegado  el 
caso,  pudiera  dicho  Ministerio  continuar  la  acción  que  nace  de  to- 
do delito. 

ElJuzgado  así  lo  decretó,  7  el  Procurador  Fiscal,  fué  notifi- 
cado de  todas  las  providencias,  no  habiendo  llegado  la  oportu- 
nidad de  que  tomara  una  participación  directa,  por  cuanto, 
lejos  de  haber  mediado  desistimiento,  la  acusación  ha  sido  se- 
guida por  la  acción  particular  con  singular  rigor. 

Este  proceder  es,  á  mi  juicio,  perfectamente  arreglado  á  la  le- 
tra y  al  espíritu  de  la  ley. 

La  acción  criminal,  dice  el  citado  artículo  34^  no  podrá  ini- 
ciarse de  oficio  y  corresponderá  solamente  á  los  particulares 
interesados,  pero  una  vez  entablada,  podrá  continuarse  por  el 
Ministerio  Fiscal. 

Podrá  continimrsey  claramente  supone  el  abandono,  pues  no 
se  continúa  lo  que  está  en  acción  y  marcha  de  por  sí,  y  si  algu- 
na duda  pudiera  suscitarse  al  respecto,  bastará  recorrer  la  dis- 
cusión á  que  hace  referencia  el  escrito  de  foja  273,  antes  men- 
cionado. 

No  habiendo  llegado  el  caso  déla  ley,  .no  me  creo  autorizado 
á  tomar  intervención  en  una  cuestión  entre  partes,  y  me  limita- 
ré á  pedir  á  Y.  E.  se  sirva  ordenar  se  me  haga  saber  las  ulterio- 
ridades  de  esta  causa,  en  previsión  de  aquella  eventualidad. 

Eduardo  Costa. 
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Falto  de  ln  Suprema  Carie 


Buenos  Aires,  Noviembre  36  de  1889. 

Vistos  y  considerando :  Primero.  Qne  con  fecha  veinte  y  cin- 
co de  Setiembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  siete,  los  señores 
Jaan  Possey  Compañía,  obtuvieron  y  registraron,  como  mar  - 
ca  de  fábrica  para  los  cigarrillos  de  tabaco  colorado  de  sn  ela- 
boración, la  que  se  encuentra  agregada  y  descrita  á  foja  dos  de 
estos  autos . 

Segundo.  Que  en  esa  marca  de  fábrica  se  encuentran  inclui- 
das las  palabras:  cigarrillos  especiales  de  tabaco  habano,  como 
enunciación  de  la  calidad  del  tabaco  con  que  son  elaborados  di- 
chos cigarrillos,  espresándose  además,  en  los  envases  y  descrip- 
ciones qne  acompañan  lu  marca  registrada,  que  ellos  son  los 
únicos  tal  vez,  que  se  elaboran  con  puro  tabaco  habano  especial 
que  reciben  sus  propietarios  directamente  de  la  Habana,  para 
dicha  elaboración. 

Tercero.  Que  los  señores  Fosse  y  Compañía  al  deducir  su 
demanda  contra  Don  León  Duran^  le  acusan  por  haber  sustitui- 
do el  tabaco  AaAano  legitimo,  que  ellos  usan  en  la  elaboración 
de  sus  Xiigarrillos,  por  otro  paraguayo  ó  todavía  peor,  lo  que  im- 
porta repetir  en  la  demanda,  lo  qne  afirman  en  su  enunciación, 
la  marca  de  fábrica  y  descripciones  que  la  acompañan,  respecto 
de  la  calidad  del  tabaco. 

Cuarto.  Que  no  obstante  esto,  de  la  prueba  producida,  y  es- 
pecialmente de  los  informes  periciales  de  fojas  trescientas  diez, 
quinientas  veinte  y  una,  setecientas  ochenta  y  tres,  y  ochocien- 
tas tres,  resulta  como  lo  afirma  el  Juez  de  Sección  en  el  consi- 
derando sétimo  de  la  sentencia  apelada  de  foja  mil  trescientos 
cincuenta,  que,  con  escepcion  de  los  paquetes  entregados  por 
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los  señores  Posse  á  los  agentes  de  policía,  que  fueron  marcados 
por  las  autoridades,  todos  los  demás  examinados  carecían  de  ta- 
baco habano,  siendo  inyariablemente  el  que  contenían,  tabaco 
de  Bahía  de  tercera,  despalillado  en  unos  paquetes  y  sin  despa- 
lillar en  otros,  entre  fuerte  y  suave,  y  que  en  los  mismos  pa- 
quetes arriba  indicados,  el  tabaco  habano  espresado,  era  en  can- 
tidad insignificante. 

Quinto.  Que  asimismo,  resulta  del  propio  reconocimiento  de 
los  demandantes  ante  esta  Suprema  Corte,  que  los  cigarrillos 
de  su  elaboración  anunciados  y  espendidos  al  público,  en  cali- 
dad de  habano  legítimo,  no  contenían  sino  una  mezcla  de  este 
último  tabaco  con  otro  inferior  de  Bahía,  más  ó  menos  bueno. 

Seslo,  Que  la  ley  de  marcas  de  fábrica  establece  que  cometen 
delito  punible,  ctodos  aquellos  que,  con  intención  fraudulenta 
pongan  ó  hagan  poner  sobre  una  mercadería,  una  enunciación 
ó  cualquier  otra  designación  falsa  con  relación  á .  . .  la  calidad 
con  que  haya  sido  fabricada»  (art.  28,  inc.  5^),  lo  que  importa 
condenar  espresamente  á  los  fabricantes  que,  como  los  señores 
Posse  y  Compañía  en  el  caso  subjudice,  usen  de  una  marcado 
fábrica  para  cigarrillos  que  espendan  como  fabricados  con  ta- 
baco habano,  cuando  efectivamente  los  elaboran  con  tabaco  de 
Bahía  y  otros. 

Sétimo.  Que  si  bien  no  es  posible  aplicar  á  estos,  la  pena  que 
establece  el  artículo  28  de  la  ley  de  marcas  de  fábrica,  porque 
el  artículo  34  de  la  misma,  prohibe  que  la  acción  criminal  se 
inicie  de  oficio,  y  el  Ministerio  Fiscal  ha  prescindido  de  ella  en 
el  caso  ocurrente,  los  demandantes  no  pueden  prevalerse  de  es- 
te delito  por  ellos  cometido,  para  perseguir  á  otros  á 
quienes  imputan  un  delito  igual  al  que  ellos  cometieron 
previamente. 

Octavo,  Que  aún  suponiendo  probado  el  cambio  de  tabaco 
atribuido  á  Duran  por  la  demanda,  resultaría  que  la  adultera- 
ción no  se  habría  hecho  cambiando  un  producto  legítimo,  prote- 
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cuado  presentar  en  cualquier  tiempo  un  interrogatorio  de  repre- 
guntas para  los  mismos  testigos. 


Caso.  —  En  24  de  Julio  de  1888,  Donjuán  E.  Coronado, 
en  representación  de  Don  Ramón  Puente,  demandó  ante  el  Juz- 
gado Federal  de  la  Capital  á  Don  Manuel  A.  Salgueiro^  para 
que  fuera  condenado  al  pago  déla  suma  de  sesenta  mil  ciento 
setenta  y  cinco  pesos  moneda  nacional,  y  sus  intereses,  valor  de 
unas  acciones  de  la  sociedad  anónima  «Eomento  Territorial  ^, 
que  Sü  representado,  en  su  carácter  de  corredor  de  Bolsa,  com- 
pró por  comisión  y  cuenta  de  Salgueiro,  y  de  los  daños  y  perjui- 
cios que  le  había  ocasionado  la  negativa  del  mismo  de  recibir 
los  títulos  una  vez  comprados,  al  pago  de  la  comisión  que  i>e  le 
adeudaba  y  al  délas  costas  y  costos  del  juicio. 

Contestada  la  demanda,  el  Juzgado  abrió  la  causa  á  prueba  á 
justificarse  por  el  demandado  los  hechos  alegados  en  su  contes- 
tación. 

En  9  de  Enero  de  1889,  la  parte  de  Puente,  presentó  un  escri- 
to esponiendo  : 

Que  el  Juzgado  había  ordenado,  «i  pedido  del  contrario,  se 
librase  exhorto  al  Juez  de  Sección  de  la  provincia  de  Buenos 
Aires,  para  que  llamando  á  los  corredores  de  Bolsa,  Don  Ramón 
y  Leopoldo  González,  Antonio  Santamaría,  Ignacio  Freyre, 
Enrique  Carth  y  Enrique  Wapper,  los  haga  declarar  al  tenor 
de  un  interrogatorio  que  se  acompañaba  cerrado. 

Que  en  uso  de  su  derecho,  pedíase  librara  nuevo  exhorto  á 
dicho  Juez  de  Sección,  para  que  en  el  mismo  acto  y  á  los  mis- 
mos testigos,  se  les  hiciera  declarar  al  tenor  del  interrogatorio 
que  cerrado  acompañaba  á  su  vez. 

El  Juzgado  proveyó :  Como  se  pide. 
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Notificada  la  parte  de  Salgneiro  , pidió  la  reposición  del  auto  6 
ensa  defecto  se  le  concediese  el  recurso  de  apelación. 

Dijo :  qne  el  Juzgado  al  mandar  recibir  las  declaraciones  de 
los  testigos  presentados  por  el  contrario,  no  hubía  tenido  en 
consideración  que  la  petición  había  sido  formulada  á  los  veinte 
7  nueve  dias  de  recibirse  la  causa  á  prueba,  siendo  así  que  ella 
vendría  á  producirse  fuera  del  término,  por  culpa  esclusiva  del 
demandante. 

Conferido  traslado  del  incidente,  Puente  pidió  que  no  se  hi- 
ciera lugar  á  lo  solicitado  de  contrario. 

Dijo :  Qne  no  era  exacto  que  lo  pedido  por  él  fueran  deligen- 
cias  de  prueba  ni  que  su  pedido  hubiera  sido  hecho  fuera  de 
t*^rmino. 

Que  lo  que  había  presentado  era  un  pliego  de  repreguntas 
para  que  fueran  examinados  los  mismos  testigos  del  deman- 
dado. 


Fallo  del  Jues  Federal 


Buenos  Aires..  Enero  M  de  1889. 

Autos  y  vistos :  Atento  lo  manifestado  en  el  precedente  es- 
crito, 7  resultando  de  las  constancias  de  autos  ser  ciertas  las 
aseveraciones  que  en  él  se  contienen,  las  que  demuestran  de 
una  manera  concluyente  que  la  parte  de  Don  Ramón  Puente  no 
ha  pretendido  producir  prueba  testimonial  un  dia  antes  de  ven- 
cerse el  término  probatorio,  en  cuyo  caso  quedaba  sin  aplica- 
ción el  artículo  120  del  Código  de  Procedimientos  nacionales, 
que  manda  poner  en  secretaría  una  nómina  detallada,  6  espre- 
siva  de  los  testigos  presentados,  tres  dias  antes  de  su  exa- 
men. 

Besulta^  sí,  debidamente  comprobado  que  la  diligencia  pro- 
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batoria  de  que  se  trata,  son  preguntas  que  esta  parte  quiere  ha- 
cer á  testigos  propuestos  por  la  contraria,  por  cuya  causa, 
carece  completamente  de  aplicación  en  el  presente  caso  el  artí- 
culo 120,  ya  citado. 

Foresto:  no  ha  lugar  á  la  revocatoria  solicitada,  concediéndo- 
se en  relación  el  recurso  de  apelación  que  también  se  ha  inter- 
puesto para  ante  la  Suprema  Corte,  á  la  que  se  elevarán  los 
autos  en  la  forma  de  estilo. 

Repóngase  la  foja  sin  más  trámite  y  líbrese  exhorto  al  señor 
Juez  de  Sección  de  la  provincia  de  Buenos  Aires,  pidiéndole 
suspenda  el  diligenciamiento  del  exhorto  que  se  le  libró  con  fe- 
cha... referente  á  las  declaraciones  origen  de  este  incidente. 

Virgilio  M.  Tedin. 


FaIIo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Noviembre  30  de  1889. 

Yistos  :  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  cuarenta  vuelta;  y  repuestos  los  sellos  devuél- 
vanse. 

BENJAMÍN  VICTORICA.  —  ULADISLAO^ 
frías.  —  FEDERICO  IBARGÚREN. 
—  C.  S.  DE  LA  TORRE. 
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CAUSA   ClilX 


Doña  Dolores  Echarri  en  recurso  de  hecho ^  sobre  representa- 
ción en  juicio  de  Don  Francisco  Arcelus,  en  autos  con  Don 
Casimiro  Gómez, 


Sumario.  — El  caso  de  haberse  porlos  tribunales  locales  ne- 
gado á  la  mujer  el  derecho  de  representar  á  otro  en  juicio,  es 
sasceptible  del  recurso  para  ante  la  Suprema  Corte,  concedido 
por  el  inciso  3^,  del  artículo  i4  de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de 
1863,  sobre  jurisdicción  délos  tribunales  nacionales. 


Caso.    -  Lo  refiere  el 


Fallo  de  Jlues  de  Camerelo 


Buenos  Aires,  Agosto  16  de  1889. 

Autos  y  vistos :  No  pudiendo  las  mujeres  ejercer  la  procura- 
ción judicial  con  escepcion  de  los  casos  determinados  por  1&  ley 
5",  título  5°,  partida  3",  y  no  apareciendo  que  la  recurrente  se 
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encuentre  comprendida  en  dichas   escepciones:  se  declara  sin 
personería  para  comparecer  en  juicio  en  representación  de  Don 
Francisco  Arcelus,   dejándose    sin   efecto  la  providencia  de- 
foja...  • 

Nicanor  G.  del  Solar. 


Fallo  de  ln  Cámara  de  Apelaeionea 

Buenos  Aires,  Octubre  8  de  1889. 

Y  vistos  y  considerando:] Que  si  es  verdad  que,  dada  la  orga- 
nización del  matrimonio  y  el  rol  de  la  mujer  en  la  presente  épo- 
ca, no  puede  dudarse  que  ella  puede  representar  en  juicio  á  su 
esposo,  y  que  si  no  según  la  letra,  al  menos  según  el  espíritu  de 
la  ley  5*^,  título  S*',  partida  3*^,  tiene  capacidad  para  ser  su  pro- 
curadora en  juicio,  no  lo  es  menos  que  esta  escepcion  á  la  pro- 
hibición general  que  dicha  ley  consigna^  no  puede  hacerse  es- 
tensiva  á  favor  de  otras  mujeres  que  no  sean  esposas,  ascen- 
dientes ó  descendientes  del  litigante:  se  .confirma  con  costas  el 
auto  apelado  de  foja  13,  y  devuélvanse. 

Repóngase  el  sello. 

Barra,  —  Jofré.  —  Ortiz.  — Ante 
mí:  Á,  M.  Larroque. 

Dona  Dolores  Echarri,    apeló  por  ante  la  Suprema  Corte. 

Fallo  déla  Cántara  de  Apelaeionea 

Buenos  Aires,  Octubre  16  de  1889. 

T  vistos  y  considerando :  Que  el  caso  que   motiva  el  recurso 
de  apelación  interpuesto,  no  está  comprendido  en  los  enumera- 
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dos  en  el  artículo  14  de  la  ley  de  jurisdicción  y  competencia  de 
los  tribunales  nacionales  de  14  de  Setiembre  de  1863,  no  ha 
lugar  á  ella. 

Barra,  —  Ortiz,  —  Jofré.  — Ante 
mí:  A,M.  Larroque. 

La  misma  apeló  de  hecho. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires  Noviembre  13  de  1889. 

Suprema  Corte: 

Lia  señora  Echarri,  pretende  ejercer  un  derecho  amparada 
en  una  prescripción  constitucional,  y  este  derecho  le  ha  sido  ne- 
gado por  un  tribunal  local. 

Es  entonces  á  mi  juicio,  el  caso  del  inciso  3^  del  artículo  14 
de  la  ley  de  jurisdicción  y  competencia,  y  pienso  que  debe  V.  E. 
declarar  ^procedente  el  recurso,  al  objeto  de  que  sea  el  punto, 
que  no  deja  de  tener  cierta  novedad  é  importancia,  más  amplia- 
mente discutido. 

Edriardo  Costa. 


Fallo  de  Im  Supremn  Corte 


Buenos  Aires,  Diciembre  3  de  1889. 

Vistos  en  el  acuerdo :  Resultando  haberse  puesto  en  cuestión 
la  inteligencia  de  una  cláusula  constitucional,  y  haberse  decidi" 
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do  contra  el  derecho  que  se  pretende  fondado  en  ella,  caso  pre- 
visto por  el  inciso  tercero  del  artículo  catorce  de  la  ley  nacio- 
nal sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  tribunales  federa- 
les;  y  de  conforlhidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el  sepor 
Procurador  General,  se  concede  libremente  el  recurso  de  apela- 
ción interpuesto;  y  hallándose  ja  los  autos  en  la  oficina,  esprese 
el  apelante  agravios,  previa  citación  y  emplazamiento  por  el 
término  de  ley. 

benjamín  VIGTORICA.    —  ULADISLAO 
frías.  —  FEDERICO    IBARGÚREN. 
—  C.  S.  DE  LA  TORRE.  —  LUIS   V. 
VÁRELA. 


€  Al  SA  CL.\ 


La  Municipalidad  de  la  Capital,  contra  JSaveira  y  Carro^  por 

espropiacion  y  desalojo ;  sobr£  costas 


Sumario.  — El  desistimiento  del  actor,  en  juicio,  le  impone 
el  cargo  de  las  costas  causadas  en  él. 
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Caso.  —  La  Manicipalldad  espropió  una  finca  situada  en  la 
calle  Piedras  número  26,  con  destino  á  la  avenida  de  Mayo  ;  j 
ante  el  Jnez  de  Faz  de  la  sección  16,  inició  juicio  de  desalojo 
contra  los  inqnilinos  de  aquella,  señores  Kaveirá  y  Carro. 

Estos,  ocnrrieron ante  el  Juez  Federal,  para  que  en  razón  de 
ser  ellos  estrangeros,  se  declarara  competente  para  conocer  en 
el  juicio  7  ordenara  se  le  remitieran  los  antecedentes.     * 

Así  lo  resolvió  el  Juez. 

El  procurador  municipal,  se  presentó  ante  el  Juzgado  espo- 
niendo :  que  Naveira  y  Carro  tienen  en  locación  la  ñnca,  por 
contrato  que  vence  el  31  de  Diciembre  de  1890;  que  no  habien- 
do sido  posible  arreglar  el  precio  de  la  indemnización  con  los 
locatarios,  la  Municipalidad  desistía  de  llevar  adelante  las  ges* 
tienes,  comprometiéndose  á  respetar  el  contrato ;  y  finalmente 
qne  debía  entregarse  á  la  corporación  los  alquileres  que  los  lo- 
catarios habían  depositado  en  el  Banco  Nacional. 

Conferido  traslado,  Naveira  y  Carro  lo  evacuaron  pidiendo 
qne  se  aceptara  el  desistimiento  de  la  Municipalidad,  dejando  á 
salvo  sus  derechos  para  reclamar  los  perjuicios  sufridos,  conde- 
nando á  dicha  corporación  en  costos  y  costas. 

For  otrosí  pidieron  que  no  se  hiciera  lugar  á  lo  que  el  procu- 
rador municipal  había  solicitado  referente  á  que  depositasen 
en  tesorería  los  alquileres,  pues  ellos  estaban  obligados  á  pagar 
esos  alquileres  en  la  forma  establecida  por  el  contrato. 


FaIIo  del  Jíuez  FederAl 


Buenos  Aires,  Mayo  17  de  1889. 

T  vistos:  por  In  que  resulta  de  loespuesto  por  una  y  otra  par- 
te, háse  por  desistida  de  la  demanda  interpuesta  por  la  Munici- 
palidad contra  los  señores  Naveira  y  Carro,  siendo  las  costas  á 
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cargo  de  la  parte  actora  y  quedando  á  salvo  las  acciones  délos 
demandados  para  reclamar  lo  que  les  corresponda ;  en  sa  conse- 
cuencia, líbrese  oficio  al  Banco  Nacional  parala  extracción  y 
en  trega  á  la  Municipalidad,  con  intervención  del  actaario^  de 
la  suma  allí  depositada  por  alquileres.  Respecto  al  otrosí  como 
se  pide. 
Repéngaseel  sello. 

Andrés  Ugarriza. 


£1  procurador  municipal  pidió  que  se  revocara  este  aato  en 
cuanto  condena  ala  Municipalidad  al  pago  de  las  costas,  6  se  le 
concediese  en  caso  denegado,  apelación  para  ante  la  Suprema 
Corte. 

Para  fundar  el  primer  recurso,  dijo:  que  no  hay  demanda 
entablada,  ni  contestación,  y  lo  único  que  habían  hecho  los  loca- 
tarios era  depositar  los  alquileres,  lo  cual  no  podía  ocasionar  cos- 
tas contra  la  Municipalidad ; 

Que  la  condenación  en  costas  es  una  pena,  que  no  puede  ser 
aplicada  en  este  caso  especial. 

Corrido  traslado,  lo  evacuaron  Naveiray  Carro,  pidiendo  que 
no  se  hiciera  lugar  con  costas  á  ninguno  d(t  los  recursos  deduci- 
dos. 

Dijeron :  que  el  haber  llevado  la  Municipalidad  su  acción  an- 
te una  jurisdicción  incompetente,  es  una  razón  más  para  conde- 
narla en  las  costas ; 

Que  el  desistimiento  de  un  juicio,  trae  aparejada  infalible- 
mente la  condenación  en  costas  ; 

Que  no  puede  decirse  que  no  se  ha  trabado  el  juicio,  cuando 
ellos  se  han  presentado  áél; 

Y  tratándose  de  un  juicio  sumario,  la  presentación  de  las  par- 
tes es  todo  lo  que  se  necesita  para  que  el  juicio  exista. 
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A  uto  del  JiiCK  Federal 


Buenos  Aires,  Junio  18  de  1889. 

Y  vistos  :  por  los  fundamentos  del  auto  recurrido,  no  ha  lugar 
á  la  revocatoria  solicitada  y  se  concede  en  relación  el  recurso  de 
apelación  interpuesto  y  elévense  los  autos  en  la  forma  de  es- 
tilo. 

Andrés  Ugarriza, 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Diciembre  3  de  1889. 

Vistos  :  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  cuarenta  vuelta,  y  repuestos  los  sellos,  devuél- 
vanse. 

benjamín  VICTORICA. —  ULADISLAO 
frías.  —  FEDERICO  IBARGÚREN. 
—  C.  S,  DE  LA  TORRE.  —  LUIS  V. 
VÁRELA. 
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€  ALSA  €X\1 


El  Doctor  Don  Esteban  M.  Moreno  contra  Don  Mariano  Unzuéy 
por  interdicto  posesorio ;  soby^e  prorogacion  del  término  pro- 
batorio. 


Sumario.  —  No  puede  dejarse  sin  efecto  la  prorogacion  del 
término  probatorio  pedida  y  concedida  dentro  del  término,  y 
no  renunciada  esprcsamente  por  las  partes. 


Ca^o.  —  El  Doctor  Don  José  L.  Churruarin  por  el  Doctor 
Moreno,  espuso :  que  por  causas  que  el  Juzgado  conocía,  no 
habían  podido  entregársele  los  despachos  que  debían  remitirse 
al  Juzgado  de  1<^  Instancia  del  Uruguay,  para  que  evacuara  las 
diligencias  de  prueba  que  debían  producirse. 

Que  desde  que  se  había  abierto  el  término  de  prueba  por 
veinte  dias,  iban  corridos  ya  once  dias  infructuosamente,  sin 
que  se  hubiera  podido  practicar  una  sola  diligencia  probatoria, 
y  era  imposible  que  en  los  diez  que  restaban,  pudiera  producirse 
toda  la  que  necesitaba  su  parte. 

Que  no  iban  á  quedarle  al  Juez  del  Uruguay  sino  seis  dias 
hábiles  para  evacuar  la  laboriosa  y  numerosa  prueba  á  producir- 
se, descontando  los  dos  dias  en  que  irían  recien  los  oficios. 


DE  JUSTICIA   NACIONAL  77 

Que  en  la  demora  ocurrida,  su  parte  no  tiene  culpa  alguna, 
pues  provenía  de  falta  del  personal  de  la  secretaría,  que  no  po- 
día espedirse  con  la  brevedad  deseada  por  más  que  trabaje  aún 
en  los  diaR  feriados. 

Que  en  vista  de  lo  espuesto,  pedía  una  próroga  de  catorce 
dias,  qne  unidos  á  los  seis  que  faltan,  serían  los  veinte  por  que  se 
abrió  la  causa  á  prueba. 

Con  fecha  12  de  Junio  de  i889,  el  Juez  mandó  que  informase 
el  secretario. 

En  este  estado,  se  presentó  Don  Juan  M.  Seró  por  Don  Ma- 
riano XJnzué,  esponiendo:  que  su  encargado  parn  entender  en 
las  diligencias  de  prueba  que  habían  sido  sometidas  al  Juez  del 
Uruguay,  le  comunicaba  que,  á  consecuencia  de  las  frecuentes 
lluvias,  del  desbordamiento  de  los  arroyos  y  del  recargo  de  tra- 
bajo del  Juzgado,  no  se  había  podido  tomar  declaración  á  los 
testigos,  algunos  de  los  cuales  no  habían  podido  llegar  á  la  ciu- 
dad, habiendo  otros  concurrido  al  Juzgado  tres  6  cuatro  veces 
infructuosamente . 

Que  por  las  mismas  causas  no  había  podido  practicarse  la  ins- 
pección ocular  solicitada  por  su  parte  y  decretada  por  el  Juz- 
gado. 

Que  por  esto,  pedía  se  ampliara  el  término,  ó  autorizara  al 
Juez  del  Uruguay,  para  que  declare  suspendido  el  que  fué  acor- 
dado, por  los  dias  en  que  no  pudo  practicar  las  diligencias  que  le 
fueron  encomendadas. 

Qne  para  acceder  ásu  pedido,  debía  tenerse  en  cuenta  que  los 
primeros  dias  del  término,  habían  sido  perdidos  para  su  parte, 
por  habérstile  negado  ásu  encargado  en  el  Uruguay  intervención 
en  las  declaraciones  de  los  testigos  de  la  otra  parte,  las  cuales 
se  recibieron  todas  sin  la  presencia  de  dicho  encargado. 
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rallo  del  Jíues  Federal 

Pnraná,  Julio  11  de  1889. 

Siendb  notorias  las  causales  espuestas  por  esta  parte,  j  ha- 
biéndose pedido  igual  próroga  por  el  actor,  ampliase  por  diez  j 
seis  dias  más,  el  término  fijado  para  evacuar  las  diligencias  de 
prueba  solicitadas. 

T.  Pinto. 

El  Doctor  Churruarin  apeló  invocando  instrucciones  de  su 
mandante  el  Doctor  Moreno,  y  se  le  concedió  el  recurso  en  rela- 
ción. 

Elevados  los  autos,  la  Suprema  Corte  los  mandó  pasar  al  re- 
lator. 

En  este  estado,  la  parte  del  Doctor  Moreno,  se  presentó  mani- 
festando :  que  entre  los  antecedentes  remitidos  por  el  Jnez  de 
Sección  faltaba  un  dato  importante  que  consistía  en  el  escrito 
presentado  por  el  representante  de  Don  Mariano  TJnzué  ante  el 
Juez  del  Uruguay  y  en  que,  declarando  estar  vencido  el  término, 
pidió  que  se  remitieran  las  diligencias  practicadas  con  lo  que 
estuvo  conforme  su  parte. 

Pidió  que  se  sirviera  la  Suprema  Corte  ordenar  que  el  men- 
cionado escrito  fuera  elevado  original  ó  en  copia,  para  lo  cual 
debía  librarse  el  correspondiente  oficio. 


Pallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Diciembre  3  de  1889. 

Vistos :  Besultando  de  las  actuaciones  de  fojas  trescientos  se- 
tenta y  siete  y  siguientes  del  espediente  traido  para  mejor  pro< 
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veer,  que  la  próroga  del  término  probatorio,  solicitada  por  la 
parte  de  Don  Mariano  Unzoé,  y  la  concesión  de  ella  por  el  Juez 
de  Sección,  qae  motivan  el  presente  incidente,  tuvieron  lugar 
antes  del  vencimiento  del  término  asignado  para  el  cumpli- 
miento de  las  diligencias  cometidas  al  Juez  de  primera  instan- 
cia del  Uruguay,  y  por  consiguiente,  en  tiempo  hábil  para  veri- 
ficarlo. 

Y  considerando  además,  quela  esposicionde  foja  trescientas 
setenta  y  siete,  del  apoderado  de  Unzué  ante  este  último  Juez, 
no  envuelve  una  renuncia  de  la  prueba  de  su  parte  ni  ha  podido 
por  sa  naturaleza,  perjudicar  los  efectos  de  la  próroga  ya  acoiv 
dada  por  el  Juez  de  la  causa; 

Por  estos  fundamentos,  se  confirma  con  costas,  el  auto  apela- 
do de  foja  cinco  vuelta  de  los  presentes,  y  repuestos  los  sellos 
devaélvanse. 

BENJAMÍN  VICTOIUCA.  —  ULADISLAO 
frías.  —  FEDERICO  IBARGÚREN. 
—  C.  S.  DE  LA  TORRE.  — LUISV. 
VÁRELA. 
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VAVHA  €I..\II 


Causa  criminal  contra  Abel  Ordoñez  y  Pedro  Lara;  sobre  sus- 
•  tracción  de  dinero  de  la  sucursal  de  sellos  establecida  en  el 
Cabildo  en  la  Capital  Federal. 


Sumario.  —  El  uso  indebido  del  dinero,  producto  de  papel 
sellado,  hecho  sin  daño  ni  entorpecimiento  del  servicio  público, 
hace  incurrir  á  los  culpables  en  la  pérdida  del  empleo  é  inhabili- 
tación por  cuatro  años  para  obtener  otro. 


Caso.  —  Lo  refiere  la  siguiente 


Vi«ta  del  Procurador  ri«eal 


Bueaos  Aires,  Abril  7  de  1885. 
5r.  Juez. 

Mucho  se  ha  hecho  en  esta  causa  para  la  comprobación  de 
los  autores  del  desfalco  descubierto  en  Julio  del  ano  próximo 
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pasado  en  la  sacarsal  de  papel  sellado  en  el  Cabildo,  y  ella  de- 
muestra una  vez  más  la  verdad  de  lo  que  tengo  dicho  en  otra 
oeasion  con  motivo  de  un  robo  que  tuvo  lugar  también  en  la  re- 
partición de  sellos.  Las  dificultades  que  hay  que  vencer  en  esta 
clase  de  pruebas,  sea  por  falta  de  reglamentación  6  por  el  des- 
quicio que  en  esas  oficinas  impera,  por  el  espíritu  de  compañe- 
rismo entre  sus  empleados  y  quizás  por  la  solidaridad  que  en 
estos  casos  pueda  existir  en  los  mismos  llamados  á  hacer  la  luz 
sobre  los  hechos  que  los  originan.  La  verdad  es  que  así  como  el 
desorden  en  una  oficina  pública,  es  la  causa  generadora  ó  el 
incentivo  de  los  delitos  que  en  ella  se  producen,  así  también  la 
misma  causa  contribuye  á  dejar  en  el  misterio  esos  delitos,  al 
menos  respecto  á  sos  autores.  Pero  en  esta  vez,  debido  á  tanta 
diligencia  practicada,  se  ha  logrado  establecer  con  toda  claridad 
la  culpabilidad  de  los  señores  Abel  Ordoñez  y  Joan  M.  Lara. 

Este  proceso  fué  iniciado  contra  D.  Benito  Santillan  por  car- 
gos que  le  hacía  Ordoñez  de  sustraer  sumas  de  dinero  del  produ- 
cido de  la  venta  de  papel  sellado  en  la  mencionada  sucursal  y 
por  la  circunstancia  que  vino  á  corroborar  ese  cargo  de  encon- 
trársele el  dia  de  la  clausura  de  aquella,  j  en  el  acto  de  ser  re- 
gistrado, cierta  cantidad  considerada  impropia  á  su  posición. 

Pero  en  el  curso  de  este  proceso  ha  quedado  desvanecido  ese 
cargo  contra  Santillan  y  han  resultado  infundadas  las  sospe- 
chas que  contra  él  recaían ;  ha  sido  justificada  la  legítima  proce- 
dencia del  dinero  hallado  en  su  poder,  y  sobre  todo  el  cargo  de 
sustracción,  parte  de  un  reo  convicto  y  confeso  del  mismo  deli- 
to, lo  que  le  despoja  de  todo  valor  legal  y  nada,  absolutamente 
nada,  prueba  contra  Santillan  tan  injustamente  acriminado. 
Además,  hay  que  tener  presente  que  Santillan  ocupaba  el  pues- 
to de  portero  ú  ordenanza  en  la  sucursal^  y  no  es  razonable  creer 
que  en  tal  humilde  empleo  se  atreviese  á  extraer  fondos  á  vista 
7  paciencia  de  sus  superiores  y  con  tanta  repetición  y  constan- 
cia que  con  pequeñas  sumas  de  veinte  pesos  moneda  corriente 
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alcanzara  á  extraer  un  total  de  tres  mil  pesos  naaona/e$  pró- 
ximamente. 

No  encuentro,  pues^  mérito  alguno  para  acusar  á  D.  Benito 
Santillan,  y  por  tanto  soy  de  opinión  que  Y.  S.  procediendo  en 
justicia,  debe  absolverlo  de  culpa  y  cargo. 

He  dicho  que  D.  Abel  Ordoñez  está  convicto  y  confeso  del 
delito  de  sustracción  y  para  convencerse  de  ello  Y.  S.,  no  ten- 
drá más  que  verificar  cada  una  de  sus  declaraciones  así  como 
los  demás  antecedentes  acumulados  en  el  proceso.  Pero,  si  bien 
es  una  verdad  incontestable  el  hecho  de  la  sustracción,  debe  ella 
limitarse  á  las  sumas  confesadas  por  Ordoñez,  doscientos  veinte 
y  cinco  pesos  moneda  nacional  en  los  primeros  meses  del  año, 
ochenta  y  nueve  idem,  según  apuntes  entregados  á  Lara  el  dia 
26  de  Julio,  cuando  la  clausura  de  la  oficina,  y  cuarenta  y  cinco 
Ídem  que  no  se  hicieron  figurar  por  un  olvido  en  esos  apuntes. 
Fuera  de  esto,  no  hay  prueba  contra  Ordoñez,  y  por  el  contrario, 
todo  hace  presumir  fundadamente  que,  de  la  diferencia  hasta  el 
total  del  cargo  formulado  por  la  Dirección  Greneral  de  Rentas, 
ha  dispuesto  el  Gefe  de  la  Sucursal,  Sr.  Lara. 

En  efecto^  desde  el  mes  de  Febrero  del  ano  1884^  hasta  el  mes 
de  Julio  del  mismo  año,  han  venido  produciéndose  déficits  con- 
tra la  sucursal  de  que  me  ocupo.  La  forma  en  que  el  balance  era 
tomado  cada  mes,  demuestra  que  esos  déficits  no  han  podido  pa- 
sar desapercibidos  para  el  Sr.  Lara,  porque  en  cada  uno  de  ellos 
le  fueron  presentados  los  cargos  de  la  Dirección  de  Rentas  con- 
tra su  oficina ;  tenía  en  su  poder  los  recibos  que  le  servían  de 
descargo  y  personalmente  verificaba  el  recuento  de  las  existen- 
cias en  papel  sellado.  ¿Cómo  suponer  entonces  que  no  conocie- 
ra el  resultado  de  estas  operaciones,  y  por  consiguiente  de  los 
déficits  que  ellas  arrojaban  ?  Si  tal  ignorancia  se  alegara  por 
una  vez,  en  el  balance  de  un  mes,  pase;  pero  en  cinco  meses 
consecutivos,  no  es  creíble,  por  más  que  así  lo  haya  asegurado 
el  Sr.  Lara  en  su  confesión;  y  menos  creíble  es,  tratándose  de 
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un  empleado  como  este  que  ha  prestado  servicios  durante  muchos 
añosea  la  misma  repartición»  no  siendo  presumible  por  tanto, 
que  ignorase  cuales  eran  sus  deberes  y  las  responsabilidades  que 
sobre  él  pesaban. 

La  circunstancia  de  que  no  se  le  hiciera  saber  oficialmente  por 
la  Administración  de  sellos  el  resultado  de  cada  balance,  no 
puede  aceptarse  como  justificativo  de  la  ignorancia  que  se 
alega,  puesto  que  como  lo  dejo  ya  indicado,  el  Sr.  Lara  estaba 
en  posesión  de  todos  los  elementos  que  debían  dar  ese  resul- 
tado. 

Debe  pues,  concluirse  racionalmente,  que  Lara  ha  conocido 
desde  un  principio  la  existencia  de  esos  déficits  y  que  si  ha  guar- 
dado silencio  sobre  ellos,  no  ha  sido  por  otra  razón  sino  porque 
conocía  precisamente  el  origen. 

£n  corroboración  de  esto^  tiene  Y.  S.  un  hecho  perfectamente 
comprobado :  un  préstamo  de  Lara  á  su  superior  Sr.  Padilla,  á 
pesar  de  la  expresa  prohibición  de  la  ley  al  respecto,  y  este  he- 
cho esplica  al  mismo  tiempo  el  resultado  del  careo  entre  ambos 
sobre  las  contradicciones  que  arrojaban  sus  respectivas  declara- 
ciones. 

Hay  más,  Sr.  Juez  ;  estos  dos  señores  sabían  que  Ordoñez  ju- 
gaba mucho  á  la  lotería  á  pesar  de  no  conta;  sino  con  un  peque- 
ño sueldo  (declaración  de  fojas  19  á  23) ;  este  individuo  sacaba 
dinero  del  cajón  en  presencia  del  portero  Santillan,  y  no  tenía 
inconyeniente  en  asegurar  que  estaba  autorizado  por  su  gefe ; 
consta  también  en  autos  que  Ordoñez  hizo  un  préstamo  á  un 
hermano  de  aquel.  Tal  conjunto  de  circunstancias  traen  necesa- 
riamente el  convencimiento  de  que  Lara  conocía  el  proceder  de 
Ordoñez  y  lo  callaba,  lo  que  no  se  esplica  sino  porque  él  tam- 
bién disponía  de  aquellos  dineros. 

Estas  mismas  consideraciones  demuestran  lo  que  tengo  dicho 
sobre  la  responsabilidad  de  Ordoñez  en  el  desfalco,  que  debe  es- 
ta limitarse  á  las  sumas  por  él  confesadas,  porque  á  la  verdad,  no 
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se  concibe  que  conociendo  Lara  el  proceder  de  aquel,  dejara  dis- 
poner del  total  que  resulta  sustraído. 

Por  la  ley  de  contabilidad  es  incuestionable  la  responsabili- 
dad en  este  caso  de  D.  Juan  M.  Lara^  por  el  mero  hecho  de  no 
haber  probado  quien  sea  el  autor  de  la  sustracción  de  la  dife- 
rencia que  resulta  entre  lo  confesado  por  Ordoñez  y  el  resultado 
del  Balance  pasado  por  la  Dirección  General  de  Rentas ;  pero 
esta  es  solo  la  responsabilidad  civil,  y  á  mi  juicio  por  las  razo- 
nes espuestas,  es  también  responsable  por  el  acto  criminal  de 
haber  dispuesto  dicho  Lara,  indebidamente,  de  los  caudales  pú- 
blicos que  le  fueron  confiados. 

£n  tal  concepto  y  con  arreglo  á  lo  establecido  por  el  artículo 
83  déla  Ley  penal  de  Setiembre  14  de  1863,  se  ha  de  servir 
y.  S.  imponer  á  D.  Juan  M.  Lara  y  á  D.  Abel  Ordoñez  la  inha- 
bilidad por  cuatro  años  para  desempeñar  empleos  públicos,  una 
multa  de  mil  pesos  moneda  nacional  á  cada  uno  y  el  reintegro  de 
la  suma  de  dos  mil  ochocientos  diez  y  nueve  pesos  con  setenta  y 
tres  centavos  moneda  nacional  al  primero  de  aquellos  señores,  y 
de  trescientos  cincuenta  y  nueve  pesos  idem  al  segundo,  más  las 
costas  del  proceso. 

David  Zavalía. 


Fallo  del  Jues  Federal 


Buenos  Aires,  Noviembre  18  de  1888. 

Vista  esta  causa  criminal  seguida  contra  Abel  Ordoñez  y 
Juan  Manuel  Lara  por  sustracción  de  dinero,  de  la  sucursal  de 
sellos  establecida  en  Cabildo,  de  la  que  resulta : 

1®  Que  con  fecha  29  de  Julio  de  1884,  el  director  de  rentas 
Don  David  Saravia,  se  dirijió  al  Oefe  de  Policía,  comunicando- 
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le  que  en  la  noche  del  26  de  Jalio  del  mismo  año,  le  había  sido 
denüQciado  por  el  administrador  de  sellos  Doctor  Don  Tobías 
Padilla,  un  desfalco  de  dinero  ocurrido  en  la  sucursal  del  Cabil- 
do, habiendo  procedido  en  consecuencia  de  tal  denuncia,  á  prac- 
ticar nn  balance  en  forma,  el  dia  27  del  mismo  mes,  del  que  re- 
sultó comprobada  la  existencia  de  un  déficit  de  4161  pesos  con 
5  centavos,  del  que  desde  luego  era  responsable  el  G-efe  de  esa 
sucursal  Don  Juan  M.  Lara. 

2^  Que  encomendada  por  el  Gefe  de  Policía  al  comisario  de 
la  sección  2",  la  instrucción  del  sumario  correspondiente,  proce- 
dió este  funcionario  á  constituir  en  prisión  al  empleado  de  esa 
oficina  Don  Abel  Ordoñez  y  al  ordenanza  de  la  misma  Don  Beni- 
to Santillan,  acusado  por  el  primero  de  ser  el  autor  de  la  sustrac- 
ción. 

3^  Que  no  obstante  esta  acusación,  según  lo  esprnsa  el  comi- 
sario en  sn  parte  de  foja  1,  Ordoñez  confesó  en  su  declaración 
ante  él,  haber  dispuesto  de  la  suma  de  225  pesos  moneda  nacio- 
nal^ del  importe  de  la  venta  diaria  de  papel  sellado,  con  consenti- 
miento de  su  Gefe  inmediato  Don  Juan  M.  Lara. 

4^  Que  interrogado  áeste  respecto  Don  Juan  M.  Lara^  niega 
haber  autorizado  á  Ordoñez,  para  sacar  dinero,  citando  en  su 
apoyo  el  testimonio  de  Don  Tobías  Padilla,  quien  declara  que 
en  presencia  de  él,  reprobó  Lara  su  conducta  á  Ordoñez,  por  ha- 
ber tomado  dinero  sin  su  consentimiento  y  que  esto  lo  presen- 
ció con  motivo  de  la  entrega  de  nn  papel  que  Ordoñez  hizo  á 
Lara  en  el  que  se  había  anotado  la  suma  de  89  pesos  moneda 
nacional  de  que  Ordoñez  declaraba  haber  dispuesto  y  que  paga- 
ría en  el  acto  haciendo  un  telegrama  á  su  familia. 

5**  Que  interrogado  nuevamente  Ordoñez  ante  el  Juzgado,  ha 
confesado  haber  dispuesto  de  la  citada  suma  de  225  pesos  mo- 
neda nacional  y  de  40  ó  50  pesos  mas,  de  igual  moneda,  agre- 
gando que  en  su  opinión  el  déficit  prevenía  de  las  disposiciones 
de  dinero  hechas  por  él,  de  las  sustracciones  del  ordenanza  San- 
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tillan  7  de  préstamos  hechos  por  Laraá  Don  Tobías  Padilla,  á 
Don  Rodolfo  Sñssini  y  Sandoval,  á  Don  Clodomiro  García,  á  un 
hermano  de  Sussiniy  á  Don  Arturo  Rosan,  todos  estoa  emplea- 
dos ae  la  dirección  de  rentas^  y  por  último,^  que  los  déficits  de 
cada  fin  de  mes  se  cubrían,  con  sellos  que  al  efecto  prestaba  el 
Gefe  de  la  sucursal  establecida  en  la  Aduana,  Don  Rodolfo  Ro- 
dríguez Lima,  á  la  sucursal  del  Cabildo,  sellos  que  en  algunas 
ocasiones  ascendían  á  400y  álOOO  nacionales. 

6*^  Que  Don  Juan  Manuel  Lara  en  su  declaración,  afirma  que 
contraía  toda  su  atención  al  desempeño  de  sus  deberes  de  em- 
pleado y  que  á  pesar  deesa  contracción,  no  ha  tenido  conoci- 
miento del  déficit  sino  con  motivo  de  los  sucesos  á  que  ha  dado 
mérito  este  sumario,  pues  al  dia  siguiente  de  practicarse  el  ba- 
lance mensual  eu  su  oficina,  por  el  administrador  general  de  se- 
llos, tenía  buen  cuidado  de  tomar  informes,  acerca  de  su  resul- 
tado y  siempre  se  le  contestaba  que  estaba  exacto ;  que  además 
era  la  oficina  central  y  no  él  el  encargado  de  llevar  la  contabi- 
lidad de  la  sucursal  á  su  cargo. 

7''  Que  tanto  Lara  como  los  empleados  Padilla^  Sussini,  San- 
doval, García,  Rosan  y  Rodríguez  Lima,  han  negado  en  sus  de- 
claraciones respectivas  y  en  el  careo  de  foja  79  á  foja  82,  la  ver- 
dad de  las  afirmaciones  de  Ordoñez,  en  lo  relativo  á  préstamos  y 
suministros  de  sellos,  hechos  por  la  sucursal  de  la  Aduana  á  la 
del  Cabildo,  con  escepcion  de  Don  Tobías  Padilla  que  reconoce 
ha  recibido  en  préstamo  de  Lara  100' nacionales  que  devolvió 
en  el  mismo  dia. 

8"^  Que  Don  Benito  Santillan,  ha  constatado  en  las  primeras 
diligencias  de  este  sumario,  su  inculpabilidad  y  la  falsedad  de 
las  imputaciones  de  Ordoñez,  por  lo  que  de  conformidad  con  la 
vista  fiscal  de  foja  179,  se  sobreseyó  la  causa  en  lo  referente 

9^  Que  délos  balances  é  informes  remitidos  por  la  dirección 
de  rentas  en  cumplimiento  de  órdenes  del  Juzgado,  consta  la 
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existencia  del  déficit,  j  que  en  los  meses  del  año  1884,  no  se  ha 
efectuado  ningún  balance  en  forma,  resultando  de  la  cuenta  ge- 
neral remitida  por  la  dirección,  que  aquel  se  descompone  en  la 
siguiente  forma:  Febrero  y  Marzo,  399.82;  Abril,  498,80; 
Mayo,  606.52;  Junio,  591.71,  y  Julio,  1895.38. 

Y  considerando  :  1^  que  está  comprobado  por  los  balances  le- 
vantados por  la  dirección  de  rentas,  la  existencia  de  un  déficit 
ocurrido  en  la  sucursal  para  la  venta  de  papel  sellado,  estableci- 
da en  el  Cabildo. 

2^  Que  ese  déficit  que  en  un  principio  se  creía  ascendiera  á  la 
cantidad  de  4161  pesos  con  5  centavos,  según  la  nota  del  Direc- 
tor de  rentas,  corriente  á  foja  3,  dirigida  al  Gefe  de  Policía, 
quedó  reducido  posteriormente  á  la  suma  de  3998  pesos  con  23, 
centavos,  y  por  último  á  la  cantidad  de  3188  pesos  con  23  cen- 
tavos, de  acuerdo  á  la  última  nota  de  la  dirección  de  rentas, 
corriente  áfoja  177. 

3^  Que  el  procesado  Ordoñez  ha  confesado  en  sus  diversas  de- 
claraciones  haber  dispuesto  de  la  cantidad  de  359  nacionales, 
de  la  caja  en  que  se  depositaba  el  importe  de  la  venta  diaria  de 
papel  sellado. 

4^  Que  además  de  la  confesión  del  procesado,  existen  otros 
medios  probatorios  del  mismo  hecho ;  la  declaración  de  Don 
Tobías  Padilla,  en  la  que  asegura  que  Ordoñez  confesó  el  dia  en 
que  fué  constituido  en  prisión,  haber  dispuesto  de  la  suma  de 
89  nacionales,  según  apuntes  que  al  respecto  conservaba;  la  de- 
claración de  Don  Benito  Santillan,  quien  afirma  que  Ordoñez 
sustraía  dinero  del  cajón,  en  ausencia  del  gefe  de  la  oficina  Don 
Juan  M.  Lara:  el  hecho  comprobado  de  que  Ordoñez  jugaba  á 
la  lotería  por  cantidades  que  no  estaban  en  relación,  con  el 
sueldo  que  como  empleado  disfrutaba,  á  lo  que  se  agrega  la 
circunstancia  de  haber  ocultado  bajo  de  la  alfombra  de  la  ofici- 
na los  billetes  de  lotería  que  corren  agregados  de  foja  5  á  11,  y 
que  se  jugaban  precisamente  el  mismo  dia  en  que   se  practicó 
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por  el  comisario  de  la  sección  2*^  el  registro  de  las  personas  acu- 
sadas^ de  la  sustracción,  no  siendo  en  manera  alguna  aceptable 
la  esplicacion  que  da  el  procesado  de  esta  ocaltacion^  diciendo 
que  los  paso  allí  lo  mismo  qae  los  hubiera  guardado  en  sus  bol- 
sillos, pues  lo  racional  es  suponer  que  la  ocultación  respondía 
al  propósito  de  alejar  un  motito  fundado  de  sospecha  áque  esos 
billetes  ciertamente  hubieran  dado  lugar;  y  por  último  la  decla- 
ración prestada  por  Don  Ezeqniel  Colombres,  á  foja  403,  que 
sin  hacer  referencia  precisamente  al  punto  en  cuestión,  estable- 
ce antecedentes  desfavorables  al  procesado  como  empleado  en  la 
administración  central  de  sellos,  en  época  en  que  allí  ocurrió  un 
déficit  por  la  suma  de  440  pesos  moneda  nacional. 

5^  Que  la  razón  invocada  en  alguna  de  sus  declaraciones  por 
el  procesado  y  alegada  por  la  defensa  para  cohonestar  la  con- 
ducta de  aquel,  de  haber  dispuesto  del  dinero  por  autorización 
que  al  efecto  le  confería  su  gefe  Lara,  no  es  tampoco  admisible, 
pues  aún  cuando  tal  autorización  se  hubiera  prestado,  el  hecho 
no  dejaría  de  importar  una  distracción  de  dineros  fiscales  que  el 
procesado  como  empleado  percibía  y  de  los  que  por  motivo  algu- 
no le  era  dado  disponer. 

6^  Que  por  otra  parte,  esa  autorización  no  aparece  legalmente 
comprobada^  pues  la  única  prueba  que  á  este  respecto  se  presen- 
ta es  el  testimonio  singular  de  Benito  Santillan  (ley  32,  1. 16, 
Part.  S'*)  quien  como  oportunamente  observa  el  defensor  de  Lara, 
ha  guardado  silencio  acercado  este  importante  hecho  en  las  pri- 
meras declaraciones  por  él  prestadas  en  este  proceso,  deponiendo 
en  todas  ellas  por  el  contrario^  en  el  sentido  de  encomiar  las  con- 
diciones de  Lara,  como  empleado.  Estas  circunstancias,  á  parte 
de  la  disposición  legal  citada,  quitan  á  no  dudarlo,  todo  mérito  á 
esta  prueba,  invocada  por  la  defensa  de  Ordoñez,  prueba  que 
además  se  destruye  con  la  declaración  de  Padilla  en  que  afirma 
que  Lara  reprobó  á  aquel  las  disposiciones  de  fondos  que  confe- 
só haber  hecho,  quien  disculpa  su  conducta  en  ese  acDo,  no  con 
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la  autorización  á  que  se  alude,  sino  con  la  seguridad  que  tenía 
de  poder  pagar  el  dinero  sustraído. 

7^  Que  la  inesperiencia  de  Ordoñez  como  causa  determinante 
del  delito  que  se  le  imputaba,  no  puede  tomarla  en  cuenta  el 
Juzgado,  ni  siquiera  como  circunstancia  de  atenuación,  desde 
que  á  este  respecto  la  única  limitación  que  la  ley  fija  á  la  regla 
general,  sobre  la  responsabilidad,  en  cuanto  á  la  edad,  es  la  que 
señalan  los  artículos  147, 165  y  166  del  Código  Penal,  ninguna 
de  las  cuales  comprende  el  procesado,  que  según  sus  propias 
declaraciones  contaba  20  años  en  la  época  de  perpetrar  el  delito, 
edad  que  aleja  toda  presunción  de  inocencia  y  por  el  contrario, 
establece  el  perfecto  discernimiento  en  el  agente. 

8^  Que  por  consiguiente,  Don  Abel  Ordoñez  se  encuentra 
convicto  y  confeso  de  haber  dispuesto  para  usos  propios,  de  la 
suma  de  359  pesos  moneda  nacional,  de  la  caja  en  que  se  deposi- 
taba el  importe  de  la  venta  diaria  de  papel  sellado  en  la  sucur* 
sal  que  al  efecto  estaba  establecida  en  el  edificio  del  Cabildo; 
no  resultando  del  proceso  prueba  alguna  que  establezca  la  cer- 
tidumbre de  que  el  procesado  haya  dispuesto  de  mayor  canti- 
dad que  la  espresada. 

9°  Que  con  respecto  alescedente  de  esa  suma  hasta  completar 
el  total  del  déficit,  Ordoñez  lo  atribuye  en  sus  diversas  declara- 
ciones á  los  préstamos  que  Lara  hacía  al  administrador  de  ren- 
tas Don  Tobías  Padilla,  á  Don  Rodolfo  Sussini  Sandoval  y  á 
otros  empleados  de  la  dirección  de  rentas. 

iO^  Que  en  todas  las  diligencias  practicadas  para  verificar 
la  verdad  de  la  afirmación  hecha  por  Ordoñez,  tanto  Lara  como 
todos  los  empleados  aludidos,  han  negado  la  existencia  de  tales 
préstamos  con  escepcion  de  Don  Tobías  Padilla,  quien  confiesa 
haber  recibido  un  préstamo  del  gefe  de  la  sucursal,  tan  solo  por 
la  cantidad  de  100  pesos  moneda 'nacional,  que  devolvió  en  el 
mismo  dia  en  que  le  fué  hecho. 

11^    Que  interrogado  Don  Juan  M.  Lara,  sobre  la  causa  del 
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déficit,  asegura  en  sus  declaraciones  de  foja  21  y  foja  42, 
que  atendía  con  toda  minaciosidad  el  desempeño  ¡do  sos  funcio-* 
nes  como  gefe  de  la  sucursal  y  que  recien  con  motivo  de  este 
juicio,  ha  venido  en  conocimiento  do  tal  déficit,  pues  todos  los 
meses  al  día  siguiente  de  practicarse  los  balances  en  su  oficina, 
inquiría  de  la  administración  de  sellos  el  resultado  que  habían 
dadO;  é  invariablemente  se  le  contestaba  que  bien,  tan  solo  con 
diferencias  pequeñas  de  centavos,  con  cuya  declaración  está  con- 
forme el  administrador  Don  Tobías  Padilla. 

12^  Que  no  obstante  la  esplicacion  que  da  Lara  en  sus  decla- 
raciones, y  especialmente  en  la  confesión  con  cargos,  de  no  ha- 
ber tenido  conocimiento  de  losdéficits  que  se  venían  produciendo 
en  la  sucursal  á  su  cargo  desde  el  mes  de  Febrero  de  1884,  di- 
ciendo que  esa  ignorancia  provenía  de  no  ser  él  la  persona '  en- 
cargada de  la  contabilidad  de  la  oficina,  sino  la  administración 
central,  y  de  que  los  apuntes  que  se  tomaban  al  practicárselos 
balances  mensuales  eran  llevados  á  la  administración  para  allí 
hacerlos  cálculos,  existen  presunciones  vehementes,  que  llevan 
al  espíritu  el  convencimiento  de  que  esa  ignorancia  no  ha  exis- 
tido dada  la  minuciosidad  con  que  el  mismo  Lara  asegura  que 
atendía  el  cumplimiento  de  sus  deberes  y  en  presencia  de  la  re- 
petición con  que  esos  déficits  venían  produciéndose. 

i3°  Que  de  los  autos  resulta  que  por  olvido  completo  de  las 
obligaciones  impuestas  en  la  ley  de  contabilidad  y  debido  á  cul- 
pable negligencia  de  la  dirección  de  rentas  de  la  administración 
de  sellos  y  del  gefe  de  la  sucursal  de  Cabildo,  no  se  llevaba  en 
esta  oficina  ninguna  clase  de  libros  ni  se  observaba  sistema  al- 
guno de  contabilidad,  ni  se  practicaron  balances  duran 
seis  primeros  meses  del  año  1884,  faltando  con  semejante  con- 
ducta manifiestamente  á  sus  deberes  el  administrador  de  se- 
llos Don  Tobías  Padilla,  á  lo^suyosla  direcccion  de  rentas  a 
contentarse  tan  solo  con  la  respuesta  verbal  que  le  trasmitía  eli 
administrador  de  que  aquellos  habían  resultado  exactos,  en  vez 
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de  exigirlos  oficialmente  y  en  foTma,  como  hubiera  sido  de  sa 
deber;  y  por  último,  Don  Jaan  M.  Lara,  dándose  por  satisfecho 
con  la  contestación  de  Padilla,  de  que  no  resultaba  observación 
alguna  que  hacer  cuando  era  en  la  propi.i  oficina  del  primero 
que  debieron  formularse  los  balances,  intervenidos  por  él  en  su 
carácter  de  gefe.  como  ha  sucedido  posteriormente  con  la  cuen- 
ta general  remitida  por  la  dirección  de  rentas  que  corre  agrega- 
da á  foja  63. 

14^  Que  no  obstante  este  lamentable  desorden,  Lara  tenía 
elementos  sobrados  como  para  que  los  reiterados  déficits,  no 
pasasen  para  él  desapercibidos,  constando  como  consta  de  sus 
propias  declaraciones  y  de  las  prestadas  por  Padilla,  Sussini, 
Sandovaly  Clodomiro  García,  que  los  inventarios  mensuales  se 
practicaban  eu  la  sucursal  del  Cabildo,  con  presencia  del  car- 
gOy  que  contra  ella  resultaba  y  que  previamente  se  lo  daba  á  co- 
nocer la  administración,  contándose  las  existencias  en  sellos  úti- 
les é  inútiles  y  en  dinero;  de  suerte  que  la  operación  á  practi- 
ticarse,  no  era  en  manera  alguna  complicada  y  sí  por  el  contrario 
de  la  más  completa  simplicidad;  se  reducía  á  una  suma  de  las 
existencias  en  sellos  y  dinero  en  caja  y  del  remitido  diariamen- 
te á  la  administración,  debiendo  el  resultado  restarse  del  impor- 
te del  cargo.  £n  difinitiva  una  operación  á  practicarse  cómoda- 
mente en  una  hora  de  trabajo  y  con  los  suficientes  elementos  de 
comprobación  para  Lara,  desde  que  según  lo  ha  declarado  él  y 
consta  de  otros  testimonios  del  proceso,  bien  que  no  llevase  li- 
bros en  su  oficina,  tenía  sin  embargo,  el  cuidado  de  conservar  las 
notas  que  remitía  la  administración  por  remesa  de  sellos  y  los 
recibos  que  le  otorgaba  por  las  entregas  diarias  de  dinero  que  á 
su  vez  hacía.  Por  otra  parte,  no  es  concebible  que  un  empleado 
antiguo  como  el  señor  Lara,  gefe  de  una  repartición  encargada 
únicamente  de  espender  valores  y  recibir  su  importe  en  dinero, 
delegase  por  completo  todo  lo  concerniente  á  su  contabilidad 
precisamente  en  otro  que  debía  controlar  sus  operaciones,  sin 
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cuidarse  él  mismo  de  conocer  su  estado,  de  tomar  apuntes  fre- 
cuentes para  ponerse  á  cubierto  de  toda  responsabilidad  y  poder 
desvanecer  en  todo  tiempo  cualquier  cargo  aislado,  que  contra 
él  resultase,  cosa  muy  fácil  de  acontecer,  aún  con  ausencia  com- 
pleta de  dolo,  en  una  oficina  de  la  índole  déla  que  regenteaba ; 
precauciones  que  es  natural  se  tomen  cuando  el  ejercicio  de  las 
funciones  encomendadas  consiste  como  ya  se  ha  dicho,  única- 
mente en  el  manejo  de  fondos  y  que  son  elementales  aún  en  mo- 
vimientos de  caja  de  menos  consideración  que  la  encomendada 
al  señor  Lara. 

45^  Que  tratándose  de  delitos  como  el  que  es  materia  de  este 
proceso,  es  muy  difícil  sino  imposible,  y  la  practícalo  ha  demos- 
trado en  casos  análogos,  encontrar  una  prueba  directa  y  abso- 
luta de  la  culpabilidad  de  los  procesados,  pues  como  lo  observa 
muy  bien  la  acusación,  á  ello  obstan  innumerables  circunstan- 
cias, el  mismo  desquicio  de  las  oficinas,  el  espíritu  de  compañe- 
rismo entre  sus  empleados  y  quizá  la  solidaridad  que  en  estos 
casos  puede  existir  en  los  mismos  llamados  á  hacer  la  luz  sobre 
los  hechos  que  los  originan. 

16^  Qae  sin  embargo,  las  circunstancias  espuestas  en  los  an- 
teriores considerandos,  constituyen  la  reunión  de  muchos  ante- 
cedentes, cada  uno  de  los  cuales  establece  una  presunción  vehe- 
mente contra  Don  Juan  M.  Lara,  de  que  no  ha  podido  ignorar 
los  déficits  que  se  venían  produciendo  y  aún  autorizan  la  afirma- 
ción de  que  él  también  ha  dispuesto  de  los  fondos  confiados  á  su 
custodia,  pues  de  otra  manera  no  se  esplicaría  su  silencio  al 
respecto  (serie  2%  t.  7°,  pág.  237  de  los  Fallos  de  la  Suprema 
Corte). 

17®  Que  estas  presunciones  vehementes  y  las  consideraciones 
anteriormente  aducidas  sobre  la  solidaridad  de  intereses  entre 
los  empleados,  se  robustecen  en  presencia  de  la  defraudación 
ocurrida  á  los  meses  de  iniciarse  el  presente  sumario  y  en  la  que 
aparecen  complicados  y  prófugos   del  país  Don  Rodolfo  Sussini 
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SandoTal  j  Don  Rodolfo  Bodriguez  Lima,  el  primero  á  quien, 
segan  Ordoñez,  Lara  hizo  un  préstamo  de  400  pesos  moneda 
nacional,  y  el  segando  gefe  de  la  sucursal  establecida  en  la 
Aduana,  con  quien  según  el  mismo  Ordoñez  se  entendían  las  re- 
mesas respectivas  de  sellos  para  cubrir  los  déficits,  siendo  por 
consiguiente  más  que  sospechosa  la  negativa  de  estos  indivi- 
duos con  respecto  á  estos  asertos  de  Ordoñez^  acerca  de  los  cua- 
les no  hay,  empero,  en  el  proceso  una  prueba  legal. 

IS'^  Que  la  prueba  producida  por  la  parte  de  Lara,  consiste 
en  los  informes  espedidos  por  el  presidente  de  la  contaduría  y 
por  los  directores  de  rentas  Vivas,  Aguirre  y  Saravia,  en  los  que 
los  tres  primeros  declaran  que  el  citado  Lara  ha  desempeñado 
con  honorabilidad  un  puesto  análogo  al  que  últimamente  ocupa- 
ba, lo  que  si  bien  por  una  parte  establece  buenos  antecedentes 
á  sa  respecto,  por  la  otra  induce  la  fundada  sospecha  de  que  un 
empleado  con  tales  antecedentes  y  con  tan  larga  práctica,  no  ha 
podido  sin  proceder  dolosamente,  observar  una  conducta  seme- 
jante á  la  que  acredita  este  proceso . 

19^  Que  por  lo  demás,  Lara  ha  confesado  haber  dispuesto  de 
iOO  pesos  moneda  nacional  de  la  caja  de  la  sucursal,  para  dar- 
los en  préstamo  á  Padilla,  en  lo  que  este  último  e^tá  conteste. 

20^  Que  por  consiguiente,  Juan  Manuel  Lara  y  Abel  Ordoñez, 
se  encuentran  comprendidos  en  la  disposición  del  artículo  83 
de  la  Ley  Penal  Nacional. 

Por  estos  fundamentos,  y  las  consideraciones  concordantes  de 
la  acusación  fiscal,  fallo  condenando  á  Don  Juan  M.  Lara  y  á 
Don  Abel  Ordoñez,  á  la  inhabilidad  por  cuatro  años  para  desem- 
peñar empleos  públicos^  que  empezarán  á  contarse  una  vez  que 
esta  sentencia  quede  ejecutoriada,  al  pago  de  una  multa  de  i 000 
pesos  moneda  nacional  á  cada  uno  y  al  reintegro  al  primero,  de 
la  cantidad  de  2829  pesos  con  23  centavos,  y  al  segundo  de  la 
suma  de  359  pesos  de  la  misma  moneda,  y  al  pago  de  los  gastos 
procesales. 
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Hágase  saber  y  repónganse  ]os  sellos,  notifícándose  con  el 
original. 

Andrés  Vgarríza. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 

Buenos  Aires,  Julio  11  de  1887. 
Suprema  Corte: 

Encuentro  perfectamente  fundada  la  sentencia  recurrida  y 
difiero  solo  en  la  igualdad  de  la  pena  con  que  castiga  á  uno  y 
otro  delincuente. 

Lara,  gefe  de  la  oficina,  responsable  de  un    desfalco  de  tres 
mil  seiscientos  pesos,  no  puede  ser  castigado  con  la  misma  pena 
que  Ordoñez,  empleado  subalterno,  y  que  solo  confiesa  haber 
dispuesto  de  trescientos  y  tantos  pesos. 

De  en  medio  de  este  inmenso  piélago  de  papeles,  los  hechos 
se  destacan  por  fortuna,  claros  é  inequívocos. 

IJn  dia  la  oficina  de  venta  de  papel  sellado  del  Cabildo,  fué 
sorprendida  en  infragante  déficit  de  cuatro  mil  nacionales. 

Uno  de  los  empleados,  Ordoñez,  confiesa  haber  distraído  de 
esta  suma  en  provecho  propio,  trescientos  ochents  pesos.  Sobre 
el  resto,  el  gefe  de  la  oficina  dice  que  él  no  llevaba  la¡contabili- 
dad,  y  que  todos  los  meses  rendía  cuentas,  sin  que  nunca  se  le 
hubiera  hecho  observación  de  ningún  género.  Nada  más  cómodo 
que  esta  manera  de  lavarse  las  manos. 

Principiaré  por  el  culpable  principal. 

Dice  el  Sr.  Juez  que  no  es  posible  que  Lara  ignorara  el  défi- 
cit tan  considerable,  que  de  mes  en  mes  venía  produciéndose  en 
la  oficina  á  su  cargo. 

To  diré  nó,  que  no  es  posible  ignorara,  sino  que  debía  saber^ 
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qae  era  su  obligación  saber,  diré  mas,  que  el  simple  hecho  de  no 
saber,  justifica  la  pena,  pues  el  que  por  espacio  de  seis  meses, 
no  es  capaz  de  darse  cuenta  de  una  contabilidad  reducida  á  re- 
cibir el  papel  sellado  y  volver  su  importe,  no  merece  ocupar 
puesto  alguno,  no  ya  por  seis  arios,  pero  ni  por  todos  los  dias  de 
su  vida. 

Ante  cargo  tan  abrumador  ¿qué  ocurre  al  Sr.  Lara  en  su  de- 
fensa? Tínica  y  esclusivamente  repetir  que  presentaba  sus  ba- 
lances todos  los  meses,  y  que  nunca  se  le  hizo  observación  alguna!. 

Si  esto  algo  probara,  sería  simplemente  la  complicidad  ó  in- 
calificable negligencia  de  los  empleados  superiores;  ó  bien, 
que  el  cajero  infiel  recurría  al  medio  conocido,  de  suplir  el  défi- 
cit por  espedientes  del  momento. 

Dada  su  posición,  fácil  debía  ser  al  Sr.  Lara  procurarse  el  pa- 
pel sellado  necesario  por  unas  horas,  para  volverlo  en  seguida, 
pasado  el  peligro. 

T  tal  parece  haber  sido  la  táctica  que  observaba,  según  refe- 
rencias del  sumario :  ya  que  nu  contara  con  la  indulgencia  del 
empleado  superior,  lo  que  es  también  probable^  atenta  la  amis- 
tad que  entre  ambos  mediaba,  y  de  que  dan  testimonio  los  prés- 
tamos de  dinero  confesados  por  uno  y  otro. 

No  es  menos  original  la  defensa  de  Ordoñez. 

Dice  que  si  sacaba  'dinero  de  la  caja,  era  con  el  asenti- 
miento de  Lara,  y  porque  tenía  la  seguridad  de  volverlo. 

Si  bien  median  fuertes  presunciones  que  favorecen  la  creen- 
cia de  que  Lara  autorizaba  6  toleraba  el  uso  que  Ordoñez  hacía 
de  los  dineros  públicos,  el  mismo  Lara  lo  niega :  y  tal  autoriza- 
ción no  puede  aceptarse  como  un  hecho  cierto  é  inconcuso.  Y 
aunque  lo  fuera,  no  exoneraría  de  responsabilidad  á  Ordoñez. 
£1  debía  saber,  que  niel  gefe,  ni  ninguno  de  los  empleados,  po- 
dían disponer  de  los  dineros  fiscales  para  uso  propio  y  el  hecho 
confesado  de  que  de  ellos  disponía,lo  presenta  clara  y  netamen- 
te como  coauto  ó  cómplice  en  la  defraudación. 
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Quiero,  benévolamente,  admitir  que  Ordoñez  tuviera  la  inten- 
ción de  devolver  los  dineros  públicos  de  que  con  tanta  ligereza 
usaba :  probablemente,  cuando  se  sacara  alguna  lotería,  en  la 
que,  al  parecer,  gastaba  más  de  lo  que  le  permitía  su  escaso  sueldo» 

El  hecho  es,  empero,  que  cuando  llegó  el  momento  fatal,  na- 
da había  devuelto,  y  sus  buenas  intenciones  para  el  futuro  de 
poco  pueden  aprovecharle.  Si  hubiera  hecho  la  devolución, 
motu  proprio,  voluntariamente,  en  tiempo  oportuno,  podría  en 
algo  aprovecharle  las  doctrinas  que  hace  valer  su  defensor;  ba- 
jo el  imperio  de  la  terrible  realidad,  nadie  está  obligado  á  creer, 
aunen  presenciado  la  devolución,  que,  sin  el  apremio,  pensara 
antes  hacerla.  Con  teorías  semejantes,  jamás  podría  ser  casti- 
gado el  que  se  apropiado  lo  ajeno. 

Beasumiendo  ahorao  expuesto,  diré  á  Y.  E. :  1°  QueLara  co- 
mo gefe  de  la  oficina,  culpable  de  su  desorden  incalificable,  y  de 
una  defraudación  cuantiosa,  debe  ser  castigado  con  el  máximum 
de  la  pena,  es  decir,  con  inhabilitación  por  seis  años  para  todo 
puesto  público,  y  una  multa  de  dos  mil  pesos  (artículo  83  de  la 
ley  de  Setiembre). 

2""  Que  pudiendo  invocar  Ordoñez  en  su  descargo  el  ejemplo 
pernicioso  de  su  gefe,  y  siendo  mucho  menor  la  cantidad  que  dis- 
trajo en  provecho  propio,  la  pena  debe  ser  menor  para  él,  redu- 
ciéndose á  cuatro  años  la  inhabilitación  y  á  mil  pesos  de  multa. 

En  este  sentido  pido  á  Y.  E.  la  confirmación  de  la  sentencia 

apelada. 

Eduardo  Costa. 


DICTAMEN  DEL  DEFENSOR  DE  POBRES 

Buenos  Aires,  Setiembre  2  de  1889. 
Suprema  Corte : 

Focos  casos  como  el  presente  se  han  presentado  á  mi  patro- 
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cinio,  en  el  que  la  idea  de  la  inocencia  de  mi  defendido  haya  he- 
cho más  camino  en  mi  espíritu. 

No  puedo  menos^  pues,  de  sentir  la  mayor  contrariedad  al  ver 
que  el  proceso  no  haya  inspirado  la  misma  idea  á  los  f4inciona- 
riosque  ejercitan  la  acción  pública,  que  por  su  gran  esperiencia 
y  notable  saber,  sus  opiniones  tienen  que  pesar  en  el  ánimo  de 
Y.  E.  de  la  manera  más  desfavorable  para  la  defensa. 

A  pesar  de  todo,  tengo  fé  en  mi  causa  y  en  mis  jueces,  y  eva- 
cuando el  traslado  que  Y.  E.  ha  tenido  á  bien  conferirme  de  la 
vista  del  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación,  de  foja  499,  pe- 
diré por  tercera  vez  á  este  tribunal  que  absuelva  á  mi  defendido 
de  la  acción  criminal  contra  él  entablada,  dejando  á  salvo  la 
acción  civil  que  pueda  corresponderle  á  la  parte  acusadora. 

He  sostenido  anteriormente,  que  Lara  no  ha  cometido  el  deli- 
to de  que  se  le  acusa,  y  no  lo  he  sostenido  caprichosamente,  si- 
no apoyado  en  la  valiosa  declaración  del  Administrador  General 
de  sellos,  que  corre  en  autos  á  foja  141,  y  en  el  importante  in- 
forme de  la  Dirección  General  de  Rentas,  de  foja  137. 

Esa  declaración  y  ese  informe  manifiestan  de  la  manera  más 
categórica  que  á  Lara  siempre  se 'le  comunicó  el  resultado  satis- 
factorio de  los  balances  de  su  oficina,  y  esto  importa  demostrar 
que  mi  defendido  ignoraba  de  qne  Ordoñez  le  sustraía  los  dine- 
ros de  ella,  mientras  no  se  pruebe  lo  contrario.  Y  quien  ignora 
la  existencia  del  hecho  que  origina  el  delito,  no  puede  ser  juz- 
gado como  criminal. 

He  demostrado  algo  más,  Exmo.  Sr. :  he  demostrado  que  La- 
ra es  y  ha  sido  un  empleado  honorable  y  acreditado  ante  sus 
superiores  por  sus  largos  y  buenos  servicios.  Así  lo  afirma  el 
administrador  de  la  Aduana,  Sr.  D.  Cristóbal  Aguirre,  el  Di- 
rector de  Sontas,  Sr.  D.  Francisco  Yivas  y  el  Presidente  de  la 
Contaduría  General  de  la  Nación  Sr.  D.  Santiago  Cortinez.  Y 
esto  importa  hasta  alejar  hasta  la  idea  de  que  Lara  pudo  ejecu- 
tar el  hecho  de  que  se  le  acusa.  Ante  la  importancia  legal  de 
T.  vni  7 
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estos  hechos,  y  dada  la  carencia  de  praeba  de  cargo,  creí  que 
el  inferior  escluiría  de  este  proceso  á  Lara ;  pero  muy  pronto 
tuve  que  convencerme  de  mi  error. 

Hoy  toca  al  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación  defraudar 
mis  esperanzas.  Pide  á  Y.  E.  que  confirme  la  sentencia  recurri- 
da con  agregados  muy  desfavorables  para  mi  defendido. 

¿Dónde  está  la  prueba  de  cargo  donde  se  ha  inspirado  el  Sr. 
Procurador  general  ?  No  lo  sé.  He  hojeado  una  por  una  las  pá- 
ginas de  este  proceso  y  no  lo  encuentro. 

Sa  acusación,  como  la  anterior,  se  apoya  en  el  dicho  del  em- 
pleado infiel  que  ningún  crédito  merece  á  los  ojos  de  la  ley. 

No  basta  acusar  para  que  el  tribunal  aplique  la  pena.  Es  ne- 
cesario que  el  acusador  le  demuestre  la  existencia  del  delito,  y 
es  precisamente  lo  que  no  se  ha  hecho  en  este  caso. 

Ordoñez,  convicto  y  confeso  del  delito  áf^.  sustracción  de  los 
fondos  de  la  oficina  de  que  era  gefeLara,  ha  faltado  de  la  man- 
era más  descarada  ala  verdad,  cuando  ha  asegurado,  en  algunas 
desús  declaraciones,  que  sacó  el  dinero  con  autorización  de  este. 

Si  esto  fuera  cierto,  no  se  concibe  por  qué  Ordoñezfué  á  poner 
en  conocimiento  de  Lara  el  hecho  de  la  sustracción,  puesto  que 
siendo  compañero  en  el  delito,  tanto  uno  como  otro  lo  conocían 
perfectamente.  Luego  la  denuncia  de  Ordeñez,  prueba  lo  que 
vengo  sosteniendo,  que  Lara  ignoraba  que  se  sustraía  dineros 
de  su  oficina. 

Cuando  hizo  esta  denuncia,  acuso  calumniosamente  al  ordenanza 
Benito  Santillan  como  autor  de  la  sustracción.  Más  tarde  con- 
fesó ser  él  el  verdadero  autor,  y  Santillan  fué  absuelto.  ¿  Si 
Lara  era  su  cómplice,  por  qué  pretendía  ocultarle  su  delito  y  re- 
huir su  responsabilidad,  cometiendo  el  crimen  de  calumniar  á 
un  inocente?  No  sería  por  cierto  porque  mi  defendido  conocie- 
se el  hecho  de  la  sustracion,  ni  mucho  menos  porque  lo  hubie- 
se autorizado  á  usar  de  los  dineros  de  la  Oficina,  sino  por  ser  él 
simplemente  el  autor  del  delito, 
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Lara,  inmediatamente  después  de  recibir  la  denuncia  de  Ordo- 
ñez,  la  puso  en  conocimiento  de  su  gefeyde  la  policía,  y  descu- 
bierto el  denunciante  en  su  delito,  se  guardó  muy  bien  de  arrojar 
sobre  mi  defendido  la  más  mínima  sospecha;  pues  no  es  de  du- 
dar que,  á  ser  cierto  que  este  fuese  su  cómplice,  lo  hubiera  dicho. 
Bien  se  comprende  después  de  esto,  que  la  acusación  poste- 
riordeOrdoñez  á  Lara  no  es  más  que  el  resultado  de  sus  cavila- 
ciones en  la  celda  de  la  Penitenciaria.  Su  pobre  espíritu  le  ha 
indicado  la  calumnia  como  medio  de  salvación. 

Estas  son  las  conclusiones  que  lógicamente  se  desprenden  de 
las  propias  declaraciones  de  Ordoñez,  sin  que  ofrezca  el  proceso 
ningún  hecho  demostrado  que  las  desautorice. 

A  pesar  de  todo,  el  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación  pide 
á  y.  E.  que  se  le  aplique  á  mi  defendido  una  pena  más  severa 
que  al  verdadero  autor  del  delito ! 

Es  por  demás  conveniente  que  examinemos  los  fundamentos 
de  esta  acusación. 

£1  Sr.  Procurador  General  dice,  defendiendo  las  conclusiones  de 
la  sentencia  del  inferior,  c  que  no  solo,  no  ha  podido  ignorar  Lara, 
la  existencia  del  déficit,  sino  que  debía  saberlo,  que  era  su  obli- 
gación saberlo,  que  el  simple  hecho  de  ignorar  justifica  la  pena». 
Que  Lara  ha  ignorado  la  existencia  del  déficit ,  lo  he  demos- 
trado de  la  manera  más  concluyente,  por  documentos  que  ha- 
cen plena  fé  en  juicio,  y  aún  por  la  declaración  de  su  mismo gefe. 
Que  Lara  debía  saberlo,  porque  era  su  obligación,  lo  acepto 
sin  ninguna  dificultad.  Creo  que  ha  sido  un  empleado  en  estremo 
negligente ;  y  que  justamente  debe  hacérsele  responsable  de  su 
descuido,  obligándolo  á  indemnizar  el  daño  que  ha  causado. 

Que  el  simple  hecho  de  ignorar  justifica  la  pena,  es  una  pro- 
posición insostenible  á  la  luz  de  los  principios  que  nos  rigen. 
No  hay  delito  donde  no  existe  conocimiento,  intención. 

La  ignorancia  del  hecho,  causa  del  delito,  destruye  la  idea  de 
su  ejecución. 
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El  Sr.  Procarador  General,  para  arribar  á  conclasiones  tan 
desfavorables  para  mi  defendido,  se  ha  fundado  en  presunciones 
que  nada  pueden  contra  los  hechos  que  la  defensa  ha  demostra- 
do por  medios  más  seguros  de  convicción,  y  no  se  ha  cuidado  que 
ellas  se  funden  en  hechos  reales  probados.  Se  ha  fundado  en  otras 
presunciones,  como  lo  puede  observar  Y.  E.  en  el  último  párra- 
fo de  la  foja  500,  y  según  las  disposiciones  de  la  ley,  esas  pre- 
sunciones no  pueden  razonablemente  fundar  una  opinión.  (Có- 
digo de  Procedimientos,  artículo  358). 

Dadas  estas  consideraciones,  creo  que  mi  defendido  solo  es 
responsable  del  delito  del  derecho  civil,  y  que  debe  ser  absuelto 
de  la  acusación  por  el  delito  del  derecho  criminal. 

Siendo  esto  así^  mi  defendido  solo  puede  ser  condenado  al 
reintegro  del  dinero  que  se  le  sustrajo  de  su  oficina;  pero  como 
Ordoñez  ha  depositado  en  el  Banco  Nacional  á  la  orden  del  in- 
ferior le  suma  de  cuatro  mil  pesos  moneda  nacional,  indudable- 
mente convencido  de  que  es  él  el  único  responsable,  suma  que 
cubre  con  exceso  la  cantidad  sustraída ;  creo  que  Y.  E.  debe  dar 
por  reintegrado  al  tesoro  nacional,  fallando  como  lo  pido  anteri- 
ormente, y  dejando  á  salvo  el  derecho  alSr.  Ordoñez  para  recla- 
mar deLara  la  suma  que  crea  en  justicia  que  debe  demandarle. 

Sírvase  Y.  E.  haber  por  evacuado  el  traslado  conferido,  y 
proveer  como  lo  solicito,  por  ser  justicia,  etc. 

Gervasio  F.  Granel, 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Diciembre  3  de  1889. 

Yistos  y  considerando:  Primero:  Que  el  procesado  Abel 
Ordoñez,  como  lo  demuestra  la  sentencia  apelada,  se  halla 
convicto  y  confeso  de  haber  aplicado  á  usos  propios  el  dinerro 
que,  procedente  de  la  venta  de  sellos,  tenía  á  su  cargo,  en  la 
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cantidad  de  trescientos  cincuenta  j  nueve  pesos,  constando 
además,  haber  prestado  al  Doctor  Don  Tobías  Padilla,  la  cantidad 
de  quinientos  á  seiscientos  pesos,  y  á  Don  Pedro  Lara  diez  pe- 
sos, según  resulta,  de  su  declaración  de  foja  quince  y  demás 
constancias  de  la  referencia. 

Segundo :  Que  en  consecuencia,  ha  incurrido  en  la  penalidad 
establecida  por  el  artículo  ochenta  y  cuatro  de  la  Ley  Nacional 
de  veinte  y  cinco  de  Agosto  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres, 
no  habiéndose  comprobado  que  el  uso  indebido  ha  sido  con  daño 
ó  entorpecimiento  del  servicio  público,  y  teniéndose  por  rein-- 
tegrada  la  suma  sustraída,  en  virtud  del  depósito  por  mayor 
cantidad,  hecho  en  el  Banco  Nacional,  que  consta  á  foja  una 
del  espediente  agregado. 

Tercero:  Qne  en  cuanto  al  procesado  Juan  M.  Lara,  no  re- 
sulta comprobado  sino  el  préstamo  de  cien  pesos  al  Doctor  Pa- 
dilla reintegrado  el  mismo  dia. 

Cuarto :  Que  no  existen  en  el  proceso  las  pruebas  ó  cúmulo 
de  presunciones  suficientes,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  las 
leyes  veinte  y  seis,  título  primero,  y  sétima,  título  treinta  y 
ono,  partida  sétima,  y  á  las  reglas  de  jurisprudencia  en  la  ma- 
teria, para  inculparlo  criminalmente  por  la  cantidad  que  falta 
á  completar  la  suma  de  tres  mil  ciento  ochenta  y  ocho  pesos  con 
veinte  y  tres  centavos,  monto  total  del  déficit,  según  la  nota  de 
la  Dirección  de  Rentas,  corriente  á  foja  ciento  setenta  y  siete, 
deducida  la  de  novecientos  sesenta  y  nueve  pesos,  de  que  con- 
fiesa haber  hecho  uso  Abel  Ordoñez. 

Quinto:  Que  las  acusaciones  insinuadas  por  Ordoñez  contra 
Lara  en  su  defensa,  de  haber  prestado  sumas  á  algunos  em- 
pleados en  la  Administración  de  Rentas,  que  más  tarde  han 
fugado  á  consecuencia  do  otros  hechos,  no  tienen  más  compro- 
bación que  la  denuncia  de  aquel,  interesado  en  disminuir  su 
responsabilidad,  debiendo  tenerse  presente,  que  la  conducta 
de  dicho   Ordoñez,  acusando  falsamente  al  ordenanza  Santi- 
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lian,  ocultando  billetes  de  lotería  bajode  la  alfombra  de  laofíci- 
na,  á  cuyo  juego  se  entregaba,  usando  los  dineros  de  la  caja; así 
como  las  afirmaciones  del  testigo  Colombres  á  foja  ciento  dos 
á  su  respecto,  y  lo  que  informa  el  comisario  Galeano,  hacen 
suponer  la  posibilidad  de  que,  todas  las  sustracciones  verifica- 
das en  la  sucursal,  hayan  sido  efectuadas  por  el  mismo  Ordoñez. 

Sexto:  Que  aún  cuando  el  hecho  de  no  llevar  Lara  libros  en 
su  oficina,  y  la  falta  de  atención  ó  cuidado  que  importa  haber 
ignorado  el  déficit  que  mensualmente  venía  produciéndose, 
desde  el  mos  de  Enero  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro, 
hasta  el  veinte  y  nueve  de  Julio  en  que  se  ordenó  el  balance, 
á  consecuencia  de  la  denuncia  que  hizo  Ordoñez  contra  Santi- 
Uan,  acusan  culpa  grave,  como  gefe  de  la  oficina  que  debía  vi- 
gilar con  celo  su  movimiento  diario,  de  manera  que,  las  sus- 
tracciones verificadas  con  frecuencia  y  durante  tan  largo  tiem- 
po^ han  ocurrido  por  su  culpable  negligencia  y  abandono  de 
sus  deberes,  con  infracción  evidente  de  las  disposiciones  de  la 
ley  de  contabilidad  ;  las  presunciones  de  criminalidad  que  po- 
dían fundar  esos  hechos,  sk  encuentran  debilitadas,  por  las  ase- 
veraciones de  su  superior  inmediato,  Don  Tobías  Padilla,  que 
afirma  que  las  cuentas  se  llevaban  en  la  oficina  de  este,  y  que 
mensualmente  le  comunicaba  á  Lara  que  los  balances  iban  bien. 

Sétimo:  Que  consta  que  diariamente  se  pasaba  el  producto 
de  la  venta  de  sellos  de  la  oficina  que  regenteaba  Lara,  á  la 
superior  de  que  era  gefe  el  Doctor  Padilla,  sin  que  esta  oficina 
practicase  los  balances  mensuales  que  eran  de  su  deber,  y  lo 
comunicase  al  gefo  de  la  sucursal. 

Octavo :  Que  fuera  de  la  denuncia  hecha  por  Ordoñez  de  que 
Lara  prestó  dinero  á  los  empleados  que  menciona,  y  que  estos 
han  negado,  ningún  elemento  de  prueba  existe  para  sostener 
que  Lara  aprovechase  del  dinero  que  ha  sido  sustraido,  apli- 
cándolo á  usos  propios  ó  ágenos. 

Noveno :  Que  la  conducta  de  Lara  en  muchos  años  de  em- 
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pleado  en  las  oficinas  de  Hacienda,  acreditada  como  insospe- 
chable, por  los  antigaos  y  respetables  funcionarios,  Cortioez, 
Yiyas  7  Aguirre,  da  importancia  á  la  ausencia  de  un  indicio 
grave  y  directo  de  criminalidad,  fuera  del  acto  punible  con- 
fesado de  que  se  le  hace  cargo  en  el  considerando  tercero. 

Décimo :  Que  aún  saponiendo  de  derecho  que  en  delitos  de 
difícil  comprobación,  como  son  casi  siempre  los  de  la  naturale- 
za que  sirven  de  materia  á  este  proceso,  basta  la  prueba  de  pre- 
sunciones cuando  se  trata  de  penas  de  presidio  ó  trabajos  forza- 
dos, que  tanto  afectan  la  persona  del  hombre,  las  presunciones 
que  resulten  han  de  ser  graves  precisas  y  concordantes,  que 
persuadan  el  ánimo  ilustrado  del  Juez,  de  manera  qae  no  venga 
dubda  alguna  sobre  la  naturaleza  del  delito  y  persona  del  de- 
lincuente. 

Por  estos  fundamentos,  y  los  concordantes  de  la  sentencia 
apelada,  se  confirma  en  la  parte  qae  condena  á  los  procesados 
Abel  Ordoñez  y  Juan  M.  Laraála  inhabilidad  por  cuatro  años 
para  desempeñar  empleos  públicos,  á  contarse  desde  la  fecha, 
cuya  pena  importa  la  pérdida  del  empleo,  debiendo  Ordoñez  in- 
tegrar la  suma  de  novecientos  sesenta  y  nueve  peso.  En  cuanto 
al  procesado  Lara,  declárasele  responsable,  á  mérito  de  lo  es- 
puesto en  el  considerando  sesto,  á  la  idemnizacion  del  saldo  déla 
cantidad  defraudada,  quedando  en  estos  términos  modificada  la 
sentencia  apelada,  siendo  como  ella  lo  dispone,  de  cargo  de  am- 
bos procesados,  las  costas  causadas.  Hágase  saber,  comuniqúese 
al  Poder  Ejecutivo  y  devuélvanse  al  Juzgado  de  su  procedencia, 
previa  reposición  de  sellos.  Notifíquese  con  el  original. 


benjamín   VICTORICA.  —  ULADISLAO 
frías.  —  FEDERICO    IBARGÚREN. 

—  c.  s.  DE  LA  TORRE    (cu  disi- 
dencia). 
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DISIDENCIA 


Conforme  con  el  voto  de  la  mayoría  en  lo  que  respecta  á  la 
imputabilidad  j  penalidad  aplicable  al  procesado  Ordoñez»  píen- 
so  en  lo  que  respecta  al  procesado  Lara,  en  mérito  de  los  hechos 
7  consideraciones  aducidos  por  el  Juez  a  quo  y  el  señor  Pro- 
curador Genera],  y  del  mérito  de  las  declaraciones  de  Ordoñez  y 
Benito  Santillan,  que  aunque  no  sean  bastantes  por  sí  solas,  á 
establecer  prueba  plena  respecto  de  la  responsabilidad  penal 
de  Lara,  unidas  á  los  demás  antecedentes  de  la  causa»  sirven  á 
determinar  su  imputabilidad  y  al  hecho  de  no  haber  reintegra- 
do por  su  parte  al  tesoro  público,  las  sumas  de  que  se  le  declara 
responsable,  pienso,  digo,  que  debe  ser  castigado  con  la  pena 
solicitada  por  el  señor  Procurador  General^  única  aplicable  en 
el  caso,  atentas  las  disposiciones  contenidas  en  el  Títnlo  Final 
del  Código  de  Procedimientos  en  lo  Criminal ;  y  que  uno  y  otro 
procesado  deben  ser  declarados  solidariamente  responsables  en 
cuanto  á  las  sumas  distraídas,  hasta  el  alcance  déla  mandada 
devolver  por  Ordoñez. 

C.  S.  DE  LA  TORRE. 


AÍsTO      1  890 


CAIIüA  I 


D.  Pedro  Olguin^  albacea  de  la  testamentaría  de  Doña  Paula 
Martínez,  contra  D.  Epifanio  Boracci,  por  reivindicación  ; 
sobre  competencia. 


Sumario.  —  En  el  juicio  de  reivindicación  deducido  por  un 
argentino  contra  un  estrangero,  la  Justicia  Federal  cesa  de  ser 
competente  para  conocer  en  él,  si  es  argentino  el  cansante  del 
demandado,  y  se  hace  parte  en  la  causa  en  virtud  de  la  citación 
de  eviccion. 


Caso.  —  D.  J.  Serapio  Pizarro,  por  D.  Pedro  Olguin,  entabló 
demanda  reivindicatoría  contra  D.  Epifanio  Boracci,  de  un  ter- 
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reno  situado  en  la  ciadad  antigua  v  que  decía  pertenecer  á  la 
testamentaría  deD'^  Paula  Martínez.  Presentó  con  la  demanda : 
un  testimonio  del  testamento  de  dicha  señora,  un  testimonio  de 
la  escritura  de  adquisición  del  terreno,  por  la  misma ;  y  un  tes- 
timonio que  contiene  el  auto  del  Juez  de  Letras  mandando  dar 
al  albacea  D.  Pedro  Olguin,  posesión  de  la  herencia  de  D"  Paula 
Martínez,  y  la  constancia  de  no  habérsela  podido  dar  la  del  sitio 
á  que  alude  la  demanda,  por  hallarse  en  posesión  de  él  un  arren- 
datario de  D.  Fermín  Marin. 

Acreditada  la  competencia  del  Juzgado  por  ser  mendocinos, 
tanto  D.  Pedro  Olguin  como  D*  Paula  Martínez,  y  estraugero  el 
demandado,  se  corrió  traslado  de  la  demanda. 

D.  Epifanio  Boracci,  sin  contestarla,  pidió  que  se  obligara  al 
actor  á  presentar  la  constancia  del  fallecimiento  de  D"  Paula 
Martínez. 

Mientras  se  sustanciaba  esta  escepcion,  el  demandado  pidió 
que  se  citara  de  eviccion  ásu  vendedor,  D.  Fermín  Marin,  pues 
así  correspondía  hacerse  no  obstante  que  dicho  Marín  había  sa- 
lido ya  á  su  defensa  haciendo  todas  las  gestiones  del  caso,  aun- 
que bajo  el  nombre  del  mismo  demandado. 

£1  Juez  difirió  el  pronunciarse  sobre  este  pedido  hasta 
que  se  hubiera  resuelto  el  incidente  pendiente,  y  en  14  de 
Mayo  de  1888,  resolvió  este  rechazándolo  con  costas.  Por  auto 
posterior,  mandó  que  se  citara  de  eviccion  á  D.  Fermin 
Marin. 

Este,  en  consecuencia,  vino  al  juicio,  y  sin  contestar  la  de- 
manda y  formando  artículo  previo,  opuso  la  escepcion  dilatoria 
de  falta  de  personería  en  el  demandante.  Dijo:  que  el  albacea 
testamentario  nada  podía  hacer  sin  justificar  la  muerte  del  tes- 
tador, como  que  de  esta  muerte  dependía  la  existencia  de  su 
cargo. 

Que  tenía  datos  fidedignos  de  que  D"  Paula  Martínez  no  había 
fallecido;  que  así  la  personería  de  Olguin  no  aparecía  justificada 
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con  el  testimonio  que  había  presentado.  Pidió  qae  se  hiciera 
lugar  á  la  escepcion  j  se  rechazara  la  demanda  con  costas. 

Corrido  traslado,  lo  evacuó  el  apoderado  del  albacea,  esponien- 
do :  que  cuando  el  citado  de  eviccion  salía  á  la  defensa  del 
citante,  debía  tomar  el  juicio  en  el  estado  en  que  se  encontrase. 

Que  por  consiguiente,  habiendo  ya  Boracci  opuesto  una  escep- 
cion dilatoria  que  fué  rechazada,  y  estando  en  el  deber  de  con- 
testar la  demanda,  era  esto  mismo  lo  que  estaba  obligado  á 
hacer  Marin. 

Que  por  otra  parte,  no  es  la  partida  de  defunción  del  cau- 
sante, sino  la  posesión  de  la  herencia  lo  que  dá  personería  al 
albacea,  y  consta  que  el  Juez  déla  testamentaría  la  mandó  dar 
á  D.  Pedro  Olguin. 

Que  la  escepcion  debe  por  todo  esto  rechazarse  con  costas, 
tant  o  más  cuanto  que  la  temf>ridad  de  Marin  aparece  mani- 
fiesta, desde  que  trata  de  hacer  revivir  la  misma  cuestión  re- 
suelta ya  y  que  él  mismo  promovió. 

Que  no  obstante,  podía  el  Juzgado  pedir  el  espediente  testa- 
mentario en  el  cual  se  encontraba  la  partida  de  defunción. 

Se  recibió  después  á  prueba  la  escepcion. 

Solo  el  demandante  produjo  prueba,  y  ella  consiste  única- 
mente en  la  partida  de  defunción  de  D""  Paula  Martinez,  espe- 
dido por  el  encargado  del  Registro  Civil  de  Mendoza,  y  en  que 
se  espresa  que  aquella  falleció  del  cólera,  el  26  de  Diciembre 
de  1886. 


Falto  del  Jíueas  Federal 

Mendoza,  Agosto  11  de  1888. 

Vistos :  Resultando  que  á  solicitud  del  demandado  D.  Epifa- 
nio  Boracci,  D.  Fermin  Marin  fué  citado  de  eviccion  como  ven- 
dedor del  fundo  en  cuestión. 
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Que  este  opone  esoepcion  de  faltado  personería,  comoartícalo 
previo  á  la  contestación  de  la  demanda,  fundándose  en  el  hecho 
de  no  haber  fallecido  D*  Paula  Martínez,  sin  lo  cual  el  albacea  D. 
Pedro  Olguin,  y  de  consiguiente  su  apoderado  Sr.  Pizarro,  care- 
cen de  representación  legal  para  ejercer  el  albaceazgo  é  intentar 
la  acción  de  reÍTindicacion  deducida  en  el  presente  juicio. 

Y  considerando:  Que  el  fallecimiento  de  la  testadora  se  halla 
justificado  con  la  partida  de  defunción  presentada  por  el  deman- 
dante á  foja  32,  7  comprobado  además,  por  el  decreto  del  señor 
Juez  de  la  sucecion,  corriente  en  copia  legalizada  á  foja  6,  al 
ordenar  la  posesión  de  la  herencia  á  favor  del  albacea. 

Con  tales  antecedentes,  la  escepcion  propuesta  carece  absolu- 
tamente de  razón  y  de  base  en  el  juicio. 

Por  tanto,  declaro  que  D.  Fermin  Marin  debe  contestar  de- 
rechamente la  demanda,  con  costas.  Hágase  saber  original 
y  repóngase  el  papel. 

Juan  del  Campillo. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Noviembre  28  de  1889. 
Suprema  Corte  : 

Por  la  citación  de  eviccion,  viene  hoy  á  ser  el  demandado,  D. 
Fermin  Marin ;  y  resultando  del  documento  de  foja  18,  que  es 
él  argentino,  es  evidente  que  la  causa  no  corresponde  al  foero 
federal . 

Sírvase  Y.  £•  así  declararlo. 

Eduardo  Costa. 
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Fallo  de  I»  Suprema  Carie 

Buenos  Aires,  Enero  9  de  1890. 

Vistos :  De  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el  señor 
Procurador  General,  y  la  doctrina  del  artículo  doce,  inciso 
cuarto,  de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  ios  Tribu- 
nales Federales^  se  declara  que  el  conocimiento  de  la  presente 
causa  no  corresponde  á  la  Justicia  Federal;  y  devuélvase  previa 
reposición  de  sellos. 


BENJAMÍN  VICTORICA.  —  ULADISLAO 
frías.  — FEDERICO  IBARGÜREN. — 
C.  S.  DE  LA  TORRE.  —  LUIS  V. 
VÁRELA. 
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CAUSA  II 


D.  Gabriel  B.  Ezquer,  contra  D.  Rafael  López ;  sobre  entrega 

de  unos  títulos  de  propiedad 


Sumario.  —  No  tiene  derecho  para  pedir  la  entrega  de  los 
títulos  de  propiedad  de  un  inmueble,  el  que  no  acredita  ser 
dueño  de  este. 


Caso.  —  D.  Gabriel  6.  Ezquer  se  presentó  ante  el  Juzgado, 
esponiendo:  que  no  habiéndole  hecho  lugar  el  Juzgado  á  la 
exhibición  que  había  solicitado,  de  los  títulos  del  «Potrero  Gni- 
raray  >  existentes  en  poder  de  D.  Rafael  López,  entablaba  de- 
manda contra  este,  á  fin  de  que  se  le  condenara  á  entregarle 
dichos  títulos^  con  costas  é  indemnización  de  daños  j  perjuicios. 
Dijo :  Que  D.  Bartolomé  Coronil  compró  á  la  Comunidad  de 
Loreto,  el  campo  «  Rincón  del  Rosario  >,  el  año  de  1803,  no 
comprendiéndose  en  esta  compra  el  «Potrero  Guiraray  »,  ocu- 
pado entonces  por  D.  José  García,  por  donación  que  la  misma 
comunidad  le  hizo,  en  nombre  de  su  esposa  D'' Maria  Caqui, 
(fojas  3  á  15,  21  á26). 

Que  no  conviniéndole  áD.  Bartolomé  Coronil  que  el  «Potrero 
Guiraray»  enclavado  en  el  corazón  de  su  campo  «Rincón  del 
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Kosario  »,  tuviera  otro  dueño,  compró  á  D.  José  García  el  refe- 
rido potrero  en  1804,  por  150  pesos  plata,  y  so  le  otorgó  la 
escriturado  venta,  entregándosele  también  el  título  de  donación 
hecha  por  la  comunidad  de  Loreto,  quedando  de  este  modo  Co- 
ronil  dueño  exclusivo  de  todo  el  campo  «  Rincón  del  Bosario  » 
conocido  también  por  <  Rosario  Cué  ». 

Que  las  hijas  de  D.  Bartolomé  Coronil,  llamadas  D'' Antonia, 
D*  Maria  del  Carmen,  D*  Hilaria  y  D'  Maria  del  Rosario  Coro- 
nily  por  medio  de  su  apoderado  D.  Felipe  Recalde,  vendieron  á 
D.  Miguel  Moragas  el  campo  c  Rincón  del  Rosario  »  ó  c  Rosario 
Cué»,  el 24 de  Noviembre  de  1862,  sin  esclusion  ni  reserva 
alguna  y  sin  nombrar  para  nada  el  «  Potrero  Gruiraray  >  ni  á 
los  otros  que  existen  en  el  mismo  campo  (f.  180). 

Que  no  se  habló  en  la  escritura  de  venta  á  Moragas,  de  la  trans- 
ferencia de  los  títulos,  porque  estaban  entonces  en  el  Paraguay, 
y  más  tarde  le  fueron  entregados  junto  con  una  copia  testimo- 
niada sacada  á  petición  de  D.  Luis  Resoagli  y  en  que  está  el  tí- 
tulo del  «Potrero  Guiraray  ». 

Que  Moragas,  en  posesión  de  su  título,  hizo  mensurar  el  cam- 
po y  la  mensura  se  aprobó  sin  otra  modificación  que  la  relativa 
á  la  ubicación  del  <  Potrero  Guiraray»  que  el  agrimensor  hizo 
equivocadamente  y  que  la  comisión  topográfica  corrigió. 

Que  después  de  la  mensura.  Moragas  vendió  al  Gobierno  de 
Corrientes,  una  parte  del  frente  de  su  campo,  en  que  está  deli- 
neado el  pueblo  de  Ituzaingó,  compuesto  de  33.000.700  varas 
cuadradas ;  y  diez  años  más  tarde  le  vendió  á  Ezquer  el  campo 
por  medio  de  su  apoderado  D.  Cipriano  Romero,  con  todo  lo  en 
él  existente,  menos  el  área  mensurada  para  la  población,  de 
donde  resulta  que,  como  sucesor  de  Coronil,  es  dueño  de  todo 
el  campo  «Rincón  del  Rosario  »  y  «  Potrero  Guiraray»  comprado 
por  aquel  al  donatario  D.  José  García,  esposo  de  D"  Maria 
Caqui. 

Que  las  Coronil  no  entregaron  al  tiempo  de  la  venta  los  títu- 
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los  originales^  porque  un  apoderado  que  tuvieron,  D.  Alfonso  de 
Arrechea,  se  alzó  con  ellos  entre  otros  papeles  y  bienes,  dando 
lugar  á  que  se  siguiera  un  juicio,  y  cuando  el  nuevo  apoderado 
de  aquellas,  B.  Juan  León  Corvalan,  recuperó  los  títulos  se  los 
envió  al  Paraguay. 

Que  Arrechea  fugó  llevándose  los  títulos  del  Guiraray 
basta  que  hallándose  enfermo  el  13  de  Julio  de  1878,  los  entre- 
gó á  un  vecino  del  Paraguay  llamado  D.  José  de  Moura,  ante  el 
Juez  de  Paz  interino  del  departamento  de  Candelaria  y  testi- 
gos de  actuación,  de  cuya  entrega  se  labró  la  correspondiente 
acta  en  el  libro  del  Juzgado. 

Que  Moura,  tres  años  después  de  recibir  los  papeles  de  manos 
de  Arrechea,  es  decir,  el  4  de  Junio  de  1881,  le  escribió  á  Ez- 
quer  proponiéndole  la  venta  del  potrero. 

Que  Moura  en  seguida  fraguó  una  venta  á  favor  de  D.  Ra- 
fael López,  el  actual  demandado,  quien  por  Noviembre  de  1881 
fué  á  Corrientes  con  los  citados  papeles,  y  asegurando  falsamen- 
te estar  en  posesión  del  potrero,  pidió  ante  el  Juez  de  lo  Civil 
la  mensura  del  mismo,  pero  ordenada  la  mensura,  no  se  encon- 
tró Agrimensor  que  quisiera  practicarla,  pues  ninguno  aceptó 
la  comisión  de  introducirse  en  el  campo  de  Ezquer,  el  cual  no 
ha  sido  molestado  en  la  quieta  y  pacífica  posesión  en  que  está 
como  su  antecesor  Moragas,  desde  1862. 

Que  fundado  en  estos  antecedentes  y  encontrándose  en  el 
pleno  dominio  y  posesión  del  <  Potrero  Guiraray  >  deduce  la 
acción  reivindicatoria  para  que  se  le  entregue  los  títulos  recla- 
mados. 

Presentó  el  demandante : 

1*^  Una  escritura  otorgada  á  su  favor  en  Corrientes,  á  17  de 
Junio  de  1874,  por  D.  Cipriano  Homero,  como  apoderado  de  D. 
Miguel  Moragas  en  que  consta  que  este  vendió  á  Ezquer  un 
campo  situado  en  Corrientes,  Departamento  de  Ituzaingo, 
parage  denominado  «Rincón  del  Rosario»,  con  esclusion  de 
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33.000.700  varas  cuadradas  vendidas  ya  por  Moragas  al  Gobier- 
no para  el  pueblo  de  Loreto. 

S**  TJn  testimonio  en  que  consta:  1®  que  el  Corregidor,  Cabildo 
y  administrador  del  pueblo  de  Loreto,  vendió  en  1803  á  D. 
Bartolomé  Coronil,  el  terreno  llamado  «Rincón  del  Rosario  », 
distando  del  pueblo  iO  leguas,  más  ó  menos,  en  la  costa  del 
Paraná,  espresando  que  en  el  centro  del  terreno  se  halla  un  po- 
trero dividido  con  dos  cañadas,  llamado  el  Guiraray,  el  cual 
corresponde  por  donación  de  la  misma  comunidad  á  D.  José 
García ;  y  2®  que  los  mismos  donaron  á  García  por  su  esposa 
María  Caqui  el  <  Potrero  Guiraray»  con  frente  de  media  legua 
más  ó  menos  por  fondo  no  reconocido. 

3°  Una  carta  fechada  en  Itnzaingó  á  4  de  Junio  de  1881  di- 
rijida  al  demandante  por  D.  Urbano  José  de  Moura,  ofrecién- 
dole en  venta  como  apoderado  de  las  Sras.  Coronil,  el  «Potrero 
Guiraray  »  por  3000  pesos  fuertes;  y  la  contestación  en  copia 
del  demandante,  fechada  en  Corrientes  á30  de  Junio  de  1881, 
rechazando  la  proposición  por  considerar  propio  el  potrero  en 
la  compra  hecha  á  los  Coronil,  del  <  Rosario  Cué». 

Corrido  traslado  de  la  demanda,  le  contestó  D.  Amado  Aguir- 
re,  pidiendo  que  se  la  rechazara  con  costas.  Dijo:  que  de  la  pro- 
pia esposicion  del  ac.tor,  resulta  su  falta  de  razón,  desde  que  re- 
conoce que,  aunque  adyacentes  los  campos  del  Rosario  y  Guira- 
ray, son  dos  fracciones  distintas  ;  que  las  dos  tienen  títulos  por 
separado,  como  que  pertenecieron  á  distintos  dueños;  que  cuando 
se  vendió  el  «  Rincón  del  Rosario  »  no  se  mencionó  para  nada 
el  Guiraray;  que  24  años  más  tarde,  las  hijas  de  Coronil  vendie- 
ron á  López  el  Guiraray,  entregándole  los  títulos  que  jamás  es- 
tuvieron en  poder  de  Moragas.  Agregó :  que  la  acción  reivindi- 
catoría qne  el  demandante  anuncia  intentar,  debe  referirse  á 
los  títulos,  pero  el  demandado  no  tiene  otros  que  los  del  Gui- 
raray y  le  corresponde  tenerlos  como  dueño  de  ese  potrero  por 
compra  que  él  hizo  en  1881  á  sus  legítimos  dueños,  sin  haber 
T.  vni  8 
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practicado   usurpación  alguna  que  pudiera  dar  margen  á  la 
reivindicación. 


Falto  del  Jíues  Federal 


Corrientes,  Setiembre  7  de  1887. 

Y  Tjstos:  D.  Gabriel  B.  Ezquer  entabló  formal  demanda 
contra  D.  Kafael  López  para  que  se  le  obligase  á  entregarle  los 
títulos  del  «  Potrero  Goiraray  »  que  tenía  en  su  poder  indebi- 
damente, cuyo  potrero  ocupa  el  centro  de  su  campo  denominado 
«Rosario  Cué». 

Que  la  comunidad  de  Loreto,  donó  á  D'  Maria  Caqui,  mujer 
de  D.  José  García,  el  «Putero  Guiraray»,  y  D.  Bartolomé  Coro- 
nil  adquirió  de  la  misma  comunidad  el  «  Rincón  del  Rosario  >  ó 
«  Rosario  Gué  »,  pero  no  conviniéndole  á  aquel  que  otro  pose- 
yese el  «Potrero  Guiraray»,  situado  en  el  corazón  del  suyo, 
compró  á  D.  José  García  dicho  potrero. 

Que  D.  Miguel  Moragas  compró  el  «  Rosario  Cué  »  á  D.  Fe- 
lipe Recaído,  apoderado  de  los  herederos  de  D.  Bartolomé  Coro- 
nil  y  no  le  entregó  inmediatamente  los  títulos  de  propiedad, 
hasta  que  los  recibió  de  las  señoras  Coronil,  que  al  entregarle 
los  títulos  del  «  Rosario  Cué  >,  le  entregó  también  una  copia  de 
dichos  títulos  y  de  los  del  Guiraray,  que  hizo  sacar  D.  Luis 
Resoagli,  con  consentimiento  de  D.  Alfonso  de  Arrechea,  primer 
apoderado  de  las  Coronil,  manifestándole  que  no  le  entregaba 
los  títulos  originales  del  Guiraray,  porque  Arrechea  no  se  los 
había  devuelto  á  dichas  señoras  Coronil. 

Que  hallándose  aquel  enfermo  en  el  pueblo  de  la  Candelaria, 
los  entregó  á  D.  Urbano  José  de  Moura,  después  de  muchos 
años  de  haberlos  tenido  en  su  poder. 

Que  este  se  los  ofreció  en  venta,  pero  habiendo  rehusado  com- 
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prarlos  porque  consideraba  que  el  Guiraiay  era  de  su  propiedad, 
se  los  entregó  á  López  mediante  una  venta  simulada. 

Que  López  se  presentó  á  los  Tribunales  de  ProTÍncia  solici- 
tando mensura  del  Guiraray,  y  habiendo  obtenido  la  autoriza- 
ción judicial,  no  pndo  encontrar  agrimensor  que  quisiese  me- 
dir aquel  campo. 

Que  el  esponente  adquirió  de  Moragas  el  campo  «Rosario 
Cué  »,  en  los  mismos  términos  que  aquel  lo  adquirió  de  las 
Coronil  y  sin  hacer  esclusion  del  «  Potrero  Guiraray  »,  ni  de 
otros  potreros  que  existen  en  su  campo,  y  por  tanto,  pedía  que 
siendo  el  Guiraray  de  su  propiedad,  se  ordenase  á  López  en- 
tregase el  titulo  que  tenía  en  su  poder* 

D.  Amado  Aguirre,  apoderado  de  López,  contestando  la  de- 
manda, dijo:  que  ateniéndose  á  la  propia  esposicionde  £zquer, 
debía  ser  rechazada  la  demanda,  puesto  que  confiesa  que  Mora- 
gas, su  causante,  no  compró  á  las  señoras  Coronil  sino  el  <  Ro- 
sario Cué  >,  y  siendo  este  campo  distinto  del  «Potrero Guiraray» 
mal  podía  pretender  dominio  sobre  este. 

Que  su  representado  había  adquirido  el  Guiraray,  por  com- 
pra que  hizo  á  las  señoras  Coronil,  dueñas  de  aquel,  como  lo 
probaría  á  su  tiempo,  y  por  consiguiente,  debía  rechazarse  la 
demanda  con  costas.  Con  lo  demás  espuesto  y  probado  por  las 
partes; 

Y  considerando:  1^  Que  en  el  campo  denominado  «Rincón 
del  Rosario  *  ó  «  Rosario  Cué  »  y  el  «  Potrero  Guiraray  « ,  son 
dos  propiedades  distintas,  adquiridas  y  poseídas  desde  su  orí- 
gen^  la  primera,  por  D.  Bartolomé  Coronil,  y  la  segunda  por 
D*  María  Caqui,  esposa  de  D.  José  García,  con  entera  indepen- 
dencia una  de  otra,  hasta  que  este  último  con  poder  de  su  esposa, 
vendió  á  Coronil  dicho  «  Potrero  Guiraray»,  quedándooste  due- 
ño di\  ambas  propiedades,  como  resulta  de  los  títulos  que  obran 
en  autos.  Es  evidente  que  la  circunstancia  de  haber  comprado 
D.  Bartolomé  Coronil  el  «Potrero  Guiraray»,  aunque  esteestu- 
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viese  situado  en  el  centro  del  campo  «  Rosario  Cué»,  no  debía 
producir  el  efecto  de  refundir  ambas  propiedades  en  un  sola,  de 
modo  que  bastase  el  título  de  «  Rosario  Cué  »  para  acreditar 
también  su  dominio  al  Gruiraray;  por  el  contrario,  tal  adquisi- 
ción solo  prueba  que  Coroníl  adquirió  el  dominio  de  ambos  cam- 
pos j  que  lo  siguió  poseyendo,  cada  uno  por  su  título  respectiTO, 
de  modo  que  pudo  Tenderlos  por  separado  á  distintas  personas 
ó  á  una  sola,  ó  vender  una  y  reservarse  la  otra,  pero  el  hecho 
de  vender  una  de  ellas,  no  puede  significar  que  en  esa  venta 
deba  incluirle  la  otra,  si  no  se  ha  tenido  la  intención  de  vender 
las  dos. 

2"^  Que  D.  Miguel  Moragas,  causante  de  Ezquer,  solo  adqui- 
rió la  propiedad  del  campo  denominado  <  Rincón  del  Rosario  » 
ó  c  Rosario  Cué  »,  por  compra  que  hizo  á  D.  Felipe  Recaído, 
apoderado  de  las  señoras  Coronil,  sin  hacer  mención  del  c  Po- 
trero Guiraray  »  entregándole  los  títulos  originales  de  aquel  y 
no  los  de  este  último,  pues  las  señoras  Coronil  solo  le  dieron 
poder  para  vender  el  «Rincón  del  Rosario  »  y  solo  este  campo 
vendió,  como  consta  de  la  escritura  de  venta  y  de  los  poderes 
insertos  en  la  misma  á  foja  15  vuelta,  y  siendo  de  notar  que 
cuando  D.  Bartolomé  Coronil  adquirió  la  propiedad  del  «Rosa- 
rio Cué»,  ya  D.  José  García  era  dueño  del  Guiraray,  cuya  si- 
tuación se  señala  en  la  escritura  de  venta  á  foja  11  vuelta,  y 
que  Moragas,  causante  de  Ezquer,  jamás  pretendió  tener  dere- 
cho de  dominio  en  el  Guiraray,  sino  en  el  «  Rincón  del  Rosario  » 
único  campo  que  compró;  y  así  lo  prueba  el  haber  aceptadc»  y 
hecho  tomar  razón,  únicamente  de  los  títulos  del  «  Rosario  Cué  » 
sin  hacer  mención  del  Guiraray,  y  también  haber  hecho  medir 
por  el  agrimensor  Yirasoro  la  propiedad  comprada,  quien  seña- 
la el  Guiraray  como  propiedad  distinta,  puesto  que  no  incluye 
en  el  área  de  la  propiedad  medida  la  de  aquel,  foja  34,  y  aun- 
que la  Mesa  Topográfica,  impugna  la  situación  que  dá  el  agri- 
mensor al  Guiraray,  señalándole  otra  en  el  mismo  plano,  la 
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considera  también  como  propiedad  distinta  de  la  del  «  Rosario 
Cué  >  (foja  35  vuelta). 

3^  Que  no  consta  de  autos  que  el  apoderado  de  las  Coronil, 
D.  Felipe  Recalde,  prometiese  á  Moragas  entregarle  los  títulos 
originales  del  Guiraray,  luego  que  los  obtuviese  de  D.  Alfonso 
de  Arrechea,  primer  apoderado  de  las  Coronil,  que  se  había  fu- 
gado llevándose  dichos  titules,  y  que  le  entregó  en  su  lugar  la 
copia  presentada  sacada  por  D.  Luis  Resoagli;  pues  no  habién- 
dole vendido  el  Guiraray,  mal  pudo  entregarle  sus  títulos  ni 
copia  de  ellos.  De  la  carta  de  Moragas,  áfoja236,  cuya  firma  ha 
reconocido  á  foja  241,  ante  el  Juez  de  Paz  de  Luque  (Repúbli- 
ca del  Paraguay),  que  aunque  sin  habérsele  exigido  juramento, 
aparece  que  vendió  á  Ezquer  solo  el  «  Rosario  Cué  »,  cuyos  títulos 
no  pueden  confundirse  con  otra  propiedad.  De  la  declaración  del 
mismo  Moragas,  á  foja  123  vuelta,  contestando  ala  tercera  pre- 
gunta del  interrogatorio  de  Ezquer,  resulta  que  Recalde  le  en- 
tregó los  títulos  originales  y  no  la  copia  de  los  del  Guiraray ;  y 
de  la  contestación  ala  quinta,  que  nádale  dijeron  de  los  títulos 
del  Guiraray  ni  le  dieron  razón  alguna  por  qué  no  le  entregaban 
esos  títulos,  y  así  debió  suceder,  porque  constando  que  no  le 
vendían  sino  el  «  Rosario  Cué  >  no  había  motivo  para  entregarle 
los  títulos  de  otra  propiedad  fuera  de  los  de  la  vendida. 

La  copia  de  esos  títulos  fué  sacada  á  pedido  de  D.  Luis  Re- 
soagli, con  consentimiento  de  los  apoderados  de  las  señoras 
CoTonil,  con  el  objeto  de  medir  el  campo  de  aquel  que  colindaba 
con  el  «  Rincón  del  Rosario  >  y  una  vez  practicada  la  mensura 
se  comprende  que  tal  copia  no  tenía  importancia  alguna  para 
Resoagli,  de  quien  ha  podido  obtenerla  fácilmente  Ezquer,  sin 
necesidad  de  que  se  la  entregase  Recalde  á  Moragas,  con  pro- 
mesa de  entregarle  más  tarde  los  originales. 

4^  Que  aparece  de  la  escritura  pública  otorgada  ante  el  Juez 
de  Paz  de  Candelaria,  corriente  á  foja  195  de  los  autos,  que 
D.  Manuel  Giménez,  como  apoderado  de  D^  Maria  del  Rosario 
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y  D'  Carmen  Coronil,  vendió  á  D.  Rafael  López,  ol  campo  deno- 
minado Guiraraj  entregándole  los  títulos  originales  de  este,  y 
si  bien  en  dicha  escritura  no  se  transcribió  el  poder,  consta  de 
la  escritura  de  foja  196,  que  el  mismo  D.  Manuel  Giménez  rati- 
ficó la  venta  pocos  meses  después,  ante  el  mismo  Juez  de  Paz 
y  testigos,  trascribiendo  el  poder,  el  que  además  se  encuentra 
original  á  foja  198,  legalizado  por  el  Ministerio  de  Justicia, 
por  el  de  Relaciones  Esteriores  del  Paraguay  y  por  el  Cónsul 
argentino;  y  habiéndose  demostrado  que  Ezquer  no  es  dueño 
del  Guiraray,  no  tiene  personería  para  impugnar  como  nulas 
las  escrituras  citadas,  aunque  la  circunstancia  de  no  haber  fir- 
mado López  la  escritura  de  ratificación  fuese  realmente  una 
causal  de  nulidad,  especialmente  cuando  D'  Maria  del  Rosario 
Coronil  ha  manifestado  en  su  declaración  de  foja  242,  que  su 
apoderado  Manuel  Giménez  entregó  los  títulos  del  Guiraray  á 
D.  Rafael  López,  y  que  este  los  posee  legalmente  y  puede  con- 
siderarse con  derecho  á  dicho  campo. 

Por  estos  fundamentos :  definitivamente  juzgando,  fallo  y 
declaro,  que  el  demandante  D.  Gabriel  B.  Ezquer  no  ha  probado 
ser  dueño  del  campo  denominado  «  Potrero  Guiraray  >  el  cual 
pertenece  á  las  herederas  de  D.  Bartolomé  Coronil  ó  al  que  lo 
hubiese  adquirido  legalmente  de  aquellas,  y  por  lo  tanto,  no 
hago  lugar  á  la  demanda  entablada  contra  D.  Rafael  López  para 
que  le  entregue  los  títulos  del  espresado  <  Potrero  Guiraray  » 
que  tiene  en  su  poder,  por  haberlos  entregado  el  apoderado  de 
las  Coronil,  con  consentimiento  espreso  de  estas,  siendo  á  cargo 
del  demandante  las  costas  causadas  en  este  juicio.  Hágase  saber 
con  el  original  y  repóngase. 

Carlos  Luna. 


El  demandante  apeló  y  se  le  concedió  el  recurso  libremente. 
Espresando  agravios  dijo:  que  la  cuestión  pendiente  es  su- 
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mámente  sencilla  y  de  fácil  solución,  y  sin  embargo,  el  Juez  al 
considerarla,  había  partido  de  uñábase  errónea,  suponiendo  que 
el  cBosario  Cué>  y  el  Ouiraray  formaban  dos  propiedades  dis- 
tintas, siendo  así  que,  una  Tez  adquiridos  ambos  campos  por.D. 
Bartolomé  Coronil  en  vista  de  que  el  segundo  quedaba  enclavado 
en  el  primero,  no  podía  hablarse  ya  sino  de  una  sola  propiedad, 
que  fué  después  enagenada  íntegramente  á  favor  de  D.  Miguel 
Moragas. 

Que  una  vez  que  las  dos  áreas  formaban  un  solo  todo  en 
poder  de  Coronil,  como  tal  lo  vendieron  sus  herederos  bajo  el 
nombre  de  cRosario  Cué>,  sin  hacer  escepcion  alguna  de  rinco- 
nes y  potreros ;  y  es  de  notar  que  si  las  vendedoras  entendían 
reservarse  el  Guiraray,  ya  que  así  no  lo  espresaban,  habrían  por 
lo  menos  citado  este  potrero  al  determinar  los  límites  de  lo  que 
vendían,  pues  en  el  supuesto  de  que  hubieran  hecho  realmente 
la  csclusion,  el  «  Rosario  Cué  >  lindaría  por  el  este  con  el  Oui- 
raray. 

Que  existiendo  la  esclusion  de  este,  el  área  vendida  vendría 
á  quedar  sometida  á  una  servidumbre  de  tránsito,  y  entretanto, 
el  c  Rosario  Cué  »  se  vendió  libre  de  todo  gravamen. 

Que  debe  tenerse  presente  también,  que  los  títulos  originales 
de  las  dos  áreas,  no  fueron  entregados  en  el  acto  de  la  venta, 
sino  después,  fallando  así  el  argumento  que  basa  el  Juez  en  el 
supuesto  equivocad*)  de  que  lo  fueron. 

Que  la  consideración  de  la  sentencia,  fundada  en  que  Moragas 
hizo  tomar  razonado  del  <  Rosario  Cué  >,  carece  de  importancia 
puesto  que,  como  queda  dicho,  con  eáa  denominación  y  atentos 
los  antecedentes  del  título,  se  comprendía  ^el  cPotrero  6ui. 
raray». 

Que  no  es  exacto  que  el  agrimensor  Yirasoro,  al  mensurar  el 
campo  de  Moragas,  haya  considerado  como  distinto  de  ella  el 
€  Potrero  Gruiraray  »,  y  así  lo  demuestra  el  hecho  de  que  citó  á 
los  propietarios  del  campo  c  San  Oará  >  único  que  linda  con  el 
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de  Moragas ;  pero  aunque  fuera  así,  la  opinión  de  ese  agrimen- 
sor no  ha  podido  tomarse  como  una  prueba  acabada  á  este  res- 
pecto, no  solo  porque  no  es  sino  la  manifestación  de  un  estraño 
8in6  también  porque  contraría  las  enunciaciones  de  los  tita- 
Ios. 

Que  no  es  tampoco  exacto  que  la  Mesa  Topográfica  considera- 
ra distinto  el  Guiraray,  pues  todo  lo  que  hizo  fué  darle  una 
ubicación  diferente  de  la  que  le  daba  el  agrimensor. 

Que  lo  declarado  por  D.  Miguel  Moragas  no  contradice  las 
pretensiones  de  la  demanda,  pues  de  ello  resulta  que  las  Coro- 
nil  le  vendieron  el  «  Rosario  Cué  »  sin  esceptuar  parte  alguna, 
entregándole  los  títulos  originales  y  un  testimonio  de  los  del 
Guiraray,  sacado  por  el  señor  Resoagli. 

Corrido  traslado  de  la  espresion  de  agravios,  lo  contestó  el 
Dr.  D.  José  V.  Fernandez  por  el  apelado,  pidiendo  que  se  con- 
firmara con  costas  la  sentencia  apelada.  Dijo  :  que  está  eviden- 
ciado en  los  autos,  que  el  «Rosario  Cué»  y  el  Guiraray  han 
constituido  desde  su  origen  dos  propiedades  distintas,  concedida 
la  una  á  D.  Bartolomé  Coronil  y  la  otra  á  D.  José  García,  esposo 
de  D'  María  Caqui. 

Que  esto  lo  reconoció  el  mismo  Coronil  espresamente  en  las 
gestiones  que  siguió  para  obtener  el  <  Rosario  Cué  >. 

Que  así,  habiendo  ido  ambas  propiedades  á  poder  de  Coro- 
nil por  distintos  títulos  y  con  procedencia  de  distintas  personas, 
no  puede  razonablemente  sostenerse  que  la  enagenacion  de  la 
una,  importe  necesariamente  la  enagenacion  de  la  otra. 

Que  esto  es  tanto  más  cierto,  cuanto  que,  los  sucesores  de  D. 
Bartolomé  Coronil  ni  autorizaron  á  D.  Felipe  Recalde  para  ven- 
der el  Guiraray  sino  el  «Rosario  Cué»,  ni  aquel  se  mencionó  en 
la  escritura  á  favor  de  Moragas,  ni  tampoco  en  la  otorgada  por 
este  á  favor  del  demandante. 

Que  por  lo  tanto,  no  existe  en  la  sentencia,  el  error  que  se  le 
atribuye  sino  que  ella  ha  estado  en  lo  justo  al  establecer  la  dis- 
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tinción  de  las  dos  propiedades,  lo  mismo  antes  de  haberlas  ad- 
qnirido  Coronil,  que  después. 

Que  la  circunstancia  de  no  mencionarse  el  Guiraray  al  espre- 
sarse los  límites  del  Rincón,  no  se  opone  á  que  uno  j  otro  fue- 
ran dos  propiedades  distintas  ;  se  esplica  que  así  se  haya  hecho 
porque  estando  el  Guiraray  rodeado  por  el  Hincón,  solo  se  han 
consignado  los  límites  esteriores  de  este.  Y  la  prueba  en  que 
la  circunstancia  espresada  no  tiene  el  alcance  que  se  le  quiere 
dar  por  él  apelante,  resulta  de  la  consideración  do  que,  tampoco 
se  menciona  el  Guiraray  como  lindero  del  Rosario,  en  la  escri- 
tura otorgada  á  favor  de  Coronil,  sin  que  esto  pueda  atribuirse 
á  que  se  reputaba  comprendido  en  el  mismo  campo,  puesto  que 
había  sido  enagenado  con  anterioridad. 

Que  la  mpusura  de  Yirasoro,  por  lo  demás,  ha  establecido  bien 
claramente  la  diversidad  de  las  dos  propiedades,  y  esa  mensura 
fué  aprobada  sin  más  alteración  que  una  rectiticacion  relativa 
á  la  ubicación  del  Guiraray. 

Que  el  hecho  de  no  decirse  en  la  escritura  que  el  Rincón 
quedaba  sujeto  á  la  servidumbre  de  paso  en  favor  del  Guiraray, 
no  implica  que  fuera  solo  una  parte  de  aquel,  porque  si  el  paso 
era  indispensable,  se  trataría  solo  de  una  omisión  en  la  escritura 
ó  de  una  inadvertencia  de  sus  otorgantes  que  no  tuvieron  pre- 
sente que  había  de  sacarse  argumento  en  contra  de  la  servi- 
dumbre, de  la  circunstancia  de  haber  ellos  dicho  que  lo  vendido 
estaba  libre  de  gravamen. 

Que  el  testimonio  de  los  títulos  del  Guiraray,  los  sacó  Re- 
soagli  para  que  los  tuviera  presentes  el  agrimensor  que  había 
de  medir  el  campo  <  Rosario  Cué  »,  circunstancia  que  esplica  la 
diversidad  de  propiedades,  y  utilizados  por  el  grimensor,  pudo 
Resoagii  romperlos  ó  entregarlos  á  cualquiera  sin  que  con  este 
hecho  trasfíera  derecho  alguno.  ' 
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Fallo  de  I»  Suprema  €7erte 


Buenos  Aires,  Enero  9  de  1890. 

Vistos :  resultando  del  título  de  propiedad  presentado  por  el 
demandante,  qne  la  venta  hecha  á  su  favor  por  Don  Miguel  Mo- 
ragas, en  que  funda  su  acción  en  el  presente  juicio,  fué  solo  de 
los  campos  relacionados  en  los  documentos  insertos  en  dicho 
título;  y  no  hallándose  entre  ellos  el  del  c  Potrero  Guiraray  »  : 
Por  esto,  y  los  fundamentos  de  la  sentencia  apelada  de  foja 
doscientos  sesenta  y  siete,  se  confirma  esta  con  costas,  y  repues- 
tos los  sellos  devuélvanse. 


BENJAMÍN  VICTORICA.  —  FEDERICO 
IBARGtiREN.  —  C.  S.  DE  LA  TORRE. 
—  LUIS  V.  VÁRELA. 
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CAUSA  III 


D.  Enrique  Henlze  contra  D.  David  Arguello  ; 

sobre  cobro  de  pesos. 


Sumario.  — En  un  contrato  para  comprar  y  cobrar  créditos, 
en  que  se  estipula  á  favor  del  suministrador  del  capital,  la  de- 
Tolucioa  del  dinero  correspondiente  á  los  créditos  no  cobrados 
ó  incobrables,  el  otro  contratante  es  responsable  de  dicha  de- 
Tolucion,  por  los  créditos  que  no  han  sido  cobrados  6  han  re- 
saltado incobrables  por  su  culpa. 


Ca>so.  —  En  i3  de  Noviembre  de  1884,  se  presentó  al  Juzgado 
D.  Enrique  Hentze,  esponiendo :  que  en  Agosto  de  1882,  cele- 
bró  con  D.  David  Arguello,  un  contrato  en  virtud  del  cual  se 
comprometía  á  proporcionarle  el  capital  necesario  para  comprar 
con  su  acuerdo,  algunos  créditos  contra  el  Gobierno  Nacional, 
Provincial  y  la  Municipalidad.  Que  por  el  artículo  3®  del  refe- 
rido contrato,  se  convino  que  á  medida  que  se  cobrara  cada  uno 
de  los  créditos  comprados,  se  haría  una  liquidación  privada  para 
reembolsarle  (al  demandante)  el  capital  empleado  en  la  adqui- 
sición, con  más  el  interés  del  uno  por  ciento  mensual,  desde 
que  hubiera  entregado  el  dinero  hasta  que  lo  recobrara ;  y  por 
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la  cláusula  7",  que  si  algunos  de  los  créditos  comprados  no  pu- 
dieran ser  cobrados,  Arguello  le  devolvería  el  capital  que  se 
hubiese  empleado  en  su  adquisición.  Que  en  cumplimiento  de 
dicho  contrato,  se  compraron  algunos  créditos,  de  los  cuales 
varios  fueron  cobrados  y  distribuido  su  importe  según  lo  con- 
venido; pero  otros  no  se  pudieron  cobrar  por  haberse  efectuado 
el  pago  por  los  respectivos  habilitados  á  los  interesados  en  per- 
sona, correspondiendo  portante,  con  arreglo  ala  cláusula  7' del 
contrato,  que  Arguello  le  devuelva  el  capital  empleado  en  su 
adquisición  con  sus  intereses,  que  deben  liquidarse.  Que  esos 
créditos  son  los  siguientes : 

El  de  D.  Vicente  Bustos,  por $f.  206 

€        Higinio  Alberú 400 

€        Manuel  Bnstamante 164 

«        Cesáreo  Diaz 72 

€        Antonio  Silva 152 

Que  suman $f.  994 

Que  el  capital  empleado  en  la  compra  de  estos  créditos,  ha 
sido  el  60  Vo  de  su  importe;  de  suerte  que,  fuera  de  los  intere- 
ses, Arguello  debe  devolverle  la  suma  de  596  ^  40  centavos 
fuertes,  equivalentes  á  611  j$f  5  centavos  moneda  nacional.  Que 
los  mencionados  créditos  fueron  comprados  juntamente  con 
otros  en  5  de  Setiembre  de  1882,  á  D.  Enrique  J.  Sinclair 
como  podría  comprobarlo  si  Arguello  lo  negara,  realizándose  el 
negocio  por  Arguello,  pero  á  nombre  [del  demandante  ;  y  poi 
esta  misma  circunstancia,  Sinclair  le  exigió  la  devolución  de 
89  $  fuertes  cobrados  de  más,  relativamente  á  lo  que  le  habían 
comprado  á  Sinclair  en  los  créditos  de  D.  Manuel  Fernandez  j 
el  Sargento  Mayor  Pastoriza.  Que  á  esos  89  ^  se  refieren  los 
recibos  que  acompañaba  con  las  ¡letras  B  y  C,  otorgado  el  pri- 
mero por  Sinclair  y  el  segundo  por  Arguello,   reteniendo  este 
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dicha  suma,  so  pretesto  de  no  haberse  efectuado  el  cobro  de  los 
demás  créditos.  Que  los  89  $  fuertes  equivalentes  á  91  $91 
centaTos  moneda  nacional  con  sus  intereses,  deben  también 
serle  devueltos  por  Arguello  y  se  los  demanda.  Que  debe  agre- 
garse además,  t$l  importe  de  dos  quintas  partes  de  la  suma  em- 
pleada en  la  adquisición  de  las  mensualidades  correspondientes 
á  Agosto,  Setiembre,  Octubre,  Noviembre  y  Diciembre  de 
1882  de  la  pensionista  D*  Mercedes  R.  de  Viera,  cuya  libreta 
también  acompaña,  porque  las  rnensualidades  de  Noviembre  y 
Diciembre  de  1882  que  Arguello  le  vendió,  según  el  recibo  así 
mismo  adjunto,  no  pudieron  cobrarse,  importando  este  crédito 
41  $  fuertes  ó  sean  42  $  con  37  centavos  moneda  nacionah  Que 
según  lo  espuesto,  Arguello  le  adeuda  745  $  con  84  centavos 
moneda  nacional  y  sus  intereses,  por  cuya  suma  lo  demanda, 
con  más  las  costas  del  jaicio. 

Acompañó  el  demandante : 

I''  El  contrato  á  que  se  refiere  la|demanda. 

2*»  Un  recibo  otorgado  á  favor  de  Hentze  por  D.  Enrique  Sin- 
clair, por  la  suma  de  89  $  fuertes,  importe  de  un  esceso  cobrado 
por  su  cuenta  en  esta  forma :  42  $  por  cuenta  del  Capitán  D. 
Manuel  Fernandez,  y  47  $  por  cuenta  del  Sargento  Mayor  Pas- 
toriza. 

3^  Un  recibo  de  la  misma  cantidad  otorgado  por  Arguello  á 
favor  de  Hentze,  y  en  el  cual  espresa  el  otorgante  que  entregará 
los  89  $  á  D.  E.  Sinclair,  un  vez  cobrados  los  créditos  que  este 
vendió  á  Hentze.  * 

4®  Un  documento  otorgado  por  Arguello  á  favor  de  Hentze, 
transfiriéndole  como  apoderado  de  D''  Mercedes  B.  de  Yiera,  el 
derecho  de  cobrar  cinco  meses  de  la  pensión  de  20  $  50  centa- 
vos fuertes  de  la  pensión  de  dicha  señora,  de  Agosto  á  Diciem- 
bre inclusive. 

&^  La  libreta  dé  la  referida  pensionista. 

Conferido  traslado  de  la  demanda,  después  de  acreditada  la 
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competencia  del  Jazgado  por  ser  estrangero  el  demandante  y 
nacional  el  demandado,  la  contestó  D.  David  Arguello,  pi- 
diendo que  se  le  absolviera  de  la  acción  con  costas  al  actor. 
Dijo:  que  era  cierto  qne  se  había  celebrado  la  sociedad  á  que 
se  reñere  la  demanda,  la  cnal  se  disolvió  porque  el  actor,  fal- 
tando á  sos  compromisos,  emprendió  el  mismo  negocio,  negán- 
dose después  á  suministrar  los  fondos,  por  cuya  causa  había  de- 
mandado á  Hentze  ante  el  mismo  Juzgado  por  falta  de  cum- 
plimiento del  contrato.  Que  por  el  artículo  4^  de  ese  contrato 
se  estableció  que  la  compra  de  cada  crédito  se  haría  previo 
acuerdo  de  ambos  socios,  para  que  cualquiera  de  ellos  pudiera 
oponerse  á  los  que  fueran  de  difícil  cobro.  Que  la  demanda  se 
propone  obtener  la  devolución  de  lo  pagado  por  créditos  com- 
prados de  común  acuerdo,  y  solo  porque  al  actor  se  le  antoja 
decir  que  son  incobrables,  sin  justificar  esto.  Que  según  el  con- 
trato (art.  2°)  Hentze  debía  cobrar  los  créditos,  cumpliendo  él 
(Arguello)  su  obligación,  una  vez  terminada  la  tramitación  de 
los  espedientes  (art.  5®).  Que  Hentze  no  cobró  los  créditos  por 
descuido  y  negligencia,  absteniéndose  de  impedir  que  los  habi- 
litados entregaran  su  importe  á  los  interesados.  Que  es  de  sos» 
pechar  que  Hentze  se  haya  puesto  de  acuerdo  con  los  titulares, 
para  perjudicarlo,  pues  ya  había  cobrado  un  crédito  de  mil  y 
pico  de  pesos,  sin  entregarle  la  utilidad  que  le  tocaba.  Que  no 
puede  el  actor  exigirle  la  suma  que  le  entregó  á  Sinclair,  por- 
que lo  hizo  sin  su  noticia  y  acuerdo,  faltando  á  su  deber.  Que 
no  ha  devuelto  á  Sinclair  la  cantidad  de  89  $  (recibo  C)  por 
ignorar  que  se  hubieran  cobrado  los  créditos  á  que  el  recibo  qne 
dio  por  esa  suma,  se  refiere.  Que  por  consigniente,  nada  debe 
al  actor  y  tiene,  por  el  contrario,  el  derecho  de  ppdirle  cuenta 
de  los  créditos  y  exigirle  queá  medida  que  los  cobre,  le  entre- 
gue las  utilidades  que  le  corresponden. 

Contestada  la  demanda,  se  recibió  la  causa  á  prueb..  para  que 
se  justificase  que  los  créditos  comprados  por  la  Sociedad,  nopu- 
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dieron  ser  co1)rados  por  Hentze,  y  cuál  fué  1&  causa  por  qué  no 
pudieron  cobrarse. 


Fallo  del  Jues  Federal 


Buenos  Aires,  Setiembre  14  de  1886. 

Vistos  estos  autos  iniciados  por  demanda  de  D.  Enrique 
Hentze  contra  D.  David  Arguello,  por  cobro  de  pesos. 

Besnlta:  i^  Que  Arguello  7  Hentze,  celebraron  con  fecha 
12  de  Agosto  de  1882,  un  contrato  para  la  compra  de  créditos 
liquidados  contra  elOobierno  de  la  Nación,  el  de  la  ProTincia 
7  la  Municipalidad  de  la  Capital,  comprometiéndose  el  primero 
á  hacer  la  compra  de  los  créditos  y  correr  con  la  tramitación  de 
los  espedientes  de  acuerdo  con  Hentze,  y  el  segundo  á  facilitar 
los  fondos  precisos  para  la  compra  hasta  la  cantidad  de  cien 
mil  pesos  moneda  corriente,  de  la  antigua  moneda  de  Buenos 
Aires ;  que  además  se  estipuló  en  el  contrato  referido  que  la 
transferencia  de  todo  crédito  comprado,  se  haría  á  nombre  de 
Hentze,  quien  cobraría  el  valor  de  cada  espediente,  y  si  alguno 
de  los  créditos  que  se  compren,  se  considerase  perdido,  la  pér- 
dida sería  esclusivamente  á  cargo  de  Arguello,  quien  pagaría  á 
Hentze  el  capital  empleado. 

2®  Que  en  cumplimiento  de  dicho  contrato  se  compraron  al- 
gunos créditos  con  fecha  6  de  Setiembre  de  1882  á  D.  Enrique 
Sinclair,  importantes  la  cantidad  de  novecientos  noventa  ^y 
cuatro  pesos  fuertes,  empleándose  la  suma  de  quinientos  no- 
venta y  seis  pesos  cuarenta  centavos  fuertes,  los  que  según 
Hentze  no  se  habían  podido  cobrar  por  haberse  efectuado  el 
pago  por  los  respectivos  habilitados  á  los  interesados  en  per- 
sona ;  que  en  esta  operación  fué  necesario  devolver  á  Sinclair 
ochenta  y  nueve  pesos  fuertes  cobrados  de  más  y  como  se  había 
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hecho  á  nombre  de  Hentze,  tavo  este  que  'efectuar  dicha  devo- 
lución, cuya  suma  debe  restituir  también  Arguello  ;  que  á  estas 
sumas  hay  que  agregar  cuarenta  y  un  pesos  fuertes,  importe 
de  dos  mensualidades  correspondiente  á  los  meses  de  Noviem- 
bre y  Diciembre  de  1882,  de  la  pensión  de  D*^  Mercedes  R.  de 
Viera,  vendidas  por  aquel  y  no  cobradas  por  las  mismas  razo- 
nes de  los  otros  créditos. 

3®  Que  fundado  en  estos  antecedentes  se  presentó  al  Juz- 
gado D.  Enrique  Hentze,  demandando  á  Arguello  por  la  canti- 
dad de  setecientos  cuarenta  y  cinco  pesos  ochenta  y  cuatro 
centavos  moneda  nacional,  á  que  asciende  el  importe  total  de 
la  suma  que  este  está  obligado  á  reintegrarle  según  el  convenio 
espresado,  con  sus  intereses  moratorios  y  las  costas  del  juicio. 

4^  Que  Arguello  contestó  la  demanda  alegando  en  su  defensa* 
que  por  el  contrato  celebrado  con  el  actor,  cuya  exactitud  re- 
conocía, la  comprado  cada  crédito  se  haría  con  acuerdo  previo 
de  ambos  socios,  cuyo  requisito  se  estableció  para  que  cual- 
quiera de  los  socios  pudiera  oponerse  á  la  compra  de  un  crédito 
de  difícil  cobro,  viniendo  ahora  á  exigirle  el  reembolso  de  los 
que  no  ha  cobrado  por  su  culpa  ó  negligencia,  (porque  á  él  se  le 
antoja  decir  que  se  consideran  perdidos,  cuyo  hecho  debía  de- 
mostrar. Que  Hentze  no  ha  cobrado  esos  créditos  por  descuido 
y  negligencia,  pues  estaba  provisto  de  los  poderes  necesarios 
endosados  á  su  nombre,  teniendo  así  en  sus  manos  los  medios 
de  impedir  que  la  Tesorería  ó  los  habilitados  pagasen  esos  cré- 
ditos á  sus  titulares  ;  que  aunque  pagados  á  estos,  tampoco 
pueden  considerarse  perdidos,  por  ser  regla  constante  de  dere- 
cho, que  el  que  reconociéndose  deudor  de  una  cosa  de  mala  fé 
se  anticipa  á  cobrarlay  queda  siempre  obligado  y  puede  repe* 
tirse  contra  él ;  que  en  cuanto  á  las  sumas  que  resulta  haber 
entregado  á  Sinclair,  no  puede  exigirle  su  reintegro  por  haber 
hecho  la  entrega  sin  su  noticia  y  acuerdo,  no  habiendo  devuelto 
la  suma  que  espresa  el  recibo  de  foja  13,  por  ignorar  que  se 
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hubieran  cobrado  esos  créditos,  pidiendo  que  en  su  mérito  se  le 
absuelva  libremente  de  la  demanda. 

5^  Que  recibida  la  causa  á  prueba  coo  especificación  |de  al- 
gunos puntos  sobre  que  debió  recaer,  se  ha  producido  por  la 
parte  actora  únicamente,  á  más  de  los  documentos  de  foja...  y 
foja...  con  que  se  instruye  la  demanda,  la  que  corre  agregada  al 
espediente. 

Y  considerando:  1®  Que  la  autenticidad  del  contrato  in- 
vocado como  fundamento  de  la  acción  deducida,  ha  quedado 
establecida  por  el  reconocimiento  del  demandado,  en  la  contes- 
tación, debiendo  decidirse  con  sujeción  á  sus  cláusulas,  la  cues- 
tión promovida,  porque  las  convenciones  hechas  en  los  contratos 
forman  para  las  partes  una  regla  á  la  cual  deben  someterse 
como  á  la  ley  misma,  según  lo  prescribe  el  artículo  1197  del 
Código  Civil. 

2^  Que  por  la  cláusula  sétima  se  estipuló  que  si  alguno 
de  los  créditos  que  se  compren  se  considerase  perdido,  se- 
ría la  pérdida  esclusivamente  de  jArgüello,  quien  pagaría  á 
Hentze  el  capital  empleado. 

3^  Que  si  bien  á  primera  vista  parece,  consideraudo  el 
contrato  como  de  sociedad,  que  esto  importaría  libertar  á 
Hentze  de  toda  contribución  en  las  pérdidas  en  las  operaciones 
á  efectuar,  siendo  por  consiguiente  contrario  á  lo  dispuesto  en 
el  artículo  1652  del  Código  Civil,  debe  tenerse  presente  que  no 
se  trata  de  una  sociedad  ordinaria,  sino  á  lo  sumo  de  una  aso- 
ciación que  la  ley  denomina  accidental  ó  en  participación 
para  cada  una  de  esas  operaciones,  cuyo  carácter  esencial  con- 
siste en  que  no  hay  fondo  común  perteneciente  á  la  sociedad  ni 
fusión  de  intereses,  conservando  cada  socio  la  propiedad  de  su 
aporte  (Troplong,  N®  500;  Bedarride,  Des  societés^  tomo  2,  N° 
433).  c  Esta  sociedad,  dice  Huebra,  tomo  237,  hablando  de  la 
asociación  en  participación,  no  se  parece  á  ninguna,  de  las  que 
las- separan  diferencias  muy  notables  y  entre  otras  la  deque 

T.  vui  9 
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se  limita  á  operaciones  fijas  y  determinadas  y  no  se  publica  ni 
resulta  de  ella  una  persona  moral  distinta  de  los  miembron  que 
la  componen»,  de  modo  que  su  aporte  no  es  propiamente  sino 
un  préstamo  de  dinero  bajo  las  condiciones  especiales  de  la 
convención. 

4^  Que  de  lo  expuesto  se  deduce  que  la  cláusula  citada 
importa  tan  solo  una  garantía  prestada  por  Arguello  á  favor  de 
Kentze,  por  el  importe  de  sus  capitales  suministrados  para  la 
adquisición  de  créditos,  visiblemente  introducida,  para  decidirlo 
á  proporcionar  aquellos  que  á  él  le  faltaba  para  hacer  las  ope- 
raciones por  su  sola  cuenta,  por  cuyo  servicio  se  le  acordaba  la 
mitad  de  las  utilidades  á  obtener,  siendo  la  mejor  esplicacion 
de  esta  intención  el  silencio  guardado  por  el  demandado  á  este 
respecto,  quien  en  parte  alguna  ha  puesto  en  duda  la  validez 
de  dicha  cláusula. 

5°  Que  la  prueba  rendida  por  Hentze,  consistente  eu  los  infor- 
mes expedidos  á  foja...  y  foja...  por  el  Departamento  de  Guerra, 
establece  que  los  créditos  comprados  á  Sinclair  con  fecha  6  de 
Setiembre  de  1882,  no  han  sido  cobrados  por  él  por  haber  sido 
pagados  á  sus  respectivos  titulares,  quienes  se  presentaron  per- 
sonalmente á  cobrarlos  antes  de  presentar  aquellos  sus  respec- 
tivos poderes,  ó  á  otro  apoderado  como  el  crédito  del  oficial  Bus- 
tamante,  sin  que  aparezca  hecho  alguno  imputable  á  Hentze« 
1  o  que  justifica  suficieatemente  el  ejercicio  de  la  acción  instau- 
rada para  hacer  efectiva  la  cláusula  de  garantía. 

&"  Que  además,  por  el  mismo  contrato  se  estipula  que 
Arguello  correría  con  la  tramitación  de  los  espedientes,  de- 
biendo intervenir  Hentze  únicamente  para  percibir  su  importe 
de  la  Tesorería  ó  del  Crédito  Público,  de  modo  que  la  única 
defensa  legitima  que  podía  alegar  el  demandado,  es  que  en 
cumplimiento  de  su  obligación  puso  los  créditos  6  espedientes 
en  estado  de  cobro  en  dichas  reparticiones,  lo  que  ni  siquiera  ha 
insinuado,  pudiendo  lógicamente  inferirse  que  no  lo  hizo,  desde 
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que  segnn  los  informes  mencionados,  los  poderes  se  presenta- 
ron después  de  pagados  los  créditos  á  terceros,  de  modo  que  no 
había  lugar  á  tramitación  alguna,  resultando  por  lo  tanto  in- 
cobrados  ó  incobrables  por  hecho  que  en  manera  alguna  es  im- 
putable á  Hentze. 

7"^  Que  por  lo  demás,  si  en  algo  ha  podido  influir  el  re- 
tardo en  la  presentación  de  los  poderes,  de  este  hecho  solo 
resulta  culpable,  según  la  prueba  testifical  rendida,  el  mismo 
Arguello,  quien  se  negó  á  entregar  los  poderes  á  Hentze,  mien- 
tras no  le  diese  garantías,  que  no  se  habían  estipulado  en  el 
contrato,  por  la  parte  de  utilidades  que  pudiera  corresponderle 
segnn  lo  han  declarado  los  testigos  Luqui  y  Gari . 

8^  Que  respecto  de  la  suma  de  ochenta  j  nueve  pesos 
fuertes,  cobrados  de  más  en  dos  créditos  vendidos  por  Sinclair, 
el  documento  de  foja  13  comprueba  que  fué  recibida  por  Ar- 
guello, quien  por  el  mismo  documento  se  comprometió  á  devol- 
verlos á  Sinclair,  \j  que  no  hizo,  habiendo  efectuado  Hentze  la 
devolución  por  estar  la  operación  en  su  nombre,  para  lo  cual 
ninguna  cláusula  del  contrato  exigía  el  acuerdo  de  ambos  con- 
trayentes, lo  que  se  ha  comprobado  por  el  recibo  de  foja  16,  de- 
bidamente autenticado. 

9^  Que  en  cuanto  al  haber  de  la  pensionista,  señora  de 
Viera,  resulta  délos  informes  producidos  á  foja. ..  que  uno 
de  los  meses  vendidos  fué  cobrado  por  el  mismo  Arguello  y  e( 
otro  no  se  pagó  á  Hentze  por  no  revestir  el  poder  6  cesión  las 
formas  necesarias,  lo  que  coloca  también  este  crédito  enel  caso 
previsto  en  la  cláusula  sétima  del  contrato  de  foja  2. 

Por  estos  fundamentos,  fallo :  condenando  á  D.  David  Ar- 
guello, al  pago  de  la  suma  de  setecientos  cuarenta  y  cinco  pe- 
sos con  ochenta  y  cuatro  centavos  moneda  nacional,  con  los  in- 
tereses moratorios  y  las  costas  del  juicio.  Notifíquese  ori- 
ginal. 

Virgilio  M.  Tedin. 
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Arguello  apeló  y  espresando  agravios  ante  Y.  E.  pidió  qae  se 
revocase  la  sentencia  apelada  con  imposición  de  costas  en  ambas 
instancias.  Dijo  que  la  sociedad  celebrada  por  él  y  Hentze,  era 
de  capital  é  industria,  pues  este  tenía  la  obligación  de  poner 
un  capital  en  dinero  y  él  su  industria  (art.  435,  Cód.  de  Com. 
y  1649,  C.  C.) 

Que  por  consiguiente,  él  no  puede  en  ningún  caso  ser  respon- 
sabilizado en  sus  bienes  propios  para  compelerlo  á  devolver  á  la 
masa  lo  que  hubiera  percibido  en  razón  de  las  ganancias  (art. 
440y  441,  Cód.  de  Com.  y  1779,  C.  C), 

Que  la  cláusula  7*  del  contrato  presentado  por  Hentze,  lo 
mismo  que  la  otra  que  establece  á  favor  de  este  un  interés  sobra 
su  capital,  son,  por  tanto,  insanablemente  nulas  y  deben  con^ 
siderarse  como  uo  insertas  en  el  contrato  (art.  390  y  391,  Cód. 
de  Com.  y  1653  y  1711,  C.  C). 

Que  lo  dicho  demuestra  que  Hentze  no  tendría  en  ningún 
caso  derecho  para  exigirle  cantidad  alguna  en  razón  de  las  pér- 
didas que  hubiera  podido  haber;  y  menos  todavía  en  este  caso, 
en  que  do  se  ha  podido  demostrar  que  los  créditos  á  que  alu- 
de la  demanda  sean  incobrables,  puesto  que  ninguna  gestión 
se  ha  hecho  qutí  autorice  á  considerar  insolventes  á  los  deudo- 
res. 

Que  aunque  a  cláusula  7*  del  contrato,  nula  comees,  por 
contrariar  disposiciones  prohibitivas  espresas  de  la  ley,  hubiera 
de  tener  efecto  por  manifestar  ella  la  voluntad  de  las  partes, 
sería  el  caso  de  darle  su  verdadero  alcance,  sin  estenderla ;  y 
esa  cláusula,  con  su  referencia  á  alguno  da  los  créditos  que 
adquiriese  la  sociedad  y  que  resultasen  incobrables,  no  respon- 
sabiliza á  Arguello,  sino  por  las  pérdidas  de  un  crédito  y  no  de 
siete  como  lo  quiere  el  actor. 

Que  la  sentencia  establece  erróneamente  que  la  sociedad  en- 
tre las  partes  ha  sido  accidental  ó  en  participación,  pues  bien 
claro  está  que  no  ha  sido  otra  cosa  que  una  habilitación;  y 


DE  JUSTICIA   NACIONAL  133 

erróneamente  también,  lo  constituye  á  Arguello  en  un  fiador  de 
las  sumas  citadas. 

Pero,  aún  admitiendo  exacta  esta  conclusión,  resultaría  que 
la  garantía  habría  sido  en  todo  caso,  limitada  á  un  solo  crédito, 
aunque  indeterminado,  como  ya  lo  badicLo;  y  además  de  limi- 
tada, condicional,  porque  estaba  subordinada  á  la  circunstan- 
cia de  que  los  créditos  fueran  incobrables,  cosa  que  no  se  ha 
probado  ni  se  propuso  tampoco,  sin  embargo  de  que  el  Juez  se 
ha  pronunciado  arbitrariamente  á  su  respecto,  prejuzgando  so- 
bre lo  que  puede  ser  materia  de  otro  juicio. 

Que  lo  espuesto  por  los  testigos  Luqui  y  Gari,  no  tiene  im- 
portancia alguna,  pues  el  primero  se  confiesa  amigo  de  Hentze, 
tiene  relaciones  de  negocios  con  este,  y  es  el  dueño  del  capital 
empleado  en  la  compra  de  los  créditos.  Las  afirmaciones  de 
Gari  son  indignas  de  fé,  por  su  vaguedad,  pues  ni  siquiera  in- 
dican la  fecha  de  los  hechos  á  que  alude.  Esas  declaraciones, 
por  otra  parte,  tienden  á  demostrar  que  hubo  dilación  por  parte 
de  Arguello,  en  entregar  á  Hentze  los  documentos  de  los  crédi* 
tos,  y  aunque  esto  fuera  así,  no  bastaría  para  acreditar  que 
tal  dilación  fuera  la  causa  de  que  los  créditos  no  se  cobraran, 
pues  faltaría  siempre  la  prueba  de  que  la  entrega  tuvo  lugar 
después  de  efectuado  el  pago  á  los  mismos  interesados.  Ade- 
más, la  dilación,  aunque  hubiera  existido,  no  importa  que  haya 
tenido  el  efecto  de  hacer  imposible  el  cobro,  y  la  verdad  es  que, 
lo  que  lo  impidió  fué  la  negligencia  de  Hentze. 

Que  las  consecuencias  á  que  arriba  la  sentencia  en  los  con- 
siderandos 5®  y  6®,  son  asimismo  erróneas,  como  lo  demuestra 
la  sola  consideración  de  que,  como  lo  ha  reconocido  Hentze,  este 
no  ha  hecho  gestión  alguna,  ni  ante  los  Jueces  contra  los  titu- 
lares de  los  créditos  que  abusivamente  lo  cobraron  después  de 
haberlos  cedido,  ni  ante  el  Gobierno,  como  deudor  cedido  y  no- 
tificado de  la  cesión  ;  sin  lo  cual  no  es  posible  concluir  que  los 
créditos  son  incobrables. 
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Que  la  sentencia  no  ha  podido  condenarlo  al  pago  de  los  89 
pesos  fuertes,  á  que  se  refiere  el  recibo  acompañado  con  la  de- 
manda, desde  que  en  el  mismo  recibo  se  espresa  la  oportoni- 
dad,  no  llegada  aún^  en  que  Arguello  debía  entregar  esa  can* 
tidad. 

Que  respecto  de  los  meses  de  Noviembre  y  Diciembre  de  la 
pensionista  señora  de  Viera,  no  ha  podido  tampoco  imponérsele 
el  pago;  pero  informando  la  Contaduría  que  el  mes  de  Noviem- 
bre le  fué  entregado,  cosa  que  no  recuerda  ni  se  esplica,  pues 
él  no  tenía  por  el  contrato  facultad  para  cobrar,  no  tiene  incon- 
veniente en  cargar  con  su  importe  para  evitar  cuestiones  ;  y  en 
cuanto  al  mes  de  Diciembre,  de  los  mismos  informes  de  la  Con- 
taduría aparece  que  nadie  lo  cobró. 

Conferido  traslado,  lo  evacuó  el  apelado  pidiendo  que  se  con- 
fírmase con  costas  la  sentencia. 

Dijo  :  Que  para  garantirse  del  capital  que  se  empleara  en  la 
adquisición  de  créditos,  fué  que  se  insertó  en  el  contrato  la 
cláusula  7* ;  y  el  carácter  de  incobrables  de  los  créditos,  resulta 
plenamente  acreditado  con  los  informes  de  las  oficinas  públi- 
cas, de  las  cuales  resulta  que  no  fué  posible  cobrarlos  porque 
los  interesados  los  recibieron  por  sí  mismos. 

Que  no  hubo  por  su  parte  desidia  alguna,  y  si  alguna  de- 
mora hubiera  habido,  se  debería  á  las  dificultades  acreditadas 
con  la  prueba  que  Arguello  opuso,  para  entregar  los  documen- 
tos respectivos. 

Que  con  relación  á  las  mensualidades  de  la  pensionista  señora 
de  Viera,  resulta  del  informe  de  la  oficina  de  Guerra  y  Marina, 
que  Arguello  no  tenía  facultad  para  enagenarlas,  y  que  lo  hizo 
abusivamente  á  favor  de  Hentze,  por  cuya  razón  se  le  persigue 
ahora  para  que  haga  efectiva  su  responsabilidad. 

Que  su  derecho  para  reclamar  los  89  pesos  que  pagó  á  Sin- 
clair,  no  obstante  la  retención  que  de  ellos  hacía  Arguello,  está 
asimismo  probada  con  la  confesión  de  este ;  y  al   pago  de  todo 
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ello  ha  debido  ser  condenado  el  apelante,  con  los  intereses,  de 
acuerdo  con  el  artículo  622  del  Código  de  Comercio  y  las  costas 
del  juicio  que  su  temeridad  le  impone. 

Que  la  espresion  de  agravios  no  puede  propiamente  conside- 
rarse tal,  porque  prescinde  de  los  hechos  que  quedaron  fijados 
como  base  de  la  discusión,  por  el  cuasi  contrato  de  la  litis  con- 
testación. 

Que  la  nulidad  de  la  cláusula  7'  no  opuesta  en  la  contesta* 
cion,   se  deduce  recien    al   espresar    agravios    y    para    ello 
considera  que  el  contrato  está  regido  por  las  disposiciones  gene- 
rales del  Código  sobre  sociedades,  cuando  se  trata  de  una  so- 
ciedad de  capital  é industria;  considera  que  la  nulidad  puede 
ser  opuesta  por  Arguello,  cuando  autoriza  á  oponerla  á  todos 
los  que  tuvieran  interés  en  ello,  excepto  aquel  que  ha  ejecutado 
el  acto  sabiendo  ó  debiendo  saber  el  vicio  que  lo  invalidaba;  y 
considera,  finalmente,  que  no  le  comprende  la  disposición  del 
artículo   li97  del  Código   Civil,   según  la    cual  los   contra- 
yentes deben  sujetarse  á  lo  convenido,  como  á  la  ley  misma. 

Qne  por  lo  demás,  la  interpretación  que  el  apelante  dá  á  la 
cláusula  7*  del  contrato,  limitándola  á  uno  .solo  de  los  créditos, 
no  puede  reputarse  seria,  por  cuanto  es  evidentemente  contra- 
ria á  su  intención. 


Falto  de  la  Suprema  C«rte 


Buenos  Aires,  Enero  11  de  1890. 


Vistos  y  considerando:  Que  cualquiera  que  sea  la  solución 
que  corresponda  en  derecho  á  la  cuestión  suscitada  en  esta  se- 
gunda instancia,  sobre  nulidad  de  las  estipulaciones  del  con- 
trato social,  á  que  se  refiere  la  espresion  de  agravios,  la  res- 
ponsabilidad del  demandado  por  las  sumas  á  que  se  refiere  la 
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demanda,  no  es  menos  cierta,  por  cuanto  Hegnn  resulta  de  autos 
y  lo  establece  la  sentencia  apelada,  el  cobro  de  los  créditos  á 
que  se  refiere  el  demandante  no  ha  sido  posible  por  el  hecho  de 
haber  retenido  Arguello  indebidamente  en  su  poder  los  docu- 
mentos habilitantes,  exigiendo  una  garantía  no  estipulada  en  el 
contrato :  se  confirma  con  costas,  la  sentencia  apelada  de  foja 
noventa  y  cinco,  y  repuestos  los  sellos  devaélvanse. 


benjamín  YIGTORICA.  —  ULADISLAO 
frías  .  —  FEDERICO  IBARGUREN . 
—  C.  S.  DE  LA  TORRE. 


CAVSA  IV 


D.  Juan  Bautista  Romero  contra  el  Juez  letrado  de  Misiones, 
sobre  denuncia  ;  por  faltas  cometidas  en  el  desempeño  de  sus 
funciones. 


Sumario.  —  La  Suprema  Corte  no  tiene  jurisdicción  para 
enjuiciar  y  remover  á  los  Jueces  letrados  de  los  territorios  na- 
cionales, ni  para  conocer  en  los  procesos  criminales  por  delitos 
comunes,  que  se  tramitan  ante  dichos  Jueces. 


DE  JUSTICU  NACIONAL  137 

Caso.  — D.  Juan  6.  Bomcro,  denunció  al  Juez  letrado  de 
Misiones,  por  faltas  cometidas  en  un  proceso  criminal  trami- 
tado ante  él  por  delito  común,  pidiendo  su  enjuiciamiento  y  re- 
moción, y  la  revisión  del  proceso. 


Pallo  de  la  Suprema  Corte 


Baenos  Aires,  Enero  11  de  1890. 

No  correspondiendo  á  esta  Suprema  Corte  el  enjuiciamiento 
y  remoción  del  Magistrado^  á  que  el  precedente  escrito  se  re- 
fiere, con  arreglo  al  artículo  treinta  y  tres  de  la  Ley  de  Terri- 
torios Nacionales,  de  diez  y  ocho  de  Octubre  de  mil  ochocien- 
tos ochenta  y  cuatro  ;  y  careciendo  igualmente  de  jurisdicción 
para  conocer  de  los  procesos  criminales  por  delitos  comunes  que 
se  tramiten  ante  los  Jueces  de  dichos  Territorios,  según  el  ar- 
tículo treinta  y  tres  del  Código  de  Procedimientos  en  lo  Crimi- 
nal :  no  ha  lagar  á  lo  solicitado,  y  ocurra  esta  parte  donde  cor- 
responda.   Bepóngase  el  sello. 


benjamín  YICTORICA.  —  ULADISLAO  FRÍAS. 
—  FEDERICO  IBARGÚREN.  — C.  S.  DE  LA 
TORRE.  —LUIS  V.    VÁRELA. 
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CAUSA  V 


D,  Juan  B.  Vargas  contra  D.  Francisco  Mernes,  sobre  cumpli- 
miento de  contrato  é  indemnización  de  perjuicios. 


Sumario,  —  !•*  El  contrato  privado  de  venta  de  nn  inmueble, 
dá  derecho  al  comprador  para  exigir  la  escrituración  de  la  com- 
pra, 6  la  indemnización  de  perjuicios,  si  resulta  que  el  vendedor 
concluyó  la  venta  con  un  tercero. 

2^  La  confesión  de  la  existencia  de  ese  contrato,  basta  para 
darlo  por  probado,  aunque  se  observen  defectos  de  forma  en  el 
documento  relativo. 

3®  Las  enmendaturas  j  entrelineas  no  salvadas,  cuya  verdad 
no  se  desconoce,  y  aparece  además  confirmada  por  el  contesto 
del  documento,  no  alteran  las  condiciones  del  contrato. 

4°  En  los  contratos  de  mayor  cuantía  no  puede  probarse  por 
testigos,  la  existencia  de  una  condición  no  mencionada  en  el  do- 
cumento que  los  acredita. 


Caso.  —  En  8  de  Junio  de  1886  se  presentó  al  Juzgado  Fede  - 
ral  D.  Juan  B.  Vargas,  con  el  siguiente  boleto  de  venta  : 

Sefior  D.  Pompeyo  hemos. 
Sírvase  estender  escritura  pública  de  venta  (entre  renglones) 
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tte  mi  fundo  del  Rodeo  de  la  Cruz^  al  señor  D.  Juan  B.  Vargas, 
por  la  cantidad  de  4500  pesos  moneda  nacional  pagaderos  del 
modo  siguiente  :  800  pesos  moneda  nacional  al  contado,  y  el 
resto  á  (testado  cuatro^  entre  lineas)  doce  meses  de  plazo,  abo- 
nando por  el  resto  desde  el  dia  que  reciba  el  fundo,  que  será  de 
la  feclia  en  cuatro  meses,  según  hemos  convenido,  el  12  V» 
anual  por  el  resto  de  la  cantidad.  Mendoza,  Abril  10  de  1886. 

Francisco  Memes. 


Nota,  —  Se  entiende  que  por  el  resto  del  dinero  queda  hipo- 
tecada la  finca  que  arriba  queda  mencionada. 

Francisco  Memes, 


Dijo  :  que  al  requerir  el  otorgamiento  de  la  escritura,  se  le 
hizo  saber  que  Memes  se  negaba  á  mantener  la  venta,  ratifi- 
cándoselo este  con  escusas  inadmisibles,  entre  ellas,  la  detener 
mayores  ofertas  por  el  fundo ;  y  que  por  tal  razón,  y  atento  lo 
dispuesto  por  los  artículos  1323,  1324,  inciso 2^  1145,  1149  y 
629  del  Código  Civil,  entablaba  demanda  contra  Mernes  para 
que  le  escriturara  la  venta,  y  le  pagara  los  daños  y  perjui- 
cios«  con  costas. 

Conferido  traslado,  Mernes  pidió  el  rechazo  con  costas  de  la 
demanda. 

Dijo  que  el  contrato  de  venta  no  se  concluyó. 

Que  la  boleta  de  foja  2  contiene  adulteraciones,  como  ser  en- 
tre líneas  y  testad uras  no  salvadas,  y  no  tenia  por  esto  valor  al- 
guno, según  el  artículo  195  del  Cóiigode  Comercio,  aplicable  á 
este  caso  análogo. 

Que  la  misma  no  puede  constituir  prueba  de  la  conclusión  del 
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contrato,  porque  no  ha  sido  hecha  en  dos  originales,  como  lo 
exige  el  artículo  1022  del  Código  de  Civil,  y  no  tiene  la 'firma 
délas  dos  partes,  según  lo  exige  el  artículo  1013  del  Código 
Civil. 

Que  ha  sido  escrita  por  Vargas,  no  perteneciendo  á  Mernes 
sino  la  firma. 

Y  que  el  demandante  no  podía  exigir  la  escrituración  y  los 
daños  y  perjuicios,  porque  el  artículo  1188  del  Código  Civil 
solo  responsabiliza  por  estos  últimos. 

El  Juez  abrió  la  causa  á  prueba  sobre  la  existencia  del  con- 
trato en  cuestión,  y  procedencia  en  su  caso,  de  los  perjuicios  de- 
mandados. 


Pruebas  de  Vargas 


I.  Posiciones. 

1^  Diga  cómo  es  cierto  que  cuando  dirijió  al  escribano  Lo- 
mos la  carta  ú  orden  que  figura  en  autos,  ya  había  convenido  ea 
vender  á  Vargas  la  finca  espresada  en  él,  quedando  ambos  per» 
fectamente  de  acuerdo  en  cuanto  al  precio  y  demás  condiciones 
de  dicho  negocio. 

Contestó :  Que  es  cierto  que  convino  en  vender  al  señor  Vargas 
la  finca  por  i500  pesos  moneda  nacional,  pagaderos  800  pesos 
dentro  de  cinco  horas  y  el  resto,  de  la  fecha  del  convenio,  á  4 
meses  de  plazo,  y  que  no  habiendo  Vargas  cumplido  con  esas 
condiciones  se  consideró  desobligado  al  respecto. 

2^  Cómo  es  cierto  que  después  se  arrepintió  de  lo  convenido, 
esperanzado  en  obtener  mayor  valor. 

Contestó :  Que  es  falso,  y  se  refiere  á  lo  declarado. 

3°  Cómo  es  cierto  que  al  poco  tiempo  trató  de  vender  la  finca 
á  otra  persona  por  mayor  suma. 
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Contestó :  Qae  no  es  cierto  y  que  la  vendió  porque  se  Ja  so- 
licitaron por  un  precio  que  le  convino. 

4°  Cómo  es  cierto  que  el  único  motivo  que  ha  tenido  para  de- 
sistir del  compromiso  contraído  con  Vargas,  fué  el  haberle  ofre- 
cido otra  persona  mejor  precio  por  la  finca. 

Contestó :  Que  no  es  cierto  y  qne  la  vendió  por  no  haberle 
cumplido  Vargas. 

5^  Cómo  es  cierto  que  á  los  pocos  dias  de  fracasar  el  negocio 
que  hubo  de  celebrar  con  Vargas,  vendió  la  finca  á  otra  persona 
por  6000  pesos. 

Ciintestó:  Que  es  cierto,  habiéndola  vendido  en  Junio  ó  Julio. 
Agregó  que  la  condición  de  entregar  los  800  pesos  de  1  de  la 
tarde  á9de  la  noche  del  mismo  dia,  fué  esencial  para  la  per- 
fección del  contrato. 

II.  Declaración  délos  testigos. 

D.  Eugenio  Mainquy,  de  57  años,  escribiente. 

D.  Fompeyo  Lemos,  de  50  años,  escribano. 

A  interrogatorio  de  3  preguntas  útiles. 

2®  Si  en  Abril  de  1886,  se  apersonó  á  la  Escribanía  de  Le-* 
mes  un  sobrino  de  Mernes,  y  dijo  que  por  orden  de  su  tío  se 
suspendiese  la  escritura  de  venta  á  que  se  refiere  la  carta  de  f... 

Mainquy  dijo  que  es  cierto,  y  qne  el  sobrino  de  Mernes  le  dijo 
que  era  porque  Vargas  habla  faltado  á  la  entrega  de  800  pesos 
que  debía  hacer  al  vendedor. 

Lemos,  que  es  cierto,  ignorando  la  fecha,  y  sí  el  joven  que  le 
llevó  la  orden  era  sobrino  de  Mernes. 

3^  Si  dicho  sobrino  dijo  que  Mernes  había  desistido  porque 
otra  persona  le  ofrecía  mayor  precio  y  le  pagaba  al  cantado. 

Mainquy  ignora. 

Lemos  solo  recuerda  que  se  le  mandó  suspender  la  escritura. 

4^  Si  Mernes  ha  vendido  la  finca  en  6000  pesos. 

Mainquy  dijo  que  es  cierto. 

Lemos  dijo  que  es  cierto. 
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Pruebas  de  Memes 

Interrogatorio  de  una  pregunta  útil,  á  cayo  tenor  declararon : 

D.  Severo  Calderón,  44  años,  militar. 

D.  Vicente  Alvarado,  49  años,  zapatero. 

Si  el  contrato  de  venta  del  Rodeo  déla  Cruz,  fué  bajo  la  con- 
dición que  Vargas  le  entregara  800  pesos  de  1  de  la  tarde  á 
9  de  la  noche  de  ese  dia  10  de  Abril,  y  de  no  ser  así,  no  le 
vendía. 

Calderón  j  Alvarado  contestaron  que  es  cierto. 

Preguntados  por  Memes  si  el  contrato  fué  en  la  forma  si- 
guiente : 

Mernes  vendía  á  Vargas  por  4500  pesos :  800  pesos  en  la 
condición  citada,  el  resto  á  4  meses  de  plazo  desde  la  fecha  del 
contrato  ó  sea  desde  el  10  de  Abril,  dando  en  hipoteca  el  fundo. 

Mernes  entregaría  este  á  los  4  meses  desde  esa  fecha  y  Var- 
gas pagaría  12  %  anual  en  caso  de  excederse  del  plazo. 

Calderón  contestó  que  es  cierto;  se  encontró  presente. 

Alvarado t  que  es  cierto. 

Preguntados  : 

1°  La  esquela  foja  2  fué  escrita  por  Vargas,  quien  la  llevó  al 
notario,  y  Mernes  no  puso  más  que  la  firma. 

Los  dos  absolvieron. 

Repreguntados : 

Para  que  dieran  razón  circunstanciada  de  cómo  conocen  los 
hechos. 

Calderón  contestó  que  se  halló  presente  en  casa  de  Mernes. 

Alvarado,  que  se  halló  presente  en  casa  de  Mernes  con  Cal- 
derón, D.  José  Monteavaro,  Vargas  y  Mernes. 

Repreguntados : 

I""  Después  de  haber  convenido  las  bases  del  contrato,  Mer- 
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nes  pidió  á  Vargas  redactase  la  orden  de  foja  2,  y  que  esta  fué 
leída  antes  de  firmarla  Mcrnes. 

Calderón  contestó  que  Vargas  pidió  á  Mernes  una  urden  para 
el  escribano  Lemos.  Mernes  le  dijo  que  la  redactase.  Vargas 
la  redactó  y  la  pasó  á  Mernes,  este  la  leyó  y  firmó :  pero  no  le 
consta  el  contenido  de  la  orden. 

Álvarado,  que  Mernes  leyó  la  carta  en  voz  baja  y  la  firmó. 

Bepreguntados : 

Por  el  dia,  mes  y  hora  en  que  tuvo  lugar  el  contrato. 

Calderón  contestó  que  el  9  ó  10  de  Abril  á  la  1  p.  m. 

ÁlvaradOy  que  el  10  de  Abril  de  12  y  media  p.  m.  adelante. 

Bepreguntados  sobre  la  fisonomía  de  Vargas. 

Calderón  dijo,  que  es  alto  de  estatura,  sin  poder  dar  otros 
detalles. 

Alvarado,  que  es  alto,  delgado,  de  25  años  más  ó  menos. 

Bepreguntado  Alvarado,  ¿qué  estaba  haciendo  Calderón  ? 

Contestó,  que  cuando  él  entró  á  la  casa,  estaba  conversando 
con  Mernes. 

Posiciones. 

1°  Cómo  es  cierto  que  la  esquela  de  foja  2  es  obra  del  absol- 
vente,  escepto  la  firma. 

Contestó :  Que  es  cierto,  habiéndola  escrito  en  presencia  y 
por  orden  del  señor  Mernes. 

2^  Cómo  es  cierto  que  las  entrelineas  y  tostaduras  que  tiene 
la  esquela  las  hizo  él  sin  el  asentimiento  de  Mernes. 

Contestó :  Que  es  falso,  y  las  entrelineas  y  testaduras  queda- 
ron hechas  antes  de  firmar  Mernes. 

3^  Cómo  es  que  aparecen  con  diferente  tinta. 

Contestó :  Que  había  dos  tinteros  en  el  escritorio  de  Mernes, 
y  al  hacer  las  concesiones,  probablemente  mojó  la  pluma  en 
otro  tintero. 

4^  Cómo  sucedió  esto,  cuando  para  escribir  todo  lo  demás  de 
la  esquela  usó  de  un  solo  tintero. 
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Contestó:  Que  se  refiere  á  lo  declarado,  agregando  que  las 
hizo  despaes  de  escribir  la  nota  que  vá  al  pié  de  la  esquela 
como  complemento  de  la  misma. 


Vallo  del  JucB  Federal 


Mendoza,  Julio  3  de  1888. 

Vistos:  El  Dr.  D.  Matías  E.  Godoy,  en  representación  de  D. 
Juan  6.  Vargas,  entabla  demanda  contra  D.  Francisco  Mernes, 
por  el  cumplimiento  del  contrato  de  venta  á  que  se  refiere  el 
documento  que  acompaña  á  foja  %  y  por  la  indemnización  de 
los  daños  y  perjuicios  que  su  omisión  le  ha  causado,  exponiendo: 
Que  el  10  de  Abril  de  1886  el  demandado  se  comprometió  á 
vender  á  su  representado  la  finca  á  que  se  refiere  el  indicado 
documento,  ordenando  en  consecuencia,  al  Escribano  Público 
D.  Fompeyo  Lemos,  procediese  á  estender  la  correspondiente 
escritura  de  venta  á  su  favor :  que  al  requerir  el  otorgamiento 
de  esta,  se  le  hizo  saber  que  Mernes  había  comunicado  su  desis- 
timiento de  la  venta,  ratificando  personalmente  su  negativa 
á  Vargas  con  escusas  inadmisibles,  entre  ellas,  la  de  tener  me- 
jores ofertas  por  el  fundo. 

Que  las  bases  del  compromiso  contraído,  se  hallan  consigna- 
das con  toda  claridad  en  dicho  documento,  conóurriendo  en  él 
todos  los  elementos  que  constituyen  el  contrato  de  compra- 
venta, esto  es,  la  cosa  que  se  vende,  el  precio  y  consentimiento ; 
y  que  el  derecho  en  que  funda  su  demanda,  se  desprende  de  las 
disposiciones  contenidas  en  los  artículos  1323,  1324  inciso  2^« 
1145,  1148  y  629,  Código  Civil. 

Acreditada  la  competencia  del  Juzgado  para  conocer  de  la 
causa,  por  razón  de  la  diversa  nacionalidad  de  las  partes,  y  co- 
municada en  traslado  lademan  la  á  Mernes,  este,  por  medio  de 
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SU  apoderado  el  Dr.  D.  Francisco  Rqíz  Suarez,  la  contesta  á 
foja  17,  esponiendo:  que  la  razón  de  haber  Mernes  ordenado 
se  suspendiese  la  escrituración  de  la  venta  á  que  se  refiere  la 
esquela  presentada,  fué  porque  el  contrato  á  que  ella  se  refiere 
no  se  concluyó;  que  ella,  además  de  las  adulteraciones  que  con- 
tiene en  una  parte  esencial,  no  puede  considerarse  como  una 
prueba  completa  de  la  conclusión  del  contrato,  porque  siendo 
este  bilateral,  además  de  las  firmas  de  las  partes,  que  para  la 
existencia  del  acto  privado,  se  requiere  por  el  artículo  1013, 
es  indispensable  también  que  se  redacten  tantos  originales  como 
partes  baya  con  un  interés  distinto,  según  el  artículo  1022,  y 
BU  defecto  anula  la  convención,  si  por  otras  pruebas  no  se 
demuestra  que  el  acto  fué  concluido  de  una  manera  definitiva. 

Que  dicha  esquela  tiene  además  entrelineas  y  una  tostadura 
no  salvada  al  final,  en  cuyo  caso  [el  contrato  que  pudiera  ella 
contener,  aún  suponiéndolo  concluido,  sería  nulo  según  el  artí- 
culo 195  del  Código  de  Comercio,  que  debe  considerarse  aplica- 
ble por  analogía  al  caso,  en  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el 
artículo  16  del  Código  Civil. 

Que  finalmente  y  en  el  supuesto  de  que  tal  esquela  fuera  su- 
ficiente para  probar  la  conclusión  del  contrato,  no  podría  el 
demandante  pretender  el  otorgamiento  de  la  escritura  y  los  da- 
nos y  perjuicios,  porque  el  artículo  1188  solo  responsabiliza  por 
estos  últimos ;  agregando  en  conclusión,  que  de  la  referida  es- 
quela solo  la  firma  pertenece  á  Mernes,  siendo  su  contenido  de 
letra  del  actor. 

Con  los  antecedentes  expuestos  se  abrió  la  causa  á  prueba, 
fijándose  como  hechos  aprobar:  la  existencia  del  contrato  en 
cuestión  y  procedencia,  en  su  caso,  de  los  {perjuicios  deman- 
dados. 

Considerando:  1""  Que  el  demandado,  al  absolver  las  posicio- 
nes de  foja  24,  confiesa  que  convino  con  el  demandante  señor 
Targas,  en  venderle  la  finca  á  que  se  refiere  la  boleta  de  foja  2, 
T.  Yin  10 
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por  el  precio  y  condiciones  qoe  en  la  misma  se  espresan ;  si  bien 
dice  que  se  estipuló  como  condición  para  la  perfección  del  con- 
trato, la  obligación  por  parte  del  comprador,  de  entregar  ocho- 
cientos pesos^  del  precio  de  la  venta,  en  el  término  de  cinco 
horas. 

2^  Que  además,  su  apoderado,  al  contestar  la  demanda,  de- 
clara, según  se  ha  visto,  que  la  enunciada  boleta  fué  firmada  por 
Mernes  y  escrita  por  Vargas. 

*á^  Que  dada  la  declaración  espresa  del  demandado  sobre  la 
existencia  del  convenio  celebrado  con  el  demandante,  respecto 
á  la  venta  de  la  propiedad  eu  cuestión,  es  de  todo  punto  innece- 
sario entrar  á  considerar  si  los  defectos  de  forma  qne  se  atri- 
buyen á  la  boleta  indicada,  pueden  producir  la  nulidad  del  con- 
trato, desde  que  se  ha  reconocido  la  convención  que  contiene, 
en  las  mismas  formas  y  condiciones  que  ella  espresa,  y  que  son 
las  que  el  demandante  indica. 

4^  Que  por  la  razón  espuesta,  es  igualmente  infundada  la  ar- 
gumentación basada  en  el  hecho  de  que  la  boleta  de  venta  solo 
contiene  la  firma  de  Mernes  y  no  la  del  comprador,  como  en  la 
circunstancia  de  no  haberse  redactado  dos  ejemplares  de  la 
misma,  pues  se  ha  comprobado  con  las  declaraciones  de  los  tes- 
tigos D.  Fompeyo  Lemos  y  D.  Eugenio  Mainquy  de  fojas  28  y 
29,  que  en  presencia  de  dicha  boleta  se  procedió  á  estender  la 
escritura  de  venta  correspondiente,  circunstancia  que,  como  la 
de  haber  sido  ella  escrita  por  el  mismo  Vargas,  revelan  el  per- 
fecto consentimiento  de  ambos  en  tal  contrato. 

5^  Que  entonces  corresponde  solo  averiguar,  si  la  condición 
que  el  demandante  dice  se  estipuló  como  esencial  para  la  ter- 
minación de  la  venta,  se  ha  probado  en  legal  forma,  para  decidir 
en  su  caso,  que  la  falta  de  cumplimiento  á  la  misma,  por  parte 
del  demandante,  bastaba  por  sí  sola,  para  rescindir  de  hecho  el 
contrato,  como  se  pretende  por  aquel. 

6^^  Qne  los  testigos  D.  Severo  Calderón  y  D.   Vicente  Alva- 
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rado,  declaran  en  efecto  á  fojas  32  y  35,  que  el  contrato  de 
venta  qne  se  contiene  en  la  boleta,  fué  celebrado  bajo  la  condi- 
ción que  espresa  el  demandado. 

7^  Que  tales  declaraciones,  no  obstante  hallarse  contestes  en 
la  existencia  de  aquella  cláusula.del  contrato,  no  pueden  apre- 
ciarse en  el  caso,  como  suficientes  al  objeto  que  el  demandado 
se  propone  y  para  dar  por  comprobada  la  condición,  en  los  tér- 
minos en  que  se  dice  estipulada ;  puesto  que  no  siendo  admisi- 
ble la  prueba  testimonial  en  los  contratos  cuyo  valor  escede  de 
200  pesos,  según  lo  dispuesto  por  el  artículo  1133  del  Código 
Civil,  tampoco  puede  considerarse  que  ella  proceda  para  com- 
probar la  existencia  de  una  cláusula  no  escrita. 

8"  Que  además,  no  es  de  suponer  que  si  tal  condición  se  esti- 
puló como  indispensable  para  la  eficacia  del  contrato,  no  se  con- 
signara de  una  manera  espresa  por  escrito,  dada  la  naturaleza 
de  ella  y  el  carácter  que  se  le  atribuye. 

9°  Que  respecto  á  las  observaciones  del  demandado,  de  no 
bailarse  concluido  el  contrato  de  compra-venta  por  la  sola  bo- 
leta firmada  por  él,  es  de  observarse  que  si  bien  es  verdad  que 
esta  clase  de  contratos  no  se  consideran  concluidos  como  tales, 
mientras  no  sean  estendidos  en  escritura  pública  firmada  por 
ambos  contratantes,  se  reputa,  sin  embargo,  que  lo  están  como 
contratos  para  pedir  el  cumplimiento  de  la  obligación  que  se 
contrae,  de  estender  la  escritura  pública  correspondiente  (artí- 
culo 4185,  Código  Civil). 

10^  Que  comprobada,  según  queda  dicho.,  la  existencia  del 
contrato  de  venta  en  los  términos  que  espresa  la  demanda  y 
condiciones  exigidas  por  el  auto  de  prueba,  resulta  entonces  ine- 
ludible la  obligación  del  demandado  de  proceder  al  otorga- 
miento de  la  escritura  pública  correspondiente,  en  conformi- 
dad á  la  disposición  legal  últimamente  citada. 

ll""  Que  tal  obligación  debe  ser  juzgada,  según  el  artículo 
1187,  como  una  obligación  de  hacer,  y  su  inejecución  autoriza 
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á  la  parte  interesada  á  exigir  'el  otorgamiento  de  la  escritura, 
bajo  la  pena  de  resolverse  ella  en  el  pago  de  pérdidas  é  in- 
tereses. 

12®  Qne  habiendo  el  demandado  declarado  espresamente  qae 
la  finca  en  cuestión  fué  vendida  á  otra  persona,  lo  cual  por  otra 
parte  resulta  probado  de  los  autos,  procede  en  tal  caso  la  re- 
clamación de  los  daños  y  perjuicios  reclamados  en  la  demanda 
y  comprendidos  en  el  citado  auto  de  prueba. 

Por  tanto :  fallo  definitivamente  declarando:  que  el  deman- 
dado D.  Francisco  Mernes,  debe  satisfacer  á  D.  Juan  B.  Var- 
gas, las  pérdidas  é  intereses  causados  al  mismo  por  la  falta  de 
cumplimiento  al  contrato  de  venta  celebrado,  con  más  las  cos- 
tas del  juicio. 

Hágase  saber  original  j  repónganse  los  sellos. 

Juan  del  Campillo. 


Mernes  apeló  y  se  le  concedió  el  recurso  libremente. 

Espresando  agravios  pidió  la  revocación  de  la  sentencia 
apelada. 

Dijo :  Que  él  no  ha  confesado  que  el  contrato  se  hizo  en  las 
condiciones  de  la  esquela  de  foja  2,  sino  con  la  del  pago  de  800 
pesos  dentro  de  5  horas,  y  de  lo  demás  á  4  meses  de  plazo. 

Que  esas  condiciones  formaron  la  esencia  del  contrato,  como 
lo  dice  al  final  de  las  posiciones  foja  25,  y  no  pueden  quedar 
separadas  de  él. 

Que  la  i"  posición  no  se  refiere  á  precio  y  condiciones  del 
contrato,  sino  que  es  indeterminada,  y  cuando  menos  ambi- 
gua, y  por  lo  tanto,  no  puede  interpretarse  en  perjuicio  del 
absolvente . 

Que  además,  la  boleta  de  foja  2  no  era  el  contrato  que  se  hizo 
antes;  y  no  debe  confundirse  con  este. 
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La  boleta  no  espresa  sino  lo  que  había  de  ponerse  en  la  es- 
critura, no  pudiéndose  poner  lo  relativo  á  la  entrega  en  cinco 
horas  de  parte  del  precio. 

Que  si  se  toma  la  boleta  como  contrato,  entonces  deben  con- 
siderarse los  defectos  formales  que  le  quitan  todo  valor,  como 
son  las  entrelineas  j  testadura  no  salvadas,  cuya  exactitud  niega 
Mernes,  y  no  ha  sido  probada  por  Vargas,  aunque  diga  que  las 
hizo  con  consentimiento  de  Mernes. 

Que  no  es  Mernes  sino  Vargas,  que  debió  justificar  las  con- 
diciones del  contrato. 

Que  sin  embargo,  Mernes  las  ha  justificado  con  la  prueba  de 
testigos,  lo  que  es  perfectamente  procedente  desde  que  en  la 
misma  boleta  de  foja  2  existe  el  principio  de  prueba  por  escrito 
que  hace  admisible  la  prueba  testimonial. 

Que  el  mismo  Vargas  confiesa  en  la  posición  5^  que  el  nego- 
cio fracasó,  lo  que  prueba  que  no  se  concluyó ;  y  esto  fué  porque 
no  se  llenó  la  condición  esencial  del  pago  en  el  dia,  de  los  800 
pesos,  comprobada  por  la  declaración  conteste  de  dos  testigos. 

Dijo  que  en  el  12®  considerando  se  supone  extinguida  la  obli- 
gación de  estender  la  escritura,  desde  que  se  manda  pagar  los 
daños  y  perjuicios. 

Que  esto  es  un  error,  porque  la  enagenacion  de  la  cosa  no  ex- 
tingue las  obligaciones  del  vendedor  para  estender  la  escritura. 

Que  en  el  caso  presente  el  vendedor  no  está  obligado  á  esto, 
ni  á  la  subsidiaria  de  los  daños,  no  solamente  porque  el  contrato 
no  quedó  concluido,  sino  también  porque  el  actor  no  lo  había 
cumplido,  ni  ofrecido  cumplir,  lo  que  es  esencial  para  pedir  el 
cumplimiento  de  un  contrato  bilateral  según  el  artículo  1201 
del  Código  Civil. 

Observó  por  último  la  injusticia  de  la  condenación  en  costas, 
dada  la  prueba  producida,  que  aleja,  en  cualquier  caso,  toda 
sospecha  de  temeridad. 

En  rebeldía  del  apelado  se  dictó  el  siguiente 
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Fallo  de  1»  SupreniA  Corte 


Buenos  Aires,  Enero  16  de  1890. 

Vistos  y  considerando :  Que  las  objeciones  deducidas  y  fun- 
dadas por  el  demandado  en  las  enmendaturas  y  entrelineas  con- 
tenidas en  el  documento  de  foja  dos,  no  son  admisibles ,  por 
cuanto  no  se  ha  desconocido  por  aquel  la  verdad  y  exactitad  de 
las  cláusulas  referidas,  y  aparece  ella  por  otra  parte  confirmada 
por  el  contesto  mismo  de  dicho  documento  en  la  parte  no  im- 
pugnada: por  esto,  y  por  los  fundamentos  de  la  sentencia  ape- 
lada de  foja  cincuenta  y  cuatro,  se  confirma  con  costas  dicha 
sentencia,  declarándose  á  salvo  el  derecho  del  demandado  para 
estender  la  escritura  respectiva  de  venta  y  ejecutar  las  demás 
obligaciones  del  contrato,  en  cuyo  caso  quedará  obligado  única- 
mente al  pago  de  los  daños  y  perjuicios  procedentes  de  la  mora 
en  el  cumplimiento  de  su  obligación. 

Repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 


benjamín   YICTORIGA.  —  FEDERICO 
IBARGÚREN.— G.  S.  DE  LA  TORRE. 
LUIS  V.  VÁRELA. 
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CAUSA  TI 


Emilio  Ortiz  y  C*  contra  D.  Rodrigo  M.  Ross  y  D.  Eduardo 

Haynes;  sobre  demanda  de  jactancia. 


Sumario. — Dada  nna  protesta  de  nulidad  de  venta  y  la  de- 
manda de  jactancia  deducida  por  los  compradores  contra  los 
protestantes,  debe  considerarse  cumplida  la  exigencia  de  aque- 
llos con  la  demanda  interpuesta  'por  estos  contra  los  vendedo- 
xes  sobre  dicha  nulidad. 


Caso.  —  En  virtud  de  una  protesta  hecha  en  17  de  Junio  de 
i887,  por  varios,  y  entre  ellos  D.  Rodrigo  M.  Ross,  D.  Eduardo 
Haynes  y  D.  Julio  Sourignes,    estrangeros,  sobre  nulidad  de 
venta  hecha  de  todas  sus  pertenencias  y  existenciast  por  la  so- 
ciedad Tramway  del  Rosario j  á  favor  de  Emilio  Ortiz  y  C*,  estos 
entablaron  en  20  del  mismo  mes  demanda  de  jactancia  para 
qne  dedujeran  dentro  de  un  término  las  acciones  que  creyesen 
corresponderles,   contra  las  tres  personas  mencionadas^  limi- 
tándola en  seguida  á  las  primeras  dos,  ó  sea,  á  Ross  y  Haynes, 
por  haber  fallecido  Sourignes. 

Conferido  traslado,  los  demandados  contestaron  que  se  re- 
chazase con  costas  la  acción. 


1 
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Dijeron :  que  la  protesta  que  la  fundaba,  había  sido  hecha  por 
muchas  otras  personas,  y  los  actores  debieron  haberla  deducido 
contra  todos  los  otorgantes  de  ella,  por  ser  un  acto  indivisible, 
y  porque  podían  producirse  dos  cosas  juzgadas  distintas,  sien- 
tablada  después  la  demanda  contra  las  demás,  se  declarase  en 
un  juicio  la  existencia  de  la  jactancia,  y  en  otro  no ;  ó  porque 
de  no  entablarla,  resultaba  que  no  había  jactancia  respecto  de 
estas. 

Que  por  lo  tanto,  la  demanda  deducida  contra  ellos  dos  sola- 
mente, era  improcedente. 

Que  en  la  sociedad  de  Emilio  Ortiz  y  C",  había  un  socio  D. 
Constantino  Raffo,  que  era  brasilero,  y  en  tal  caso  la  demanda 
no  correspondía  al  fuero  federal. 

Que  los  demandados  habían  ya  interpuesto  demanda  en  for- 
ma ante  el  Juzgado  de  1"  Instancia  á  cargo  del  Dr.  D.  V.  Gar- 
cía González,  pidiendo  la  nulidad  de  la  enagenacion  del  7ram- 
way  del  Rosario  hecha  á  favor  de  Emilio  Ortiz  y  C*,  por  lo  que 
la  demanda  de  jactancia  no  tenía  objeto,  y  existía  litis  pen- 
dencia. 

El  Juzgado  ordenó  manifestaran  los  demandados  si  deducían 
escepcion  dilatoria  de  litis  pendencia,  contestando  estos  que 
era  simple  contestación  á  la  demanda. 

£1  Juez  abrió  la  causa  á  prueba  sobre  los  hechos  alegados 
por  las  partes. 

Dentro  del  testimonio  no  se  produjo  prueba  alguna. 

Para  mejor  proveer,  el  Juez  Federal  ordenó  se  exhibiera  por 
Emilio  Ortiz  y  C'  el  contrato  de  sociedad,  se  informara  por  el 
Juez  de  1*  Instancia  si  sobre  este  asunto  existían  autos  pen- 
dientes, desde  qué  fecha  y  entre  qué  personas ;  y  si  con  motivo 
del  fallecimiento  de  Sourignes  existían  autos  testamentarios. 

Los  demandantes  reclamaron  de  este  auto  en  su  última  parte, 
por  haber  ellos  limitado  la  demanda  «4  Ross  y  Haynes  sola- 
mente. 
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Estos  contestaron  qne  debía  sostenerse  el  aato,  porque  la 
demanda  debió,  para  ser  procedente,  ser  deducida  contra  todos 
los  firmantes  de  la  protesta,  y  era  necesario  entonces  saber  si 
existían  autos  testamentarios  de  Sourígnes,  que  fué  uno  de 
ellos. 

El  Juez  de  1*  Instancia  informó  que  en  6  de  Jnlio  de  i887, 

D.  Eduardo  Haynes  por  sí  y  por  los  señores  Boss,  Conray,  Lañe, 
Campos,  Guinea,  Gómez,  Arteaga,  y  Eeenan,  entablaron  de- 
manda contrarios  señores  Torlasco,  Colombres  y  Marquat  que 
formaban  el  Directorio  de  la  Compañía  Tramway  del  Rosario, 
sobre  nulidad  de  la  enagenacion  del  Tramway  hecha  á  favor  de 

E.  Ortiz  y  C",  y  que  la  causa  se  encontraba  en  estado  de  sen- 
tencia. 

El  escribano  González  informó  que  según  el  contrato  de  27 
de  Abril  de  1887,  la  razón  social  de  E.  Ortiz  y  C",  se  componía 
de  los  socios  Emilio  D.  Ortiz  y  Jorge  G.  Ortiz. 


Fallo  del  Jíues  Federal 


Rosario,  Agosto  1*  de  1888. 

Vistos  estos  autos  iniciados  por  D.  Emilio  D.  Ortiz  y  C",  con- 
tra D.Rodrigo  Bross,  D.  Eduardo  Haynes  y  D.  Julio  Sourignes, 
sobre  jactancia,  limitada  la  demanda  por  el  escrito  de  foja  16, 
á  las  dos  primeras  de  las  personas  demandadas,  á  cansa  de  ha- 
ber la  parte  demandante  comprado  á  la  sociedad  anónima 
Tramway  del  Rosario,  todas  las  existencias  de  ella ;  compra 
contra  la  cual  protestaron  entre  otros  los  señores  Haynes  y 
Boss,  pidiendo  se  ordenase  á  estos  que  en  término  de  nueve 
dias  dedujeran  las  acciones  y  derechos  que  tuvieran,  bajo  los 
apercibimientos  legales. 

Con  lo  expuesto  en  contestación  por  los  demandados,  quienes 
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sin  negar  el  hecho  de  la  protesta,  base  de  la  demanda,  se  limi- 
tan á  decir  que  ella  es  defectuosa,  en  razón  deqne  no  se  espresa 
cuales  sean  todos  los  miembros  que  forman  parte  de  la  razón 
social  demandante:  que  solo  se  demanda  á  dos  de  los  firmantes 
de  la  protesta  y  que  además,  existía  ante  otro  Tribunal  litis 
pendencia  con  motivo  de  este  juicio. 

Y  considerando :  Que  los  demandados  á  pesar  de  haber  de- 
ducido en  contestación  á  la  demanda,  diversas  excepciones  que 
estaban  obligados  á  probar,  de  acuerdo  con  las  leyes  8""  y  9",  título 
3^,  partida  S**,  pues  que  han  espre^amente  reconocido  el  hecho 
en  que  la  demanda  se  funda,  ninguna  prueba  han  producido 
para  legitimar  la  procedencia  de  las  promovidas. 

Que  elevados  los  autos  para  el  fallo  definitivo,  el  Juzgado  en 
uso  de  las  facultades  que  le  acuerdan  los  artículos  16  y  102,  de 
la  Ley  Nacional  de  Procedimientos,  decretó  para  mejor  proveer 
la  providencia  de  foja  21  vuelta,  encaminada  á  requerir  la 
verdad  sobre  la  competencia  ó  incompetencia  del  proveyente, 
reiterándose  la  misma  á  foja  31. 

Que  según  resulta  de  la  contestación  del  señor  Juez  de  1" 
Instancia  de  los  Tribunales  de  provincia  de  esta  ciudad,  los  de- 
mandados conjuntamente  con  otras  personas  han  interpuesto 
demanda  ante  él,  contra  el  Directorio  vendedor,  con  fecha  6  de 
Julio  de  1887^  mientras  que  la  demanda  de  Ortiz  y  C%  contra 
Ross  y  Haynes  en  este  Juzgado  Nacional,  ha  sido  deducida  en 
20  de  Junio  del  mismo  año,  es  decir,  diez  y  seis  dias  antes  que 
aquella  y  aún  un  dia  después  de  aquel  en  que  á  los  demandados 
en  esta  causa,  se  les  corriese  el  traslado  de  foja...  (diligencias 
fojas  6  vuelta  y  7). 

Que  por  consiguiente,  no  existía  litis  pendentia  en  otro  Tri» 
bunal  competente,  desde  que  la  demanda  ha  sido  deducida  ante 
esta  jurisdicción  con  anterioridad  á  la  promovida  en  los  Tribu- 
nales de  Provincia  (serie  I"",  tomo7<',  pág.  338  de  los  fallos  de 
la  Corte;  serie  2%  tomo  11,  pág.  290). 
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Que  en  relación  á  que  los  demaadantes  debieron  deducir  su 
acción  contra  todos  los  firmantes  de  la  protesta  que  obra  en  el 
diario  adjunto  á  foja...  de  estos  autos,  esa  excepción  carece  de 
fundamento  alguno  legal,  pues  que  el  acreedor  puede  deman- 
dar á  unos  y  no  á  otros,  haciendo  remisión  de  la  deuda,  en  ra- 
zón de  que  la  solidaridad  debe  ser  espre  sámente  estipulada  en  la 
obligación,  para  que  proceda  entonces  una  demanda  contra  todos. 

Y  finalmente,  que  además  de  la  información  de  foja  4  vuelta, 
los  demandados  no  niegan  y  más  bien  por  el  contrario  confie- 
san á  foja  10  vuelta,  que  solo  D.  Emilio  Ortiz  y  su  hermano  D. 
Jorge  Ortiz  son  argentinos  y  sosteniendo  que  entre  la  sociedad 
demandante  existe  el  señor  Baf fo  que  es  estrangero,  hecho  este 
último  que  se  destruye  con  él  informe  del  escribano  D.  Andrés 
G.  del  Solar,  del  cual  resulta  que  son  únicos  miembros  de  la 
razón  social  Emilio  D.  Ortiz  y  G*,  D.  Emilio  y  D*  Jorge  Ortiz, 
no  entrando  en  esa  sociedad,  como  miembro  el  espresado  señor 
Raffo. 

Por  tanto:  y  de  acuerdo  con  la  ley  46,  título  2°^  partida  3*,  se 
resuelve  ^ue  los  demandados  señores  Haynes  y  Ross,  se  en- 
cuentran obligados  á  ejercitar  las  acciones  á  que  se  crean  con 
derecho  y  ante  este  Juzgado  en  término  de  diez  dias  posteriores 
á  su  notificación,  bajo  apercibimiento  de  darlos  por  decaidos 
de  sus  derechos. 

Hágase  saber  con  el  oriíjinal  y  repónganse  los  sellos  adeu- 
dados. 

G.  Escalera  y  Zuvirla. 


Haynes  y  Boss  apelaron  y  se  les  concedió  el  recurso  libre- 
mente. 

Espresando  agravios  pidieron  la  revocación  de  la  sentencia, 
con  costas. 

Dijeron:  que  el  Directorio  de  la  sociedad  Tramways  del  Ro- 
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sarto  enagenó  indebidamente  el  tramway  á  los  señores  E.  Ortiz 
yC";  que  ellos  y  otros  accionistas  protestaron  y  demandaron 
al  Directorio  ante  el  Juez  de  Comercio,  por  nulidad  de  la  eoa- 
genacion  é  indemnización  de  perjuicios :  que  el  Directorio  se 
excepcionó  con  que  la  demanda  debía  dirijirse  contra  los  compra- 
dores, cuya  excepción  fué  rechazada,  fundándose  en  que  toda 
sociedad  anónima  es  representada  por  el  Directorio,  quien  se  en- 
tiende con  los  terceros,  de  manera  que  tuvieron  que  exigir  que 
el  Directorio  gestionara  la  nulidad. 

Que  la  demanda  de  tos  señores  Ortiz  en  estas  condiciones,  era 
inadmisible,  pues  pretenden  que  ellos  asumen  la  representa- 
ción que  no  tienen,  para  demandar  contra  ellos  la  nulidad  de  la 
enagenacion. 

Que  además  era  imprecedente  por  haber  sido  deducida  sola- 
mente contra  dos  de  los  firmantes  de  la  protesta,  siendo  con- 
tradictorio con  lo  que  los  actores  han  dicho  en  el  número  5  de 
la  demanda  en  que  se  reservaron  el  derecho  de  demandar  á  los 
demás,  lo  que  el  Juez  establece  en  la  sentencia  que  la  no  de- 
manda contra  los  demás  supone  que  I09  actores  han  hecho 
remisión  de  la  deuda. 

Que  también  existía  la  litis  pendencia,  sin  que  obsten  los  cál- 
culos que  se  hacen  sobre  el  tiempo  que  ha  sido  entablado  el  juicio. 

Conferido  traslado,  el  apoderado  de  los  señores  E.  Ortiz  y  C*, 
pidió  la  confirmación  con  costas  de  la  sentencia,  y  se  adhirió  á 
la  apelación  solicitando  se  condenara  á  los  demandados  al  pago 
délas  costas  de  1"  Instancia  que  el  Juez  a  quo  no  les  impuso. 

Dijo:  que  todo  aquel  que  fuera  de  juicio  se  atribuye  derechos 
sobre  cosas  de  propiedad  de  otros,  comete  jactancia,  y  está  su- 
jeto á  los  efectos  de  la  acción  relativa ;  y  que  esto  ha  sucedido 
y  ha  sido  reconocido  por  los  demandados. 

Que  la  litis  pendencia  no  existe,  pues  la  acción  deducida  por 
ellos  es  con  el  Directorio  y  no  con  E.  Ortiz  y  C*,  á  más  de  ser 
posterior  á  la  demanda  de  estos. 
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Qne  respecto  de  los  demás  ñrmantes  de  la  protesta,  los  seño- 
res E.  Ortiz  7  G*,  han  tenido  el  derecho  de  demandarlos  ó  no, 
pues  nadie  fnera  del  caso  de  jactancia,  paede  ser  obligado  á 
demandar. 

Que  por  lo  tanto,  la  sentencia  de  1*  Instancia  es  perfectamente 
fondada,  y  solamente  puede  ser  modificada  con  la  condenación 
en  las  costas  de  1*  Instancia  que  debe  imponerse  á  los  demanda- 
dos por  sn  temeridad. 

Conferido  traslado  de  la  adhesión,  los  señores  Haynes  y  Boss, 
contestaron  que  la  condenación  en  costas  de  i*  Instancia,  debía 
ser  impuesta  á  los  actores,  por  haber  promovido  una  acción  im- 
procedente, inútil  é  ineficaz,  como  se  ha  demostrado,  no  ha- 
biendo ellos  protestado  contra  la  nulidad  de  la  enagenacíon,  sino 
'como  accionistas  de  la  sociedad,  en  cuyo  carácter  ellos  no  pue- 
den pedir  dicha  nulidad,  sino  hacer  que  la  pida  el  Directorio, 
qne  es  el  único  representante  de  la  sociedad  respecto  de  terceros. 


Fallo  de  1»  Suprema  C^wtm 


Buenos  Aires,  Enero  18  de  1890. 

Yistos :  Resultando  de  autos  que  los  demandados,  inmedia- 
tamente de  notificados  de  la  demanda  de  foja  dos,  dedujeron 
acción  en  juicio  contra  el  Directorio  de  la  compañía  Tramway 
del  Rosario,  por  nulidad  de  la  venta  á  que  se  refiere  la  pro- 
testa de  foja  primera ;  y  considerando:  que  con  este  hecho  debe 
reputarse  que  dichos  demandados  han  cumplido  con  las  obliga- 
ciones que  pudiesen  'derivar  de  la  protesta  referida,  y  con  las 
exigencias  de  los  demandantes  en  el  presente  juicio;  pues,  aun- 
que no  dirijida  contra  ellos  la  acción  deducida,  han  podido,  sin 
embargo,  intervenir  en  el  juicio  respectivo,  con  arreglo  á  lo 
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dispuesto  por  la  ley  veinte,  título  veinte  y  dos,  partida  tercera ; 
por  estos  fundamentos,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  foja 
cuarenta,  y  se  declara  no  haber  lugar  á  la  acción  de  jactancia 
deducida. 

Kepuestos  los  sellos,  devuélvanse. 


benjamín  VICTORICA. —  FEDERICO 
IBARGtiRER.  — C.  S.  DÉLA  TORRE. 
—  LUIS  V.  VÁRELA. 


CAUSA  YII 


Marechal  y  Poucet  contra  D.  Domingo  José  García,  por  resci- 
sion  de  venta  y  daños  y  perjuicios;  sobre  producción  de 
pruebas  fuera  del  término . 


Sumario,  —  La  muerte  del  apoderado  del  demandado,  que, 
aún  deduciendo  el  tiempo  transcurrido  desde  su  fecha  hasta  la 
presentación  del  nuevo  apoderado,  no  ha  impedido  la  producción 
de  pruebas  dentro  del  término,  no  autoriza  al  demandante  á 
producir  otras  pruebas  fuera  de  él. 
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Caso.  —  Los  señores  Marechal  y  Poucet,  demandaron  ante  el 
Juez  Federal  de  la  capital  áD.  Domingo  José  García,  que  les 
había  vendido  un  alambique,  por  rescisión  de  la  venta  á  mérito 
de  ser  inútil  el  aparato,  devolución  del  precio  pagado  y  abono 
de  daños  y  perjuicios. 

Contestada  la  demanda,  D.  Domingo  J.  García  confirió  po- 
der á  D.  Carlos  J.  Espinosa,  que  fué  tenido  por  parte. 

En  13  de  Enero  de  1888  se  recibió  la  causa  á  prueba  por  15 
días,  debiendo  justificarse  que  el  alambique  vendido  era  inser- 
Tibie,  las  causas  de  su  deterioro,  etc. 

£1  auto  de  prueba  fué  notificado  en  16  de  Enero  á  las  dos 
partes. 

Marechal  y  Poucet  produjeron  pruebas,  obteniendo  la  pro  - 
roga  del  término  probatorio  por  todo  el  de  la  ley,  y  la  amplia- 
ción de  un  dia  por  cada  siete  leguas  para  la  declaración  de  los 
testigos  Luis  Zambrini^  A^rés  Pesce,  Francisco  Loaldi,  Ben- 
jamín Duffard,  residentes  y  debiendo  declarar  en  Formosa. 

El  escrito  relativo  fué  presentado  el  26  de  Enero,  y  la  provi- 
dencia dictada  el  27,  y  notificada  el  28  del  mismo. 

Las  declaraciones  pedidas  en  ese  escrito  fueron  prestadas  en 
Formosa  en  10,  14  y  16  de  Marzo. 

En  Febrero  8,  dieron  posiciones  á  García,  que  las  absolvió  el 
i 8  del  mismo  mes. 

En  1^  de  Marzo  de  1888,  presentaron  nuevamente  á  los  tes- 
tigos Duffard,  Zambrini  y  Loaldi,  residente  en  Formosa,  y  di- 
jeron que  el  término  de  prueba  había  sido  suspendido  de  hecho 
por  la  muerte  de  D.  Carlos  J.  Espinosa,  apoderado  de  García, 
ocurrida  del  20  al  25  de  Febrero  último,  hasta  la  presentación 
del  nuevo  apoderado  señor  Kern. 

Que  por  esto,  solicitaban  una  perlera,  á  cuyo  efecto  proponían 
al  señor  Rodolfo  Rollo,  y  la  declaración  de  los  tres  testigos  ci- 
tados al  tenor  del  interrogatorio  inserto,  dando  la  comisión  del 
caso. 
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Fallo  del  Juea  FederAl 


Buenos  Aires,  Marzo  20  de  1888. 

Considerando :  Que  á  la  fecha  én  que  se  presentó  este  escrito 
el  término  de  prueba  estaba  ya  vencido,  según  resulta  de  autos. 

Que  el  fallecimiento  del  representante  de  la  parte  deman- 
dada, no  es  un  motivo  legal  suficiente  para  suspender  el  tér- 
mino de  prueba. 

Que  además,  el  he^ho  no  ha  sido  denunciado  ni  invocado  por 
la  única  parte  á  quien  podía  perjudicar  para  la  secuela  del 
juicio. 

Por  estos  fundamentos,  no  ha  lugar  á  lo  pedido  en  el  pre- 
sente escrito  y  corran  los  autos  según  su  estado. 

Bepóngase  la  foja  sin  mas  trámite. 

Tedin. 


Marechal  y  Poucet  pidieron  reconsideración  y  apelaron  in  sub- 
sidium^  alegando  que  la  muerte  del  apoderado  de  una  de  las 
partes,  suspende  el  término  de  prueba : 

1^  Porque  no  ha  podido  correr  para  el  poderdante ; 

2°  Porque  es  común,  y  no  corriendo  para  una  parte  no  corre 
para  la  otra; 

3°  Porque  toda  diligencia  de  prueba  debe  practicarse  cou  ci- 
tación de  la  otra  parte; 

4®  Porque  esta  citación  no  puede  hacerse,  hasta  que  no  in- 
tervenga nuevo  apoderado*; 

5^  Porque  toda  diligencia  que  hubiesen  pei^ido  después  de  la 
muerte  de  Espinosa,  habría  sido  maliciosa  por  su  parte,  desde 
que  conocían  el  hecho  de  la  muerte ; 
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6^  Qne  la  única  diligencia  que  les  correspondía,  era  la  cita- 
ción dé  García,  la  qne,  suspendía  ti  juicio,  mientras  se  hacía  ; 

7^  Que  ellos  no  pidieron  esa  diligencia,  porque  esperaron  que 
García  se  presentara. 

Conferido  ^traslado  de  la  revocatoria,  D.  Jorge  Eern,  por 
García,  pidió  su  rechazo,  diciendo  que  el  término  de  prueba  es- 
taba vencido;  que  la  muerte  de  Espinosa,  apoderado  de  Gar- 
cía, no  les  impidió  seguir  su  gestión ;  y  qne  ella  solamente  á 
García  habría  podido  dar  razón  para  invocar  ese  motivo. 

£1  Juez  de  Sección  no  hizo  lugar  á  la  revocatoria  ni  á  la  ape- 
lación. 

Por  su  parte,  durante  el  término  probatorio,  el  apoderado  de 
García,  señor  Espinosa,  produjo  pruebas  en  Febrero  de  1888, 
presentando  testigos  que  fueron  examinados  en  Tucuman  del  12 
al  15  de  Marzo. 

En  9  de  Abril  de  1888,  se  presentó  D.  Jorge  A.  Eern,  con 
poder  conferídole  en  3  del  mismo  por  García,  y  fué  tenido  por 
parte  en  16  de  Abril,  quedando  notificados  Marechal  y  Poucet 
el  19  del  mismo  mes. 

Marechal  y  Poucet  apelaron  de  hecho  ante  la  Suprema  Corte, 
del  auto  de  20  de  Mayo  de  1888. 

La  Suprema  Corte  pidió  informe  al  Juez  de  la  causa,  quien 
dijo  que  el  término  probatorio  concedido  empezó  á  correr  el  17 
de  Enero  de  1888  y  venció  el  23  de  Febrero ;  que  la  parte  de 
García  nada  había  reclamado,  ni  había  manifestado  que  su 
apoderado  había  fallecido  y  que,  aún  supuesto  que  el  término 
de  prueba  hubiese  quedado  en  suspenso  por  la  ¡muerte  de  Espi- 
nosa» y  que  esta  hubiese  acaecido  el  20  de  Febrero,  la  suspen- 
sión habría  durado  hasta  el  19  de  Abril,  en  que  quedó  admitido 
el  nuevo  apoderado  de  García,  y  el  término  habría  concluido  el 
24  de  Abril,  antes  de  la  petición  de  Marechal  y  Poucet,  que  dio 
origen  al  auto  recurrido. 

La  Suprema  Corte  por  fallo  de  Julio  28  de  1888  declaró  ape- 

T.  vm  11 
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lable  el  auto,  con  arreglo  al  artículo  206  de  la  ley  de  Procedí 
mientos,  j  concedió  en  relación  el  recurso. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Enero  18  de  1890. 

Vistos :  No  habiendo  sido  el  fallecimiento  ¡del  apoderado  do 
García,  un  inconveniente  para  que  Marechal  y  Poucet  produ- 
jeran su  prueba,  y  por  lo  que  resulta  del  informe  de  foja  ciento 
siete  de]  Juez  de  Sección,  se  confirma  con  costas,  el  auto  ape- 
lado de  foja  sesenta  y  nueve  vuelta. 

Repuestos  los  sellos  devuélvanse. 


BENJAMÍN  VIGTORICA.  —  FEDERICO 
IBARGÚREN.  —  G.  S.  DE  LA  TORRE. 
—  LUIS  V.  VÁRELA. 
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CAUSA    VIII 


/>.  Cornelio  Miranda  contra  D.  Luis  Luchini;  sobre   inter- 

dicto  de  obra  nuet^a 


Sumario.  —  Establecida  la  posesión  del  demandante,  la 
obra  hecha  en  el  terreno  de  él  por  el,  demandado,  debe  man- 
darse destruir. 


Caso.  —  D.  Nemesio  Mercad j,  por  D.  Cornelio  Miranda,  be 
presentó  ante  el  Juzgado,  esponiendo :  Que  su  representado 
era  dueño  de  un  terreno  situado  hacia  el  snd  de  la  ciudad  de 
Santiago,  con  una  ostensión  de  media  cuadra  de  frente  al 
oeste  por  una  cuadra  de  fondo,  lindero  por  dicho  rumbo,  ca- 
lle por  medio,  con  D.  Gregorio  Guzman. 

Que  por  compra  hecha  á  D.  Luis  Guzman,  heredero  de  D. 
Gregorio,  D.  Luis  Luchini  adquirió  un  sitio  con  doble  frente 
á  la  calle  Congreso  por  el  norte  y  á  otra  calle  sin  nombre  por 
el  este,  que  lo  separaba  del  de  Miranda. 

Qae  por  la  mera    designación  de  las    calles,  esta  última  ha 
sido     cerrada,    abriéndose  otra  nueva,  la  de  Santa  Fé,  mis  al 
este  de  ella,  ydiyidiendo   en  dos  fracciones  el  terreno  de  Mi- 
randa, de   las   cuales,  la  que  queda  al  oeste,  tiene  de  8  á  10 
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metros  de  frente  á  la  calle  Coagreso  con  media  cuadra  de  fon- 
do ala  de  Santa-Fé. 

Qae  mensurado  por  Guzman    su    terreno  para  entregar  á 
Luchini  el  vendido  ¿  él,  la  línea  no  ha   llegado    sino  hasta  el 
centro  de  la  antigua    calle    clausurada  donde  existe  er  mojón 
que  se  fijó  en    operaciones  anteriores  y  que  es  el  separativo  de 
las  propiedades  de  Guzman  y  Miranda. 

Que  sin  embargo  de  esto,  y  de  haber  Guzman  declarado  á 
Lochini  en  presencia  del  agrimensor  Lacube  y  otras  perso- 
nas, que  no  podía  ubicarle  el  sitio  vendido  sobre  la  nueva  ca- 
lle donde  no  alcanza  su  propiedad,  Luchini  había  solicitado 
línea  para  edificar  con  frente  á  ella,  tomando  así  indebida- 
mente toda  la  fracción  oeste  del  terreno  de  Miranda,  en  la 
cual  tenía  abiertos  ya  los  cimientos,  preparándose  á  levantar 
las  paredes  sin  atender  á  reclamación  alguna.  Fundado  en  estos 
antecedentes,  dedujo  el  interdicto  de  obra  nueva,  y  pidió :  i^ 
que  se  decretara  la  suspensión  provisional  de  aquella ;  y  2®  que 
á  su  tiempo  se  confirmase  la  suspensión  condenándose  al  deman- 
dado en  todas  las  costas. 

Acreditada  la  competencia  del  Juzgado  por  ser  argentino  el 
demandante  é  italiano  el  demandado,  el  Juez  convocó  á  las  par- 
tes á  juicio  verbal,  y  ordenó  la  suspensión  de  la  obra. 

En  el  juicio  verbal,  la  parte  demandada  espuso :  que  se  había 
reducido  á  construir  con  arreglo  á  la  línea  dada  por  la  inten- 
dencia Municipal,  como  podía  ella  informarlo,  correspondiéndole 
el  terreno  según  sus  títulos.  El  demandante  dijo :  que  Luchini 
había  solicitado  la  línea  en  propiedad  de  Miranda  según  los  tí- 
tulos de  este,  pidiéndola  en  la  esquina  de  una  calle  que  ha  sido 
clausurada. 

Posteriormente^  y  para  mejor  proveer,  comisionó  el  Juez  al 
perito  agrimensor  D.  Juan  Christensen  para  practicar  la  men- 
sura de  las  propiedades  de  las  dos  partes  litigantes. 

£1  perito  nombrado  se  espidió  en  la  forma  siguiente : 
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Sr.  Juez  de  Sección : 

£q  la  ubicación  de  los  terrenos  que  se  hallan  dentro  de  los 
límites  de  la  ciudad,  es  imposible  ceñirse  estrictamente  á  los  tí- 
tulos, porque  esto  conduciría  al  absurdo.  Según  estos,  las  pro- 
piedades son  rectángulos  perfectos,  mientras  que  en  la  realidad 
es  raro  encontrar  un  terreno  que  no  sea  irregular. 

La  esplicacion  no  es  difícil.  La  ciudad  se  ha  ido  formando 
sin  plan  ni  dirección  y  al  cerrarse  los  predios  se  han  respetado, 
en  muchos  casos  los  caminos  que  se  habían  formado  por  el  tra- 
queo y  en  consecuencia  llegaron  á  formarse  callejones  estrechos, 
irregulares,  tortuosos,  los  terrenos  no  valían  casi  nada  y  poco 
importaba  que  faltara  ó  sobrara  algunos  metros.  Y  estos  callejo- 
nes y  cercos  son  en  muchos  casos  los  únicos  límites  de  las  pro- 
piedades, pues  pocas  son  las  que  poseen  mojones  debidamente 
colocados^  y  muchos  de  los  terrenos  no  han  sido  mensurados 
nunca.  Este  estado  de  cosas  era  consentido  por  todos  y  en  con- 
secuenciti  reinaba  la  armonía;  pero  se  ha  introducido  cierta  per- 
turbación con  la  apertura  de  ciertas  calles  y  la  clausura  de 
las  contiguas,  de  conformidad  al  plano  confeccionado  última- 
mente. El  resultado  ha  sido  que  los  límites  conocidos  desapare- 
cen ;  propiedades  que  tenían  frente  á  la  calle  quedan  completa- 
mente encerradas ;  y  otras  se  encuentran  cortadas  en  dos.  Es- 
plicadas  así  en  términos  generales,  las  causas  de  la  presente 
cuestión,  y  antes  de  detallar  las  operaciones  ejecutadas,  convie- 
ne examinar  los  títulos  de  los  terrenos  en  litigio  qne  no  obran 
en  este  espediente. 

1^  El  terreno  de  dona  Elorinda  Salvatierra  de  Luchini,  fué 
comprado  á  D.  Luis  Guzman  (títulos  de  fojas  9  á  14),  Guzman 
hubo  el  terreno  por  herencia  de  su  padre  D.  José  Gregorio  Guz- 
man, quien,   á  su  vez,  lo  hubo  por   compra  hecha  por  docu- 
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mentó  simple,  en  Octubre  22  de  1863  (fechado  en  Pitambalá)  á 
Magdalena  Luna.  Segnn  ese  documento  vende  «  nna  cuadra  de 
terreno  en  los  suburbios  de  la  ciudad,  en  el  modo  y  forma  que 
consta  de  la  escritura  que  le  hago  traspaso,  otorgada  en  el  aiio 
de  1850,  en  el  mes  de  Julio,  en  favor  de  mi  finado  esposo,  Si- 
món Diaz,  por  Manuel  Arias  y  su  hermano».  El  referido  docu- 
mento simple  se  elevó  á  instrumento  público  el  6  de  Julio  de 
1868  por  orden  del  Sr.  Juez  de  1*  Instancia,  D.  Abraham  Gon- 
zález á  petición  del  interesado,  después  de  llenadas  las  formali- 
dades del  caso.  Fué  mensurado  el  terreno  en  Febrero  19  de 
1872  por  el  agrimensor  general  D.  Antonio  Correa,  á  petición 
del  interesado  y  del  Juez  de  1'^  Instancia  Sr.  González.  Para 
practicar  la  medición,  el  agrimensor  Correa  empezó  por  el  mojón 
esquinero  noroeste  de  un  terreno  de  D.  Sebastian  Gallo,  punto 
A  del  plano  (que  acompaño  en  copia)  trazando  una  línea  al  nor- 
te 42"  este,  sobre  una  calle  proyectada  que  parte  de  la  ciudad 
hasta  dar  con  otra  que  corre  de  noroeste  á  snedeste,  y  colocó  el 
mojón  B  á  150  varas  de  A.  Luego,  sobre  la  referida  calle,  rum- 
bo sud  34^  este,  midió  150  varas  é  hizo  colocar  otro  mojón  (C 
del  plano).  De  aquí  midió  150  varas  rumbo  sud  42""  O.  hasta  dar 
con  el  terreno  de  D.  Sebastian  Gallo,  donde  colocó  otro  mojón  ; 
y  de  aquí  al  norte  34^  oeste,  midió  150  varas  hasta  dar  con  el 
punto  depaitida;  donde  concluyó  la  operación  sin  contradicción 
de  nadie,  lindando  al  Noroeste  con  el  estado;  al  noreste,  calle 
por  medio,  con  María  del  S.  Coronel ;  al  sud  con  el  Estado  y  al 
sudoeste  con  D.  Sebastian  Gallo. 

Cuando  el  agrimensor  Correa  presentó  la  mensura  al  Juzga- 
do, el  Juez  dictó  la  siguiente  providencia :  c  Ratifiqúense  por 
ante  el  actuario  los  colindantes  que  figuran  en  la  presente  men- 
sura». 

El  escribano  notificó  á  D.  Sebastian  Gallo,  quien  dijo  estar 
conforme.  Incontinente,  dice,  hice  lo  mismo  con  doña  Mríaa 
del  S.  Coronel  quien  dijo  estar  conforme  y  por  no  saber  firmar, 
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lo  hizoi  sa  raego  D.  Joan  Felipe  Basaaldo.  (Testimonio  espedi- 
do por  el  escribano  D.  Pío  Montenegro  el  26  de  Febrero  de 
1872). 

2"  £1  terreno  que  posee  D.  Cornelio  Miranda  lo  hubo  por  com- 
pra hecha  á  doña  Rosa  Yeron  en  1881  (escritura  á  foja  15).  Do- 
ña Bosa  Yeron  lo  hubo  á  su  vez,  por  compra  hecha  á  doña  Felipa 
Almaraz  el  11  de  Noviembre  de  1863,  ante  el  escribano  D.  Ra- 
món Keirot.  Esta  escritora  describe  el  terreno  en  esta  forma : 
«Un  terreno  situado  envíos  estramuros  deestaciudad,  compues- 
to de  media  cuadra  de  frente  por  una  de  fondo,  lindando  por  el 
sud con  Manuel  Santiago  González;  por  el  naciente,  con  terre- 
nos que  fueron  de  D.  José  Arrizóla ;  al  poniente,  con  D.  Gre- 
gorio Guzman  y  por  el  norte  con  más  terrenos  de  la  vendedora» . 
Según  informes  que  se  me  han  suministrado,  parece  que  D.  Cor- 
nelio Miranda  (ó  su  señora  doña  María  del  S.  Coronel)  había 
comprado  este  terreno  muchos  años  antes  de  es  tenderse  la  es- 
cri^  i^a,  lo  cual  esplica  cómo  el  agrimensor  Correa  en  1872,  citó 
á    oña  María  del  S.  Coronel  como  colindante. 

3°  Los  terrenos  en  cuestión  ofrecen  tanta  dificultad  para  la 
medición,  que  ni  una  sola  de  las  líneas  ha  sido  mensurada  direc- 
tamente, 7  por  consiguiente,  ha  sido  necesario  recurrir  á  la 
triangulación  y  otros  medios  indirectos  en  el  levantamiento  de 
plano.  Como  á  causa  de  esto,  una  descripción  de  las  operaciones 
hechas,  sería  muy  estensa  y  complicada,  me  limitaré  á  darlas 
esplicaciones  necesarias  para  la  mejor  inteligencia  del  punto 
cuestionado.  Los  cimientos  abiertos  por  Luchini,  no  están,  en  su 
mayor  parte,  en  su  propio  terreno;  y  reducida  á  su  última  es- 
presión,  el  punto  en  debate  es:  si  están  en  terreno  de  Miranda  ó 
en  terreno  fiscal.  Como  ya  tengo  dicho,  el  agrimensor  Corren 
mensuró  el  terreno  de  Gregorio  Guzman  en  1872,  pero  los  mo- 
jones que  colocó  no  existen,  á  excepción  tal  vez,  del  que  está  de- 
signado con  la  letra  C.  También  el  agrimensor  Guzman  hizo  una 
mensura  extra-judicial  de  este  terreno  en  1885,  en  la  que  si- 
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gnió  la  diligencia  escrita  de  Correa.  Los  mojones  A  y  B  del  pla- 
no que  acompaño,  faeron  puestos  por  el  agrimensor  Guzman  ; 
los  demás  mojones  que  puso,  no  existen :  fueron  sacados.  Entre 
los  mojones  A  y  B,  la  distancia  es  130 metros  ó  sea  un  esceso  de 
80  centímetros .  Por  lo  demás,  solo  hay  que  obseryar  respecto 
de  ellos,  que  si  no  están  exactamente  en  los  puntos  donde  Cor- 
rea los  colocó,  no  puede  haber  diferencia  grande.  Con  referen- 
cia á  los  otros  dos  mojones,  hay  más  que  decir.  Correa  en  su  dili- 
gencia afirma  que  trazó  la  línea  B  C  (de  su  plano)  con  rumbo 
snd  34^  este,  que  sería  la  línea  B  C  del  plano  que  acompaño,  y 
esta  es  la  línea  que  trazó  Guzman  según  me  informan. 

De  manera  que  si  trazamos  la  mensura  de  Correa  tal  como  se 
halla  escrita,  y  partiendo  del  punto  A,  quedaría  en  lo  forma  re- 
presentada por  las  letras  A,  B,  C,  D;  pero  existe  un  mojón  muy 
antiguo  en  el  punto  C,  conocido  como  mojón  de  los  terrenos  de 
Guzman.  D.  Segundo  M.  Araujomelo  ha  mostrado  y  dice  que 
lo  conoce  desde  que  denunció  un  terreno  fiscal  en  1872  y  1873 
teniendo  por  límite  este  mismo  mojón.  Dice,  además,  que  la  ca- 
lle siempre  ha  sido  al  oriente  del  mojón. 

Por  otra  parte,  D.  Manuel  Yeron  dice  que  él  mismo  colocó  este 
mojón  por  orden  del  agrimensor  Hildebrand  al  medírselos  terre- 
nos de  doña  Rosa  Yeron.  Yeron  admite,  sin  embargo,  que  la  calle 
siempre  ha  estado  al  este  del  mojón,  el  cual  se  hallaba  en  la  es- 
quina de  un  cerco  de  Guzman  entre  B  y  C.  D,  es  aproximada- 
mente un  punto  donde  existió  un  mojón  del  terreno  de  Guzman 
según  D.  Estanislao  Soria.  Paréceme  que  los  rumbos  dados  por 
Correa  en  diligencia  son  erróneos^y  creo  que  mensuró  el  terre- 
no en  la  forma  presentada  por  las  letras  A,  B,  C,  D,  por  las  ra- 
nzones siguientes :  1*  El  afirma  que  midió  sobre  la  calle,  y  en 
su  plano  traza  la  calle  al  e¿>te  del  mojón  C,  que  es  la  posición 
que  actualmente  tiene,  y  según  los  vecinos,  esta  calle  no  se  ha 
movido ;  2*  El  punto  D  señalado  como  sitio  del  mojón,  concuer- 
da con  esta  interpretación  mejor  que  con  la  otra ;  y  3*  Si  C  fue- 
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Ta  e]  sitio  del  mojón,  el  otro  mojón  D  quedaría  dentro  del  ter- 
reno qoe  fué  de  D.  Sebastian  Gallo. 

4°  £1  terreno  de  Miranda  tiene  segnn  el  título,  una  cuadra, 
1S9  metros  cuadrados,  pero  no  ha  sido  mensurado  nunca,  al 
menos  los  interesados  no  presentan  ninguna  diligencia.  Según 
D.  Cornelio  Miranda,  A  y  6  son  los  puntos  donde  empieza  su 
terreno,  pero  no  existe  señal  de  ninguna  clase  en  esos  sitios.  En 
el  punto  marcado  F  existe  una  estaqnita  que  dicen  fué  la  es- 
quina del  cerco  de  Miranda.  Los  puntos  señalados  con  las  letras 
M,  N,  R  y  S,  son  las  estacas  que  fijan  la  calle  Santa-Fé.  El  lí- 
mite oriente  del  terreno  de  doña  Genoveva  Arrizóla  era  un  ca- 
llejón que  los  mismos  colindantes  han  cefrado,  porque  no  con- 
ducía á  ninguna  parte.  Este  terreno  de  doña  Genoveva  tampoco 
ha  sido  mensurado.  Entre  A  y  F  no  hay  la  cuadra  (129  metros 
♦  cuadrados),  pero  entre  C  y  P  hay  dos  cuadras  dentro  de  unos 
centímetros,  de  manera  que  se  puede  considerar  el  punto  P  co- 
mo límite  del  terreno  de 'Miranda  en  este  costado.  La  dificultad 
no  está  aquí  sino  en  el  lado  opuesto.  Entre  C  y  B  hay  algo  más 
de  la  cuadra,  pero  esto  sería  incluyendo  la  calle.  Entre  G  y  D 
hay  dos  cuadras  y  cerca  de  seis  metros  más.  Pero  como  la  calle 
tiene  más  de  seis  metros,  resulta  que  no  es  posible  integrar  ese 
título  sin  tomar  una  parte  considerable  de  la  calle.  Esta  calle 
debe  cerrarse  abriéndose  la  nueva  calle  Santa  Fé  más  al  oriente, 
y  aquí  tiene  su  origen  la  cuestión.  Miranda  quiere  integrar  su 
título  con  la  calle  contigua,  mayormente  cuando  las  nuevas  ca- 
lles le  van  á  tomar  tanto  terreno.  Por  otro  lado  Luchini 
tenía  una  esquina  con  frente  á  dos  calles,  y  ahora  al  pedir  la 
linea  para  edificar,  el  Departamento  Topográfico  le  ha  dado 
frente  á  la  nueva  calle  Santa-Fé  tomando  una  parte  considera- 
ble de  la  calle  que  se  vá  á  cerrar.  Los  cimientos  abiertos  por 
Luchini  están  en  parte  en  su  terreno  y  el  resto  en  la  calle  anti- 
gua. La  cuestión  en  mi  concepto,  es,  pues  esta:  ¿quién  tiene 
dereiShoá  la  calle,  el  fisco  ó  Miranda  ?  Debe  hacerse  presente 
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que  no  es  posible  fijar  con  precisión  los  límites  de  la  antigua 
calle^  porque  solo  hay  tres  casas  edificadas  con  frente  á  ella  ; 
sin  embargo,  la  calle  queda  aproximadamente  como  figura  en  el 
croquis. 

La  demora  en  el  desempeño  de  esta  comisión,  ha  sido  causada 
por  el  mal  tiempo  prolongado.  —  Jtuin  Christensen,  agrimen- 
sor. 

Después  de  producido  este  informe  se  practicó  una  inspección 
ocular. 


Fallo  del  Jíuez  rederai 


Autos  y  vistos :  D.  Nemesio  Mercado  en  representación  de 
D.  Cornelio  Miranda  entabla  interdicto  de  obra  nueva  contra 
D.  Luis  Luchini,  fundándose  en  que  este  último  ha  abierto  los 
cimientos  de  una  casa  que  piensa  construir  en  terrenos  de  su 
representado :  el  Juzgado  decretó  la  suspensión  de  ]a  obra  y  co- 
misionó al  agrimensor  Christensen  para  que  mensurara  las  pro- 
piedades de  Miranda  y  Luchini  á  fin  de  establecer  con  claridad 
el  plinto  cuestionado. 

Además,  se  practicó  también  una  inspección  ocular  del  terre- 
no en  litigio.  Del  dictamen  pericial  de  foja  ...  del  perito  nom- 
brado, y  de  las  esplicaciones  dadas  por  el  mismo  verbalmente 
en  el  acto  de  la  inspección  ocular,  resulta  comprobado  que  Lu- 
chini ha  abierto  sus  cimientos  en  terreno  de  Miranda ;  porque 
dada  la  extensión  qun  le  atribuyen  á  su  terreno  los  títulos  de 
foja  ...  solo  queda  ella  completada  estendiéndose  hasta  el 
punto  P  del  plano  de  foja...,  es  decir,  quedando  como  de  Mi- 
randa lo  que  es  la  calle  antigua.  Por  tanto:  y  de  acuerdo  con  las 
conclusiones  del  dictamen  pericial  de  foja ...  definitiva- 
mente juzgando  fallo :   ratificando  la   suspensión  de  la  obra 
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decretada,  debiendo  en  consecuencia,  cerrarse  los  cimientos 
abiertos  por  Lnchini,  á  sa  costa^  retirándolos  hasta  encerrarse 
en  los  límites  de  la  propiedad  de  doña  Florinda  S.  de  Luchini, 
según  la  superficie  que  le  atribuye  el  plano  de  foja...  y  de- 
signado con  las  letras  B,  6,  H,  E.  Las  costas  serán  abonadas 
por  Luchini.  Así  lo  pronuncio,  mando  y  firmo  en  mi  despacho 
del  Juzgado  Nacional  de  esta  sección,  en  Santiago  del  Estero,  á 
los  ocho  días  del  mes  de  Mayo  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nue- 
ve. Bepnestos  que  sean  los  sellos,  notifíquese  original  y  archí- 
vese este  espediente,  caso  de  no  ser  recurrida  esta  sentencia. 

P.  Olaechea  y  Alcor ta. 


Fallo  de  la  Suprema  Certe 


Buenos  Aires,  Enero  31  de  1890. 

Tistes  :  Debiendo  reputarse,  con  arreglo  á  los  antecedentes 
que  suministra  la  diligencia  pericial  de  foja  diez  y  nueve  vuelta, 
que  la  posesión  del  damandante  y  demandado  en  el  terreno  en 
cuestión,  se  halla  determinada  por  la  línea  B  C  del  plano  cor- 
riente á  foja  primera,  ubicada  al  oeste  de  la  calle  Santa  Fé  de- 
marcada en  el  mismo  plano:  se  confirma  con  costas,  la  sentencia 
apelada  de  foja  veinte  y  seis  vuelta,  y  repuestos  los  sellos  de- 
vuélvanse. 


FEDERICO  IBARGUREN.  —  C.  S. 
DE  LA  TORRE.  —  LIMS  V.  VA- 
RELA.  —  ABEL  BAZAN. 


1 


i  72  FALLOS   DE  LA  SUPREMA  CORTE 


CAUSA  IX 


Don  Luis  López  contra  D.  Pascual  Lobo^  sobre  interdicto 

de  despojo 


Sumario.  —  Acreditada  la  posesioa  del  demandante  j  los  ac- 
tos de  perturbación  del  demandado,  procede  el  interdicto  de 
despojo. 


Caso.  —  D.  Cipriano  Yelez  por  D.  Luis  López,  se  presentó 
ante  el  Juzgado,  esponiendo :  que  su  representado  tiene  en  el 
Departamento  de  Campo  Santo,  una  finca  denominada  a  El  Bor- 
do >,  que  liada  con  «  La  Población  »,  finca  de  D.  Pascual  Lobo. 
Que  á  petición  de  este  se  practicó  una  mensura,  cinco  años 
atrás,  fijándose  por  medio  de  mojones,  la  línea  divisoria,  y  con- 
servando López  la  posesión  en  que  estaba,  de  todos  los  terre- 
nos, pnes  resultó  de  la  demarcación  de  la  línea,  que  los  terre- 
nos al  Norte  de  ella,  eran  de  propiedad  de  López.  Que  después, 
Lobo  entabló  demanda  reivindicatoría  por  error  en  la  línea, 
ejecutando  actos  posesorios  que  perturban  el  goce  pleno  y  pací- 
fico de  la  posesión  y  propiedad  de  López.  Que  al  Norte  de  la 
línea  antes  referida,  Lobo  corta  postes  y  ha  hecho  acarrear  un 
número  considerable  de  carradas  de  leña  de  la  que  tenía  López 
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cortada  para  emplearla  ea  su  establecimiento  de  elaloracioii  de 
azúcar,  pudlendo  calcularse  en  200  á  300  carradas,  que  ha  Ten- 
dido de  su  cuenta  y  riesgo  en  e)  departamento  de  Campo,  Santo. 
Que  además,  ha  cortado  postes  para  emplearlos  en  alambrar  su 
finca  7  ha  alambrado  la  línea,  inclinando  el  cerco  hacia  el  Nor- 
te, tomando  así  á  López  una  fracción  que  estaba  al  Norte  de  la 
linea  tirada  por  el  agrimensor  D.  Eduardo  Figueroa.  Que  estos 
hechos,  autorizan  á  López,  según  el  artículo  2485  del  Código 
Civil,  para  deducir  acciones  posesorias  aún  después  de  ser  de- 
mandado por  acción  real.  Que  esos  mismos  actos  constituyen  un 
despojo,  según  el  artículo  2490.  Que  las  carradas  de  leña  de 
que  ha  hecho  uso  Lobo,  poco  más  ó  menos  ascienden  á  200,  las 
cuales,  Tendidas  como  precio  ínfimo  á  2  pesos  cada  una,  importan 
400  pesos.  Que  deja  el  número  de  postes  cortados  y  su  Talor, 
al  resultado  de  la  prueba,  ó  bien  para  otro  juicio,  una  Tez  obte- 
nida la  condenación  en  daños  y  perjuicios.  Pidió  que  se  conde- 
nara áLobo  á  la  deToluciou  y  pago  de  lo  despojado,  con  daños  y 
perjuicios  y  costas. 

Después  de  terminado  un  incidente  sobre  incompetencia, 
comparecieron  las  partes  á  juicio  Terbal.  La  demandada 
espaso :  que  son  inexactos  los  hechos  en  que  se  funda  el  inter- 
dicto, pues  no  ha  habido  actos  de  turbación.  Que  toda  la  lena  y 
madera  que  Lobo  esplota  pertenecen  á  la  finca  de  su  propiedad 
7  posesión.  Que  la  acción  deducida  es  improcedente,  pues  sinte- 
tizando lo  espuesto  en  el  escrito  de  demanda,  resulta  que  D. 
Luis  López  se  queja  por  despojo  de  su  finca,  cometido  por  Lobo, 
fondado  en  haber  sacado  López,  según  se  dice,  leña  y  madera 
de  la  misma  finca.  Que  aunque  este  fundamento  fuera  cierto,  él 
no  importaría  el  acto  de  desalojar,  de  espulsar  ó  despojar  al  po- 
seedor á  quien  no  se  le  priTa  con  ello  que  continúe  en  su  pose- 
sión ;  el  corte  de  leña  y  madera  sin  consentimiento  de  su  dueño, 
daría  lugar  á  una  acción  de  daños  ó  á  una  acción  cítíI  de  robo  ó 
hurto,  pero  no  á  una  acción  de  despojo ;  así  lo  demuestran  los 
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artículos  2487  y  2494  del  Código  Civil.  Pidió  que  se  declarara 
improcedente  la  acción,  condenándose  en  costas  al  actor.  Ej 
actOi  replicó  que  éntrelos  actos  posesorios  de  los  inmuebles 
figura  la  percepción  de  los  frutos  naturales  ó  artificiales,  j 
como  Lobo  ha  percibido  esos  frutos  naturales,  ha  perturbado  la 
podesion  j  ha  cometido  un  despojo. 

El  Juez  recibió  la  causa  á  prueba  sobre  los  hechos  contradic- 
torios que  resultan  de  las  esposiciones  de  las  partes. 
Solo  el  demandante  produjo  prueba,  y  es  la  siguiente  : 
Declaración  de  testigos  mayores  de  edad  y  no  comprendidos 
en  las  generales  de  la  ley,  con  escepcion  de  D.  Juan  Leyano  que 
dijo  ser  deudor  de  López  por  un  trabajo  que  le  está  practi- 
cando. 


Interrogatorio  de  foja  54 

Preguntados  (2*)  si  el  año  82,  poco  más  ó  menos,  el  agrimen- 
sor Figueroa  tiró  la  línea  que  deslinda  las  propiedades  de  D. 
Luis  López  y  D.  Pascual  Lobo,  quedando  López  en  quieta  y 
pacífica  posesión  de  todos  los  terrenos  situados  al  Norte  de  di- 
cha línea.  Contestaron : 

Pedro  Villada :  que  es  verdad  y  lo  sabe  por  haber  estado  en 
la  finca  de  López  cuando  se  hizo  el  deslinde. 

Pedro  Segundo  Ruiz :  que  no  sabe. 

Pedro  Leyano :  que  no  sabe. 

Ramón  Arroyo :  que  es  cierto  y  lo  sabe  por  haberlo  visto. 

Preguntados  (3*)  si  D.  Luis  López  hizo  cortar  de  los  men- 
cionados terrenos,  una  gran  cantidad  de  leña  para  la  elabora- 
ción de  caña  de  su  establecimiento  del  «  Bordo  ».  Contestaron : 

Villada :  que  es  cierto  y  lo  sabe  por  haber  estado  en  la  finca 
cuando  se  hizo  el  corte  de  la  leña. 
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Ruiz :  que  es  cierto  y  lo  sabe  por  haberlo  visto. 

Leyano :  que  ignora. 

Arroyo :  qae  es  cierto  y  lo  sabe  porque  personalmente  hizo 
hachar. 

Preguntados  (4^)  si  Lobo  hizo  acarrear  dicha  lena  en  su 
carro,  lleyandoá  Tender  una  parte  de  su  cuenta,  á  Campo  Santo 
7  otra  á  su  casa  en  su  finca  de  cLa  Población».  Contesta- 
ron: 

Villqda :  que  es  cierto  y  lo  sabe  por  haberla  acarreado  él 
mismo. 

Rutz :  que  es  cierto  y  lo  sabe  por  haberlo  yisto. 

Leyano:  que  ignora. 

Arroyo :  que  es  cierto  y  lo  sabe  por  haberlo  visto. 

Preguntados  (5")  si  la  leña  acarreada  por  Lobo  sería  como 
200  carradas  de  leña  hachada,  la  que  se  vende  en  Campo  Santo 
á  razón  de  3  72  nacionales  la  carrada.  Contestaron  : 

Villada:  que  no  sabe  la  cantidad ;  que  en  cuanto  al  precio 
en  Campo  Santo,  es  de  3  Y2  pesos. 

Ruiz :  que  no  le  consta  el  número,  y  el  precio  en  Campo  San- 
to es  de  3  72  pesos. 

Leyano :  que  ignora,  solo  sabe  que  la  leña  en  Campo  Santo 
vale  3  72  nacionales. 

Arroyo :  que  poco  más  ó  menos  serían  300  carradas,  y  en 
cuanto  al  precio  es  el  que  espresa  la  pregunta. 

Preguntados  (6*)  si  en  los  terrenos  ubicados  al  Norte  de  la 
linea  antes  mencionada,  D.  Pascual  Lobo  ha  cortado  300  postes 
para  alambrado,  y  más  al  Norte  todavía,  ha  cortado  otra  can- 
tidad igual.  Contestaron: 

Villada :  que  es  cierto  y  lo  sabe  por  haber  ayudado  al  acar- 
reo, pero  no  sabe  la  cantidad  de  postes. 

Ruiz:  que  no  sabe  la  cantidad,  pero  le  consta  que  cortólos 
postes  por  haberlo  visto. 

Leyano :  que  en  cuanto  á  la  primera  parte  sabe  y  le  consta 
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por  haberlos  el  declarante  ocupado ;  en  cuanto  á  la  segunda 
parte,  ignora. 

Arroyo :  que  le  coasta,  porque  los  tiene  contados,  que  son 
300  y  pico,  en  cuanto  á  la  segunda  parte  ignora. 

Preguntados  (7*)  si  los  postes  cortados  valen  en  Campo 
Santo  60  centayos  nacionales,  cada  uno.  Contestaron : 

Villada:  que  poco  más  ó  menos  valen  eso. 

Ruiz:  que  ignora. 

Leyano :  que  ignora. 

Arroyo:  que  ignora. 

Preguntados  (8^)  si  en  los  mismos  terrenos,  Lobo  ha  hecho 
sacar  como  900  cargas  de  cascara  de  cebil  colorado  y  si  la  carga 
de  este  se  vende  en  Campo  Santo  á  un  nacional.  Contestaron  : 

Villada :  que  es  cierto  en  la  primera  parte :  que  ignora  el 
número  de  cargas,  así  como  su  precio  en  Campo  Santo,  donde 
no  se  venden. 

Ruiz :  que  ignora  el  precio  y  el  número  de  cargds^  pero  que 
le  consta  la  sacada  del  cebil. 

Leyano :  que  ignora. 

Arroyo :  que  en  cuanto  á  la  primera  parte,  sabe  que  son  900 
cargas  por  haber  sacado  el  declarante  dos  carradas  y  haberlo 
oído  á  los  peones  de  Lobo  ;  en  cuanto  á  la  segunda  parte  ignora. 

El  testigo  Villada  agregó  :  que  la  mayor  parte  de  la  leña  ce- 
bil y  madera  que  hizo  cortar  Lobo,  fué  al  Norte  de  la  línea  divi* 
soria  con  la  finca  del  c  Bordo  »,  que  va  de  los  fondos  al  chique- 
ro, y  fué  tirada  por  el  agrimensor  Figueroa;  —  que  no  hay  mo- 
jones señalando  la  línea  divisoria,  pero  que  la  que  se  tiró,  está 
visible,  porque  hay  desmonte. 

El  testigo  Ruiz  agregó :  que  la  leña  cebil  y  madera,  fué  sa- 
cada por  Lobo  al  Norte  de  la  línea  divisoria  ;  —  que  el  terreno 
de  ambos  linderos,  está  en  uno  sin  señales  que  indiquen  la 
separación ;  — que  están  separados  por  línea  tirada. 
El  testigo  Leyano  agregó :  que  al  principio  de  la  línea  divi- 
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Soria  hay  mojones ;  que  no  conoce  todo  lo  demás  del  terreno, 
porque  no  lo  ha  andado ;  —  que  conoce  1q3  terrenos  del  c  Bordo  > 
en  la  parte  llamada  c  Levantada  >  de  los  cuales  está  López  en 
posesión  y  en  ellos  es  que  Lobo,  ha  hecho  cortar  los  postes. 

£1  testigo  ilrroyO' agregó :  que  la  leña  y  madera  que  ha  hecho 
cortar  Lobo,  ha  sido  al  Norte  de  la  línea  divisoria  de  su  finca 
con  la  de  López  ;  — que  la  línea  divisoria  existente  entre  am- 
bas propiedades,  consiste  en  un  callejón  de  desmonte. 

La  misma  parte  demandante  presentó  las  actuaciones  refe- 
rentes á  una  demanda  interpuesta  por  López  contra  Lobo  ante 
el  comisario  de  Campo  Santo  (foja  49  vuelta)  reclamando  daños 
y  perjuicios  por  acarreo  de  postes.  Dicha  demanda  fué  resuelta 
por  el  mencionado  Comisario  en  25  de  Julio  de  i888,  estable- 
ciendo que  López  se  hallaba  en  posesión  del  terreno  en  cuestión 
pudiendo  usufructuar  de  él;  y  no  padiendo  Lobo  hacer  uso  de 
montes,  etc.,  hasta  que  quedara  ejecutoriada  la  sentencia  del 
Juez  competente. 


Fallo  del  ^ues  Federal  {ad  hoc) 


SalU,  Marzo  13  de  1889. 

Y  vistos  estos  autos  de  los  que  resulta :  Que  D.  Cipriano 
Telez,  en  representación  de  D.  Luiz  López,  dd  nacionalidad  ar- 
gentina, se  presenta  á  foja  8  entablando  contra  D.  Pascual 
Lobo,  de  nacionalidad  chilena,  demanda  por  perturbación  en  el 
goce  pleno  y  pacífico  de  la  posesión  de  la  finca  denominada  el 
€  Bordo  >,  ubicada  en  el  departamento  de  Campo  Santo,  consis- 
tiendo esta  perturbación  en  el  corte  y  estraccion  de  madera  en 
terrenos  que  dan  al  Norte  de  la  línea  divisoria,  con  la  c  Pobla- 
ción >,  finca  de  propiedad  del  señor  Lobo,  como  también  en  el 
T.  Yin  1^ 
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acarreo  de  un  número  considerable  de  carradas  de  leña  que  el 
actor  tenía  cortadas  para  emplearlas  en  un  establecimiento 
azDcarero,  que  pueden  calcularse  de  doscientas  á  trescientas, 
las  que  han  sido  vendidas  por  el  demandado  en  el  mismo  de- 
partamento, y  en  la  estraccion  de  postes  para  alambrar  esa  parte 
de  terreno,  constituyendo  tales  hechos  un  verdadero  despojo  y 
perturbación  en  la  posesión,  rejidos  por  el  artículo  dos  mil  cua- 
trocientos ochenta  y  cinco  del  Código  Civil,  que  le  faculta 
para  deducir  acciones  posesorias  aún  después  de  ser  demandado 
en  acción  real  por  perturbación  á  la  posesión  anterior  á  la  de- 
manda de  reivindicación  y  posterior  áella,  y  en  el  artículo  dos 
mil  cuatrocientos  noventa  del  mismo  Código,  fijando  un  precio 
por  cada  carrada  de  leña,  y  dejando  en  cuanto  al  número  de 
postes  y  su  valor,  al  resultado  de  la  prueba,  ó  bien  para  objeto 
de  otro  juicio,  pidiendo  sea  condenado  el  demandado  á  la  devo- 
lución de  lo  despojado,  daños  y  perjuicios.  En  la  audiencia,  el 
actor  fija  el  número  de  postes  que  el  demandado  ha  hecho  cortar 
indicando  el  de  trescientos  á  quinientos. 

La  parte  demandada  contestando  á  foja  cincuenta  y  cuatro 
espone:  La  inexactitud  de  los  hechos  en  que  se  funda  el  inter- 
dicto de  despojo  por  no  haber  existido  actos  de  perturbación  en 
la  posesión  que  lo  califiquen ;  que  la  leña,  cebil  y  madera  que 
esplota  son  de  su  propia  finca,  en  terrenos  de  su  esclusiva  pro- 
piedad y  posesión  y  observa  á  la  vez  la  improcedencia  de  la 
acción  entablada  fundándose  en  que,  aún  suponiendo  cierto  el 
hecho  del  desmonte  de  parte  de  l.i  finca  del  actor,  no  habría  des- 
pojo, porque  en  tales  hechos  no  se  manifiesta  el  acto  de  desa- 
lojar, de  espulsar  ó  despojar  á  la  persona  que  posee  el  terreno, 
por  cuanto  no  se  impide  la  continuación  de  la  posesión,  citando 
en  su  apoyo  los  artículos  dos  mil  cuatrocientos  ochenta  y  siete 
y  dos  mil  cuatrocientos  noventa  y  cuatro  del  Código  Civil. 

Considerando  en  cuanto  á  la  articulación  sobre  improceden- 
cia de  la  acción  entablada,  que  la  ley  califica  como  inmuebles^ 
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por  su  naturaleza,  todo  lo  que  está  incorporado  al  suelo  de  una 
manera  orgánica  sin  el  hecho  del  hombre  (artículo  dos  mil  tres- 
cientos catorce  del  Código  Civil). 

Que  también  establece  que  los  frutos  naturales  y  las  produc- 
ciones orgánicas  de  una  cosa,  forman  un  todo  con  ella  (artículo 
dos  mil  trescientos  veinte  y  nueve);  que  están  calificados  como 
actos  posesorios  de  cosas  inmnebles  la  percepción  de  frutos  y 
como  frutos  naturales  sus  producciones  orgánicas  (artículos  dos 
mil  trescientos  ochenta  y  cuatro  y  dos  mil  cuatrocientos  veinte 
y  cuatro). 

Que  la  presente  demanda  es  una  acción  posesoria  por  pertur- 
bación en  el  goce  pleno  y  pacífico  de  la  posesión  por  desmem- 
bración de  tales  frutos:  resuelvo  declarando  improcedente  di- 
cha articulación. 

Que  de  autos  consta,  por  confesión  de  la  parte  demandada,  el 
hecho  de  encontrarse  el  señor  López  en  posesión  actual  del  ter- 
reno sobre  el  cual  se  han  cometido  los  actos  de  perturbación  de- 
mandados, posesión  que  no  ha  sido  desconocida  por  el  demandado. 

Que  de  la  prueba  producida  sobre  los  hechos  contradictorios, 
resulta  por  las  piezas  de  fojns  cincuenta  y  siete  y  cincuenta  y 
ocho,  que  tales  actos  han  tenido  lugar  dentro  del  término  exiji- 
do  por  el  artículo  dos  mil  cuatrocientos  noventa  y  tres  del  Có- 
digo Civil. 

Que  por  las  declaraciones  testimoniales  que  corren  en  autos 
«stán  plenamente  comprobados  los  hechos  de  que  D.  Pascual 
Lobo  ha  estraido  y  cortado  postes,  cebil  y  leña  de  terrenos,  so- 
bre los  cuales  estaba  en  posesión  D.  Luis  López ;  es  decir,  que 
tales  producciones  han  sido  cortadas  y  sacadas  del  costado  Nor- 
te de  la  línea  divisoria  de  ambas  propiedades  que  pertenece  á  la 
finca  del  c  Bordo  >  propiedad  del  actor.  También  consta  que  el 
señor  Lobo  han  vendido  leña  y  cebil  estraido  del  mismo  lugar 
pero  no  se  ha  justificado  en  debida  forma  ni  el  número  de  car- 
radas ni  el  número  de  postes,  como  tampoco  su  precio. 
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Por  estos  f  andamentos,  definitivamente  juzgando,  fallo:  decla- 
rando autor  de  despojo  á  D.  Pascual  Lobo  por  actos  de  pertur- 
bación en  la  posesión  en  que  se  encuentra  Don  Luis  López  ya 
mencionados,  ordenando  el  amparo  de  esta  y  condenándole  á  la 
devolución  de  los  frutos  indebidamente  percibidos,  y  en  su  de- 
fecto á  la  indemnización  de  ellos,  una  vez  justificados  en  cuanto 
á  su  cantidad  y  valor  en  el  juicio  correspondiente,  con  costas, 
quedando  á  salvo  el  derecho  de  las  partes  sobre  la  propiedad, 
para  ventilarlo  en  juicio  ordinario.  Hágase  saber  el  original. 

José  María  Sola. 


Fallo  de  la  Saprema  Corte 


Buenos  Aires,  Enero  23  de  1890. 

Vistos :  Resultando  de  los  antecedentes  de  autos  relacionados 
en  la  sentencia  apelada  de  foja  setenta  vuelta,  acreditados  los 
estremos  legales  en  que  se  fonda  la  demanda  de  foja  cinco  vuel- 
ta, á  saber,  la  posesión  del  demandante  en  los  terrenos  á  que 
aquella  se  refiere,  y  los  actos  de  perturbación  llevados  á  cabo 
en  los  mismos,  por  el  demandado:  se  confirma  con  costas  dicha 
sentencia,  y  repuestos  los  sellos  devuélvanse. 


BENJAMÍN  VIGTORICA.  —  FEDERICO 
IBARGUREN.— G.  S.  DE  LA  TORRE. 
—  ABEL  BAZAN. 
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CAUSA  \ 


D.  José  Lavarello  contra  los  doctores  D.  Ángel  E.  Casares  y  D. 
Benigno  A.  Jardim,  competencia ;  en  juicio  sobre  cobro  de 
honorarios. 

Sumario.  —  La  demanda  por  honorarios  que  no  pueden  apre- 
ciarse sino  en  conjunto,  interpuesta  por  un  argentino  y  un  es- 
trangero,  contra  un  estrangero  y  un  argentino,  corresponde  al 
conocimiento  de  los  Tribunales  ordinarios. 


Caso.  —  D.  José  Lavarello,  italiano,  se  presentó  ante  el  Juz- 
gado, esponiendo:  que  los  Dres.  Casares  y  Jardim  lo  habían  de- 
mandado ante  el  Juzgado  de  1*  Instancia  de  la  Capital  á  cargo 
hoy  del  Dr.  D.  Ángel  S.  Pizarro,  por  cobro  de  trabajos  profe- 
sionales prestados  estrajudicialmente,  y  como  él  era  italiano, 
según  consta  del  certificado  que  presentó,  espedido  por  el  Cónsul 
de  su  Nación,  pedía  que  se  reclamara,  por  el  Juez  Federal  el 
conocimiento  de  la  demanda.  Agregó :  que  los  honorarios  recla- 
mados por  los  Dres.  Casares  y  Jardim  corresponden  á  traba- 
jos hechos  con  motivo  de  un  convenio  de  división  de  bienes  y 
disolución  de  una  sociedad  que  existió  ante  el  esponente,  D. 
Víctor  Lavarello  y  D.  Federico  Gutiérrez,  por  una  parte,  y 
D.  José  Seeber,  por  otra. 
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Auto  del  Jues  Federal 


Buenos  Aires,  Abril  21  de  1888. 

Resaltando  de  la  esposicioa  que  precede,  que  este  asunto  cor- 
responde á  la  jurisdicción  de  este  Juzgado  por  razón  de  la  dis- 
tinta nacionalidad  délas  partes,  diríjase  oficio  al  señor  Juez  de 
'i*  Instancia  Dr.  Basualdo  para  que  se  sirva  inhibirse  de  su  co- 
nocimiento y  remitir  todo  lo  obrado  á  este  Juzgado,  debiendo 
acompañarse  á  dicho  oficio  copia  del  presente  escrito  y  de  este 
auto,  todo  con  arreglo  al  artículo  46  de  la  ley  de  14  de  Setiem- 
bre de  1863. 

Ugarríza. 


£1  JuGz  de  1*  Instancia  confirió  vista  al  representante  de  los 
Dres.  Casares  y  Jardim,  el  cual  espuso :  que  los  demandados 
trataban  de  poner  trabas  á  la  tramitación  del  juicio,  pues  mien- 
tras Gutiérrez  deducía  una  recusación,  uno  de  los  Lavarello 
oponía  ante  el  mismo  Juez  la  escepcion  de  incompetencia,  y  el 
otro  promovía  la  misma  escepcion  ante  el  Jaez  Federal.  Que 
los  Sres'Gutierrcz  y  Lavarello  se  hallaban  unidos  por  una  socie- 
dad ó  comunidad  de  intereses,  constituyendo  los  tres  una  sola 
parte  respecto  de  terceros ;  —  que  de  esa  manera,  formando  los 
tres  una  sola  entidad,  comisionaron  á  los  Dres.  Casares  y  Jar- 
dim para  que,  como  arbitros  liquidadores,  resolvieran  las  cues- 
tiones que  tenían  pendientes  con  el  ex-socio  de  ellos,  D.  José 
Seeber ;  que  aquellos  abogados  desempeñaron  su  cometido  for- 
mando tribunal,  y  concluida  la  liquidación,  Seeber,  que  tam- 
bién les  había  conferido  el  mismo  mandato,  les  pagó  su  parte. 


/ 
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resistiéndose  á  ello  los  Sres.  Lavarello  y  Gutiérrez;  — que  ante 
la  reáistencia  de  estoi^,  los  Dres.  Casares  j  Jardim  entablaron 
coDJantamente  su  demanda,  como  debían  hacerlo,  pues  no  po- 
dían hacer  la  cobranza  por  separado,  desde  que  se  trataba  de  tra- 
bajos hechos  por  ]os  dos  para  liquidar  una   sociedad  y  resol- 
ver como  arbitros  las  cuestiones  pendientes.   Que  uno  délos 
demandados,  Gutiérrez,  es  argentino,  y  esto  basta,  según  el 
artículo  iOde  la  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tri- 
bunales Federales,  para  que  sus  socios  y  mancomunados  no  pue- 
dan pretender  que  se  les  demande  ante  los  Tribunales  federa- 
les :  — que  esto  es  tanto  más  cierto,  cuanto  que  el  Dr.  Jardim 
es  también  estrangero,  de  donde  resulta  que  se  encuentran  los 
demandantes  en  la  misma  condición  de  los  demandados  para  no 
poder  ocurrir  al  fuero  federal ;  —  que  en  este  mismo  sentido, 
existían  diversos  fallos  de  la  Suprema  Corte.  (Serie  2*,  tomo  6®, 
pág.  52;  id.  tomo  8%  pág.  168;  id.,  id.,  pág.  355).  Pidió  que 
^  no  se  hiciera  lugar  á  la  inhibitoria.  Oído  el  Agente  Fiscal,  quien 

reprodujo  los  fundamentos  anteriores,  se  dictó  el  siguiente 


Auto  del  Juez  de  t*  Instancia 


Buenos  Aires,  Julio  4  de  1888. 

Y  vistos :  considerando  que  la  demanda  de  foja  veintisiete 
entablada  por  los  Doctores  Jardim  y  Casares  contra  los  señores 
Federico  L.  Gutiérrez  y  José  y  Victor  E.  Lavarello,  aún  no  ha  sido 
admitida  por  el  Juzgado,  ni  tramitado  con  arreglo  á  derecho ; 
pues  como  resulta  de  la  providencia  de  foja  treinta  y  una,  se 
limitó  á  decretar  un  juicio  verbal  c  sin  perjuicio  de  proveer  lo 
qne  corresponda  » . 

Que  no  habiéndose  corrido  traslado  de  la  demanda  ni  habién- 
dose  citado  ni  emplazado  á  los  demandados  para  que  comparez- 
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can  á  estar  á  derecho,  no  hay  en  realidad  pleito  pendiente, 
pues  que^  como  lo  dicen  las  leyes  de  Partida,  los  emplazamien- 
tos son  raiz  y  comienzo  d«  todo  pleito  (Ley  !•,  Tít.  1**, 
Part.  3*). 

Que  la  incompetencia  de  jurisdicción  opuesta  en  el  escrito  de 
foja  treinta  y  seis,  es  una  escepcion  dilatoria  estemporánea- 
mente  alegada ;  pues  según  lo  dispone  el  artículo  ochenta  y 
tres  del  Código  de  Procedimientos,  la  época  en  que  deben  de- 
ducirse es  dentro  de  nueve  dias  á  contar  desde  la  citación  que, 
como  queda  establecido,  aún  no  ha  tenido  lugar. 

Por  esto:  se  declara  improcedente  por  ahora,  la  declinatoria 
deducida  á  foja  treinta  y  seis;  y  considerando  en  cuanto  á  lo 
solicitado  por  el  señor  Juez  Federal  en  su  oficio  de  foja  cua- 
renta y  seis:  Que  las  razones  anteriormente  consignadas  son 
igualmente  aplicables  cuando  la  incompetencia  se  deduce  por 
inhibitoria  como  cuando  se  opone  por  declinatoria  de  juris- 
dicción. 

Que  aparte  de  los  principios  generales  de  derecho  que  ense- 
nan que  no  puede  pedirse  á  un  Juez  que  se  abstenga  de  seguir 
conociendo  en  un  juicio  en  el  que  no  conoce,  porque  en  realidad 
no  existe,  como  en  el  caso  presente,  así  lo  dispone  también  la 
ley  de  procedimientos  de  los  Tribunales  Nacionales  de  catorce 
de  Setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres  en  el  espíritu  y 
en  la  letra  de  las  disposiciones  consignadas  bajo  el  título  cuarto 
de  las  cuestiones  de  competencia.  En  efecto,  el  artículo  cua- 
renta y  cinco  de  esa  ley,  establece  que  las  cuestiones  de  compe- 
tencia se  pueden  proponer  como  declinatoria  6  como  inhibitoria 
y  el  artículo  cincuenta  y  tres  dispone  que  cuando  se  deduzcan 
como  declinatoria  debe  seguirse  el  procedimiento  indicado  para 
las  escepciones  dilatorias. 

El  artículo  cuarenta  y  siete  prescribe  que  recibido  el  oficio 
en  que  se  pide  la  inhibitoria,  el  Juez  requerido  oirá  á  la  parte 
que  ante  él  litigue,  lo  que  lógica  y  naturalmente  presupone  un 
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liti  jio  que  no  existe  ante  el  infrascripto,  pues  como  se  ha  dicho, 
la  demanda  do  foja  veintisiete  aún  no  ha  sido  sustanciada  con 
la  citación  v  traslado  á  los  demandados. 

Que  aún  suponiendo  que  la  demanda  de  foja  veintisiete  es- 
tuviese ya  sustanciada,  las  consideraciones  aducidas  en  el  es- 
crito de  foja  setenta  y  cnatro  por  el  agente  fiscal,  que  el  Juz- 
gado encuentra  arregladas  á  derecho,  obstarían  á  que  se  hiciese 
lugar  á  la  inhibitoria  solicitada. 

Por  todo  esto,  contéstese  al  señor  Juez  Federal  que  el  Juzga- 
do no  puede  acceder  á  la  inhibitoria  solicitada,  remitiéndosele 
copia  testimoniada  del  escrito  de  fuja  setenta  y  una,  del  dicta- 
men del  agente  fiscal  y  del  presente  auto.  —  Y  notando  el  Juz- 
gado que  la  demanda  de  foja  veintisiete  es  diferente  del  jui- 
cio sobre  rendición  de  cuentas  á  que  indebidamente  se  ha  acumu- 
lado, no  solo  por  su  objeto  sino  también  por  las  personas  que 
en  uno  y  otro  intervienen,  desglósense  las  actuaciones  de  foja 
veintisiete  inclusive  en  adelante^  fórmese  espediente  con  la 
correspondiente  carátula  y  repónganse  los  sellos. 

A.  S.  Pizarro, 
Ante-mi : 

José  G.  Marino, 


Comunicada  esta  resolución  al  Juez  Federal,  se  confirió  tras- 
lado á  Don  José  Lavarello,  quien  pidió  que,  de  acuerdo  con  lo 
dispuesto  por  el  inciso  2^  del  artículo  2®  de  la  ley  sobre  juris- 
dicción y  competencia,  sostuviera  el  Juez  Federal  su  jurisdicción. 
Dijo:  que  el  artícnlo  10  de  la  mencionada  ley,  no  dispone  lo  que 
el  Juez  de  1*  Instancia  y  los  demandantes  entienden,  porque  si 
así  fuera,  estaría  él  en  contradicción  con  el  otro  que  dispone  que 
corresponden  al  conocimiento  de  la  Justicia  Federal,  los  casos 
entre  un  argentino  y  un  estrangero;  —  que  dicho  articulólo 
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no  se  refiere  al  caso  en  que  haya  ciudadanos  y  estrangeros  en- 
tre los  que  forman  una  misma  parte  en  el  juicio,  ligados  por 
una  acción  ó  una  obligación  solidaria  ;  —  que  la  acción  de  los 
Dres  Casares  y  Jardim  no  es  solidaria  según  resulta  de  lo  que 
dispone  oí  artículo  699  del  Código  Civil,  y  por  esto  también,  no 
es  de  aplicación  el  artículo  10  de  la  ley  de  jurisdicción  y  com- 
petencia que  alude  á  acciones  ú  obligaciones  solidarias  ;  —  que 
no  es  exacto  tampoco  que  como  lo  afirman  los  demandantes, 
exista  sociedad  entre  él,  Don  Victor  Lavarello,  D.  Federico 
Gutiérrez  y  D.  José  Seeber,  pne^^  hace  tiempo  que  se  disolvió  la 
que  tenían  ;  —  que  los  fallos  de  V.  E.  citados  por  los  deman- 
dantes, no  favorecen  sus  pretensiones,  pues  de  ellos  mismos  y  de 
otros  (causa  76,  Serres  conOalup)  se  deduce  que  nunca  ha  apli- 
cado la  Suprema  Corte  el  artículo  lOde  la  ley  sobre  jurisdicción 
y  competencia,  sino  cuando  se  ha  tratado  de  acciones  solidarias. 


FaIIo  del  JuesB  Federal 

Buenos  Aires,  Setiembre  29  de  1888. 

Autos  y  vistos :  Resultando  de  lo  obrado  ante  el  Juzgado  de 
lo  Civil  á  cargo  del  Dr.  Pizarro,  cuyo  testimonio  corre  á  foja 
ocho,  que  se  trata  de  una  demanda  entablada  por  los  Doctores 
Jardim  y  Casares,  contra  los  señores  Lavarello  y  Gutiérrez, 
por  el  cumplimiento  de  una  obligación  solidaria,  estando  justi- 
ficado que  entre  los  demandantes  y  demandados  hay  argentinos 
y  estrangeros.  Que  por  consiguiente,  la  cuestión  de  competencia 
promovida  ante  este  Juzgado,  por  D.  José  Lavarello  no  tiene 
fundamento  legal  según  la  disposición  del  artículo  iO  de  la  ley 
de  14  de  Setiembre  de  1863  sobre  jurisdicción  y  competencia 
de  los  Tribunales  Nacionales,  que  exije  la  nacionalidad  de  todos 
los  miembros  de  la  sociedad  ó  comunidad  para  que  caiga  bajo 
la  jurisdicción  nacional. 


i 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  187 

Por  lo  espuesto,  fallo:  no  haciendo  lugar  á  la  instancia  pro- 
movida por  D.  José  Lavarello  para  que  este  Juzgado  avoque  el 
conocimiento  de  la  acción  que  le  tienen  entablada  ante  el  señor 
Joez  de  lo  Civil  los  Doctores  Jardim  y  Casares»  y  se  revoca  en 
consecuencia  el  auto  de  foja  cuatro  vuelta,  declarándose  que 
este  Juzgado  es  incompetente  para  conocer  de  ella.  Hágase  sa- 
ber, comuniqúese  esta  resolución  al  señor  Juez  Dr.  Pizarro  y 
repónganse  los  sellos . 

Andrés  Ugarriza, 


VISTA  DEL   SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Noviembre  28  de  1889. 

Suprema  Corte: 

No  se  ha  negado  que,  tanto  entre  los  demandantes,  como  en 
la  firma  demandada,  existen  nacionales  y  estrangeros.  La  dispo- 
sición del  artículo  10  de  la  ley  de  jurisdicción  y  competencia, 
es,  entonces,  de  rigurosa  aplicación,  y  ha  de  servirse  Y.  E. 
asi  declararlo,  al  confirmar  la  sentencia  recurrida. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  de  la  Suprema  Carte 


Buenos  Aires,  Enero  25  de  1890. 

Vistos  :  no  pudiendo  hacerse  separadamente  la  apreciación 
de  los    honorarios  reclamados,   ni  respecto  de  los  demandantes 
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ni  respecto  de  los  demandados,  entre  los  caales  aparece  respec- 
tivamente existir  nacionales  7  estrangeros;  7  siendo  por  tanto, 
de  aplicación  lo  dispuesto  por  el  artículo  diez  de  la  le7  nacional 
sobre  jurisdicción  7  competencia  de  los  Tribunales  Federales  ; 
oído  el  señor  Procurador  General,  seconñrma  con  oostafi,  el  au« 
to  apelado  de  foja  veintidós  vuelta;  7  repuestos  los  sellos, 
devuélvanse. 


FEDERICO  IBARGUREN.— C.  S.  DE  LA. 
TORRE. — LUIS  y.  VÁRELA. 


CAVSA  XI 


El  Dr.  D.  Luis  S.  Rueda  contra  D.  Toribio  Aguirrey  por 
cumplimiento  de  contrato  de  locación;  sobre  pericia  caligráfica, 


Sumarió.  —  Decretada  la  agregación  á  la  prueba  de  un  do- 
cumento privado,  las  partes  pueden  7  están  en  tiempo  para  pe- 
dir, haciéndolo  al  dia  siguiente  del  decreto,  la  verificación  de 
una  pericia  caligráfica  sobre  la  verdadera  fecha  del  documento, 
debiendo  el  nombramiento  de  peritos  ser  hecho  de  común 
acuerdo. 
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Caso. — £n  diez  y  seis  de  Junio  de  i887,  D.  Abértano  Quiroga, 
en  representación  del  Dr.  D.  Luis  S.  Rueda,  argentino^  demandó 
ante  el  Juzgado  de  Sei'cion  del  Rosario  á  D.  Toribio  Aguirre, 
eatrangero,  para  que  fuera  condenado  al  desalojo  de  una  finca 
perteneciente  á  su  representado,  al  pago  de  alquileres,  daños  y 
perjuicios  que  había  ocasionado  por  la  falta  de  cumplimiento 
de  un  contrato  de  locación,  y  á  las  costas  y  costos  de  juicio. 

Contestada  la  demanda  y  abierta  l.-i  causa  á  prueba,  la  parte 
del  Doctor  Rueda  presentó  un  escrito  acompañando  un  recibo 
por  valor  de  un  mil  pesos  nacionales,  firmado  en  Santa  Fé,  en 
25  de  Junio  de  1887,  por  D.  Isidoro  T.  García,  en  el  que  hace 
constar  que  dicha  suma  la  había  recibido  del  Dr.  D.  Luis  S. 
Rueda  como  indemnización  por  la  falta  de  cumplimiento  de  un 
contrato  de  locación  que  había  celebrado  con  dicho  Dr.  Rueda, 
de  una  casa  situada  en  la  calle  3  de  Febrero  esquina  San  Geró- 
nimo, en  la  ciudad  de  Santa  Fé,  pidiendo  que  se  hiciera  reco- 
nocer la  firma  y  se  agregase  á  los  autos,  á  lo  que  el  Juzgado 
proveyó  de  conformidad. 

La  parte  de  Aguirre  pidió  revocatoria  del  auto  que  mandaba 
agregar  á  los  autos  el  documento  presentado,  pidiendo  se  devol- 
Tiera  al  actor,  por  no  haberse  llenado  los  requisitos  del  artículo 
iO  de  la  ley  de  Procedimientos,  según  lo  resuelto  por  la  Supre- 
ma Corte  en  la  serie  1%  tomo  3®,  página  429  de  sus  fallos. 

£1  Juzgado  dio  traslado  de  este  escrito  al  actor  y  con  su  con- 
testación dictó  el  siguiente : 


Auto  del  SMMmu  Federal 


Rosario,  Mayo  12  de  1888. 

T  visto  este  incidente  promovido  á  foja  51  por  el  demanda- 
dOy  solicitando  se  desglose  el  documento  agregado  á  foja  33, 
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por  no  haber  este  sido  presentado  con  las  formalidades  de  ley 
segnn  lo  dice  la  parte  del  Sr.  Agnirre. 

Con  lo  espuesto  por  el  demandante  en  su  escrito  de  foja  53. 

Y  considerando :  que  la  fecha  del  documento  de  foja  33  es 
de  Junio  25  del  año  próximo  pasado  y  la  demanda  fué  introdu- 
cida según  el  cargo  que  ella  Ueya,  en  16  del  mismo  mes  y  año, 
es  decir^  nueve  días  antes  de  la  fecha  que  espresa  aquel  docu- 
mento. 

Que  siendo  esto  así,  la  agregación  de  él,  solicitada  por  el  de- 
mandante en  la  sola  forma  en  que  lo  ha  efectuado,  es  legal,  por 
que  solo  en  el  caso  que  él  hubiera  sido  de  fecha  anterior  á  la  de- 
manda, procede  el  juramento  de  que  habla  el  articulo  10,  inciso 
2""  de  la  ley  nacional  de  Procedimientos  de  14  de  Setiembre  de 
1863. 

Que  el  fallo  de  la  Suprema  Corte  invocado  por  la  parte  de- 
mandada para  fundar  su  petición  de  revocatoria,  dice  exacta- 
mente lo  mismo  que  el  artículo  citado  de  la  ley  de  Procedi- 
mientos. 

Que  es  evidente  que  en  el  caso  actual  el  representante  del  Sr. 
Aguirre  no  ha  reparado  en  la  fecha  de  la  introducción  de  la  de- 
manda ni  aquella  que  lleva  el  mencionado  documento. 

Por  estas  breves  y  sencillas  consideraciones,  se  resuelve  no 
haciéndose  lugar  á  la  revocatoria  solicitada,  estándose  á  la  pro- 
videncia de  foja  35  vuelta.  Hágase  saber  con  el  original  y  re- 
pónganse los  sellos. 

G.  Escalera  y  Zuviria. 

Al  dia  siguiente,  la  parte  de  Aguirre  pidió  se  nombrara  por 
su  parte  al  perito  calígrafo  Dr.  D.  Pió  Puiggari  á  fin  de  compro- 
bar que  el  documento  presentado  por  Rueda  era  de  fecha  mucho 
posterior  á  la  que  tenía  escrita  ó  si  el  documento  pudo  haber 
sido  confeccionado  en  la  fecha  que  llevaba  6  mucho  después. 
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El  Juzgado  proveyó  de  coQformidad,  mandando  que  la  otra 
parte  nombrara  otro  si  no  estuviese  conforme  con  el  nombrado. 

Notificado  de  esta  providencia  Rneda  pidió  su  revocatoria, 
coii  costas,  ó  en  su  defecto  se  le  concediera  la  apelación  en  sub- 
sidio, esponiendo : 

Que  la  diligencia  pericial  que  se  solicitaba,  aparte  de  su  impro- 
cedencia é  inutilidad,  no  podía  esclarecer  la  duda  que  aparen- 
taba motivarla.  Que  el  perito  propuesto  Dr.  Puiggari  á  quien  se 
tenía  nombrado  en  calidad  de  calígrafo ;  á  pesar  de  su  recono- 
cida competencia  como  médico  y  como  químico,  no  lo  concep- 
tuaba una  autoridad  en  el  carácter  en  que  había  sido  nombrado, 
á  pesar  de  que  había  sido  propuesto  simplemente  como  perito. 
sin  espresarse  si  como  químico  ó  como  calígrafo,  lo  que  por 
otra  parte  era  esplicable,  por  no  haber  la  parte  contraria  al  ob- 
jetar el  documento,  espresado  si  le  atribuía  adulteración  6  fal*^ 
sificacion. 

Que  era  sabido,  que  los  documentos  privados  exhibidos  en 
juicio,  aún  después  de  reconocidos  por  los  firmantes,  no  proba- 
ban contra  terceros,  las  fechas  espresadas  en  ellos,  sino  que  su 
fecha  cierta,  era  la  de  su  exhibición  ó  de  cualquiera  de  las  otras 
circunstancias  previstas  en  los  cuatro  incisos  del  artículo  1035 
del  Código  Civil.  Que  nada  importaba  ni  era  pertinente  escla- 
recer si  había  sido  escrito  antes  ó  después  de  la  fecha  que  tenía. 

Que  todas  las  diligencias  6  actos  judiciarios  deben  tener  un 
objeto  práctico  y  respetar  los  límites  de  la  discreción. 

Que  en  la  solicitud  sobre  examen  pericial  y  en  la  providencia 
que  lo  ordenaba,  se  había  prescindido  do  reglas  precisas  é  invio- 
lables determinadas  para  el  procedimiento. 

Que  al  pedirse  esta  diligencia,  debió  atribuirse  al  documento 
algún  defecto  que  lo  escluycra  como  medio  probatorio,  de  acuer- 
do con  las  disposiciones  del  título  XVII  de  la  ley  de  Procedi- 
mientos, lo  que  no  sk  había  hecho,  disposiciones  que  tenían  por 
objeto  evitar  que  los  litigantes  promovieran  incidentes  ternera- 
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tíqs  é  infundados,  con  el  objeto  4^  entorpecer  el  trámite  regu- 
lar de  un  juicio,  bajo  el  protesto  de  supuestas  falsedades  ó  de- 
fectos legales  en  los  documentos  presentados. 

El  juzgado  confirió  traslado  á  la  otra  parte,  la  que  lo  contes- 
tó pidiendo  no  se  hiciera  lugar,  con  costas,  á  lo  solicitado. 

Dijo :  Que  es  un  principio  de  procedimiento,  de  aplicación 
diaria^  que  las  partes  pueden  producir  las  pruebas  que  concep- 
túen convenientes,  sin  perjuicio  de  su  apreciación  final,  en  la 
sentencia,  á  menos  que,  como  decían  los  tratadistas,  las  prue- 
bas solicitadas  fueran  notoriamente  improcedentes,  lo  que  no 
sucedía  en  el  caso  presente. 

Que  era  inexacto  que  no  hubiera  indicado  el  defecto  que 
atribuía  al  documento,  pues  en  su  escrito  de  foja  57  después  de 
decir  que  nada  valía  bajo  cualquier  aspecto  que  se  le  conside- 
lase,  terminaba  diciendo,  que  porque  era  de  fecha  mucho  pos- 
terior á  la  que  tenía  escrita,  como  resultaba  á  la  simple  vista, 
proponía  para  su  comprobación  al  perito  Dr.  D.  PioFuiggari. 


Fallo  del  Jiiea  Federal 


Rosario,  Agosto  16  de  1888. 

Visto  este  incidente  promovido  á  foja  59  por  el  demandante, 
solicitando  se  deje  sin  efecto  la  providencia  de  foja  58  ó  se  le 
conceda  la  apelación  en  subsidio. 

Con  lo  espuesto  en  contestación  por  el  demandado  en  su  es- 
crito de  foja  65. 

Y  considerando :  que  la  providencia  reclamada  nombrando  un 
perito  para  que  proceda  al  examen  del  documento  de  foja  33, 
tiene  por  objeto  esclarecer  el  punto  controvertido,  de  si  la  fecha 
puesta  en  el  espresado  documento,  lo  ha  sido  en  la  que  ella  indioa 
ó  posteriormente. 


L 
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Qae  por  oonsiguiente,  y  para  destruir  la  eficacia  que  como 
prueba  ese  docamento  pueda  tener  en  juicio,  es  que  la  parte  de- 
mandada ha  solicitado  ese  reconocimiento,  es  decir,  como  una 
diligencia  de  prueba  cuya  pertinencia  ó  impertinencia,  no  apa- 
reciendo desde  luego,  tiene  que  ser  juzgada  al  sentenciarse  la 
causa. 

Que  en  este  concepto,  no  hay  ley  alguna  que  impida  á  un  liti* 
gante  en  el  término  oportuno,  probar  sus  afirmaciones  y  al 
otro  probar  las  sayas  y  destruir  las  contrarias  por  medio  de 
tachas. 

Que  bien  sea  que  se  considere  suspendido  el  término  de  prue^ 
ba,  por  el  incidente,  resuelto  recien  á  foja  56,  ó  que  el  espre- 
sado documento  ha  sido  presentado  en  oportunidad  á  mérito  de 
no  estar  llamados  aún  los  autos,  resultaría  siempre  presentado 
en  término  hábil  el  escrito  corriente  á  foja  57,  puesto  que  ha 
sido  introducido  al  dia  siguiente  de  la  resolución  de  foja  56, 
por  la  cual  se  mandaba  agregar  con  citación  contraria,  el  docu- 
mento de  foja  33. 

Por  tanto:  se  resuelve  no  hacer  lugar  á  la  revocatoria  solici- 
tada, concediéndose  al  demandante  el  recurso  de  apelación  in- 
terpuesto, en  relación,  para  ante  la  Suprema  Corte,  debiendo  en 
consecuencia,  remitirse  los  autos  al  Superior  coa  noticia  de  las 
partes,  previa  reposición  de  los  sellos  adeudados.  Hágase  saber 
con  el  original  y  repónganse  los  sellos  adeudados. 

G.  Escalera  y  Zuviría. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Enero  28  de  1890. 

Vistos  :  Por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  setenta  y  cinco,  con  declaración  de  que  el  peri- 

T.  VIH  13 
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to  Ó  peritos  qne  se  nombren ;  deben  ser  de  común  acuerdo  entre 
las  partes,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  el  artículo  ciento  caa- 
renta  y  dos  de  la  ley  nacional  de  Procedimientos.  Repuestos  los 
sellos^  devuélvanse. 


BENJAHIN  YICTORIGA.  —  FEDERICO 
IBARGURÉN.  —  C.  S.  DE  LA  TO- 
RRE. —  ABEL  RAZAN. 


CAVSA   XII 


Contienda  de  competencia  entre  el  Juez  de  Sección  de  Santa  Fé 
y  el  de  la  Capital,  en  la  demanda  de  D.  Zacarías  Barbosa 
contra  doña  Mercedes  Z.  de  Iriondo;  sobre  cumplimiento  de 
un  contrato  de  compra-venta . 


Sumario,  —  La  justicia  federal  no  tiene  jurisdicción  para  co- 
nocer en  la  demanda  por  acción  personal,  deducida  por  un  veci- 
no de  la  capital  contra  un  vecino  de  la  misma.  Su  conocimiento 
corresponde  á  los  tribunales  ordinarios  de  la  Capital. 


DE  JUSTICIA  NAaONAL  195 

Caso.  —  En  la  ciudad  de  Santa  Fé,  con  fecha  5  de  Octubre  de 
1885,  doña  Mercedes  Zavallade  Iriondo,  por  sí  j  como  albacea 
de  la  testamentaría  de  su  su  finado  esposo  Dr.  D.  Simón  de 
Iriondo,  otorgó  boleto  de  compra-venta  de  un  campo  ubicado  en 
la  provincia  de  Santa  Fé^  á  favor  de  D.  Zacarías  Barbosa,  de- 
l)iendo  hacerse  la  escritura,  una  vez  conseguida  la  autorización 
judicial  necesaria  por  ser  bien  indiviso  y  de  menores . 

En  12  de  Agosto  de  1887,  en  la  ciudad  de  Buenos  Aires,  por 
ante  el  escribano  Besta,  D.  Zacarías  Barbosa  otorgó  protesta 
contra  la  señora  de  Iriondo  por  los  daños  y  perjuicios,  por  la 
falta  de  cumplimiento  del  contrato,  protesta  que  le  fué  noti- 
ficada á  la  señora  de  Iriondo  el  19  del  mismo  mes,  en  su  domici- 
lio en  Buenos  Aires,  calle  de  Artes,  número  711. 

Con  estos  documentos,  D.  Jacinto  Bodriguez  Parto,  en  repre- 
sentación de  D.  Zacarías  Barbosa,  vecinode  la  capital,  demandó 
ante  el  Juzgado  de  Sección  de  Santa  Fé  ádoña  Mercedes  Z.  de 
Iriondo  para  que  se  le  condenara  ala  escrituración  del  campo  y 
al  pago  de  las  costas  y  costos  del  juicio. 

En  otrosi  dijo :  que  encontrándose  accidentalmente  la  de- 
mandada en  la  ciudad  de  Buenos  Aires,  se  debía  librar  exhorto 
al  juez  de  la  capital  á  fin  de  que  fuera  notificada. 

Acreditada  la  competencia  del  Juzgado  con  la  declaración  de 
los  testigos  D.  Augusto  Brurguet  y  D.  Juan  Campodónico,  que 
declaran  que  D.  Zacarías  Barbosa  es  vecino  de  la  ciudad  de  Bue- 
nos Aires,  y  doña  Mercedes  Z.  de  Iriondo  de  la  de  Santa  Fé,  el 
juez  de  Sección  confirió  traslado  de  la  demanda,  ordenando  se  li- 
brara el  exhorto  para  que  se  notificara  la  demanda . 

Notificada  la  señora  de  Iriondo,  se  presentó  ante  el  Juzgado  de 
I*  Instancia  en  lo  Civil  de  la  capital^  pidiendo  se  librara  oficio  al 
juez  de  Sección  de  Santa  Fé  para  que  se  inhibiera  del  conoci- 
miento de  la  demanda  que  ante  él  le  había  entablado  D.  Zaca- 
rías Barbosa  y  remitiera  todo  lo  obrado^  por  no  ser  el  asunto  de 
SQ  competencia  sino  de  la  del  Juez  de  l'^  Instancia  de  la  Capi- 
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tal,  por  tratarse  de  una  cansa  entre  dos  vecinos  de  la  Capital, 
pues  ella  tenia  establecido  aquí  su  domicilio  desde  mucho 
tiempo. 

El  Juez  de  1^  Instancia  previa  vista  fiscal,  proveyó  de  confor- 
midad, mandando  librar  el  oficio  inhibitorio. 

Recibido  por  el  juez  de  Sección  el  oficio  en  que  le  pedía  in- 
hibitoria, dio  vista  al  fiscal,  quien  se  espidió  como  sigue  : 


VISTA    FISCAL 


Señor  Juez  Federal  de  Sección : 

Por  el  boleto  de  venta  inserto  en  estos  autos  á  foja  1,  se  acre- 
dita que  la  señora  doña  Mercedes  Zavalla  de  Iriondo  ratificó, 
en  su  calidad  de  coheredera  j  albacea  testamentaria  de  su  espo- 
so, el  Dr.  D.  Simón  de  Iriondo,  la  promesa  de  venta  que  había 
celebrado  á  favor  de  D.  Zacarías  Barbosa,  de  un  terreno  decam- 
po, su  hijo  elDr.  Néstor  de  Iriondo,  cuya  escrituración  debería 
hacerse  una  vez  obtenida  la  autorización  judicial. 

No  entra  en  mi  propósito  averiguar  si  aquella  señora  trató  ó  no 
de  obtener  esta  autorización,  pero  sí  me  incumbe  hacer  notar  lo 
siguiente :  que  aquella  promesa  de  venta  consistía  y  consiste  en 
bienes  déla  sucesión  del  Dr.  Iriondo  radicada  en  la  ciudad  de 
Santa  Fé;  que  quien  debe  verificarla  es  la  señora  de  Iriondo, 
representante  de  esa  testamentaría ;  que  es  en  Santa  Fé  donde 
debe  llevarse  á  ejecución  esta  estipulación,  según  los  términos 
del  compromiso;  que  según  la  misma  declaración  de  la  señora  de 
Iriondo,  foja  3,  que  no  ha  sido  objetada,  la  testamentaría  de  su 
esposo,  se  encuentra  aún  indivisa. 

En  presencia  de  estos  hechos,  mi  opinión  es^  que  el  Sr.  Juez 
de  1'  Instanciade  Buenos  Aires  no  es  el  competente  para  cono- 
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cer  en  la  demanda  instaurada  por  el  Sr.  Barbosa,  puesto  que 
como  queda  demostrado,  la  testamentaría  del  Dr.  Iriondo  es  la 
obligada  en  este  caso,  y  la  viuda  de  aquel  en  su  calidad  de  re- 
presentante de  la  sucesión,  la  que  debe  escriturar  al  demandan- 
te, importando  absolutamente  nada  que  aquella  señora  haya  ó 
no  cambiado  personalmente  de  domicilio. 

Debe  V.  S.  por  consiguiente,  no  hacer  lugar  á  la  inhibitoria 
que  se  pide  y  sostener  su  competencia  para  seguir  conociendo  en 
estos  autos,  salvo  su  mejor  juicio. 

Desiderio  liosas. 


El  juez  de  Sección,  para  mejor  proveer,  ordenó  que  el  deman- 
dante acreditase  dónde  se  había  abierto  el  juicio  testamentario 
delDr.  D.  Simón  de  Iriondo,  lo  que  se  verificó  con  un  informe 
del  secretario  del  Juzgado  de  1*^  Instancia  en  lo  civil  de  la 
ciudad  de  Santa  Fé,  del  que  resulta  que  en  esta  misma  ciudad 
con  fecháis  de  Diciembre  de  1885,  se  abrió  el  juicio  testa- 
mentario del  Dr.  Iriondo,  á  solicitud  de  su  esposa  doña  Merce- 
des Zavalla. 


Auto  del  JucB  Federal 


Rosario,  Abril  27  de  1888. 

Autos  y  vistos :  la  inhibitoria  solicitada  por  Sr.  Juez  del* 
Instancia  en  lo  Civil  de  la  capital  de  la  Eepública  en  los  autos 
seguidos  ante  este  Juzgado  por  D.  Zacarías  Barbosa  contra  do- 
ña Mercedes  Zavalla  de  Iriondo,  sobre  cumplimiento  de  an  con- 
trato de  compra-venta  de  un  campo  ubicado  en  esta  provincia  y 
de  propiedad  de  la  sucesión  del  esposo  de  la  demandada. 
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Con  lo  espuésto  por  las  partes  en  sus  respectivos  escritos  y 
considerando  :  1**  Qne  según  se  comprueba  por  la  certificación 
del  Sr.  Juez  de  la  provincia  de  Santa  Fé,  corriente  á  foja  35, 
existe  abierto  ante  ese  Tribunal  el  juicio  testamentario  del  Sr. 
D.  Simón  de  Iriondo,  á  cuya  sucesión  pertenecía  el  bien  raiz  que 
da  origen  á  este  litigio. 

^  Que  en  este  se  trata  de  la  escrituración  de  esa  propiedad 
raiz,  cuyo  contrato  ha  sido  celebrado  en  esta  provincia,  donde 
radica  el  juicio  testamentario  del  esposo  de  la  demandada. 

3^  Que  asimismo,  según  consta  del  citado  contrato  y  del 
informe  del  juez  de  provincia,  esta  sucesión,  se  encuentra  aún 
indivisa  y  existen  en  ella  menores  interesados. 

4®  Que  dados  estos  antecedentes,  el  lugar  del  cumplimiento 
del  referido  contrato,  cuya  copia  obra  á  foja  9  de  estos  autos, 
se  encuentra  determinado  por  la  misma  convención. 

5^  Que  esa  determinación  implícita  en  aquel  (el  contrato)  no 
puede  ser  otra  en  el  caso,  sino  la  de  fijar  como  domicilio  para  el 
cumplimiento  del  contrato,  el  lugar  donde  radica  el  juicio  tes- 
tamentario, desde  que  allí  se  ejercitan  las  funciones  de  alba- 
cea,  tiene  que  ser  dada  la  autorización  judicial  necesaria  é  inter- 
venir además  el  Defensor  de  Menores  de  la  localidad  á  causa  de 
la  existencia  de  menores  interesados ;  encontrándose  por  otra 
parte  también  en  esta  provincia,  la  mayor  parte  de  los  bienes 
de  la  testamentaría. 

6^  Que  las  razones  anteriores  prevalecen  sobre  lo  espuesto  de 
haber  la  señora  de  Iriondo  tenido  voluntad  de  cambiar  de  do- 
micilio estableciéndose  en  la  Capital  de  la  República,  pues  aún 
en  el  caso  de  que  tal  hecho  fuese  aceptado  á  mérito  dé  los  solos 
fundamentos  en  que  se  apoya,  él  cede  ante  las  prescripciones 
de  derecho  que  rigen  á  las  sucesiones,  y  que  como  de  orden  pú- 
blico, deben  tener  un  estricto  cumplimiento. 

Por  estos  fundamentos,  y  los  concordantes  de  la  vista  fiscal  de 
foja  129  este  tribunal  insiste  en  declararse   competente  para 
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conocer  en  esta  causa,  en  cuanto  se  refiere  á  los  motivos  aduci- 
dos en  esta  controversia  de  jurisdicción,  7  sin  que  ello  importe 
que  por  otras  causas  generales  7  no  traidas  al  debute,  pueda  ó 
no  el  infrascripto  como  juez  de  esta  Sección,  asumir  la  jurisdic- 
ción en  este  juicio.  En  su  consecuencia,  notifíquese  con  el  origi- 
nal al  Sr.  Procurador  Fiscal  7  al  representante  del  demandante; 
7  á  los  efectos  de  los  artículos  50  7  51  de  la  Le7  Nacional  de 
Procedimientos^  póngase  este  auto  en  conocimiento  del  Sr.  Juez 
exhortante  á  quien  se  le  remitirá  copia  de  lo  obrado  desde  foja 
20  á  foja  35.  Repónganse  los  sellos  adeudados. 

G,  Escalera  y  Zuviría. 


Aute  del  Mu^m  de  !•  Instoneia 


Buenos  Aires,  Octubre  13  de  1888. 

Yistos  nuevameirte  7  considerando:  1^  Que  el  escrito  que  en 
testimonio  obra  de  fojas  45  á  47,  demuestra  de  una  manera  que 
no  deja  lugar  á  duda,  que  la  demanda  deducida  por  D.  Zacarías 
Barbosa  contra  doña  Mercedes  Zavalla  de  Iriondo,  es  personal ; 
en  ella  se  pretende  sea  condenada  esta  á  otorgar  al  demandante 
la  escritura  de  venta  á  que  personalmente  se  obligó,  de  un  cam- 
po compuesto  de  dos  7  media  leguas  cuadradas,  ubicado  en  el 
paraje  denominado  <t  Los  Corrales  >,  Departamento  de  las  colo- 
nias. 

2"^  Que  para  que  según  los  términos  de  la  demanda,  pudiera 
ser  competente  el  Sr.  Juez  Federal  del  Rosario,  sería  necesario 
que  la  señora  Zavalla  de  Iriondo  se  encontrara  domiciliada  en 
Santa  Fé,  lo  que  no  es  exacto,  pues  la  demandada  ha  justificado 
ante  este  Juzgado,  como  lo  comprueban  las  actuaciones  que 
obran  de  fojas  6  á  8  que  tiene  su  domicilio  en  esta  Capital. 
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3°  Que  siendo  esto  así,  el  fundamento  invocado  por  el  actor, 
respecto  del  domicilio  de  la  demandada  (véase  el  otrosí  de  foja 
4*7),  para  determinar  la  competencia  del  juzgado  federal,  resulta 
incierto,  y  en  tal  concepto,  inaplicables  al  caso  el  inciso  2^  9el 
artículo  2^  de  la  Ley  Nacional  de  jurisdicción  y  competencia  de 
los  tribunales  nacionales,  y  artículo  1°  de  la  Ley  Fuero  Federal 
de  18  de  Setiembre  de  1884. 

ip  Quedados  los  términos  de  la  demanda,  y  admitiendo  como 
exacto  que  el  bien  á  que  aquella  se  refiere  pertenece  á  la  suce- 
sión delDr.  D.  Simón  de  Iriondo,  como  asimismo  que  la  testa-  ^ 
mentaría  de  este  se  encuentra  indivisa,  estas  circunstancias  no 
favorecen  la  competencia  del  Sr.  Juez  Federal  del  Rosario,  pues 
en  todo  caso,  sería  el  Sr.  Juez  provincial  de  Santa  Fé  que  conoz- 
ca de  la  indicada  testamentaría,  quien  podría  discutir  al  infras- 
cripto su  competencia  para  conocer  en  este  juicio,  pero  en  ma- 
nera alguna  el  Sr.  Juez  Federal. 

5^  Que  es  así  en  efecto,  pues  la  Ley  de  14  de  Setiembre  de 
1863,  artículo  12,  inciso  1°,  escluye  la  justicia  federal  del  cono- 
cimiento délos  juicios  universales,  de  concurso  y  testamentarios 
atribuyendo  su  conocimiento  á  los  jueces  competentes  de  Pro- 
vincia. 

6°  Que  esta  disposición  está  de  acuerdo  con  lo  establecido 
en  los  artículos  3283  y  3284  del  Código  Civil,  según  los  que :  el 
derecho  de  sucesión  es  regido  por  el  derecho  local  del  domicilio 
que  el  difunto  tenía  á  su  muerte,  sean  los  sucesores  nacionales 
ó  estrangeros,  correspondiendo  la  jurisdicción  sobre  la  sucesión 
á  los  jueces  del  lugar  del  último  domicilio  del  difunto. 

Por  estos  fundamentos,  y  de  acuerdo  con  la  vista  del  Sr.  Agen- 
te fiscal,  corriente  á  foja  41  vuelta,  el  Juzgado  resuelve :  man- 
tener su  competencia,  disponiendo  en  consecuencia,  se  libre  oficio 
haciéndoselo  así  saber  al  Sr.  Juez  Federal  del  Rosario,  para  que 
dando  por  trabada  la  contienda  de  competencia,  se  sirva  remitir 
los  autos  de  que  conoce  á  la  Suprema  Corte  de  justicia  federal* 
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para  qne  en  so  vista  y  los  presentes,  resuelva  lo  que  en  su  ilus- 
trado juicio  cortesponda,  de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el 
artículo  52  de  la  Ley  Nacional  de  Procedimientos.  BegístresCf 
re{loniéndose  los  sellos. 

Martin  Bustos, 


YISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Diciembre  13  de  1888. 

Suprema  Corte : 

El  Sr.  Juez  de  l'^  Intancia  de  la  Capital  Dr.  Bustos,  y  el  Sr. 
Juez  Federal  de  Santa  F^^  Dr.  Escalera  y  Zuviría,  se  disputan 
en  este  caso  una  jurisdicción  que  visiblemente  no  corresponde  á 
uno  ni  á  tro,  y  que  ellos  mismos,  al  parecer,  así  lo  recono- 
cen. 

Demandada  la  señora  viuda  del  Dr.  Iriondo  por  el  cumpli- 
miento de  un  contrato  ante  el  Juzgado  Federal  de  Santa  Fé,  se 
presentó  ante  el  Juzgado  del'' Instancia  de  esta  Capital,  pidien- 
do hiciera  saber  al  espresvido  juzgado  federal  se  abstuviera  de 
seguir  conociendo,  por  estar  ella  domiciliada  en  la  misma  Capi- 
tal. 

El  Sr.  Jaez  Federal,  fundándose  en  los  hechos  constantes  en 
autos,  de  que  la  demanda  versaba  sobre  un  bien  de  la  testamen- 
taría del  finado  Dr.  Iriondo,  radicada  en  Santa  Fé  é  indivisa 
aún,  no  hizo  lugar  á  la  inhibitoria. 

A  su  vez,  el  Juez  de  la  Capital  apoyándose  en  los  mismos  he- 
chos, desconoce  la  jurisdicción  del  Juzgado  Federal  que,  dice, 
correspondería  en  todo  caso,  á  la  justicia  local  de  Santa  Fé,  por 
estar  radicada  ante  ella  la  sucesión  del  ya  citado  Dr.  Iriondo. 
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A  la  verdad,  la  cansa  no  pnede  ser  más  notoriamente  dala 
competencia  del  juez  que  conoce  del  juicio  universal  testamen- 
tario. 

No  habiéndose  traido,  sin  embargo,  este  punto  á  discusión,  pa- 
réceme  que  debe  Y.  E.  limitarse  á  declarar  infundada  la  inhi- 
bitoria pedida  por  el  Juzgado  de  la  Capital  en  los  términos  del 
auto  del  Sr.  Juez  Federal:  es  decir,  sin  que  ello  importe  que 
por  otras  causas  generales  y  no  traidas  al  debate,  pueda  ó  no 
dicho  Juez  Federal  asumir  la  jurisdicción  en  este  juicio. 

Eduardo  Costa . 


Falto  de  la  Suprema  Carte 

Buenos  Aires,  Enero  28  de  1890. 

Vistos:  Siendo  personal  contra  doña  Mercedes  Z.  de  Irion- 
do,  j  no  contra  la  sucesión  de  su  esposo,  la  demanda  deducida ; 
7  resultando  acreditado  por  la  información  corriente  en  los 
autos  remitidos  por  el  Juez  de  la  Capital,  corroborada  por  la 
residencia  en  ella  de  la  demandada,  que  esta  tiene  su  domicilio 
en  dicha  Capital,  y  que  en  ella  lo  tiene  también  el  demandante, 
según  su  propia  información ;  se  declara  que  la  justicia  nacional 
carece  de  jurisdicción  para  el  conocimiento  de  esta  causa.  En 
su  consecuencia,  remítanse  los  autos  al  Juez  de  la  Capital,  y 
avísese  por  oficio  al  Juez  de  Sección,  reponiéndose  los  sellos. 


benjamín  YICTORICA.  —  FEDERI- 
CO IBARGÚREN.  —  G.  S.  DE  LA 
TORRE.  —  ABEL  BAZAN. 
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CAUSA  .iLlII 


D,  Juan  C.  Clark  contra  ü.  Juan  Monteavaro 
por  esproptadon ;  sobre  pruebas 


Sumario.  —  £1  procedimiento  verbal  y  samarlo  prescrito  por 
la  ley  para  los  juicios  de  espropiacion,  no  se  opone  á  la  apertura 
de  la  causa  á  prueba  porun  término  prudencial  cuando  el  juez  la 
estime  conyeniente. 


Caso.  —  D.  Daniel  Yidela  j  Correas  se  presentó  en  19  de 
'noviembre  de  1888  entablando  juicio  de  espropiacion  contra 
D.  Juan  Monteavaro,  en  nombre  ae  D.  Juan  E.  Clark. 

Acompañó  el  poder  de  este  conferido  en  18  de  Setiembre  de 
i887,  en  que  dice  que  en  9  de  Setiembre,  D.  Miguel  Olmedo  y 
D.  Bodolfo  Heimendahl,  que  forman  el  Directorio  local  del 
Ferro-Carril  Trasandino  de  Buenos  Aires  á  Yalparaiso,  le  con- 
firieron poder  general,  para  que  adquiriese  terrenos  para  la  TÍa, 
estaciones  j  obras  del  ferro-carril,  ya  sea  por  compra,  permuta, 
donación  ó  de  otro  modo,  y  por  espropiacion,  con  facultad  de 
aastituir. 
Presentó  nn  plano,  firmado,  al  parecer,  por  B.  Hugo  Eufat  y 
A.  S.  G-uilIemand,  conteniendo  un  trazado  entre  los  kilómetros 
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319  j  642,  é  indicando  J.  Monteavaro,  con  superficie  de  5735 
metros  cuadrados  á  espropiar  y  dijo  : 

Que  D.  Juan  E.  Clark  era  concesionario  del  Ferro-Carril  Tra- 
sandino de  Mendoza  á  Chile  ;  que  la  obra  había  sido  autorizada 
por  ley  de  5  de  Noviembre  de  1872  y  en  virtud  del  decreto  24 
Noviembre  1873,  aceptando  como  más  ventajosa  su  propuesta, 
se  celebró  el  contrato  para  la  construcción  y  esplotacion  del 
Ferro-Carril  en  26  de  Marzo  de  1878,  con  arreglo  á  la  ley  de  18 
de  Setiembre  de  1877. 

Que  aprobados,  por  decreto  de  19  de  Junio  de  1886  los  pla- 
nos, según  los  que  la  línea  atraviesa,  éntrelos  kilómetroH  319 
y  642  del  trazado,  un  terreno  con  viñedo  de  propiedad  de  D. 
Juan  Monteavaro,  sito  en  el  ejido  de  la  ciudad,  en  una  esten- 
sion  de  323  metros  de  largo  por  15  de  ancho,  era  el  caso  de  va- 
lerse del  artículo  6""  de  la  ley  de  espropiacion  de  13  de  Setiembre 
de  1866,  por  no  haber  podido  arreglar  la  compra  á  Monteavaro . 

Que  en  virtud  del  artículo  l^'de  la  ley  18  de  Octubre  de  1882, 
y  24  de  la  ley  5  de  Noviembre  de  1872  citado,  demandaba  á  Mon- 
teavaro por  espropiacion^  pidiendo  manifestase,  si  estaba  con- 
forme con  la  suma  de  2867  pesos  m/n.  y  á  más  1  peso  por  el 
metro  lineal  de  cierre  en  la  ostensión  ocupada,  y  en  caso  con- 
trario se  nombraran  peritos  para  la  avaluación. 

Hizo  presente  que  Monteavaro  no  sufría  desperfectos,  por- 
que la  zona  á  espropiarse  se  hallaba  en  el  límite  este  de  su  pro- 
piedad :  que  hace  tres  meses,  en  el  mismo  barrio,  el  señor  Cam- 
ponani  había  vendido  al  señor  Prolaski  á  15  centavos  el  metro 
cuadrado ;  que  la  propiedad  de  Monteavaro  va  á  ganar  con 
ocasión  de  la  obra,  por  hallarse  en  frente  de  la  estación  princi- 
pal, lo  que  debe  tenerse  en  cuenta,  con  arreglo  á  la  nota  del  ar- 
tículo 2511 ,  Código  Civil. 

Citadas  ajuicio  verbal  las  partes,  el  acta  reproduce  la  deman- 
da y  Monteavaro  opuso  las  siguientes  escepciones ; 

1*  La  incompetencia  del  Juzgado^  por  no  haberse  probado 
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que  el  caso  cae  bajóla  jurisdicción  federal,  por  razón  délas 
personas,  pues  la  ley  de  espropiacion  no  ha  derogado  lo  que 
manda  á  este  respecto  la  ley  de  competencia  de  la  justicia  fede- 
ral, y  el  hecho  de  la  espropiacion  no  autoriza  á  establecer  la  ju- 
risdicción por  razón  de  la  materia. 

í^  La  falta  de  personería.  Dijo  que  Clark  se  titula  represen- 
tante  de  una  sociedad  llamada  de  Ferro-Carril  Trasandino  de 
Bnenos  Aires  á  Yalparaiso,  representada  á  la  vez  por  un  titu- 
lado directorio  compuesto  del  señor  Olmedo  y  señor  Heimendahl^ 
sin  que  en  el  poder  sustituido  por  Clark  al  señor  Yidela  y  Correas 
se  halle  inserto  ningún  documento  que  justifique  la  existencia 
de  esa  sociedad  y  directorio,  observando  que  por  publicaciones 
hechas  en  los  periódicos  de  la  Capital,  se  sabe  que  el  titulado 
directorio  era  compuesto  también  por  el  Dr.  D.  Juan  E.  Serú, 
que  no  firmaba  la  sustitución  de  foja  1,  y  que  en  el  caso  de  los 
señores  Mendoza  que  demandaron  á  Clark  y  á  la  Compañía,  á 
que  se  refiere  el  poder  de  foja  1,  ante  la  Justicia  Nacional,  por 
perjuicios,  los  demandados  declararon  que  no  eran  dueños  ni 
concesionarios  del  Ferro-Carril,  sino  Juan  Clark,  por  lo  que  el 
Juez  Nacional  de  San  Luis,  resolvió  el  caso  en  contra  de  los  se- 
ñores Mendoza. 

Agregó:  que  la  falta  de  personería  resulta  también  de  que  la 
demanda  se  interpone  por  un  individuo  particular  y  no  por  el 
representante  de  la  Nación,  á  quien  aquel  no  puede  sustituirse. 

3*  £1  defecto  legal  en  el  modo  de  interponer  la  demanda, 
pues  no  se  sabe  si  la  concesión  hecha  subsiste,  por  haber  pasa- 
do los  términos  establecidos  por  la  ley,  y  si  su  terreno  entra  en 
el  trazado  aprobado  por  el  Gobierno,  no  pudiendo  deducirse  na- 
da del  plano  acompañado  á  la  demanda,  que  no  tiene  autenti- 
cidad alguna ;  debiendo  por  el  contrario  observar  que  la  Em- 
presa Clark  tiene  ya  una  línea  férrea  por  dos  puntos,  lo  que  no 
es  permitido,  por  no  haberlo  autorizado  la  ley. 

Agregó:  que  también  había  defecto  en  la  demanda  pomo  ha- 
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berse  probado  la  existencia  de  la  Sociedad  eu  cuyo  nombre  se 
presentaba  el  actor . 

Bespecto  del  fondo  dijo:  qae  el  precio  ofrecido  es  Til  y  macho 
menor  del  corriente  y  pidió  2  pesos  50  centavos  por  metro  cua- 
drado. 

Contestándolas  escepciones  el  señor  Correas  dijo:  A  la  l'^  que 
el  Juez  Nacional  era  competente  por  razón  de  la  materia^  limi- 
tándose á  invocar  lo  dispuesto  por  la  ley  nacional  de  espropia^ 
cion  de  1866,  á  más  de  que  en  el  presente  caso  procedía  el  fuero 
federal  también,  por  razón  de  la  distinta  nacionalidad  de  las 
partes . 

A  la  2*  dijo  que  el  título  para  demandarla  espropiación,  resul- 
taba de  las  leyes  y  decretos  invocados  en  la  demanda,  y  que  el 
hecho  de  haber  organizado  el  señor  Clark  una  sociedad  para  lle- 
var á  efecto  la  obra  del  Ferro-carril,  no  alteraba  el  derecho  ad- 
quirido, para  proceder  á  nombre  propio  á  gestionar  la  espropia- 
cion  de  los  terrenos  necesarios. 

Agregó:  que,  en  cuanto  á  poder  ser  el  señor  Clark  el  actor  y 
no  el  procurador  fiscal,  ó  un  representante  del  Gobierno  Nacio- 
nal, lo  establecía  así  el  artículo  20  de  la  ley  de  espropiacion  de 
1866,  teniendo  el  espropiado,  encaso  de  ser  mal  pedida  6  ejecu- 
tada la  espropiacion,  el  remedio  en  el  artículo  19  de  dicha  ley, 
que  acuerda  el  derecho  de  retraer  á  su  poder  la  propiedad,  si 
no  fuese  destinada  al  objeto  que  motivó  la  espropiacion. 

A  la  3"  que  la  demanda  estaba  en  la  forma  fijada  por  la  ley 
de  espropiacion. 

Pidió  se  rechazaran  las  escepciones  con  costas^  y  se  proce- 
diera al  nombramiento  de  peritos,  solicitando,  á  la  vez,  la  ocu- 
pación inmediata,  previa  consignación  del  precio  ofrecido  por  la 
Empresa. 

El  señor  Monteavaro  pidió  se  abriera  á  prueba  de  las  escep- 
ciones dilatorias  y  perentorias,  ofreciendo : 

I*'  La  absolución  de  posiciones  de  la  contraria; 


. 
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2^  Informe  pericial  del  Ingeniero  Bastrap  6  del  que  el  Juez 
designara,  sóbrela  existencia  del  trazado  definitivo  de  la  línea; 

3®  Declaración  de  los  testigos  Narciso  Tejerina  y  Francisco 
Moyano  que  se  hallaban  en  Secretaría ; 

4"*  Declaración  por  informe  del  Cónsul  de  Chile,  Don  Rufino 
Cubillas ; 

5^  El  poder  de  Yidela  y  Correas  en  la  causa  con  Cubillas,  en 
que  representa  á  Clark  y  no  á  la  sociedad  y  Directorio  á  que  se 
refiere  el  poder  de  foja  1 ; 

B""  Copia  del  decreto  28  de  Abril  de  1883,  negando  el  r(^co- 
nocimiento  de  persona  jurídica  á  la  sociedad. 

Agregó,  en  este  estado,  que  desistía  de  la  prueba  pericial,  por 
haber  manifestado  el  señor  Correa,  que  en  efecto  existía  una 
vía,  desde  la  estación  al  Rio  Mendoza  del  Ferro-Carril  á  Chile 
y  que  está  en  actual  uso. 

£1  señor  Yidela  Correas  rectificó  esta  última  esposicion,  ma- 
nifestando que  esa  vía  er^  provisoria  y  no  se  hallaba  en  el  tra- 
zado definitivo  del  Ferro-Carril  trasandino,  dentro  de  la  osten- 
sión ocupada  en  la  calle  Belgrano,  lo  cual  ofrece  probar  con  los 
Ingenieros  F.  Guillemand  y  Carlos  Ritard. 


RcAOlueloii  del  Jues  Federal 


Abrióse  la  causa  á  prueba,  designand capara  su  producción  la 
audiencia  del  28  á  las  8.30  a.  m.,  en  que  tendrán  lugar  las  posi- 
ciones^ ordenando  se  libre  oficio  al  Cónsul  de  Chile,  y  designan- 
do la  misma  audiencia  para  el  informe  de  los  Ingenieros  que  se 
prestará  por  medio  de  declaración  jurada  ante  el  Juzgado. 

Juan  del  Campillo. 


\ 
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El  demandado  pidió  reposición  y  apeló  en  subsidio  de  esta  úl- 
tima parte  de  la  resolución  anterior,  por  no  haber  sido  traídos 
los  testigos  ingenieros. 


Auto  del  Juea  Federal 


Mendoza,  Noviembre  27  de  1888. 

En  mérito  de  la  diligencia  precedente,  hágase  saber  á  las 
partes,  qne  el  Juzgado  dictará  en  la  audiencia  de  mañana  la  re- 
solución pendiente,  sobre  el  recurso  interpuesto*  y  que  el  tér- 
mino de  prueba  se  entienda  por  i  O  dias  improrogables,  en  aten- 
ción á  la  naturaleza  sumaria  del  juicio. 

Campillo. 


El  28  de  Noviembre  comparecieron  las  partes  y  Monteavaro 
pidió  reposición  y  apelación  de  la  última  parte  del  auto  anterior^ 

alegando  que  el  juicio  era  sumario,  y  las  pruebas  debían  admi- 
tirse y  producirse  en  la  misma  audiencia,  sin  señalar  término 
probatorio,  lo  mismo  que  en  los  juicios  análogos,  reglamentados 
por  el  artículo  333  de  la  ley  de  enjuiciamiento;  y  que  conceder 
un  término  de  prueba,  sería  ordinarizar  el  juicio. 

El  Juez  dijo:  que  no  estando  reglamentado  por  ley  alguna  el 
procedimiento  cuestos  juicios,  consideraba  que  la  fijación  de  un 
término  probatorio  no  contrariaba  la  disposición  que  prescribía 
el  procedimiento  sumario  y  verbal ;  y  que  no  teniendo  el  carác- 
ter de  interlocutorias  las  providencias  recurridas,  resolvía  no 
hacer  lugar  á  la  reposición  y  conceder  la  apelación  subsidiaria- 
mente interpuesta. 
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Fallo  é»  la  Suprema  Corie 


Buenos  Aires,  Enero  30  de  1890. 

No  oponiéndose  el  procedimiento  sumario  j  verbal  prescrito 
por  la  ley  de  espropiacion,  para  esta  clase  de  juicios,  á  la  aper- 
tura de  la  causa  á  prueba,  cuando  el  Juez  lo  estime  conveniente 
y  por  nn  término  prudencial,  se  confirma  con  costas  el  auto  ape- 
lado de  foja  veinte  seis.  Repuestos  los  sellos  devuélvanse. 


benjamín  YICTORICA.  —  FEDERICO 
IBARGÜREN.  —  C.  S.  DE  LA  TOR- 
RE. —  ABEL  BAZAN. 


CAUSA  XIV 


Criminal,  contra  Charles  hermanos,  por  defraudación 

de  derechos  de  aduana. 


Sumario.  —  El  encargado  de  la  oficina  B  de  Balances  de  Re- 
gistro de  Aduana,  no  tiene  personería  para  intervenir  en  las 
T.  vm  14 


^ 
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causas  criminales  por  defraudación  de  derechos  de  Aduana,  j 
su  renuncia  á  intervenir  en  ellas,  no  puedo  autorizar  un  auto 
de  desistimiento  dictado  sin  la  audiencia  del  Ministerio  Fis- 
cal. 


Caso.  —  Los  antecedentes  de  este  asunto  resultan  de  las  si- 
guientes piezas . 

Buenos  Aires,  Julio  14  de  1887. 

Ál  sefior  Administrador  de  Rentas  Nacionales  de  la  CapitaL 

En  el  examen  efectuado  á  las  carpetas  de  los  buques  entra- 
dos al  puerto  en  el  año  de  4880^  esta  oficina  ha  constatado  la 
operación  que  en  seguida  detallo. 

La  casa  de  los  señores  Guenon,  Charles  y  C^  hoy  sus  suceso- 
res Charles  hermanos,  introdujo  en  el  vapor  Congo  entrado  al 
puerto  en  Noviembre  30  de  1880,  paquete  1135,  las  siguientes» 
mercaderías,  declarándolas  en  el  manifiesto  general  comosigue» 
en  idioma  francés. 

Marca  AA  1/3,  tres  cajones  bonneterie. 

>      AA  645/49,  cinco  cajones  dentelle  gants  y  bonneterie. 

La  misma  casa  despachó  esta  mercadería  en  la  forma  si- 
guiente : 

Por  los  cajones  marca  AA  1/3  hizo  un  despacho  declarando 
como  contenido  1370  docenas  medias,  por  el  número  647  mar- 
ca AA  bíz<>  o^^o  despacho  por  un  cajón  espresando  que  su  con- 
tenido eran  botones  y  por  los  números  645,  646,  648  y  649  con 
la  misma  marca  AA  efectuó  otro  despacho  por  cuatro  cajones 
manifestando  que  su  contenido  era  1300  kilos  cartón  ordinario 
y  varias  muestras  sin  valor. 


I 
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Por  la  simple  compulsa  de  estas  dos  declaraciones,  se  acre- 
dita que  ha  habido  falsa  manifestación,  pues  ninguno  de  los 
artículos  expresados  en  el  manifiesto  general,  se  encuentra  en 
los  despachos  parciales. 

Como  se  observa,  las  mercaderías  declaradas  en  el  manifiesto 
consular  son  de  mucho  valor  y  pagan  un  derecho  alto,  mientras 
que  las  espresadas  en  los  despachos  parciales,  so.i  de  un  valor 
insignificante  y  solo  les  corresponde  abonar  el  derecho  general 

de25Vo. 

Ahora  bien,  el  objeto  que  se  ha  tenido  para  hacer  estas  falsas 

manifestaciones,  contando  quizá  para  realizar  esta  operación, 
con  la  cooperación  de  un  empleado  infiel,  no  ha  podido  ser  otro 
que  defraudar  la  renta,  y  para  el  debido  esclarecimiento  de  es- 
tos hechos,  que  tan  señalados  perjuicios  le  ocasiona  al  erario, 
pido  al  señor  administrador  ordene  se  instruya  el  respectivo 
sumario,  y  una  vez  sustanciado,  me  lo  devuelva  para  entablar 
en  representación  del  Fisco  las  acciones  que  le  correspondan . 

Para  terminar,  debo  agregar  que  los  manifiestos  41,770  y 
4i,771  ea  que  se  han  declarado  las  medias  y  el  cartón,  se  en- 
cuentran impagos. 

Dios  gnarde  á  Vd. 

F.  Vócos. 

Buenos  Aires,  Julio  14  de  1887. 

Pase   á  la  oficina  de  sumarios  para  que  proceda  á  la  investi- 
gación correspondiente.  p.  a. 

José  A.  Broches. 

Buenos  Aires,  Julio  15  de  1887. 

Cítese  por  y  ante  la  oficina  de  sumarios  á  los  señores  Charles 
hermanos  j  C^  á  objeto  de  prestar  una  declaración  dentro  del 
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tercero  día  de  recibida  la  citación,  advirtiéndoles  que  si  así  no 
lo  hicieren,  se  procederá  con  arreglo  á  derecho. 

Anzó. 


Buenos  Aires,  Julio  20  de  1887. 

En  la  fecha  compareció  el  señor  Nonel  en  representación  de 
la  casa  y  declaró: 

Que  se  ratifica  á  nombre  de  la  casa  en  la  manifestación  he- 
cha por  esta  en  los  manifiestos  á  que  se  refiere  el  parte  de  foja  1 . 

Que  á  nombre  de  la  misma,  protesta  formalmente  sobre  los 
cargos  injustos  é  indebidos  que,  sin  razón,  gratuitamente,  hace 
el  denunciante.  En  lo  que  se  ratificó  y  firmó. 

J,  Charles  finos,  y  C*.  — CornelL 
—  NoneL 


Buenos  Aires,  Julio  25  de  1887. 

Teniendo  la  oficina  B  de  balances,  según  su  contrato  de  con- 
cesión, autorización  para  ocurrir  ante  los  tribunales  en  repre- 
sentación del  Fisco  á  deducir  las  acciones  que  corresponda  y 
habiendo  la  mercancía  salido  de  la  jurisdicción  de  la  aduana, 
pase  á  la  oficina  B  para  sus  efectos.  p.  a. 

£.  Anido. 


Buenos  Aires,  Julio  26  de  1887. 

Señor  Administrador: 

Tratándose  de  una  defraudación  de  la  renta,  penada  por  el 
artículo  1026  de  las  Ordenanzas  de  aduana,  y  siendo  incompleto 
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el  sumario  levantado,  al  respecto,  creo  de  necesidad  que  sus 
diligencias  se  amplíen  j  complementen  por  la  aduana,  á  los 
efectos  de  los  artículos  i04i  y  1053  de  las  ordenanzas  de  la 
misma. 

Complementado  el  sumario,  el  señor  administrador  tendrá 
á  bien  ordenar  se  me  devuelva  para  ocurrir  ante  quien  corres- 
ponda. 

F.  Vócos. 


Buenos  Aires,  Julio  36  de  1887. 

Pase  á  la  alcaidía  para  que  esprese  en  qué  depósito  han  sido 
recibidas  las  mercancías  de  que  se  trata  y  qué  ayudantes  se 
hallaban  á  la  custodia  del  mismo. 

E.  Anido. 


Buenos  Aires,  Julio  27  de  1887. 

Al  alcaide  señor  £.  Yelez,  para  que  informe  con  arropólo  á 
la  resolución  anterior. 

E.  Moreno, 


Señor  alcaide  principal : 

El  Tapor  Congo  entrado  en  Noviembre  30  de  1880,  bajo  re- 
gistro número  1135,  á  que  se  refiere  este  espediente,  aparece 
girado  en  esa  fecha,  á  los  depósitos  del  norte,  siendo  recibida 
811  carga  por  los  empleados  D.  Manuel  Zambrano,  guarda 
almacén  1^   y  D.  Alberto    Martinez«   guarda  almacén  2°. 
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Consta  asimismo,  haber  sido  recibida  parte  de  la  carga, 
en  esta  aduana  por  el  guarda  almacén  1®  D.  Norberto  Ville- 
gas. 

Creo  dejar  así  cumplidas  las  órdenes  del  señor  alcaide  prin- 
cipal. 

E.  Velez. 


Buenos  Aires,  Julio  38  de  1887. 
Seíior  Administrador : 

Llenadas  las  diligencias  mandadas  practicar  con  fecha  26 
del  actual,  devaelvo  á  Yd.  este  espediente. 

E.  Moreno. 


Buenos  Aires,  Octubre  3  de  1887. 

Fase  á  la  oficina  B  de  balances  para  que  acompañe  el  des 
pacho  pagado,  á  que  hace  referencia,  á  fin  de  proseguir  la  in 
dagacion  sumaria  correspondiente . 

£.  Anido. 


Buenos  Aires,  Octubre  4  de  1887. 
Señor  Administrador  : 

De  los  documentos  correspondientes  á  los  despachos,  motilo 
de  esta  denuncia,  solo  se  encuentran  en  las  carpetas  de  registro 
respectivo  dos  copias  pertenecientes  á  los  despachos  41770  7 
41771. 

Ambas  copias  han  sido  alteradas  y  además  de  relacionar 
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un  contenido  falso,  ha  sido  borrada  la  fecha  del  despacho  por 
medio  de  grandes  borrones  de  tinta;  el  parcial  de  alcaidía, 
asi  como  el  de  contadnria  y  despachos  tampoco  existen,  no 
teniendo  otro  comprobante  de  la  saplahtacíon  qae  se  dio  cnenta, 
que  el  manifiesto  consular  auténtico  original  relacionando  el 
Terdadero  contenido,  consistente  en  boneterte  6  sea  gorras  6 
artículos  de  lanas.  Dentelle,  Gants,  etc.,  ó  sean  blondas  y  guan- 
tes en  vez  de  cartón  ordinario  y  medias  de  algodón  largas  con 
cuyas  especies  fué  suplantado  aquel  contenido  en  los  despa- 
chos estraviados,  cuyas  copias  comprobantes  de  la  defrauda- 
ción, existen  en  dicho  registro. 

Ramón  /.  Silva, 


Buenos  Aires,  Octubre  4  de  1887. 

Traíganse  á  la  vista  los  documentos  á  que  se  refiere  el  in- 
forme anterior. 

E.  Anido. 


Señor  Administrador : 

Acompaño  los  documentos  á  que  se  hace  referencia. 

Ramón  J.  Silva. 


RESOLUCIÓN  DEL  ADMINISTRADOR  DE  ADUANA 


Buenos  Aires,  Octubre  4  de  1837. 

Hesaltando  de   la    instrucción  sumaria  y  los  documentos 
acompañados: 
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I""  Que  el  manifíesto  consular  relacionando  la  carga  impor- 
tada por  el  vapor  Congo  en  su  espedicion  de  fecha  30  ds  No- 
viembre de  i880>  registro  1135,  registra  una  partida  marca  ^ 
número  645  á  649  determinando  5  bultos  blondas,  guantes, 
gorras  y  objetos  de  punto  de  lana  consignado  á  la  orden; 

2^  Que  en  el  mismo  manifíesto  consular  consta  otra  partida 
conteniendo  la  marca  AA.  y  relacionando  del  1  al  3,  3  bultos 
artículos  de  punto  de  lana,  también  á  la  orden; 

3°  Que  establecido  el  registro  de  dicho  buque  bajo  el  núme- 
ro 1135,  f aeren  presentadas  las  copias  de  facturas  por  cada 
uno  de  los  interesados  é  incorporados  á  dicho  registro; 

4^  Que  entre  dichas  copias  se  encuentran  dos  pertenecientes 
á  la  casa  de  Gnenon,  Charles  y  C'',  relacionando  los  ocho  bultos 
á  que  se  refieren  las  dos  partidas  introducidas  y  que  constan 
en  el  manifiesto  consular; 

5^  Que  al  detallar  el  contenido  en  los  mismos^  han  atribuido 
falsamente  á  dichos  bultos  el  detalle  de  cartón  ordinario  y  me- 
dias largas; 

6^  Que  los  despachos  y  parciales  presentados  en  la  misma 
forma,  no  se  hallan  en  sus  respectivas  carpetas  y  solo  han  ser- 
vido para  estraer  la  mercancía  dolosamente  manifestada,  cons- 
tando de  los  mismos  libros  que  si  bien  en  un  índice  borrador 
de  chancelaciones,  figuran  como  pagados  ambos  documentos 
bajo  los  números  41770  y  41771,  en  todos  los  demás  libros  de 
formalizacion  de  cuentas,  ni  han  sido  registrados  ni  su  im- 
porte figura  haber  entrado  á  caja  en  el  dia  8  de  Marzo  de  1881 
que  dicho  borrador  indica  y  que  en  las  mismas  copias  se  de- 
muestra que  por  medio  de  borrones  se  ha  procurado  desorien- 
tar la  busca  de  los  documentos  de  despacho  borrando  la  fecha 
en  que  habían  sido  espedidos.  Dando  esta  última  circunstan- 
cia  lugar  á  dos  acciones  distintas  cuya  acusación  se  halla  pre- 
vista por  el  artículo  1060  de  las  Ordenanzas  de  aduana,  de- 
vuélvanse á  la  oficina  B  de  balances  estas  actuaciones  á  fin  de 
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que  á  mérito  de  las  facultades  que  le  han  sido  conferidas,  pro- 
siga la  ejecución  y  castigo  del  delito  que  resulta,  por  ante  el 
Juez  de  Sección  de  la  Capital  Dr.  D.  Andrés  XJgarriza. 

/.  GraneL 


Señor  Juez  de  Sección : 

Florentino  Vócos,  encargado  de  la  oficina  B  de  Balances  de 
Registro  de  Aduana,  por  acuerdo  del  Superior  Gobierno  de  fe- 
cha 1^  de  Febrero  del  año  próximo  pasado,  ante  Y.  S.  como  me- 
jor proceda,  digo:  Que  la  administración  de  Rentas  Nacionales 
ha  pasado  los  antecedentes,  que  en  fojas  5  útiles  acompaño,  á 
fin  de  que  deduzca  ante  Y.  S.  las  acciones  á  que  hubiere  lu- 
gar. 

De  esos  antecedentes,  resulta,  que  los  señores  Charles  her- 
manoSy  sucesores  de  los  señores  Guenon  Charles,  y  C'^,  y  con  do- 
micilio en  la  calle  Suipacha  número  i  4,  han  defraudado  la  renta 
pública,  valiéndose  de  falsa  manifestación  y  alterando  la  ver- 
dad del  contenido  de  documentos  de  aduana,  en  connivencia  al 
parecer,  con  algún  empleado  de  la  misma,  pues  ni  los  derechos 
de  las  mercaderías  falsamente  manifestadas  han  pagado  al 
Fisco. 

Siendo  la  defraudación  y  falsedad  que  dejo  enunciadas,  deli- 
tos definidos  y  penados  por  las  leyes  vigentes,  corresponde  que 
y.  S.  se  sirva  proceder  á  la  instrucción  del  sumario  correspon- 
diente. En  su  mérito,  y  previa  vista  del  señor  Procurador  Fiscal, 
paraque  deduzca  la  acusación  en  forma  ó  solicitólas  medidas  pre- 
cancionales  del  caso,  como  ser  detención  de  los  culpables,  sus- 
pensión de  los  despachos  de  aduana  y  detención  de  las  merca- 
derías, que  hubiese  en  ella^  Y.  S.  ha  de  servirse  dictar  las  ór- 
denes consiguientes.  Es  justicia,  jurando,  etc. 
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Otrosí  digo :  que  ad  effecíum  videndi  acompaño  el  contrato 
de  concesión  por  el  que  en  su  artículo  4^  se  me  acuerda  la  re- 
presentación del  Fisco,  para  que  dejándose  previa  constancia 
en  autos  se  me  devuelva.  Pido  utsupra. 

F.  Vócos. 


VISTA  DEL  PROCURADOR  FISCAL 


Baenos  Aires,  Octubre  12  de  1887. 
Señor  Juez ; 

Denunciándose  por  el  Dr.  D.  Florentino  Vócos,  comisionado 
por  el  Superior  Gobierno  para  el  examen  de  los  documentos  de 
aduana,  el  haber  sido  defraudada  la  renta,  por  medio  de  alte- 
raciones en  documentos  públicos,  corresponde  que  Y.  S.  pro* 
ceda  á  la  instrucción  del  sumario  del  caso,  para  la  comproba- 
ción de  esos  delitos  y  el  castigo  de  sus  autores . 

David  Z avalla. 


Auto  del  Jues  Federal 


Buenos  Aires,  Octubre  9  de  1887. 


De  conformidad  con  lo  dictaminado  por  el  Procurador  Fis- 
cal, precédase  á  instruir  el  sumario  correspondiente  para  lo 
cual  se  librará  oficio  al  Gefe  de  Policía  para  que  haga  concur- 
rir á  prestar  declaración  á  los  socios  de  la  casa  Guenon,  Char- 
les 7  G*  y  al  administrador  de  la  aduana  para   que  haga  con- 
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currir  igaalmente  á  los  empleados  que  menciona  el  parte  del 
alcaide  señor  Yelez. 

Ugarriza. 


Señor  Juez  de  Sección : 

Florentino  Yócos  encargado  de  la  oficina  B  de  Balances  en 
la  cansa  criminal  seguida  contra  los  señores  Guenon,  Charles  j 
C"  (hoy  sns  sucesores  Charles  hermanos)  por  defraudación  de 
rentas  fiscales,  anteT.  S.  como  mejor  proceda,  digo:  Que  dada 
la  demora  que  esperimenta  esta  causa  en  su  resolución  j  dada 
tamhien  la  resolución  del  Superior  en  la  causa  seguida  contra 
Monsegur,  vengo  en  renunciar  mí  intervención  en  esta  causa. 

En  su  mérito  j  en  consecuencia,  Y.  S.  ha  de  servirse  orde- 
nar que  las  ulterioridades  de  ella  se  entiendan  con  el  señor 
Procurador  Fiscal,  representante  nato  del  Fisco  en  estos  ca- 
sos. 

Dígnese  Y.  S.    proveer  de   conformidad.     Será   justicia, 
eto. 

F.  Vócos. 


Fallo  del  Juea  Federal 


Buenos  Aires,  Octubre  10  de  1889. 

£]i  vista  de  la  ratificación  que  antaoede,  hásele  por  desis- 
tido al  recurrente  del  juicio  á  que  se  refiere  en  el  escrito  que 
antecede,  y  en  cuanto  á  la  renuncia  de  su  personería  ocurra 
ante  qnien  corresponda. 

Ugarriza . 
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Buenos  Aires,  Octubre  12  de  1889. 


Señor  Juez  Federal. 


Florentino  Yocos  encargado  de  la  oficina  B  de  Balances  de 
Registros  de  Aduana,  en  la  causa  seguida  contra  los  señores 
Gnenon  Charles  (hoy  Charles  Hnos.  y  C')  por  defraudación  de 
rentas  fiscales,  ante  Y.  S.  como  mejor  proceda  digo:  Que  se 
me  acaba  de  notificar  el  proveído  de  Y.  S.  dándome  por  desis- 
tido del  juicio  que  motiva  esta  causa,  cuando  yo  no  he  solici- 
tado tal  desistimiento  y  Y.  S.  no  puede  dictarlo  de  oficio,  y 
declarando  á  la  vez  que  por  la  renuncia  interpuesta  de  la  re- 
presentación que  ejerzo  en  esta  causa,  que  ocurra  ante  quien 
corresponda;  y  si  Y.  B.  medá  por  desistido  de  la  prosecución 
de  esta  causa,  estaría  por  demás  que  me  ordenase  que  ocurra 
á  renunciar,  pero  renunciar  qué,  cuando  por  el  desistimiento 
que  se  establece,  no  se  me  deja  ya  sobre  qué  basar  la  renuncia; 
en  su  mérito  y  en  consecuencia  Y.  S.  ha  de  servirse  dejar  sin 
efecto  y  sin  más  trámite  el  proveído  anterior,  proveyendo  por 
lo  tanto,  de  conformidad  á  lo  anteriormente  solicitado. 

Yo  no  he  desistido  y  ni  pedido  el  sobreseimiento  en  esta 
causa  y  creo  que  no  debo  hacerlo,  porque  en  mi  concepto  y 
salvo  la  más  acertada  opinión  de  Y.  S.,  creo  que  existe  el  caso 
de  defraudación  denunciado  y  que  es  procedente  la  prosecución 
de  la  causa. 

He  renunciado  sí  la  representación  fiscal  que  en  ella  ejerzo, 
y  cuya  representación  la  ejerzo  en  virtud  de  un  mandato  con- 
ferido, y  todo  mandato  es  renunciable  de  suyo  y  por  su  natu- 
raleza. 

La  representación  .iscal  que  se  me  ha  conferido  para  repre- 
sentar eu  juicio  al  Fii;co,  no  es  esclusiva,  ella  es  concurrente 
y  conjunta  con  la  del  señor  Procurador  Fiscal,  así  lo  establece 
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®^5r¿/ciilo  4**  del  acuerdo  del  Saperior  Gobierno  de  fecha  1*»  de 
^^¿rero  de  i886  qae  creó  y  estableció  la  oficina  6  á  mi  cargo, 
^^c(  si  redóme  á  la  vez  la  facultad  de  poder  representar  al  Fisco 
VC2 i oi o  y  en  caso  necesario,  y  á  objeto   de  cobrar  la  deuda 
^^^d  a  que  resultase  impaga,  y  sin  escluir  por  ello  la  ínter- 
°^^^«:a.    en  juicio  del  señor  Procurador  Fiscal,  y  como  puede 
2)       ^  n  el  Registro  Oficial  correspondiente  á  ese  año  de  1886. 
'^^  ^^^^^=^odo  pues,  que  no  estando  escluida  la  intervención  del  se- 
^"^^al  en  esta  causa  por  el  mandato  ó  facultad  que  se  me 
\S^^55í^ferido,  y  siendo  por  otra  parte,  y  por  la  ley  el  señor  Pro- 
curador Fiscal  el  representante  nato  del  interés  fiscal  en  jui- 
cio, es  con  él  con  quien  debe  entenderse  la  prosecución    de 
esta  causa,  al  separarme  yo  de  continuar  interviniendo  en  ella 
7  es  el  sen  ir  Fisc<il  quien  podrá  pedir  6  no  el  sobreseimiento 
en  ella  si  así  lo  exijiese  el  interés  fiscal  y  los  deberes  anexos  á 
su  cargo. 

Desde  que  el  mandato  que  ejerzo  es  rennnciable,  y  desde 
qoe  los  esfuerzos  que  he  hecho  y  hago  en  favor  del  interés  fis- 
cal son  ineficaces,  y  desde  que  la  acción  fiscal  queda  espedita 
T  ella  puede  ser  continuada  por  el  señor  Procurador  fiscal*  mi 
separación  del  conocimiento  de  esta  causa  no  puede  ser  an 
obsticalo  para  su  piosecucion;  lo  qae  corresponde  en  el  pre- 
sente caso  es,  que  se  le  haga  saber  al  señor  Fiscal  mi  separa- 
eion  pora  que  pida  lo  que  según  el  estado  de  la  causa  conven- 
ga, si  él  cree  que  procede  el  sobreseimiento  que  lo  pida,  y  si  la 
contíanacion  de  la  causa,  del  mismo  modo. 

En  mérito  de  lo  espuesto,  Y.  S.  ha   de  servirle  dejar  sin 

efecto  el  proveído    anterior,  j  pronunciarse  directamente  á 

lo  solicitado,   y  en  caso  denegido  acordarme  U  apelací-mqae 

en  subsidio  interpongo  pira  ante  el  Superior  correspondiente* 

Será  justicia,  etc. 

P.  lóeos. 


ll 
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Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Febrero  1*  de  1890. 

Vistos:  No  importando  an  desistimiento  del  juicio  el  es- 
crito de  foja  treinta  y  cuatro,  y  no  siendo  dable  tampoco  él^ 
con  arreglo  á  los  términos  del  mandato  conferido  al  Dr.  To- 
cos, sin  la  audiencia  del  Ministerio  Fiscal,  se  revoca  el  auto 
apelado  de  foja  treinta  y  cuatro  vuelta  ;  y  vuelva  esta  causa  al 
Juez  de  Sección,  para  que,  oyendo  al  Procurador  Fiscal,  re- 
suelva en  ella  lo  que  corresponda. 


benjamín     VICTORICA.  —  C.    S.    DE 
LA  TORRE.  —  ABEL  BAZAN. 


CAVflA  XT 


Criminal,  contra  Herfts  y  C,  por  defraudación  de  Aduana. 


Sumario.  —  1®  La  sentencia  pronunciada  sin  audiencia  del 
interesado,  es  nula. 
2^  No  es  exacta  la  doctrina  de  que  solo  á  la  aduana  corres- 
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ponde  la  apreciación  de  las  circunstancias  atenuantes  6  justifi- 
cantes de  los  errores  en  las  operaciones  del  ramo. 

S^  Existiendo  en  la  aduana  la  copia  exacta  del  depósito  de  una 
mercadería  con  especificación  de  su  calidad^  el  error  cometido 
sobre  esta,  al  pedir  su  trasbordo,  debe  considerarse  como  un 
error  evidente  é  imposible  de  pasar  desapercibido. 


Caso.  —  Los  antecedentes  de  este  asunto  resultan  de  las 
siguientes  piezas : 

Buenos  Aires,  Agosto  29  de  1888. 

AlSr.  Intendente  del  Resguardo,  D,  Florencio  Reboredo. 

Pongo  en  conocimiento  de  usted,  que  el  sábado  25  me  trasla- 
dé al  Besguardo  de  la  Boc¿i  con  el  propósito  de  vigilar  y  fiscali- 
zar la  operación  de  reembarco  que  la  casa  de  Herís  y  C  había 
solicitado  por  cuatro  cajones  marca  E.  D.  H.,  números  1095, 
1148, 1433  y  1434,para  el  vapor  Venus,  con  destino  á  Montevi- 
deo. 

Esta  fiscalización  que  iba  á  practicar  con  esta  mercadería, 
era  debida  á  que  tenía  vehemente  sospecha  de  que  se  preten- 
día hacer  una  defraudación  al  fisco. 

En  la  Boca  pude  cerciorarme  que  los  cuatro  bultos  que  de- 
bían embarcarse  por  ese  punto,  de  acuerdo  con  el  giro  hecho 
por  la  oficina  respectiva,  en  los  reembarcos  originales  que  acom- 
paño, no  se  practicaría,  pues  siendo  la  hora  avanzada,  no  po- 
dría realizarse. 

Por  esta  causa  me  trasladé  al  vapor  Venus,  con  intención  de 
ejecutar  á  bordo  la  fiscalización  que  acuerda  el  artículo  311  de 
las  Ordenanzas  de  Aduana,  si  ya  se  hubieran  embarcado. 


I 
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Pero  estando  á  bordo,  llegó  á  última  hora  la  lancha  con- 
dnciendo  los  referidos  cuatro  bultos,  j  entonces  pude  conocer 
que  sinhaber  sido  cambiado  el  giro  primitivo,  se  habían  embar- 
cado por  el  muelle  de  las  Catalinas. 

Practicada  la  verificación  ha  resultado  la  siguiente  diferen- 
cia, que  corrobora  la  sospecha  que  tenía  desde  el  primer  mo- 
mento. 

La  casa  pide  reembarcar  el  cajón  £.  D.  H.  número  1095,  con 
311  kilos  género  de  algodón  para  trajes  de  hombre,  que  su  ver- 
dadero contenido  es  de  316  kilos  neto  toallas  de  hilo  del  nú- 
mero 7.  El  cajón  número  1148  de  la  misma  marca,  conteniendo 
141  kilos  netos  toallas  de  hilo  del  número  7,  en  lugar  de  las 
toallas  número...  que  se  piden. 

Los  cajones  número  1433  y  1434,  contienen  los  dos,  299  ki- 
los netos  toallas  de  hilo  numero  7,  en  vez  de  los  296  kilos  toa- 
llas de  hilo  pedida  por  la  casa. 

El  primer  caso  es  de  diferencia  de  especie  y  de  valor,  y  el  se- 
gundo de  esceso  y  valor. 

Los  bultos  materia  de  esta  infracción  quedan  detenidos  en  el 
muelle  de  pasajeros  bástala  resolución  superior. 

La  infracción  denunciada  está  prevista  en  los  artículos  883 
al  391  y  penada  en  los  930  al  934  de  las  citadas  Ordenanzas. 

Dios  guarde  á  usted. 

/?.  Igarzabal. 

Buenos  Aires,  Agosto  27  de  18SS. 

Con  los  reembarcos  originales  que  se  acompaña,  pase  á  cono- 
cimiento del  señor  administrador. 

p.  a. 
Silva. 
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Buenos  Aires,  Agosto  28  de  1888. 

Pase  al  Sr.  Gafe  de  Vistas,  para  que  de  acuerdo  con  el  Res- 
guardo proceda  á  la  clasificación  y  aforo  de  las  mercaderías  de 
qae  se  trata. 

E.  Anido. 

Buenos  Aires,  Setiembre  7  de  1888. 
Sr.  Administrador. 

lias  toallas  remitidas  por  el  Resguardo  á  esta  oficina,  como 
maestras,  han  sido  examinadas  por  el  consejo  de  vistas,  opinan- 
do estos  que  son  sin  enrejado  de  dos  pesos  kilo,  partida  2969  de 
tarifa. 

L.N.  Brizuela. 


DECRETO  DEL  ADMINISTRADOR  DE  ADUANA 

Buenos  Aires,  Setiembre  7  de  1888. 

Vista  al  autor  del  parte. 

J.  Granel. 

Sr.  Administrador: 

No  estando  conforme  con  la  clasificación  j  aforos  establecidos 
por  el  consejo  de  Vistas  á  las  mercaderías  denunciadas  en  el 
parte  de  foja  1,  y  teniendo  la  firme  convicción  de  la  diferencia 
qae  existe  entre  lo  declarado  por  la  casa  j  lo  verificado  por  mí, 
rueg^o  al  Sr.  Administrador  se  sirva  disponer  que  este  espedien- 
te pase  á  resolución  de  la  Dirección  General  de  Rentas,  de  con- 
formidad con  lo  que  establece  el  artículo  135  de  las  Ordenan- 
zas  de   Aduana.  Permíteme  acompañar  muestras  de  las  toallas 

T.  vin  15 
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que  contienen  los  cajones  verificados,  en  las  que  se  encuentran 
las  comprendidas  en  los  números  5/35  de  la  tarifa,  como  tam- 
bién las  sin  número  que,  asimismo,  declara  la  casa,  j  que  están 
conformes  con  la  manifestación. 

Buenos  Aires,  Setiembre  7  de  1888. 

R,  IgarzabaL 

5r.  Presidente  de  la  Dirección  General  de  Renías. 

Con  la  muestra  adjunta,  elevo  á  usted  este  espediente  para  la 
resolución  que  corresponda. 

fiuenos  Aires,  Setiembre  11  de  1888. 

J.  Granel, 

Buenos  Aires,  Octubre  9  de  1888. 

Examinada  la  muestra  de  toallas,  joidala  opinión  de  varios 
comerciantes  en  el  ramo,  la  Dirección  resuelve  :  Declarar  com- 
prendida en  el  número  2969  de  tarifa,  la  mercadería  objeto  de 
este  espediente.  Fase  con  su  muestra  á  la  Aduana  de  la  Capital 
para  su  cumplimiento. 

Saravia. 


DECRETO  DEL  ADMINISTRADOR  DE  ADUANA 

fiueuos  Aires,  Octubre  11  de  1888. 

Cítese  á  los  señores  Herfts  y  C  á  objeto  de  que  presten  de- 
claración respecto  á  la  diferencia  de  especie  encontrada  en  el 
cajón  á  que  se  hace  referencia  en  el  parte  de  foja  1. 

/.  Granel. 
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Buenos  Aires,  Octubre  11  de  1888. 

En  la  fecha  compareció  el  Sr.  Herfts,  é  impuesto  del  parte  de 
í oju  1 «  constituyendo  domicilio  legal  en  la  calle  25  de  Mayo 
número  126,  espuso:  Que  por  el  vapor  Matteo  Bruzo,  entrado  el 
i2  de  Abril,  registro  689,  vino  á  su  consignación  una  partida  de 
géneros  que  fueron  declarados  á  depósito,  entre  otros  figuraban 
entre  estapartida  el  cajón  marcaE.D.  H.,  número  i  095^  que  fué 
declarado  como  toallas  de  hilo  sin  número  y  el  dia  24  de  Agos- 
to, sacado  un  reembarco  por  dicho  cajón,  declararon  por  equi- 
vocación, género  de  algodón  para  trajes  de  hombres.  Por  un  error 
de  la  Contaduría  fué  despachado  este  reembarco,  y  como  re- 
sulta de  este  parte,  el  contenido  del  cajón  resaltó  ser  el  de  toa- 
llas, como  había  declarado  antes;  el  error,  pues,  no  puede  ser  más 
manifiestamente  involuntario,  no  denunciando  malicia  alguna. 

Considerando  suficientes  estas  consideraciones,  piden  al  Sr. 
Administrador  se  mande  sobreseer  este  parte,  según  el  artículo 
1057  de  las  Ordenanzas  de  Aduana,  en  virtud  de  ser  involunta- 
rio j  de  buena  fé  el  error  cometido,  sin  perjuicio  de  los  dere- 
chos que  la  ley  les  acuerda  para  ocurrir  en  apelación  ante  el 
Juez  Nacional,  derecho  que  se  reservan,  porque  están  persuadi- 
dos que  el  Sr.  Administrador  les  hará  justicia ;  en  lo  que  se  ra- 
tificó y  firmó. 

Herífls. 

Otrosí  dicen:  que  se  mande  desglosar  de  este  espediente  los 
dos  reembarcos,  para  poder  efectuar  la  operación  lo  más  pronto 
posible ;  en  lo  que  se  ratificó  y  firmó. 

Uerfts. 


i 
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Ráenos  Aires,  Setiembre  17  de  1888. 

Informe  la  Contaduría  por  qué  motivo,  habiéndose  manifestado 
en  la  copiado  depósito  toallas  de  hilo,  se  despachó  el  reembarco 
en  el  cual  se  pedía  género  de  algodón  para  trajes. 

E.  Anido. 


Informe  el  Gefe  de  la  Oficina  de  Registros,  dando  las  esplica- 
clones  que  pide  el  Sr.  Administrador. 

CooUduría,  Octubre  17  de  1888. 

Rodríguez. 

Sr.  Contador : 

La  diferencia  entre  el  reembarco  del  «  Matteo  Brazzo  >  y  la 
copia  de  depósito,  es  un  error  del  empleado  supernumerario  Sr. 
Julio Farmatié,  motivado  perlas  cansas  que  paso  á esponer:  En 
las  dos  fojas  de  la  copia  perteneciente  á  los  señores  Herfts  j  C*, 
se  encuentra  detallado  bulto  por  bulto  con  su  peso  correspon- 
diente, pero  la  clasificación  de  las  mercaderías  está  englobada 
por  medio  de  llaves,  por  lo  que  el  empleado  Farmatié,  que  en 
esa  fecha  hacía  pocos  dias  prestaba  sus  servicios  en  esta  Aduana, 
cruzó  el  peso  exactamente  al  original,  confundiendo  la  llave  que 
correspondía  á  la  partida  con  las  anteriores  que  dicen :  <  género 
de  algodón  para  trajes  *, 

fiuenos  Aires,  Octubre  17  de  1888. 

Medina. 
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Con  el  informe  que  antecede,  vuelva  al  señor  Administrador. 

ConUduría  Octubre  17  de  3888. 

J.  Rodríguez. 


RESOLUCIÓN  DEL  ADMINISTRADOR  DE  ADUANA 

Buenos  Aires,  Octubre  19  de  1888. 

Yistosy  resultando:  que  está  comprobada  la  diferencia  de 
especie  encontrada  en  el  cajón  marca  E.  D.  H.  número  1095,  por 
el  que  se  concedió  el  permiso  de  reembarco  de  foja... 

Que  la  escepcion  opuesta  por  el  interesado,  inculpando  á  los 
empleados  de  Contaduría,  del  error  cometido,  no  es  admisible  : 

i^  Porque  no  ha  existido  error  alguno  por  parte  de  aquellos, 
sino  descuido  ó  negligencia  en  el  cumplimiento  de  sus  deberes, 
pasando  por  tal  motivo  desapercibida  la  falsa  manifestación 
preexistente  en  el  permiso  de  reembarco  mencionado;  j  2^  por- 
qaeaún  en  el  supuesto  de  que  existiera  error  propiamente  dicho 
por  parte  de  los  citados  empleados,  él  no  podría  ser  el  justifi- 
cativo legítimo  de  otro  error,  6  sea  de  una  falsa  manifestación, 
como  la  de  que  se  trata  en  este  caso. 

Que  aparte  de  lo  espuesto,  no  puede  admitirse  como  un  proce- 
dimiento regular  hechos  como  el  de  que  se  trata,  que  tienden  á 
facilitar  el  medio  de  defraudar  la  renta.  Por  lo  CMpuesto  j  con 
arreglo  á  los  artículos  353, 128  y  930  de  las  Ordenanzas  de 
Aduana,  declaro  caldos  en  comiso  los  316  kilos  toallas  de  hilo 
encontrados  en  el  cajón  marca  E.  D.  H.,  número  1095  mencio- 
nado. Hágase  saber  j  pase  á  Contaduría  á  sus  efectos  j  repón- 
ganse los  sellos,  debiendo  apercibirse  á  los  empleados  que  han 
efectuado  la  confrontación  de  los  documentos. 

J.  Granel. 


^  n 
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VISTA  DEL  PROCURADOR  FISCAL 

Señor  Juez : 

Estando  compTol)ada  la  infraucion  y  correspondiendo  &  la 
Aduana  la  facultad  de  absolver,  cuando  la  falsa  manifestación 
procede  de  error  evidente  é  imposible  de  pasar  desapercibido,  por 
disponerlo  así  el  artículo  i05  délas  Ordenanzas  de  Aduana,  soy 
de  dictamen  que  Y.  S.  debe  confirmar  la  resolución  recurrida. 

Buenos  Aires,  Enero  14  de  1888. 

José  H.  Víale. 


Fallo  del    Summ  Federal 


Buenos  Aires,  Enero  31  de  1889. 

Y  vistos:  Por  lo  espuesto  por  el  Procurador  Fiscal  en  sn  vis- 
ta de  foja  16,  se  confirma  la  resolución  de  Aduana  de  foja  9»  En 
consecuencia,  repuestos  que  sean  los  sellos,  devuélvanse  los  au- 
tos con  el  correspondiente  oficio. 

Andrés  Vgarriza. 
Buenos  Aires,  Marzo  1*  de  1889. 

Suprema  Corte  de  Justicia  Nacional : 

Herftsy  C**,  en  el  espediente  sobre  reclamación  de  una  resolu- 
ción de  Aduana,  espresando  agravios,  á  Y.  E.,  respetuosamente 
esponemos : 


^ 
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Que  Y.  E.  se  ha  de  dignar  revocar  las  resoluciones  del  Infe* 
rior  y  de  la  Aduana  que  declaran  caido  en  comiso  el  cajón  con- 
teniendo toallas  de  hilo,  que  ha  dado  origen  á  estos  autos,  ab- 
6olTÍéndonos  de  dicha  pena,  y  mandando  se  nos  entreguen  los 
efectos  detenidos,  previo  pago  de  los  derechos  que  adeudaren, 
por  lasrazones  que  paso  á  esponer. 

i^  £1  error  evidente  é  imposible  de  pasar  desapercibido  que 
hemos  padecido  en  la  manifestación  hecha  al  solicitar  el  reem- 
barco del  cajón  de  toallas,  está  plenamente  comprobado  por  las 
constancias  do  autos. 

Consta  en  efecto,  á  fojas  6  vuelta  y  8  vuelta,  qne  cuando  las 
mercacerías  vinieron  por  el  MaUeo  Bruzo  se  hizo  la  mani- 
festación fiel  y  exacta  de  ellas,  sobre  cuyo  punto  no  hay  cues- 
tión. 

Consta  también  que  al  solicitarse  el  reembarco  se  cometió  un 
simple  error  de  copia,  consistente  en  anotar  géneros  de  algodón 
para  trajes  de  hombres  en  vez  de  toallas  de  hilo.  |Esto  fué  de- 
bido á  que  estando  varios  renglones  encerrados  bajo  una  misma 
llave,  se  tomó  el  cajón  1095,  que  era  el  primero  de  la  partida  de 
toallas,  como  último  de  la  partida  de  género  de  algoJon,  cual  si 
estuviera  abarcado  por  la  llave  anterior,  no  estándolo. 

Ahora  bien,  el  empleado  de  Contaduría  encargado  de  verificar 
la  confrontación  de  la  solicitud  con  el  certificado  de  depósito,  no 
notó  el  error,  lo  cual  no  es  difícil,  como  Y.  E.  mismo  compren- 
derá, atento  lo  que  dejo  espuesto,  y  no  era  necesario  que  ese  em- 
pleado fuera  nuevo  ó  poco  versado  para  incurrir  en  el  mismo 
error. 

¿Qué  ha  resoltado  de  la  fiscalización  practicada?  Resulta 
que  no  ha  habido  intención  alguna  de  defraudar  al  fisco,  pues- 
to que  lo  mismo  que  se  declaró  cuando  las  mercaderías  proce- 
dentes dü  Europa  fueron  del  MaUeo  Bruzo  á  los  depósitos  de 
la  Aduana,  se  halló  existir,  loque  comprueba  doblemente  el  error 
evidente  é  imposible  de  pasar  desapercibido,  al  mismo  tiempo 
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qae  qaeda  comprobada  la  exactitud  de  aquella  piimera  mani- 
festación. 

Todas  estas  consideraciones  no  han  sido  atendidas  en  las  re- 
solociones  de  que  nos  quejamos  y  fundan  bastantemente  su  re- 
vocatoria. 

2""  Por  el  artículo  1070  de  las  Ordenanzas  de  Aduana  se  dis- 
pone que  el  Sr.  Juez  Federal  sentencie  las  causas  de  la  natura- 
leza de  la  presente,  con  audiencia  del  reclamante  y  del  Proca- 
rador Fiscal. 

£1  Sr.  Juez  a  quo  ha  dictado  la  sentencia  de  que  nos  queja- 
mos sin  darnos  audiencia,  y  con  solo  la  vista  del  Sr.  Procura- 
dor Fiscal. 

Este  procedimiento  contrario  á  las  disposiciones  de  las  Or- 
denanzas, anula  la  resolución  del  Inferior,  confirmatoria  de  la  de 
Aduana. 

3^  Finalmente,  el  argumento  que  aduce  el  Sr.  Procurador 
Fiscal  y  que  el  Sr.  Juez  a  quo  hace  suyo,  al  confirmar  única- 
mente tt  por  lo  espuesto  >  por  dicho  funcionario  la  resolución  de 
Aduana,  en  tela  de  juicio,  nos  parece  fuera  de  toda  razón  y  de 
toda  justicia  (hablamos  con  el  respeto  debido). 

En  efecto,  de  que  la  Aduana  tenga  la  facultad  de  absolver  en 
determinados  casos  (artículo  i  057  de  las  Ordenanzas)^  no  se  de- 
duce, en  buena  lógica,  que  sus  resoluciones  deban  ser  conside- 
radas absolutamente  arregladas  á  derecho,  justicia  ó  equidad,  y 
por  ende,  que  deban  ser  confirmadas  sin  más  motivo  que  el  de 
no  haber  absuelto. 

En  efecto,  todo  Tribunal  judicial  ó  administrativo  tiene  siem- 
pre la  facultad  de  absolver  6  de  condenar,  fin  supremo  de  su 
institución.  Pero  también  existen  siempre  Tribunales  Superio- 
res, cuya  misión  es  revisar  esas  sentencias  y  revocarlas,  con- 
firmarlas ó  reformarlas,  según  vieran  ser  de  derecho,  justicia  ó 
equidad  el  hacerlo,  cuando  los  interesados  hacen  uso  de  los  re- 
cursos que  la  ley  les  concede. 
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Es  en  mérito  de  esos  principios  incuestionaMes  de  derecho,  que 
hemos  ocnrrido  á  los  tribunales  federales,  recurriendo  de  la  re- 
solución de  Aduana  de  que  nos  quejamos,  hasta  llegar  al  augus- 
to Tribunal  de  Y.  E.,  en  ejercicio  de  los  derechos  que  nos  acuer- 
dan los  artículos  1063  y  107i  de  las  Ordenanzas. 

Precisamente,  cuando  la  sentencia  es  absolutoria,  es  cuando 
no  hay  recurso  alguno  (artículo  1062  de  las  Ordenanzas). 

Por  tanto  &  Y.  E.  pedimos  se  digne  resolver  de  acuerdo  con 
lo  que  pedimos  en  el  exordio.  Es  justicia.  —  Herfts.  —  Re- 
migio Lescano, 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


fiuenos  Aires,  Marzo  13  de  1889. 

Suprema  Corte: 

La  mejor  prueba  de  que  este  caso  no  se  encuentra  amparado 
por  el  artículo  1057,  es  que  el  error  pasó  desapercibido.  El  ca- 
jón número  1095,  fué  despachado  de  trasbordo,  como  conte- 
niendo géneros  de  algodón  para  trajes  de  hombre,  siendo  su 
verdadero  contenido  toallas  de  hilo. 

Siendo  todas  la  operaciones  de  aduana  coordinadas,  es  indis- 
pensable que  todas   sean  perfectamente  exactas,  pues  un  error 
en  uno,  fácilmente  conduce  á  otro,  y  no  tendrían  así  término  los 
errores,  si  cada  uno,  en  cualquier  estación  del  despacho,  no  tu- 
TÍera  señalada  su  pena. 

Sírvase  Y.  E.  confirmar  la  sentencia  recurrida. 

Eduardo  Costa. 
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FaIIo  de  Ia  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Abril  4  de  1889. 

Vistos :  Resultando  que  la  sentencia  de  foja  diez  y  siete  vael-* 
ta  ha  sido  pronunciada  sin  la  audiencia  del  interesado,  pros- 
cripta por  el  artículo  mil  setenta  de  las  Ordenanzas  de  Adoana, 
lo  que  funda  suficientemente  el  recurso  de  nulidad  interpuesto: 
se  declara  sin  efecto  dicha  sentencia,  j  devuélvanse  los  autos  á 
los  efectos  de  ley. 

benjamín  VIGTORICA.  — ULADISLAO 
frías.  —  FEDERICO  IBARGÚREN. 
—  G.    S.  DE  LA  TORRE. 


Buenos  Aires,  Mayo  15  de  1889. 

Sr.  Juez  Federal : 

Herfts  y  C*  en  el  espediente  sobre  reclamación  de  una  reso- 
lución de  aduana,  como  mejor  proceda  decimos: 

Que  habiéndose  V.  S.  dignado  darnos  audiencia  en  nsta  cau- 
sa á  pedido  del  Sr.  Procurador  Fiscal,  pedimos  á  Y.  S .  se  digne 
haber  por  reproducido  el  escrito  y  pedido  dirigidos  á  la  Exma. 
Suprema  Corte  Nacional,  principalmente  en  los  capítulos  1*^  y  3® 
de  él,  así  como  también  las  dos  manifestaciones  hechas  ante  los 
gefes  superiores  de  la  administración  de  aduana,  y  en  las  que 
fundamos  las  razones  que  nos  asisten  para  ser  exentos  de  pena 
alguna. 
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Como  parte  de  prueba,  presentamos  á  V.  S.  el  adjantodoca- 
mento  quejáramos  ser  oopia  fiel  del  original,  lo  que  podrá  Y.  S. 
verificar  por  medio  de  los  informes  ordinarios  del  caso,  y  por  el 
qne  V.  S.  verá  la  facilidad  con  que  ha  podido  cometerse  el  eíror, 
al  mismo  tiempo  que  la  imposibilidad  de  pasar  desapercibido. 

Finalmente,  debemos  manifestar  á  Y.  S.  que  según  el  artícu- 
lo 930  de  las  Ordenanzas,  citado  en  las  resoluciones  de  que  me 
quejo^  no  pena  la  totalidad  de  los  artículos  como  ha  sido  resuel- 
to en  ellas,  sino  solo  las  diferencias . 

Dígnese  Y.  S.  resolver  como  hemos  solicitado  en  el  exordio 
de  nuestro  escrito  ante  la  Suprema  Corte.  Es  justicia. 

P.  Alcorta.  —  Ueafts  y  C. 


FaIIo  del  Jues  Fedeml 

Buenos  Aires,  Diciembre  3  de  1889. 

Y  vistos:  Por  lo  espuesto  pjrel  Procurador  Fiscal,  y  de 
acuerdo  con  la  jurisprudencia  establecida  en  el  fallo  de  la  Su- 
prema Corte,  serie  2*,  título  3"^,  página  268,  se  confirma  la  re- 
solución del  administrador  de  rentas  de  foja  9,  j  en  consecuen- 
cia» repuestos  que  sean  los  sellos,  de?uélTanse  los  autos  con  el 
correspondiente  oficio. 

Andrés  Ugarriza. 

Falto  de  ím  Suprenra  Corte 

Buenos  Aires,  Febrero  4  de  1890. 

Yistos:  Tratándose  en  el  caso,  de  un  error  e?idente  é  impo- 
sible  de  pasar  desapercibido  á  haberse  verificado  con  alguna 
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atención  la  confrontación  proscripta  por  la  ley,  del  permiso  de 
trasbordo  con  la  copia  de  depósito  de  las  mercaderías  á  que  es. 
tos  autos  se  refieren,  j  no  siendo,  por  otra  parte,  exacta  la  doc- 
trina de  que  solo  á  la  aduana  corresponda  la  apreciación  de  las 
circunstancias  atenuantes  ó  justificantes  de  los  errores  que  se 
cometan  en  las  operaciones  del  ramo,  según  lo  tiene  ya  resuelto 
esta  Suprema  Corte:  Por  tanto,  y  de  conformidad  á  lo  dispues- 
to por  el  artículo  mil  cincuenta  y  siete  de  las  Ordenanzas  de 
Aduana,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  foja  cuarenta  y  cua- 
tro vuelta  y  se  declara  á  los  recurrentes  señores  Herfts  y  C* 
exentos  de  toda  pena  por  los  hechos  que  dan  lugar  á  esta  causa. 
Hágase  saber  y  devuélvanse. 


BENJAMÍN    VICTORICA.  —   FEDERICO 

IBARGÜREN. C.  S.  DE  LA  TORRE. 

—  ABEL  BAZAN. 
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CAUSA  XVI 


D.    Gregorio  BertoloUo,  capitán  de  la  barca  €  Carmelita  B^ 
contra  Melara  y  Marti;  por  cobro  de  sobre-estadias . 


Sumario.  —  i^  La  escepcion  de  arraigo  puede  oponerse  en  la 
contestación  de  la  demanda,  debiendo  en  tal  caso,  ser  resuelta 
por  la  sentenciadefinitiva. 

2^  Siendo  resuelta  favorablemente,  puede  surtir  el  efecto  de 
impedir  que  se  dé  curso  al  recurso  de  apelación,  mientras  no  se 
preste  la  fianza  correspondiente. 

3^  La  acción  por  cobro  de  sobre-estadías,  se  prescribe  por  un 
año,  contado  desde  el  dia  de  la  entrega  de  la  carga,  y  no  desde 
el  dia  del  arreglo  y  pago  del  flete. 


Caso.  — En  7  de  Julio  de  1885  D.  Julio  Vonwiller  por  Don 
Gregorio    Bertolotto,  se  presentó  ante  el  Juzgado  espouiendo  : 
Que  en  el  añodel884,  su  mandatario  trajeen  el  buque    Carme- 
lita B,  de  sumando,  un  cargamento  de  carbón  de  Cardiff  á  Bue- 
nos Aires,  consignado  á  los  Sres.  Melara  y  Marti ;  habiéndose 
estipulado  en  la  póliza  de*fletamento  de  fecha  i5de  Enero  de 
j884»que  la  descarga  debía  verificarse  á  razón  de  35  toneladas 
diarias  ó  sea  en  25  dias  hábiles  por  ser  866  las  toneladas. 


í^ 
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Que  según  los  memorándums  que  presenta,  la  carga  debía 
entregarse  por  partes  á  los  señores  Home  hermanos  j  al  F.  C. 
de  la  Boca  y  Ensenada. 

Qae  el  tiempo  que  pasara  del  convenio  para  la  descarga,  sería 
abonado  por  los  consignatarios  á  razón  de  cuatro  peniques  por 
dia  7  cada  tonelada  de  registro,  que  ascienden  á  616,  según  la 
póliza,  debiendo  tenerse  presente  que  en  las  sobre-estadías  se 
cuentan  todos  los  días  sin  escepcion  de  festivos,  según  la  juris- 
prudencia establecida. 

Que  el  buque  estuvo  listo  para  empezar  la  descarga,  el  7  de 
Mayo  de  1884^  asi  es  que  los  25  días  hábiles  para  terminarla, 
vencían  el  5  de  Junio  del  mismo  año. 

Que  la  descarga  empezó  el  8  de  Mayo  y  terminó  recien  el  i 9 
de  Junio,  esto  es,  trascurrieron  i4  dias  de  sobre-estadías  desde 
el  5  de  Junio  hasta  el  19  del  mismo,  según  el  cómputo  de  dias 
hábiles  hecho  por  la  Prefectura  Marítima. 

Que  á  pesar  de  que  la  descarga  terminó  el  19  de  Junio,  se 
arregló  la  entrega  definitiva  y  liquidación  del  flete,  el  8  de 
Julio. 

Que  los  14  dias  de  sobre-estadías,  según  los  antecedentes  ya 
espuestos,  importan  143  libras  esterlinas,  14  chelines  y  6  pe- 
niques. 

Que  por  esta  suma  ó  su  equivalente  en  moneda  argentina  al 
tiempo  del  pago,  intereses  y  costas,  entablaba  demanda  contra 
los  Sres.  Melara  y  Marti  en  su  calidad  de  consignatarios,  y  por 
haber  dado  causa  á  la  demora  con  su  negligencia. 

Presentó  el  demandante  :  dos  memorándums  dirigidos  al  ca- 
pitán por  los  Sres.  Melara  y  Marti.  En  el  primero,  fecha  6  de 
Mayo  de  1884,  le  ordenan  entregar  á  los  Sres.  Hume  hermanos 
ó  á  su  orden,  500  toneladas  de  carbón  de  Cardiff.  En  el  segundo 
de  fecha  8  de  Mayo  del  mismo  año,  le  ordenan  entregar  á  la 
Empresa  del  Ferro-Carril  de  la  Boca  y  Ensenada,  362  tone- 
ladas. 
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Hizo  presente  que  no  presentaba  la  póliza  de  fletamento  por 
haberse  estraviado  en  el  estudio  de  sn  abogado. 

Corrido  traslado,  los  señores  Melara  y  Marti  contestaron  la 
demanda,  pidiendo  que  se  ordenara  el  arraigo  del  juicio  y  qne 
al  mismo  tiempo  se  rechazara  la  demanda  con  costas.  Dijo :  que 
el  capitán  estaba  obligado  á  arraigar  por  ser  un  estrangero  no 
domiciliado  en  el  país. 

Que  en  cnanto  á  la  acción,  aunque  suponiéndola  legítima,  es- 
taría prescrita  y  sería  inútil  someterla  á  prueba. 

Que  la  descarga  terminó  completamente  el  i9  de  Junio  de 
i884^  como  lo  reconoce  el  demandante,  y  desde  entonces  hasta 
la  fecha  de  la  demanda,  ha  trascurrido  un  año  y  quince  dias. 

Que  por  lo  tanto,  la  acción  está  prescrita,  pues  el  artículo 
i 006  del  Código  de  Comercio  dispone  que  se  prescriben  por  un 
año^  las  acciones  por  cobro  de  estadías,  contando  desde  el  dia  de 
la  entrega  de  la  carga. 

Que  nada  importa  qne  el  8  de  Julio  se  haya  pagado  el  flete, 
porque  el  acto  de  pagar,  no  es  el  de  entregar  la  carga,  cosa  que 
tuyo  lugar  el  i9  de  Junio. 

Que  por  lo  demás,  no  es  exacto  lo  que  se  afirma  para  sostener 
que  hubo  sobre-estadías:  l'^  Porque  el  buque  no  estuvo  listo 
para  principiar  la  descarga  sino  el  9  de  Mayo ;  2^  Porque  no 
han  corrido  tantos  dias  hábiles  como  indica  el  demandante  hasta 
el  5  de  Junio;  y  3^  Porque  la  descarga  no  se  hizo  con  arreglo 
á  lo  estipulado,  debido  á  que  el  capitán  retardaba  y  dificultaba 
la  entrega  del  carbón,  durante  el  término  fijado  en  el  contrato, 
según  lo  manifestaron  los  recibidores  en  las  protestas  que  for- 
malizaron. 

Que  así,  no  ha  habido  la  negligencia  que  en  la  demanda  se  les 
imputa. 

De  la  contestación  de  los  demandados  se  confirió  traslado  al 
actor,  quien  lo  evacuó  pidiendo  que  se  rechazaran  en  la  senten- 
cia y  con  costas,  las  dos  escepciones  opuestas.  Respecto  de  la  de 
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arraigo,  se  limitó  á  sostener  qae,  no  habiendo  sido  ella  propuesta 
en  forma  de  articulo  previo,  dentro  de  los  nueve  dias  siguien— 
tes  á  la  comunicación  de  la  demanda,  nu  podía  ser  tomada  en 
consideración  y  resuelta  sino  en  la  sentencia  definitiva.  Respecto 
de  la  escepciou  de  prescripción,  dijo :  que  ni  había  trascurrido 
el  año  de  la  ley,  ni  aunque  hubiera  corrido,  podría  alegarse  se- 
mejante escepcion  en  el  c^so. 

Que  la  prescripción  empieza  á  correr  desde  la  entrega  del 
cargamento  y  no  desde  que  termina  la  descarga  del  buque. 

Que  si  la  descarga  no  se  hace  en  el  tiempo  debido,  se  produ- 
cen las  sobre-estadías ;  pero  bien  puede  estar  cumplida  la  des- 
carga y  no  estarlo  la  entrega  del  cargamento,  la  cual  puede 
ser  demorada  por  dificultades  que  no  se  tienen  por  concluidas, 
sino  cuando  el  cargador  se  dá  por  recibido  de  la  carga. 

Que  antes  de  esto,  no  hay  acción  para  cobrar  el  flete,  ó  el 
mayor  flete  constituido  por  las  sobre-estadías,  y  la  prescripción 
por  lo  mismo,  no  puede  principiar  (C.  de  C.  art.  310,  y  Fallos,  T. 
7,  serie  I'*,  pág.  167)  y  como  en  este  caso  el  flete  se  liquidó  recien 
el  8  de  Julio,  solo  desde  esta  fecha  puede  contarse  el  tiempo  de 
la  prescripción. 

Que  las  prescripciones  cortas  de  seis  meses  y  un  año,  esta- 
blecidas para  las  relaciones  comerciales,  no  son  sino  presuncio- 
nes de  pago,  que  no  tienen  el  alcance  de  extinguir  la  acción  : 
presunción  contra  la  cual  no  hay  más  defensa  que  el  juramento 
deferido  al  deudor  sobre  si  la  obligación  ha  sido  satisfecha 
(art.  1009,  C.  de  C.)  y  solo  cuando  la  prescripción  ordinaria  se  ha 
operado,  puede  decirse  que  la  acción  no  existe,  ni  aún  para  el 
efecto  de  deferir  el  juramento  al  deudor. 

Que  estas  son  las  doctrinas  que  se  desprenden  de  la  disposi- 
ción del  artículo  1009  del  Código  de  Comercio  y  las  que  enseñan 
los  comentaristas  del  derecho  francés  ocupándose  del  artículo 
2275  del  Código  Civil^  de  donde  aquel  ha  sido  tomado  (Fardessus, 
1. 1%  §  240). 
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Qae  por  consigaiente,  si  los  demandados  dicen  por  una  parte 
que  no  ha  existido  la  obligación  cuyo  camplimieotose  les  recla- 
ma, esto  es,  que  no  se  han  producido  sobre-estadías  á  su  cargo, 
no  pueden  por  otra,  oponer  la  escepcion  que  deducen  y  que,  por 
importar  una  alegación  de  pago,  contiene  el  reconocimiento  de 
la  existencia  de  la  obligación. 

Que  sin  embargo,  se  reserva  el  derecho  de  deferir  el  juramento 
á  los  demandados,  aunque  es  un  absurdo  el  suponer  que  puedan 
jurar  que  han  pagado  efectivamente,  sosteniendo  que  la  deuda 
nunca  existió. 

Se  recibió  después  la  causa  á  prueba  con  indicación  de  que 
debía  justificarse  que  la  entrega  definitiva  de  la  carga  se  hizo 
él  8  de  Julio  de  i 884;  que  el  buque  estuvo  listo  para  principiar 
la  descarga  el  7  de  Mayo ;  el  número  de  dias  hábiles  ó  inhábiles 
habidos  desde  que  principió  hasta  que  concluyó  la  operación  ;  y 
por  último,  que  el  capitán  retardó  y  dificultó  la  entrega  de  la 
€arga  durante  el  término  fijado  en  el  contrato. 


Prueba  del  demandante 


i®  Un  informe  de  la  Prefectura  Marítima  en  que  espresa: 
que  desde  el  7  de  Mayo  hasta  el  7  Junio  inclusive  del  año  i884y 
ha  habido  en  el  Puerto  del  Riachuelo  27  V2  dias  hábiles  para  la 
descarga. 

2^  Un  informe  de  la  Administración  de  Aduana,  espresando: 
que  la  barca  italiana  Carmelita  B.  entró  al  puerto  con  fecha  i 
de  Marzo  de  1885,  siendo  sus  consignatarios  los  señores  Juan 
M.  Canessa  y  C*;  que  por  otra  parte,  los  señores  Melara  y 
Marti  constan  como  consignatarios  del  cargamento  de  carbón  de 
piedra,  del  mencionado  buque ;  que  el  espedito  de  descarga  fué 
librado  por  la  Administración  el  4   de  Mayo  de  1885 ;  que  la 
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Carmelita  B,  empezó  su  descarga  en  la  Boca,  el  9  de  Mayo  del 
mismo;  j  que  el  i 9  de  Janio  siguiente,  terminó  sus  operaciones 
en  aqael  destacamento. 


Posiciones  absueltas  por  D.  Matías  Marti 

Preguntado  (1*^),  cómo  es  cierto  que  liquidaron  el  flete  del 
Carmelita  B.  en  8  de  Julio  de  i 884,  á  virtud  de  darse  ja  por 
completamente  recibidos  de  la  carga.    Contestó :  que  es  cierto. 

Cómo  es  cierto  (2*^)  que  desde  ese  día  8  de  Julio,  pusieron  á 
disposición  del  capitán  del  Carmelita  B.  el  valor  del  flete  ó  el  sal- 
do que  manifestaron  en  la  liquidación  corresponderle.  Contestó : 
que  se  puso  desde  la  fecha  en  que  terminó  la  descarga. 

Cómo  es  cierto  (3°)  que  la  descarga  empezó  el  8  de  Mayo  de 
i884,  habiéndose  descargado  en  ese  dia  30  toneladas  de  carbón. 
Contestó:  que  no  es  cierto,  porque  cree  que  empezó  el  nueve. 
Agregó:  qne  la  descarga  terminó  antes  de  liquidarse  el  flete,  y 
que  si  no  se  pagó  inmediatamente,  fu  éporque  el  capitán  no  se 
presentó  a  cobrarlo. 


Prueba  de  los  demandados 


i^  Declaración  de  los  siguientes  testigos  mayores  de  edad  y 
no  comprendidos  en  las  generales  de  la  ley. 

Preguntados  (2'')  si  el  capitán  del  Carmelita  B.  al  practicar 
la  descarga  del  carbón,  á  mediados  de  1884,  ponía  dificultades 
á  esta  operación  y  la  demoraba  notablemente,  no  entregando 
sino  rara  vez  la  cantidad  de  carbón  que  diariamente  tenía  obli- 
gación de  entregar.  Contestaron: 
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Salvador  Delfino:  que  es  cierto  y  le  consta,  porque  era  encar- 
gado de  mandar  parte  de  este  carbón  á  Mercedes,  y  en  TÍsta  de 
la  dificnltad  que  ofrecía  el  tener  los  wagones  parados,  tuvo  que 
tomar  un  depósito  en  tierra ;  que  todos  los  dias  pasaba  á  bordo 
á  más  del  pesador  que  estaba  allí^  á  urgir  la  descarga,  no  ha- 
biéndose descargado  según  cree,  sino  una  ó  dos  veces  la  cantidad 
estipulada;  que  una  vez  que  no  descargaban,  preguntando  el 
declarante  la  causa  al  pesador,  contestó  que  del  buque  no  que- 
rían entregar,  porque  querían  concluir  con  otro  tomador,  y  que 
no  estando  este  allí  recibiendo  carga,  le  reclamó  el  declarante 
al  capitán  diciéndole  que  por  qué  no  entregaba  carga  cuando  no 
había  otro  recibiéndola,  á  lo  que  le  contestó  que  él  no  ponía 
obtáculos  para  entregar^  sino  su  recibidor ;  y  llamado  este  se 
aclaró  el  hecho,  resultando  que  no  era  cierto  lo  que  decía  el 
capitán,  quien  solo  trataba  de  ganar  estadías ;  que  además,  to- 
dos los  dias  tenía  quejas  del  capataz  de  la  cuadrilla  puesta  por 
el  declarante,  que  le  quería  dejar  el  trabajo  á  causa  de  la  de- 
masiada lentitud  con  que  se  hacía  la  entrega. 

Francisco  Schelotto :  que  es  cierto  y  lo  sabe  porque  era  el  pe- 
sador que  estaba  á  bordo  y  ha  visto  que  no  había  gente  suficiente 
para  la  entrega. 

Preguntados  (3^)  si  las  demoras  tenían  lugar  porque  la  tripu- 
lación no  trabajaba  todo  lo  necesario,  y  porque  además,  era 
insuficiente  su  número,  teniendo  en  cuenta  que  los  dias  eran  en 
esa  época  muy  cortos,  contestaron : 

Delfino  :  que  todo  dependía  de  la  mala  voluntad  del  capitán 
6  de  la  tripulación ;  que  no  tomó  nota  del  número  de  individuos 
y  aunque  los  dias  eran  cortos  efectivamente,  cree  que  podían 
haber  entregado  en  tiempo  si  hubieran  querido ;  que  una  vez 
que  se  juntaron  los  dos  recibidores^  le  propusieron  al  capitán 
tomar  más  gente  de  afuera  para  entregar  por  dos  manos,  y  se 
negó. 

Schelotto :  que  no  sabe  el  número  de  hombres  que  había. 
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pero  sí,  que  teniendo  gente,  se  podía  hacer  más  trabajo^  siendo 
cierto  que  los  dias  eran  cortos. 

Agregó :  que  los  marineros  siempre  van  despacio  en  el  tra- 
bajo; que  en  este  caso,  al  salir  el  sol,  el  piloto  llamaba  á  la 
tripulación  y  que  mientras  se  lavaban  y  hacían  sus  arreglos 
personales  eran  las  7  Yi  más  ó  menos ;  qne  á  las  8  se  iban  á  co- 
mer y  volvían  al  trabajo  á  las  9;  á  las  12  iban  á comer  otra  vez, 
se  reanudaba  el  trabajo  á  la  1  y  se  abandonaba  de  4  á  4  Vs* 

2^  ün  informe  de  la  Administración  de  Aduana,  espresando : 
que  la  Carmelita  0.  terminó  su  descarga  en  el  puerto  de  la  Boca 
el  19  de  Junio  de  1884. 

3^  Un  informe  de  la  Prefectura  Marítima  indicando  los  diaa 
hábiles  é  inhábiles  para  descargar,  desde  el  8  de  Mayo  hasta  el 
19  de  Junio  de  1884,  en  esta  forma:  Dias  hábiles  en  el  mes 
de  Mayo:  el  8,  9, 10, 12,  13, 14, 15, 16, 17, 19,  20,21,24,28, 
29, 30,  y  31 ,  siendo  inhábiles  los  no  mencionados. 

En  el  mOs  de  Junio,  hábiles :  la  mitad  del  dia  2,  el  3,  4,  5, 
6,  7,  la  mitad  del  9,  10,  11, 13,  la  mitad  del  14,  las  V4  partes 
del  16,  17,  18  y  19,  siendo  inhábiles  los  demás. 

4®  Posiciones  absueltas  por  D.  Julio  Yonwiller,  apoderado 
del  actor. 

Preguntado  (1^)  cómo  es  cierto  que  el  capitán  de  la  Carme- 
lita B,  presentó  al  Resguardo  de  la  Boca  el  certificado  de  en- 
trada al  Riachuelo  en  9  de  Mayo  de  1884.  Contestó:  que  no  le 
consta. 

Cómo  es  cierto  (I"")  que  la  descarga  del  Carmelita  B.  se  hizo 
en  la  Boca  del  Riachuelo.  Contestó :  que  es  cierto. 

Cómo  es  cierto  (2^)  que  al  mismo  tiempo  que  se  descargaba  el 
carbón,  era  entregado  á  sus  dueños,  quienes  lo  recibían  por  in- 
termedio de  sus  dependientes,  otorgando  estos  los  recibos  par- 
ciales diariamente.  Contestó:  que  es  cierto. 


l 
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Fall0  del  Jíuem  Federal 


Buenos  Aires,  Enero  22  de  1887. 

Tistos  estos  autos  promovidos  por  D.  Guillermo  BeitoUotto, 
capitán  del  buque  italiano  Carmelita  B.  contra  los  señores  Me- 
lara y  Marti,  por  cobro  de  sobre-estadías. 

Besulta:  i^  Que  á  principios  de  1884,  el  espresado  buque 
trajo  á  este  puerto  á  la  consignación  de  los  señores  Melara  y 
Marti,  un  cargamento  compuesto  de  ochocientas  sesenta  y  seis 
toneladas  de  carbón  de  piedra  bajo  la  cláusula  entre  otras  esti- 
puiaciones  de  la  póliza  de  netamente^  de  que  la  descarga  se 
efectuaría  en  el  puerto  de  su  destino  á  razón  de  treinta  y  cinco 
toneladas  diarias,  abonando  los  consignatarios  por  el  mayor 
tiempo  que  se  empleara  en  dicha  operación,  á  razón  de  cuatro 
peniques  diarios  por  tonelada  de  registro. 

2"^  Que  con  fecha  5  de  Julio  del  año  1885,  se  presentó  al  Juz- 
gado el  capitán  Bertollotto  demandando  á  los  señores  Melara  y 
Marti,  por  la  cantidad  de  ciento  cuarenta  y  tres  libras  esterlinas 
catorce  chelines  y  ocho  peniques,  importe  de  catorce  dias  de 
sobre-estadías,  sosteniendo  que  el  buque  había  estado  listo  para 
empezar  la  descarga  el  dia  7  de  Mayo  de  1884,  que  principió 
dicha  operación  el  dia  8  del  mismo  mes  y  terminó  recién  el  dia 
19 de  Junio;  pero  que  el  arreglo  y  definitiva  liquidación  y 
entrega  del  flete,  se  hizo  el  8  de  Julio  siguiente. 

3®  Que  contestando  los  demandados  el  traslado  que  se  les 
confirió,  opusieron  las  escepciones  de  arraigo  del  juicio  por  ser 
el  demandante  estrangero  no  domiciliado  en  la  República,  y 
prescripción  de  la  acción  por  haber  trascurrido  más  de  un  ano 
desde  el  dia  que  terminó  la  descarga  según  la  misma  confesión 
del  demandante,  hasta  la  fecha  de  la  demanda,  alegando  además. 
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en  caanto  al  fondo  de  esta,  que  no  era  exacto  se  hubiesen  deven- 
gado sobre-estadías,  pues  el  buque  no  estuvo  listo  para  princi- 
piar la  descarga  sino  el  9  de  Mayo,  no  habiendo  corrido  tantos 
dias  hábiles  como  indicaba  el  demandante  hasta  el  5  de  Jonio ; 
y  que  la  descarga  no  se  hizo  con  arreglo  á  lo  estipulado,  porque 
el  capitán  retardaba  y  dificultaba  la  entrega  del  carbón  durante 
el  término  fijado  en  el  contrato. 

4^  Que  oido  el  actor  respecto  de  las  escepciones  opuestas  y 
recibida  la  causa  á  prueba,  se  ha  producido  en  tiempo  hábil  la 
que  espresa  el  certificado  corriente  áfoja. . . 

Y  conbiderando :  i^  Que  el  artículo  85  de  la  ley  nacional  de 
enjuiciamiento,  permite  oponer  en  la  contestación  á  la  demanda 
todas  las  escepciones  contra  ella  que  favorezcan  el  derecho  del 
i^emandado,  las  que  deben  sustanciarse  y  fallarse  conjuntamente 
con  el  asunto  principal,  conforme  lo  ha  resuelto  la  Suprema 
Corte  en  la  causa  serie  2*^,  tomo  9^,  página  13  de  sus  fallos,  sin 
que  para  ello  sea  un  obstáculo  el  hecho  de  que  no  hayan  de 
producir  sus  efectos  legales,  según  su  naturaleza,  antes  de  entrar 
al  juicio,  pues  basta  que  puedan  producirlo  en  cualquier  estado 
de  él. 

2^  Que  en  este  caso,  se  encuentra  la  de  arraigo  contra  la  per- 
sona del  demandante,  por  su  calidad  de  estrangero  no  domici- 
liado, la  cual  puede  surtir  cuando  menos  el  efecto  de  impedir 
se  dé  curso  á  un  recurso  de  apelación,  mientras  no  sea  satisfecho 
el  propósito  de  la  ley,  por  medio  de  la  fianza  de  arraigo. 

S""  Que  dicha  escepcion  es  perfectamente  procedente  en  el 
caso  sub  judice  pues  la  circunstancia  de  encontrarse  el  deman- 
dante en  las  condiciones  previstas  por  el  artículo  74  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento,  no  ha  sido  contestada  por  su  representante, 
además  de  que  ella  puede  presumirse  lógicamente,  dada  su  cali- 
dad de  capitán  de  un  buque  estrangero,  venido  accidentalmente 
á  este  puerto. 

4®  Que  la  acción  deducida  tiene  por  objeto  el  cobro  de  las 
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sobre-estadías  corridas  desde  el  5  de  Jalio  de  1884,  fecha  en 
que  según  el  cómputo  hecho  por  el  demandante  debió  terminar 
la  descarga  del  buque,  hasta  el  19  del  mismo  mes,  en  que  según 
su  propia  esposicion  y  prueba  rendida  por  ambas  partes  cons^is- 
tentes  en  los  informes  de  foja...  j  foja...  expedidos  por  la 
Aduana  de  esta  Capital,  quedó  conclnida  j  heclia  completa 
entrega  del  cargamento. 

5""  Que  según  el  inciso  4"^,  artículo  1006  del  Código  de  Comer- 

oiOy  se  pré$;criben  por  un  año  las  acciones  para  el  cobro  de  las 

sobre-estadías  contando  desde  el  dia  de  la  entrega  de  la  carga, 

cuyo  término  aparece  haber  trascurrido  con  esceso  desde  la 

fecha  arriba  indicada  hasta  el  dia  de  la  iniciación  del  presente 

juicio  lo  que  se  comprueba  computando  las  fechas  respectivas. 

6^  Que  el  hecho  de  haberse  liquidado  definitivamente  el  flete 

j  pagado  al  capitán  recien  el  8  de  Julio,  no  basta  para  modificar 

el  precepto  de  ley  que  espresamente  ha  fijado  el  punto  departida 

de  la  prescripción  en  el  dia  en  que  concluyó  la  descarga,  porque 

desde  ese  momento  tiene  espedita  el  capitán  sn  acción  de  apremio 

para  el  cobro  de  los  mismos  fletes,  los  cuales  por  esta  razón  se 

prescriben  también  desde  ese  dia,  siendo  ilógico  admitir  que  el 

abandono  más  ó  menos  largo  de  una  acción  contra  la  cual  corre 

la  prescripción,  sea  causa  interruptíva  de  otra  prescripción. 

7®  Que  además,  la  prueba  rendida  por  el  actor  demuestra 
que  la  descarga  principió  el  9  de  Mayo  (informe  de  foja  40 
vuelta)  sin  que  se  haya  alegado  siquiera  que  hubiese  habido  de- 
mora por  parte  de  los  recibidores,  desde  que  estuvo  espedito  el 
buque  para  efectuarla,  y  que  desde  esa  fecha  hasta  que  conclu- 
yóy  solo  hubieron  treinta  y  uno  ó  treinta  y  dos  dias  hábiles 
(informe  de  foja  94  vuelta)  y  como  dicha  operación  debía  efec- 
tuarse según  el  contrato  de  fletamento,  en  veinte  y  cinco  dias, 
solo  se  habrían  devengado  seis  dias  de  sobre-estadías. 

8^  Que  de  las  declaraciones  corrientes  á  foja...  y  foja...  se 
desprende  que  el  capitán  ha  sido  en  gran  parte  culpable  de  esta 
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demora,  do  poniendo  de  su  parte  toda  la  actividad  y  diligencia 
necesaria  para  que  la  descarga  se  efectúe  dentro  de  los  términos 
del  contrato,  siendo  de  notar  que  no  se  ha  insinuado  hecho 
alguno  que  justifique  ó  esplique  el  interés  de  los  recibidores  en 
la  demora,  quienes  por  regla  general  lo  tienen  en  disponer  lo 
más  pronto  posible  de  sus  efectos,  de  modo  que  aún  en  la  hipó- 
tesis de  no  mediar  la  prescripción  de  la  acción,  el  demandante 
carecía  de  derecho  para  reclamar  sobre-estadías. 

Por  estos  fundamentos,  fallo  absolviendo  á  los  señores  Melara 
7  Marti  de  la  demandado  foja...  imponiendo  silencio  al  actor 
con  costas,  quien  deberá  además  arraigar  el  juicio.  Nobifíquese 
original. 

Virgilio  M.  Tedtn,     • 


Fallo  de  la  Suprema  Carie 


Buenos  Aires,  Febrero  8  de  1890. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas,  la  sen- 
tencia apelada  de  foja  ciento  veinte  y  siete;  y  respuestos  los  se- 
les devuélvanse. 


FEDERICO  IBARGÚREM. — G.  S.  DÉLA 
TORRE. —ABEL  RAZAN. 
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CAUSA  XTII 


Criminal,  contra   Eleuterio  Rolon,   por  heridas  seguidas  de 
muerte,  inferidas  á  Antonio  Martinez;  sobre  competencia. 


•Sumario,  —  El  recurso  de  apelación  en  las  causas  crimina- 
les de  fuero  común,  seguidas  anto  los  Juzgados  de  los  Territorios 
nacionales,  corresponderá  la  Cámara  de  Apelaciones  en  lo  Cri- 
minal de  la  Capital. 


Caso.  —  En  la  causa  contra  Eleuterio  Rolon  por  heridas  in- 
feridas á  Antonio  Martinez  que  murió  á  consecuencia  de  ellas,  el 
Juez  Letrado  del  Territorio  Nacional  de  Misiones,  dictó  la  si- 
guiente 


SENTENCIA 


Posadas,  Agosto  2  de  de  1889. 

Vistos  estos  autos  seguidos  de  oficio  contra  Eleuterro  Bolón 
de  25  años  de  edad,  soltero,  obrajero,  domiciliado  en  la  Provin- 
cia de  Corrientes,  por  heridas  inferidas  á  Antonio  Martinez,  que 
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le  ocasionaron  la  muerte  el  dia  22  de  [N'oviembre  del  año  próii- 
mopasado  en  Coraguapé  (Departamento  del   Firaí). 

Resultando:  Según  el  testigo  Antonio  Yasquez,  el  dia  indi- 
cado como  á  las  tres  de  la  tarde,  hallándose  en  el  obraje  de  Don 
Justo  García,  fué  avisado  de  haber  sido  herido  el  peón  Antonio 
Martínez  y  acudiendo  en  su  socorro,  le  oyó  decir  que  encontrán- 
dose solo  con  su  compañero  Eleuterio  Eolon  en  un  monte,  la- 
brando un  palo,  fué  asediado  á  traición  por  este,  quien  después 
de  darle  un  hachazo  en  el  pescuezo^  cuando  estaba  inclinado,  que 
lo  volteó,  le  inñrió  tres  heridas  más  en  la  cabeza,  en  la  oreja  y 
en  el  vientre,  pudiendo  refugiarse  después  de  esto,  en  los  ran- 
chos. 

Que  al  dia  siguiente,  al  trasladar  el  herido  á  este  pueblo  para 
su  curación,  murió  en  la  cama  al  poco  rato  de  salir  repitiendo 
siempre  la  misma  relación  del  suceso  ante  los  otros  tripulantes, 
Isidro  Quintana  y  Zacarías  Fernandez,  quienes  declaran  tam- 
bién de  acuerdo. 

La  mujer  Encarnación  Chamorro  dice  que  Martínez  y  Rolen 
trabajaban  juntos  en  el  obraje,  y  que  ese  dia  como  á  la  una  se 
retiraron  en  compañía  al  monte,  que  pasada  una  hora  próxima  • 
mente,  vio  al  primero  regresar  hasta  el  puerto,  viniendo  en  se- 
guida el  segundo  con  dos  machetes  en  la  mano,  uno  de  ellos  en- 
sagrentado  por  lo  que  le  preguntó  qué  había  hecho,  á  lo  que  le 
contestó  <  que  te  importa  »  tirándole  un  planazo  y  desapare- 
ciendo acto  continuo.  Que  el  dia  siguiente  al  embarcar  el  herido 
le  oyó  decir  que  lo  había  sido  á  traición  por  el  procesado. 

Este  confiesa  haber  herido  á  Martínez  pero  que  lo  hizo  en  pe- 
lea, por  haberlo  atacado  antes  y  con  motivo  de  que  habiéndole 
negado  permiso  para  castigar  á  la  mujer  con  quien  vivía,  le  ob- 
servó que  no  era  por  miedo  que  solicitaba  su  consentimiento,  bas- 
tando esto  para  que  Martínez  sacara  un  faconcito  con  el  que  le 
agredió.  Que  en  tales  circunstancias  le  dio  un  golpe  en  la  mano 
desarmándolo  y  al  querer  levantar  el  cuchillo  le  dio  otro  en  el 
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caelloy  como  insistiese  se  nuevamente  tomando  por  último  él  el 
arma  y  dándole  una  puñalada  en  el  bajo  vientre. 

Del  reconocimiento  del  cadáver  practicado  por  la  Sub-Prefec- 
tar^  marítima,  resulta  tener  una  herida  en  el  pescuezo,  otra  en  la 
cabeza,  otra  que  le  cortó  la  oreja  y  una  cuarta  en  la  región  epi- 
gástrica que  ocasionó  la  salida  de  los  intestinos,  siendo  de  notar 
la  falta  del  Ayudante  de  esta  repartición,  Don  Antonio  Yiñas 
que  intervino  en  la  formación  del  sumario,  al  no  mandar  practi- 
car el  reconocimiento  facultativo  y  al  recibir  las  declaraciones 
de  los  tripulantes  de  la  canoa  que  condujeron  dicho  cadáver  sin 
las  formalidades  prescriptas  por  la  ley,  como  también  la  del  en- 
cargado de  laJFolicía  Marítima  entonces,  Don  Eladio  Goesalaga, 
al  no  instruir  por  sí  mismo  el  sumario . 

La  acusación  clasificando  el  hecho  de  homicidio  con  ensaña- 
miento«  pide  para  el  reo  la  pena  de  diez  años  de  presidio  y  la  de- 
fensa juzgando  no  haber  mediado  circunstancia  agravante  algu- 
na, sino  por  el  contrario  existir  las  atenuantes  de  provocación , 
poca  perversión  moral  del  acusado  y  su  franca  confesión,  solicita 
sea  la  pena  reducida  á  tres  años  de  penitenciaria. 

Y  considerando :  Que  consta  el  delito  por  la  inspección  del  ca- 
dáver (foja  3),  informe  médico  (foja  16)  y  demás  actuacio- 
nes. 

Que  por  la  confesión  del  procesado  corroborrada  por  las  de- 
claraciones de  los  testigos  que  oyeron  á  Martínez  la  relación  del 
hecho  y  por  la  circunstancia  de  haberse  retirado  ambos  solos  al 
monte  presentándose  de  repente  á  la  vista  de  las  demás  personas 
del  obraje,  Martínez  herido  y  Rolon  con  dos  machetes  en  la  ma- 
no, uno  ensangrentado,  consta  que  él  fué  el  autor  de  las  heridas 
que  ocasionaron  la  muerte  de  aquel . 

Que  aún  cuando  de  las  declaraciones  de  los  aludidos  testigos 
quienes  aseguran  haber  oído  al  herido,  que  fué  asediado  á  trai- 
ción, es  presumible  que  fué  sorprendido  sin  que  de  su  parte  hu- 
biera agresión  alguna,  esta  circunstancia  tan  importante  para 
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la  clasificación  del  delito,  no  puede  decirse  comprobada  á  falta  de 
testigos  presenciales. 

Que  aunque  el  encausado  haya  querido  justificer  su  acción  con 
la  agresión  armada  de  Martinez,  no  hay  mérito  para  suponer 
que  procedió  entre  los  límites  déla  defensa  permitida,  desde  que 
según  su  declaración  no  trató  de  evitar  el  ataque  ni  tuvo  necesi- 
dad de  herir  una  vez  desarmado  el  agresor,  fuera  de  la  presun- 
ción de  culpabilidad  deducida  de  su  fuga. 

Que  el  delito  tal  cual  resulta,  debe  conceptuarse  originado  por 
cuestión  del  momento  y  considerarse  como  homicidio  cometido 
sin  reñeiion  ni  premeditación. 

La  franca  confesión  del  reo  y  su  poca  perversión  moral  ale- 
gada en  su  favor  por  el  defensor,  no  son  circunstancias  que  la 
ley  establezca  como  atenuantes  de  la  pena,  y  solo  puede  tomar- 
las el  Juzgado  como  elementos  para  su  más  equitativa  aplicación 
dentro  de  los  límites  que  corresponde,  según  la  clasificación 
del  hecho. 

Por  estos  fundamentos,  y  de  conformidad  con  loes  tablecido  en 
el  artículo  96,  inciso  2<^,  del  Código  Penal,  fallo :  condenando  á 
Eleuterio  Rolon  por  homicidio,  á  la  pena  de  seis  años  de  presidio 
que  cumplirá  en  el  parage  que  el  Poder  Ejecutivo  designe  con 
sus  adicionales  legales  (artículo  63),  debiendo  descontársele  la 
prisión  sufrida  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  49. 

Y  en  atención  á  las  faltas  en  que  han  incurrido  el  ex-Sub- 
Prefecto  del  Puerto  Don  Eladio  Guesalaga  y  el  Ayudante  Don 
Antonio  Viñas,  se  manda  que  sean  apercibidos. 

D.  Quiroga. 
Ante  mí. 

Luis  E.  Carrizo j 

Secretario. 

Apelada  la  sentencia,  el  Juez  concedió  el  recurso  para  ante  la 
Suprema  Corte. 
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VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Febrero  4  de  1890. 

Suprema  Corle: 

No  siendo  esta  causa  de  f aero  federal,  por  haber  sido  perpe- 
trado el  hecho  en  territorio  nacional  en  lugar  apartado  de  la 
costa,  lo  que  constituye  un  delito  común,  su  conocimiento 
corresponde  á  la  Cámara  de  Apelaciones  en  esta  Capital,  según 
los  artículos  22  j  23  del  Código  de  Procedimientos. 

Sírvase  Y.  E.  así  declararlo. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Febrero  8  de  1890. 

Resaltando  que  el  hecho  de  que  en  esta  causa  se  trata,  ha  sido 
cometido  en  tierra  firme,  fuera  de  la  jurisdicion  federal,  j  de 
conformidad  á  lo  espuesto  y  pedido  por  el  señor  Procurador  Ge- 
neral, j  lo  dispuesto  por  los  artículos  227  33  del  Código  de  Pro- 
cedimientos en  lo  Criminal,  pásense  estos  autos  á  los  efectos  de 
la  ley,  á  la  Cámara  de  Apelaciones  en  lo  Criminal  de  esta  Ca- 
pital. 


FEDERICO  IBARGtiREN.  —  G.  S.  DE  LA 
TORRE.  —  ABEL  BAZAH. 
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CACfilA     XYIII 


D,  Carlos  Casado  contra  D.  Antonio  Santa  Maria^ 
por  reivindicación;  sobre  costas  procesales. 


Sumario.  —  No  hay  derecho  de  cobrar  al  vencido  las  costas 
de  segunda  instancia,  cuando  la  sentencia  es  revocatoria  de 
la  de  primera  instancia  y  no  especifica  que  dichas  costas  sean 
de  cargo  de  aquel. 


Caso.  —  El  señor  D.  Carlos  Casado  entabló  contra  el  señor  D. 
Antonio  Santa  María  una  demandado  relTindicacion  que  por  sen- 
tencia del  Juez  Federal  del  Rosario  fué  rechazada  como  impro- 
cedente en  7  de  Mayo  de  1887. 

El  señor  Santa  María  apeló  de  esta  sentencia  en  la  parte  en 
que  no  imponía  al  señor  Casado  la  condenación  en  costas  y  se 
le  concedió  el  recurso  en  relación. 

Elevados  los  autos  y  señalado  dia  para  la  vista,  informó  ante 
la  Suprema  Corte  por  la  parte  del  señor  Santa  María,  el  Dr. 
D.  Luis  Lagos  García. 

El  recurso  fué  resuelto  por  el  siguiente 


..j' 


'i 
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Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Abril  3  de  1888. 


Vistos :  Apareciendo  qae  el  demandante  no  ha  tenido  razón, 
ni  derecho  para  litigar  j  atento  lo  dispuesto  por  la  ley  ocho, 
título  tercero,  partida  tercera,  se  declara  á  su  cargo  las  costas 
del  joicio,  quedando  así  modificada  la  sentencia  de  foja  tres- 
cientas   cincuenta  y  tres.    Repuestos   los  sellos  devuélvanse. 


ULADISLAO  frías.—- FEDERICO  IBAR- 
GÚREN.  —  C.  S.  DE  LA  TORRE.  — 
—  SALUSTlAltO  J.  ZAVAliA 


Devueltos  los  autos^  se  pidieron  y  mandaron  hacer  las  regu- 
laciones de  honorarios  devengados  por  el  Dr.  Monguillot  y  Dr. 
Fernandez  García,  Procurador  Gómez  y  Agrimensor  Sivori, 
que  después  de  observadas,  fueron  fijadas  por  auto  de  13  de  Ju- 
lio de  i  888  en  200  posos  m/n  para  el  Dr.  Monguillot,  7500 
pesos  m/n  para  el  Dr.  Fernandez  García,  800  pesos  m/n  para 
el  Procurador  Gómez  y  800  pesos  m/n  para  el  agrimensor  Si- 
vori. 

Hecha  y  aprobada  la  liquidación  total  de  estos  honorarios  y 
gastos  de  sellos  en  9387  pesos  35  centavos,  con  más  15  pesos 
70  centavos  /uertes  para  el  regulador,  la  parte  de  Santa  Ma- 
ría pidió  que  se  elevasen  los  autos  á  la  Suprema  Corte  para 
mandar  regular  los  honorarios  del  Dr.  L.  García  devengados 
ante  la  Suprema  Corte. 
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Así  se  hizo.  La  Saprema  Corte  los  mandó  regular  por  el  Se- 
cretario Dr.  Tarnassi ;  se  hizo  la  regalaciou  en  320  pesos  m/n 
y  se  devolvieron  los  autos. 

El  Procurador  del  señor  Santa  María  con  los  documentos  de 
pago  de  los  320  pesos  regulados  y  de  8  pesos  50  centavos  por 
derecho  de  regulación,  pidió  se  intimara  al  señor  Casado  el 
pago  de  328  pesos  50 centavos. 

El  Juez  proveyó 

Rosario,  Noviembre  3  de  1888. 

Hágase  la  intimación  que  se  solicita. 

Escalera. 

El  Procurador  del  señor  Casado  pidió  revocatoria  de  este 
auto,  apelando  in  subsidium. 

Dijo  que  la  parte  de  Santa  María  fué  la  que  apeló  contra  la 
sentencia  de  primera  instancia  por  las  costas,  único  punto  de 
que  conoció  la  Suprema  Corte  reformando  la  sentencia  ci- 
tada. 

Que  esa  reforma  de  las  c<>sta8  solo  se  relaciona  con  la  prime- 
ra instancia  y  no  con  la  segunda,  que  fué  producida  no  por  su 
representado  que  aceptó  el  fallo  del  Tribunal  inferior,  sino  por 
el  señor  Santa  María  que  apeló  de  él  ante  el  superior. 

Que  no  puede  decirse  haya  habido  temeridad  por  parte  de 
su  representado,  oponiéndose  á  la  apelación  de  Santa  María, 
pues  él  aceptó  el  fallo. 

Que  el  fallo  de  foja  393  de  la  Suprema  Corte  Nacional  sobre 
costas  del  juicio,  solo  puede  referirse  a.l  juicio  terminado  con 
la  sentencia  de  primera  instancia,  siendo  así  conforme  con 
otras  numerosas  resoluciones  de  ese  mismo  Tribunal. 

Que  si  la  mente  de  la  Suprema  Corte  Nacional  hubiera  sido 
condenar  á  su  representado  en  las  costas  de  segunda  instancia^ 
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lo  habría  dicho  clara  y  terminantemente^  lo  que  no  ha  he- 
cho. 


Pallo  del  Jíuex  Pederal 


Rosario,  Marzo  20  de  1889. 

y  vistos :  Siendo  de  práctica  uniforme,  tanto  en  la  Supre- 
ma Corte,  como  en  ios  demás  tribunales,  la  de  especificar  en 
la  sentencia  qne  las  costas  producidas,  deben  ser  pagadas  por 
la  parte  que  se  condene  á  ese  pago,  y  no  habiendo  en  la  sen- 
tencia de  foja  393  esa  especificación  directa  y  terminante  de 
ser  á  cargo  de  D.  Carlos  Casado  el  pago  de  las  costas  de  se- 
gunda instancia;  lo  que  manifiesta  no  haber  tenido  la  Su- 
prema Corte,  ni  aún  la  intención  de  cargar  á  esa  parte,  con 
las  producidas  ante  ese  tribunal,  circunscribiéndose  en  el  fa- 
llo enunciado  á  solo  declarar  á  cargo  del  actor  las  costas  pro- 
ducidas en  la  primera  instancia  y  á  las  cuales  únicamente  se 
referia  la  apelación  interpuesta; 

Portante,  se  reyoca  el  auto  recurrido  de  foja...  declarán- 
dose no  estar  obligado  D.  Carlos  Casado  al  pago  de  las  costas 
de  seganda  instancia.  Notifíquese  y  repónganse. 

G,  Escalera  y  Zuviría. 


Fallo  de  to  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Febrero  13  de  1890. 

.    Vistos :  Siendo  el  fallo  de  foja  trescientos  noYenta  y  tres 
revocatorio  del  de  primera  instancia,  y  por  sus  fundamentos, 

T.  VIH  17 
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se  confirma  con  costas,  el  auto  apelado  de  foja  cuatrocientos 
cincuenta  j  una .  Repuestos  los  sellos  devuélvanse. 


benjamín    TICTORIGA.  —  FEDERICO 
IBARGÚREN.— C.  S.  DE  LA  TORRE. 


CAUSA  XIX 


Doña  Mercedes  S,  de  Levtngston^  contra  Don  Ramón  S.  Várela 
por  reivindicación ;  sobre  defecto  legal  en  el  modo  de  propo- 
ner la  demanda. 


Sumario.  —  La  omisión  de  copias  de  los  documentos  que 
instruyen  la  demanda,  no  constituye  unaescepcion  dilatoria  de 
las  admitidas  por  la  ley,  máxime  si  se  ha  consentido  el  decreto 
por  el  cual  se  exoneró  al  actor  de  la  obligación  de  presentarlas. 


Caso.  —  Don  José  A.  Camines  con  poder  de  Don  Ramón  8. 
Várela  y  Don  Pedro  Silveira  se  presentó  en  los  autos  iniciados 
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por  la  señora  Dona  Mercedes  S.  de  Levingston,  sobre  reivin- 
dicación, y  dijo  qne  venía  á  oponer,  como  artículo  previo  la  es- 
cepcíon  de  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda,  por 
no  haber  la  parte  demandante  acompañado  la  copia  de  los  docu- 
mentos con  qne  la  instruía ;  pidió  se  le  exonerase  de  la  obligación 
de  contestar,  con  costas  á  la  actora. 

Conferido  traslado,  la  parte  de  la  señora  Levingston  contestó 
que  la  demanda  se  había  producido  en  forma,  y  sin  omisión  de 
ninguno  de  los  requisitos  enumerados  por  el  artículo  57  de  la 
ley  de  Procedimientos. 

Que  el  artículo  8^  manda  qne  se  acompañe  copia  de  los  docu- 
mentos con  que  se  instruye  la  demanda,  pero  no  dice  que  la  re- 
misión de  las  copias  constituye  la  escepcion  que  opone  el  señor 
Tárela  de  defecto  legal  en  el  modo  de  proponerla. 

Que  ella,  por  la  gran  estensionde  los  citados  documentos,  ha- 
bía sido  exonerada  de  la  obligación  de  presentar  la  copia  de 
ellos  sin  perjuicio  de  que  los  contrarios  podían  verlas  y  exami- 
narlas en  la  oficina  del  Juzgado,  y  el  auto  por  el  cual  se  la  ha- 
bía exonerado  de  esa  obligación,  había  sido  consentido  por  el 
representante  del  señor  Várela. 

Pidió  no  se  hiciera  lugar  con  costas  á  la  articulación,  man- 
dándose contestar  derechamente  la  demanda. 


Auto  del   Jíttcx  Federal 


San  Luis,  7  de  Mayo  de  1889. 


Y  vistos:  Considerando:  l^^Quela  escepcion  dilatoria  por  de- 
fecto legal  en  el  mudo  de  proponer  la  demanda,  la  hace  c«msistir 
el  demandado  en  no  haberse  acompañado  por  el  demandante  la 
copia  de  los  documentos  ó  títulos  en  que  este  funda  sus  derechos, 
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como  lo  dispone  el  artículo  8^^  inciso  3"*,  de  la  Ley  de  Piocedi- 
mientos. 

2^  Que  el  Juzgado  apoyándose  en  la  facultad  que  le  acuerda 
el  mismo  artículo  y  por  las  causales  espuestas  por  el  interesado, 
lo  exoneró  de  esa  formalidad  por  providencia  de  23  de  Noviembre 
del  año  próximo  pasado  (foja  81  vuelta),  la  que  fué  notificada 
personalmente  al  señor  Várela  el  6  de  Marzo  del  presente  (foja 
i06  vuelta),  y  se  encontraba  ejecutoriada  para  él  al  deducirse 
en  su  nombre  esta  escepcion  en  24  de  Abril  (foja  111  vuelta). 

Por  esto,  y  de  conformidad  con  las  razones  alegadas  por  el  de- 
mandante, no  ha  lugar,  con  costas,  á  la  escepcion  promovida, 
debiendo  en  consecuencia  la  parte  de  Don  Ramón  Várela,  coa- 
testar derechamente  la  demanda.  Hágase  saber. 

P.  E.  Miguez. 


Fallo  de  Im  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Febrero  13  de  1890. 

Vistos :  No  desconociéndose  por  el  recurrente,  haber  consenti- 
do por  su  parte  el  proveído  á  que  alude  el  Juez  de  Sección  en  su 
auto  apelado  de  foja  diez,  se  confirma  este  con  costas.  Repues- 
tos los  sellos  devuélvanse. 


BENJAMÍN  VICTO  RIGA .  —  FEDERICO 
IBARGCREN.  —  C.  S.  DE  LA  TOR- 
RE. ^  ABEL   BAZAN. 
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CAUSA  \X 


D.  Carlos  F.  Castellanos,  contra  el  Banco  Nacional,  sobre 
stispension  de  remate  ordenado  enjuicio  ejecutivo 


Sumario.  —  La  denuncia  del  ejecutado,  de  pertenecer  en  con- 
dominio á  sus  hijos  menores,  los  bienes'  mandados  rematar,  y  la 
solicitud  de  que  se  les  nombre  tutor  especial  para  defenderlos^ 
autoriza  la  suspensión  de  la  venta  de  dichos  bienes. 


Caso.  —  En  10  de  Febrero  de  1889  se  presentó  D.  Carlos  F. 
Castellanos,  esponiendo:  que  en  Majo  de  1885  había  fallecido  su 
esposa  D^  María  del  Rosario  Mármol,  dejando  tres  hijos  meno- 
res, llamados  Carlos  María,  Ricardo  j  Clotilde  de  8,  7  y  5  años 
respectiyamente,  quedando  como  bienes  pertenecientes  á  la  so- 
ciedad conyugal,  la  Empresa  del  Tramway  San  Carlos,  en  la 
que  tenían  interés  los  citados  menores  como  sucesores  de  su  es- 
posa; que  actualmente  se  le  signe  ante  el  mismo  Juzgado  un 
juicio  ejecutivo  por  la  sucursal  del  Banco  Nacional,  cobrándole 
un  crédito  hipotecario  contraído  en  parte  después  de  fallecida 
la  esposa,  cuya  testamentaría  está  aún  sin  liquidarse,  habién- 
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dose  embargado,  j  estando  por  Tenderse  en  remate  la  Empresa 
del  tramwaj  mencionado,  sin  haber  dado  intervención  á  los 
menores  interesados  en  ella,  ni  al  Ministerio  de  Menores,  lo  que 
trae  nulidad. 

Agregó:  que  el  remate  se  había  ordenado  por  las  dos  terceras 
partes  de  la  tasación,  siendo  así  que  los  bienes  de  menores  deben 
Tenderse  en  remate  por  el  precio  de  tasación. 

Pidió:  l^  Se  declarase  nulo  lo  obrado ; 

2^  Se  nombrara  curador  especial  á  sus  hijos  menores  por  ha- 
ber intereses  encontrados. 

En  otrosí  pidió  la  suspensión  del  remate,  j  que  se  pidiera  la 
partida  de  defunción  de  la  esposa. 


Fallo  del  Jíucs  Federal 

Tucuman,  Febrero  11  de  1889. 

Por  presentado  en  cuanto  ha  lugar,  á  lo  principal,  conjunta- 
mente con  el  escrito  á  que  se  refiere  el  presente  y  que  se  halla 
aún  sin  proTeer,  Tista  al  Defensor  de  Menores.  Al  primer  otrosí, 
si  como  se  afirma,  los  bienes  que  Tan  á  rematarse  pertenecen 
á  la  Tez,  á  los  menores  de  la  referencia,  j  se  tratado  enagenarlos 
sin  su  conocimiento  legal,  es  OTidenteque  esta  circunstancia  in- 
fluye para  que  conserTon  su  derecho  á  salTo,  el  cual  pueden  ha- 
cer valer  en  la  forma  y  por  los  medios  que  acuerdan  las  leyes 
en  estos  casos,  pero  es  asimismo  OTidente  que  dichos  menores 
no  pueden  pedirla  suspensión  de  un  juicio  en  que  no  interTie- 
nen,  ni  son  parte  legítima,  cuyo  resultado  no  desvirtuará  las 
acciones  que  ellos  tengan  sobre  los  bienes  embargados ;  por  tan- 
to, no  ha  lugar  á  la  suspensión  que  se  solicita.  Hágase  saber, 
reponiéndose  los  sellos. 

Oliva. 
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Fallo  de  la  Suprenuí  Corto 

Baenos  Aires,  Febrero  15  de  1890. 

Vistos:  Justiñcando  saficientemente  la  suspensión  del  remate 
de  los  bienes  embargados,  la  petición  de  foja  primera,  y  la  dis- 
posición del  artículo  trescientos  dos  de  la  ley  nacional  de  Proce- 
dimientos, cuya  doctrina  es  de  aplicación  al  presente  caso,  se 
reTQtca  el  auto  apelado  de  foja  tres  en  la  parte  en  que  no  hace 
Ingar  á  dicha  suspensión,  y  se  declara  esta  procedente  hasta 
tanto  ee  resuelya  lo  correspondiente  á  lo  pedido  en  el  escrito 
citado  de  foja  primera  en  su  parte  principal.  Repuestos  los 
selles,  devuélvase. 


benjamín  YICTORICA.  —  C.  S.  DB 
LA  TORRE.  —  ABEL  RAZAN. 
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CAUSA    XXI 


D.  Antonio  Uguerruaga  contra  D.  José  B.  Dávalos;  sobre  cum- 
plimiento de  sentencia  y  entrega  de  precio. 


Sumario.  —  Ordenada  por  sentencia  ejecutoriada  la  entrega 
deprecio  previa  fianza,  el  vendedor  no  es  admisible  á  exigirla  sin 
prestar  dicha  fianza,  aunque  pretenda  que  lo  que  vendió  no  fué 
una  finca  sujeta  á  reivindicación,  sino  solamente  los  derechos  y 
acciones  á  esa  finca. 


Caso.  —  En  4  de  Agosto  de  1886  D.  Antonio  Uguerruaga  y 
D.  José  Benjamín  Dávalos  firmaron  la  siguiente  boleta: 

Señor  escribano  público : 

Sírvase  usted  estender  en  su  registro  de  escrituras  y  contratos 
públicos,  una  en  que  conste  que  yo  D.  Antonio  Uguerruaga 
vendo  á  D.  Benjamín  Dávalos  las  acciones  y  derechos  que  me 
corresponden  en  la  finca  denominada  <  Las  Pircas  »  y  el  moli- 
no del  mismo  nombre,  tanto  aquello  que  me  pertenece  como  he- 
rencia de  mi  finada  esposa  doña  Milagro  Torres  de  Uguerruaga, 
como  las  compras  que  posteriormente  y  durante  el  matrimonio 
se  han  hecho,  todo  con  arreglo  á  los  títulos  de  propiedad,  obli- 
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gándome  á  la  OTiocíon  y  saneamiento  de  lo  que  vendo  por  la 
cantidad  do  veinte  y  nneve  mil  pesos  (29.000  pesos  bolivianos) 

6  sn  equivalente  en  moneda  nacional,  hecha  la  reducción  por  la 
tabla,  bajo  las  condiciones  de  recibir  la  mitad  al  contado  y  la 
otra  á  dos  años  del  plazo,  reconociendo  interés  de  seis  por  ciento 
anual  que  comenzarán  á  contarse  después  de  los  primeros  seis 
meses.  Entiéndase  que  vendo  al  Sr.  Dávalos  la  mencionada  finca 
con  todos  ios  ganados  que  de  mi  propiedad  hay  en  ella  y  las 
herramientas  que  existen  en  la  misma  para  los  diferentes  tra- 
bajos que  se  emprenden,  á  excepción  de  los  muebles  que 
actualmente  están  en  las  habitaciones  de  la  casa  y  en  la  cancha 
de  la  misma  y  los  cereales  que  retiraré  oportunamente^  lo  mismo 
que  retiraré  también  cuatro  caballos  de  silla  que  reservo  para 
mi  servicio.  Los  gastos  de  escrituraH  serán  abandonados  á  medias 
entre  comprador  y  vendedor.  A  estas  condiciones  añadirá  usted 
las  demás  cláusulas  de  estilo  para  la  mejor  validez  de  este  con- 
tratOy  en  fé  de  lo  cual  firmamos  la  presente  boleta  autorizada 
por  el  Juez  de  Paz  del  Departamento. 

Cerrillo,  Agosto  4  de  1886. 

A  ruego  deD.  Antonio  TJguerruaga  por  no  saber  firmar  :  5e- 
rapio  Gallegos,  —  J.  Benjamín  Dávalos,  —  J.  G.  Echenigue. 
—  J.deP.S. 

En  9  de  Noviembre  de  i886,  D.  Antonio  TJguerruaga  acredi- 
tando ser  español  y  argentino  D.  José  B.  Dávalos,  demandó  á  este 
para  que  fuera  condenado  á  devolverle  la  finca  de  c  Las  Pircas  » 
que  le  había  entregado,  con  sus  accesorios,  ganados  y  mnltipli- 
cos,  á  pagarle  2000  pesos  valor  de  unos  rastrojos  dn  cebada 

7  alfalfa,  y  500  pesos  mensuales  por  todo  el  tiempo  que  retuvie- 
re la  finca. 

Esa  demanda  y  la  reconvención  deducida  por  Dávalos  fuere- 


266  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

suelta  por  sentencia  que  quedó  ejecotoriada^por  deserción  del 
recurso. 
La  sentencia  es  del  siguiente  tenor  : 


Salta,  Agosto  19  de  1887. 

T  vistos:  D.  Cipriano  Velez  por  D.  Antonio  Uguerruaga  es- 
pone: que  sn  representado  celebró  un  contrato  por  el  cual  tras- 
pasaba su  finca  c  Las  Pircas  »  á  D.  José  Benjamin  Davales  por 
29.000  pesos  bolivianos  ó  su  equivalente  en  moneda  nacional, 
la  mitad  de  esta  cantidad  al  contado  v  la  otra  al  plazo  de  dos 
años; 

Que  se  firmó  la  boleta  por  el  comprador  Dávalos  y  por  sn  apo- 
derado que  lo  era  entonces  el  Dr.  D.  Ángel  |M.  Ovejero ; 

Que  habiéndole  asegurado  Dávalos  que  el  dinero  estaba  á  sa 
disposición  en  poder  de  D.  Salustiano  Sosa,  no  tuvo  inconve- 
niente en  ponerlo  en  posesión  de  la  finca,  pero  que  Sosa  se  negó 
alegando  tener  instrucciones  de  no  pagar  nada  hasta  tanto  se 
estendiera  la  escritura ; 

Que  la  escritura  no  podía  estenderse  j  de  ello  ya  tenía  cono- 
cimiento Dávalos  al  firmar  la  boleta,  pues  así  lo  tonía  ordenado 
á  los  escribanos  el  Juez  de  2"  sección  de  la  provincia  á  solicitud 
de  terceros,  no  obstante  lo  cual  se  hizo  dar  la  posesión  que  la 
conserva  sin  título  alguno  ; 

Que  habiendo  quedado  por  parte  de  su  representado  perfeccio- 
nado el  contrato  de  compra-venta  con  la  tradición  de  la  cosa 
vendija  no  lo  está  respecto  del  comprador  que  no  ha  cumplido 
con  la  entrega  del  precio  ; 

Que  fundado  en  las  leyes  que  cita,  demanda  al  referido  Da- 
vales para  que  le  devuelva  la  finca  con  sus  accesorios  y  gana- 
dos, más  2000  pesos  nacionales,  valor  de  unos  rastrojos  de  ce- 
bada y  alfalfa,  como  también  el  pago  de  quinientos  pesos  de  la 
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misma  moneda  por  todo  el  tiempo  que  la  retenga  indebida- 
mente. 

£1  demandado  contesta  que  la  demanda  debe  rechazarse,  por- 
que se  confiesa  que  la  compra  quedó  consumada  mediante  la 
tradición  voluntaria  de  la  cosa,  que  la  boleta  no  constituye  una 
estricta  obligación  civil  mientras  la  escritura  no  se  haja  cele- 
brado ; 

Que  no  se  inyoca  la  acción  en  virtud  de  la  cual  se  pide  la  de- 
volución de  la  finca ; 

Que  la  demanda  se  apoya  en  dos  hechos:  falta  de  pago  y  dolo 
ó  engaño  para  adquirir  la  posesión,  que  lo  primero  solo  autori- 
zaría el  reclamo  de  los  intereses,  y  la  falsedad  de  lo  segundo 
se  demuestra  por  lo  boleta  que  acompañado  4  de  Agosto,  siendo 
la  segunda  firmada  el  4  por  el  Dr.  Ovejero,  la  confirmación  de  la 
primera,  sin  ningura  alteración ; 

Que  la  primera  armada  estuvo  á  disposición  del  vendedor  y 
que  el  no  recibirla  por  falta  de  diligencia  lo  libertó  casualmente 
de  una  posición  desventajosa,  pues  tuvo  conocimiento  exacto  de 
qae  D.  Benjamin  S.  García,  en  representación  de  su  esposa 
doña  Salgar  Torres,  había  entablado  ante  el  juzgado  de  la  2* 
sección  demanda  de  reivindicación  por  toda  la  finca  vendida,  lo 
ooal  le  autorizaba  á  retener  el  precio,  mientras  el  vendedor  no 
otorgase  fianza  satisfactoria  de  eviccion,  y  para  que  se  vea  que 
no  se  niega  á  cumplir  con  la  obligación,  consigna  ocho  mil  tres- 
cientos pesos  moneda  nacional  como  primera  armada  de  la  ven* 
ta,  que  no  deberá  ser  entregada  mientras  no  se  le  dé  la  dicha 
fianza ; 

Que  al  tiempo  de  estenderse  la  escritura  es  que  tuvo  conoci- 
miento de  que  existía  un  decreto  espedido  á  solicitud  de  la  fa- 
milia Torres  de  inhibición  para  toda  venta  6  hipoteca  de  la 
finca  de  c  Las  Pircas  »,  y  que  esto  no  obstante,  se  presentó  y  pi- 
dió al  Juez  su  suspensión,  que  no  obtuvo; 

Que  lo  que  le  alarmó  y  sorprendió  á  comprador  y  vendedor» 
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posteriormente  ala   boleta,  fné  la  demanda  de  reivindicación 
que  consta  en  el  espediente  respectivo ; 

Que  ha  comprado  de  buena  fé  j  deja  al  criterio  del  Juzgado 
si  había  de  haber  entregado  á  üguorruaga  el  dinero,  sin  seguri- 
dad, colgándole  la  cuestión  de  reivindicación. 

Pide,  en  conclusión,  el  rechazo  de  la  demanda  con  costas,  y 
contrademanda  á  XTguerruaga  por  las  escrituras,  mediante  la  con- 
signación de  la  primera  armada. 

Conferido  traslado,  el  actor  sostiene  que  el  demandado  tenía 
conocimiento  cuando  se  firmó  la  boleta,  de  la  demanda  de  reivin- 
dicacion,  si  bien  no  estaba  uún  entablada; 

Que  es  falso  que  el  4  de  Agosto  se  le  diera  la  posesión,  hecho 
que  se  efectuó  recien  á  fines  del  citado  mes; 

Que  la  boleta  firmada  por  el  Dr.  Ovejero,  en  representación  de 
TJguerruaga,  es  muy  diferente  de  la  primera  ; 

Que  no  le  es  posible  á  TJguerruaga  estender  las  escrituras  en 
razón  de  la  orden  del  Juez  de  la  2*  sección,  prohibiendo  vender 
ó  hipotecar  la  finca,  como  lo  reconoce  el  demandado,  y  si  esto  es 
así,  la  reconvención  es  maliciosa  ; 

Que  por  consiguiente,  sin  culpa  suya  está  imposibilitado  de 
cumplir  la  obligación  de  hacer,  que  su  acción  es  pidiendo  la  de- 
volución de  la  finca  por  haber  faltado  Dávalos  al  compromiso 
verbal  que  firmó  de  pagarla  sin  la  exigencia  de  las  escrituras, 
dejándole  á  salvo  su  derecho  cuando  cesara  la  inhibición;  pero 
que  no  habiendo  accedido,  pide  ahora  la  rescisión  del  contrato, 
que  no  niega  que  la  boleta  es  un  contrato  de  compra-venta  perfec- 
tamente concluido,  pero  que  la  falta  de  escrituras,  por  imposi- 
bilidad, resuelve  la  obligación  en  daños  é  intereses; 

Que  la  consignación  es  improcedente  por  las  razones  espresa- 
das. Dice,  por  último,  que  no  pudíendo  hacer  las  escrituras,  ni 
mucho  menos  consentir  en  la  venta,  pide  se  declare  la  rescisión 
del  contrato  y  la  entrega  de  la  casa  con  sus  ganados,  etc.,  con- 
forme lo  solicitó  en  la  demanda. 
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T  considerando:  l^Que  á  pesar  de  que  no  se  ha  producido  prueba 
alguna,  hay  sobrados  elementos  para  resolver  esta  causa,  pues 
las  partes  están  conformes  en  que  han  celebrado  el  contrato  de 
compra-yenta,  mediante  la  boleta  de  foja  17,  firmada  por  Dava- 
les j  el  apoderado  de  Uguerruaga,  D.  Serapio  Gallegos,  y  aun- 
que se  alega  la  existencia  de  otra  boleta  suscrita  por  el  Dr.  D. 
Ángel  M.  Ovejero  como  apoderado  de  aquel,  que  difiere,  según 
se  dice,  de  la  primera,  no  lo  es  menos  que  esta  no  se  ha  tachado 
de  falsa  y  que,  más  bien,  al  contrarío,  se  ha  reconocido  con  el 
silencio  del  actor.  (Artículo  86  de  la  ley  nacional  de  Procedi- 
mientos). 

2^  Que  en  la  boleta,  después  de  establecer  las  condiciones  de 
la  venta  de  la  finca,  se  previene  la  obligación  de  reducir  á  escri- 
tura pública  el  contrato,  conforme  con  el  artículo  1184  del  Códi- 
go Civil. 

3^  Que  estando  las  partes  de  perfecto  acuerdo  sobre  el  decre- 
to dictado  por  el  Juez  de  la  2*  sección  de  la  provincia,  nose  ha- 
probadoqueel  comprador  tuviese  conocimiento  de  la  prohibición, 
para  fundar  la  mala  fé  que  se  le  atribuye,  lo  que  es  completa- 
mente inverosímil  dado  el  hecho,  que  tampoco  se  niega,  de  la 
existencia  de  un  pleito  sobre  la  citada  finca,  iniciado  por  la  fa- 
milia Torres  contra  Uguerruaga,  pues  es  lógico  que  Dávalos,  al 
saberlo,  no  hubiera  celebrado  el  convenio. 

4^  Que  al  saber  esta  circunstancia,  ejerció  un  perfecto  derecho 
al  retener  el  precio  de  la  primera  armada,  con  arreglo  al  artí- 
culo 1425  del  Código  Civil,  que  establece  que,  csí  el  com- 
prador tuviese  motivos  fundados  de  ser  molestado  por  reivindi- 
cación de  la  cosa,  ó  por  cualquiera  acción  real,  puede  suspender 
el  pago  del  precio  á  menos  que  el  vendedor  le  afiance  su  restitu 
cion  >. 

5^  Que  es  esto  precisamente  lo  que  ha  hecho  Dávalos,  demos- 
trando con  la  consignación  de  la  primera  armada  su  perfecta 
buena  fé  en  el  proceder. 
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Fallo  del    Jíues  Federal 


Salta,  Majo  28  de  1889. 

Y  vistos:  DoD  Juan  Flazaola  en  representación  de  D.  Antonio 
TJgnermaga  pide  en  el  escrito  de  foja  158  la  entrega  total  de  la 
cantidad  en  qae  fué  vendida  la  ñuca  de  c  Las  Pircas  »,  fundán- 
dose en  que  por  los  términos  de  la  boleta  de  foja  17,  solamente 
se  vendieron  á  Dávalos  derechos  y  acciones  sin  mencionar  super- 
ficie ni  estension. 

Y  considerando  que  esta  petición  es  del  todo  contraria  al  au- 
to ejecutoriado  de  foja  59,  y  á  lo  que  esta  misma  parte  dice  en 
su  escrito  de  foja  143,  no  ha  lugar  á  lo  que  se  solicita,  con  cos- 
tas. Bepóganse  la  foja. 

Figueroa. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Febrero  15  de  1890. 

Vistos :  Por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  el  anto 
apelado  de  foja  ciento  sesenta  y  dos  vuelta.  Repuestos  los  sellos, 
devuélvanse. 

BENJAMÍN   YICTORICA.   —  G.     S.    DE 
LA   TORRE.  — ABELBAZAN. 
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CAUSA  XXII 


D.  Indalecio  Britos,  contra  D,  Enrique  Moraghi, 
sobre  entrega  de  una  hija  natural. 


Sumario. — No  apuntándose  hechos  atendibles  que  se  opongan 
al  ejercicio  de  la  patria  potestad  que  el  padre  natural  tiene 
sobre  sus  hijos,  deben  estos  ser  restituidos  al  domicilio  y  po- 
der de  él. 


Caso  . —  D.  Indalecio  Britos  compareció  personalmente  ante 
el  Jaez  Letrado  j  espuso :  que  venía  á  pedir  que  su  cuñado  D. 
Sarique  Moraghi  le  hiciera  entrega  de  una  hija  suya  llamada 
liaciana,  de  9  años  de  edad,  que  retenía  en  su  poder.  Que  ha- 
biendo muerto  la  madre  de  la  menor,  y  encontrándose  él  esta- 
blecido fuera  del  pueblo,  la  dejó  en  poder  de  su  señora  madre 
D*  María  del  Rosario  Britos,  que  vivía  en  la  casa  de  Moraghi, 
para  que  pudiese  asistir  á  la  escuela.  Que  habiendo  fallecido 
despoes  aquella  señora,  convino  con  Moraghi  en  que,  con  el 
mismo  objeto,  la  menor  quedase  al  lado  de  la  esposa  de  dicho 
Moraghi,  hermana  del  demandante.  Que  habiendo  observado 
de  tiempo  atrás  que  la  niña  no  le  tiene  el  cariño  y  respeto  de- 
T.  vm  18 
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bidos,  j  estando  actualmente  establecido  en  Formosa,  lo  que  le 
permitía  atender  á  su  bija  de  inmediato,  sin  que  interrumpa  la 
asistencia  á  la  escuela,  le  había  exijido  varias  Teces  á  Moraghi 
que  se  la  entregara,  sin  haber  podido  conseguirlo.  Que  atribuía» 
el  alejamiento  de  la  niña  á  influencia  de  los  tios,  porque  nunca 
le  habían  permitido  llevarla  á  su  casa,  ni  en  las  yacaciones. 

Citado  el  demandado,  comparecieron  las  dos  partes  á  juicio 
yerbal,  con  asistencia  de  D.  Camilo  de  Groóte,  en  calidad  de 
Defensor  de  Menores.  El  demandado  espuso :  que  él  no  podía 
consentir  en  la  entrega  de  la  niña,  ya  por  el  cariño  que  le  tenía 
á  causa  de  haberla  mantenida  casi  siempre  á  su  lado ;  ya  tam- 
bién porque  comprendía  que  entregándola,  se  frustraría  el  pro- 
pósito que  lo  había  inducido  á  atenderla,  cuidarla  y  dirijirla  de 
inmediato  en  su  educación,  es  decir,  el  de  que  llegara  á  ser  útil 
para  sí  misma  y  para  sus  hermanas,  huérfanas  de  madre.  Que  por 
mucha  voluntad  que  el  padre  tenga,  no  podría  atenderla  lo  mis- 
mo, porque  era  hoy  casado,  con  nuevos  hijos  y  con  una  pesada 
familia,  careciendo  además,  de  los  conocimientos  necesarios  para 
dirijirla  y  ayudarla.  Quenada  había  hecho  para  que  se  enti- 
biara  el  cariño  de  la  niña  hacia  su  padre,  y  si  esto  hubiera  su- 
cedido, no  podía  ser  sino  efecto  del  alejamiento  en  que  había 
vivido  por  residir  el  padre  en  el  campo.  El  demandante  agregó  : 
que  no  tenía  más  queja  que  la  del  alejamiento  de  su  hija,  y  por 
eso  quería  llevarla  á  su  lado  para  tratar  de  que  le  recobrase  el 
cariño  que  le  debía.  El  Defensor  espuso :  que  siendo  uno  de  los 
Directores  de  la  enseñanza  en  la  escuela,  había  observado  que 
la  niña  Luciana  Britos  se  distinguía  entre  sus  coalumnas  por 
su  apostura,  traje,  etc.  Que  este  aprovechamiento  de  la  niña 
tendría  que  sufrir  con  el  cambio  de  dirección,  que  sería  desfa- 
vorable por  no  tener  el  padre  los  conocimientos  y  demás  condi- 
ciones que  tenia  el  tio.  Que  los  derechos  de  padre  del  actor, 
estaban  subordinados  al  criterio  de  los  Jueces ;  y  finalmente^ 
que  pedía  no  se  hiciese  lugar  á  la  entrega  solicitada.  Las  partes, 
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de  común  acuerdo,  manifestaron  además  :  1*^  que  la  niña  de  que 
se  trata  j  tres  más,  menores  que  ella,  eran  hijas  naturales  del 
demandante  j  de  la  finada  D^  Manuela  Gara,  estando  las  tres 
mencionadas,  al  lado  del  padre;  2^  qae  después  de  la  muerte 
de  la  madre,  se  casó  el  actor  con  D*  Concepción  Ortiz  con  quien 
tenía  dos  hijos  más. 

Fallo  liel  Jíues  Iletrado 

Formosa,  Mayo  29  de  1889. 

Y  vistos :  De  lo  alegado  por  las  partes  y  el  Defensor  en  la  au- 
diencia 7  de  lo  constante  en  las  actas  de  fojas  i  y  2  á  4,  resulta 
establecido  lo  siguiente : 

1^  Que  la  madre  de  la  niña  Luciana  Britos,  vivió  con  sus  hi- 
jos en  casa  de  Moraghi,  por  la  que  este  tuvo  desde  un  principio 
ocasión  de  acariciarla  y  tomarle  cariño. 

^  Que  muerta  ella,  la  niña  quedó  para  su  educación  á  cargo 
de  su  abuelita,  madre  del  actor  y  suegra  del  demandado ;  quien 
vivió  y  se  conservó  al  lado  y  amparo  de  este^  hasta  su  muerte. 

3^  Que  al  fallecimiento  de  la  abuelita,  quedó  á  cargo  del  de- 
mandado y  de  su  esposa  con  el  mismo  objeto  ;  y  así  ha  venido  á 
estar  casi  siempre  á  su  lado  j  á  cargo  de  los  mismos  hasta  la 
fecha. 

4^  Que  Moraghi  y  su  esposa  han  cuidado  con  esmero  de  la 
crianza  y  educación  de  la  niña,  puesto  que  ella  S9  distingue  en 
la  escuela  entre  sus  coalumnas  por  su  apostura,  su  vestir,  sus 
modales^  su  conducta,  su  asistencia  y  su  aprovechamiento,  co- 
mo lo  ha  afirmado  el  Defensor,  que  es  uno  de  los  Directores  de 
ese  establecimiento,  sin  ser  contradicho  por  el  actor. 

5^  Que  el  actor  no  espuso  otro  motivo  que  el  de  enfriamiento 
del  cariño  y  respeto  de  la  niña  para  con  él,  que  dice  ha  obser- 
vado, y  que  él  atribuía  á  influencias  de  los  tíos. 
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6^  Que  Moraghi  niega  que  haya  mediado  sugestión  alguna 
de  su  parte  en  ese  objeto ;  atribuyéndole  más  bien,  si  es  que 
existe,  al  alejamiento  en  que  ha  vivido  el  padre  de  la  hija  á  cau- 
sa de  la  residencia  y  ocupaciones  de  aquel  en  el  campo. 

7®  Que  esta  niña  y  tres  más,  menores  que  ella,  que  el  actor 
tiene  á  su  lado,  son  hijas  naturales  y  no  legítimas  de  él;  y  ade- 
más se  había  casado  después  con  D*  Concepción  Ortiz,  con  la 
cual  tenía  ya  dos  hijos. 

8^  Que  según  esto,  Britos  tenía  á  su  lado  y  á  cargo  de  su  es- 
posa cinco  hijos  pequeños ;  mientras  que  Moraghi  no  tiene  más 
que  un  niño  y  la  niña  de  que  se  trata. 

9^  Que  es  atendiendo  á  ese  recargo  de  familia  menuda,  á  la 
falta  de  aptitudes  personales  de  Britos,  para  reemplazar  conve- 
nientemente á  Moraghi  en  la  dirección  de  la  educación  de  la 
niña,  y  á  los  resultados  prácticos  que  demuestran  la  dedicación 
y  esmero  que  Moraghi  y  su  esposa  le  dedican,  que  el  Defensor 
pide  que  se  deje  en  poder  de  estos  la  niña,  tomándose  por  el 
Juzgado  las  medidas  necesarias,  para  que  se  corrija,  si  es  que 
existe,  el  desvío  de  que  el  padre  se  queja. 

Y  considerando :  1^  Que  los  padres  naturales  tienen  sobre 
sus  hijos  los  mismos  derechos  y  autoridad  que  los  legítimos  ; 
pero  los  Jueces  pueden,  consultando  siempre  el  interés  de  los 
hijos,  restringir  ó  suspender  el  ejercicio  de  ese  derecho  y  aún 
ordenar  que  la  educación  del  hijo  no  sea  confiada  al  padre,  sino 
á  la  madre,  ó  aun  tercero  á  cosía  de  los  padres  (art.  328  á  330 
Código  Civil). 

2^  Que  en  el  presente  caso;  el  interés  de  la  niña  aconseja  que 
su  educación  continúe  bajo  la  dirección  de  sus  tíos ;  ya  por  los 
resultados  prácticos  obtenidos  que  demuestran  la  dedicación  y 
esmero  que  ellos  le  consagran ;  ya  también  porque  es  de  presu- 
mirse que  el  padre,  por  sn  falta  de  preparación  intelectual,  por 
la  clase  de  sus  ocupaciones  y  por  el  recargo  de  familia  pequeña, 
no  pueda  reemplazarlos  convenientemente  en  ella,  y  que  la  edu- 
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cacion  de  la  niña  desmejore  considerablemente  de  sus  condi- 
ciones actuales,  á  causa  de  ello. 

3®  Que  lo  mismo  debe  decirse  respecto  á  la  esposa  del  actor ; 
siendo  además  de  tenerse  presente,  que  naturalmente  no  es  po- 
sible que  ella,  que  no  tiene  vinculo  alguno  carnal  con  la  niña, 
ni  la  tuvo  á  su  lado,  pueda  dedicarse  á  atenderla  con  la  solici- 
tud 7  amor  con  que  lo  hacen  sus  tíos  que  la  crían  y  educan  co- 
mo hija  propia. 

4®  Que  es  tanto  más  atendible  lo  espaesto  en  los  consideran- 
dos precedentes,  cuanto  que  el  demandado  no  ha  exijido  ni  exijo 
remuneración  alguna  por  los  gastos  que  han  demandado  y  de- 
mandan la  subsistencia  y  educación  de  la  niña. 

5®  Que  entre  las  máximas  de  buena  educación,  se  destaca  en 
primera  línea  la  de  amor  y  respeto  á  los  padres ;  y  es  de  deber 
de  los  encargados  de  dirijir  aquella,  infundir  esta  en  el  ánimo 
de  los  niños  encomendados  á  su  cuidado. 

6^  Que  el  enfriamiento  de  que  el  padre  se  queja,  y  que  ha  po- 
dido ser  efecto  del  alejamiento  en  que  él  ha  vivido  de  la  niña, 
tiene  hoy  fácil  reparación  en  el  trato  íntimo,  frecuente  y  cordial 
de  las  dos  familias  y  de  la  niña,  con  su  padre  y  con  sus  herma- 
nitas,  puesto  que  viven  en  condiciones  de  mantenerlo  constan- 
temente. 

Por  estos  fundamentos,  fallo  definitivamente  en  esta  causa, 
declarando  que  no  ha  lugar  á  lo  pedido  por  el  actor  en  su  de- 
manda, ;  y  en  uso  de  la  autoridad  de  este  Juzgado,  ordeno  y 
mando  que  D.  Enrique  Moraghi,  á  cuyo  cargo  queda,  como  an- 
tes, la  educación  de  la  niña  Luciana  Britos,  cuide  especialmente 
de  infundir  y  mantener  en  el  ánimo  de  ella,  el  amor  y  respeto 
á  su  padre  y  el  cariño  con  que  debe  distinguir  á  sus  hermani- 
tas,  sirviéndose  para  ello  de  todos  los  medios  que  la  prudencia 
aconseja  y  muy  especialmente  de  el  de  mantenerla  en  contacto 
y  trato  frecuente  con  ellos,  tratando  á  la  vez  de  hacerle  com- 
prender que  ese  es  su  deber ;  sin  especial  condenación  en  costas  ; 
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7  con  el  mismo  objeto,  se  exorta  y  encarga  al  demandante  y  al 
demandado  que  conserven  la  unión  j  armonía  de  sus  familias* 
comunicándose  íntima  y  cordialmente,  y  con  la  frecuencia  y 
franqueza  posibles.  Regúlanse.  en  quince  pesos  nacionales  los 
honorarios  del  Defensor  especial ;  y  espídase  á  su  favor  el  cor- 
respondiente despacho  de  constancia.  Notifíquese  con  el  ori- 
ginal y  repónganse  los  sellos. 

Benjamín  de  la  Vega. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Febrero  20  de  1890. 

Vistos:  No  apuntándose  hechos  ni  circunstancias  atendí- 
bles  que  se  opongan  al  ejercicio  de  los  derechos  inherentes  á 
la  patria  potestad  que  acuerda  el  artículo  trescientos  veintiocho 
del  Código  Civil^  al  padre  natural  sobre  sus  hijos:  se  revoca  el 
auto  apelado  de  foja  4  vuelta,  y  se  declara  que  la  menor  D*  Lu- 
ciana Britos  debe  ser  restituida  al  domicilio  y  poder  de  su  pa- 
dre el  demandante  D.  Indalecio  Britos.  Devuélvanse,  debiendo 
hacerse  la  reposición  de  sellos  ante  el  Juez  de  la  causa. 


benjamín  YIGTORICA.  —  FEDERICO  IBAR- 
GÜREN.  —  G.  S.  DE  LA  TORRE.  —  LUIS 
y.  VÁRELA. — ABEL  BAZ4N. 
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CAUSA  x\m 


El  Doctor  Don  Domingo  Fernandez  contra  Don  Julián  Socas, 

sobre  entrega  de  un  campo. 


Sumario.  — El  locador  de  un  campo  que  se  reserva  el  dere- 
cho de  disponer  de  una  fracción  de  él,  con  la  condición  de  avisar 
al  locatario  con  seis  meses  de  anticipación,  puede  ejercitar  ese 
derecho  una  vez  que,  no  oponiéndose  otros  convenios,  resulta  que 
cumplió  esa  condición. 


Caso.  —  En  5  de  Diciembre  de  1887,  compareció  al  Juzgado 
Donjuán   Coronado,  esponiendo;  que  según  constaba  délos 
testimonios  que  acompañaba  (f.  i)  y  principalmente  de  lo  esti- 
pulado en  los  artículos  5"^  y  6^  del  contrato  de  arrendamiento  que 
había  presentado  en  los  autos  ejecutivos  promovidos  ante  el  mis- 
mo Juzgado,  contra  Don  Julián  Socas,  su  representado  el  Doc- 
tor Don  Domingo  Fernandez,  se  reservó  el  derecho  de  disponer 
de  una  parte  del  campo  que  por  dicho  contrato  arrendó  á  Socas^ 
después  de  vencer  el  primer  año  de  arrendamiento,  con  la  condi- 
ción de  dar  el  correspondiente  aviso  al  locatario  con  seis  meses 
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de  anticipación  y  de  deducir  del  alquiler  la  cuota  proporcio- 
nal. 

Que  habiendo  cumplido  la  condición  del  aviso  ai  locatario,  al 
yencimiento  del  primer  ano  de  la  locación,  j  estando  fijada  la 
fecha  en  que  el  contrato  empezó  á  regir  (según  lo  comprueban 
los  documentos  acompañados),  pedía  al  Juzgado  que  con  cita- 
ción de  Don  Salvador  Socas,  representante  de  Don  Julián  Socas, 
se  librara  exhorto  al  Juez  de  lo  civil  del  departamento  de  Con- 
cordia á  fin  de  que  se  hiciera  entrega  en  forma  á  Don  Diego  Ce- 
ballos,  representante  para  el  acto  del  Doctor  Fernandez,  de  la 
parte  de  campo  reservada  por  el  citado  articulo  5®  del  contrato 
de  arrendamiento,  cuya  fracción  de  campo  se  hallaba  determi- 
nada en  el  plano  que  el  mencionado  Ceballos  tenía  en  su  po- 
der. 

Los  documentos  acompañados  á  la  demanba,  expedidos  en  co- 
pia autorizada  por  el  secretario  del  Juzgado  de  la  sección  de 
Buenos  Aires,  con  fecha  26  de  Noviembre  de  Í887,  consisten  en 
lo  siguiente:  1°  escrito  presentado  al  Juzgado  por  Donjuán 
Coronado,  en  represer^tacion  del  Doctor  Don  Domingo  Fernan- 
dez, en  los  autos  promovidos  contra  Don  Julián  Socas,  sobre 
cumplimiento  de  un  contrato  de  locación,  pidiendo:  quede  acuer- 
do con  lo  dispuesto  en  sentencia  confirmatoria  y  estipulaciones 
del  contrato  que  se  había  declarado  ley  para  las  partes,  se  hicie- 
ra saber  al  Doctor  Socas,  como  representante  de  su  señor  padre 
en  el  espresado  juicio,  que  desde  la  fecha  (el  escrito  tiene  la  de 
Mayo  15)  en  la  que  vence  el  término  fijado  en  la  sentencia,  que- 
da á  su  disposición  á  los  efectos  del  contrato  de  arrendamiento 
el  campo  que  ha  sido  materia  del  juicio  ;  que  el  Doctor  Don  Die- 
go Ceballos,  residente  en  el  mismo  campo  de  su  representado 
en  Entre  Bios,  es  el  encargado  de  este  para  acordar  con  el  señor 
Socas  el  lugar  donde  hayan  de  construirse  las  poblaciones  á  que 
el  mismo  contrato  se  refiere;  que  el  15  de  Mayo  de  1884,  sa 
representado  dispondrá  de  la  parte  de   campo  que  se  determina 
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en  la  cláusula  quinta  del  contrato,  alambrando  la  línea   azul 
que  allí  se  indica. 

Por  otrosí,  solicita  se  desglose  y  le  sea  devuelto,  bajo  cons* 
tancia,  el  plano  que  obra  en  autos,  presentado  por  su  poder- 
dante . 

S""  Auto  espedido  con  fecha  17  de  Marzo  de  1883,  por  el  Juez 
Doctor  Albarracin,  por  el  que  se  provee:  cEn  todo,  como  se  pi- 
de», el  cual,  según  atestación  del  [secretario,  fué  debidamente 
notificado  el  Doctor  Socas  en  19  del  mismo  mes. 

3^  Dos  artículos  del  contrato  de  arrendamiento,  en  los  que  se 
establece  (art.  5^) :  que  pasado  el  primer  año  desde  que  rija  el 
contrato,  el  Doctor  Fernandez  podrá  reservarse  6  ejercer  la  fa- 
cultad de  disponer  déla  parte  del  campo  arrendado,  compren- 
dida dentro  de  la  línea  divisoria,  de  cuya  estremidad  que  toca  el 
arroyo  cGuerrerj»,  siguiendo  hacia  arriba  en  dirección  recta 
hasta  auna  legua  de  allí,  se  tirará  otra  línea  recta,  indicada  en 
el  plano  con  tinta  azul,  h\  cual  terminará  sobre  el  arroyo  «Cara- 
bailo  »  y  en  el  mismo  punto  de  partida  de  dicha  línea  divisoria, 
formando  un  triángulo  el  terreno  comprendido  entre  ambos  ; 
que  llegado  el  caso,  se  reducirá  del  precio  total  de  los  arrend  - 
mientos,  la  parte  proporcional  del  terreno  desmembrado,  rela- 
tivamente á  lo  que  se  paga  por  cada  legua  cuadrada  (art.  6®)  ^ 
que  si  el  Doctor  Fernandez  hiciera  uso  del  espresado  derecho, 
deberá  avisarlo  al  señor  Socas  con  seis  meses  de  anticipación. 

4"*  Escrito  presentado  ante  la  Suprema  Corte,  con  fecha  29 
de  Noviembre  de  1883,  por  Don  Juan  Coronado  en  representa- 
ción del  Doctor  Don  Domingo  Fernandez,  y  por  Don  Salvador 
J.  Socas,  en  representación  de  Don  Julián  A.  Socas,  en  los  au- 
tos seguidos  por  este  contra  aquel,  sobre  cumplimiento  de  un 
contrato  de  arrendamiento  de  campo,  en  el  cual  expresan :  que 
Don  Juan  Coronado  desiste  de  la  apelación  interpuesta  y  Don 
Salvador  J.  Socas,  desiste  de  cobrar  las  costas  en  que  había  si- 
do  condenado  el  Doctor  Fernandez;  que  el  Doctor  Salvador 
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J.  Socas  se  obliga,  por  su  representado,  apagar  el  arrendamien- 
to  de  qne  habla  el  contrato  desde  el  primero  del  próximo  mes  de 
Diciembre  (1883),  en  qne  empezará  á  regir  aquel,  debiendo  or- 
denarse telegráficamente  la  entrega  del  campo  para  qne  tenga 
Ingarel  1^  de  Diciembre. 

Piden  qne  se  dé  por  terminado  el  incidente  en  la  forma  conte- 
nida, ordenando  que  bajen  los  autos  sin  más  trámite. 

5^  Finalmente,  anto  de  la  Suprema  Corte  de  fecha  V  de  Di- 
ciembre de  1883,  aprobando,  en  cuanto  haya  lugar  por  derecho, 
el  precedente  convenio  y  mandando,  en  consecuencia,  devolver 
los  autos  al  Juzgado  de  su  procedencia. 

Acreditada  la  competencia  del  Juzgado,  por  ser  argentino  el 
demandante  y  estrangero  el  demandado,  se  dictó  el  siguiente 
auto,  que  es  el  apelado : 

Buenos  Aires,  Enero  18  de  1888. 

Por  lo  que  resulta  del  precedente  certificado,  líbrese  el  exhor- 
to solicitado,  con  citación  de  Don  Julián  Socas. 

Tedin. 

El  Doctor  Don  Salvador  J.  Socas,  en  representación  de  Don 
Julián  Socas,  compareció  al  Juzgado  exponiendo:  que  el  procu- 
rador Coronado  había  inducido  en  error  al  Juzgado  con  una  re- 
lación que  no  era  del  todo  verdadera. 

Que  el  Doctor  Fernandez,  que  se  había  reservado  condicional- 
mente  el  derecho  de  retirar  una  fracción  del  campo  arrendado  á 
su  poderdante,  perturbó  nn  dia  la  posesión  que  este  ejercía  á 
título  de  locatario,  ocasionándole  perjuicios  de  consideración  y 
llevada  la  cuestión  ante  el  Juez  Federal  Doctor  Albarracin,  este 
falló  á  favor  del  Doctor  Fernandez,  pero  apelada  la  sentencia, 
la  Suprema  Corte  la  revocó  en  todas  sus  partes,  mandando  se 
mantuviera  y  respetara  en  esa  posesión  al  señor  Socas. 
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Que  entre  tanto,  según  comunicación  recibida  de  su  poder- 
dante, sin  oir  á  este,  el  Juzgado  ha  ordenado  la  entrega  al  Doc- 
tor Fernandez  del  referido  campo,  mandando  librar  oficio  al 
efecto,  al  Juez  de  I''  Instancia  de  Concordia,  con  citación  de  su 
parte,  esto  es,  para  que  tire  las  haciendas  y  haga  entrega  del 
campo  al  señor  Fernandez. 

Que  dado  lo  indebido  de  este  procedimiento  y  dejando  á  sal* 
To  su  derecho  de  declinar  de  jurisdicción,  corresponde  que  el 
Juzgado  provea  de  acuerdo  con  los  siguientes  puntos :  1^  revocar 
por  contrario  imperio  el  auto  que  manda  entregar  el  campo  con 

I 

citación;  2^  ordenar  telegráficamente  al  Juez  de  {^Instancia 
de  Concordia  suspenda  todo  procedimiento,  sin  perjuicio  del  re- 
curso; y  3^  encaso  omiso  ó  denegado,  dar  por  interpuesto  el 
recurso  de  apelación  para  ante  la  Suprema  Corte. 

Corrido  traslado,  lo  evacuó  Don  Juan  Coronado  por  el  Doctor 
Don  Domingo  Fernandez,  pidiendo  no  se  hiciera  lugar,  con  cos- 
tas, á  ninguna  de  las  peticiones  deducidas  en  el  escrito  en  tras- 
lado, manteniéndose  el  auto  que  ordena  la  entrega  á  su  repre- 
sentado, de  la  fracción  de  camporeservada. 

Dijo:  que  tratándose  del  cumplimiento  de  una  obligación  de- 
finida, establecida  en  un  contrato  solemne  y  en  una  transacción 
judicial  en  que  se  determina  el  tiempo  dado  en  que  debe  ejecu- 
tarse por  el  obligado,  es  innecesario  que  ello  se  declare  por  sen- 
tencia, como  lo  ha  establecido  la  Suprema  Corte  en  la  Cau- 
sa CXXXV,  serie  2',  tomo  3%  página  430,  y  debe  condenarse 
igualmente  á  Socas  al  pago  de  las  pérdidas  é  intereses  resultan- 
tes de  la  inejecución  y  la  demora  en  esta  parte  del  contrato. 

Que  desde  luego,  resulta  evidente  que  la  argumentación  del 
demandado,  es  completamente  inexacta,  tanto  en  relación  á  los 
hechos  que  cita  cuanto  en  relación  á  los  derechos  que  pretende 
tener  para  resistir  la  entrega  á  su  dueño,  de  la  cosa  que  ilegíti- 
mamente detenta  desde  tres  largos  años. 

Que  los  recaudos  (f.  1)  que  acompaña  á  su  escrito  de  demau- 
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da  (f.  3)  son  documentos  judiciales  en  forma  auténtica  por  los 
que  se  hace  constar  de  un  modo  incontestable,  que  su  represen- 
tado cumplió  su  obligación  de  dar  al  locatario  aviso  con  seis  me- 
ses de  anticipación,  de  acuerdo  con  lo  convenido  en  el  artículo 
6°  del  contrato  y  que  cumplida  esta  condición,  procede  en  rigor 
de  derecho,  la  entrega  de  la  fracción  reservada,  sin  dilación  n^ 
discusión  alguna,  como  lo  reconoció  la  Suprema  Corte  en  su  sen- 
tencia, revocatoria  de  la  del  señor  Juez  Doctor  Albarracin,  dic- 
tada en  el  interdicto  de  retener  la  posesión  promovido  por  So- 
cas. 

Que  su  representado  no  perturbó  la  ocupación  de  Socas  del 
campo  arrendado,  pues  lo  que  hubo  fué,  que  vencido  el  año  de  vi- 
gencia del  contrato  (f.  4,  autos  ejecutivos),  esto  es,  el  1®  de  Ene- 
ro de  1885  y  después  de  haber  cumplido  el  15  de  Mayo  de  1883, 
la  obligación  establecida  en  el  artículo  6°  del  mismo,  por  inter- 
medio déla  autoridad  judicial  (testimonios  acompañados),  cre- 
yendo su  representado  que  era  innecesario  solicitar  judicial- 
mente la  entrega  de  la  fracción  reservada,  dispuso  se  abrieran 
los  pozos  para  la  colocación  del  alambrado  divisorio  del  resto  del 
campo,  sobre  la  base  de  la  línea  determinada  en  el  artículo  5** 
del  contrato. 

Qae  esto  dio  pretesto  á  Socas  para  promover  el  interdicto  de 
retener  la  posesión,  en  el  cual,  sentenciado  favorablemente  para 
su  parte  por  el  inferior,  se  dictó  por  la  Suprema  Corte  el  fallo 
revocatorio  cuya  parte  dispositiva  establece  textualmente :  «Por 
estos  fundamentos,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  fojatrein- 
ta,  y  se  declara  que  el  demandante  Don  Julián  Socas  debe  ser 
restituido  en  la  libre  ocupación  de  la  fracción  de  campo  de  que 
ha  sido  privado  por  el  demandado,  sin  perjuicio  de  las  acciones 
que  áeste  correspondan,  ya  en  virtud  de  su  contrato  con  aquel, 
ya  en  virtud  de  su  derecho  de  propietario,  para  hacerlas  valer  en 
la  forma  correspondiente  »;  lo  que  demuéstrala  falsedad  de  la 
afirmación  del  representante  del  demandado,  de  que  la  senten- 
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cía  referida,  ordenó  se  mantuviese  y  respetase  á  Don  Julián  So- 
cas en  la  posesión  de  la  fracción  de  campo  reservado  en  el  con- 
trato. 

Que  la  petición  formulada  en  el  escrito  con  que  ha  iniciado  el 
presente  juicio,  no  es  otra  cosa  qne  el  ejercicio  de  las  acciones 
y  derechos  salvados  en  el  referido  fallo  de  la  Suprema  Corte,  y 
de  acuerdo  con  las  convenciones  establecidas  en  el  contrato  de 
arrendamiento,  en  las  cuales  nada  habían  innovado  los  diversos 
fallos recaidos  en  los  juicios  promovidos  por  Socas  á  su  repre- 
sentado, siendo  incierto  que  el  exhorto  librado  al  Juez  de  Con- 
cordia (según  el  auto  recaído  en  aquel  escrito,  foja  5  vuelta), 
sea  para  que  tire  las  haciendas  de  Socas,  sino  par^  que  notifi- 
que á  Don  Julián  Socas  el  auto  de  foja  5  vuelta,  por  el  que  se 
manda  entregar  al  Doctor  Fernandez  la  fracción  de  campo,  pré- 
Tia  citación  del  locatario. 

Que  el  demandado  carece  completamente  de  título  para  pe- 
dir, como  lo  ha  hecho,  que  se  revoque  el  referido  auto,  pues  ni 
siquiera  formula  argumento  alguno  de  derecho  en  apoyo  de  esa 
petición,  la  cual  no  tiene  más  base  que  ser  propia  convenien- 
cia. 

Que  dados  los  enunciados  antecedentes,  aún  suponiendo  que 
fuera  cierto  que  el  exhorto  librado  al  Juez  de  Concordia  (fojas 
41  y  45)  tuviera  por  objeto  hacer  entrega  al  locador  de  la  frac- 
ción de  campo  reservada  en  el  contrato,  y  que  para  esto  fuera 
necesario  sacar  del  campo  las  haciendas  de  Socas,  tal  hecho  se- 
ria arreglado  y  justo  como  consecuencia  forzosa  de  una  obliga- 
ción á  cargo  del  locatario,  y  si  resultaran  perjuicios^  serían  úni- 
camente imputables  á  quien  sin  razón  se  empeña  en  resistir  la 
entrega  de  la  cosaagena,  sobre  la  cual  no  conserva  válidamente 
ni  el  uso  después  del  1°  de  Enero  de  1885,  en  que  venció  el  pri- 
mer año  de  la  locación. 
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Fallo  del  Jlues  Federal 


Buenos  Aires,  Junio  2  de  1888 

Y  vistos:  para  resolver  sobre  la  revocatoria  deducida  en  el  es- 
crito de  foja  10,  contra  la  providencia  de  foja  5  vuelta. 

Y  considerando:  1°  Que  por  la  cláusula  5' del  contrato  de 
arrendamiento  celebrado  entre  Don  Domingo  Fernandez,  como 
locador,  y  Don  Julián  Socas,  como  locatario,  testimoniada  á 
foja  1',  el  primero  se  reservó  el  derecho  de  recuperar  6  dispo- 
ner de  la  fracción  del  campo  arrendado  que  en  la  misma  cláusu- 
la se  determina  después  de  vencido  el  primer  año  de  contrato,  con 
la  sola  condición  de  avisarlo  al  locatario  con  seis  meses  de  anti- 
cipación, estipulada  en  la  cláusula  6^ 

^'^  Que  de  los  antecedentes  acompañados  al  escrito  de  foja  3, 
que  ha  dado  origen  á  la  providencia  reclamada,  resulta  igual- 
mente comprobado  que  el  contrato  empezó  á  regir  con  fecha  1^ 
de  Diciembre  de  1883,  fecha  que  parece  íué  modificada  por  con- 
venio privado  entre  las  partes,  según  lo  reconoce  el  procurador 
Coronado  en  el  precedente  escrito,  fijándose  el  i^  de  Enero  de 
1884,  de  modo  que  el  primer  año  del  arrendamiento,  terminó 
incuestionablemente  el  1**  de  Enero  de  1885. 

3*^  Que  por  consiguiente,  desde  esta  fecha  estaba  Fernandez 
en  aptitud  de  disponer  de  la  fracción  de  campo  reservada,  siem- 
pre que  de  cualquier  manera  hubiese  hecho  conocer  al  locatario, 
con  los  seis  meses]de  anticipación  convenidos,  su  voluntad  de  ha. 
cer  uso  del  derecho  reservado  en  la  referida  cláusula,  sin  otras 
formalidades  que  las  que  la  ley  impone  al  locador  para  recupe- 
rar la  cosa  locada  á  la  espiración  del  contrato. 

4^  Que  esa  voluntad  ha  sido  espresamente  manifestada  y  jn- 
dicialmente  notificada  á  Socas  con  fecha  17  de  Mayo  de  1883, 
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es  decir,  dos  años  después  de  la  fecha  en  que  fué  firmado  el  con- 
trato, resultando  también  de  los  actos  privados  que  dieron  lu- 
gar  al  interdicto  de  recobrar  la  posesión  á  que  ambas  partes  se 
refieren,  terminado  por  el  fallo  de  la  Corte  Suprema,  mandando 
ejercitar  su  derecho  á  Fernandez  en  debida  forma,  los  cuales  no 
dejan  lugar  á  duda  déla  intención  del  locador  al  respecto. 

5°  Que  si  bien  ante  aquel  tribn.':al  celebraron  las  partes  una 
transacción,  estableciendo  en  ella  que  el  contrato  de  locación 
principiará  á  regir  desde  el  1°  de  Diciembre  del  año  de  1884, 
la  manifestación  de  voluntad  hecha  por  Fernandez  y  notificada 
^  á  Socas  quedó  subsistente,  puesto  que  no  se  hizo  mención  alguna 
en  este  acto,  ni  era  incompatible  con  ella,  sino  en  cuanto  á  la  fe- 
cha en  que  Fernandez  debía  recuperar  ó  disponer  déla  fracción 
reservada,  debiendo  considerarse  solo  modificada  en  este  punto 
esa  manifestación,  quedando,  sin  embargo  subsistente  el  hecho 
intrínseco  y  esencial  de  que  Fernandez  dispondría  del  campo 
después  de  vencido  el  primer  año,  paralo  cual  el  locatario  debía 
estar  preparado  por  el  aviso  dado  con  más  que  suficiente  anti- 
cipación. 

6"*  Que  planteada  la  cuestión  en  estos  términos  y  no  habién- 
dose alegado  hecho  alguno  que  pueda  modificar  las  conclusiones 
jurídicas  que  de  ella  fluyen.  Socas  se  encuentra  respecto  de  esa 
fracción  de  campo,  en  las  condiciones  de  un  simple  locatario, 
cuyo  contrato  ha  espirado,  y  por  consiguiente,  en  la  obligación 
de  entregar  la  cosa  á  su  dueño  que  es  el  objeto  áque  se  dirige 
la  providencia  recurrida. 

Por  estos  fundamentos,  no  ha  lugar  á  la  revocatoria  solicitada 
entendiéndose  que  en  ella  queda  comprendida  la  intimación  á 
Socas  para  la  entrega  á  Fernandez  de  la  fracción  de  campo  de 
que  se  trata,  y  se  concede  en  relación  la  apelación  subsidiaria- 
mente interpuesta,  elevándose  los  autos  á  la  Suprema  Corte  en 
la  forma  de  estilo. 

Tedin. 
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Ante  la  Suprema  Corte  con  petición  corriente  á  foja  sesenta 
y  cinco,  solicitó  se  declarara  qae  la  apelación  correspondía  libre- 
mente. 


Fallo  de  la  Suprema  Carte 

Buenos  Aires,  Febrero  20  de  1890. 

Vistos :  sin  hacerse  lu^r  alo  pedido  en  el  escrito  de  foja  se- 
senta y  cinco,  en  atención  á  la  naturaleza  de  la  causa;  por  sus 
fundamentos  y  atento  el  tiempo  trascnrrido  desde  la  fecha  de  la 
terminación  del  juicio  de  interdicto  á  que  alude  la  parte  de  Don 
Julián  Socas,  hasta  el  presente,  se  confirma  con  costas,  el  auto 
apelado  de  foja  cinco  vuelta,  y  repuestos  los  sellos  devuélvanse. 


BENJAMÍN   YIGTORIGA.     —   FEDE- 
RICO IBARGÚREN.    C.  S.  DE 

LA  TORRE.  —  LUIS  V.  VÁRELA. 
—  ABEL  BAZAN. 


DE  JUSTICIA  NAQONAL  289 


CALSA    AXIY 


D.  Juan  Manuel  Bascuñan  contra  D^  Luz  Chaves  de  Peralta ; 

sobre  cumplimiento  de  un  contrato 


Sutnario. —  1°  La  compra  hecha  bajo  condición  resolutoria, 
queda  sin  efecto,  una  vez  verificada  la  condición. 

2^  No  es  necesario  abrir  la  causa  á  prueba^  cuando  los  he- 
chos que  se  pretende  probar,  no  pueden  influir  en  la  resolución 
de  la  causa. 


Caso.  — D.  Juan  Manuel  Bascuñan  se  presentó  ante  el  Juz- 
gado esponiendo : 

Que  en  9  de  Marzo  de  4883,  D""  Luz  Chaves  de  Peralta  y  D, 
Antonio  Olivares  celebraron  un  contrato,  por  el  cual  la  primera 
vendió  al  segundo  los  derechos  y  acciones  que  tenía  como  viuda 
de  D.  Servando  Peralta,  en  comunidad  con  su  hijo  menor  Ni- 
colás Peralta,  sobre  unos  terrenos  ubicados  en  los  Sauces,  de- 
partamento de  Tunuyan,  bajo  las  condiciones  espresadas  en  la 
escritura  que  presenta. 

Qae  Olivares  se  [comprometió  también  á  comprar  los  dere* 
ches  del  menor  Nicolás  Peralta,  una  vez  obtenida  la  autoriza- 
ción judicial,  por  el  precio  de  1400  peso.^^  pagaderos:   1000  al 

T.  YIII  19 


290  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

contado,  y  el  resto  á  un  año  de  plazo,  bajo  la  condición  de  que, 
si  el  comprador  desistiese  ó  no  pudiese  por  cualquier  causa, 
llevar  á  cabo  la  compra  de  los  derechos  del  menor,  en  la  forma 
estipulada,  quedaría  sin  valor  ni  efecto  la  compra  de  los  dere- 
chos de  la  señora  de  Peralta,  perdiendo  aquel  300  pesos  que  en- 
tregó adelantados,  en  compensación  de  los  perjuicios  que  pu- 
diera sufrir  la  vendedora. 

Que  en  cumplimiento  de  lo  convenido,  la  señora  de  Peralta 
gestionó  ante  los  Tribunales  de  la  Provincia,  la  autorización 
exigida  por  la  ley  para  vender  los  derechos  del  menor,  y  la  ob- 
tuvo, con  la  condición  de  efectuar  la  venta  en  remate  público 
y  por  el  precio  de  tasación  que  excedía  en  mucho,  el  de  i400 
pesos  convenidos  con  Olivares. 

Que  antes  de  efectuarse  el  remate,  ofreció  el  comprador  ante 
el  Juez  que  había  dado  la  autorización,  los  1400  pesos  antes 
mencionados,  é  igual  ofrecimiento  hizo  después  en  el  acto  del 
remate,  no  siendo  su  oferta  aceptada,  desde  que  el  martiliero 
no  podía  aceptar  ninguna  más  baja  que  la  tasación. 

Que  no  habiendo  tenido  lugar  por  las  razones  enunciadas, 
la  compra  de  los  derechos  del  menor,  la  vendedora  señora  de 
Peralta  se  ha  creido  autorizada  para  rescindir  el  contrato  que 
había  celebrado  con  D.  Antonio  Olivares,  en  lo  referente  á  sus 
propios  derechos,  resistiéndose  á  otorgar  la  escritora  y  á  dar 
al  comprador  la  posesión  del  terreno  ;  pues  interpreta  antoja- 
dizamente la  cláusula  del  contrato  según  la  cual  la  venta  que- 
daría sin  efecto  si  Olivares  desistía  ó  no  podía  por  cualquier 
causa,  llevar  á  cabo  la  compra  de  los  derechos  del  menor  en  la 
forma  convenida ;  y  se  le  ha  asegurado  que  la  misma  señora  de 
Peralta  se  ha  comprometido  á  vender  los  terrenos  &  otra  per- 
sona. 

Que  habiendo  vencido  ya  un  contrato  de  arrendamiento  que 
reconocía  el  terreno,  y  de  cuyo  hecho  dependía  la  escritura- 
ción y  entrega  del  mismo,  ha  llegado  el  caso  de  que  la  señora 
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de  Peralta  campla  las  obligaciones  que  se  impuso,  estendiendo 
la  escritura  y  entregando  la  cosa. 

Que  debe  tenerse  presente,  que  el  convenio  celebrado  con- 
tiene dos  actos  diferentes :  uno  perfecto  y  concluido,  referente 
á  los  derechos  de  la  señora  de  Peralta  y  el  cual  no  necesita  de 
ninguna  otra  formalidad  para  producir  sus  efectos  legales ;  y 
el  otro^  por  el  cual  la  señora  contrajo  una  obligación  de  hacer, 
la  de  estender  una  nueva  escritura  de  venta  del  terreno  y  efec- 
tuar la  entrega  de  este. 

Que  la  condición  á  que  estaban  subordinados  ambos  actos,  y 
que  era  una  condición  resolutoria,  no  se  ha  cumplido,  pues  el 
vendedor  pudo  y  quiso  comprar  en  los  términos  estipulados, 
como  lo  demuestran  los  hechos  de  haber  ofrecido  los  1400  pesos 
ante  el  Juez  primero  y  ante  el  rematador  después. 

Que  al  estipular  la  condición,  el  comprador  ni  la  vendedora 
han  tenido  el  ánimo  de  aceptar  una  condición  imposible,  como 
sería  la  de  comprar  por  1400  pesos  una  cosa  que  no  podía  ven- 
derse sin  autorización  judicial ;  la  obligación  del  comprador 
Olivares  consistía  en  dar  como  precio,  la  suma  de  1400  pesos  y 
él  la  ha  cumplido,  pues  los  ofreció  y  no  le  foeron  aceptados; 
no  pudiendo  decirse,  por  tanto,  que  la  compra  de  los  derechos 
del  menor,  no  se  efectuó  por  su  voluntad. 

Que  los  contratantes  no  han  querido  subordinar  la  eficacia 
del  contrato  á  la  voluntad  de  un  tercero  ó  á  una  resolución 
judicial,  como  lo  prueba  el  hecho  de  haberse  estipulado  una 
pena,  consistente  en  la  pérdida  de  los  300  pesos  que  Olivares  dio 
al  contado,  para  el  caso  de  que  no  pudiera  comprar  los  derechos 
del  menor,  pues  sería  absurdo  sostener  que  ha  incurrido  en  di- 
cha pena  porque  el  Juez  no  autorizó  la  venta  en  1400  pesos. 

Que  D.  Antonio  Olivares  le  ha  cedido  los  derechos  que  le 
acuerda  el  convenio  que  celebró  con  la  señora  de  Peralta,  y 
en  consecuencia,  demanda  á  esta  señora  para  que  se  le  obli<rue 
á  estender  la  escritura  del  terreno,  y  á  darle  la  posesión  que 
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tiene  pro  indiviso,  con  el  comprador  de  los  derechos  de  su  hijo 
menor,  bajo  apercibimiento  de  satisfacer  los  daños  y  perjui- 
cios, todo  con  las  costas  del  juicio. 

Presentó  el  demandante :  una  escritura  pública  otorgada  en 
Mendoza  el  9  de  Marzo  de  1883,  ante  el  escribano  D.  Fompejo 
Lemos.  Por  ella,  D'  Luz  Chaves  de  Peralta  vende  á  D.  Antonio 
Olivares  los  derechos  y  acciones  que  le  corresponden  como  viu- 
da de  D.  Servando  Peralta,  á  los  terrenos  que  posee  en  común 
con  su  hijo  menor  en  el  lugar  délos  Sauces,  departamento  de 
Tunuyan,  por  la  cantidad  de  1400  pesos,  pagaderos  en  estafor— 
ma :  300  pesos  al  firmar  la  escritura^  700  pesos  al  hacerse  la 
entrega  del  fundo  y  estenderse  la  correspondiente  escritura  de 
transferencia  del  dominio,  y  los  400  pesos  restantes,  un  año 
después  de  haberse  recibido  el  comprador,  de  los  derechos, 
etc. 

En  la  misma  escritura  se  dice  textualmente  lo  siguiente  : 
^  El  comprador  señor  Olivares  se  obliga  también  á  comprar  los 
derechos  que  tiene  el  mencionado  menor  á  dichos  terrenos, 
cuando  se  haya  conseguido  la  autorización  judicial,  y  por  la 
suma  de  1400  pesos,  con  la  condición  deque,  al  estendersele 
la  escritura  con  la  autorización  judicial,  entregará  al  contado 
1000  pesos,  quedando  en  poder  del  comprador  por  el  término 
de  un  año,  los  iOO  pesos  restantes.  Si  el  comprador  señor  Oli- 
vares desistiese  6  no  pudiese  por  cualquiera  causa,  cumplir  con 
la  obligación  de  comprar  los  derechos  del  menor,  enla  forma  que 
se  establece  en  este  convenio,  quedará  nulo  y  sin  efecto  ni  va- 
lor alguno,  la  compra-venta  de  los  derechos  de  D^  Luz  Chaves 
de  Peralta,  perdiendo  el  comprador  los  300  pesos  que  adelanta 
en  esta  fecha,  en  compensación  de  los  perjuicios  que  la  vende- 
dora tendrá  que  sufrir. » 

Presentó  también  el  demandante  otra  escritura  pública  otor- 
gada ante  el  escribano  D.  Ángel  Navarro  con  fecha  26  de  Ju- 
nio de  1886,  y  por  la  cual  D.  Antonio  Olivares  cede  á  D.  Juan 
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Manuel  Bascuñan  los  derechos  que  establece  á  su  favor,  el 
contrato  ya  referido,  con  la  señora  de  Peralta. 

Acreditada  la  competencia  del  Juzgado  por  ser  chilenos  tanto 
el  actor  como  su  cedente,  y  argentina  la  demandada,  se  corrió 
traslado  de  la  demanda,  y  la  contestó  D""  ^Luz  Chaves  de  Pe- 
ralta pidiendo  que  se  le  absolviera  de  ella,  y  se  declarara  en 
consecuencia  rescindido  el  convenio  á  que  alude  la  demanda, 
con  costas. 

Refiriendo  los  antecedentes  de  la  cuestión,  dijo:  Que  como 
no  era  posible  dividir  en  especie,  entre  ella  y  su  hijo  menor  el 
terreno  de  que  se  trata,  heredado  de  su  esposo  D.  Servando  Pe- 
ralta, por  la  forma  irregular  que  tiene,  y  por  los  gastos  que 
esto  habría  ocasionado,  no  se  presentaba  más  camino  que  pe- 
dir la  autorización  judicial  para  enagenar  sin  previa  división 
del  terreno,  los  derechos  del  menur,  sobre  él. 

Que  las  mismas  causas  dificultaban  el  vender  el  terreno,  aún 
sin  dividirlo,  á  diferentes  personas,  y  fué  por  esto  que,  en  la 
escritura  oturgada  á  favor  de  Olivares,  se  consignó  que  el 
mismo  comprador  adquiriría  los  derechos  del  menor,  estable- 
ciéndose además,  que  la  vendedora  entregaría  el  terreno,  no 
derechos  sobre  él,  lo  que  indica  que  todo  quedaba  subordinado 
á  la  cumpra  de  los  mencionados  derechos  del  menor. 

Que  tan  es  así,  que  el  comprador  Olivares,  ni  pensó  en  de- 
mandarle por  el  cumplimiento  de  un  contrato  que  no  habría 
tenido  efecto. 

Que  los  términos  absolutos  en  que  ha  sido  redactada  la  es- 
critura, demuestran  que  bastaba  para  que  quedara  sin  efecto 
la  venta,  que  Olivares  no  adquiriera  los  derechos  del  menor, 
sin  necesidad  de  considerar  la  causa  que  hubiera  impedido  la 
adquisición. 

Que  nada  importa  tampoco  que  en  la  escritura  se  haya  esta- 
blecido un  precio  para  los  derechos  del  menor,  y  la  situación 
es  actualmente  la  misma  que  se  habría  producido  si  el  Juez  no 
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hubiera  autorizado  la  venta,  caso  en  que,  evidentemente,  el 
contrato  de  que  se  trata,  no  habría  tenido  consecuencia. 

Que  la  cláusula  penal  que  se  estipuló  en  la  escritura,  tiene 
aplicación  en  cualquier  caso,  bastando  solo  que  no  se  verificara 
la  compra. 

Que  si  las  pretensiones  del  actor  fueran  atendidas,  se  le  in- 
feriría á  ella,  los  mismos  perjuicios  que  trató  de  evitar  reca- 
bando la  autorización  judicial,  pues  se  haría  necesaria  la  men- 
sura y  la  división  del  terreno. 

Que,  como  por  las  razones  espuestas,  el  contrato  habría  que- 
dado sin  efecto,  ella  vendió  sus  derechos  á  la  misma  persona 
que  compró  los  del  menor  (artículos  H98,  528  y  533,  Cód. 
Civil). 

Contestada  la  demand^í,  se  llamaron  los  autos ;  y  para  mejor 
proveer,  el  Juez  mandó  que  se  trajera  [ad  effecíum  videndú  el 
espediente  sobre  venia  para  vender  los  derechos  del  menor  Ni- 
colás Peralta. 


Falla  del  Juez  Federal 


Mendoza,  Noviembre  28  de  1887. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  José  E.  Gac,  como  apo- 
derado de  D.  Juan  M.  Bascuñan,  contra  D"  Luz  Chaves  de  Pe- 
ralta, sobre  cumplimiento  de  un  contrato. 

Resulta:  1°  Que  con  fecha  9  de  Marzo  de  1883,  la  señora 
Chaves  de  Peralta  convino  con  D.  Antonio  Olivares  en  venderle 
los  derechos  y  acciones  que,  como  viuda  de  su  finado  esposo 
D.  Servando  Peralta,  tenía  en  condominio  con  su  hijo  menor 
Nicolás  Peralta  sobre  unos  terrenos  en  Tunuyan,  que  deslinda 
la  escritura  presentada  en  autos,  por  el  precio  de  1400  pesos 
m/n,  pagaderos   300  al  contado  y  el  resto  á  plazo ;   estable- 
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ciendo,  además,  que  la  vendedora  haría  entrega  del  inmueble 
una  vez  anulado  y  rescindido  un  contrato  de  locación  con  los 
señores  Juan  de  Dios  Yidela  y  Juan  Zamora  que  pesaba  so- 
bre el  fundo;  que  el  comprador  se  obligaba  á  comprar  también 
los  derechos  del  mencionado  menor  á  dichos  terrenos  obtenida 
que  fuese  la  autorización  judicial,  y  por  la  suma  de  1400  pesos, 
con  la  condición  do  que  al  e&tenderse  la  escritura  con  la  indi- 
cada autorización,  entregaría  al  contado  1000  pesos,  quedando 
en  poder  del  comprador  por  el  término  de  un  año  los  400  pe- 
sos restantes;  y  finalmente^  que  si  el  comprador  señor  Olivares 
desistiese  ó  no  pudiese  por  cualesquiera  causa,  cumplir  con  la 
obligación  de  comprar  los  derechos  del  menor,  en  la  forma  que 
se  establece  en  este  convenio,  quedará  nulo  y  sin  efecto  ni  va- 
lor alguno  la  compra-venta  de  los  derechos  de  D**  Luz  Chaves 
de  Peralta,  perdiendo  el  comprador  los  trescientos  pesos  que 
adelanta  en  esta  fecha,  en  compensación  de  los  perjuicios  que 
la  vendedora  tendrá  que  sufrir. 

^'^  Que  en  26  de  Junio  de  1886  Don  Antonio  Olivares  cedió 
á  favor  de  Don  Juan  M.  Bascuñan  los  derechos  y  acciones 
que  le  correspondían,  sobre  el  fundo  de  que  se  trata,  por  el  pre- 
cio de  1000  pesos  y  demás  condiciones  á  que  se  refiere  la  escri- 
tura de  foja  3,  declarando  al  firmar  esta  que  la  venta  era  c  sin 
responsabilidad  ulterior  de  ningún  género,  por  parte  del  ven- 
dedor >. 

3^  Que  con  las  dos  escrituras    relacionadas,    Don   Juan  M. 
Bascuñan  entabla  demanda  contra  la  señora  de  Peralta  para 
que  esta  le  estienda  la  escritura  traslativa  de  la  propiedad,  y  le 
haga  entrega  del  campo,  dándole  la  posesión  que  tiene  pro 
indiviso  con  el  comprador  del  derecho  de  su  hijo;  y  fundando 
sa  acción:  En  que   el  convenio  de  foja...  contiene  dos  actos 
diferentes:  uno  perfecto  y  concluido,  que  no  necesita  de  nin- 
guna otra  formalidad  para  producir  efectos  legales^   en  rela- 
ción   á  la  venta  de  los  derechos  correspondientes  á  la  deman- 
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da,  sobre  el  inmueble  en  cuestión ;  y  el  otro^  por  el  cual  aquella 
contrae  una  obligación  de  hacer^  la  de  estender  una  nueva  es- 
critura de  venta  del  mismo  terreno  y  efectuar  su  entrega: 
En  que  subordinada  la  eficacia  de  ambos  actos  al  cumplimiento 
de  la  condición  resolutoria  estipulada  en  la  cláusula  final  del 
contrato  de  foja  1,  es  innegable  que  ella  comprende,  en  lo  que 
se  refiere  al  desistimiento  de  parte  del  comprador,  lo  que  en 
derecho  se  llama  cláusula  de  arrepentimiento  y  tiene  los  efec- 
tos del  pacto  de  reventa  en  cuanto  ha  sido  estipulado  en  favor  de 
Olivares,  dando  á  este  el  derecho  de  dejar  el  contrato  sin  efecto 
y  sin  que  la  vendedora  tenga  tal  facultad:  En  que  gestionada 
por  la  señora  de  Peralta,  ante  los  Tribunales  de  la  Provincia, 
la  autorización  judicial  necesaria  para  vender  los  derechos  de  su 
hijo  menor,  la  había  obtenido  bajo  la  condición  de  efectuar  la 
venta  en  remate  público  y  por  el  precio  de  tasación,  excedente 
en  mucho  al  de  1400  pesos  convenido  con  su  cedente  el  señor 
Olivares:  En  que  este  pudo  y  ofreció  comprar  esos  derechos, 
primero  ante  el  Juez  de  lo  Civil,  y  después  en  el  acto  mismo  del 
remate,  por  la  suma  de  los  1400  pesos  determinados  en  el 
compromiso,  adquiriendo  con  ello  el  derecho  irrevocable  de 
exigir  á  la  demandada  el  cumplimiento  de  la  obligación  estipu- 
lada, puramente  en  favor  del  demandante  y  no  cumplida  por 
parte  de  aquella,  de  consumar  la  venta  del  terreno  en  los  tér- 
minos y  por  el  precio  convenido  con  Olivares ;  agregando  que 
no  se  ha  querido  imponer  á  este  una  condición  imposible,  que 
de  su  parte  no  ha  aceptado  tampoco,  cual  es  la  de  comprar  esos 
derechos  por  más  de  1400  pesos. 

4""  Que  Doña  Luz  Chaves  de  Peralta  contesta  el  traslado 
de  la  demanda  pidiendo  se  le  absuelva  de  ella  y  que,  en  su 
consecuencia,  el  Juzgado  declare  rescindido  de  hecho  y  de  de- 
recho el  instrumento  público  de  foja  1,  condenando  en  costas, 
daños  y  perjuicios  al  demandante;  y  funda  sus  pretensiones 
como  sigue: 
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Que  el  fondo  de  que  se  trata,  único  bien  quedado  por  falleci- 
miento de  Don  Servando  Peralta,  como  herencia  de  la  demanda- 
da 7  de  sa  hijo  menor  Nicolás  Peralta,  no  ofrecía  cómoda  divi- 
sión por  la  irregular  topografía  del  terreno,  y  debían  ena- 
genarlo  en  común  para  evitar  los  gastos,  no  solo  de  la  opera- 
ción pericial  de  división,  sino  también  de  pleitos  en  perspectiva 
que  amenazaban  absorber  por  completo  el  valor  del  fundo  en 
condominio  y  que  seguramente  originaría  el  deslinde  con  los 
vecinos.  Que  este  antecedente  motivó  los  términos  absolutos  en 
que  está  consignada  la  última  cláusula  del  contrato  con  Oliva- 
res, que  establece :  que  quedaría  sin  efecto  la  venta  de  sus  pro- 
píos  derechos  y  si  este  no  compraba  también  los  indivisos  del  me- 
nor, su  hijo.  Que  tasados  estos,  sin  mensura  ni  división  del 
terreno,  según  lo  comprueba  el  espediente  sobre  venia  para 
enagenar,  obtuvo  la  demandada  la  autorización  judicial  necesa- 
ria y  fueron  comprados  en  remate  público  por  otra  persona  ; 

Que  por  consiguiente,  quedó  nulo  y  sin  ningún  valor  el  con- 
trato de  foja  1  y  la  demandada  en  libertad  y  con  la  facultad  de 
vender,  como  en  efecto  vendió,  los  derechos  suyos  á  la  misma 
persona  que  obtuvo  en  el  remate  los  del  menor  Peralta. 

5""  Que  traido  á  la  vista  el  espediente  sobre  venia  para  ena- 
genar los  derechos  de  dicho  menor  al  campo  en  cuestión,  se  ha 
constatado  :  Que  en  15  de  Marzo  de  1883  la  señora  de  Peralta 
promovió  ante  el  Juzgado  de  letras  de  la  Provincia,  la  venta  de 
ellos,  invocando  in  estenso  las  mismas  razones  aducidas  en  la 
contestación  de  foja  18.  Que  tramitada  su  solicitud  con  interven- 
ción del  Ministerio  Pupilar  y  de  Don  Antonio  Olivares  (véase 
fojas  76  y  77),  quien  acompaña  copia  del  mismo  contrato  de  foja 
1 ,  consta  á  foja  79  haberse  tasado  por  el  perito  Don  Luis  Prin- 
gles  la  parte  indivisa  del  menor  en  la  cantidad  de  1280  pesos 
moneda  nacional,  que  el  Juzgado  por  su  auto  aprobatorio  de  fo- 
ja 82,  fijó  como  base  de)  remate,  el  cual  tuvo  lugar  en  5  de  Oc- 
tubre de  1885,  ante  los  señores  Juan  M.  Bascuñany  Elias  Vi- 
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llanueva,  únicos  interesados,  quienes  ofecieron  1600  pesos  el 
primero  y  1700  el  segando,  adjudicándose  los  derechos  remata- 
dos al  mejor  postor,  según  todo  lo  comprueba  el  acta  de  foja 
122.  Que  aprobado  judicialmedte  el  remate  á  foja  124  vuelta, 
el  señor  Juez  de  Letras  ordenó,  por  su  proviiencia  de  fecha  22 
de  Octubre  de  1885  á  Doña  Luz  Chaves  de  Peralta,  que  estén* 
diese  en  término  de  seis  dias  la  correspondiente  escritura  de 
propiedad  á  favor  de  Don  Carlos  Yillanueva,  para  quien  Don 
Elias  declaró  haber  adquirido  los  derechos  del  menor  Peralta 
sobre  el  fundo  subastado. 

Y  considerando:  1°  Que  dados  los  antecedentes  relacionados 
j  el  alcance  que  las  partes  mismas  atribuyen  á  la  cláusula  final 
del  contrato  de  foja  1,  no  cabe  la  menor  duda  que  los  derechos 
acordados  por  este  al  comprador,  están  sujetos  á  un  hecho  in- 
cierto y  futuro,  cual  es  la  compra-venta  de  la  parte  en  el  inmue- 
ble correspondiente  al  menor  Peralta  por  el  precio  estipulado 
de  1400  pesos,  sin  lo  cual  la  de  los  derechos  indivisos  de  la  de- 
mandada sobre  el  mismo  fundo,  quedaba  nula  y  sin  efecto  ni 
valor  alguno. 

2^  Que  es  un  principio  de  derecho  que  las  condiciones  esti- 
puladas en  los  contratos  deben  cumplirse  de  la  manera  en  que 
las  partes  verosímilmente  quisieron  y  entendieron  que  habían 
de  cumplirse  (art.  533,  Código  Civil). 

3^  Que  corresponde  averiguar  en  favor  de  quién  fuera  esta- 
blecida dicha  cláusula,  para  poder  decidir  si  la  falta  de  cumpli- 
miento á  ella  por  parte  de  Olivares  resolvía  por  sí  sola  el  con- 
trato, ó  si  por  el  contrario,  debe  considerarse  este  subsistente 
y  en  consecuencia  espedito  el  derecho  de  aquel  para  exigir  su 
cumplimiento. 

4""  Que  sobre  este  punto  los  autos  manifiestan  claramente 
que  la  intención  de  los  contrayentes  fué  la  compra-venta  del 
fundo  in  toium  por  2800  pesos,  suma  de  los  dos  derechos,  que- 
dando siempre  la  venta  de  los  de  la  demandada  sujeta  á  la  pre- 
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cisa  condición  de  compra  por  Olivares  de  la  porción  del  menor, 
como  lo  revela  la  circunstancia  de  haber  consignado  en  termi- 
nes absolutos  la  condición  resolutoria,  con  la  mira  misma  in- 
dudablemente por  parte  de  la  demandada,  de  evitar  el  peligro 
de  que  los  derechos  del  menor  quedasen  en  comunidad  con  un 
extraño,  y  expuestos  á  ser  menoscabados  ó  absorbidos  por  los 
gastos  á que  se  refiere  el  resultando  cuarto;  debiendo,  entonces, 
establecerse  que  la  indicada  condición  fué  estipulada  esclusiva- 
mente  en  favor  de  la  señora  de  Peralta,  y  no  de  Olivares. 

5**  Que  al  celebrarse  ese  contrato,  Olivares  no  podía  ignorar 
qne  para  que  pudiera  tener  lugar  la  enagenacion  de  los  dere* 
chos  del  menor,  era  necesaria  la  autorización  judicial,  y  que 
ella,  en  caso  de  acordarla  el  Juez,  debía  realizarse,  no  en  las 
condiciones  de  una  venta  privada,  sino  con  las  formalidades 
prescritas  para  los  remates  públicos  y  partiendo  de  base  depre- 
cio con  arreglo  á  tasación,  también  judicial,  la  cual  podía  esce- 
der al  que  espresa  el  compromiso  de  venta,  é  importaba  tomar 
sobre  sí  un  riesgo  no  imputable  en  manera  alguna  á  la  deman* 
dada  y  que  colocó  á  Olivares  en  la  imposibilidad  de  comprar  los 
derechos  por  los  precios  convenidos  en  el  contrato. 

6®  Que  además,  es  de  tenerse  en  cuenta:  Primero:  Que 
Olivares  no  solo  no  compró  los  derechos  del  menor,  sino  que 
tampoco  ofreció  por  ellos  ante  el  Juez  ni  el  rematé,  al 
que  no  asistió,  los  1400  pesos  que  asevera  Bascuñan  en  la  de- 
manda cuando  dice,  que  su  cedente  pudo  y  ofreció  comprarlos, 
primero  ante  el  Juez  y  después  en  el  acto  del  remate^  á  pesar 
de  haberse  autorizado  este  con  noticia  de  Olivares  á  partir  la 
postura  de  una  tasación  mucho  menor. 

Segundo :  Que  el  hecho  de  traspasar  Olivares  su  acciun  al 
contrato  tres  años  después,  sin  responsabilidad  alguna  ulte- 
rior por  ello,  concurre  á  demostrar  el  convencimiento  pleno  en 
que  estaba  de  la  insubsistencia  de  este ;  y 

Tercero :  Que  Bascuñan  no  ha  podido  ignorar  la  adjudicación 
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de  aquellos  á  la  misma  persona  que  compró  los  de  la  demanda- 
da puesto  que,  como  postor  en  el  remate,  su  oferta  sobre 
los  primeros,  fué  mejorada  en  su  presencia  por  el  señor  Villa- 
nueva  hasta  la  suma  de  1700  pesos ;  y  por  consiguiente,  la  ac- 
ción al  contrato,  que  compró  á  Olivares  un  año  después,  sin 
responsabilidad  por  la  venta,  fué  realizada  á  sabiendas  de  que 
ya  había  caducado. 

7^  Que  de  consiguiente,  ha  quedado  espedito  el  derecho  de  la 
demandada  para  realizar,  romo  dice  ha  sucedido,  la  venta  de 
BUS  propios  derechos  á  la  misma  persona  que  remató  los  de  su 
hijo,  y  entregar  al  comprador  el  fundo  en  condominio,  sin 
responsabilidad  ulterior  por  ello,  de  conformidad  al  artículo 
554,  código  citado,  el  cual  establece  de  una  manera  clara  y 
terminante  que  no  cumplida  la  condición  resolutoria,  ó  siendo 
cierto  que  no  se  cumplirá,  el  derecho  subordinado  á  ella  queda 
irrevocablemente  adquirido  como  si  nunca  hubiera  habido  con- 
dición. 

Portante:  fallo  definitivamente  declarando  absuelta  de  la 
demanda  á  la  espresada  señora  Doña  Luz  Chaves  de  Peralta, 
con  costas.  Hágase  saber  original  y  repónganse  los  sellos. 

Juan  del  Campillo. 

Espresando  agravios  la  parte  de  Bascuñan,  dijo:  Que  la  sen- 
tencia establece  equivocadamente  que  la  escritura  otorgada  por 
la  demandada,  se  refiere  á  un  solo  contrato  bajo  condición  re- 
solutoria, aunque  es  cierto  que  el  segundo  'contrato  en  ella 
indicado,  puede  considerarse  como  una  condición  del  primero. 

Que  en  la  escritura  se  habla  de  dos  contratos  distintos :  el 
uno,  la  venta  de  la  señora  de  Peralta  á  Olivares,  en  el  cual  se 
estipula  que  ella  entregaría  en  tal  tiempo  el  terreno  vendido,  lo 
que  quiere  decir  que  debía  hacer  cesar  antes,  el  condominio  que 
tenía  con  su  hijo  menor. 


L 
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Que  el  segundo  contrato  es  aquel  en  virtud  del  cual  el  com- 
prador se  obliga  á  comprar  también  la  parte  del  menor,  por  1400 
pesos  y  en  que  la  señora  de  Peralta  ha  interfenido  ejer- 
ciendo su  patria  potestad. 

Que  la  cláusula  rescisoria  establecida  en  este  segundo  contra- 
to, hace  alusión  á  actos  del  comprador,  no  de  estraños. 

Que  las  obligaciones  que  este  segundo  contrato  imponía  á  los 
contratantes,  estaban  sujetas  á  una  verdadera  condición  sus- 
pensiva :  esto  es,  los  derechos  del  menor  se  vendían  á  Olivares 
en  1400  pesos  si  el  Juez  autorizaba  la  venta;  esta  condición 
suspensiva  no  se  cumplió,  porque  el  Juez  no  autorizó  la  enage- 
nacion  en  la  forma  en  que  se  había  convenido,  sino  que  dis- 
puso que  la  venta  se  efectuara  en  remate,  y  por  consiguiente, 
quedó  sin  efecto  todo  lo  referente  á  la  venta  de  los  derechos 
del  menor. 

Que  no  cumplida  la  condición  suspensiva  á  que  estaba  subor- 
dinado  el  segundo  contrato,  ha  quedado  este  como  si  nunca  hu- 
biere existido,  conforme  á  loque  dispone  el  artículo  548  del  có- 
digo  citado ; 

Y  por  lo  tanto,  la  condición  resolutoria  del  primer  con- 
trato y  que  consistía  precisamente  en  el  segundo,  desapare- 
ció también  de  dicho  primer  contrato,  viniendo  este  á  quedar 
definitivo  y  firme. 

Que  la  condición  convenida  en  el  contrato  sobre  compra 
de  los  derechos  del  meno  r,  es  decir,  que  se  obtuviese  la  autori- 
zación judicial,  para  vender  por  1400  pesos  no  era  una  condición 
imposible,  aunque  pudiera  considerarse  de  difícil  realización, 
tanto  más  cuanto  que,  aquel  precio  era  superior  que  el  que 
se  había  atribuido  á  la  cosa. 

Que  esa  condición  vino  á  hacerse  imposible  cuando  el  Juez 
negó  la  autorización  (art.  565,  código  citado),  y  por  lo  mismo, 
según  lo  enseñan  los  comentaristas  franceses  (Aubry  y  Bau,  § 
302)  la  condición  debe  tenerse  por  cumplida. 
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Así,  aunque  la  negativa  del  Juez  dejó  sin  resultado  el  con- 
venio relativo  á  los  derechos  del  menor,  dejó  subsistente  el 
relativo  á  los  derechos  d«  la  viuda,  puesto  que  Olivares  no  tuvo 
culpa  alguna  en  que  la  autorización  no  se  diera. 

Que  la  oferta  hecha  por  Olivares  ante  el  Juez  de  Letras  de 
comprar  por  1400  pesos,  consta  en  el  respectivo  espediente,  que 
el  Juez  de  Sección  ha  tenido  á  la  vista  y  que  la  Suprema  Cor- 
te podrá  pedir ;  y  que  esa  misma  oferta  la  hizo  Olivares  al 
martiliero,  se  habría  justificado  si  se  hubiera  abierto  la  causa 
á  prueba,  aunque  ninguno  de  estos  hechos  tiene  importancia, 
desde  que  el  comprador  no  había  contraído  el  compromiso  de 
hacer  tales  ofertas. 

Que  no  es  exacto  que  el  terreno  no  pudiera  dividirse  cómoda- 
mente en  dos  partes,  ni  que  hubiera  perjuicio  en  venderlo 
por  partes,  como  lo  prueba  el  hecho  de  haber  el  Juez  local 
autorizado  la  venia  de  solo  la  parte  del  menor. 

Que  no  es  exacto  tampoco  que  los  gastos  de  división  fue- 
ran cuantiosos,  pues  se  trata  de  un  terreno  de  poca  ostensión. 

Que  respecto  de  la  multa  de  300  pesos  á  que  hace  referencia 
la  escritura,  debe  tenerse  presente  que  el  objeto  de  ella  no  era 
otro  que  el  de  asegurar  la  venta  de  los  derechos  del  menor  por 
1400  pesos,  y  que  habiéndose  vendido  esos  derechos  por  más 
precio,  6  sea  por  170f)  pesos,  la  multa  no  tiene  ya  razón  de  ser. 

Que  si  la  Suprema  Corte  considerase  conveniente  el  esclare- 
cimiento de  los  hechos  alegados,  pide  que  se  reciba  la  causa  á 
prueba. 

Manifestó  por  otrosí:  que  acababa  de  recibir  una  carta  de 
su  principal  en  que  le  decía  y  ofrecía  probar,  que  la  señora  de 
Peralta  no  había  vendido  sus  derechos  al  mismo  que  compró 
los  del  menor,  sino  á  otra  persona. 
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£  n  rebeldía  de  la  parte  apelada,  se  dictó  el 


Fallo  de  la  Suprema  Gorfe 

Buenos  Aires,  Febrero  22  de  1890. 

Vistos  :  Fox  los  fundameutos  de  la  sentencia  apelada  de  foja 
Teinticinco,  que  no  se  desvirtúan  sean  ciertos  6  inciertos  los  he- 
chos aseverados  en  la  esprésion  de  agravios,  y  respecto  de  los 
caales  se  pide  que  se  abra  la  causa  á  prueba :  se  confirma  con 
costas  dicha  sentencia,  y  devuélvanse  previa  reposición  de  sellos. 


BENJAMÍN  VICTORICA.  —  FEDERICO 
IBARGÚREN.  —  C.   S.  DE  LA  TOR- 
RE. —  ABEL  BAZAN. 
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CAUSA  XXT 


El  comisionado  del  Poder  Ejecutivo  Nacional  contra  tos  here- 
deros del  General  D.  Juan  P.  López ;  sobre  indemnización 
por  expropiación. 


Sumario.  —  V  El  precio  de  la  cosa  á  espropiarse,  debe  ser 
fijado  por  el  Juez  según  lo  estime  equitativo,  con  arreglo  al  va- 
lor en  la  fecha  de  la  espropiacion. 

2"*  Por  la  ocupación  anterior  tenida  por  el  espropiante,  se 
debe  una  indemnización,  pero  no  los  intereses  del  precio  fijado 
desde  la  fecha  de  la  posesión  tomada. 


Caso.  —  El  Dr.  D.  Pedro  Nolasco  Arias,  comisionado  del  go- 
bierno, se  presentó  ante  el  Juzgado  y  espuso :  que  entre  los  te- 
rrenos ocupados  por  la  TÍa  del  Ferro-carril  Central  Argentino, 
7  de  cuya  espropiacion  se  le  había  encargado,  se  encontraban 
dos  fracciones  pertenecientes  al  finado  general  López  :  la  una 
ubicada  al  principio  del  kilómetro  1  compuesta  de  397  me- 
tros cuadrados  con  50  centímetros ;  y  la  otra  que  no  es  sino  par- 
te de  la  misma  lonja  á  que  pertenece  la  primera  en  su  prolon- 
gación hacia  el  oeste,  situada  entre  los  kilómetros  2  Ve  7  3f  com- 
puesta de  1410  metros  cuadrados.  Que  teniendo  en  cuenta  los 
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precios  7  bases  fijados  en  otros  asuntos,  ofrecía  75  centesimos 
por  metro  cuadrado  de  la  primera  fracción  y  50  centesimos  por 
metro  cuadrado  de  la  segunda^  lo  que  hacía  un  total  de  1003  pe- 
sos con  13  centavos  moneda  nacional  de  curso  legal. 

Pidió  que  se  tuviera  por  iniciado  el  juicio  de  espropiacion  ;  y 
depositó  en  el  Banco  Nacional  á  la  orden  del  Juzgado  el  impor- 
te del  precio  ofrecido  para  legalizar  la  ocupación  del  terreno. 

Después  de  presentado  este  escrito,  la  misma  parte  espro- 
piante  pidió  que  se  citara  al  juicio  á  D.  Bartoloné  Macera,  á 
quien  reputaba  dueño  de  una  parte  del  terreno  á  espropiarse. 
Macera  compareció  y  espuso  :  que  era  dueño  en  unión  con  D.  An- 
drés Gallini,  de  la  segunda  fracción  que  espresa  el  escrito  de 
demanda.  Posteriormente,  el  mismo  Macera  manifestó  que  por  sí 
y  por  su  condómino  había  arreglado  el  precio,  fijándolo  en  50 
centavos  de  curso  legal  por  metro  cuadrado. 

No  habiendo  podido  celebrarse  arreglo  alguno  con  el  propie* 
tario  de  la  otra  fracción  D.  Mariano  López,  el  representante  de 
este  nombró  como  perito  tasador  á  D.  José  N.  Puccio  y  el  espro- 
pianteáD.  Domingo  Celery;  acordándose  en  que  si  hubiera  dis- 
conformidad, el  Juzgado  resolvería  respecto  del  precio  del  te- 
rreno. 

El  perito  nombrado  por  el  propietario  se  espidió  como  sigue  : 


Señor  Juez  Federal : 

£1  que  suscribe,  nombrado  con  D.  Pedro  Celery  perito  tasa- 
dor  para  tasar  el  terreno  á  que  se  refiere  en  su  primera  parte  el 
escrito  de  foja  3,  después  de  librar  diversas  conferencias  con  el 
señor  Celery,  en  el  deseo  de  ponerme  de  acuerdo  con  él,  para 
proceder  de  conformidad  al  desempeño  de  la  comisión  que  se  nos 
había  conferido,  no  habiendo  podido  uniformar  nuestras  opinio- 
nes, resolvimos  presentar  por  separado  nuestros  informes. 

T.  VIII  20 
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Teniendo  presente  la  ubicación  del  terreno  de  que  se  trata, 
y  las  ventas  que  por  esas  inmediaciones  se  han  llevado  á  cabo, 
estimo  el  metro  cuadrado  á  razón  de  diez  pesos  moneda  nacional 
como  su  justo  precio. 

Siendo  el  área  total  del  terreno  á  espropiarse  compuesto  de 
(397.50)  tres  cientos  noventa  y  siete  metros  cincuenta  centí- 
metros, importa  la  suma  de  (3975)  tres  mil  novecientos  setenta 
y  cinco  pesos  moneda  nacional. 

Debo  hacer  presente  al  señor  Juez  que  los  ventas  realizadas 
últimamente  por  las  inmediaciones  del  terreno  de  su  referen- 
cia, pero  que  no  tienen  la  ubicación  ventajosa  del  que  me  ocupo 
por  su  proximidad  á  la  Barranca  del  rio  Paraná,  han  sido  ena- 
genadas  á  mas  de  diez  pesos  moneda  nacional  la  vara  cuadrada. 

Dejando  asi  cumplida  la  misión  que  se  me  ha  confiado,  espero 
merecerá  la  aprobación  del  señor  Juez,  salvo  el  mejor  juicio 
de  V.  S. 

/.  M.  Puedo. 

El  perito  del  espropiante  espnso  lo  siguiente : 


Señor  Juez  Nacional : 

Domingo  Celery  perito  nombrada  por  V.  S.  para  tasar  un  te- 
rreno ocupado  por  la  vía  del  Ferro-carril  Central  Argentino, 
entre  los  muros  de  su  estación  y  el  kilómetro  primero,  de  perte- 
nencia del  señor  D.  Mariano  López,  á  Y.  S.  digo  que :  teniendo 
en  cuenta  por  una  parte,  la  reducida  superficie  de  ese  terreno 
(397  metros  50  centímetros);  su  forma  irregular^  que  en  caso  de 
no  haber  sido  ocupado  por  la  vía  del  ferro-carril  lo  habría  sido 
en  parte  por  la  prolongación  de  las  calles  públicas  adyacentes  ; 
así  como  que  la  gran  valorización  de  estos  terrenos  tiene  por 
causa  el  movimiento,  desarrollo  y  población  que  ha  ocasionado 
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la  estación  del  ferro-carril  referido ;  y  por  otro  lado  la  parte  de 
esa  yalorizacion  actual  que  puede  atribuirse  á  causas  indepen- 
dientes, vengo  á  tasar  á  razón  de  dos  pesos  moneda  nacional  de 
curso  legal  cada  metro  cuadrado  del  terreno  de  la  referencia,  y 
por  toda  indemnización. 

Por  lo  que  hace  al  valor  que  ese  terreno  pudo  tener  por  los 
años  de  1865  á  1866,  Cb  decir  antes  de  su  ocupación,  debo  ma- 
nifestar á  y.  S.  que  no  escedió  de  ocho  á  diez  centavos  de  nues- 
tra actual  moneda  el  metro  cuadrado,  según  los  datos  fidedignos 
que  he  podido  obtener. 

Dios  guarde  al  señor  Juez. 

Domingo  Celery. 

Mandados  agregar  los  informes  periciales,  la  parte  espropía- 
da  los  observó  manifestando  que  era  incomprensible  que  el  pe- 
rito designado  por  ella  avaluase  el  terreno  en  10  pesos  el  metro 
cuadrado,  cuando  en  su  informe  decía  que  su  valor  era  mayor 
de  10  pesos  la  vara  cuadrada.  Respecto  del  informe  del  otro  pe- 
rito, dijo :  que  el  precio  de  dos  pesos  por  él  fijado,  no  era  sufi- 
ciente para  comprar  tierras  veinte  cuadras  más  afuera ;  que  la 
circunstancia  de  ser  pequeño  el  terreno  no  lo  hacía  desmerecer, 
desde  que  siempre  era  apto  para  contener  una  construcción  que 
daría  una  buena  renta ;  que  si  el  ferro-carril  no  hubiera  to- 
mado el  teireno,  él  no  habría  sido  ocupado  por  las  calles  como 
se  pretende,  y  su  dueño  lo  habría  destinado  al  aso  que  le  con- 
viniese ;  que  no  es  cierto  que  la  prosperidad  de  la  localidad  se 
deba  á  la  estación,  pues  al  contrario,  los  rieles  que  la  empresa 
ha  puesto  en  los  terrenos  han  retardado  aquella,  la  cual  se  ha 
desarrollado  por  la'vecindad  al  rio  Paraná;  que  el  precio  que  el 
terreno  tuviera  en  los  años  65  ó  66  no  hay  para  que  tenerlo  en 
cuenta,  desde  que  no  va  á  hacerse  según  él  la  espropiacion,  sien- 
do de  notarse  que  en  aquella  época,  no  se  hacía  operación  alguna 
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á  causa  de  la  falta  de  establecimientos  de  crédito  ;  que  la'^misma 
empresa  ha  comprado  á  los  señores  Jewell  una  barraca  situada 
á  6  ú  8  cuadras  del  terreno  de  que  se  trata,  en  razón  de  6  pesos 
50  centavos  oro  sellado  la  vara  cuadrada  ;  que  según  lo  espues- 
to, el  terreno  no  ha  podido  avaluarse  en  menos  de  quince  pesos 
el  metro  cuadrado. 

El  espropiante  espuso :  que  D.  Mariano  López  adquirió  del 
general  D.  Juan  P.  López  el  terreno  de  que  se  trata,  con  el  gra- 
vamen de  la  ocupación  que  hizo  de  él  el  ferro-carril  en  1866, 
sabiendo  que  no  podía  disponer  de  esa  tierra,  y  que  no  tenía  más 
acción  que  para  reclamar  su  precio,  el  de  la  época  de  su  ocupa- 
ción ;  qué  no  es  exacto  que  el  terreno  se  encuentre  tan  ventajo- 
samente situado,  pues  se  halla  á  más  de  treinta  varas  del  rio ; 
que  la  venta  que  se  invoca  de  Jewell  hermanos  al  Ferro-carril 
Central  Argentino  es  impertinente,  pues  en  ella  figuraban  400 
varas  de  barranca,  grandes  galpones  y  cómodos  embarcaderos  ; 
que  hacia  poco  tiempo  á  los  señores  Bueker  y  Costa,  linderos 
con  el  espropiado,  se  les  asignó  por  sentencia  del  Juzgado  el 
precio  de  un  peso  el  metro  cuadrado ;  y  á  igual  precio  vendieron 
al  Gobierno  Nacional  privadamente  los  señores  Dr.  Paganini  y 
Jewell  hermanos;  y  á  75  centavos  el  lindero  por  el  S.  E.,  don 
Luis  Graffígna.  Pidió  que  se  fijara  el  precio  de  un  peso  el  metro 
cuadrado. 


Fallo  del  Jues  Federal 


Rosario,  Setiembre  6  de  1888. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  el  encargado  del  Gobierno 
Nacional  contra  D.  Mariano  López,  sobre  expropiación  de  un 
terreno  ubicado  en  esta  ciudad,  compuesto  de  tres  cientos  no- 
venta y  siete  metros  con  cincuenta  centímetros  cuadrados,  ne- 
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cesarlos  á  la  colocación  de  la  vía  del  Ferro-carril  Central  Ar> 
gentino  ofreciendo  por  cada  un  metro,  dt¿  los  tomados,  setenta 
y  cinco  centavos  moneda  nacional  de  cnrso  legal. 

Con  lo  espnesto  en  contestación  por  el  representante  del  es- 
propiado  á  foja  16.  quien  dice  que  aún  cuando  la  empresa  del 
Central  le  ocupa  mayor  área  que  la  denunciada,  limita  su  opo- 
sición respecto  al  precio  únicamente  á  lo  demandado  (diligencia 
de  foja  56  vuelta),  por  ser  reducido  el  que  el  expropiante  quiere 
satisfacer, y  finalmente  que  durante  la  ocupación  que  de  ese  terre- 
no ha  hecho  la  Empresa  no  se  le  ha  abonado  al  espropiadu 
arriendo  alguno. 

Que  á  foja  40  las  partes  nombraron  peritos,  avaluando  el  del 
espropiado  á  razón  de  diez  pesos  nacionales  cada  un  metro ;  y  el 
propuesto  por  el  representante  del  Gobierno^  en  la  de  dos  pesos 
de  la  misma  moneda  cada  metro  cuadrado  también,  dejando 
ambas  partes  á  juicio  del  infrascrito  en  caso  de  disconformi- 
dad entre  los  tasadores,  la  avaluación  del  bien  raiz  cuestionado. 

Y  considerando  :  i""  Que  en  la  presente  causa  no  se  ha  alegado 
existan  perjuicios  por  fraccionamiento  ó  destrucción  de  obras 
llevadas  á  cabo  en  el  terreno,  que  deban  ser  indemnizados^ 
razón  por  la  cual  el  Juzgado  tiene  que  abstenerse  de  pronunciar- 
se al  respecto,  limitándose  tan  solo  á  avaluar  el  valor  de  la 
tierra,  teniendo  en  cuenta  el  dictamen  de  los  peritos,  como  ele- 
mento ilustrativo,  y  las  distintas  operaciones  que  se  han  hecho 
sobre  terrenos  que  se  encuentran  en  idénticas  condiciones  al  de 
la  cuestión. 

2°  Que  por  diversos  fallos  de  este  Tribunal,  entre  otros,  en 

ios  referentes  á  las  espropiaciones  de  la  propiedad  de  los  señores 

Ledesma  y  Rodríguez,  confirmados  por  la  Suprema  Corte,  los 

(/oe  se  apelaron  de  estos,  el  valor  designado  á  los  terrenos  de 

aquellos  señores  que  tenían  una  ubicación  más  ó  menos  igual  á 

la  que  tiene  el  terreno  que  es  motivo  de  este  juicio,  fué  la  de 

siete  y  ocho  pesos  fuertes  por  metro  cuadrado. 
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3""  Qne  dado  este  antecedente,  en  el  caso  subjudice  es  justo  y 
equitativo  designar,  como  precio,  por  el  valor  del  metro  cuadra- 
do del  terreno  que  hoy  se  trata  de  espropiar,  el  de  siete  pesos 
nacionales  por  cada  uno  de  aquellos,  teniéndose,  además  para 
esto  en  consideración,  por  una  parte  la  mayor  distancia  que  el 
de  esta  cuestión  tiene,  respecto  al  centro  de  esta  ciudad,  con  el 
que  tenían  los  terrenos  de  los  señores  antes  citados  ;  y  por  otra 
parte,  el  de  que  aquella  avaluación  fué,  como  se  ha  dicho,  prac- 
ticada á  pesos  fuertes,  los  que  con  relación  á  los  nacionales  in- 
convertibles, que  hoy  se  mandan  abonar  por  esta  sentencia, 
existe  una  diferencia  fácil  de  apreciar. 

4®  Que  no  puede  negarse  que  el  valor  intrínseco  de  terrenos 
como  el  actual,  dotados,  por  su  ubicación  á  mérito  de  su  cerca- 
nía al  rio,  de  ser  aptos  para  su  utilización  en  depósitos  para 
embarcaderos,  sea  el  mismo  hoy  que  el  que  han  tenido  siempre 
en  sí,  debiéndose  solo  conceptuar  su  depreciación  anterior,  ósea 
al  tiempo  de  la  proyección  de  las  obras  del  Central  Argentino, 
esclusivamente,  á  causa  del  poco  desarrollo  industrial,  que  en 
aquella  fecha  alcanzábamos,  y  á  la  escasez  de  los  capitales  que 
pudieran  ponerse  al  servicio  de  esas  industrias,  razones  todas 
ellas  ajenas  á  la  valorización  que  por  sí  sola  pudiera  traer  en 
favor  de  esos  terrenos,  la  ejecución  déla  linea  férrea  del  Central 
Argentino,  como  por  la  parte  espropiante  se  aduce. 

5°  Que  el  único  perjuicio  resultante  á  que  alude  la  parte  del 
señor  López  y  que  noha  negado  el  espropiante,  es  el  de  la  larga 
ocupación  que  del  mismo  terreno  viene  haciendo  hasta  el  presen- 
te la  Compañía  del  Central  Argentino,  sin  abonar  arrendamien- 
to al  dueño. 

6°  Que  ese  perjuicio  y  según  lo  resuelto  ya  por  la  Suprema  Corte 
de  Justicia  Nacional,  serie  2",  tomo  2°,  página  335,  se  resuelve  en 
el  abono  de  intereses  á  estilo  de  Banco  en  sus  descuentos,  de  la  suma 
mandada  pagar  y  los  cuales  deben  contarse  desde  el  dia  de  la  ocu- 
pación del  terreno,  con  deducción  de  la  suma  consignada  á  foja. . . 
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7^  Que  además,  es  obligación  también  del  espropiante,  en 
caso  de  que  la  sama  mandada  pagar  resalte  ser  mayor  que  la 
consignada,  como  en  el  presente  caso  sucede,  abonar  las  costas 
del  juicio,  y  que  son  los  honorarios  de  peritos  y  gastos  de  actua- 
ción únicamente  según  el  artículo  18  de  la  ley  nacional  de  espro- 
piacion  de  13  de  Setiembre  de  1866  y  fallos  de  la  Corte  conte- 
nidos en  la  serie  1',  tomo  7°,  páginas  187  y  193. 

Por  tanto :  fallo  declarando  que  el  valor  del  terreno  á  espro- 
piarse  es  el  que  resulte  tener,  tomando  como  base  el  de  siete 
pesos  nacionales  cada  metro  cuadrado,  con  intereses  y  costas . 
Hágase  saber  con  el  original  y  repónganse  los  sellos. 

G.  Escalera  y  Zuviria, 

El  comisionado  nacional  apeló  por  el  importe  del  precio,  y 
por  haberse  condenado  al  Eisco  al  pago  de  intereses  desde  la 
fecha  de  la  ocupación  sobre  el  precio  actual . 


VISTA   DEL  SEfiiOR  PEOCUBADOR  GENERAL 


Suprema  Corle  : 

Es  este  el  mismo  caso  de  los  señores  Zeballos  y  González,  que 
entiendo  está  aún  á  la  resolución  de  esta  Corte. 

Dije  entonces  á  Y.  E.  lo  siguiente  que  ahora  reproduzco  : 

«  Ha  tenido  perfecta  razón  el  señor  Procurador  Fiscal  al  al- 
zarse de  la  sentencia  del  Juzgado  de  Sección,  en  la  parte  que 
manda  abonar  intereses  sobre  el  preci  j  actual  del  terreno  espro  ~ 
piado,  desde  el  dia  de  la  ocupación  por  el  Ferro-Carril.      • 

€  Se  comprende  que  la  espropiacion  se  verifique  por  el  precio 


F 
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que  tiene  el  bien  espropiado,  en  el  momento  de  la  espropiacton^ 
no  por  el  qae  tenía  cuando  tuvo  lugar  la  ocupación,  y  debía  la 
ospropiacion  hacerse  efectiva. 

<  La  base  fundamental  en  esta  materia  es  dar  un  valor  por 
otro  equivalente.  De  otra  manera,  si,  como  en  el  caso  presente, 
la  espropiacion  se  hiciera  veinte  años  después,  es  fuera  de  duda, 
que,  recibiendo  el  espropiado  el  precio  que  su  propiedad  tenía 
entonces,  estaría  muy  lejos  de  recibir  su  equivalente, \s\  los  va- 
lores hubiesen  subido,  como  ha  sucedido  entre  nosotros  y 
sucede  en  todo  país  nuevo.  Con  el  precio  de  veinte  anos  atrás  el 
espropiado  pudo,  al  recibirlo,  adquirir  otro  terreno  en  igualdad 
de  condiciones,  y  para  ello  hoy  necesitaría  veinte  veces] más; 
recibiendo  el  espropiado  el  precio  actual,  puede  comprar  otro 
terreno  igual,  y  siempre  se  habría  cumplido  el  principio  .general 
de  dar  un  valor  por  otro  equivalente. 

«  No  se  concibe^  empero,  la  razón  por  qué  recibiendo  el  espro- 
piado el  precio  actual,  haya  de  recibir  también  intereses  sobre 
este  precio,  desde  la  fecha  de  la  ocupación. 

€  Esto  sería  sencilla  y  soberanamente  injusto,  por  no  decir 
otra  cosa. 

«  Es  bien  sabido,  que  en  el  precio  de  un  terreno  va  incluido  el 
interés  del  tiempo  trascurrido.  Es  este  un  axioma  para  todas  las 
especulaciones  en  tierras  en  un  pKÍs  nuevo,  y  que  marcha  rápi- 
damente en  la  vía  del  progreso.  El  terreno  de  los  señores  Gon- 
zález y  Lardies  valía  5  centavos  en  1865,  cuando  lo  ocupó  el 
Ferro-carril,  hoy  vale  100,  es  decir  veinte  veces  más.  ¿Que 
mejor  interés  ha  podido  ganar? 

«  Por  otra  parte,  ¿cómo  es  posible  ganar  interés  sobre  un  valor 
que  no  existía  ?  Si  el  terreno  valia  5  centavos  en  1865,  ¿  cómo 
podía  ganar  interés  sobre  100  ? 

«  A  lo  sumo  podría  pretenderse  el  precio  actual,  y  un  alquiler 
ó  un  arrendamiento  por  la  ocupación.  Pero  ni  esto  sería  justo  en 
el  presente  caso,  visto  el  abandono  absoluto  de  los  propietarios, 
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á  los  que  ha  sido  necesario  llamar  por  edictos,  así  como  el 
resultado  fabuloso  que  han  obtenido  por  la  demora  y  por  su 
incuria. 

«  No  necesito  decir  que  las  resoluciones  de  esta  Corte  que  rp- 
cuerda  el  señor  Juez,  no  son  aplicables  al  presente.  » 

Sírvase  V.  E.  confirmar  la  sentencia  recurrida,  salvo  la  parte 
objetada  por  el  procurador  Fiscal. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Febrero  25  de  1890. 

Vistos  :   Estimando  equitativo,  según  los  antecedentes  de 
autos,  el  precio  de  siete  pesos  moneda  nacional  por  metro  cua- 
drado, asignado  por  la  sentencia  de  foja  cincuenta  y  siete,  al 
terreno  á  espropiarse ;  y  atendiendo,  en  cuanto  á  la  indemniza- 
ción debida  por  la  ocupación  de  dicho  terreno,  á  las  circunstan- 
cias de  estension  y  ubicación  del  mismo,  como  á  la  de  la  dife- 
rencia de  valor  entre  la  fecha  en  que  dicha  ocupación  tuvo  lugar 
y  la  actual :  se  resuelve  confirmar  la  sentencia  apelada,  en  lo 
relativo  al  precio  de  la  tierra  por  metro  cuadrado,  fijándose 
equitativamente  en  un  quince  por  piento  de  este  valor,  el  de  la 
ocupación  antedicha,  y  dejándose  modificada  en  estos  términos, 
dicha  sentencia,  en  lo  relativo  á  los  intereses,  con  declaración 
de  que  las  costas  causadas  son  á  cargo  del   espropiante,  con 
arreglo  al  artículo  diez  y  ocho  de  la  ley  de  espropiacion.  Re- 
puestos los  sellos  devuélvanse. 

benjamín  VIGTORICA.  —  FEDERICO 
IBARGÜREN.  — C.  S.  DÉLA  TORRE. 
—  ABEL  BAZAN. 
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CAL 8 A  XWl 


D.  Francisco  Ivehevich,  contra  D.  Cosme  Gómez ^ 
sobre  rescisión  de  un  contrato. 


Sumario.  —  El  préstamo  de  una  soma  de  dinero  hecho  con 
el  pacto  de  ocupar  una  habitación,  como  pago  de  intereses  du- 
rante el  tiempo  del  préstamo,  no  es  regido  por  las  leyes  de  la 
locación,  ni  puede  rescindirse,  no  habiendo  pacto  comisorio,  por 
no  haberse  entregado  oportunamente  la  habitación. 


Caso,  —  D.  Francisco  Ivehevich  ocurrió  ante  el  Juzgado,  es- 
poniendo: Que  en  Mayo  de  1886  su  esposa  Andrea  Gómez, 
siendo  soltera,  dio  en  préstamo  á  D.  Cosme  Gómez  la  cantidad 
de  400  $  m/u^,  bajo  la  condición  de  que  desde  esa  fecha  debía 
ocupar  una  habitación  que  Gómez  le  daría  y  cuyo  alquiler  se 
compensaría  con  los  réditos  de  la  suma  prestada. 

Que  á  pesar  de  haber  trascurrido  17  meses,  Gómez  no  ha  en- 
tregado la  habitación  ni  ha  pagado  los  intereses  de  los  400  pe- 
sos, faltando  así  completamente  á  lo  estipulado  en  el  contrato, 
pues  en  el  acto  de  ñrmarse  este,  debió  entregarse  la  habitación. 

Que  la  falta  de  Gómez  al  cumplimiento  de  sus  obligaciones, 
convierte  en  nulo  el  contratd  celebrado,  y  pedía  que  así  se  de- 


DE  JUSTICIA   NACIONAL  315 

clarara,  ordenándose  en  consecuencia  á  Gómez  la  devolución  de 
los  400  pesos  dentro  de  tercero  día,  con  sus  intereses,  y  además 
imponiéndole  la  obligación  de  indemnizar  los  perjuicios  y  el  pa- 
go de  las  costas. 

Presentó  el  demandante  un  documento  que  dice  así : 
Conste  por  el  presente  que  debo  y  pagaré  á  la  orden  y  disposi- 
ción de  D"  Andrea  Gómez  la  cantidad  de  400  $  nvii  que  en  esta 
fecha  me  ha  prestado  con  plazo  de  ocho  años.  Asimismo  conste 
que  en  esta  fecha  le  doy  á  la  referida  Andrea  un  cuarto  de  mi 
propiedad  para  que  viva  durante  los  ocho  años  que  le  ocupo  los 
400  pesos  y  le  devuelva  sin  que  ella  me  pague  alquiler  alguno, 
ni  yo  pagar  intereses  de  los  400  pesos.  Al  fiel  y  exacto  cumpli- 
miento del  crédito  arriba  espresado  obligo  mis  bienes  habidos 
y  por  haber  en  toda  forma  de  derecho.  —  Salta,  Mayo  14  de 
1886.  -—  Cosme  Gómez.  —  Estanislao  CanchL 

Corrido  traslado,  contestó  la  demanda  D.  Juan  C.  Martiarena 
por  D.  Cosme  Gómez,  pidiendo  que  se  la  rechazara  con  costas. 
Dijo :  Que  es  cierto  que  su  represenlado  había  celebrado  el 
contrato  acompañado  con  la  demanda,  como  también  que  ha- 
bía faltado  á  él  por  no  haber  entregado  aún  la  habitación  que  se 
comprometió  á  entregar.  Que  esto,  sin  embargo,  ha  sucedido 
por  causas  independientes  de  su  voluntad,  pues  U  habitación  se 
cayó,  y  por  las  circunstancias  de  Gómez,  fué  imposible  su  pronta 
reparación,  y  hoy  que  está  nuevamente  construida,  declara  que 
está  pronta  para  ser  ocupada  por  D' Andrea  Gómez.  Que  la  falta 
de  su  parte,  no  autoriza  á  la  otra  para  pretender  la  nulidad  del 
contrato,  que  es  lo  que  en  su  demanda  pretende,  puesto  que, 
según  el  artículo  1204  del  Código  Civil,  si  no  hubiese  pacto 
espreso  que  autorice  á  una  de  las  partes  á  disolver  el  contrato 
si  la  otra  no  lo  cumpliese^  el  contrato  no  podrá  disolverse  y  solo 
podrá  pedirse  su  cumplimiento.  Que  debe  tenerse  presente  que 
el  contrato  de  que  se  trata,  no  contiene  el  pacto  comisorio  á  que 
alude  el  artículo  1203  del  mismo  Código  Civil.  Que  así,  si  bien 
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el  demandante  tiene  derecho  á  deducir  otras  acciones,  no  tiene 
el  de  intentar  la  nulidad. 

Fundado  el  Juez  en  que  la  cnestíon  era  de  puro  derecho,  con- 
firió traslado  al  actor,  el  cual  se  espidió  esponiendo :  Que  las  es- 
cepciones  deducidas  en  la  cpntestacíon,  eran  inadmisibles.  Que 
el  artículo  1522  del  Código  Civil  establece  que  cuando  el  locata- 
rio no  puede  usar  la  cosa  ó  esta  no  puede  servir  al  objeto  á  que 
se  la  destina,  puede  pedir  la  rescisión  del  contrato,  y  el  ejerci- 
cio de  este  derecho  le  compete  dado  el  tiempo  trascurrido  sin 
que  la  habitación  le  fufara  entregada.  Que  además  del  artículo 
citauo  j  de  su  nota  esplicativa,  existe  el  artículo  1521  que 
autoriza  la  rescisión  cuando  por  caso  fortuito  se  ha  hecho 
imposible  el  uso  de  la  cosa,  disposición  aplicable,  puesto  que  el 
demandado  afirma  que  la  cosa  objeto  del  contrato  se  destruyó. 
Que  el  mismo  artículo  1203  citado  por  el  demandado,  autoriza 
á  su  parte  á  pedir  la  rescisión,  ya  que  ella  no  ha  tenido  la  culpa 
de  que  se  produzca. 


rallo  del  Jues  Federal 

Salta,  Noviembre  11  de  1887. 

Vistos  y  considerando:  Primero:  Que  el  demandado  no  niega 
la  existencia  del  contrato  de  foja  25  por  el  cual  consta  que  D* 
Andrea  Gómez,  esposa  del  demandante,  le  prestó  la  cantidad  de 
cuatrocientos  pesos  á  condición  de  que  le  daría  una  habitación 
para  que  en  ella  viviera  por  el  término  de  ocho  años,  al  cabo  de 
los  cuales  debería  volverle  el  dinero  prestado,  sin  intereses. 

Segundo:  Que  estableciéndose  por  el  artículo  1197  del  Códi- 
go Civil,  que  las  convenciones  hechas  en  los  contratos  forman 
para  las  partes  una  regla  á  la  cual  deben  someterse  como  á  la 
ley  misma,  Gómez  faltó,  como  lo  confiesa  á  su  deber,  pues  reci- 


DE  JUSTIGU  NACIONAL  317 

bió  el  dinero  j  no  puso  á  disposición  de  D"*  Andrea  la  habitación 
á  que  estaba  obligado. 

Tercero :  Que  la  escepcion  que  alega,  de  que  se  cayó  la  habi- 
tación es  inadmisible,  dados  los  términos  del  convenio,  que  no 
especifica  un  cuarto  determinado  y  la  necesidad  en  que  se  ha 
visto  el  esposo  de  D"*  Andrea  de  ocurrir  á  la  justicia  después  de 
año  y  medio  en  que  Gómez  recibió  el  dinert»,  sin  cnmplir  por  su 
parte  con  la  entrega  de  la  habitación,  pues  debiendo  tener  lugar 
el  14  de  Mayo  de  1886,  no  se  ha  hecho  hasta  ahora. 

Cuarto:  Que  habiendo  faltado  Gómez  desde  el  primer  mo- 
mento al  contrato,  el  demandante  tiene  el  derecho  de  recobrar 
la  cantidad  de  dinero  que  aquel  prestara  con  sus  intereses  res- 
pectivos. Por  estas  consideraciones  declaro:  que  Gómez  está  en 
la  obligación  de  devolver  la  suma  de  cuatrocientos  pesos  que  se 
constituyó  deudor  mediante  el  documento  de  foja  5,  debiendo 
además  abonar  los  intereses  desde  su  fecha  en  el  término  de 
diez  dias,  con  costas.  Notifíquese  con  el  original  y  repónganse 
los  sellos. 

Benjamín  Figueroa. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Febrero  25  de  1890. 

Vistos  :  Manifestando  el  demandado  estar  dispuesto  á  la  en- 
treQ;€L  inmediata  de  la  habitación  á  que  se  refiere  el  documento 
de  foja  cinco;  y  considerando:  Primero:  Que  no  puede  en  ma- 
nera alguna  entenderse  regido  el  contrato  de  préstamo  estipula- 
do en  dicho  documento,  por  las  disposiciones  contenidas  en  el 
título  De  la  locación  del  Código  Civilj;  y  Segundo:  Que  no  se  ha 
estipulado  tampoco  en  aquel,  pacto  comisorio  para  el  caso  de 
falta  de  cumplimiento  por  alguna  de  las  partes. 


318  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

Por  estos  fundamentos,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  foja 
diez  y  seis  vuelta,  declarándose  no  haber  lagar  á  la  devolución 
de  la  snma  reclamada  en  la  demanda,  y  en  obligación  al  deman- 
4^ado  de  hacer  entrega  inmediata  al  demandante  de  la  habita- 
ción indicada  en  el  contrato,  con  más  los  intereses  correspon- 
dientes á  la  suma  prestada,  desde  la  fecha  del  mismo,  hasta  la 
entrega  efectiva  de  la  referida  habitación.  Repuestos  los  sellos, 
devuélvanse. 

RENJAMIN  VICTORIGA.  —  FEDERICO 
IRARGÚREN.  —  G.  S.  DE  LA  TORRE. 
—  ABEL  RAZAN. 


CAUSA  \XTII 


Doña  Mercedes  S.  de  Levingslon  contra  Don  Pedro  J.  Várela, 
Don  Pedro  Silveray  Don  Santos  S,  Amay  a, por  reivindicación; 
sobre  costas. 


Sumario.  —  El  que  dirijo  la  acción  de  reivindicación  contra 
el  ocupante  de  la  cosa,  que  manifiesta  ser  tenedor  y  no  po- 
seedor, y  que  por  tal  razón  es  exonerado  de  la  demanda,  no 
debe  ser  condenado  en  las  costas  causadas. 
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Caso.  —  En  19  de  Noviembre  de  1888,  Don  Emiliano T.  Lu- 
que  en  representación  de  Doña  Mercedes  S.  de  Levingston,  en- 
tabló ante  el  Juzgado  de  Sección  de  San  Luis  demanda  reivin- 
dicatoria  contra  Don  Pedro  J.  Várela,  Don  Pedro  Silveray  Dojj 
Santos  S.  Amaya,  qnienes  sin  derecho  alguno  ocupaban  campos 
de  propiedad  de  su  mandante,  para  que  fueran  condenados  á  su 
desalojo  y  al  pago  de  las  costas  del  juicio. 

Acreditada  la  competencia  del  Juzgado  por  la  diversa  vecin- 
dad de  las  partes,  se  mandó  citar  á  los  demandados. 

Don  José  Alejo  de  Caminos,  en  representación  de  Don  Santos 
Amaya,  presentó  un  escrito  al  Juzgado  pidiendo  que  se  exone- 
rase de  la  obligación  de  entrar  en  el  juicio  reivindicatorio,  con- 
testando la  demanda  y  que  se  condenara  á  la  parte  actora  al  pa- 
go de  las  costas  que  se  ocasionaran. 

Dijo:  Que  era  inexacto  que  su  mandante  haya  pretendido 
jamás  tener  derecho  de  ningún  género  á  la  fracción  de  campo 
que  ocupaba,  porque  si  vivía  allí,  era  como  encargado  ó  capataz 
de  Don  Bamon  S.  Yarela,  quien  era  el  propietario  de  ese 
campo . 

Que  por  lo  tanto  la  señora  de  Levingston,  había  procedido 
con  lijereza  entablando  acción  reivindicatoría  contra  una  perso- 
no que  ningún  derecho  le  disputaba  y  que  ocupaba  el  campo  por 
orden  de  Don  Ramón  S.  Tárela,  domiciliado  en  el  pueblo  de 
Renca . 

Que  es  verdad,  que  según  el  artículo  2782  del  Código  Civil, 
al  ejercitarse  la  acción  reivindicatoría,  puede  dirijirse  esta  con- 
tra el  que  posee  á  nombre  de  otro,  pero  que  esa  disposición  tan 
clara  de  la  ley,  no  establecía,  porque  no  ha  podido  decirlo,  que  el 
reivindicante  que  dirijo  su  acción  contra  el  que  posee  á  nombre 
de  otro,  quede  libre  ó  no  esté  obligado  á  indemnizarle  de  las 
costas  y  perjuicios  que  con  ese  acto  discrecional  ó  voluntario 
ha  podido  originarle . 

Que  había^  pues,  razones  fundamentales  que  descansan  en  la 
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equidad  7  jasticia^  para  que  la  señora   de  Levingston,  pagase 
las  costas  que  por  su  culpa  se  habían  producido. 

El  Juzgado  dio  traslado  al  demandante  y  este  lo  evacuó  espo- 
piendo: 

Que  en  vista  de  la  manifestación  hecha  por  el  demandado^  se- 
ñor Amaya,  de  ser  él  un  simple  tenedor  de  la  cosa  que  se  reivin- 
dicaba como  encargado  de  Don  Ramón  Yarela,  y  en  atención  á 
lo  dispuesto  por  los  artículos  2782  y  2464  del  Código  Civil^  pe- 
día al  Juzgado  se  exonerase  de  la  demanda  entablada  á  Don 
Santos  S.  Amayay  ordenar  se  entendiera  ella  con  Don  Ramón 
Várela  y  demás  que  se  espresaban  en  el  escrito  de  demanda. 

Que  en  cuanto  ala  condenación  en  costas  pedida  por  Amaya 
no  se  debía  hacer  lugar,  porque  ella  no  procede  sino  en  los  casos 
que  haya  malicia,  temeridad  ó  mala  fé,  lo  que  no  sucedía  en  el 
caso  sub-judice,  pues  la  misma  parte  demandada  reconocía  y 
citaba  la  disposición  que  autorizaba  á  su  representada  para  di- 
rijir  su  acción  de  reivindicación  contra  el  simple  poseedor  de 
la  cosa^  como  confesaba  serlo  el  demandado. 


Fallo  del  Jues  Federal 


San  Luis,  Febrero  22  de  1889. 

T  vistos:  Considerando  1'^  que  la  escepcion  de  no  parte  de- 
ducida por  el  demandado,  no  está  comprendida  en  las  que  de- 
termina la  ley  de  procedimientos  en  sus  artículos  73  y  74,  úni- 
cos admisibles  antes  de  contestarla  demanda,  debiendo  tomar- 
se como  prejudicial  y  perentoria,  desde  que  por  medio  de  ella  se 
busca  una  decisión  previa  que  se  encamine  á  extinguir  por  com- 
pleto el  derecho  del  actor  y  poner  término  ala  acción  principal 
que  se  ha  entablado. 

2"*  Que  sustanciada  la  escepcion  con  traslado  al  demandante 


i 
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como  lo  dispone  el  articolo  76,  se  aceptó  por  él  la  manifesta- 
ción del  demandado,  lo  que  debe  estimar  como  una  confesión 
de  los  hechos  é  innecesaria  la  prueba  que  en  caso  contrario  hu- 
biera correspondido  producirse  sobre  ellos.  Y  por  lo  que  respec- 
ta á  las  costas : 

3^  Que  el  litigante  que  inicia  la  contienda,  por  regla  general 
ejecuta  un  acto  espontáneo  y  deliberado,  para  cuya  realización 
se  prepara  con  tiempo  suñciente,  elije  el  momento  de  obrar  y 
adopta  todas  las  medidas  conducentes  á  su  objeto  y  á  prevenir- 
se anticipadamente  y  destruir  6  conservar  los  descargos  de  la 
defensa,  siendo  distinta  y  menos  propicia  la  situación  del  de- 
mandado, que  obligado  á  litigar,  se  limita  á  contrarrestar  ó 
contener  los  golpes  asestados  por  el  ataque,  en  un  término  rela- 
tivamente breve  y  perentorio.  Por  eso  la  ley  reputa  siempre 
más  favorable  su  condición  en  el  juicio:  favorabilioris  sunt  rei 
quam  actores. 

4?  Que  tanto  es  asi,  que  la  misma  ley  de  procedimientos  para 
poder  facilitar  al  demandante  la  desigaacion  ó  nombre  del  de- 
mandado, que  exije  el  artículo  57,  lo  autoriza  en  el  artículo  55 
de  las  disposiciones  preliminares  para  pedir  antes  de  entablarse 
la  demanda  ordinaria,  que  la  persona  que  va  á  ser  demandada, 
conteste  á  las  preguntas  que  se  le  haga  por  escrito,  con  el  obje- 
to de  establecer  su  personalidad  legal  (inc.  ^). 

5**  Que  el  perjuicio  sufrido  por  el  demandado  como  conse- 
cuencia del  litigio,  ha  sido  ocasionado  por  la  omisión  del  deman- 
dante en  averiguar  la  perdona  cierta  contra  quien  iba  á  interpo- 
ner su  acción,  para  lo  cual  era  de  su  obligación  poner  la  mayor 
diligencia  tanto  más  cuanto  que  el  señor  Amaya  no  es  realmen- 
te poseedor,  en  la  acepción  jurídica  de  la  palabra,  sino,  un  sim- 
ple tenedor  del  campo,  como  encargado,  capataz  ó  representante 
del  señor  Várela  (art.  2462,  inc.  2°  del  Cód.  Civ.),  hecho  que 
no  debía  además  desconocer. 

Por  estas  consideraciones  y  de  acuerdo  con  lo  solicitado  en  el 

T.  Tin  31 
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escrito  de  foja  90,  se  declara  &  Don  Santos  Amaya  absoelto  de 
esta  demanda,  pudiendoser  ella  dirijida  contra  quien  correspon- 
da, con  costas  al  actor,   según  disposición  contenida  en  la  ley 
8%  título  22,  partida  3*. 
Hágase  saber  y  siga  la  causa  según  su  estado. 

P,  E.  Miguez. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Febrero  27  de  1890. 

Vistos  :  habiendo  la  parte  de  la  señora  de  Levingston  tenido 
razón  bastante  para  dirijir  la  demanda  contra  Don  Santos 
S.  Amaya,  á  virtud  de  ser  este  tenedor  de  la  cosa  demandada, 
se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  trece  vuelta,  en  la  parte  recu- 
rrida. 

Repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 


BENJAMÍN  VICTORICA.  —  FEDERICO 
IBARGÚREN. — C.  S.  DE  LA  TORRE. 
—  LÜIS  V.  VÁRELA.  —  ABEL  RA- 
ZAN. 


DE  JUSTICU  NAaONAL  323 


CAV8A  XXTIII 


D.  Petronilo  Galeano  contra  D.  Carlos  S.  Roca,  por  cumplí-- 
miento  de  un  contrato  y  daños  y  perjuicios;  sobre  escepcion 
de  incompetencia  y  arraigo. 


Sumario.  —  1^  Las  acciones  personales  pueden  ser  deducidas 
ante  el  juez  del  lugar  del  domicilio  del  demandado. 

2^  La  escepcion  de  arraigo  no  procede  contra  el  domiciliado 
en  el  territorio  de  la  República. 


Caso.  —  En  15  de  Enero  de  1889,  D.  Miguel  Schiaffino  se 
presentó  al  Juzgado  Federal  de  Corrientes  por  D.  Petronilo  Ga- 
leano, diciendo:  que  D.  Carlos  S.  Roca  había  vendido  en3 1  de 
Octubre  de  1888  en  Buenos  Aires  á  su  representado,  cinco  leguas 
de  campo  situadas  en  el  departamento  de  la  Esquina,  de  pro- 
piedad de  D.  Adrián  López  Torres,  por  diez  mil  pesos  la  legua, 
siendo  las  condiciones  del  pago  las  siguientes :  8000  pesos  al 
firmar  la  escritura,  el  resto  en  un  pagaré  garantido  á  ocho  meses, 
deduciéndose  la  cantidad  que  la  propiedad  reconoce  en  favor  del 
Gobierno  de  Corrientes  de  lo  que  se  hará  cargo  el  comprador,  y 
quedando  á  beneficio  del  vendedor  el  descuento  que  el  Gobierno 
hace  por  su  pago  al  contado. 


324  FALLOS  DE  LA  SUPREMA   CORTE 

• 

Que  dicha  venta  fué  ratificada  en  8  de  Noviembre,  y  cuando 
se  estaba  por  escriturar  en  Buenos  Aires,  el  Sr.  Roca  se  ausentó 
de  esa  ciudad,  trasladándose  entonces  á  Corrientes  el  Sr.  Ga- 
icano, quien  no  habiendo  podido  obtener  la  escrituración  del 
Sr.  Boca,  dejó  al  Sr.  Schiaffíno  el  poder  para  hacerla. 

Que  habían  ya  llegado  á  un  acuerdo  para  la  escrituración, 
cuando  supo  que  el  Sr.  Roca  había  vendido  á  otro  el  campo. 

Que  ese  campo,  según  se  indicaba  en  su  poder  había  sido 
vendido  por  su  mandante  á  los  Sres.  D.  Antonio  Ojea  y  D.  José 
M.  Carranza  á  14.000  pesos  la, legua* 

Citando  los  artículos  H85,  H87,  629  y  1204  del  Código  Ci- 
vil^ entabló  demanda  contra  D.  Carlos  S.  Roca  para  que  fuera 
condenado  á  otorgar  la  escritura  pública  de  la  venta,  bajo  pena 
de  resolverse  la  obligación  en  daSos  y  perjuicios. 

Acompañó  á  la  demanda  la  boleta  de  venta  firmada  por  Rot^a, 
y  el  poder  conferido  por  Galeano  en  10  de  Diciembre  de  1888 
para  aceptar  y  firmar  la  escritura  de  venta  que  debía  otorgarle 
D.  Carlos  S.  Roca  como  apoderado  de  D.  Adrián  López  Torres, 
y  otorgar  venta  del  mismo  campo  á  los  Sres.  Ojea  y  Carranza  al 
precio  de  14.000  pesos  la  legua. 

El  juez  proveyó  que  siendo  dudoso  que  el  poder  mencionado 
comprendiera  la  facultad  de  demandar,  se  diera  curso  á  la  de- 
manda bajo  la  caución  de  rato  et  grato  y  de  presentar  el  poder 
correspondiente. 

Acreditada  la  competencia  federal  por  la  distinta  vecindad  de 
los  Sres.  Roca  y  Galeano,  el  juez  confirió  traslado  de  la  de- 
manda. 

D.  Emiliano  Montiel,  por  D.  Carlos  S.  Roca,  sin  evacuar  el 
traslado,  opuso:  1^  la  esceprion  de  incompetencia,  alegando  que 
el  contrato  de  compra  fué  firmado  en  Buenos  Aires,  y  el  conoci* 
miento  de  la  causa  correspondía  al  juez  de  Buenos  Aires ;  2"  la 
de  arraigo  del  juicio;  y  3°  la  de  falta  de  personalidad  por  no  ser 
bastante  el  poder  presentado  por  el  Sr.  Schiaffino. 
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Conferido  traslado,  Schiaffino  pidió  el  rechazo  de  las  escep- 
ciones,  con  costas. 

Dijo  en  cuanto  á  la  de  incompetencia  que,  siendo  la  obliga- 
ción contenida  en  el  contrato,  la  de  trasmitir  la  propiedad  del 
immneble  sito  en  la  Provincia  de  Corrientes,  este  ha  podido 
camplirse  tanto  en  dicha  provincia,  eouto  en  Buenos  Aires,  má- 
xime siendo  en  aqnella  el  domicilio  del  deudor. 

Que  la  Suprema  Corte  ha  resuelto  que  las  acciones  personales 
pueden  ejercerse  ante  el  juez  del  lugar  en  que  deba  cumplirse 
la  obligación,  en  que  se  ha  hecho  el  contrato  y  en  que  se  halle 
domiciliado  el  deudor,  á  elección  del  demandante;  y  las  reales, 
en  el  lugar  donde  se  hallen  los  bienes,  6  en  el  domicilio  del 
demandado  á  elección  del  actor.  (Serie  1%  tomo  3^,  página  31 ; 
serie  2%  tomo  12,  página  201). 

Que  el  Sr.  Roca  tiene  bienes  raíces  en  la  Provincia,  residía 
en  ella  con  su  familia  antes  de  celebrar  el  contrato,  y  después 
de  él  desempeñó  en  la  misma  el  empleo  de  Gerente  del  Banco 
Nacional  estando  allí  con  su  familia. 

Que  en  cuanto  al  arraigo,  la  escepcion  no  procede  contra  un 
ciudadano,  domiciliado  en  la  República,  como  es  el  actor. 

En  cuanto  á  la  falta  de  personería,  que  la  escepcion  es  infun- 
dada por  haber  el  Juzgado  dado  curso  á  la  demanda  aceptando  la 
caución  de  rato  por  lo  que  pudiera  contener  de  dudoso  el  poder, 
en  virtud  de  disposiciones  vigentes,  según  el  fallo  de  la  Suprema 
Corte,  serie  1%  tomo  6^  página  381. 


Fallo  del  Jues  Federal 


Corrientes,  Febrero  27  de  1889. 

Y  vistos:  considerando:  1°  Que  la  demanda  interpuesta  por  D. 
Mguel  Schiaffino,  en  nombre  de  D.  Petronilo  Gaicano,  versa 
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sobre  daños  y  perjuicios  procedentes  de  la  falta  de  cumplimiento 
de  un  contrato  de  venta  de  un  campo,  celebrado  por  el  deman- 
dado con  el  demandante  Galeano;  y  estando  domiciliado  el  de- 
mandado en  esta  ciudad,  no  puede  negar  la  competencia  de  este 
Juzgado,  so  pretesto  de  que  el  contrato  se  ha  celebrado  en  otra 
jurisdicción;  pues  no  ha4)íéndose  designado  lugar  para  el  cum- 
plimiento de  la  obligación,  y  antes  bien,  siendo  esta  Provincia 
el  lugar  donde  ha  debido  cumplirse,  conforme  á  la  naturaleza 
misma  de  la  obligación,  por  tratarse  de  la  enagenacion  de  un 
bien  raíz,  este  Juzgado  es  el  competente^  para  entender  en  esta 
demanda,  no  solo  por  este  motivo,  sino  porque  cuando  se  ejer- 
citan acciones  personales,  el  demandante  puede  elejir  para  en- 
tablar su  demanda,  el  Juez  del  dQmicilio  del  demandado,  ó  el 
del  contrato,  si  el  demandado  se  encuentra  allí,  aunque  sea 
accidentalmente  (artículo  iP,  inciso  4**  de  la  ley  de  procedi- 
mientos provinciales) ; 

2°  Que  tampoco  es  procedente  la  escepcion  de  arraigo  dedu- 
cida, pues  tal  escepcion  solo  tiene  lugar  cuando  el  demandante 
es  estrangero  no  domiciliado  (artículo  74  de  la  ley  nacional  de 
procedimientos),  y  en  este  caso,  el  demandante  es  argentino  do- 
'  miciliado  en  la  Capital. 

3°  Que  por  fin,  no  hay  motivo  para  revocar  por  contrario  im- 
perio el  auto  de  fecha  18  de  Enero  en  que  se  admitió  la  persone- 
ría de  Schiaffino  bajo  caución  de  rato  et  grato  por  ser  dudoso 
el  poder  presentado,  como  lo  permite  la  ley  para  tales  casos. 

Por  estos  fundamentos,  se  declara  que  este  Juzgado  es  com- 
petente para  entender  en  esta  causa,  no  haciéndose  lugar  á  las 
escepciones  de  arraigo,  y  falta  de  personería  en  el  demandante, 
deducidas  por  el  demandado;  en  su  consecuencia,  conteste  dere- 
chamente el  traslado  de  la  demanda  en  el  término  legal,  con 
costas.  Hágase  saber  y  repóngase,  notificándose  con  el  original. 

Carlos  Luna. 
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Schiaffino  presentó  en  28  de  Febrero  último,  un  poder  de  Ga- 
leano  con  facultad  de  demandar  á  D.  Carlos  S.  Boca  sobre  cum- 
plimiento del  boleto  de  venta  que  tenía  ya  en  su  poder,  otorgado 
en  la  Capital  en  H  de  dicho  mes,  y  pidió  que  se  diera  por  sub- 
sanado el  primer  poder  presentado  y  se  diera  por  retirada  la 
caución. 


AUTO  DEL  JUEZ  FEDERAL 

Corrientes,  Febrero  28  de  1890. 

Por  presentado,  con  el  poder  acompañado  y  en  vista  de  que 
con  sn  presentación  cesa  la  duda  que  dio  motivo  á  dar  curso  á  la 
demanda  bajo  la  caución  ofrecida,  agregúese  á  sus  antecedentes 
y  continúe  el  juicio  iniciado  por  Schiaffino  como  apodef ado  de 
Galeano  sin  caución  alguna. 

Carlos  Luna. 

El  apoderado  de  Roca  apeló  del  auto  rechazando  las  escepcio* 
nes,  y  se  le  concedió  el  recurso  en  relación. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 

Buenos  Aires,  Febrero  26  de  1890. 

Suprema  Corte : 

El  actor  ha  estado  en  su  perfecto  derecho  al  elegir  el  domici- 
lio del  demandado,  al  objeto  de  requerir  el  cumplimiento  de 
una  obligación  esencial  y  notoriamente  personal,  puesto  que 
sa  acción  solo  se  dirijo  á  la  indemnización  de  daños  y  per- 
juicios. 
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Es  esto  elemental  y  ha  de  servirse  V.  E.  en  consecuencia  con- 
firmar la  sentencia  recurrida. 

Eduardo  Costa. 


Vallo  de  la  Suprema  Oerte 

Buenos  Aires,  Marzo  1*  de  1890. 

Vistos :  de  conformidad  con  lo  espnesto  y  pedido  por  el  señor 
Procurador  General,  y  los  fundamentos  del  auto  apelado  de  foja 
tres  vuelta,  en  lo  relativo  á  la  escepcion  de  arraigo,  se  confirma 
dicho  auto  con  costas ;  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 


BENJAMÍN  VIGTORIGA.  —  FEDERICO 
IBARGÚRBN.  —  C.  S.  DE  LA  TORRE. 
—  ABEL  BAZAN. 


CAUSA  XXIX 


D.  Cuno  M.  Rundel  contra  D.  Manuel  Madera,  por  interdicto 

de  despojo;  sobre  litis  pendencia 


Sumario. — La  existencia  de  un  interdicto  de  despojo  no 
puede  fundar  la  escepcion  de  litis  pendencia  respecto  de  otro 
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interdicto  de  igual  clase  fondado  en  un  hecho  nuevo  y  distinto 
del  que  fundó  el  primero. 


Caso.  —  D.  José  B.  Labandera  por  D.  Cuno  M.  Handel  de- 
dnjo  el  interdicto  de  despojo  contra  D.  Manuel  Madera,  funda- 
do en  qne  este  se  había  introducido  en  el  campo  de  Bandel 
situado  en  La  Ficasa,  y  volteado,  valido  de  la  fuerza  de  que 
dispone  como  comisario,  la  población  ocupada  por  D.  Pedro 
Huidobro.  Agregó  el  demandante,  que  ante  el  mismo  juzgado 
tenía  iniciados  más  de  diez  juicios  contra  el  propio  Madera  y 
otros  invasores  del  campo  poseído  por  su  representado. 

Decretado  el  comparendo  de  ley,  concurrió  á  él  el  Dr.  D. 
Nicolás  Díaz  Guerra  (^n  representación  del  demandado,  y  opnso 
la  escepcion  de  litis  pendencia,  fundándola  en  qne  existía  ante 
el  mismo  Tribunal  otro  juicio  en  qne  se  dedncía  la  misma  ac- 
ción de  despojo  por  el  mismo  Randel  y  contra  el  mismo  deman- 
dado, siendo  el  juzgado  competente  para  entender  en  la  cansa. 

El  demandante  replicó  que  la  escepcion  no  era  procedente, 
pues  para  que  lo  sea,  se  necesita:  1^  Que  exista  otro  pleito  ante 
otro  tribunal  competente ;  2°  qne  las  partes  sean  las  mismas  en 
ambos  juicios,  y  3^  que  la  cansa  y  la  acción  sean  idénticas.  Qne 
en  el  caso  faltan  dos  de  esas  condiciones,  porque  el  juicio  ante- 
rior contra  Madera  se  sigue  ante  el  mismo  juzgado  y  no  ante 
otro  tribunal  como  lo  dice  el  artículo  73  de  la  ley  de  procedi- 
mientos ;  y  porque  aunque,  la  acción  deducida  en  los  dos  jui- 
cios, sea  la  de  despojo,  I&  causa  y  los  fundamentos  de  ambas 
acciones  sun  diferentes  como  que  se  basan  en  distintos  atrope- 
llos perpetrados  por  Madera.  Qne  en  este  sentido  se  ha  fijado  la 
jurisprudencia  (serie  ^,  tomo  18,  página  44;  serie  1",  tomo 
7%  página  338;  serie  2",  tomo  1 7,  página  340)  y  pedía  por  tanto 
se  rechazara  con  costas  la  escepcion. 
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CAUSA  XXX 


D.  Estanislao  Desantis,  contra  D.  Justiniano  de  la  Torre,  por 
indemnización  de  daños  y  perjuicios ;  sobre  próroga  del  tér- 
mino probatorio. 


Sumario.  —  No  está  en  las  facultades  del  juez  conceder 
mayor  término  para  la  prueba,  que  el  fijado  por  la  ley. 


Caso,  — Por  sentencia  de  fecha  11  de  Agosto  de  1888,  la  Su- 
prema Corte  revocó  una  del  Juez  de  Sección  de  Catam&rca  pro- 
nunciada en  otro  incidente  ocurrido  en  el  juicio  seguido  por  da- 
ños y  perjuicios  entre  Desantis  y  Latorre,  sobre  computación 
del  término  probatorio,  declarando  que  el  término  de  prueba  no 
había  corrido  en  los  dias  en  que  el  Juzgado  estuvo  cerrado  por 
ausencia  ó  falta  de  juez. 

Esta  sentencia  no  se  notificó  á  las  partes  en  2*  instancia,  por 
no  haber  ellas  comparecido;  y  devueltos  los  autos,  les  fué  uoti- 
ficada  por  el  secretario  del  Juzgado  de  Sección,  con  fecha  2  de 
Abril  de  1889. 

Por  escrito  que  no  tiene  fecha  ni  cargo,  y  que  fué  proveído  el 
23  del  mismo  mes  de  Abril,  el  Dr.  Santa  Coloma,  defensor  de  De- 
santis, pidió  que  habiendo  corrido  la  mayor  parte  de  los  treinta 
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dias  de  la  praeba^  y  debiendo  producirla  él  fuera  del  municipio 
en  el  departamento  de  Capayan,  pedía  se  señalara  el  término, 
de  treinta  dias  más. 

El  juez  concedió  ocho  dias  de  próroga. 

En  10  de  Mayo  de  1889,  se  presentó  el  mismo  Dr.  Santa  Go- 
loma,  esponiendo:  que  desde  que  le  fué  notificada  la  sentencia 
de  la  Suprema  Corte,  antes  mencionada,  dirijió  cartas  á  su  de- 
fendido, residente  en  la  campaña  de  Tucuman,  llamándolo  para 
que  le  suministrara  las  pruebas  necesarias ;  pero  que  esas  cartas 
no  habían  llegado  á  poder  de  aquel,  porque  se  había  trasladado 
á  otro  punto.  Que  viendo  Desantis  la  demora  de  la  causa,  había 
llegado  recientemente,  estando  el  término  vencido  ó  para  ven- 
cerse. Que  en  consecuencia,  pedía  una  próroga  de  diez  dias 
para  producir  prueba  en  el  departamento  de  Capayan. 


Fallo  del  JFuez  Federal 


Catamarca,  Hayo  11  de  1889. 

No  estando  en  las  facultades  del  juez  conceder  mayor  térmi* 
no  para  la  prueba  que  el  fijado  por  la  ley,  y  como  el  municipio 
limita  al  Sud  con  el  departamento  de  Capayan  donde  se  quiere 
producir  la  prueba,  distando  treinta  y  cinco  kilómetros  de  esta 
ciudad  el  centro  ó  cabeza  del  mismo,  y  sesenta  y  cinco  Chumbi- 
cha,  último  centro  de  población  del  mismo,  los  treinta  y  ocho 
dias  concedidos  ya  esceden  el  máximum  del  fijado  por  la  ley  en 
su  artículo  92,  y  como  con  ese  departamento  no  median  las  cir- 
cunstancias del  artículo  93  de  la  misma,  para  que  el  juez  pueda 
conceder  un  término  mayor,  puesto  que  la  comunicación  se  hace 
con  toda  regularidad  por  la  línea  de  Mensagerías  Nacionales 
que  hace  un  viaje  redondo  desde  esta  ciudad  á  Chumbicha,  tres 
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Teces  por  semana,  pasando  por  los  centros  más  poblados  y  por 
la  cabeza  del  mismo  donde  reside  el  juez  departamental,  no  ha 
lugar  á  la  próroga  solicitada. 

Figueroa, 

Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Marzo  4  de  1^0. 

Yistos :  Por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  veinte  y  cinco ;  y  repuestos  los  sellos  devuélvanse. 

BENJAMÍN     VICTORICA.  —  FEDE- 

« 

RICO  IBARGÜREN.  —  C.    S.    DE 
LA  TORRE.  —  ABEL  BAZAN. 


CAUSA  XXXI 


D.  Alejo  Bengochea  contra  el  Dr.  D.  Octavio  Chaves^  por  cobro 
de  alquileres  y  desalojo;  sobre  competencia. 


Sumario.  —  La  Justicia  Federal  es  incompetente  para  cono- 
cer, por  razón  de  personas,  de  las  causas  que  por  su  valor  corres- 
ponden á  los  jueces  de  paz  de  la  localidad,  y  no  excedan  de  500 
pesos  fuertes. 
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Caso.  —  En  13  de  Marzo  de  1888  se  presentó  ante  el  Jaez  de 
Sección  de  La  Plata  el  señor  D.  Alejo  Bengochea,  diciendo  ser 
propietario  de  una  finca  en  el  pueblo  de  Lujan,  situada  en  la 
calle  Constitución,  y  esponiendo: 

Que  la  había  alquilado  al  Dr.  D.  Octavio  Chaves  por  la  suma 
de  800  pesos  mensuales  de  la  antigua  moneda  corriente  de  la 
Provincia  de  Buenos  Aires. 

Que  desde  el  I""  de  Setiembre  de  1887  hasta  la  fecha,  no  había 
podido  conseguir  que  el  inquilino  le  abonara  los  alquileres. 

Que  teniendo  acción  ejecutiva  para  cobrarlos,  y  acción  tam- 
bién para  pedir  el  desalojo  de  su  casa,  pedía  se  librara  oficio  al 
Juez  dé  paz  del  Partido  de  Lujan  para  que  hiciera  comparecer  á 
su  presencia  al  señor  D.  Octavio  Chaves,  y  le  intimara,  no  ne- 
gando este  último  el  carácter  de  propietario  del  demandante,  y 
no  presentando  recibos  en  forma,  que  abonase  en  el  término  de 
tercero  dia  la  suma  de  doscientos  dos  pesos  nacionales,  que  im- 
portaban los  alquileres  vencidos,  y  que  desalojase  la  casa  en 
el  término  de  cuarenta  dias.  La  competencia  del  juzgado  se 
acreditó  por  la  diversa  vecindad  de  la  partes. 

El  Juez  Federal,  proveyendo  al  escrito  de  demanda,  intimó  el 
pago  de  los  alquileres  dentro  de  tercero  dia,  y  en  cuanto  al  de- 
salojo, mandó  que  el  actor  dedujera  su  demanda  por  sepa- 
rado. 

Hecha  saber  la  intimación  por  el  juez  de  paz  de  Lujan,  en  22 
de  Marzo  de  1888^  el  Dr.  D.  Octavio  Chaves  manifestó  que  había 
pagado  siempre  con  estricta  regularidad  dichos  alquileres,  y 
acompañó  los  siete  comprobantes  siguientes : 

1<^  Un  recibo  de  66  pesos  nacionales  por  alquileres  devenga- 
dos en  Setiembre  y  Octubre  de  1887  á  la  orden  de  D.  Alejo 
Bengochea,  otorgado  por  D.  Jacinto  Serri,  juez  de  paz  de  Lujan, 
en  2  de  Noviembre  de  1887 ; 

2^  Un  recibo  de  treinta  y  tres  pesos  nacionales  para  respon- 
der del  alquiler  del  mes  de  Noviembre  de  1887  de  la  casa  perte- 
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neciente  á  D.  Alejo  Beogochea,  otorgado  por  el  mismo  jaez  de 
paz  de  Lajan,  en  7  de  Diciembre  de  1887; 

3"^  Un  documento  otorgado  por  el  mismo  juez  donde  dice  que 
el  Dr.  D.  Octavio  Chaves  ha  depositado  una  cuenta  con  recibo 
otorgado  por  D.  Hermenejildo  Paiel,  proveniente  de  obras  efec- 
tuadas en  los  techos  de  la  casa  perteneciente  á  D.  Alejo  Sen- 
gochea,  presentado  en  pago  del  mes  de  Diciembre  1887,  que- 
dando el  excedente  de  pesos  18.60  nv4i  como  parte  del  alquiler 
del  mes  de  Enero ; 

4°  Otro  recibo  otorgado  por  el  mismo  Juez  de  Faz  en  10  de 
Febrero  de  1888,  de  donde  resulta  que  el  Dr.  D.  Octavio  Chaves 
depositó  en  el  mismo  Juzgado  otros  catorce  pesos  con  cuarenta 
centavos  nacionales,  como  complemento  del  alquiler  del  mes  de 
Enero  de  1888; 

5^  Otro  recibo  otorgado  en  la  misma  forma  de  donde  resulta  el 
depósito  hecho  en  el  juzgado  de  paz  por  el  Dr.  D.  Octavio  Cha- 
ves, de  la  suma  de  pesos  33  my^  por  alquiler  de  la  casa  de  D. 
Alejo  Bengochea,  correspondiente  al  mes  de  Febrero  1888; 

6^  Otro  recibo  en  la  misma  forma  y  por  la  misma  suma  por 
alquiler  del  mes  de  Marzo  1888,  otorgado  en  4  de  Abril  de  1888 
por  D.  Casiano  Ramos,  juez  suplente  en  el  juzgado  de  paz  de 
Lujan ; 

7''  Otro  recibo  en  la  misma  forma  y  otorgado  por  el  mismo 
juez  suplente,  D.  Casiano  Bamos,  en  3  de  Mayo  de  1888,  de 
donde  resulta  el  depósito  hecho  on  el  Juzgado  de  Paz  de  Lujan, 
por  el  Dr.  D.  Octavio  Chaves,  de  la  suma  de  33  pesos  moneda 
nacional,  por  alquiler  del  me^s  de  Abril  de  1888. 

Remitidos  los  documentos  anteriores  por  el  juez  de  paz,  y 
notificado  D.  Julián  Ortiz,  apoderado  de  Bengochea,  dijo: 

Que  no  estaba  de  acuerdo  con  las  consignaciones  hechas  por 
D.  Octavio  Chaves. 

Que  no  las  aceptaba  por  su  forma,  pues  no  hablan  sido  he- 
chas en  el  Banco  y  á  su  orden,  que  nunca  había  recibido  notifi- 
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cacion  alguna,  y  nunca  se  había  negado  á  recibir  lo  que  se  le 
debía. 

Que  no  las  aceptaba  tampoco  por  la  cantidad  abonada,  ha- 
biendo hecho  el  deudor  deducciones  arbitrarias.  Y  pidió  se  tra- 
bara embargo,  sobre  la  cantidad  depositada. 

£1  juez  proveyó  de  conformidad  á  lo  pedido,  y  se  trabó  el  em- 
bargo. 

D.  Pedro  Ballester  por  D.  Octavio  Chaves,  citado  de  remate, 
opuso  la  escepcion  de  pago  por  consignación. 

Conferido  traslado,  la  parte  de  Bengochea  dijo  que  no  podía 
aceptar  en  toda  su  ostensión  la  escepcion  de  pago  deducida : 
i^  porque  la  consignación  había  sido  hecha  después  de  iniciada 
la  ejecución,  siendo  las  anteriores  hechas  irregularmente  y  á  la 
orden  de  juez  incompetente ;  2"  porque  el  pago  no  comprendía 
todo  el  importe  de  la  deuda,  por  las  arbitrarias  deducciones  he- 
chas por  el  demandado. 

Pidió:  i®  Se  mandara  entregar  la  cantidad  depositada ; 

^  Se  declarara  improcedente  la  escepcion  de  pago,  y  se  inti- 
mara el  pago  de  85  pesos  moneda  nacional,  arbitrariamente  de- 
ducidos bajo  apercibimiento  de  embargo. 

El  juez  llamó  autos. 

En  25  de  Julio  de  1888,  el  apoderado  de  D.  Alejo  Bengochea, 
manifestando  que  había  sido  desocupada  la  casa  el  20  de  dicho 
mes,  y  que  habiéndose  depositado  245  pesos  moneda  nacional, 
se  debían  hasta  esa  fecha  otros  106  pesos  con  90  centavos  na- 
cionales, pidió  que  en  virtud  de  tratarse  de  nuevos  plazos  ven- 
cidos, se  intimara  al  señor  D.  Octavio  Chaves  al  pago  de  106 
pesos  98  centavos  moneda  nacional  dentro  de  tercero  dia  bajo 
apercibimiento  de  embargo. 

El  juez  no  hizo  lagar  por  no  estar  en  estado. 

El  apoderado  de  Bengochea  pidió  revocatoria  alegando  que  se 

trataba  de  la  ampliación  de  la  petición  hecha  en  su  escrito  de 

contestación,  y  permitida  por  la  ley  de  procedimientos  de  la 
T.  Yin  S2 
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Capital,  que  forma  argumento  de  analogía  muy  respetable. 
Conferido  traslado,  el  apoderado  de  Chaves  pidió  el  rechazo  de 
la  revocatoria,  diciendo  que  pendiente  la  escepcion  de  pago,  que 
él  había  opuesto,  no  era  procedente  resolver  la  petición  de  Ben- 
gochea  de  foja  35. 


Fallo  del  JFuez  Federal 

La  Plata,  Marzo  14  de  1889. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  Alejo  Bengochea,  contra  el 
Dr.  D.  Octavio  Chaves  por  cobro  de  arrendamientos,  en  cuanto 
á  la  escepcion  de  pago  por  consignación  opuesta  por  el  ejecotado. 

Y  considerando:  i""  Que  la  escepcion  de  pago  se  funda  en  la 
consignación  hecha  según  los  recibos  de  foja  11  á  foja  17  inclu- 
sive, en  el  juzgado  de  paz  de  Lujan. 

2^  Que  seguK  lo  dispuesto  por  el  artículo  758  del  Código  Ci- 
vil, la  consignación  no  tendrá  la  fuerza  de  pago,  sino  concur- 
riendo en  cuanto  á  las  personas,  objeto,  modo  y  tiempo,  todos 
los  requisitos  sin  los  cuales  el  pago  no  puede  ser  válido. 

3^  Que  no  aparece  de  los  autos,  comprobado,  ni  aún  alegado, 
que  esa  consignación  se  hubiera  hecho  saber  en  forma  legal  al 
ejecutante,  para  que  pudiera  aceptarla  ó  impugnarla. 

4^  Que  de  los  mismos  recibos  referidos,  consta  que  la  consig- 
nación no  se  ha  hecho  de  todo  lo  demandado;  pues  se  ha  de- 
ducido una  suma  que  según  el  demandado  ha  empleado  en  refac- 
cionar los  techos  de  la  casa  arrendada. 

b""  Que  no  es  del  caso  entrar  á  juzgar  si  el  Dr.  Chaves  tuvo  6 
no  derecho  para  hacer  esas  refacciones  con  los  alquileres  deven- 
gados, sin  el  consentimiento  del  propietario,  por  cuanto  el  juz- 
gado está  solo  llamado  á  pronunciarse  sobre  el  mérito  de  la  es- 
cepcion opuesta. 
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6^  Que  resumiendo  los  anteriores  considerandos^  resulta, 
que  la  consignación,  ni  es  bastante  por  ser  de  cantidad  menor 
que  lo  dema)idado,  ni  se  ha  hecho  saber  al  acreedor  en  tiempo  y 
forma,  por  lo  que  no  resulta  justificado  el  pago. 

7®  Que  en  cuanto  á  la  revocatoria  solicitada  á  foja  38,  que- 
dando como  queda  resuelta  !a  escepcion^  debe  lo  demás  que  se 
adeuda  fuera  de  lo  demandado,  cobrarse  por  cuerda  separada. 

Por  todo  ello  fallo :  no  haciendo  lugar  con  costas  á  la  escep- 
cion  opuesta,  y  mando  en  su  consecuencia,  se  lleve  la  ejecución 
adelante  hasta  hacerse  efectivo  pago  al  acreedor,  del  capital  de- 
mandado, sus  intereses  á  estilo  de  Banco  y  costas  del  juicio;  no 
haciendo  lugar  tampoco  á  la  revocatoria  solicitada  á  foja  38, 
debiendo  hacerse  el  cobro  del  esceso  de  lo  demandado,  por 
cuerda  separada  y  en  la  forma  que  corresponda.  Notifíquese  con 
el  original  y  repónganse  los  sellos. 

Isidoro  Albarracin. 


Fallo  de  la  Huprema  €)orte 

Buenos  Aires,  Marzo  6  de  1890. 

Vistos:  no  correspondiendo  á  la  justicia  federal  el  conoci- 
miento de  esta  causa,  atento  el  valor  litigado  en  ella,  según  lo 
dispuesto  en  los  artículos  primero  de  la  ley  nacional  de  3  de  Se- 
tiembre de  1878,  y  veintiuno  de  la  ley  sobre  organización  y 
competencia  de  la  justicia  de  paz  de  la  provincia  de  Buenos 
Aires:  se  declara  sin  efecto  todo  lo  actuado  en  este  juicio,  y 
repuestos  los  sellos  devuélvanse. 

benjamín  VICTORICA.— FEDERICO  IBAR- 
GÚREN.  —  C.  S.  DE  LA  TORRE.  —  LUIS 
V.   VÁRELA. —ABEL  BAZAN. 
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CAUSA  XXXII 


D.  Juan  Simunich  contra  Dellazoppa  y  C*,  por  daños 
y  perjuicios;  sobre  fianza  de  arraigo. 


Sumario.  —  La  fianza  que  se  ordena  para  el  arraigo  del  jai< 
cío,  no  debe  esceder  de  la  suma  que  se  estime  equitativa. 


Caso.  —  D.  Juan  Simunich,  capitán  del  buque  austríaco 
Edvigey  se  presentó  ante  el  Juzgado,  esponiendo : 

Que  su  buque  llegó  al  puerto  del  Riachuelo  el  1®  de  Noviem- 
bre de  1887  con  un  cargamento  consignado  á  los  Sres.  Della- 
zoppa 7  C%  procedente  de  Nueva-York  y  consistente  en  merca- 
derías generales,  comprendida  una  fueite  partida  de  kerosene 
en  latas  y  cajones. 

Que  el  1®  de  Diciembre,  á  las  11  de  la  mañanu,  cuando  la  des- 
carga estaba  casi  concluida,  faltando  sacar  solamente  cien  ca- 
jones de  kerosene  más  ó  menos,  se  produjo  un  incendio  á  bor- 
do, originado  por  un  dependiente  y  dos  lateros  de  Dellazoppa  y 
C",  encargados  por  estos,  de  soldar  latas  que  contenían  aquel 
líquido,  lo  que  efectuaban  á  pesar  de  que  se  les  había  prohibido 
terminante  y  repetidamente. 

Que  los  citados  empleados  de  Dellazoppa  y  G%  aprovechando 
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« 

un  momento  en  qne  él  y  la  mayor  parte  de  los  tripulantes  se  ha- 
llaban en  la  bodega,  empezaron  á  soldar  las  latas,  lo  que  oca- 
sionó el  incendio,  que  pronto  se  comanicó  al  buqae  destruyendo 
hasta  los  muebles,  provisiones,  libros,  etc.  Fundados  en  estos 
antecedentes^  entabló  demanda  contra  Dellazoppa  y  G*,  para 
que  se  les  condene  á  pagar  35.000  pesos  moneda  nacional  oro 
sellado  en  que  estima  los  perjuicios,  intereses  y  costas. 

Corrido  traslado,  D.  Alberto  Bormer,  por  Dellazoppa  y  C*, 
sin  contestar  la  demanda,  espuso : 

Que  sí  bien  el  demandante  tenía  la  se^ruridad  de  que  en  caso 
de  ser  favorecidas  por  la  sentencia  sus  pretensiones,  tendría  co- 
mo hacerlas  efectivas,  á  su  parte  no  le  sucedía  lo  mismo,  dadas 
las  condiciones  del  actor. 

Que  el  asunto,  por  su  naturaleza,  ocasionará  á  los  demandan- 
tes gastos  de  consideración ;  y  además,  el  demandante  es  estran- 
gero,  sin  domicilio  ni  bienes  conocidos  en  la  Bepública  y  sin 
ejercer  en  ella  profesión  alguna. 

Que  así,  se  halla  sujeto  ala  disposición  del  artículo  74 de  la 
ley  de  Procedimientos  y  opone  en  consecuencia,  la  escepcion  de 
arraigo,  pidiendo  que,  dada  la  importancia  del  asunto,  se  haga 
por  3000  pesos  moneda  nacional,  imponiéndose  al  actor  los  cos- 
tos del  incidente. 

Conferido  tiaslado  de  la  escepcion,  lo  evacuó  el  capitán  di- 
ciendo : 

Que  efectivamente  ea  estrangero,  sin  domicilio  permanente 
en  el  país  y  sin  bienes  de  fortuna,  pues  el  incendio  lo  ha  redu- 
cido á  no  tener  más  que  el  casco  del  buque  quemado,  que  valdrá 
asimismo  unos  miles  de  pesos. 

Que  no  cree,  sin  embargo,  procedente  que  se  le  exija  arraigo 
en  este  caso,  en  que  se  ejercen  las  prestaciones  civiles  por  las 
consecuencias  de  un  cuasi  delito. 

Que  el  artículo  74  de  la  ley  de  Procedimientos  no  se  refiere  á 
estos  casos,  sino  á  los  ordinarios  de  contratos  ó  negocios. 
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Qae  tanto  es  así,  que  jamás  se  exije  arraigo  por  nn  choque, 
que  importe  un  cuasi  delito,  cuando  ha  sido  por  imprevisión  6 
incapacidad  del  capitán  que  se  declare  culpable. 

Que  por  otra  parte,  es  una  exageración  pedir  3000  pesos  en 
garantía  de  las  costas,  cuando  con  500  habría  de  sobra.  Pidió 
que,  si  el  Juez  consideraba  procedente  el  arraigo,  no  obstante  lo 
espuestOy  fijase  el  importe  para  hacerlo  en  seguida. 


Fallo  del  JFues  Vedeml 


Buenos  Aires,  Junio  8  de  1889. 

Y  vistos  para  resolver  el  incidente  pendiente  sobre  arraigo 
del  juicio  promovido  por  los  demandados  en  el  escrito  de  foja  18. 

Y  considerando :  I""  Que  en  el  presente  juicio  se  trata  del  ejer- 
cicio de  una  acción  puramente  civil. 

2<^  Que  el  artículo  74  de  la  Ley  Nacional  de  Procedimientos, 
que  establece  como  escepcion  dilatoria  el  arraigo  del  juicio  con- 
tra el  estrangero  no  domiciliado,  no  hace  distinción  alguna  res- 
pecto del  origen  de  la  acción  intentada. 

3°  Que  las  mismas  razones  que  ha  tenido  la  ley  para  impo- 
ner esa  restricción  contra  el  estrangero  no  domiciliado,  militan 
cuando  se  trata  de  una  acción  procedente  de  un  contrato,  que 
cuando  se  atribuye  su  origen  á  un  acto  ilícito  ó  un  cu&si-delito. 

4""  Que  el  actor  ha  reconocido  esplícitamente  que  respecto  de 
su  persona,  concurren  las  circunstancias  enunciadas  por  la  ley 
para  set  procedente. 

Por  estos  fundamentos,  fallo :  mandando  que  el  actor  arraigue 
el  juicio,  mediante  fianza  6 depósito  por  la  sumado  quinientos 
pesos.  Repóngase  la  foja. 

Virgilio  M.  Tedin. 
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Fallo  de  I»  Huprema  €?orfe 

Buenos  Aires,  Marzo  6  de  1890. 

Vistos :  siendo  eqoitativa  la  cantidad  fijada  en  el  auto  de  foja 
ciento  cuatro,  se  confirma  dicho  auto  con  costas  en  la  parte 
apelada,  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

benjamín  VIGTORICA.  —  FEDERICO  IBAR- 
CUREN.  —  C.  S.  DE  LA  TORRE.  —  LUIS 
V.  VÁRELA.  —  ABEL  BAZAN. 


CAUSA  xyLxm 


D,  Juan  B.  Romero ^  contra  el  general  D.  RtMÍecindo  Roca, 
por  daños  y  perjuicios ;  sobre  recusación . 


Sumario. — El  conocimiento  del  incidente  de  recusación  de 
juez  en  las  causas  civiles  ante  los  juzgados  de  los  Territorios 
Nacionales,  corresponde  en  1"  instancia  al  mismo  juez  recusado. 


Caso.  —  Don  Juan  B.  Romero  se  presentó  ante  el  Juez  Le- 
trado de  Misiones,  entablando  demanda  contra  el  general  D.  Ru- 
decindo  Roca  por  la  cantidad  de  10.000  pesos,  en  que  estima  los 
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daños  que  dicho  general  le  ha  ocasionado  dejando  de  resolver 
en  la  forma  y  tiempo  debido^  como  gobernador  del  territorio, 
una  solicitud  sobre  despacho  de  guía  para  el  removido  desde 
Santa  Ana  á  Posadas  de  una  cantidad  de  maiz  y  yerba  del  país. 

Becusó  al  Juez  Letrado  fundándose  en  que  estaba  ligado  con 
el  demandado  por  vínculos  de  amistad,  y  en  que  dicho  Juez  te- 
nía enemistad  hacia  él. 

Llenadas  las  demás  formalidades  del  caso,  el  Juez  dictó  el  si- 
guiente auto,  que  es  el  apelado. 


Auto  del  Juez  Iieirado 

Fosadas,  Febrero  20  de  1889. 

Atento  lo  espuesto  en  el  precedente  escrito  y  la  recusación  de- 
ducida, pasen  estas  actuaciones  al  señor  Juez  Letrado  del  Gran 
Chaco,  para  que  conozca  de  este  incidente,  acompañándose  el  in- 
forme del  caso. 

Qutroga. 

Notificado  Romero  de  esta  resolución,  interpuso  contra  ella 
los  recursos  de  revocatoria  y  apelación  en  subsidio,  sosteniendo 
que  la  causa  debía  pasar  al  Juzgado  Seccional  de  Corrientes  por 
ser  el  más  próximo,  como  lo  había  hecho  el  mismo  Juez  Letra- 
do en  causa  seguida  por  el  propio  demandante  contra  D.  Alejan- 
dro Mombelo. 

Auto  del  JFuez  Iletrado 

Fosadas,  Febrero  20  de  1889. 

Autos  y  vistos:  Atendiendo  que  según  el  artículo  101  de  la 
ley  de  procedimientos,  de  la  recusación  de  los  Jueces  de  los 
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Territorios  Nacionales,  conocerá  el  Juez  de  Sección  ó  del  Terri- 
torio Nacional  más  próximo  al  asiento  del  Juzgado. 

Que  teniendo  el  juzgado  de  Sección  de  Corrientes  su  asiento 
en  Corrientes,  y  el  del  Chaco  en  Resistencia,  se  hallan  exacta- 
mente á  la  misma  distancia  de  este,  desde  que  aquellas  pobla- 
ciones están  situadas  rio  de  por  medio,  frente  la  una  á  la  otra. 
Que  en  tal  caso,  es  del  arbitrio  del  juez  enviar  la  cansa  á  uno 
ú  otro  juzgado  indiferentemente,  habiéndose  en  el  presente  ca- 
so, tenido  en  cuenta  la  ventaja  de  que  conozca  el  Juez  que  indu- 
dablemente tiene  menor  recargo  de  trabajo. 

Por  esto:  no  ha  lugar  á  la  revocatoria  solicitada.  Se  concede 
en  relación  la  apelación  subsidiariamente  interpuesta  y  elévense 
los  autos  á  la  Suprema  Corte.  Bepóngase  la  foja. 

Quiroga. 


Pallo  de  la  Huprema  Corte 

Buenos  Aires,  Marzo  6  de  1890. 

Vistos :  no  siendo  de  aplicación  el  artículo  ciento  ono  del 
Código  de  Procedimientos  en  lo  Criminal,  por  tratarse  de  una 
cansa  paramente  civil ;  y  de  conformidad  á  lo  dispuesto  por  el 
artíonlo  treinta  y  ocho  de  la  ley  sobre  división  de  los  Territo- 
rios Nacionales,  de  18  de  Octubre  de  1884:  se  revoca  el  auto 
apelado  de  foja  diez  y  seis  vuelta,  y  se  declara  que  el  conoci- 
miento de  este  incidente  corresponde  al  mismo  juez  recusado. 
Bepónganse  los  sellos  y  devuélvanse. 

BENJABIIN  VIGTORICÁ.  —  FEDERICO  IBÁR- 
GtREN.  —  C.  S.  DE  LA  TORRE.  —  LUIS 
y.  VAREU.  —  ABEL  BAZAN. 
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CAUSA  XXXIT 


D.  Mariano  Meza  sobre  embargo  y  mulla  impuesta 
por  la  Comisión  Municipal  de  Posadas 


Sumario.  — Los  jueces  no  pueden  hacer  declaraciones  en  de- 
mandas en  que  no  se  designa  la  persona  contra  quien  se  dirijo 
la  acción. 


Caso.  — D.  Juan  B.  Romero,  por  Don  Mariano  Meza  se  pre- 
sentó ante  el  Juzgado,  esponiendo : 

Que  la  Comisión  Municipal  nombrada  por  la  Gobernación  del 
Territorio,  en  uso  de  las  facultades  de  que  se  considera  investi- 
da, detuvo  y  embargó  á  su  representado  D.  Mariano  Meza  una 
cantidad  de  charque  al  pasar  de  tránsito  por  la  población,  con 
destino  á  un  obraje  de  fuera  de  ella;  y  al  mismo  tiempo  le  im- 
puso una  multa  de  pesos  82.50  de  curso  legal. 

Que  Meza  entabló  demanda  ante  el  Juzgado  de  Paz  contra  la 
Comisión  Municipal,  sin  que  se  le  haya  notificado  proveído  al- 
guno, si  bien  estra judicialmente  ha  sabido  que  el  Juez  de  Paz 
se  declaró  incompetente  por  creer  que  la  resolución  de  la  cnes- 
tion  correspondía  á  los  Jueces  Letrados. 

Que  en  vista  de  esto  pide  que  se  traiga  el  espediente  promo- 
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Tído  ante  el  Juez  de  Paz  y  en  caso  que  la  resolución  de  este  sea 
arreglada,  se  resuelva  si  la  Comisión  Municipal  es  autoridad 
suficientemente  constituida  y  facultada  para  multar  en  la  forma 
7  cantidad  que  lo  ha  hecho,  y  si  puede  decretar  embargos  sobre 
carnes  que  no  han  sido  muertas  dentro  del  municipio  como  ha 
sucedido  en  este  caso. 


Auto  del  Jues  Iletrado 

Posadas,  Marzo  P  de  1889. 

Siendo  la  acción  que  se  intenta  en  este  escrito,  para  que  se  de- 
clare si  la  Comisión  Municipal  creada,  puede  legítimamente  pro- 
ceder á  la  imposición  de  multas,  de  comisos  y  embargos  sobre 
carnes  muertas  fuera  del  municipio,  motivando  esta  petición, 
según  espresa  el  recurrente,  la  detención,  el  embargo  y  multa 
impuesta  con  ocasión  de  una  cantidad  de  charque  que  conducía 
por  las  poblaciones,  y  no  pudiéndose  juzgar  de  la  legitimidad  de 
una  ley,  decreto  ú  ordenanza,  ni  resolver  en  abstracto  y  en 
general  cuestiones  de  derecho,  sino  á  propósito  de  los  casos 
prácticos  que  ocurran^  conforme  á  lo  resuelto  por  la  Suprema 
Corte  en  diversas  ocasiones . 

T  por  otra  parte,  estando  señalado  ante  quién  debe  ocurrirse 
cuando  se  trata  de  actos  en  que  la  Municipalidad  haya  ejercita- 
do sus  funciones  en  el  carácter  público  de  poder  administrador 
que  puede  desempeñar: 

Se  declara  que  este  Juzgado  es  incompetente  para  entender  en 

esta  gestión. 

Bepóngase  la  foja. 

Quiroga. 

m 

Bomero  interpuso  los  recursos  de  reposición  y  apelación  con- 
tra este  auto,  esponiendo : 
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Que  se  habla  dictado  sin  tener  á  la  vista  el  espediente  inicia- 
do ante  el  Juez  de  Faz. 

Que  el  auto  no  se  fundaba  en  disposición  legal  alguna. 

Que  declarándose  el  Juez  incompetente  debió  indicar  la  auto- 
ridad que  fuera  competente  para  que  el  interesado  supiera  ante 
quién  debía  dirijirse. 

Que  el  auto  es  nulo  por  estar  autorizado  por  el  Secretario  D. 
Luis  E.  Caminos,  el  cual  debió  escusarse  por  ser  el  Presidente 
de  la  Municipalidad  que  impuso  la  multa  de  que  se  trata. 


Auto  del  Juea  IietriUlo 


Posadas,  Marzo  7  de  188d. 

Vistos :  los  recursos  interpuestos  j  atendiendo :  que  las  consi- 
deraciones aducidas  en  su  apoyo  carecen  de  fundamento,  desde 
que  la  resolución  reclamada  se  ha  dictado  teniendo  presente  la 
jurisprudencia  de  la  Suprema  Corte  de  que  hace  mención;  sien- 
do muy  original  la  teoría  de  que  el  Juez  deba  conyertirse  en 
maestro  del  litigante  que  ignora  las  leyes  que  está  en  el  deber 
de  conocer,  y  más  curiosa  aún,  la  pretensión  de  nulidad  por  ac- 
tuar el  Secretario  que  ni  al  mismo  recurrente  se  ocurrió  recusar. 

Por  esto :  y  quedando  subsistentes  los  fundamentos  del  auto 
recurrido,  no  ha  lugar  á  la  revocatoria  solicitada,  concédese  en 
relación  la  apelación  subsidiariamente  interpuesta  y  elévense 
los  autos. 

Quiroga. 
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VISTA  DEL  SBfiOR  PROCURADOR  GENERAL 


Baenos  Aires,  Abril  8  de  1889. 

Suprema  Corte: 

Este  recurso  es  notoriamente  improGedente,  no  solo  por  los 
fundamentos  adncidos  por  el  señor  Juez  Letrado,  como  por  la 
cantidad  y  otras  consideraciones  demasiado  obvias  para  que  sea 
necesario  recordarlas. 

Sírvase  Y.  E.  así  declararlo. 

Eduardo  Costa. 


Vftilo  de  la  Suprema  Cottm 


Buenos  Aires,  Marzo  6  de  1889. 

Vistos:  No  disignándose  en  el  escrito  de  foja  tres  la  persona 
contra  quien  se  dirijo  la  acción  interpuesta,  j  no  pudiendo  en 
consecuencia  el  Juez  Letrado  poner  en  ejercicio  su  jurisdicción 
haciendo  las  declaraciones  que  se  solicitan ;  y  oído  el  señor  Pro- 
curador General,  se  confirma  con  costas,  el  auto  apelado  de  foja 
cuatro  vuelta,  y  repuestos  los  sellos,  devaélvanse. 


BENJAMÍN  VIGTORICA.  —  FEDERICO  IBAR- 
GÚREN.  —  C.  S.  DE  LA  TORRE.  —  LUIS 
V.  VÁRELA.  —  ABEL  BAZAN. 
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CAUSA  XXXT 


2).  Juan  E.  Clark,  contra  D.  Policarpo  Cardoso;  sobre 

espropiacion. 


Sumario.  —  La  indemnización,  en  el  caso  de  espropiacion 
para  vías  férreas,  debe  comprender  el  precio  del  terreno  espro- 
piado,  y  el  valor  que  se  estime  equitativo  de  los  perjuicios  que 
aquella  causa  al  propietario,  pero  no  el  de  los  gravámenes  que 
la  ley  reglamentaria  de  ferro-carriles  impone  á  las  propiedades 
por  las  que  pasa  el  ferro-carril. 


C(WO. —D.  Daniel  Videla  Correa,  por  D.  Juan  E.  Clark, 
concesionario  de  la  construcción  del  ferro-carril  trasandino, 
pidió  la  espropiacion  de  un  terreno  de  propiedad  de  D.  Policar- 
po Cardoso,  necesario  para  la  construcción  de  la  vía  férrea, 
compuesto  de  410  metros  de  largo  y  15  de  ancho,  igual  á  6150 
metros  de  saperfície,  ofreciendo  por  indemnización  1600  pesos 
moneda  nacional,  y  la  ejecución  de  las  obras  necesarias  para 
dejar  espedito  el  curso  actual  de  las  aguas  de  regadío. 

Citadas  las  partes  á  juicio  verbal,  Cardoso  rechazó  la  oferta. 
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y  f  aeroa  nombrados  los  peritos  D.  Luis  Pringles  y  D.  Antonio 
Gigli,  para  avaluar  la  indemnización. 

liOs  peritos  se  espidieron  de  acuerdo  y  dieron  el  siguiente : 


Informe 

Partidas 

i .  El  terreno  espropiado  forma  parte  del  fundo  á 
que  se  refiere  este  espediente,  el  que  se  halla 
situado  como  un  kilómetro  al  oeste  de  la  plaza 
de  Belgrano  y  contiene  una  sapefície  de  seis  mil 
ciento  cincuenta  metros  cuadrados,  que  en  mé- 
rito de  su  ubicación,  calidad  de  terreno  y  con- 
diciones de  cultivo  en  que  se  encuentra,  se  ava- 
lúa á  razón  de  mil  pesos  hectárea,  importando 
aquella  fracción  la  cantidad  de  seiscientos 
quince  pesos  nacionales $        615 

2.  Teniendo  en  cuenta  que  disposiciones  especiales 

de  la  ley  reglamentaria  de  ferro-carriles  han 
establecido  que  veinte  metros  á  cada  costado 
de  la  vía  quedan  sujetos  á  ciertas  obligaciones 
qne  no  solo  desperfeccionan  sino  que  inutilizan 
en  gran  parte  dicha  superficie,  y  siendo  la  lon- 
gitud espropiada  en  el  fundo  de  que  se  trata, 
cuatrocientos  diez  metros,  resulta  que  la  su- 
perficie perjudicada  por  las  disposiciones  de 
aquella  ley«  es  de  diez  y  seis  mil  cuatrocientos 
metros  cuadrados,  cuyos  perjuicios  á  razón  de 
cuatrocientos  pesos  hectárea,  importan  seis- 
cientos cincuenta  y  seis  pesos 656 

3.  ]ja  linea  férrea  solo  rompe  una  pared  en  la  par- 


A  la  vuelta...  $      i  271 
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Asciende  el  imprte  total  del  terreno  espropiado,  los  maros  á 
construir,  los  perjuicios  causados  por  la  misma  espropiacion, 
inclusiye  el  desperfecto  y  desmejoramiento  del  fundo,  á  la  su- 
ma de  dos  mil  novecientos  veinticinco  pesos  cincuenta  centavos 
nacionales,  salvo  error. 

Honorario  de  cada  perito,  cien  pesos  moneda  nacional. 

Mendoza,  Setiembre  20  de  1887. 

L.  Pringles,  —  Antonio  Gigli, 


Las  dos  partes  observaron  la  pericia. 

Cardoso  en  las  partidas  1^,  4*  y  5",  y  la  parte  de  Clark  en 
las  partidas  2%  5%  6*  y  7". 

Cardoso  dijo  que  el  terreno  debía  estimarse  en  1000  pesos  y 
no  en  600  pesos  (1'  partida). 

Que  el  valor  de  los  cercos  á  construirse  debió  de  estimarse  á 
razón  de  65  centavos  el  metro,  y  no  de  60  centavos,  ó  sea  de 
533  pesos  en  lugar  de  492  pesos. 

Que  los  perjuicios  del  fraccionamiento  debían  avaluarse  en 
500  pesos  y  no  en  300  pesos 

Clark  dijo  que  la  2"  partida  de  gravámenes  legales  debía  su- 
primirse, por  haber  al  respecto  jurisprudencia  formada  en  el 
caso  de  Guiñazú. 

Que  la  3*  referente  á  la  interrupción  del  regadío,  debía  su- 
primirse también,  porque  la  empresa  tomaba  á  su  cargo  la  eje- 
cución de  las  obras  necesarias  pdira  dejar  espedito  el  curso  ac- 
tual de  las  aguas  que  interceptase  la  vía. 

Que  la  partida  6*  de  405  pesos  por  la  apertura  del  fundo,  la 
consideraba  exagerada. 

Que  consideraba  también  exagerada  la  partida  de  400  pesos 
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dor  el  fraccionamiento,  desde  que  quedaban  dos  fundos  regula- 
tes  aptos  á  toda  clase  de  cultivos. 

El  Juez  abrió  la  causa  á  prueba  sobre  las  observaciones  an- 
teriores por  10  dias. 

Las  únicas  pruebas  producidas  fueron  : 

I.  Un  informe  de  la  Contaduría  General  de  la  Provincia  es- 
presando :  que  la  finca  de  Cardóse  había  sido  avaluada  para  el 
impuesto  de  contribución  directa  en  22.825  pesos  75  centavos, 
á  saber  : 

Por  32  hectáreas,  4273  metros  de  terreno  culti- 
vado   $  20. 590     » 

Por  2717  cepas 1.734  75 

Por  un  edificio 500    » 

$  22.825  75 

U.  Posiciones  á  Cardóse. 

1 .  Cómo  es  cierto  que  en  Febrero  6  Marzo  de  1887  se  cruza- 
ron propuestas  para  arreglar  amistosamente  la  espropiacion 
del  terreno. 

Contestó :  Que  es  cierto,  pero  que  esas  propuestas  no  fueron 
aceptadas. 

2.  Cómo  es  cierto  que  por  intermedio  del  Dr.  Lencinas  pidió 
4  300  pesos  por  toda  indemnización. 

C.  Que  es  cierto,  pero  en  el  concepto  de  ser  menor  la  superficie 
á  espropiarse,  la  que  habiendo  resultado  mayor  retiró  la  oferta. 

3.  Cómo  es  cierto  que  el  Sr.  Videla  Correa  aceptó  esa  oferta 
7  concurrió  con  el  absolveute  á  la  escribanía  para  estender  es- 
critura. 

C.  Que  no  recuerda. 

4.  Cómo  es  cierto  que  no  se  estendió  la  escritura,  porque  el 
notario  exigió  la  autorización  del  Juez,  por  pertenecer  el  in- 
mueble al  absol vente  y  á  una  hija  menor. 


356  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

C.  Qae  es  cierto  que  el  notario  hizo  la  exigencia,  pero  que 
no  la  pidieron  por  no  estar  conforme  con  la  oferta  del  Sr.  Yidela 
Correa. 

D.  Cómo  es  cierto  que  el  acto  se  suspendió  con  cargo  de  ob- 
tener el  absolvente  la  autorización. 

C.  Que  es  falso. 

6.  Cómo  es  cierto  que  el  Dr.  Lencinas  patrocinó  en  aquel 
tiempo  al  absolvente,  y  recibió  encargo  de  hacer  propuestas 
para  la  indemnización . 

C.  Que  es  cierto  lo  primero,  y  no  se  aceptaron  las  pro- 
puestas. 

7.  Cómo  es  cierto  que  el  absolvente  ha  desconocido  después 
este  convenio  por  consejo  de  personas  estrañas. 

C.  Que  es  falso. 

8, 9.  Cómo  es  cierto  que  la  cuadra  de  pasto  se  vende  en  las 
inmediaciones  por  15  ó  20  pesos,  y  se  han  hecho  ventas  de  ter- 
renos cultivados  por  menos  de  1000  pesos  la  cuadra. 

C.  Que  ignora. 

10.  Cómo  es  cierto  que  hasta  la  fecha  no  ha  sido  privado  de 
su  propiedad. 

C.  Que  es  cierto. 

1 4 .  Cómo  es  cierto  que  con  motivo  del  convenio  de  la  pre- 
gunta S'',  el  absolvente  inició  las  gestiones  judiciales  ante  el 
Sr.  Juez  0*Donnel  para  obtener  la  venia  judicial  y  terminar  el 
arreglo  con  él. 

C.  Que  hizo  las  gestiones  no  por  razón  del  convenio,  sino 
para  estar  prevenido,  sabiendo  que  era  forzosa  la  espropia- 
cion. 

12.  Cómo  es  cierto  que  la  gestión  tuvo  lugar  en  seguida  de 
no  haberse  efectuado  la  escrituración  á  que  se  refiere  la  4^  pre- 
gunta. 

C.  Que  no  recuerda. 
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Pallo  del  Jues  Federal 


Mendoza,  Octubre  17  de  1888. 

Vistos  estos  autos  seguidos  entre  D.  Daniel  Yidela  j  Correa, 
en  representación  de  D.  Juan  E.  Clark,  concesionario  del  ferro- 
carril trasandino,  de  una  parte,  y  D.  Folicarpo  Cardóse,  de  la 
otra,  sobro  espropiacion  de  una  fracción  de  terreno  de  propie- 
dad de  este  último,  situado  en  el  departamento  de  Belgrano , 
necesaria  á  la  colocación  de  la  vía  férrea. 

Resulta  de  ellos : 

1^  Que  rechazada  por  el  demandado  la  oferta  de  mil  seis- 
cientos pesos  nacionales  moneda  legal,  por  toda  indemnización 
del  terreno  á  espropiarse,  que  comprende  una  superficie  de  seis 
mil  ciento  cincuenta  metros  cuadrados,  incluyendo  en  esta  su- 
ma el  valor  de  los  cercos  á  construir  á  los  lados  de  la  Hnea,  y 
sin  perjuicio  de  efectuarse  por  cuenta  de  la  empresa  construc- 
tora las  obras  necesarias  para  dejar  espedito  el  curso  actual  de 
las  aguas  de  regadío  que  interceptase  aquella  en  dicha  propie- 
dad, convinieron  entre  ambos  el  nombiamiento  de  dos  peritos 
que  informaran  al  Juzgado  acerca  del  verdadero  y  legítimo  pre- 
cio del  terreno  á  espropiarse  y  demás  indemnizaciones  debidas 
por  causa  de  la  espropiacion,  y  nombraron  en  tal  carácter  á  Iof 
señores  Luis  Pringles  y  Antonio  Gigli. 

2^  Que  presentada  por  estos  la  operación  de  fojas  17  á  49^  ha 
sido  impugnada  por  ambas  partes,  en  la  forma  siguiente : 

Por  la  de  Cardóse:  1°  La  relativa  al  precio  del  terreno  á  espro- 
piarse, en  la  ostensión  indicada,  fijada  por  los  peritos  en  la  1* 
partida,  en  seiscientos  quince  pesos,  y  que  por  su  parte  estima 
en  mil ; 

2^  La  referente  al  valor  de  los  cercos  á  construir  en  una  es- 
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tensión  de  ochocientos  veinte  metros  lineales,  estimados  en  la 
4"  partida  en  la  suma  de  sesenta  centavos  por  metro,  6  sea  coa- 
trecientos  noventa  j  dos  pesos,  y  por  aquel  en  sesenta  y  cinco 
centavos,  que  forma  un  total  de  quinientos  treinta  y  tres 
pesos ; 

3^  La  referente  á  los  perjuicios  resultantes  del  fracciona- 
miento del  fando,  apreciados  en  la  partida  5'  en  la  suma  de 
trescientos  cincuenta  pesos,  que  el  demandado  estima  en  qui- 
nientos á  más  de  los  ochocientos  cinco  pesos  en  que  han  sido 
calculados  los  demás  perjuicios  y  desperfectos  que  se  mencio- 
nan en  las  partidas  G^'y  7"  del  informe. 

3^  Que  el  representante  de  Clark,  conformándose  con  las 
partidas  1",  3»  y  4",  observa  también  las  siguientes: 

1^  La  partida  ^'^  que  se  refiere  á  gravámenes  legales,  como 
absolutamente  improcedente;  observando  que  en  otros  juicios 
de  esta  naturaleza,  ella  ha  sido  rechazada  por  resoluciones  de 
este  Juzgado,  á  cargo  entonces  del  Dr.  Latorre,  cuyos  fallos 
fueron  confirmados  por  la  Suprema  Corte,  quedando  así  esta- 
blecida jurisprudencia  al  respecto ; 

2°  La  partida  5*,  referente  á  perjuicios  causados  por  la  inter- 
rupción del  regadío  y  privación  del  mismo,  que  no  deben  to- 
marse en  consideración,  por  cuanto  la  empresa  constructora 
toma  á  su  cargo  la  ejecución  de  las  obras  que  fueren  necesarias 
para  dejar  esp edito  el  curso  actual  de  las  aguas  que  intercep- 
tase la  vía  ; 

3"*  La  partida  6'',  valor  de  cuatrocientos  cinco  pesos  por  el 
perjuicio  causado  al  propietario  con  la  apertura  del  fundo,  de- 
jando á  este  sin  cierros,  por  considerarla  exagerada  é  inacep- 
table ; 

4"^  La  partida  1^  referente  á  los  desperfectos  resultantes  del 
fraccionamiento  de  la  propiedad,  apreciados  por  los  peritos  en 
cuatrocientos  pesos,'por  considerarse  también  exagerada ;  desde 
que  el  fraccionamiento  divide  el  fundo  en  dos  partes  regulares 
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qne  s^  prestan  á  toda  clase  de  cultivos,  pudiendo  ellos  consti- 
tuir dos  fondos  separados. 

Y  considerando :  en  cuanto  á  las  observaciones  hechas  por  el 
demandado  á  la  partida  I''  de  la  tasación  pericial : 

1^  Que  para  juzgar  acerca  del  valor  del  terreno  en  cuestión  : 
puede  tomarse  como  fechado  partida  todo  el  año  1886  en  que  se 
aprobaron  los  planos  y  estudios  de  la  vía,  teniéndose  en  cuenta 
la  disposición  de  la  ley  de  esprof  iacion,  que  prescribe  :  que  el 
valor  de  los  bienes  debe  regularse  por  el  que  hubiesen  tenido  si 
la  obra  no  hubiese  sido  ejecutada  ni  aún  autorizada. 

2°  Que  á  este  respecto  los  .lutos  ofrecen  los  antecedentes  si- 
guientes : 

La  última  avaluación  fiscal  de  los  terrenos  del  demandado,  á 
los  efectos  de  la  contribución  territorial  practicada  el  año  pró- 
ximo pasado,  que  solo  alcanza  á  poco  más  de  setecientos  pesos 
nacionales  por  hectárea,  según  consta  del  informe  de  la  oficina 
respectiva  corriente  á  foja  30. 

La  venta  hecha  por  el  Dr.  Jacinto  Alvarez  á  mediados  del 
mismo  año  á  D.  Marcelino  Acevedo,  de  un  fundo  situado  en  el 
mismo  departamento  de  Belgrano,  constante  de  veinte  y  tres 
mil  ochocientos  treinta  y  seis  metros,  por  la  cantidad  de  dos 
mil  doscientos  setenta  y  dos  pesos  nacionales,  que  da  un  valor 
de  mil  pesos  próximamente  por  hectárea,  según  aparece  de  las 
declaraciones  de  aquellos  á  fojas  52  y  53. 

La  venta  hecha  por  el  espresado  señor  Acevedo,  en  el  mismo 
año,  á  la  empresa  del  ferro-carril  trasandino,  de  un  terreno 
contiguo  al  espresado,  constante  de  mil  setecientos  treinta  y 
dos  metros,  con  ciento  ochenta  cepas  frutales,  por  el  precio  de 
trescientos  cuarenta  y  tres  pesos  nacionales^  inclusive  treinta  y 
cuatro  metros  de  cerco  á  construir  que  da  un  valor  de  dos  mil 
pesos  por  hectárea.  (Declaracio.i  citada  por  Acevedo). 

La  venta  hecha  por  D.  Juan  E.  García,  en  el  indicado  año 
de  1887  á  D.  Vicente  Coria,  de  un  terreno  situado  también  en 


362  FALLOS  DE  LA  SUPREMA   CORTE 

Por  tanto:  este  Juzgado  resuelve:  que  la  empresa  deman- 
dante debe  abonar  á  D.  Policapo  Gardoso,  por  toda  indemni- 
zación y  como  justo  precio  de  la  espropiacion,  la  diferencia  re- 
sultante entre  el  valor  de  la  tasación  pericial  de  fojas  17  á  i9  y 
la.partida  de  seiscientos  cincuenta  y  seis  pesos  á  que  se  refiere 
el  considerando  6"*,  6  sea  la  cantidad  de  dos  mil  doscientos  se- 
senta y  nueve  pesos  cincuenta  centavos  nacionales,  con  más  los 
gastos  de  papel  sellado  y  honorarios  de  peritos,  conforme  á  la 
disposición  del  artículo  18  de  la  citada  ley  de  13  de  Setiembre 
de  1866. 

Hágase  saber  con  el  original  y  repóngase  el  papel. 

Juan  del  Campillo. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Marzo  6  de  189C). 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  la  sen- 
tencia apelada  de  foja  sesenta  y  una  vuelta  ;  y  repuestos  los  se- 
llos, devuélvanse. 

benjamín  VIGTORICA.  —  C.  S. 
DE  LA  TORRE.  —  ABEL  BAZAN. 
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CAUSA  JÍWVT 


Contra  D.  A,  M.  BorzonCj  sobre  infracción  de  las  ordenanzas 

de  Aduana. 


Sumario.  —  Ea  las'  mercaderías  despachadas  en  confianza, 
no  es  admisible  le  escepciou  del  error  que  no  puede  pasar  desa- 
percibido. £1  esceso  sobre  las  mercaderías  manifestadas,  cae  en 
comiso. 


Caso.  —  Resulta  de  las  siguientes  actuaciones  en  la  Aduana. 


Buenos  Aires,  Setiembre  16  de  1887. 
Señor  gefe  del  cuerpo  de  vistas : 

El  señor  A.  M.  Borzone  presentó  un  manifiesto  de  despacho 
número  63.335,  del  vapor  IJorton,  registro  1485,  entrado  en 
Setiembre  5  de  1887  ;  en  el  que  pide  cien  (100)  cajones  núme- 
ro i  á  100  marca  ''tV  velas  de  estearina  con  quinientos  cua- 
renta kilogramos ;  verificado  han  resultado  novecientos  kilo- 
gramos, dando  un  exceso  de  trescientos  sesentn  (360)  kilogramos, 
por  lo  que  he  detenido  el  despacho,  de  acuerdo  con  los  artículos 
i 28  y  930  de  las  ordenanzas. 

Dios  guarde  al  señor  gefe. 

A .  Baldés  de  Rosas . 
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Compareció  el  señor  Gaburrua  y  declaró :  Que  efectivamente 
existe  el  exceso  de  que  da  cuenta  el  vista^  el  cual  por  su  enor- 
midad era  imposible  pasar  desapercibido,  pues  es  casi  la  mitad 
de  la  mercadería  manifestada. 

Que  en  vista  de  la  presente  argumentación  la  que  cree  ser 
pálida  para  atenuar  la  pena,  aunque  Terídica  en  su  fondo,  pide 
use  de  equidad  al  dictar  su  fallo. 

En  lo  que  se  ratificó  y  firmó. 

Aruza. 


Buenos  Aires,  Setiembre  26  de  1887 


Sefior  Administrador : 


El  interesado  no  aduce  razón  alguna  como  para  que  pueda 
conmutársele  la  pena  que  le  corresponde. 
Soy  de  opinión  que  debe  aplicársele  la  pena  de  comiso. 

L.  N.  Brizuela. 


RESOLUCIÓN  DEL  ADMINISTRADOR  DE  LA  ADUANA 


Buenos  Aires,  Octubre  5  de  1^7. 

Resultando  comprobado  el  exceso  encontrado  por  el  vista,  en 
las  velas  de  que  trata  este  espediente,  con  arreglo  al  artículo 
930  de  las  Ordenanzas  de  Aduana,  declaro  caido  en  comiso  di- 
cho exceso;  á  sus  efectos  pase  á  la  Contaduría.  Hágase  saber  y 
repónganse  los  sellos. 

J.  GraneL 
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VISTA  DEL  SESOR  PROCURADOR  FISCAL 


BaeD03  Aires,  Enero  14  de  1889. 
Seríor  Juez  : 

Habiéndose  justificado  la  existencia  del  exceso  denunciado 
como  resulta  de  autos,  y  correspondiendo  á  la  Administración 
el  ejercicio  de  la  facultad  de  absolver  cuando  la  falsa  manifes- 
tación procede  de  error  evidente  é  imposible  de  pasar  desaperci- 
bido, según  el  artículo  1037  de  las  ordenanzas  de  Aduana,  soy 
de  dictamen  que  Y.  S.  debe  confirmar  la  resolución  recurrida. 

José  A.  Víale. 


Fallo  del  Jíuem  Federal 


Buenos  Aires,  Diciembre  3  de  1889. 

Y  vistos :  por  lo  espuesto  por  el  señor  Procurador  Fiscal  y  de 
acuerdo  á  la  jurisprudencia  establecida  por  la  Suprema  Corte  en 
el  fallo  que  se  registra  en  el  tomo  S*",  serie  2*,  página  268,  se 
confirma  la  resolución  del  Administrador  de  Aduana,  foja  dos 
vuelta;  y  en  consecuencia,  respuestos  que  sean  los  sellos,  de- 
vuélvanse los  autos  con  el  oficio  correspondiente. 

Andrés  Ugarriza. 
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VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Febrero  ^20  de  1890. 
Suprema  Corte: 

No  hay  error  que  pueda  pasar  desapercibido,  si  se  parte  de 
la  base  de  que  todos  los  despachos  han  de  ser  verificados.  No 
siendo,  empero,  esto  posible^  por  la  inmensa  cantidad  de  mer- 
caderías que  se  solicita  ser  despachada  cada  día,  y  la  celeridad 
con  que  cada  uno  quiere  ser  atendido,  sucede  con  frecuencia  que 
el  despacho  se  hace  en  confianza,  según  la  ospresion  admitida , 
esto  es,  sin  el  examen  que  debía  preceder.  £u  tal  caso  la  ma- 
nifestación de  100  cajones  con  540  kilos  velas  estearina,  bien 
pudo  pasar  inapercibida,  aunque  tuvieran  el  peso  de  900  como 
resultó  en  efecto. 

Estoy  por  la  confirmación. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  de  la  Huprema  Corte 

Buenos  Aires,  Marzo  8  de  1890. 

Vistos:  de  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el  señor 
Procurador  General  en  su  vista  de  foja  treinta  y  seis:  se  confir^ 
ma  con  costas,  la  sentencia  apelada  de  foja  catorce  vuelta  ;  y 
respuestos  los  sellos  devuélvanse. 

BENJAMÍN  VIGTORICA.  —  FEDERICO  IBAR- 
GÚREN.  —  C.  S.  DE  LA  TORRE  —  LUIS  V. 
VÁRELA. —  ABELBAZAN. 
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CAlJüil   XXXTII 


O.  Enrique  Gavier  contra  D.  Carlos  Tillará^  sobre  uso  de  agua 

del  Rio  Primero 


Sumario.  —  Los  propietarios  ribereños  no  pueden  hacer  tra- 
bajos para  desviar  el  agua  del  rio  y  utilizarla  en  favor  de  su 
propiedad,  con  perjuicio  de  la  de  los  demás. 

Los  trabajos  hechos  con  ese  fín,  deben  ser  destruidos. 


Caso.  —  En  Julio  de  1884  se  presentó  ante  el  Juzgado  de 
Sección  D.  Enrique  Gavier,  esponiendo :  que  en  un  estableci- 
miento de  su  propiedad,  situado  hacia  el  oeste  de  la  ciudad  de 
Córdoba  sobre  la  banda  Sur  del  Eio  Primero,  se  halla  fundado 
desde  muchos  años  atrás  un  molino  que  emplea  como  fuerza  mo- 
triz, el  agua  de  dicho  rio  tomada  á  la  conveniente  altura,  por 
medio  de  un  túnel  escavado  en  las  barrancas  que  forman  su  ri- 
bera sud. 

Que  en  la  banda  norte  del  mismo  rio  y  casi  á  la  misma  altu- 
tura,  posee  D.  Carlos  Tillard  otro  molino  que  emplea  también 
como  fuerza  motriz  el  agua  del  Eio  Primero. 

Que  en  la  época  de  su  demanda^  en  que  como  es  notorio,  esca- 
sea el  agua  del  rio,  Tillard  ejecutaba  sin  concesión  especial  del 
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días  arbitrariamente  removidas,  para  evitar  que  el  agua  escape 
por  allí  y  se  vea  privado  de  ella  el  establecimiento  de  Tillard. 

Qtie  no  se  ha  hecho  innovación  alguna  en  el  estado  de  cosas 
que  siempre  ha  existido,  pues  los  trabajos  que  se  notan  en  el 
lio  son  los  mismos  que  siempre  existieron  con  la  tolerancia  y  el 
respeto  de  los  dueños  sucesivos  del  molino  de  Gavier. 

Que  dados  estos  antecedentes,  tiene  derecho  para  mantener  el 
estado  de  cosas  que  ha  referido  y  de  impedir  que  se  haga  tra- 
bajo alguno  de  ahondamiento  ó  limpieza  del  cauce  del  rio  preci* 
sámente  donde  siempre  existieron  y  fueron  reforzadas  las  obras 
que  complementan  la  toma  del  establecimiento  de  Gavier. 

Que  las  disposiciones  del  Código  Civil  que  prohiben  que  las 
tomas  atraviesen  todo  el  rio,  no  son  aplicables,  por  cuanto  las  de 
que  se  trata,  fueron  construidas  antes  de  su  promulgación  á  mé- 
rito de  antiquísimas  concesiones,  pudiendo  decirse,  sin  peligro 
de  error,  que  la  limitación  de  su  estension  hasta  la  mitad  del 
rio,  las  inutilizaría  por  completo ;  y  siendo  de  notarse  que  la 
del  demandante  no  solo  atraviesa  todo  el  rio,  sino  que  lus  tra— 
bajos  en  ella  mantenidos  tienden  á  interceptar  por  completo  su 
curso,  lo  que  sucedería  quizás,  si  no  fuesen  las  filtraciones  iua- 
parentes  é  inevitables  que  forzosamente  se  producen  en  el  lecho 
de  arena. 


Fallo  del  Juem  de  Seecion 


Córdoba,  Setiembre  2  de  1887. 

Y  vistos,  resultando :  Don  Enrique  Gavier  demanda  á  Don 
Carlos  Tillard  para  que  retire  unos  trabajos  de  represa  del  Rio 
Primero  que  dice  haber  verificado  con  el  objeto  de  llevar  el 
agua  ásu  molino,  pidiendo  se  le  ordene  se  abstenga  en  adelante 
hacer  tales  trabajos,   pues  se  le  priva  áél,  que  también  tiene 
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molino,  de  casi  toda  el  agaa  del  rio^  principalmente  en  los 
tiempos  de  escasez,  no  pudiendo  hacer  funcionar  su  molino. 

Tillard  contesta :  que  es  cierto  que  desde  antes  de  la  promul- 
gación del  Código  Civil,  ha  existido  en  el  brazo  sud  del  rio  una 
estacada,  sin  la  cual,  en  los  tiempos  de  escasez  del  agua,  su 
molino  no  podría  trabajar,  que  él  perfecciona  esa  toma  y  la  limpia 
pero  que  no  la  trabaja,  y  que  al  contrario  el  señor  Oavier  lo  ha 
socavado  al  rio  bajo  de  esa  toma,  removiendo  piedras,  etc. 


Fundamentos  de  derecho  alegados  por  ambas  partes 

Sostiene  el  señor  Gavier  que  los  rios  en  nuestra  legislación 
son  cosas  públicas  como  lo  fueron  en  la  española  y  romana,  nadie 
puede  hacer  en  ellos  trabajos  que  tuerzan  el  curzo  natural  de 
las  aguas  para  apropiarse  el  uso  de  ellas,  alterando  así  y  menosca- 
bando el  derecho  que  tienen  los  demás  ánsar  de  las  mismas  en  los 
límites  de  sus  respectivas  concesiones  €  salvo  permiso  especial 
que  permitiera  practicar  algunas  obras  dentro  de  los  límites 
que  la  ley  consiente  » ;  que  el  artículo  2642  del  Código  Civil 
prohibe  terminantemente  á  los  ribereños  mudar  el  curso  de  las 
aguas,  y  que  los  rios,  como  las  plazas,  como  las  calles  y  cami- 
nos, no  pueden  ser  estorbados  por  ningún  trabajo  de  !os  parti- 
culares ;  que  la  ley  le  autoriza  para  quitar  los  obstáculos  que 
por  accidentes  naturales  pudieran  torcer  el  curso  ordinario  de 
las  aguas,  y  que  con  más  razón  está  él  autorizado  á  quitarlos 
cuando  ellos  son  puestos  por  uno  de  los  ribereños  en  su  prove- 
cho particular,  cuya  autorización  la  ha  ejercido;  mas  como 
insiste,  Tillard  ha  desistido  para  evitar  vías  de  hecho. 

El  señor  Tillard  dice :  que  él  no  innova  nada  del  estado  tra- 
dicional de  cosas^  que  siempre  ha  existido  y  que  las  referidas 
tomas  existen  desde  antes  de  la  vigencia  del  Código  Civil ;  que 
las  disposiciones  y  trabajos  que  se  notan  en  el  rio,  son  las  mis- 
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mas  que  siempre  se  mantuvieron  con  la  tolerancia  y  respeto 
de  los  dueños  del  molino  del  señor  Gavier ;  que  en  virtud  de  lo 
espuesto  le  asiste  un  derecho  perfecto  para  mantener  el  referido 
estado  de  cosas  y  que  no  cree  merezca  la  pena  de  contestarse  se- 
riamente la  pretensión  del  demandante  de  que  él  limite  su  toma 
del  pequeño  brazo  norte . 


Prueba 

La  producida  por  ambas  partes  es  la  testimonial. 

Los  testigos  del  demandante  Pavón,  Aguirre,  Ortiz,'  Cuello, 
Herrera,  Felipe  y  Valeriano  Mejía,  declaran  la  segunda  pre- 
gunta del  interrogatorio :  que  es  cierto  que  el  señor  Tillard 
hace  atravesar  con  un  dique  ó  cordón  de  piedra  y  champa  el  brazo 
sud  del  rio,  desviando  con  este  trabajo  casi  toda  el  agua  de  él 
hacia  el  brazo  norte  para  hacerla  entrar  en  su  acequia. 

Los  testigos  Ortiz,  Mejías,  Felipe  y  Valeriano,  Sadago  y  He- 
rrera declarando  á  la  tercera  del  interrogatorio  dicen :  que  es 
cierto  que  Tillard  para  facilitar  más  la  desviación  del  agua 
del  tío  hacia  el  brazo  norte  del  mismo,  canaliza  y  ahonda  este 
sacando  la  piedra  que  forma  su  lecho. 

Valeriano  y  Felipe  Mejía^  Cuello,  Herrera,  declaran  á  la 
cuarta  pregunta  que  es  cierto  que  el  propietario  anterior  del 
moliüo  de  Tillard  jamás  hizo  ejecutar  los  trabajos  á  que  se 
refieren  las  preguntas  anteriores  dejando  siempre  espedito  el 
brazo  sud  del  rio  y  sin  canalizar  el  del  norte. 


Tillará 

Los  testigos  Cestac,  Amuchástegui,  Loza  y  Mejía  Valeriano 
declaran  á  la  segunda  del  interrogatrio,  que  es  verdad  que  el 
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antiguo  molino  de  Zavalía,  perteneciente  hoy  al  señor  Tillard 
ha  usado  para  su  esplotacion  del  agua  del  Bio  Primero  desde 
mucho  tiempo  antes  que  se  estableciera  el  de  Don  Adolfo  Roque, 
hoy  de  propiedad  de  Carreras. 

A  la  tercera  pregunta  del  interrogatorio  declara  el  testigo 
Gestac,  que  desde  que  adquirieroo  el  molino  hasta  el  año  73,  en 
que  se  separó  de  Tillard,  se  servían  sin  limitación  del  agua  del 
rio  atajándola^  en  tiempo  de  escasez  en  todo  el  ancho  de  su 
cauce,  agregando  á  solicitud  contraria  que  cuan  i  o  compraron 
el  dicho  molino,  había  en  el  brazo  sud  del  rio  algunas  estacas 
ralas^  sin  rama  ni  piedra  lo  mismo  que  en  la  banda  norte,  pero 
que  estas  eran  más  tupidas  y  que  ellas  daban  á  entender  que 
hasta  allí  se  atajaba  el  agua. 

El  testigo  Amuchástegui  dice  que  la  toma  de  Zavalía  no  re- 
cordaba que  atravesase  todo  el  rio,  pero  que  está  seguro  atra- 
vesaba ol  brazo  norte. 

Costestando  á  la  tercera,  dice  que  siempre  se  valieron  del  di- 
que de  la  banda  norte  para  represar  el  agua,  y  que  no  ha  cono** 
cido  la  estacada  rala  del  brazo  sud. 

Contestando  á  la  misma,  dice  el  señor  Loza :  que  la  toma 
atravesaba  todo  el  rio,  no  recordando  que  este  se  dividiera  en 
dos  brazos. 

Pavón  dice  sobre  la  misma  pregunta :  que  hace  doce  6  quince 
años  que  el  declarante  conoce  la  toma  de  Zavalía,  que  había 
visto  un  dique  permanente  en  el  brazo  norte,  no  habiendo  visto 
dique  ni  estaca  en  el  del  sud ;  que  había  oido  que  cuando  Tillard 
necesitaba  más  agua  atajábala  del  brazo  sud  con  piedras,  arena 
y  champa.  A  la  cuarta  pregunta  declaran  los  testigos  Cesfcac, 
Amuchástegui,  Loza  y  Pavón,  que  las  tomas  de  Torres,  de  Boque 
y  otros  atravesaban  todo  el  ancho  del  rio. 
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Inspección  ocular 

A  treinta  metros  más  6  menos  del  punto  en  que  el  rio  se  di- 
vide en  dos  brazos,  hay  en  la  ribera  sud  del  brazo  norte  una 
cantidad  de  piedra  acordonada,  manifestando  Croussell  que  se 
estrae  esa  piedra  para  limpiar  ese  brazo.  La  antigua  toma  del 
molino  de  Zavalía  está  á  cuadra  y  media  más  ó  menos  y  hacia 
abajo ;  la  que  atraviesa  todo  el  brazo  norte.  Gavier  confiesa  qne 
su  toma  está  más  abajo  que  la  de  Tillard  y  que  atraviesa  todo 
el  rio. 

A  legatos  de  bien  probado 

Gavier  sostiene  haber  probado  que  Tillard  hace  trabajos  en  el 
brazo  sud  de  represa  de  las  aguas,  y  de  ahondamiento  del  bra- 
zo norte,  que  esas  tomas  le  quitan  naturalmente  el  uso  del 
agua^  como  se  comprende,  en  virtud  de  leyes  hidrodinámicas 
al  hecho  de  haber  probado  que  se  hace  dicha  toma  y  trabajos. 

Que  de  la  inspección  ocular  resulta  que  los  trabajos  que 
hace  Tillard  no  son  los  mismos  que  han  existido  y  que  la  toma 
de  Zavalía  fué  en  el  brazo  norte  y  cuadra  y  media  más  abajo, 
y  que  por  la  naturaleza  del  terreno  era  imposible  que  esa  toma 
abrazara  todo  el  rio. 

Alega  que  aún  suponiendo  qne  Tillard  presentase  las  conce* 
sienes  que  dice  tener ;  que  suponiendo  también  que  ellas  ema- 
nasen de  autoridad  legal  y  en  virtud  de  una  ley,  ello  no  sería 
suficiente  para  sostener  hoy  un  derecho  civil  que  no  está  regido 
ni  implícitamente  por  el  Código  Civil  y  contra  sus  propias 
disposiciones. 

Entra  el  demandante  á  estudiar  el  punto  de  derecho  y  ale- 
ga: que  siendo  los  rios  cosas  públicas  no  pueden  tener  sobre 
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ellos  ningan  derecho  los  particulares ;  que  ni  el  derecho  de  aso 
y  goce  pueden  tener  los  particulares  de  un  modo  perfecto,  por- 
que tal  uso  importaría  una  enagenacion ;  que  solo  tienen  un 
derecho  igual  á  los  demás  para  el  goce  del  agua  pero  sin  prefe- 
rencias de  ningún  género,  y  sometido  á  los  artículos  2642, 
2643,  2644  y  2646  del  Código  Civil ;  que  el  estado  tradicional 
de  cosas  que  alega,  nada  vale,  pues  las  cosas  públicas  no  son 
susceptibles  de  prescripción  y  ni  aún  de  posesión  jurídica;  que 
sí  con  esa  fórmula  quiere  decir  que  él  recibió  las  cosas  en  ese 
estado,  tampoco  eso  le  daría  un  título  á  su  favor,  pues  que  á  su 
causante  le  son  aplicables  las  mismas  disposicranesqae  áél,  este 
no  ha  podido  trasmitirle  un  derecho  mejor  y  más  estenso  que 
el  que  él  mismo  tenía;  que  Tillard  no  puede  fundarse  en  el 
artículo  2643  para  hncer  los  trabajos  que  practica,  pues  que 
ese  artículo  se  refiere  á  cosas  y  casos  diversos. 

Tillard  contesta  en  su  alegato  de  bien  probado,  que  está  le- 
galmente  comprobada  la  anterioridad  del  molino  de  Zavalía 
respecto  del  de  Gavier;  y  que  aquel  usó  de  toda  el  agua  necesa- 
ria para  hacerlo  funcionar,  como  también  que  el  año  67  los 
señores  Cestac  y  Tillard  construyeron  la  toma  que  hoy  existe, 
la  que  consistía  en  un  dique  permanente  en  el  brazo  norte  y 
otro  suplementario  en  el  snd ;  que  desde  entonces  hace  la  lim- 
pieza del  rio  cuando  es  necesario  y  que  no  son  ciertos  los  traba- 
jos de  ahondamiento  del  brazo  norte ;  que  la  prueba  testimonial 
es  insuficiente  para  demostrar  que  los  trabajos  que  practican 
son  otra  cosa  que  simple  limpieza  del  rio;  que  el  demandante 
no  puede  pretender  alterar  la  forma  en  que  toma  el  agua  y  la 
ha  tomado  desde  antes  de  la  promulgación  del  Código  Civil, 
forma  que  fué  siempre  respetada  por  el  demandante;  que  tiene 
á  su  favor  una  de  las  más  antiguas  concesiones  de  agua,  y 
que  el  Juez  puede  pedir  para  mejor  proveer,  si  lo  cree  nece- 
sario. 

Concluye  diciendo:  que  los  estremos  denunciados  y  la  condi- 
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cion  de  ribereño  superior,  le  atribuyen  un  perfecto  derecho  á 
mantener  el  estado  de  cosas  cual  se  ha  observado  hasta  hoy  y 
respetar  por  el  demandante.  (Ley  provincial  de  2  de  Diciembre 
del  81,  y  18,  título  23,  partida  3«), 


Y  considerando :  Grave»  y  difíciles  cuestiones  se  presentan 
á  la  resolución  judicial,  cuestiones  varias  de  ellas  en  que  los 
más  sabios  intérpretes  de  la  ciencia^  se  encuentran  en  completa 
discrepancia.  Legislaciones  de  distintas  épocas  y  aún  de  diversas 
naciones  deben  suministrarnos  los  elementos  desús  resoluciones 
en  las  cuales  se  toca  el  terreno  del  derecho  público,  del  adminis- 
trativo y  del  civil. 

El  demandante  se  funda  principalmente  en  que  Tillard,  aún 
suponiendo  que  tuviera  concesión  para  hacer  los  trabajos  que 
ejecuta  y  que  esas  concesiones  fuesen  fundadas  en  ley,  ellas  no 
podrían  tener  efecto  hoy,  bajo  el  imperio  del  Código  Civil,  que 
declara  los  rios  bienes  públicos  del  estado. 

El  demandado  se  funda  en  antiquísimas  concesiones  que  le 
autorizan  á  levantar  el  agua  del  rio  para  mover  su  molino  usan- 
do de  toda  la  que  para  ello  le  fuese  necesario,  lo  cual  y  su  con- 
dición de  ribereño  anterior  y  superior,  hace  que  el  demandante 
no  pueda  pretender  que  destruya  un  estado  de  cosas  anterior  á 
la  vigencia  del  Código  Civil. 

Surgen  pues  necesariamente  desde  luego  las  siguientes  graves 
cuestiones,  que  estudiaremos  detenidameute  para  dar  la  solu- 
ción parcial  que  les  corresponde,  pues  algunas  de  ellas  deben 
ser  materia  de  la  parte  dispositiva  de  esta  sentencia.  Estas 
cuestiones  son : 

1®  ¿  Tiene  el  señor  TíUard  concesión  positiva  que  le  autorize 
&  usar  del  agua  del  rio  ? 
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^  ¿  Tiene  Tillard  derecho  preferente  en  las  agaas  del  rio  ? 

S""  £1  dique  que  Tillard  estiende  en  todo  el  ancho  del  rio, 
¿  debe  declararse  ilegal  á  solicitad  de  Gavier  ? 

4^  ¿Tiene,  por  último,  el  señor  Gavier  derecho  para  pedir  que 
Tillard  suprima  ó  deje  de  construir  el  dique  sud  en  los  tiempos 
de  escasez  ?  Tales  son  las  cuestiones  que  nos  toca  resolver  para 
dar  solución  á  este  juicio. 

Pero  previamente  necesitamos  estudiar  si  es  al  Poder  Judi- 
cial ó  es  al  Administrativo  al  que  le  compete  conocer  en  esta 
clase  de  juicios  por  tratarse  del  uso  j  goce  del  agua  pública 
verificado  en  virtud  de  concesiones  administrativas. 

XTn  ribereño  se  quejado  que  otro,  con  un  dique  que  se  supone 
hecho  en  virtud  de  una  concesión  administrativa,  le  causa 
perjuicio  privándole  que  goce  él  también  del  derecho  que  tiene 
á  la  misma  cosa :  el  agua  de  un  rio. 

Para  dar  solución  á  esta  cuestión  prejudicial,  necesitamos 
averiguar  previamente  qué  clase  de  derechos  son  los  que  esta 
concesión  afecta ;  pues  es  doctrina  general  sostenida  por  los 
jurisconsultos,  que  solo  en  el  caso  en  que  están  afectados 
derechos  civiles  ó  en  que  se  alega  la  violación  del  fondo  mismo 
de  este  derecho,  ó  su  forma  siquiera,  corresponde  el  caso  á  la 
jurisdicción  de  los  Tribunales.  (Demolonbe,  tomo  11,  número 
i93;  Colmeiro,  número  1335;  Laurent,  tomo  7^,  317  y  siguie- 
tes ;  Laferriére,  tomo  1^,  página  715). 

Además,  la  tutela  administrativa  que  tiene  el  estado  sobre  los 
tíos,  comprende  según  Laferriére  tres  prerogativas :  1®  derecho 
de  reglamentación ;  2^  facultad  de  ordenar  el  sostenimiento  de 
los  canales  (curage)  por  medida  general ;  3^  derecho  de  conce- 
sión. Sobre  cada  uno  de  estos  derechos  rueda  la  actividad  de  la 
administración,  j  su  competencia  jurisdiccional  está  también 
determinada  por  estas  prerogativas. 

Pero  las  cuestiones  sub  judice  no  tocan  para  nada  estos  actos 
administrativos,  no  se  trata  de  pedir  se  modifique  la  altura  de 
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las  aguas,  ni  que  se  obligue  á  los  otros  ribereños  al  manteni- 
miento del  acneducto;  no  se  trata  en  una  palabra,  de  hacer  valer 
derechos  concedidos  por  la  administración  ni  menos  que  se 
cumplan  los  reglamentos  generales. 

Se  trata  de  la  privación  del  derecho  civil  de  tiso  y  goce  que 
tienen  todos  los  particulares  sobre  los  nos  públicos  ;  derechos 
que  aunque  tengan  sn  existencia  positiva  de  nna  concesión,  no 
es  esta  sino  la  ley  el  origen  verdadero  de  ellos  ;  no  es  por  último 
el  interés  público  el  perjudicado  en  este  caso,  es  solo  y  esclusi- 
vaniente  en  virtud  de  su  derecho  particular  que  se  presenta  el 
señor  Gavier  contra  el  señor  Tillard. 

Es  pues,  la  autoridad  judicial  la  competente  para  entender 
en  la  presente  causa. 

Resuelta  esta  cuestión  previa  que  determina  la  competencia 
del  Poder  Judicial  para  conocer  en  esta  causa,  entremos  en  h1 
estudio  de  las  cuestiones  de  fondo  que  ella  abraza. 


II 


¿Tiene  el  señor  Tillard  concesión  positiva  que  le  autorice  á  usar 
del  agua  del  rio  ?  Dada  la  posición  que  ha  tomado  en  el  juicio 
la  parte  de  Gavier,  tal  vez  fueranos  lícito  prescindir  de  esta 
averiguación,  pues  él  supone  y  da  por  sentado  que  Tillard  tenga 
dicha  concesión  de  un  modo  completo.  Pero  para  proceder  con 
mejor  conocimiento  de  las  cosas,  pedimos  por  decreto  de  foja 
59  para  mejor  proveer,  presentase  Tillard  la  referida  concesión 
que  repetidas  veces  había  manifestado  tener,  y  á  foja  60  pre- 
senta el  documento  que  la  contiene  y  que  es  al  mismo  tiempo  el 
título  de  los  campos  que  posee  á  dos  leguas  de  esta  ciudad  hacia 
el  poniente  y  en  los  cuales  existe  su  molino. 

Según  dicho  documento,  Don  Ángel  de  Peredo,  gobernador  y 
capitán  de  esta  provincia  de  Tuouman,  hizo  merced  en  el  año 
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i 672  á  favor  del  capitán  Don  Sebastian  de  Adato  y  Cabrera  de 
las  sobras  de  tierras  yermas  y  despobladas  desde  Saldan  hasta 
Cabinda,  de  oriente  á  poniente  y  de  norte  á  sud,  desde  lo  del  ca- 
pitán Antonio  de  las  Casas  hasta  el  rio  de  la  ciudad,  con  el  agua 
suficiente  de  dicho  rio  para  el  cultivo  y  labranza  de  dichas  tierras; 
esprésase  en  la  concesión,  que  se  hace  merced  de  las  tierras 
anteriormente  espresadas,  con  el  agua  que  necesitase  y  pudiese 
sacar  del  rio  para  vuestros  ganados  y  sementeras  y  todo  ello  sin 
Derjuicto  de  tercero  que  mejor  derecho  tenga  á  dichas  tierras. 

Tales  son  los  títulos  que  se  han  trasmitido  hasta  Tillard  que 
en  forma  legal  presenta  para  acreditar  el  derecho  que  tiene  á 
usar  del  agua.  Ellos  le  autorizan  para  usarla  en  la  estension  de 
sus  necesidades. 

El  señor  N.  Zavalía  construyó  el  molino  que  hoy  posee  el  de- 
mandado, quien  lo  adquirió,  según  consta  de  autos  el  año  1867. 

De  lo  espuesto  resulta  que  el  señor  Tillard  tiene  un  derecho 
de  aguas  que  le  autoriza  á  usar  las  del  rio  en  cuanto  necesitare  y 
pudiera  sacarlas. 

¿  Pero  esta  concesión  lo  autoriza  para  modificar  la  forma  y 
aún  la  estension  de  la  toma  que  recibió  de  Zavalía  ?  Desde  que 
la  merced  es  general  y  amplia  en  sus  términos,  desde  que  ella 
no  espresa  la  forma  en  que  debe  levantarse  y  usarse  del  agua ; 
desde  que  ella  autoriza  ampliamente  al  concesionario  para  usar 
del  agua  que  necesitase  y  pudiera  sacar,  es  claro  que  no  violando 
las  leyes  vigentes  al  tiempo  de  la  concesión,  son  sus  necesidades 
las  únicas  que  determinan  la  manera  de  usarse  del  agua.  Pero 
debemos  preguntarnos,  y  si  esa  forma  de  toma  ofrece  perjudicar 
los  derechos  del  señor  Gavier,  como  efectivamente  está  demosr 
irado  que  lo  perjudica,  ¿  no  debe  declararse  su  ilegalidad  ? 

Esto  nos  lleva  á  tratar  otra  importantísima  cuestión  que  nos 
habíamos  propuesto,  pero  antes  debemos  resolver  siquiera  sea 
de  paso  esta  otra,  porque  también  ha  sido  motivo  de  contro- 
versia en  este  pleito  y  es  la  que  sigue. 
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sino  á  la  reglamentación  de  los  lotes  de  tierra  para  diversas 
clases  de  ganados  en  la  ciudad  de  Santo  Domingo. 

La  ley  7*^  del  mismo  título  nos  facilita  la  interpretación  qne 
acabamos  de  hacer  de  la  5**. 

Esta  ley  dice :  <  los  montes,  pastos  y  aguas  contenidas  en  las 
mercedes  que  estumesen  hechas  ó  hiciésemos  de  señorío  en  las 
Indias,  deben  ser  comunes  á  los  españoles  é  indios  ». 

Cierto  es  que  por  reales  ordenes  de  1536,  1563  y  1596,  se 
facultaba  á  los  virreyes  para  que  pudieran  hacer  mercedes, 
pero  en  primer  lugar,  en  esas  leyes  que  lo  eran  especialmente  la 
7%  libro  4%  título  6°  y  la  i\  libro  4%  título  12,  no  se  habla  de 
mercedes  de  agua;  y  en  segundo  lugar,  esas  mercedes,  caso  que 
se  hicieran,  estarían  sujetas  á  las  restricciones  y  vigilancia  de  la 
autoridad. 

De  cualquier  manera  que  fuese,  las  referidas  leyes  son  de  1541 
y  1550  y  posteriormente  á  esa  fecha,  data  el  derecho  de  la  mer- 
ced de  Adaro.  Luego  este  no  ha  podido  ser  reservado  al  dictarse 
aquella  por  ser  posterior  ni  después  de  ella  se  podría  conceder 
derechos  de  propiedad  en  las  aguas. 

El  señor  Eoss  Eiosa  en  su  importante  libro  Leyes  de  Agua, 
trascribe  el  informe  de  la  Comisión  redactora  de  la  ley  de  1879 
y  esta  Comisión  en  la  nota  primera  al  título  Aprovechamiento 
de  las  aguas  públicas  dice  :  <  Por  eso  la  Comisión  no  reputa 
jamás  á  los  concesionarios  de  aguas  públicas,  como  verdaderos 
dueños  de  estas  ni  aún  después  de  separadas  de  sus  cauces  natu- 
rales, sino  como  meros  usuarios  limitados  al  objeto  para  que 
se  les  concedieran  y  sujetas  siempre  á  la  vigilancia  de  la  admi- 
nistración encargada  de  precaver  todo  abuso  y  desperdicio.  No 
es  nueva  esta  doctrina,  sino  consagrada  por  los  siglos,  especial- 
mente en  aquellas  provincias  donde  son  más  codiciados  y  esme- 
rados los  aprovechamientos  de  aguas. 

La  antigua  legislación  foral  de  Valencia  ofrece  repetidas 
pruebas  de  que  los  reyes  se  reservaban  siempre  la  suprema 
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vigilancia  sobre  los  aprovechamientos  de  las  agaas  públicas 
7  cuidaban  que  en  tiempo  de  escasez  se  distribuyeran  entre  los 
concesionarios  con  arreglo  á  sus  necesidades  y  á  lo  que  exijía  la 
pública  conveniencia. 

Así  pues,  aún  suponiendo  con  el  mismo  autor  (pág.  6)  que 
las  aguas  corrientes  fueran  consideradas  propiedad  de  los  seño- 
res, esta  propiedad,  es  decir,  la  de  los  mismos  señores,  estaba 
sujeta  á  la  suprema  vigilancia  y  distribución  que  hicieran  los 
reyes . 

De  lo  espuesto  resulta :  Que  dadas  las  leyes  vigentes  al  tiempo 
de  la  merced  de  Adaro,  este  título  no  ha  podido  trasmitirle  un 
derecho  esclusivo  y  perpetuo  del  agua^  sino  simplemente  un 
derecho  de  uso  y  goce,  reglamentable  y  disiribuible  por  el 
poder  público  según  las  públicas  conveniencias.  Y  que  aún 
mirada  la  cuestión  ante  la  legislación  Española  y  foral  de 
Valencia  aún  los  señores  propietarios  del  agua  estaban  someti- 
dos á  la  suprema  vigilancia  de  la  autoridad. 

Siendo  este  el  derecho  de  Tillard,  ¿  puede  ser  modificada  la 
cantidad  de  agua  que  levanta  actualmente  en  virtud  del  artículo 
2646  del  Código  Civil  ? 

En  primer  lugar,  esta  es  una  disposición  de  interés  público: 
el  agua,  elemento  de  vida  y  de  riqueza  pública,  estuvo  siempre  y 
está,  bajo  del  dominio  público:  la  administración,  interesada  en 
el  desarrollo  de  la  agricultura  é  industria,  es  la  que  distribuye  y 
reglamenta  el  uso  de  dichas  aguas.  (Segovia  al  artículo  648). 

En  la  legislación  de  Indias,  hemos  visto  que  eran  comunes  lo 
mismo  que  en  la  española,  y  aún  en  el  Eeino  de  Valencia  que 
podía  ser  propiedad  de  los  señores,  el  estado  tenía  el  poder  de 
reglamentar  su  uso  y  distribuirle. 

No  tiene  pues  Tillard,  un  derecho  de  propiedad  sobre  el  agua 
que  necesita  para  su  artefacto,  sino  solamente  un  derecho  de 
uso  y  goce  susceptible  de  ser  reglamentado  y  aún  restringido 
en  mira  del  interés  público. 
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En  cuanto  á  la  legislación  actual,  tenemos  el  artículo  2342,  K^ 
3,  que  dice :  c  Son  bienes  públicos  del  estado  6  de  los  particula- 
res :  los  rios  y  sus  cauces  j  todas  las  aguas  que  corren  por  cauces 
naturales  > .  £1  artículo  2343  establece  c  que  las  personas  parti- 
culares tienen  el  uso  3*  goce  de  los  bienes  públicos,  pero  estarán 
sujetos  á  las  disposiciones  de  este  Código  j  á  las  ordenanzas 
generales  6  locales  »  y  para  hacer  la  distribución  equitatiya  del 
agua,  en  el  mayor  número  de  personas,  el  artículo  2646  pres- 
cribe que  no  puedan  hacerse  diques  que  atrayiesen  todo  el  ancho 
del  rio  ó  arroyo  ni  con  permiso  del  estado,  proTincia  ó  muni- 
cipalidad. El  Código  Rural  establece  lo  mismo  en  su  artí- 
culo 73. 

Bien.  El  señor  Segovia  dice  que  tanto  Freitas  como  las  leyes 
de  Indias  y  como  el  Código  de  Chile,  al  declarar  que  los  rios 
son  bienes  públicos,  dejan  á  salvo  los  derechos  de  los  particu- 
lares. 

¿  Por  qué  no  ha  dicho  lo  mismo  el  Doctor  Yelez  Sarsfield  ? 

El  Dr.   Cortés  en  el  tomo  I'',  página  577  de  sus   Vistas 
Fiscales  dice  que  porque  ya  tiene  consignado  en  el  Código  quo 
nadie  tiene  derechos  irrevocablemente  adquiridos  contra  leyes 
de  orden  público,  como  son  las  que  reglan  el  uso  y  distribución 
de  las  aguas. 

Creemos  inadmisible  esta  opinión  desde  que  pudiera  haber 
derechos  de  propiedad  adquiridos,  pues  que,  estos  ni  por  moti- 
vos de  orden  público  pueden  ser  suprimidos  sin  previa  indemni- 
zación y  espropiacion . 

Encontramos  la  razón,  en  que  estos  derechos  absolutos  sobre 
aguas  de  rios  no  han  existido,  y  caso  de  no  existir  no  lo  es  el 
de  Tillard  cuya  fecha  es  posterior  á  las  leyes  que  declaraban 
comunes  los  rios  en  las  Indias. 

£1  artículo  2646  debe  recibir  una  inmediata  aplicación  cuan- 
do no  se  invoque  en  su  contra  derechos  reales  absolutos  é 
irrevocables. 
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Tal  sacede  en  el  presente  caso. 

Se  podrá  objetar  qneel  que  en  virtud  de  ana  concesión  tiene 
nn  dique  que  atraviese  todo  el  rio,  tiene  el  derecho  de  conservarlo 
80  pena  de  producir  grandes  perjuicios  á  los  establecimientos 
industriales  fundados  sobre  el  título  de  esa  concesión. 

Pero  sobre  los  intereses  privados  están  los  de  la  sociedad.  Los 
particulares  no  pueden  oponer  títulos  de  uso,  concesiones  pre- 
carias 7  susceptibles  de  modificarse  á  las  leyes  de  orden  pú- 
blico. 

Culpa  sería  de  los  industriales  que  creyendo  absolutos  é  irre- 
vocables los  derechos  que  les  dan  las  concesiones,  hacen  estable- 
cimientos que  no  admiten  la  modificación  en  el  uso  de  las 
aguas.  Además,  el  uso  de  esos  diques  después  de  la  vigencia  del 
Código  Civil,  importa  la  tolerancia  ó  concesión  por  parte  de  las 
autoridades  locales  del  uso  de  una  cantidad  de  agua  mayor  que 
la  que  pueden  conceder :  la  que  represa  un  dique  en  toda  la 
estension  del  ancho  del  rio ;  pues  estas  autoridades  según  el 
artículo  citado,  no  pueden  permitir  tales  represas. 

Un  dique  en  estas  condiciones  debe  reducirse  á  pedido  de 
parte  interesada  á  la  estension  permitida  por  la  ley  civil, 

Y  decimos  de  parte  interesada  porque  el  señor  Gavier  goza 
de  una  concesión  de  aguas  la  que  se  perjudica  por  la  forma  y 
estension  de  la  toma  de  Tillard. 

Según  la  espresa  disposición  del  artículo  75  del  Código  Rural, 
todo  propietario  de  acequia  tiene  personería  para  pedir  que  los 
ribereños  superiores  reduzcan  sus  tomas  á  la  estension  permi- 
tida por  la  ley. 

El  señor  Gavier  es  un  tercero  perjudicado,  está  en  la  parte 
inferior  de  la  toma  de  Tillard,  este  vuelve  al  rio  las  aguas  más 
abajo  de  la  toma  de  aquel  y  siendo  poca  el  agua  en  el  invierno, 
Gavier  no  puede  mover  su  artefacto,  pues  Tillard  represando 
todo  el  rio,  la  lleva  á  su  acueducto. 

Y  el  mismo  título  de  Tillard  salva  el  derecho  de  tercero. 

T.  VIII  25 
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El  señor  Gavier  tiene  pues  derecho  de  pedir  qae  Til  lar  diimite 
su  toma  á  la  estension  única  permitida  por  la  ley,  y  este  dere- 
cho lo  tiene  no  porque  Tillard  no  tenga  derechos  preferentes  á 
los  SUJOS,  pues  hemos  aclarado  que  los  tiene,  sino  porque  en 
presencia  de  las  disposiciones  de  este  Código  tal  ostensión  de 
toma  es  ilegal. 

Respecto  del  argumento  de  Tillard,  de  que  Gavier  represa 
también  todo  el  cauce  del  rio,  este  lo  tiene  confesado,  pero  este 
Juzgado  nada  puede  proveer  al  respecto,  mientras  no  haya  caso 
contencioso  sobre  él. 

En  cui.nto  á  la  imposibilidad  que  se  manifiesta  é  insinúa  de 
que  dada  la  naturaleza  de  los  rios  de  esta  provincia,  es  imposible 
que  los  diques  se  hagan  hasta  la  mitad  de  ellos,  debemos  mani- 
festar que  no  encontramos  tales  disposiciones  sean  imposibles; 
al  contrario,  el  reciente  Código  Rural  ha  establecido  esto  mismo 
y  los  años  trascurridos  desde  el  Código  Civil  hasta  hoy  le  ha- 
brían dado  esperiencia  al  legislador  para  no  establecer  una  ley 
imposible.  Y  este  hecho  debió  ser  justificado  por  la  parte. 


Resumiendo  lo  dicho  en  este  capítulo  tenemos : 

1^  Que  por  las  leyes  españolas,  romanas  y  de  Indias,  vigen- 
tes al  tiempo  de  la  merced  de  Adaro,  fecha  del  título  del  deman- 
dado, los  ríos  eran  de  propiedad  pdblica  ó  común  y  sobre  ellos 
no  podían  los  particulares  tener  derecho  de  propiedad  ú  otro 
irrevocable  ó  absoluto ; 

2"^  Que  el  Código  Civil,  al  declarar  públicos  los  rios,  no  ha 
salvado  los  derechos  que  sobre  ellos  tuvieran  los  particulares ; 

3*"  Que  el  artículo  2646  del  Código  Civil  siendo  de  orden  pú- 
blico, es  retroactivo,  mientras  él  no  ataque  derechos  irrevo- 
cables ; 
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A^  Qae  Tillard  no  tiene  sobre  el  agua  del  Bio  Primero  tales 
derechos  sino  solamente  una  concesión  de  uso  j  goce  precario, 
reglamentable  j  que  no  le  da  ningún  derecho  contra  el  Estado 
general  ó  particular,  por  cuja  razón,  de  acuerdo  con  las  l^eyes 
citadas,  no  puede  mantener  el  dique  del  brazo  sud  legalmente ; 

5**  Que  este  Juzgado  nada  puede  declarar  sobre  el  dique  del 
señor  Gavier  mientras  no  haya  un  caso  contencioso ; 

6''  Que  la  pretendida  imposibilidad  de  que  los  diques  abar- 
quen solo  la  mitad  del  rio,  no  se  ha  justificado. 


VI 


Como  vamos  á  demostrarlo,  esta  es  la  jurisprudencia  con- 
sagrada p(ir  nuestra  Suprema  Corte  Nacional  y  por  nuestra  ley 
local  de  21  de  Diciembre  del  81. 

Conmotivodel  juicio  seguido  contra  la  provincia  de  Mendo- 
za por  D.  Pastor  Ovalle,  ante  esa  Suprema  Corte^  esta  en  sen- 
tencia de  25  de  Setiembre  del  año  86,  hace  las  siguientes 
declaraciones  que  copiamos  textualmente:  c3®  Que  con  arre- 
glo á  las  disposiciones  contenidas  en  las  leyes  6',  título 
28,  partida  3%  y  5",  título  17,  libro  4®,  Recopilación  de  Indias, 
y  artículo  2341 ,  Código  Civil,  los  rios  y  sus  cauces  como  to- 
das las  aguas  que  corren  por  cauces  naturales,  son  bienes  del 
dominio  público  respecto  de  los  cuales  los  particulares  no  tie^ 
nen  otro  derecho  que  el  del  uso  y  goce  con  sujeción  á  las  orde- 
nanzas generales  ó  locales  que  sobre  la  materia  se  dicten. 

€  4®  Que  es  incompatible  con  la  propiedad  imprescriptible  é 
inalienable  que  el  Estado  tiene  respecto  de  estos  bienes,  toda  pre- 
tensión de  un  derecho  á  perpetuidad,  perfecto  y  absoluto,  que 
importe  en  relación  al  primero  una  enagenacion  completa  de  sus 
derechos  de  jurisdicción  ó  de  administración  y  distribución. 

€  5^  Que  es  también  un  derivado  de  dichas  reglas  que  nadie 
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puede  tener  derechos  irrevocablemente  adquiridos  en  virtud 
de  conceswnes  anteriores  que  no  siendo  sino  actos  de  policía 
7  administración,  son  por  su  naturaleza  revocables  y  pueden 
ser  revocados  cuando  no  subsistan  los  motivos  porque  fueron 
hechos  6  cuando  el  interés  ó  las  necesidades  públicas  ezijen 
disposiciones  diferentes  j  aún  contradictorias  » . 

Como  se  vé,  el  Tribunal  Supremo  de  la  Nación,  cuyas  deci- 
siones soberanas  forman  una  jurisprudencia  obligatoria  para  ca- 
sos análogos,  no  puede  ser  más  esplícito. 

El  declara  que  ni  por  nuestras  leyes  ni  por  las  antiguas,  los 
aprovechamientos  conferían  á  los  concesionarios  otros  derechos 
que  el  de  uso  y  goce,  que  no  están  fundados  sino  en  actos  de 
policía  y  administración  y  que  por  lo  tanto,  pueden  por  su  na- 
turaleza ser  revocados,  cuando  el  interés  público  exija  dispo- 
siciones contradictorias  y  contra  las  cuales  nadie  puede  alegar 
derechos  irrevocablemente  adquiridos. 

Nuestra  ley  provincial  ya  citada,  dice  en  su  artículo  6** : 
«  Una  vez  concedido  el  permiso  para  levantar  el  agua,  no  podrá 
ser  retirado,  pero  podrá  ser  restringido  6  reglamentado  por  dis- 
posiciones generalas  >. 

El  artículo  8°  de  la  misma  establece  que  todo  permiso  para 
levantar  el  agua,  debe  ser  registrado  en  el  Departamento  Topo- 
gráfico y  los  que  á  la  promulgación  de  la  presente  ley  estuviesen 
en  posesión  de  ella  por  cualquier  título  de  que  no  se  hubiese  to- 
mado razón,  deben  registrarla  dentro  de  un  año,  so  pena  de  no 
ser  tenidos  en  consideración  al  otorgarse  nuetos  permisos. 

Esta  ley  es  tan  clara  y  terminante  como  el  importante  fallo 
que  acabamos  de  citar^  y  esta  como  aquel,  establecen  que  las 
concesiones  de  aguas  pueden  ser  reglamentadas  y  restringidas 
por  las  disposiciones  generales. 

Ahora  bien,  la  supresión  del  dique  del  sud  del  rio^  no  impor- 
ta en  manera  alguna  el  retiro  del  permiso  ó  concesión  de  Ti- 
llará, pues  ha  confesado  en  varias  ocasiones  que  durante  los 
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meses  de  verano  en  que  el  agua  no  falta,  no  represa  el  dicho 
brazo  sino  el  norte,  paes  que  no  tiene  necesidad  de  él,  haciendo 
este  dique  solo  en  los  meses  de  escasez*  lo  qu«  prueba  que  la  su- 
presión de  este  no  le  priva  por  completo  del  uso  del  agua,  sino 
que  la  restringe  á  los  meses  de  verano  solamente. 

Por  otra  parte,  el  Gobierno  local  desde  tiempo  inmemorial 
ejerce  el  derecho  de  policía  j  distribución  de  las  aguas  del  río, 
mandando  abrir  las  bocas-tomas  en  tiempos  en  que  el  interés 
público  lo  requiere,  y  estableciendo  turnos  para  uso  de  la  mis- 
ma 7  este  derecho  no  ha  sido  nunca  contestado,  al  menos  que 
sepamos,  ni  por  el  señor  Tillard  que  ha  siempre  comprometido 
en  esas  disposiciones. 

El  último  decreto  sobre  ella  tiene  la  reciente  fecha  de  24  de 
Agosto  del  corriente  y  dice  así : 

cArt.  i^ — Hasta  nueva  disposición  nadie  podrá  levantar  el 
agua  del  rio  primero  para  la  irrigación,  por  más  de  diez  dias  en 
cada  mes. 

€  Art.  2''.  —  Desde  el  I*'  de  Setiembre  regirán  las  tomas  si- 
tuadas  entre  la  ciudad  y  la  Calera  y  después  las  de  la  parte  baJ5 
de  la  ciudad. » 

Si  el  Poder  Ejecutivo  Provincial  tiene  este  derecho  derivado 
de  la  ley  civil  que  se  lo  da,  ¿cómo  no  ha  detenerlo  la  misma 
ley  general  de  quien  emana  ? 

Creemos  haber  demostrado  que  el  dique  que  Tillard  estienda 
á  ambos  brazos  del  rio  es  ilegal,  y  este  debe  ser  reducido  á  uno 
solo  6  sea  á  mitad  del  rio,  quedando  así  resuelta  la  cuestión  que 
nos  habíamos  propuesto. 

VII 

En  vista  de  lo  dicho,  ¿el  poder  judicial  tiene  facultades  para 
ordenar  la  destrucción  de  parte  de  un  dique  consentido  por  el 
Poder  Ejecutivo  Administrativo  ? 
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Por  estas  consideraciones  y  otras  que  se  omiten,  defínitira- 
mente  juzgando,  fallo : 

1°  Que  el  señor  Carlos  Tillard  debe  dejar  completamente  li- 
bre el  brazo  sud  del  rio  en  el  punto  en  cuestión,  destruyendo 
todo  trabajo  de  represa  que  existiera  y  pasara  de  la  mitad  del 
cauce  del  rio. 

2^  Que  él  mismo  debe  restablecer  el  cauce  y  nivel  natural  del 
brazo  norte,  volviendo  á  él  la  piedra  extraída  del  mismo  6  ex- 
trayéndola en  igual  forma  del  brazo  sud,  todo  en  el  término  de 
diez  dias.  Sin  especial  condenación  en  costas.  Hágase  saber 
con  el  original  y  lepóngase. 

C.  Moyano  Gacüúa, 


La  parte  de  Tillard  apeló  y  se  le  concedió  el  recurso  libre- 
mente. 

Espresando  agravios  el  Dr.  D.  Lucio  López  pidió  que  se  re- 
voque la  sentencia  apelada,  imponiéndose  las  costas  del  juicio 
al  demandante. 

Dijo :  que  la  base  de  todo  el  pleito,  era  el  auto  de  prueba ;  que 
ese  auto  declaró  la  prueba  á  cargo  de  Gavier,  y  fijó  los  puntos 
sobre  los  cuales  debía  ella  recaer,  mencionando  principalmente 
el  que  se  refiere  á  los  perjuicios  que  las  obras  que  se  dice  ejecu- 
tadas por  el  demandado  hayan  podido  ocasionar  al  actor ;  que 
la  prueba  de  este,  consistente  en  las  declaraciones  de  los  testi- 
gos y  en  el  resultado  de  la  inspección  ocular,  no  solo  no  acre- 
dita la  existencia  de  perjuicios,  sino  que  ni  siquiera  los  men- 
ciona ;  de  suerte  que,  aún  en  el  supuesto  de  que  todas  las  obras 
que  se  dicen  ejecutadas  por  Tillard,  lo  hubieran  sido  efectiva- 
mente, no  habría  en  realidad,  caso  alguno,  ni  cuestión  á  resol- 
ver;  que  no  puede  decirse  que  el  perjuicio  dimana  de  la  natura- 
leza de  las  obras  cuya  construcción  se  alega,  porque  la  prueba 
de  su  existencia,  no  es  la  del  daño  que  antojadizamente  se  atri- 
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buye ;  que  de  todas  maneras  Tillard  ha  exhibido  la  concesión 
otorgada  en  su  favor,  previos  los  informes  técnicos  del  caso  que 
deben  precedei la,  tanto  según  el  antiguo  derecho,  como  según 
el  vigente  (leyes  5*  y  8",  lib.  -4,  tít.  12,  R.  I.)  y  no  serían  nun- 
ca los  testigos  de  Gavier,  incompetentes  en  la  materia,  los  que 
podrían  servir  de  base  para  declarar  que  una  concesión  otor- 
gada en  forma,  es  origen  de  indebidos  perjuicios  á  terceros. 

Que  el  Juez  no  había  podido  prescindir  de  ordenar  un  ex&men 
pericial  en  el  caso  de  esta  cuestión,  porque  se  trata  de  materias 
especiales  agenas  á  sus  conocimientos,  como  lo  había  conside- 
rado siempre  la  jurisprudencia  de  los  tribunales,  y  lo  orde- 
naba el  artículo  161  del  Código  de  Procedimientos  de  la  Capi- 
tal ;  y  por  no  hacerlo  así,  había  apreciado  incorrectamente  las 
declaraciones  de  los  testigos  del  demandante,  deduciendo  de 
ellas  que  Tillard  canaliza  6  ahonda  el  brazo  norte  del  rio,  cuan- 
do él  sostiene  que  no  hace  sino  limpiarlo. 

Que  aún  cuando  las  partes  han  aceptado  en  primera  instancia 
la  competencia  del  Juzgado,  y  sería  tarde  para  oponer  la  es- 
cepcion  de  incompetencia,  debe  hacer  notar  que  se  trata  de  un 
caso  contencioso-administrativo,  como  lo  reconoció  el  deman- 
dante, ocurriendo  primero  ante  el  Poder  Ejecutivo  de  Córdoba ; 
sin  que  sean  atendibles  los  motivos  invocados  por  el  Juez  en 
contra  de  esto,  pues  aún  cuando  el  uso  de  las  aguas  públicas  es 
una  materia  reglamentada  por  el  Código  Civil,  ha  de  tenerse 
en  cuenta  que  la  cuestión  se  relaciona  especialmente  con  las 
concesiones  del  poder  administrador. 

Que  la  concesión  hecha  á  favor  de  Adaro,  es  decir,  la  misma 
de  que  se  trata,  ha  sido  considerada  en  diversos  juicios  y  en  to- 
dos ellos  se  le  ha  reconocido  la  amplitud  que  hoy  se  le  niega. 

Estos  juicios  son :  el  suscitado  en  1796,  entre  D.  Nicolás  Ca- 
brera 7  el  Cabildo  de  Córdoba,  por  querer  impedir  este  que 
aquel  sacara  acequia  más  arriba  de  la  toma  pública.  El  susci- 
tado á  principios  de  este  siglo  entre  D.  Miguel  Galán,  dueño  de 
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una  parte  de  la  Merced  de  Adaro  j  la  familia  de  Funes,  en  que 
se  discutió  el  mismo  punto.  El  que  se  originó  á  consecuencia 
de  haberse  perdido  la  sentencia  pronunciada  contra  el  Cabildo, 
entre  la  viuda  de  D.  Nicolás  Cabrera  y  el  Colegio  de  Huérfanas, 
terminado  por  sentencia  de  5  de  Noviembre  de  1819.  Y  final- 
mente, el  suscitado  ante  el  Juez  Federal  de  Córdoba,  entre  los 
hermanos  Ducasse,  cu; o  derecho  de  aguas  es  una  desmembra- 
ción de  la  misma  ni:^rced,  y  el  Dr.  D.  Teodomiro  Paez  y  la  Mu- 
nicipalidad de  Córdoba ;  pleito  en  que  se  consagró  el  más  anti- 
guo derecho  de  lo8;Ducasse  y  en  que  se  estableció  que  la  cláu- 
sula de  €  sin  perjuicio  >  en  una  concesión,  e^^  puramente  de 
forma,  que  no  hace  condicional  el  derecho  que  confiere,  y  el 
cual  se  encuentra  archivado  en  el  Juzgado  de  Córdoba,  siendo 
muy  oportuno  que  la  Suprema  Corte  lo  trajera  á  la  vista  si- 
quiera como  antecedente.  Que  los  mencionados  juicios  sirven 
para  probar  :  1^  el  reconocimiento  de  los  derechos  de  la  merced 
de  Adaro  en  favor  de  sus  actuales  sucesores;  2"*  el  derecho  de 
los  concesionarios  á  mantener  las  antiguas  tomas  y  construir 
otras  nuevas;  S'^  la  interpretación  clara  de  la  cláusula  de  «  sin 
perjuicio  >  y  que  figura  en  la  merced  de  Adaro ;  y  4"^  la  coexis- 
tencia de  esos  derechos  con  la  legislación  de  Indias  y  con  la  ac- 
tual, así  como  la  inutilidad  del  estudio  comparado  que  contie- 
ne la  sentencia. 

Que  las  leyes  antiguas  y  el  artículo  2646,  que  prohiben  el 
establecimiento  de  acequias  en  toda  la  estension  de  los  rios,  no 
pueden  considerarse  aplicables  al  rio  Primero  de  Córdoba,  áque 
se  refiere  la  cuestión,  porque  las  condiciones  especiales  de  este  y 
su  impetuosa  corriente  que  lo  convierte  más  bien  en  un  torren- 
te, lo  hacen  completamente  inhábil  para  la  navegación  y  la  flota- 
ción ;  y  entre  tanto  las  citadas  disposiciones  legales  no  consig- 
nan la  prohibición  sino  con  referencia,  según  la  espresion  de  las 
leyes  de  partidas,  á  los  rios  por  los  cuales  andan  los  hombres 
con  sus  navios ;  no  siendo  de  admitirse  la  suposición  de  que 
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eran  consecuencia  de  on  error  las  concesiones  que  diversas 
autoridades  hicieron  en  este*sentido  durante  siglos.  Qoe  el  Jaez 
ha  prescindido  de  las  declaraciones  de  los  testigos  j  de  la  inspec- 
ción ocular  en  la  parte  importante  en  qne  espresan  qne  no  solo 
la  de  Tillard  sino  las  otras  tomas,  incluso  la  de  G-avier,  ocupan 
toda  la  estension  del  rio,  por  ser  este  e¡  único  modo  de  que  puedan 
existir ;  y  recuerda  un  decreto  del  Gobierno  de  Córdoba  que  no  se 
aplica  allí  mismo,  respecto  de  la  industria  molinera  que  si  usa 
el  agua  la  devuelve  al  rio,  sino  al  riego,  que  la  consume. 

Que  el  Juez,  después  de  considerar  que  tiene  facultad  para 
mandar  destruir  una  concesión  hecha  por  el  poder  administra- 
dor, establece  que  la  de  Tillard  debe  hacerse  cesar,  porque  le 
fué  otorgada  sin  perjuicio  de  tercero ;  y  debe  hacerse  notar  que 
en  todo  caso  no  podría  ser  Gavier  el  tercero  á  que  alude  la  cláu- 
sula de  €  sin  perjuicio»,  puesto  que  su  concesión  es  muy  poste- 
rior á  la  de  Tillard ;  y  desde  que  aquella  cláusula  no  puede  en- 
tenderse referente  á  otros  terceros  que  á  los  que  tenían  dere- 
chos adquiridos  en  la  fecha  de  la  concesión  que  la  contiene,  de 
suerte  que  si  perjuicio  existe  por  la  escasez  del  agua,  no  ha  sido 
él  ocasionado  por  Tillard  sino  por  Gavier. 

Qne  si  bien  Gavier  no  ha  justificado,  como  ya  se  ha  aicho, 
que  se  le  infiera  perjuicio  alguno,  debe  notarse  que  él  ¡solo  se  re- 
fiere á  la  época  del  invierno,  en  que  escasea  el  agua  del  rio,  de 
donde  se  deduce  que  cuando  el  agua  no  escasea,  pueden  funcio- 
nar sin  inconveniente  los  molinos  de  las  dos  partes;  lo  que  de- 
muestra que  la  sentencia  sería  siempre  injusta,  pues  manda 
destruir  una  obra  cuando  solo  existe  una  cuestión  de  mera  poli- 
cía de  aguas  6  de  turno,  cuya  solución  corresponde  á  la  autori- 
dad administrativa. 

Acompañó  el  apelante  un  plano  que  demuestra  la  posición  de 
su  toma  y  la  de  Gavier,  y  pidió  por  un  otrosí  que  la  Suprema 
Corte,  para  mejor  proveer,  y  con  el  objeto  de  obtener  la  com- 
probación de  los  hechos,  se  sirviera :  1  ®  librar  oficio  al  Departa- 
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mentó  Topográfico  de  Córdoba,  para  que  informe  si  todos  6  la  ma- 
yor parte  de  los  diques  del  rio  Primero  abarcan  ambas  márgenes 
del  rio,  espresando  la  razón  pericial  6  científica  que  funda  la  for- 
ma de  esas  obras ;  y  si  es  cierto  que  la  actual  boca-toma  que  se 
está  construyendo  por  cuenta  delOobierno,  tiene  la  misma  forma 
y  estension  ;  y  2^  que  se  pida  al  mismo|Departamento  testimo- 
nio de  la  concesión  de  aguas  en  favor  de  Carreras,  6  Enrique 
Gavier,  de  cuyos  términos  jura  por  su  parte  tener  recién  conoci- 
miento. 

Acompañó  además,  manifestando  que  lo  hacía  sin  perjuicio  de 
los  pedidos  anteriores,  un  testimonio  de  la  concesión  adminis- 
trativa de  Gavier;  y  solicitó  también  que  en  vista  de  que  él 
molino  de  Gavier,  emana  de  D.  Juan  Eoqui,  se  pidiera  al  De- 
partamento Topográfico  de  Córdoba,  copia  de  la  concesión  qne 
para  establecer  molino  pidió  y  obtuvo  Roqui  por  el  año  1848,  y 
en  caso  de  que  no  exista  en  el  Departamento,  se  intime  á  Ga- 
vier  que  lo  exhiba. 

La  concesión  acompañada  con  la  espresion  de  agravios,  dice  así: 


Departamento  de  Gobierno. 

Córdoba,  Octubre  4  de  1883. 

Visto  lo  informado  por  el  Departamento  Topográfico,  concé- 
dese á  D.  Enrique  Gavier,  el  permiso  que  solicita,  para  conti- 
nuar haciendo  uso  de  la  acequia  de  su  propiedad,  con  la  cual  le- 
vanta el  agua  del  rio  Primero,  sirviéndose  paradar  movimiento  á 
un  molino  y  regar  un  terreno  de  su  propiedad ;  sin  perjuicio  de  las 
sacadas  anteriormente  y  de  conformidad  [con  las  prescripciones 
del  Código  Civil,  leyes  y  reglamentos  vigentes,  ó  que  en  ade- 
lante se  dictasen.  —  Tómese  razón  en  el  Departamento  Topo- 
gráfico, comuniqúese  al  interesado  y  archívese. 

Gil. 
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Conferido  traslado  de  la  espresion  de  agraTíos,  lo  contestó  el 
representante  del  demandante  pidiendo  que  se  confirmase  la 
sentencia  apelada. 

Después  de  referirse  á  los  antecedentes  de  la  cansa,  dijo :  que 
la  concesión  en  que  se  apoya  la  defensa  del  demandado,  presenta 
segnn  este  mismo,  el  inconveniente  de  haber  sido  espedida  sin 
intervención  del  Cabildo,  como  lo  marcaba  la  ley  5",  libro  A^'y 
título  12,  recopilación  de  Indias,  circunstancia  que  se  opone  á  su 
validez.  Que  además,  no  es  esa  una  concesión  especial  de  aguas, 
sino  una  declaración  de  que  el  agraciado  podía  servirse  del  agua 
del  rio,  semejante  á  la  que  contienen  todas  las  mercedes  de 
tierras  con  frente  á  los  rios .  Que  aún  considerada  como  una 
concesión  especial  de  aguas,  sería  de  tenerse  presente  que  según 
las  leyes  de  partidas,  los  rios  navegables  6  no,  eran  de  uso  pú- 
blico (11,  tít.  28,  P.  S^),  y  no  podía  hacerse  en  ellos  trabajos 
que  desviasen  el  curso  de  las  aguas  en  provecho  de  un  ribereño, 
pudiendo  el  perjudicado  reclamar  contra  esos  trabajos  (13,  tít. 
32,  F.  3*).  Que  estos  mismos  principios  establecieron  las  leyes 
de  Indias,  que  autorizaban  á  los  Yireyes  y  Grobernadores  para 
hacer  mercedes,  declarando  sin  embargo,  que  las  aguas  habían 
de  ser  comunes»  aún  respecto  de  las  mercedes  ya  hechas  (1*  y 
sigs.,  tít.  12,  lib.  4%  R.  L).  Que  ante  estas  disposiciones  vi- 
gentes á  la  época  de  la  merced  de  Adaro,  no  puede  sostenerse 
que  se  haya  conferido  á  este  una  especie  de  dominio  del  rio,  con- 
trario al  principio  de  la  comunidad  de  las  aguas,  y  si  se  hubiera 
hecho,  sería  nula.  Que  el  Código  Civil  conforme  con  la  legisla- 
ción anterior  á  este  respecto,  ha  repetido  sus  disposiciones 
(arts.  2340,  2642,  2645  y  2646).  Que  son  todos  estos  prin- 
cipios los  declarados  por  V.  E.  en  el  fallo  que  cita  la  sen- 
tencia apelada,  fallo  que  se  adapta  perfectamente  á  las  cir- 
cunstancias de  esta  causa,  y  ante  el  cual  no  ha  podido  el  ape- 
lante hacer  otra  cosa,  que  guardar  silencio. 

Que  no  tiene  razón  la  espresion  de  agravios,  al  aseverar  que 
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el  demandante  no  ha  producido  prueba  de  acuerdo  con  el  auto 
que  mandó  recibirla,  pues  la  ejecución  de  los  trabajos  fué  con- 
fesada en  la  contestación  á  la  demanda,  j  las  declaraciones  tes- 
timoniales producidas,  lo  fueron  á  mayor  abundamiento. 

Que  confesado  por  el  demandado  que  en  épocas  de  escasez  re- 
presa toda  el  agua,  colocando  champa  j  piedra  en  el  brazo  Sud 
para  hacerle  pasar  al  bruzo  norte;  y  teniendo  en  cuenta  que  el 
agua  así  represada,  vuelve  recien  al  rio,  más  abajo  de  la  toma 
deGavier,  no  puede  desconocerse  el  perjuicio  que  sufre  este, 
pues  viene  á  quedar  reducido  á  la  inmovilidad  por  falta  de  agua ; 
pndiendo  comprenderse  esto,  sin  necesidad  de  resolver  proble- 
ma alguno  de  ingeniería  hidráulica  que  haga  necesaria  la  peri- 
cia á  que  el  apelante  se  refiere. 

Que  la  incompetencia  que  en  la  espresion  de  agravios  se  opo- 
ne ai  Poder  Judicial,  para  conocer  en  esta  causa,  no  tiene  ra- 
zón de  ser  desde  que  las  disposiciones  del  Código  Civil  demues- 
tran la  competencia  de  ese  poder,  no  solo  cuando  se  trata  de  un 
conñicto  directo  entre  particulares,  sino  aúu  cuando  se  preten- 
de hacer  mérito  de  concesiones  administrativas,  llegando  los 
artículos  2645  y  46  hasta  declarar  insubsistentes  esas  conce- 
siones en  garantía  de  los  derechos  civiles  que  el  mismo  Código 
reconoce. 

Que  Gavier  no  ha  ocurrido,  como  lo  dice  el  apelante,  á  la  au- 
toridad administrativa,  y  por  eso  sin  duda,  nada  se  dijo  á  este 
respecto  en  la  contestación  á  la  demanda. 

Que  la  cuestión  de  competencia  está  también  resuelta  contra 
el  apelante  en  el  fallo  de  Y.  E.  ya  citado;  y  es  de  estra- 
ñarse  á  este  respecto  que  el  mismo  apelante  cite  una  senten- 
cia del  Juez  Federal  de  Córdoba  en  el  caso  de  Ducasse  con 
Paez,  haciendo  resaltar  su  importancia  por  la  ilustración  del 
Juez  que  la  pronunció  y  por  tratarse  de  la  misma  merced  de 
Adaro. 

Que  los  pleitos  citados  por  el  apelante,  en  que  se  ha  tratado 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  399 

esa  merced,  no  tienen  analogía  con  el  actnal,  siendo  de  notar 
que  en  el  de  Dncasse  7  Paez,  este  no  alegó  hecho  algnno  en  su 
perjuicio,  binó  que  la  construcción  por  Ducasse  de  una  nueva 
toma  más  arriba  que  la  suya,  podía  responder  á  un  plan  de 
perjudicarlo  quitándole  á  veces  el  agua,  mientras  que  en  este 
caso  se  trata  de  actos  ya  ejecutados  y  que  se  pretende  ejecutar 
en  adelante,  no  obstante  que  traen  la  consecuencia  de  paralizar 
el  molino  de  Gavíer. 

Que  la  calidad  de  torrentoso  atribuida  al  Rio  1®,  no  tendría 
importancia  por  la  circunstancia  de  que  en  el  punto  de  la  toma 
está  dividido  en  dos  brazos,  lo  que  permite  el  curso  de  las 
aguas  en  la  forma  establecida  por  la  sentencia,  es  decir,  atra- 
vesando Tillard  el  brazo  Norte  con  su  toma. 

Que  el  Rio  1®  permite  que  los  diques  se  construyan  solo  hasta 
la  mitad  de  él,  y  así  lo  demuestra  la  reciente  legislación  local 
que  ordena  que  así  se  haga. 

Que  la  distinción  que  se  hace  entre  los  rios  navegables  y 
no  navegables,  es  una  invención  que  carece  de  eficacia  desde 
que  las  aguas  de  los  rios  tienen  otras  aplicaciones  indepen- 
dientes de  la  navegación,  y  esas  otras  aplicaciones  han  sido 
tenidas  también  en  cuenta  al  establecer  la  ley  sus  prohibi- 
ciones. 

Que  el  Juez  no  ha  tenido  para  qué  tomar  en  cuenta  que 
Gavier  cruza  todo  el  rio  con  su  toma,  porque  no  se  trataba 
de  eso,  y  porque  puede  no  haber  interés  en  pedir  destruc- 
ción de  esa  toma,  como  por  ejemplo,  si  el  agua  es  repre- 
sada devolviéndola  en  un  punto  que  esté  todavía  más  arriba 
de  la  toma  siguiente,  de  manera  que  pueda  ser  aprovechada. 

Que  Gavier  no  ha  impedido  ni  impedirá  á  nadie  gozar  del 
agua  del  rio  tanto  como  él,  ni  ha  pretendido  ni  pretenderá  ha- 
cer lo  que  hace  Tillard,  es  decir,  a(  aparar  el  agua  para  supri- 
mir la  competencia  por  la  ruina  del  competidor. 
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Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Marzo  8  de  1890. 

Vistos :  Considerando  en  cuanto  á  la  competencia  jadicial 
para  el  conocimiento  de  esta  causa,  puesta  en  duda  en  esta  se- 
gunda instancia: 

Primero.  Que  las  cnestienes  suscitadas  en  ella  se  refieren  á 
intereses  puramente  privados,  y  se  hallan  regidas  por  las  dispo- 
siciones del  derecho  común,  teniendo  solo  por  objeto  la  aprecia- 
ción de  derechos  y  perjuicios  del  dominio  de  los  Jueces  civiles : 
se  declara  no  haber  lugar  á  las  objeciones  opuestas  sobre  tal 
punto. 

Considerando  en  cuanto  al  fondo : 

Segundo.  Que  la  existencia  de  los  hechos  afirmados  en  la 
demanda,  en  cuanto  se  refieren  á  la  ejecución  de  los  trabajos 
verificados  por  el  demandado  en  uno  y  otro  brazo  del  Rio  Primero 
de  Córdoba,  para  alzar  el  agua  para  su  molino,  teniendo  cons- 
truido en  el  del  norte  una  estacada  permanente  para  levantar 
toda  la  de  dicho  brazo,  y  construyendo  periódicamente  en  el  del 
sud,  en  las  épocas  de  escasez  de  agua,  un  dique  de  piedra  grande 
suelta  y  champa,  que  lo  atraviesa  en  toda  su  estension,  para 
desviar  en  tales  ocasiones  el  curso  de  la  de  este  brazo  y  llevarla 
igualmente  como  la  del  norte  á  su  propiedad,  se  halla  recono- 
cida esplícitamente  en  la  contestación  á  la  demanda,  y  resulta 
además  comprobada  por  las  declaraciones  de  fojas  veintidós  á 
veintiocho,  en  algunas  de  las  cuales  se  agrega  que  con  el  mismo 
propósito  de  desviar  hacia  el  brazo  norte  el  curso  del  agua  del 
rio  y  alzarla  en  la  mayor  cantidad  posible,  el  demandado  cana- 
liza ó  ahonda  dicho  brazo  sacando  de  él  la  piedra  que  forma  el 
lecho  de  las  aguas. 


\ 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  401 

Tercero.  Qne  de  estas  mismas  declaraciones  resulta  qae  por 
consecuencia  de  estos  trabajos,  el  demandado  alza  en  las  épocas 
de  escasez  de  agua  casi  toda  la  del  rio,  privando  en  consecuen- 
cia de  ella  al  establecimiento  del  demandante,  cuya  situación 
topográfica  especial  respecto  del  de  propiedad  de  Tillard,  según 
lo  demuestra  el  plano  de  foja  ciento  veinte  y  cuatro,  presentado 
por  este  mismo,  no  permite  á  aquel  utilizar  en  parte  alguna 
dicha  agua  después  de  usada  y  devuelta  al  rio  por  el  último^  en 
razón  de  bailarse  su  boca-toma  hacia  arriba  del  punto  de  desa*- 
güe  del  molino  del  demandado. 

Cuarto,  Que  no  se  ha  desconocido  formalmente  en  la  contes- 
tación á  la  demanda  ni  posteriormente  en  la  primera  instancia, 
que  este  estado  de  cosas  creado  por  los  hechos  del  demandado 
perjudique  los  intereses  del  demandante,  dificultando  el  fun- 
cionamiento regular  de  su  molino  en  las  épocas  mencionadas 
de  escasez  de  agua,  y  aún  cuando  ella  se  ha  puesto  en  duda  en 
esta  segunda  instancia,  debe  tenerse  sin  embargo  como  cierto, 
tanto  por  el  silencio  observado  antes  á  su  respecto,  cuanto  por- 
que, si  según  espresa  el  demandado,  no  le  es  dado  á  él  mover  su 
establecimiento  sin  alzar  el  agua  en  las  proporciones  que  lo 
hace,  cuando  ella  es  escasa,  no  puede  haber  motivo  para  dudar 
que  el  demandante  esté  imposibilitado  de  poner  en  movimiento 
el  suyo  en  esas  mismas  épocas,  disponiendo  solo  de  las  filtra- 
ciones que  le  permiten  usar  los  trabajos  extraordinarios  de  su 
contrario. 

Quinto,  Que  el  apelado  solo  presenta  en  apoyo  de  estos  hechos 
el  título  de  concesión  de  unas  tierras  otorgada  en  cuatro  de 
Marzo  de  mil  seiscientos  setenta  y  dos  por  el  Oobetnador  y 
Capitán  general  de  la  provincia  de  Tucuman  á  favor  de  Don 
Sebastian  Adaro  y  Cabrera  de  quien  dice  derivar  sus  derechos, 
en  el  cual  se  espresa  que  se  conceden  á  aquel  dichas  tierras  con 
el  agua  que  necesitase  y  pudiese  sacar  del  rio  para  sus  ganados 
7  sementeras. 

T.  VIII        -  26 
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Sesío,  Que  admitiendo  como  cierto  el  hecho  del  traspaso  de 
los  derechos  del  titular  originario  de  esta  concesión  á  favor  del 
demandado,  debe  observarse  sin  embargo  con  el  título  mismo 
de  dicha  merced,  que  ello  es  acordado  solo  para  la  bebida  de  los 
ganados  y  la  irrigación  de  los  campos  de  su  referencia,  y  que 
aplicándola  á  usos  distintos  de  aquellos  para  que  fué  concedida, 
si  tienen  ellos  por  resultado  absorber  en  su  casi  totalidad  el 
agua  del  rio  los  terceros  á  quienes  se  prive  del  uso  legitimo  de 
estas,  tienen  derecho  á  oponerse  á  tal  forma  irregular  de  em- 
plearla. 

Sétimo.  Que  el  derecho  á  alzar  el  agua  á  que  esa  concesión 
se  refiere,  no  acuerda  tampoco  ni  lleva  como  inherente  necesa- 
riamente consigo  el  de  hacer  obras  ó  construcciones  en  el  lecho 
todo  del  rio  perjudicando  el  derecho  natural,  el  interés  justo  y 
razonable  de  los  co-ribereños  y  prescindiendo  además  de  las 
leyes  y  disposiciones  relativas  al  uso  y  régimen  de  las  aguas 
públicas  eu  reserva  de  las  cuales  debe  en  todo  caso  entenderse 
hecha  aquella. 

Octavo.  Que  en  defecto  de  un  concesión  esplícita,  el  modo  y 
las  condiciones  de  la  existencia  del  derecho  del  demandado  de- 
bería ser  reglado  según  su  posesión,  en  el  supuesto  de  que  esta, 
por  larga  que  fuere,  pudiese  fundar  algún  derecho  tratándose  de 
bienes  de  uso  público,  y  no  ha  justificado   tampoco  tenerla 
suficientemente  caracterizada  y  escluyente,  resultando  al  con- 
trario que  hasta  mil  ochocientos  sesenta  y  nueve  en  que  el 
apelante  hubo  por  compra  el  molino  actualmente  de  su  propiedad, 
según  se  afirma  á  foja  ciento  cincuenta  y  tres,  los  propietarios 
de  este  jsmás  utilizaron  el  agua  del  brazo  sud  del  rio  para  mo* 
verlo,  alzando  solo  la  del  brazo  norte,  y  que  únicamente  después 
de  aquella  fecha,  ó  sea  después  de  la  compra  del  establecimiento 
por  el  demandado,  sin  que  aparezca  con  la  debida  evidencia  si 
antes  de  la  vigencia  del  Código  Civil,  comenzó  aquel  á  verificar 
en  las  épocas  de  escasez  de  agua  y  sin  autorización  especial  para 
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ello,  los  trabajos  extraordinarios  y  accidentales  que  dan  lagar 
á  la  cuestión,  alzando  por  medio  de  ellos  el  agua  del  brazo  sud 
del  rio. 

Noveno.  Que  nada  hay  por  consiguiente,  en  favor  del  apelante, 
ni  título  cumplido  ni  posesión  bastante  que  justifiquen  la  conti- 
nuación de  los  trabajos  enunciados  y  k  variación  pretendida 
en  el  uso  y  distribución  de  las  aguas  primitivamente  estable- 
cido, en  oposición  á  la  disposición  del  Código  Civil  que  prescri- 
be que  ni  con  licencia  del  Estado,  Provincia  ó  Municipalidad 
podrá  ningún  ribereño  estender  sus  diques  de  represas  más  allá 
del  medio  del  rio  6  arroyo,  y  que  reproduce  el  Código  Rural 
de  la  provincia  de  Córdoba  estableciendo  que  c  nadie  puede 
levantar  más  de  la  mitad  del  agua  que  lleve  el  rio  ó  arroyo 
á  la  altura  de  su  toma,  á  menos  que  se  lo  permita  una  ley 
especial » . 

Décimo.  Que  la  continuación,  finalmente,  de  aquellos  traba- 
jos después  de  la  sanción  del  Código  Civil  no  ha  podido  tampoco 
consagrar  derecho  alguno  en  favor  del  apelante,  por  tratarse  de 
disposiciones  de  orden  público  y  de  carácter  prohibitivo,  contra 
las  cuales  ya  por  su  naturaleza,  ya  por  el  objeto  sobre  que 
recaen,  no  es  posible,  aún  prescindiendo  de  los  derechos  y  pose- 
sión co-existente  del  demandante,  prescripción,  ni  otro  modo 
de  adquisición  común. 

Por  estos  fundamentos  y  los  concordantes  de  la  sentencia 
apelada  de  foja  sesenta  y  nueve:  se  confirma  con  costas  dicha 
sentencia,  con  declaración  de  que  ella  debe  entenderse  sin  per- 
juicio de  los  derechos  que  acuerda  al  apelante  el  artículo  dos  mil 
seiscientos  cuarenta  y  tres  del  Código  Civil,  y  de  las  medidas 
que  con  arreglo  á  la  ley  y  dentro  de  sus  facultades  reglamenta- 
rias y  de  policía,  puede  prescribirla  autoridad  local  para  el 
mejor  oso  y  justa  y  equitativa  distribución  de  las  aguas  entre 
los  interesados ;  y  atenta  la  inconveniencia  de  los  conceptos  con- 
signados al  final  de  la  foja  ciento  cuarenta  y  siete  y  al  medio  de 
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la  foja  ciento  cnarenta  7  ocho  de  la  espresion  de  agravios, 
téstense.  Notifíquese  con  el  original  y  repuestos  los  sellos 
devaélvanse, 


BENJAMÍN    VICTORICA.  —  FEDERICO 
IBARGÚREN.— C.  S.DE  LA  TORRE. 


CAUSA  X.\XYIII 


Contra  Charles  Hnos.  y  C,  sobre  contrabando. 


Sumario.  —  Caen  en  comiso  las  mercaderías  que,  rebultando 
ser  distintas  y  sujetas  á  derechos  mayores  que  las  manifesta- 
das, habrían  sido  introducidas  á  plaza  como  tales,  si  no  se  hu- 
biese practicado  la  verificación. 


Caso.  —  Lo  esplican  los  siguientes  documentos : 
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Buenos  Aires,  Enero  10  de  1889. 

Sr.  Gefe  de  visteis.  • 

Los  Sres.  Charles  Hnos.  y  C*  presentaron  un  manifiesto  N"" 
91609,  ipoTYBLpov Heraelidey  entrado  en  25  de  Diciembre  de  i888 
procedente  de  Liverpool  solicitando  despachar  lo  siguiente : 

DC  45.  Un  cajón  15  balijas  de  tela  badana  y  cartón 

46.  —        15  — 

47.  -        15  — 

48.  —        15  — 

49.  —        15  — 

50.  —        15  — 

De  los  espresados  seis  bultos,  mandé  abrir  los  cajones  N""'  46, 
47  y  50  y  en  vez  de  balijas,  contenian  perfumería. 

Los  tres  cajones  restantes,  por  la  condición  y  tamaño  que  son 
igaales,  deben  tener  igual  contenido,  lo  que  no  he  verificado, 
por  no  hallarse  el  interesado  presente. 

Elevo  á  Yd.  este  parte  preventivo  para  evitar  cualquier  ulte- 
rioridad,  hasta  tanto  que  el  interesado  se  presente  para  proce- 
der á  una  verificación  detallada. 

Dios  guarde  á  Yd. 

L.  Palacio! 

Elévese  á  conocimiento  del  Sr.  administrador. 

F.  del  Ciad. 

Buenos  Aires,  Enero  12  de  1889. 

Sr.  Gefe  de  vistas. 

El  diez  del  presente  pasé  á  Yd.  un  parte  preventivo^  para 
evitar  nlterioridades,  sobre  una  diferencia  encontrada  en  el  ma- 
nifiesto N"*  91609por  vapor  fferac/úie,  registro  2395,  entrado  en 
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Diciembre  26  de  i  888  procedente  de  Liverpool^  consignado  á  la 
orden  y  solicitado  su  despacho  por  los  Sres.  Charles  Hnos.  y  C*. 

En  el  dia  de  la  fecha  procedí  á  yerificar  detalladamente  y  con 
asistencia  de  los  interesados  los  seis  cajones  marca  DC,  N®  45  á 
50  que  según  la  manifestación,  debían  contener  cada  uno  quin- 
ce balijas  de  tela,  badana  y  cartón  6  sea  un  total  de  90  balijas. 

El  resultado  de  esta  verificación  es  el  siguiente : 

Diferencia  de  especie. 

N""  45.  1  cnjon  con  5  docenas  agua  de  colonia  hasta  300  gra- 
mos, docena  á  4  pesos  200  al  50  7o  partida  3239;  i  5  docenas 
agua  colonia  hasta  200  gramos,  docena  á  3  pesos  500  al  50  Vo 
partida  3248;  5  docenas  estractos  de  25  á  40  gramos,  docena  á 
6  pesos  al  50  7o  partida  3496. 

N^  46.  1  cajón  con  45  cajas  de  fantasía  de  perfumería,  cuyo 
valor  estimo  en  3  pesos  500  cada  caja  al  50  7o« 

N""  47.  i  cajón  con  14  cajas  de  fantasía,  cada  caja  con  4  fras- 
cos estractos  de  olor  de  25  á  40  gramos  y  cuyo  valor  estimo  en 
30  pesos  al  50  7o ;  24  cajas  fantasía,  cada  una  con  3  frascos  es- 
tractos  de  olor  de  25  á  40  gramos,  cuyo,  valor  estimo  en  40  pesos 
al  50  7o;  12  cajas  fantasía,  cada  una  con  2  frascos  estractos  de 
olor  de  25  á  40  gramos  cuyo  valor  estimo  en  14  pesos  al  50  7o ; 
4  cajas  conteniendo  agua  de  colonia,  jabón,  estractos  y  polvos 
de  arroz,  cuyo  valor  estimo  en  5  pesos  cada  caja  al  50  7o- 

N*"  48.  i  cajón  con  86  kilos  jabón  de  olor  á  3  pesos  al  50  ""/o ; 
i05  kilos  polvos  de  arroz  á  800  milésimos  al  50  7o* 

N""  49.  i  cajón  con  100  docenas  estractos  de  25  á  40  gramos, 
docena  á  6  pesos  al  50  ""/o  partida  3496. 

N""  50.  i  cajón  con  50  docenas  aceite  de  olor  dn  50  á  70  gra- 
mos, docena  á  3  pesos  al  50  7o  partida  3221 ;  25  docenas  estrac- 
tos, de  25  á  40  gramos,  docena  á  6  pesos  al  50  7o  partida  3496. 

Toda  esta  perfumería  es  de  Boger  y  Oallet  y  Pinaud. 

Debo  llamar  la  atención  de  Vd.  que  los  cajones  no  parecen 
haber  salido  de  la  fábrica,  pues  la  marca  y  número  son  confec- 


p.  m. 
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cuenta  de  cómo  este  error  pudo  llegarse  á  producir,  hacía  pre- 
sente qae  del  yapor  Negretia  que  ha  descargado  en  Catalinas  pre- 
sentaron el  despacho  N""  2389  en  el  cual  pedían  DO  41/50,  i  O 
cajones  con  un  estenso  detalle  de  perfumería,  al  ir  á  verificar  el 
despacho  con  el  Sr.  vista  Boneo  se  han  encontrado  que  dichos 
cajones  no  contenían  perfumería  de  ninguna  especie  sino  que  su 
contenido  era  el  que  pedían  en  los  despachos  del  vapor  Heracli- 
de,  es  decir,  balijas,  medias  y  cintas ;  inmediatamente  salta  á  la 
vista  el  error  cometido  que  es  el  siguiente:  el  manifiesto  que 
debía  llevar  el  nombre  del  vapor  Negreíia,  llevó  el  nombre  del 
vapor  Heraclides,  j  vice  versa,  no  pudiendo  en  ningún  caso  se^ 
defraudada  la  renta  por  las  siguientes  razones : 

1^  Se  presentaron  tres  despachos  correspondientes  á  otros 
tantos  ramos  distintos  j  que  por  fuerza  tenían  que  ser  despa- 
chados por  diferentes  vistas  y  que  si  no  era  uno,  era  otro  el  que 
debía  hacerse  cargo  del  error ; 

2^  Que  se  encontraba  un  manifiesto  presentado  en  el  cual  se 
pedía  exactamente  el  contenido  de  )a  perfumería. 

Por  las  razones  espuestas  podrá  el  Sr.  Administrador  hacerse 
cargo  que  en  este  caso  solo  se  trata  de  una  simple  equivocación, 
equivocación  y  error  que  no  podía  pasar  nunca  desapercibido,  y 
por  consiguiente  solicitan  del  Sr.  Administrador  se  sirva  conce- 
derles el  cambiar  los  nombres  de  los  vapores  en  los  respectivos 
m&nifiestos,  debiendo  á  más  declarar  que  este  error  ha  tenido 
por  causa  principal  en  que  ambos  vapores  han  sufrido  varios 
trasbordos  como  fácilmente  puede  el  Sr.  Administrador  hacerse 
cargo  ppr  los  conocimientos  de  los  respectivos  vapores  los  cuales 
se  encuentran  en  la  Contaduría  y  en  los  que  se  verá  que  prime- 
ramente llevaban  el  nombre  de  un  vapor,  y  luego  otro,  lo  que  se 
vé  por  estir  entre  paréntesis  los  nombres  de  los  vapores  prime- 
ros conductores  de  las  mercaderías;  esta  es  una  de  las  causas 
principales  que  motivaron  la  equivocación. 

Solicitan  también  del  Sr.  Administrador,  se  sirva  retirar  de 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  409 

la  cartera  del  vista  Sr.  Santiago  el  despacho  N""  91608  y  de  ia 
cartera  del  señor  vista  Parkinson  el  despacho  N*"  91607,  inter 
el  Sr.  Administrador  resuelva  lo  que  crea  justo  en  este  suma- 
rio: también  pide  que  en  la  declaración  quede  constancia  que 
esta  fué  hecha  á  las  1 1  1/2  a.  m.  En  lo  que  se  ratificó  y  firmó. 
Por  Charles  y  Cia., 

Borzone.  —  Cien  fuegos, 

Cootaduria,  Febrero  1*  de  1889. 
Sr.  Administrador. 

Examinados  cun  prolijidad  los  antecedentes  que  motivan  este 
espediente,  con  los  documentos  á  la  vista,  resulta : 

Que  los  Sres.  Charles  Hnos,  y  C*  presentaron  con  fecha  27 
de  Dicimbre  de  1888  tres  despachos  del  vapor  Heraclides  entra- 
do al  puerto  en  Diciembre  26  de  1888  bajo  los  números  91607, 
91608,  y  91609.  Estos  tres  manifistos  pasaron  á  la  oficina  de 
vistas  para  la  verificación  y  aforo  correspondientes. 

£1  manifiesto  número  91609  en  el  cual  se  declaró  (90)  no- 
venta balijas  de  tela,  badana  y  cartón,  fué  entregada  al  vista 
Sr.  Palacios,  quien  en  cumplimiento  de  su  deber  se  trasladó  al 
depósito  á  los  efectos  del  despacho.  Una  vez  allí,  hizo  abrir  (3) 
tres  cajones,  y  en  vez  de  balijas  encontró  perfumería,  por  lo 
que  pasó  un  parte  preventivo  á  esa  administración,  que  lleva 
fecha  i8  del  presente  á  foja   1 . 

Con  fecha  12  se  dirijió  nuevamente  el  Sr.  Palacios  al  depó- 
sito acompañado  del  interesado  á  objeto  de  verificar  la  merca- 
dería y  en  presenciado  este,  resultó  que  todos  los  cajones  con-* 
tenían  perfumería,  de  lo  que  dio  cuenta  en  su   nota  de  foja  2. 

Estos  son  los  hechos  producidos  y  los  que  han  dado  lugar  al 
sumario  que  se  instruye.  Ahora  bien,  Sr.  Administrador,  se 
trata  de  un  hecho  punible  por  nuestra  legislación  aduanera,  por 
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más  que  el  interesado  se  esfuerce  en  hacer  aparecer  lo  contra-^ 
rio  en  su  declaración  no  sirviendo  esto,  por  otra  parte,  sino  pa- 
ra probar  que  no  se  trata  de  un  error  inocente. 

En  efecto :  el  vista  Sr.  Palacios  denunciaba  la  irregularidad 
con  fecha  12,  después  de  haber  verificado  el  contenido  de  los 
cajones  en  presencia  del  interesado  y  sin  embargo,  este  presen- 
ta un  despacho  bajo  el  número  4SiS,  vapor  Negretia,  entrado 
al  puerto  el  20  de  Diciembre  próximo  pasado,  donde  relaciona 
las  mismas  mercaderías  que  antes  había  visto  y  tomado  cuenta 
con  el  vista  competentemente.  ¿Ignoraba  que  las  mercaderías, 
cuyo  despacho  volvía  á  pedir,  eran  las  mismas  que  pocos  dias 
antes  había  visto  y  tomado  razón  de  ellas  con  el  Sr.  Palacios? 
Evidentemente  no,  Sr.  Administrador. 

Pero  es  que,  este  despacho  premeditado,  simulaba  un  error, 
para  preparar  la  defensa,  ineficaz  en  este  caso,  como  paso  á  pro- 
barlo. 

He  dicho  que  el  manifiesto  donde  se  pedían  balijas,  se  presen- 
tó con  fecha  27  de  Diciembre  de  1888,  el  que  fué  verificado  en 
los  dias  10  7  12  del  presente,  según  consta  á  fojas  1  y  2. 

El  manifiesto  donde  se  pide  falsamente  perfumería,  fué  pre- 
sentado el  18  del  corriente,  es  decir,  ocho  dias  después  de  clescu- 
bierto  el  hecho. 

Sin  embargo,  la  casa,  en  su  declaración  de  foja  i  vuelta,  dice 
en  la  segunda  parte :  que  se  encontrc^a  un  manifiesto  presenta- 
do en  el  cual  se  pedía  exactamente  el  contenido  de  la  perfu' 
mería. 

Gomo  se  verá  por  las  fechas  espresadas  más  arriba,  no  se 
encontraba  presentado  este  manifiesto,  sino  que  se  presentó  ocho 
dias  después  de  descubierta  la  irregularidad,  lo  que  viene  á  rea- 
gravar el  hecho  lejos  de  favorecer  al  declarante. 

En  cuanto  al  cambio  de  nombre  del  vapor,  operado  en  los  co- 
nocimientos respectivos,  no  se  puede  tomar  en  cuenta  como  fa- 
vorable á  la  casa,  puesto  que,  esta  operación  era  indispensable, 
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para  llevar  á  cabo  el  despacho  en  la  forma  qae  se  hizo.  Tampo- 
co se  puede  considerar  como  un  hecho  atenuante,  la  presenta- 
ción de  los  manifiestos  N^'  91607  y  91608  en  las  mismas  con- 
diciones que  los  que  motivó  este  sumario,  por  cnanto  se  encuen- 
tran en  las  mismas  condiciones  irregulares,  lo  que  ha  podido 
ocasionar  perjuicio  á  la  renta,  si  el  Sr.  vista,  en  cuyo  poder  se 
hallan  los  manifiestos,  hubiere  despachado  en  confianza. 

Por  estas  consideraciones,  esta  Contaduría  es  de  opinión,  que 
la  contravención  denunciada  se  encuentra  prevista  y  penada  por 
los  artículos  1025,  1026  y  1037  de  las  Ordenanzas  de  Aduana. 

J.  N.  Rodríguez. 

Buenos  Aires,  Marzo  13  de  1889. 
Sr.  Administrador, 

El  Consejo  de  vistas  á  quien  he  consultado,  después  de  estu- 
diado detenidamente  este  espediente,  manifestó  estar  de  comple- 
to acaerdo  con  el  informe  de  Contaduría  que  antecede. 

En  cuanto  á  la  denuncia  que  el  declarante  hace  referente  á 
los  manifiestos  N"^'  91607  y  91608  es  cuestión  que  nada  tiene 
que  ver  con  este  sumario. 

L.  N.  Brizuela. 


RESOLUCIÓN  DEL  ADMINISTRADOR  DE  ADUANA 

Buenos  Aires,  Mayo  4  de  1889. 

Visto  lo  actuado  de  lo  que  resulta  que  se  presentó  á  despacho 
seis  cajones  marca  DC  número  45/50  manifestando  contener 
noventa  balijas  de  tela,  badana  y  cartón,  y  que  de  la  verificación 
practicada  por  el  vista  resultó  en  vez  de  lo  manifestado  cinco 
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docenas  frascos  agua  de  colonia  hasta  300  gramos,  quince  fras- 
cos agua  de  colonia  hasta  200  gramos,  cinco  docenas  estractos 
de  25  á  40  gramos,  cuarenta  7  cinco  cajas  de  fantasía  de  perfa* 
mería,  catorce  cajas  de  fantasía,  cada  caja  con  cuatro  frascos 
estractos  de  olor  de  25  á  40  gramos,  veinticuatro  cajas  fantasía 
cada  una  con  tres  frascos  estractos  de  olor  de  25  á  40  gramos, 
doce  docenas  cajas  fantasía  cada  una  con  dos  frascos  estractos 
de  olor  de  25  á  40  gramos,  cuatro  cajas  conteniendo  agua  de  co- 
lonia, jabón,  estractos  y  polvos  de  arroz,  ochenta  7  seis  kilos 
abon  de  olor,  ciento  cinco  kilos  polvos  do  arroz,  cien  docenas 
estractos  de  25  &  40  gramos,  cincuenta  docenas  aceite  de  olor 
de  50  á  70  gramos,  veinte  7  cinco  docenas  estractos  de  25  á  40 
gramos. 

Considerando  que  no  puede  estimarse  como  justificati?o  ó 
causa  que  sirva  para  demostrar  un  error  la  razón  que  se  indica 
en  la  declaración  de  foja... que  dice  que  é\  contenido  encontrado 
en  los  cajones  presentados  á  despacho  corresponden  á  otros 
cajones  que  existen  en  los  depósitos,  porque  esa  es  precisamente 
la  forma  adoptada  para  consumar  la  defraudación  de  la  renta 
pública  poniendo  á  designio  los  cajones  de  balijas  CU70  derecho 
es  del  25  7o  para  sacar  por  estos  los  de  perfumería  que  pagan  el 

50  Vo. 

Por  lo  espuesto  7  con  arreglo  á  los  artículos  128  7  130  de  las 
Ordenanzas  de  Aduana,  declaro  caidos  en  comiso  los  artículos 
encontrados  en  la  verificación  practicada  por  el  vista  autor  del 
parte  en  el  despacho  de  que  se  trata.  Hágase  saber ;  á  sus  efec- 
tos pase  á  Contaduría  7  repónganse  los  sellos. 

Granel. 
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Valto  del  Jves  Veüer»! 

Buenos  Aires,  Octabre  12  de  1889. 

Y  vista  la  presente  apelación:  7  por  los  fandamentos  delaro- 
soluoioD  apelada  del  Sr.  Administrador  de  Aduana,  de  conformi- 
dad á  lo  pedido  por  el  Frocarador  Fiscal:  se  confirma  la  resola- 
cion  apelada,  7  en  consecuencia  previa  reposición  de  sellos, 
▼uelva  esta  espediente  á  la  Aduana  para  su  cumplimiento. 

Andrés  Ugarrtza. 


VISTA  DEL  SEflOR  PROCURADOR  GENERAL 

Buenos  Aires,  Febrero  15  de  1890. 
Suprema  Corte: 

Los  Sres.  Charles  Hnos.  presentaron  á  despacho  seis  cajones 
manifestando  contener  balijas  de  tela,  etc.  Verificado  el  conteni- 
do, resultó  ser  todo  perfumería,  que  indudablemente  hubiera 
sido  introducida  á  plaza  sin  pagar  los  derechos  correspondientes 
si  en  vez  de  procederse  á  la  verificación,  hubiera  sido  despacha- 
da en  confianza. 

Admitiendo  la  exactitud  de  las  esplicaciones  que  dan  los  inte- 
resados, en  nada  les  aprovecharía,  pues  es  bien  sabido  que  la 
legislación  de  Aduana  solo  se  guía  por  los  hechos,  no  por  las  in- 
tenciones. 

Sírvase  Y.  £.  confirmar  la  sentencia  apelada. 

Eduardo  Costa. 
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Falto  de  la  ¿upmma  CmwU 


Buenos  Aires,  Marzo  8  de  1890. 

Vistos :  Resultando  del  informa  de  la  Contaduría  corriente  á 
foja  siete  vuelta,  que  la  manifestación  de  los  artículos  de  peifo- 
mería  á  que  se  refiere  la  resolución  recurrida,  fué  hecha  sola- 
mente ocho  dias  después  de  verificado  el  contenido  de  los  bultos 
comprendidos  en  el  manifiesto  número  noventa  y  un  mil  seis- 
cientos nueve ;  y  de  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el 
señor  Procurador  General  en  su  vista  de  foja  cincuenta:  se  confirma 
con  costas,  la  sentencia  apelada  de  foja  treinta  y  seis.  Repues- 
tos los  sellos,  devuélvanse. 


benjamín  VIGTORICA.  —  FEDERICO  IBAR- 
GÚREN.  —  C.  S.  DE  LA  TORRE.  —  LUIS 
V.  VÁRELA. — ABEL  BAZAN. 
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CAUSA    XXXIX 


D.  Enrique  Coffin  en  la  ejecución  de  D.  Tomás  Thomas  contra 
D.  Carlos  RodgerSy  por  tercería  de  dominio;  sobre  incompeten- 
cia, costas  y  levantamiento  de  embargo. 


Sumario.  —  1"^  Declarada  la  incompetencia  del  Jaez,  qaeda 
sin  efecto  el  embargo  trabado  por  su  orden. 

2^  El  litigante  que  ocarrió  ante  Juez  conocidamente  incom- 
petente debe  pagar  las  costas  del  juicio. 


Caso.  —  D.  Tomás  Thomas,  estrangero,  siguió  una  ejecución 
contra  D.  Carlos  Bodgers,  también  estrangero,  pero  vecino  de 
distinta  provincia,  ante  el  Juzgado  Federal  de  la  capital. 

Habiéndose  embargado  en  dicha  ejecución  un  parte  de  chacra 
llamada  Victoria,  D.  Enrique  Coffin  alegando  ser  propietario 
de  ella,  dedujo  tercería  de  dominio,  pidiendo  el  alzamiento  del 
embargo,  con  costas. 

En  el  escrito  de  tercería  hizo  presente  que  siendo  estrangeros 
el  ejecutante  y  ejecutado,   el  procedimiento  seguido  era  nulo 
por  falta  de  jurisdicción  en  el  Juzgado  Federal- 
La  tercería  siguió  todos  sus  trámites  de  contestación,  pruebas 
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7  alegatos  hasta  llegar  al  estado  de  sentencia,  figarando  entre 
las  pruebas  la  confesión  de  Thomas  de  ser  estrangero  él  y 
Rodgers. 


Fall«  del  Juea  Federal 

Buenos  Aires,  Mayo  4  de  1888. 

Vistos :  Besultando  de  las  posiciones  absueltas  por  D.  Tomás 
Thomas  á  foja  190,  que  tanto  él  como  D.  José  S.  Carlos  Boigers 
son  de  nacionalidad  estrangera. 

T  considerando:  1°  Que  este  juicio  no  es  sino  un  incidente 
del  espediente  principal  seguido  por  Thomas  contra  Bodgers 
en  el  cual  se  decretó  el  embargo  preventivo  que  se  trata  de 
levantar  por  medio  de  la  tercería  de  dominio  deducida  por  D. 
Enrique  Cbffín,  de  modo  que  esta  debe  seguir,  según  es  principi  o 
inconcuso,  el  fuero  de  aquel. 

%"*  Que  al  admitir  el  Juzgado  el  conocimiento  de  la  causa 
principal,  solo  ha  tenido  en  vista  la  prueba  presentada  sobre 
la  distinta  vecindad  de  las  partes,  sin  tener  presente  su  nacio- 
nalidad, cuidadosamente  silenciada  por  el  demandante. 

3^  Que  la  distinta  vecindad  de  dos  estrangeros  no  surte  fuero 
federal  por  no  estar  comprendida  entre  los  casos  espresamente 
enumerados  en  el  artículo  100  de  la  Constitución  Nacional,  á 
los  cuales  debe  restringirse  la  jurisdicción  de  los  Tribunales 
nacionales  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  I''  de  la  Ley 
de  Procedimientos  de  14  de  Setiembre  de  1863,  pues  no  militan 
á  su  respecto,  las  razones  de  orden  público  nacional  en  virtud 
de  las  coales  ha  sido  establecida  esta  jurisdicción  de  escepcion 
(véase  Fallos  de  la  Suprema  Corte,  tomo  1^,  páginas  175,  435, 
451 ,  1*  serie  y  tomo  V,  página  491,  2»  serie). 

4°  Que  estudiando  detenidamente  el  testo  del  artículo  cons* 
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titucional  citado,  por  la  conexión  de  sus  diversas  partes  y  los 
objetos  qne  se  propone,  fácilmente  se  descubre  que  la  palabra 
Tecino  de  una  provincia,  ha  sido  empleada  como  sinónimo 
de  ciudadano  de  la  misma  que  es  el  término  usado  por  la  Consti- 
tución norte-americana  (art.  3^,  sección  ll*^)  de  donde  se  ha  to- 
mado la  nuestra,  para  dar  mayor  claridad  al  concepto. 

5®  Que  la  razón  en  que  se  funda  el  precepto  constitucional 
es  colocar  á  ambos  litigantes  en  condiciones  de  perfecta  igual- 
dad con  relación  al  magistrado  que  debe  juzgar  su  causa,  pues 
supone  al  vecino  de  un  estado  con  más  afinidades  y  medios  de 
inñuencia  sobre  los  poderes  á  cuya  formación  concurre,  que  al 
estrangero  escluido  de  esta  función,  pudiendo  entonces  los  fallos 
de  los  Tribunales  de  Estado  en  sus  actos  entre  vecinos  y  estran- 
geros  comprometer  la  paz  pública  de  la  Nación,  lo  que  no  sucede 
entre  estrangeros  aunque  sean  vecinos  de  distintas  provincias, 
pues  ambos  son  estraños  á  la  formación  de  los  respectivos  po- 
deres, de  modo  que  estos  se  encuentran  en  condiciones  perfec- 
tamente iguales  para  ambos ; 

6^  Que  conforme  al  articulo  I""  de  la  ley  antes  citada,  la  juris- 
dicción de  los  Tribunales  Nacionales  determinada  por  la  Cons- 
titución no  es  prorogable  sobre  personas  y  cosas  ajenas  á  ella, 
aunque  las  partes  litigantes  convengan  voluntariamente  en  la 
prorogacion,  debiendo  ser  declarada  de  oficio  la  incompetencia 
en  cualquier  estado  de  la  causa  en  que  aparezca  como  lo  ha 
resuelto  la  Suprema  Corte  en  varios  casos,  pudiendo  citarse  en- 
tre estos  el  de  la  2'  serie,  tomo  I"",  página  177. 

Por  estos  fundamentos,  el  Juzgado  resuelve  declararse  incom- 
petente, debiendo  pasarse  este  espediente  á  los  Tribunales  ordi- 
narios de  la  capital  junto  con  el  incidente  de  tercería.  Notifí- 
quese  con  el  original  y  repónganse  los  sellos. 

Virgilio  M.  Tedin. 

T.  VIII  27 
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Caso.  —  En  i  1  de  Octabre  de  1882  D«  Zoraida  Bett  viada  de 
Rueda,  pidió  al  Juez  de  1*  Instancia  de  Santa  Fé  la  mensura  de 
un  campo  de  propiedad  de  su  esposo  D.  Miguel  Sueda. 

Acompañó  la  escritura  de  propiedad,  de  19  de  Diciembre  de 
1857,  otorgada  por  D.  Pascual  Rosas,  Presidente  de  la  Comisión 
gubernativa  encargada  para  la  venta  de  terrenos  fiscales,  á  D. 
Miguel  Rueda,  de  un  terreno  de  pastoreo  sito  en  el  departamento 
del  Rosario  anotado  en  el  mapa  con  el  n""  53,  compuesto  de  tres 
leguas  de  frente  al  N.  E.  con  dos  de  fondo  al  S.  O.,  lindero  al 
N.  E.  con  D.  Jo&é  Fidel  Faz,  al  N.  O.  con  D.  Tomás  Armstroug, 
al  S.  O.  7  S.  E.  con  terrenos  del  Estado. 

Se  ordenó  é  hizo  la  mensura  por  el  Agrimensor  D.  Carlos 
Steigleder,  la  que  fué  protestada  por  D.  Pedro  Y.  Acevedo,  ve- 
cino de  Buenos  Aires,  quien  se  presentó  en  22  de  Abril  de  1884 
ante  el  Juez  Federal  del  Rosario  acreditando  que  el  caso  corres- 
pondía á  su  jurisdicción  por  ser  la  señora  Bett  de  Rueda  vecina 
de  Santa  Fé. 

En  17  de  Junio  de  1885  pidió  que  se  desaprobara  la  mensura, 
declarándose  á  su  favor  el  mejor  derecbo  y  dominio  del  terreno 
que  le  invadía  aquella. 

Sus  títulos  eran  los  siguientes  : 

En  7de  Abrilde  1879  D.  Pedro  J.  Acevedo  por  su  hijo  D.  Pedro 
Y.  Acevedo  espuso  que  este  era  poseedor  de  un  terreno  fiscal  en 
el  Partido  de  Rojas,  y  solicitaba  la  compra  por  el  precio  de  ley ; 
estando  conforme  en  sujetarse  á  las  resultas  de  la  cuestión  de 
límites  entre  la  Provincia  de  Buenos  Aires  y  la  de  Santa  Fé,  en 
cuya  cuestión  se  hallaba  comprendido  el  terreno. 

El  Gobierno  de  Buenos  Aires  accedió  á  la  compra  en  esas  con- 
diciones, y  en  27  de  Julio  de  1880  el  Sr.  Gobernador  Dr.  More- 
no en  uso  de  la  facultad  acordada  por  la  ley  de  %  de  Diciembre 
de  1878  vendió  á  D.  Pedro  Y.  Acevedo  un  terreno  ubicado  en  el 
Partido  de  Rojas,  compuesto  de  8000  hectáreas,  lindero  al  N. 
E.  con  D.  Carlos  Alsina,  y  terreno  del  Estado,  al  S.  E.  con  D. 
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SeTero  Fizarro,  al  S.  O.  con  terreno  del  Estado,  y  al  S.  E.  con 
terreno  qne  constituye  la  diferencia  entre  las  tres  leguas  con- 
cedidas originariamente  en  posesión  al  interesado  y  las  8000 
hectáreas  qne  se  le  venden. 

En  6  de  Diciembre  de  1880,  D.  Pedro  V.  Acevedo  pidió  ante 
al  Juez  de  1'  Instancia  de  Buenos  Aires,  la  mensura  qae  hizo  el 
agrimensor  D.  Federico  Gómez  Molina,  y  fué  aprobada  por  auto 
de  15  de  Febrero  de  1881. 

Agregado  al  título  hay  el  testimonio  de  la  siguiente  resolu- 
ción gubernativa: 

Marzo  4  de  1865.  Visto  lo  informado  por  el  Departamento 
Topográfico  y  habiendo  D.  Zacarías  Frotes  hecho  el  depósito 
prescrito  por  el  decreto  de  diez  y  seis  de  Octubre  de  mil  ocho- 
cientos sesenta  y  tres,  se  le  concede  el  terreno  que  solicita  en  el 
partido  de  Rojas,  bajo  las  bases  siguientes : 

1*  Que  dentro  del  perentorio  término  de  doce  meses  contados 
desde  esta  fecha,  levantará  el  suplicante  una  población  cuando 
menos  de  dos  ranchos  con  pozo  de  balde  é  introducirá  á  dicho 
campo  un  número  de  hacienda  vacuna  que  no  podrá  bajar  de 
tresciantas  cabezas,  6  en  su  defecto  mil  ovejas,  como  lo  dispone 
el  artículo  I""  del  decreto  de  primero  de  Junio  de  mil  ochocien- 
tos cincuenta  y  ocho ; 

^  Que  la  mensura  del  terreno  será  hecha  por  cuenta  del  inte- 
resado dentro  del  plazo  señalado  para  la  población ; 

3"*  Qae  si  el  terreno  mencionado  quedase  dentro  del  término 
del  contrato,  al  interior  de  la  línea  de  fronteras,  deberá  el  soli- 
citante desde  los  seis  meses  siguientes  en  que  tal  suceda,  abonar 
el  arrendamiento  anual  de  dos  mil  pesos  6  el  que  el  Gobierno 
acordase.  Notifíquese  esta  resolución  al  interesado  tomándose 
razón  en  la  Oficina  de  Tierras  Públicas  y  Departamento  Topo- 
gráfico.—  Luis  i.  Domínguez. 

Dijo  Acevedo:  que  el  terreno  de  su  propiedad  había  sido  ocu- 
pado desde  1865  por  D.  Zacarías  Fretes,  que  construyó  un  edi- 
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ficlo  de  azotea,  introdujo  haciendas  y  ocupó  el  campo  hasta  19 
de  Marzo  de  i870,  en  que  transfirió  sus  derechos  á  D.  Amaro 
Yalenzuela,  quien  á  su  Tez  los  transfirió  á  D.  Honorio  Acevedo. 

Que  estelo  continuó  poseyendo  hasta  1875,  y  desde  entonces 
el  campo  fué  ocupado  por  él  (Pedro  Y.  Acevedo)  hasta  el  7  de 
Ahril  de  1879  en  que  se  presentó  en  compra  y  lo  compró  al  Go- 
bierno de  Buenos  Aires,  en  27  de  Julio  de  1880. 

Que  el  campo  estaba  entonces  comprendido  en  el  Partido  de 
Bojas,  jurisdicción  de  Buenos  Aires,  y  lindaba  al  N.  con  Ricar- 
do Lezica,  al  S.  E.  con  Norberto  Quirno  y  José  M.  Muñiz,  al  S. 
O.  con  Diego  Cruz,  y  al  N.  O.  con  terreno  del  Estado. 

Que  en  seguida,  pidió  y  se  hizo  la  mensura  con  citación  de 
linderos,  y  fué  aprobada  sin  oposición  de  estos. 

Que  fallada  la  cuestión  de  límites  inter-provinciales  en  Marzo 
de  1882,  y  resultando  su  campo  dentro  de  los  de  Santa  Fé,  soli- 
citó de  ese  Gobierno  la  protocolización  de  su  título  y  pagó  la 
contribución  directa. 

Que  tanto  la  venta  hecha  á  Rueda  en  1857,  como  la  hecha  á 
él,  lo  han  sido  estando  pendiente  la  discusión  sobre  límites  que 
comenzó  desde  la  época  colonial . 

Que  en  el  compromiso  arbitral  se  convino  entre  otras  cosas : 
I""  Que  la  Suprema  Corte  procedería  como  arbitro  juris,  ó  arbi- 
tro arbitrador ; 

2''  Que  el  fallo  arbitral  no  alteraría  en  ningún  caso  los  dere- 
chos  de  los  particulares  subsistentes  en  la  fecha  del  compromi- 
so, que  hubiesen  sido  legítimamente  adquiridos. 

Que  la  Suprema  Corte  declaró  que  procedía  como  arbitro  ar- 
bitrador; por  lo  que  su  resolución  no  puede  considerarse  como 
un  reconocimiento  de  derechos,  sino  como  una  constitución  de 
derecho  nuevo  para  terminar  la  cuestión  de  límites ;  y  por  lo 
tanto,  no  puede  interpretarse  en  el  sentido  de  desconocer  la  pro- 
piedad particular. 

Que  en  tal  caso,  dadas  las  dos  ventas  hechas  por  el  Gobierno 
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de  Buenos  Aires  y  el  de  Santa  Fé,  era  indudable  el  preferente 
derecho  de  Acevedo  que  tiene  título  y  posesión,  continuando  la 
inmemorial  ejercida  por  Buenos  Aires,  y  que  además  ha  obte- 
nido la  protocolización  del  título  en  Santa  Fé. 

Que  esta  cuestión  no  es  de  límites  sino  de  mayor  derecho,  por- 
que en  las  ventas  hechas  por  el  Gobierno  de  Santa  Fé  en  1857 
á  Bneda  y  á  Paz  á  quien  ha  sucedido  Drabble,  se  comprende  to- 
do el  campo  de  él. 

Que  además,  la  mensura  del  campo  de  Rueda  no  puede  apro- 
barse, porque  Rueda  no  tomó  poiiesion  de  él,  y  por  consiguiente, 
no  adquirió  el  dominio,  que  es  necesario  para  pedirla  y  hacerla 
aprobar;  y  porque  no  consta  que  la  diligencia  haya  sido  auto- 
rizada por  el  juez  comisionado  para  la  mensura,  según  lo  pres- 
cribe el  artículo  590  del  Código  de  Procedimientos  de  la  Pro- 
Tincia. 

Ggnferido  tiaslado  de  la  oposición,  la  señora  Rueda  dijo:  que 
después  de  comprado  por  Rueda  en  remate  público  al  Gobierno 
de  Santa  Fé  en  1857,  el  campo  en  cuestión,  el  agrimensor  pú- 
blico D.  Julián Bustinza  procedió  á  su  deslinde  y  amojonamiento, 
siendo  así  entregado  en  plena  posesión  y  dominio  al  comprador. 

Que  con  el  trascurso  del  tiempo,  algunos  de  los  mojones  de 
tierra  establecidos  por  Bustinza  se  habían  destruido,  introdu- 
ciéndose en  el  campo  algunos  intrusos ;  y  por  esto  y  para  arro- 
jar á  los  intrusos,  se  pidió  la  aclaración  del  deslinde  practicado 
por  aquel  en  1857. 

Que  á  pesar  de  ser  insubsistente  la  oposición  de  Acevedo,  por 
cuanto  los  campos  en  el  paraje  conocido  con  el  nombre  de  For- 
tín Melincué  han  sido  siempre  de  la  jurisdicción  de  la  Provin- 
cia de  Santa  Fé,  por  no  comprometer  los  intereses  de  su  Gobier- 
no que  se  había  obligado  á  la  eviccion  y  saneamiento,  pedía  se 
citara  á  este  para  salir  á  la  defensa  de  sus  derechos,  y  se  pasa- 
ran los  autos  á  la  Suprema  Corte,  á  la  que  correspondía  el  cono- 
oimiento  del  asunto. 
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£1  Juez  m^ndó  citar  de  eviccion  al  Grobiemo  de  Santa  Fé. 

En  seguida  la  señora  Bueda,  obligada  á  contestar  el  traslado, 
o  evacuó  pidiendo  el  rechazo  de  la  oposición  con  costas,  el  pago 
del  arrendamiento  de  la  parte  que  le  ocupaba  á  razón  de  3000 
pesos  anuales  la  legua,  j  el  desalojo  del  campo. 

Dijo:  que  el  fortin  Melincué  donde  se  halla  ubicado  el  campo 
de  Rueda,  nunca  ha  estado  bajo  la  jurisdicción  de  la  Provincia 
de  Buenos  Aires,  habiendo  sido  guarnecido  por  fuerzas  de  la  de 
Santa  Fé,  antes  de  haberlo  sido  por  las  fuerzas  nacionales,  des- 
pués de  la  Confederación, 

Que  Melincné  y  Boj  as  han  estado  siempre  separados  por  los 
campos  conocidos  por  del  fortin  de  Mercedes,  qne  el  Dr.  D.  Die- 
go Alvear  compró  á  los  Gobiernos  de  Santa  Fé  y  Buenos  Aires. 

Que  por  consiguiente,  los  campos  de  Melincué  no  han  podido 
confundirse  nunca  con  los  de  Rojas,  y  el  Gobierno  de  Santa  Fé 
los  vendió  estando  en  plena  posesión  y  dueño  de  ellos. 

Que  el  título  de  propiedad  otorgado  á  D.  Miguel  Bueda  se 
halla  revestido  de  todas  los  requisitos  legales. 

Que  los  cuatro  linderos  del  campo  son  Armstrong  y  Paz,  hoy 
Drabble,  y  el  Estado  por  dos  costados,  hoy  Alvear. 

Que  estos  mismos  son  los  de  la  mensura  observada,  y  no  Ace- 
vedo,  que  por  consiguiente  no  pnede  impugnarla. 

Que  por  su  parte  Acevedo  no  es  propietario  del  campo  en 
cuestión. 

Que  el  Gobierno  de  Buenos  Aires,  salvando  toda  responsabi- 
lidad y  bajo  la  espresa  cláusula  de  someterse  el  solicitante  á  las 
resultas  de  la  cuestión  de  límites,  vendió  á  Acevedo  el  campo 
fiscal  que  decía  poseer  en  el  partido  de  Bojas,  y  qne  esto  no 
importa  nn  contrato  de  compra-venta. 

Que,  estando  como  estaba  este  campo  en  la  jurisdicción  de 
Santa  Fé,  Acevedo  pidió  su  mensura  aun  juez  de  Buenos  Ai- 
res minando  otros  linderos,  como  son  los  Sres.  Lezica  y  Alsina 
al  N.  E.,  Muñiz  y  Quirno  al  S.  E.,  Cruz  al  S.  O.,  y  el  Estado  al 
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N.  E.y  qae  son  distintos  de  los  determinados  por  la  mensura  de 
Steigleder. 

Que  si  el  terreno  de  Acevedo  es  lindero  en  algún  punto  con  el 
de  Bueda,  su  viuda  debió  ser  citada  á  la  mensura. 

Que  según  el  fallo  de  la  Suprema  Corte  sobre  límites,  los  ter- 
renos de  Melincué  fueron  reconocidos  por  de  Santa  Fé,  y  por 
consiguiente,  Acevedo  no  debe  continuar  un  dia  más  en  la  ocu- 
pación de  parte  del  campo  de  Rueda  que  ha  invadido. 

Que  él  debe  también  los  perjuicios  de  esa  ocupación  que  es 
precisamente  en  la  parte  que  tiene  aguada. 

A  requisición  del  Juez  Federal,  la  parte  de  Acevedo  presentó 
á  foja  i02  un  plano  para  determinar  con  precisión  la  parte  que 
ocupa  del  campo  de  Bueda,  y  la  parte  de  Rueda  declaró  que  el 
campo  había  sido  adjudicado  á  tres  hijos  menores  de  Rueda : 
Miguel,  Alberto  y  Alfredo ;  y  que  no  sabe  por  qué  falta  el  acta 
de  mensura  firmada  púr  el  juez  comisionado,  probablemente 
porque  dicho  juez  que  es  el  de  Melincué  habrá  quedado  en  dar 
cuenta  al  Tribunal  de  haber  sido  practicada. 

También  á  requisición  del  Juzgado  Federal,  la  señora  de  Rue- 
da declaró  que  asumía  la  personería  de  los  menores  adjudicata- 
rios del  campo,  y  se  ratificaba  en  lo  espuesto  en  este  juicio. 

Se  confirió  vista  al  Defensor  de  menores,  nombrándose  ad  hoe 
al  Dr.  D.  José  García  González  quien  se  espidió  pidiendo  la  apro- 
bación de  la  mensura,  declaración  del  esclusivo  derecho  de  los 
menores  Rueda  al  campo,  y  la  condenación  en  costas  á  Acevedo. 

Dijo:  que  analizando  los  títulos  de  propiedad,  se  ve  que  Aceve- 
do recien  adquirió  el  campo  en  i880,  y  lo  adquirió  conociendo 
él  y  el  vendedor,  su  calidad  de  litigioso  y  sometiendo  el  efecto 
de  la  compra-venta  á  las  resultas  del  litigio. 

Que,  por  el  contrarío,  los  Rueda  adquirieron  la  propiedad  del 
suyo  en  1857,  y  no  en  el  carácter  de  litigioso,  sino  de  esclusiva- 
mente  propio  de  la  Provincia  vendedora,  y  garantido  por  el  era- 
rio de  esta  en  caso  de  eviccion. 
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Que  al  vender  la  Provincia  de  Santa  Fé  estaba  segura  de  que 
vendía  lo  snyo,  y  la  de  Bnenos  Aires  no. 

Que  Acevedo  dice  haber  poseido  él  y  sus  antecesores  desde 
i865 ;  y  Rueda,  desde  1857. 

Que  Acevedo  niega  haber  la  Provincia  de  Santa  Fé  hecho  tra^ 
dicion  del  campo  en  i 857,  pero  que  esto  no  es  cierto,  pues  hizo 
la  tradición  simbólica,  segan  resalta  de  la  escritura  de  i857,  y 
además  consintió  en  la  mensura,  que  Rueda  hizo  hacer  por  Bus- 
tinza  en  1857,  que  equivale  á  posesión. 

Que  dada  la  cláusula  puesta  á  la  venta  de  Acevedo,  que  esta 
quedaría  sujeta  al  resultado  de  la  cuestión  dé  límites,  Acevedo 
no  puede  invocar  en  su  auxilio  la  prescripción  fundada  en  la  po- 
sesión de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  que  no  podía  por  tal  ra- 
zón ser  de  buena  fé. 

Que  comparados  así  los  títulos  de  Rueda  y  Acevedo,  el  de 
Rueda  es  superior  al  de  este ;  y  habiendo  resultado  en  la  cues- 
tión de  límites,  que  el  campo  pertenece  á  la  Provincia  de  Santa 
Fé  que  fué  la  que  le  vendía  á  Rueda,  no  puede  dudarse  que  el 
derecho  do  los  menores  hijos  de  este  es  mejor  que  el  de  Ace^ 
vedo. 

Que  la  mensura  está  bien  hecha,  y  arreglapda  á  los  títulos ;  y 
debe  aprobarse,  previo  informe  del  Departamento  Topográfico 
sobre  la  oposición  de  Acevedo. 

Que  la  falta  del  acta  de  mensura  observada  por  Acevedo  no 
pertenece  á  esta  cuestión,  que  versa  más  bien  sobre  el  mejor 
derecho  al  campo  mensurado,  que  sobre  la  validez  de  la  men- 
sura. 

Que  por  lo  demás,  puede  dirigirse  oficio  al  Juez  de  Paz  de  Me- 
lincué  para  que  informe  si  recibió  comisión  bastante  del  Juzga- 
do provincial. 

El  Juez  de  Sección  confirió  traslado  de  la  petición  sobre  el 
pago  de  arriendos  y  daños  y  perjuicios. 

Antes  de  contestarse  este  traslado,  la  Provincia  de  Santa  Sé 
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salió  á  la  defensa  de  los  derechos  de  Boeda,  y  el  Juez  de  Sec- 
ción, remitió  los  autos  á  la  Suprema  Corte  por  auto  de  29  de 
Octubre  de  1885. 

Elevados  los  autos  en  Marzo  de  1886,  el  Dr.  D.  Wenceslao 
*  Escalante,  por  la  Provincia  de  Santa  Fé,  se  presentó  en  Setiem- 
bre de  1888  diciendo  one  el  estado  de  la  causa  era  la  contesta- 
cion  del  traslado  de  foja  124;  pero  que  en  cnanto  á  los  daños  j 
perjuicios  la  Provincia  no  tenía  que  intervenir  en  la  cuestión 
de  su  monto,  pues  el  vendedor  cumple  con  hacer  respetar  el  do- 
minio que  ha  trasmitido ;  y  que  en  este  juicio  no  debe  discutirse 
la  cuestión  de  los  daños,  desde  que  se  trata  de  un  juicio  de  men- 
sura y  de  mejor  derecho. 

Pidió  se  dejara  sin  efecto  el  traslado,  dejándose  á  salvo  las 
acciones  correspondientes. 

Al  mismo  tiempo  declaró  que  era  falso  que  Bueda  no  hubiese 
poseído  desde  antes  de  la  ocupación  de  Acevedo;  qne  Rueda  ha- 
bía pagado  la  contribución  directa  del  campo  comprado ;  que 
cuando  se  ocupa  materialmente  la  mayor  parte  de  nn  campo 
bajo  mensura  y  con  nn  título  perfecto,  la  posesión  se  estiende  á 
toda  el  área  medida;  y  que  la  posesión  alegada  por  Acevedo 
desde  1865  era  completamente  falsa,  pues  tuvo  lugar  próxima- 
mente á  la  época  de  su  compra. 

Por  auto  de  Octubre  11  de  1888,  la  Suprema  Corte  dejó  sin 
efecto  el  traslado  de  foja  124  y  pasó  los  antos  al  Relator. 


Fall«  de  ím  Supreaui  €«rie 

Buenos  Aires,  Marzo  15  de  1890. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  Don  Pedro  Y.  Acevedo  contra 
los  herederos  de  Don  Miguel  Rueda,  sobre  mejor  derecho  á  la 
propiedad  de  un  campo  ubicado  en  el  departamento  c  General 
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López»  de  la  provincia  de  Santa Fé,  los  caales,  iniciados  ante  el 
Juez  de  Sección  de  dicha  provincia  por  oposición  del  primero 
á  una  mensura  mandada  practicar  judicialmente  á  solicitud  de 
los  últimos,  han  sido  traídos  posteriormente  ante  esta  Suprema 
Corte  en  virtud  de  haber  sido  citado  de  eviccion  y  salido  á  la 
defensa  de  los  demandados  el  Gobierno  de  Santa  Fé. 

Resulta  de  ellos :  que  el  demandante  señor  Acevedo  funda  su 
derechoespresando  ser  dueño  de  dicho  campo  por  compra  heclia 
de  él  en  veinte  y  siete  de  Julio  de  mil  ochocientos  ochenta  al 
Gobierno  de  la  provincia  de  Buenos  Aires,  dentro  de  cuyos 
límites  territoriales,  dice,  se  hallaba  en  aquella  fecha,  pasando 
luego  en  virtud  del  compromiso  arbitral  celebrado  entre  dicha 
provincia  y  las  de  Córdoba  y  Santa  Fé,  en  cinco  de  Marzo  de 
mil  ochocientos  ochenta  y  uno,  y  del  laudo  de  esta  Suprema 
Corte  de  diez  y  ocho  de  Marzo  de  mil  ochocientos  ochenta  y  dos, 
recaido  en  el  juicio  seguido  entre  las  tres  provincias  compromi- 
sarias, á  la  jurisdicción  de  Santa  Fé. 

Observa  que  aún  cuando  la  escritura  de  venta  le  fué  otorgada 
con  declaración  espresa  de  que  aquella  se  le  acordaba  con  suje- 
ción á  las  resultas  de  la  cuestión  de  límites  entre  las  provincias 
de  Buenos  Aires  y  Santa  Fé,  habiendo  la  Suprema  Corte  deci- 
dido ese  litijio  en  su  carcácter  de  arbitro  arbitrador  y  no 
como  arbitro  juris,  su  fallo  debe  tomarse  no  como  una  declara- 
ción de  derechos  preexistentes,  sino  más  bien  como  una  consti- 
tución de  derechos  nuevos  á  favor  de  la  última  de  dichas  provin- 
cias, y  no  debe  en  consecuencia  darse  á  su  decisión  sobre  límites 
jurisdiccionales  el  alcance  de  alterar  los  derechos  de  propiedad 
particular  adquiridos  antes  de  ella. 

Agrega  que  los  derechos  de  los  demandados  derivan  de  un 
título  otorgado  á  favor  de  su  causante  en  diez  y  nueve  de  Di- 
ciembre de  mil  ochocientos  cincuenta  y  siete  por  el  Gobierno  de 
la  provincia  de  Santa  Fé,  pero  que  no  obstante  la  anterioridad 
en  fecha  de  tal  título  sobre  el  suyo,  su  derecho  debe  entenderse 
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preferente  por  reunir  en  su  persona  la  calidad  de  comprador  y 
poseedor  del  campo  al  mismo  tiempo. 

Alega,  finalmente,  qne  la  provincia  de  Buenos  Aires  ha 
tenido  posesión  inmemorial  y  ejercido  siempre  jurisdicción  sobre 
dicho  campo^  hasta  el  fallo  de  la  cuestión  de  límites  entre  las 
tres  provincias  compromisarias,  y  concluye  oponiendo  en  su 
mérito  la  escepcion  de  prescripción  de  la  propiedad  de  aquel  con 
arreglo  al  artículo  cuatro  mil  quince  del  Código  Civil. 

Los  demandados,  por  su  parte,  contestando,  sostienen  en  opo- 
sición al  demandante,  que  los  terrenos  en  cuestión,  ubicados 
dentro  de  los  límites  de  lo  que  se  ha  llamado  c  Fortin  de  Me- 
lincué»  jamás  han  estado  sujetos  al  dominio  y  jurisdicción  de  la 
provincia  de  Buenos  Aires,  como  no  lo  ha  estado  el  fortin  mis- 
mo que  ha  sido  siempre  guarnecido  por  fuerzas  propias  de  la 
provincia  de  Santa  Fé,  hasta  la  organización  del  Gobierncí  de  la 
Confederación,  que  tomó  á  su  cargo  ese  servicio. 

Agregan  que  estos  campos  fueron  mensurados  por  orden  del 
Gobierno  de  Santa  Fé  para  su  venta  en  remate  público  en  mil 
ochocientos  cincuenta  y  siete,  y  que  medidos  y  amojonados  y 
con  un  título  cuyo  valor  jurídico  no  es  contestado,  fueron  entre- 
gados á  su  causante,  siendo  después  de  mil  ochocientos  setenta 
y  nueve  solamente,  que  Acevedo  auxiliado  por  autoridades  de 
campaña  y  manteniendo  siempre  una  actitud  armada,  ha  podido 
entrar  á  ocupar  una  parte  de  ellos . 

Hacen  mérito,  finalmente,  de  los  términos  de  la  escritura  del 
demandante,  como  del  laudo  de  esta  Suprema  Corte  antes  refe- 
rido y  de  su  aceptación  y  cumplimiento  por  los  gobiernos  compro- 
misarios, y  concluyen  solicitando  el  rechazo  de  la  oposición  y 
el  desalojo  de  la  fracción  de  campo  ocupada  por  aquel. 

Y  considerando :  Primero :  Que  sometidos  los  derechos  del 
demandante  según  él  lo  reconoce  y  comprueba  el  título  que  sirve 
de  fundamento  á  su  oposición,  á  las  resultas  de  la  cuestión  de 
límites   entre    las  dos  provincias  mencionadas,  declarándose 


430  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

esplícitamente  en  la  escritura  del  traspaso  que  el  campo  vendido 
se  hallaba  dentro  de  los  límites  del  territorio  disputado  y  qae 
la  venta  se  hacía  con  sujeción  al  evento  incierto  de  aqnella 
cuestión,  es  evidente  qne  esos  derechos  no  le  han  sido  cedidos 
sino  como  contestados  j  dudosos  á  condición  solamente  de 
que  por  el  resultado  del  pleito,  las  tierras  vendidas  llegasen  á 
quedar  dentro  del  territorio  de  la  provincia  vendedora  j  resol- 
tasen ser  de  sn  propiedad. 

Segundo :  Qne  decidido  ese  litigio  j  decidido  precisamente 
en  lo  que  respecta  á  los  terrenos  en  cuestión,  en  favor  de  la  pro- 
vincia de  Santa  Fé,  cuyos  derechos  especialmente  se  salvaron 
en  la  venta  verificada  á  favor  del  demandante,  no  puede  en  ma- 
nera alguna  sustraerse  este  á  las  consecuencias  del  fallo  respec- 
tivo ni  contestar  absolutamente  los  derechos  y  acciones  que  por 
su  contrato  se  hizo  una  obligación  acatar. 

Tercero :  Que  la  forma  en  que  la  cuestión  haya  sido  decidida 
es  indiferente,  pues  refiriéndose  el  contrato  á  las  resultas  en 
general  de  la  cuestión  de  límites  pendiente,  haciendo  depender 
de  ellas  la  eficacia  del  traspaso  y  la  subsistencia  de  los  derechos 
trasmitidos  al  demandante,  sin  reserva  ni  distinción  alguna  en 
cuanto  al  procedimiento  á  que  el  litigio  debería  someterse, 
ningún  medio  de  decisión  legal  puede  considerarse  escluido, 
debiendo  obviamente  entenderse  comprendido  lo  mismo  el  caso 
de  una  solución  por  un  proceso  rigurosamente  judicial,  que  el  de 
un  arreglo  por  los  medios  más  indicados,  atento  el  carácter  de 
las  partes  y  la  naturaleza  de  las  cuestiones  á  debatirse,  de  nn 
compromiso  arbitral  6  de  una  transacción  directa  entre  las  pro- 
vincias interesadas. 

Cuarto :  Que  la  escepcion  de  prescripción  hecha  valer  por  el 
demandante  no  es  procedente,  porque  aún  suponiendo  en  favor 
de  la  provincia  de  Buenos  Aires  la  posesión  necesaria  para 
fundarla,  tal  medio  de  defensa  sería  incompatible  con  los  térmi- 
nos de  la  escritura  de  venta,  que  importan  una  sumisión  incon- 
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dicional  al  resultado  del  litigio  antes  mencionado  j  una  renun- 
cia Tirtnal  y  necesaria  de  toda  prescripción  y  de  todo  medio  de 
defensa  que  no  se  haya  hecho  valer  en  él,  6  que  opuesto,  haya 
sido  desestimado  ó  no  aceptado  al  tiempo  de  su  decisión^  y  en 
ningún  caso  puede  ser  aceptada  válidamente  contra  el  título 
mismo  del  oponente. 

Quinto :  Finalmente,  que  por  lo  que  respecta  á  los  derechos 
de  los  demandados,  ellos  emanan  de  un  título  perfectamente 
válido,  no  sujeto  á  dudas  ni  condición  alguna  y  muy  anterior 
en  fecha  al  del  demandante,  ofreciendo  además  la  prueba  de 
que  por  él  se  hizo  desde  un  principio  tradición  del  campo  al  cau- 
sante de  los  litigantes,  que  aparecen  poseerlo  hasta  hoy  en  casi 
toda  su  estension. 

Por  estos  fundamentos:  se  resuelve  no  hacer  lugar  con  costas 
á  la  oposición  deducida  en  estos  autos  por  Don  Pedro  Y.  Aoe- 
TOdo,  con  declaración  de  que  la  fracción  de  campo  en  cuestión 
de  que  se  halla  él  en  ocupación,  es  de  propiedad  y  dominio  de 
los  demandados  y  de  que,  en  consecuencia,  está  obligado  á  hacer 
desalojo  de  ella  en  término  de  noventa  dias.  Notifíquese  con  el 
original  y  repuestos  los  sellos  archívense. 
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CAUSA  XI.I 


jD.  Jorge  Drabble  contra  D.  Pedro  V.  Acevedo  ;  sobre  dominio 
de  una  fracción  decampo  en  la  provincia  de  Santa  Fé 


Sumario n  —  Vendido  por  la  proTincia  de  Buenos  Aires  un 
terreno  de  campo  bajo  la  condición  de  estar  sujeta  la  Tenta  á 
las  resaltas  de  la  cuestión  de  límites  pendiente  con  la  provincia 
de  Santa  Fé,  y  resuelta  dicha  cuestión  respecto  del  citado 
terreno  á  favor  de  la  provincia  de  Santa  Fé,  el  dominio  del 
mismo  pertenece  al  que  por  título  válido  lo  compró  anterior- 
mente á  esta  última  provincia. 


Caso.  —  En  H  de  Agosto  de  i884  se  presentaron  ante  el 
Juzgado  Federal  de  la  Capital  D.  Carlos  y  D.  Alfredo  Drabble 
en  representación  de  D.  Jorge  Drabble,  esponiendo:  que  entre 
el  mencionado  D.  Jorge  Drabble  y  D.  Pedro  Y.  Acevedo,  existía 
una  cuestión  sobre  mejor  derecho  á  una  fracción  de  campo  si- 
tuada en  la  provincia  de  Santa  Fé. 

Que  esta  fracción  forma  parte  do  una  área  mayor  que  Drabble 
compró  en  1887  áD.  Domingo  Mendoza^  procediendo  el  titula 
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de  este,  de  venta  otorgada  en  1857  por  el  Gobierno  de  San- 
ta Fé. 

Que  Acevedo  sostiene  qae  la  fracción  dispatada  forma  parte 
de  una  área  mayor  que  compró  en  1880  al  Gobierno  de  Buenos 
Aires,  alegando  que  además  de  este  título  tiene  la  posesión. 

Qne  en  el  año  1883  Drabble  hizo  practicar  una  mensura  de 
todo  su  campo  (6  leguas)  y  esta  mensura  dio  luz  bastante  para 
apreciar  cual  era  la  fracción  disputada  por  Acevedo,  la  cual  se 
halla  marcada  en  el  croquis  que  acompaña  y  se  compone  de  legua 
y  media  próximamente. 

Que  la  mensura  referida  fué  protestada  por  Acevedo,  fundán- 
dose en  que  invadía  su  propiedad ;  pero  desechada  la  protesta 
en  primera  instancia  y  traido  el  asunto  en  apelación  ante  V.  E., 
ambas  partes,  convencidas  de  que  decisión  acerca  del  mérito 
facultativo  de  la  mensura,  no  había  de  dejar  deñnido  el  mejor 
derecho  de  propiedad,  acordaron  suspender  el  juicio  y  entrar 
inmediatamente  á  la  cuestión  de  propiedad. 

Que  en  vista  de  este  acuerdo,  entablaban  demanda  en  forma 
para  que  se  declarara  en  oportunidad,  que  D.  Jorge  Drabble  es 
propietario  esclusivo  de  toda  el  área  de  campo  comprada  por  él 
á  D.  Domingo  Mendoza ;  y  que  D.  Pedro  Acevedo  carece  de 
derecho  á  la  fracción  que  pretende  ser  suya,  ordenándosele 
además  el  desalojo  de  la  parte  de  terreno  que  ocupa,  compren- 
dido dentro  del  área  del  demandante,  quedando  á  beneñcío  de 
este  todas  las  mejoras  que  en  él  hubiese  hecho,  y  debiendo 
abonar  por  la  legui  y  media  indebidamente  ocupada,  un  arren- 
damiento de  dos  mil  pesos  nacionales  anuales  acontar  desde 
Diciembre  de  1882,  en  que  se  practicó  la  mensura  por  Drabble, 
hasta  el  dia  en  que  se  lleve  á  efecto  el  desalojo. 

Que  el  derecho  de  Drabble  se  funda  en  su  título,  cuyos  ante- 
cedentes son  los  siguientes  :  La  provincia  de  Santa  Fé  se  con- 
sideraba de  mucho  tiempo  atrás  propietaria  de  la  zona  en  que 
se  hallaba  situada  el  área  de  seis  leguas  adquirida  en  1877  por 
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Drabblé.  £n  ese  concepto  hizo  medir  el  Gobierno  la  espresada 
zona,  lo  cual  se  hizo  sin  dificultad  alguna  por  los  agrimensoiet 
Blyth  7  Bustinza  en  1856.  En  1857,  la  comisión  encargada 
por  el  Gobierno  de  Santa  Fé  de  la  enagenacion  de  esas  tier- 
ras, vendió  á  D.  José  Fidel  de  Paz^  un  lote  de  seis  leguas, 
designado  en  la  mensura  bajo  el  número  52.  D.  José  Fidel  de 
Paz  le  vendió  á  D.  Domingo  Mendoza  en  Julio  5  de  1860  j  de 
este  pasó  la  propiedad  á  D.  Jorge  Drabble  por  venta  otorgada 
á  su  favor  en  Octubre  25  de  1877. 

Que  por  su  lado,  agrega  el  demandante,  Acevedo  invoca  el 
título  espedido  por  el  Gobierno  de  la  provincia  de  Boeoos 
Aires  en  27  de  Julio  de  1880 ;  cuyo  Gobierno  no  pudo  trasferir 
derecho  alguno  de  dominio  porque,  según  la  resolución  arbitral 
de  la  Suprema  Corte  en  la  cuestión  de  límites  entre  la  espresa- 
da provincia  y  las  de  Santa  Fé  y  Córdoba^  el  terreno  en  cues- 
tión pertenece  á  la  de  Santa  Fé,  y  nadie  puede  trasferir  nn  de- 
recho que  no  tiene. 

Que  además  existe  una  circunstancia  que  demnestra  qne  ni 
aún  por  error  escusable  ha  podido  Acevedo  considerarse  daeño 
del  terreno  en  cuestión,  una  vei;  pronunciado  el  lando  de  la  Su- 
prema Corte. 

Que  en  efecto,  Acevedo  se  presentó  ante  el  Gobierno  de  Bue- 
nos Aires  solicitando  el  terreno  en  compra,  cuando  se  hallaba 
pendiente  la  cuestión  de  límites  con  Santa  Fé ;  y  en  virtud  de 
esto^  dicho  gobierno  hizo  lugar  á  la  petición  de  compra,  median- 
te la  condición^  que  Acevedo  aceptó,  de  que  quedaba  el  com- 
prador sujeto  á  las  resultas  de  la  cuestión  de  límites ;  y  decla- 
rado después  por  el  laudo  que  el  terreno  pertenecía  á  Santa  Fé, 
es  imposible  fundar  razonablemente  no  ya  el  dominio  mismo, 
sino  aún  una  pretensión  á  él. 

Que  todo  cuanto  Acevedo  diga  sobre  posesión,  no  mejora  sn 
título;  pues  la* posesión  se  toma  en  cuenta  para  acordaran 
derecho  preferente,  cuando  hay  dos  ó  más  personas  que  presen- 
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tan  títulos  emanados  todos  del  dueño,  lo  cual  no  existe  en  el 
presente  caso,  en  que  la  proTíncis  de  Buenos  Aires  no  ha  podido 
por  medio  de  una  venta,  hacer  adquirir  á  Aceredo  un  dominio 
qne  ella  misma  no  tenía. 

Qne  por  otra  parte,  Buenos  Aires  no  vendió»  sino  bajo  la  con- 
dición espresa  de  que  el  terreno  le  perteneciera,  según  el  fallo 
arbitral  pendiente ;  y  resuelto  este  punto  en  sentido  contrario  á 
las  pretensiones  de  Buenos  Aires,  no  solo  puede  afirmarse  qne 
D.  Jorge  Drabble  tiene  un  título  preferente,  sino  también  qne 
Acevedo  no  tiene  título,  puesto  que  el  qne  se  le  otorgó  lo  fué 
bajo  la  condición  espresa  de  realizarse  nn  hecho  que  no  ha  tenido 
lugar. 

Que  por  lo  espuesto,  carece  de  toda  importancia  la  posesión 
qne  haya  podido  tener  Acevedo,  y  que  el  demandante  no  reco- 
noce. Gonclnye  la  demanda  citando  el  artícnlo  2758  del  Código 
Civil  y  pidiendo  que  Acevedo  sea  condenado  en  la  forma  antes 
espresada  con  más  las  costas  del  juicio. 

Acompañó  el  demandante,  además  del  croquis  antes  mencio- 
nado, nna  escritura  pública  en  que  consta :  que  el  Dr.  D.  Euge- 
genio  Pérez,  como  apoderado  délos  señores  Domingo  Mendoza 
hermanos,  vendió  en  el  Rosario,  con  fecha  25  de  Octnbre  de 
1877  á  D.  Jorge  W.  Drabble,  entre  otras  propiedades,  un  terre- 
no en  el  departamento  del  Rosario  compuesto  de  tres  legnas  de 
frente  al  norte  por  dos  leguas  de  fondo  al  sudoeste,  por  la  can- 
tidad de  12.000  pesos  fuertes.  Se  espresa  en  la  escritora,  que 
D.  Domingo  Mendoza  hubo  el  terreno  por  compra  á  D.  José 
Eidel  de  Paz,  en  el  Rosario  á  5  de  Julio  de  1800 ;  y  que  Paz  lo 
había  comprado  á  su  vez  en  19  de  Diciembre  de  1857  á  la  comi- 
sión nombrada  por  el  Gobierno  de  Santa  Fé  para  la  venta  de 
terrenos  fiscales  en  el  departamento  del  Rosario. 

Acompañó  también  el  demandante,  nn  testimonio  espedido 
por  el  actuario  en  el  juicio  que  anteriormente  siguieron  las  mis- 
mas partes,  sobre  mensura  y  en  el  cual  consta:  1*^  La  diligencia 
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de  mensur::  practicada  para  Drabble  por  el  agrimensor  D.  Bo- 
dolfo  Warner  con  fecha  SO  de  Noviembre  de  1882.  Figura  en 
ella  la  protesta  formulada  por  D.  Pedro  V.  Acevedo;  i!"  TTn 
informe  del  Departamento  Topográfico  de  Santa  Fé  (foja  29)  en 
que  manifiesta  qne  la  operación  de  mensura  está  bien  hecba, 
absteniéndose  por  sn  parte  de  emitir  opinión  acerca  del  mérito 
de  la  protesto  de  Acevedo;  S^  TJna  presentación  de  dicho  Acevedo 
al  Departamento  reiterando  su  protesta  (foja  290)  y  en  la  cual 
espresa  que  desde  1865  está  poseyendo  el  terreno  que  había  com- 
prado al  Gobierno  de  Buenos  Aires ;  y  4""  el  escrito  presentado 
ante  V.  E.  por  Drabble  y  Acevedo  en  el  juicio  de  mensura  que 
había  sido  elevado  en  apelación,  desistiendo  de  dicho  juicio  para 
discutir  inmediatamente  la  propiedad  del  campo. 

Conferido  traslado,  contestó  la  demanda  D.  Marcelo  Bosch, 
en  representación  de  D.  Pedro  Y.  Acevedo,  pidiendo  que  se  le 
rechazara  con  costas.  Dijo :  que  los  antecedentes  relacionados 
en  la  demanda,  aunque  exactos,  son  incompletos. 

Que  el  origen  del  título  de  Drabble  es  el  que  en  dicha  de- 
manda se  menciona,  y  ([ue  solo  pone  en  duda  la  existencia  de 
la  mensura  practicada  por  el  Gobierno  de  Santa  Fé  en  1856. 

Que  ni  Drabble  ni  sus  antecesores  hicieron  jamás  en  el  terre- 
no el  mínimo  acto  de  posesión. 

Que  es  cierto  que  el  título  de  Acevedo,  data,  como  título  de 
propiedad,  del  año  1880;  pero  que  esa  propiedad  viene  prece* 
dida  de  una  posesión  de  15  años  como  concesionario  del  Gobier- 
no de  Buenos  Aires. 

Que  si  la  referencia  de  la  demanda  respecto  á  encontrarse 
pendiente  la  cuestión  de  límites  entre  Buenos  Aires  y  Santa  Fé, 
se  funda  en  la  discusión  entre  ambos  Gobiernos,  también  lo 
estaba  cuando  compró  Paz,  antecesor  de  Drabble,  pues  es  noto- 
rio que  esa  discusión  comenzó  en  la  época  colonial,  llegando  á 
trabarse  pleito  ante  el  Juez  competente  de  la  época ;  pero  si 
la  referencia  se  aplica  á  nuestros  dias  y  al  juicio  que  se  siguió 
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ante  ia  Saprema  Corte,  hay  un  error  de  fecha  en  la  demanda, 
porque  el  conyenio  de  arbitrage  fué  estipulado  recien  en  1881  y 
el  juicio  comenzó  machos  meses  después. 

Que  la  cuestión  presente  proviene  de  la  confusión  de  límites 
entre  Santa  Fé  y  Buenos  Aires  y  de  las  concesiones  y  ventas 
que  cada  una  de  esas  provincias  hizo  en  el  concepto  de  que  la 
tierra  era  de  su  propiedad ;  confusión  que  concluyó  con  el  acuer- 
do de  «arbitrage  y  con  el  laudo  pronunciado  por  la  Corte  Su- 
prema. 

Que  dos  de  las  cláusulas  de  ese  acuerdo  son  pertinentes  á  la 
cuestión :  la  cuarta  que  autorizó  á  la  Corte  para  proceder  como 
arbitro  de  derecho  ó  como  arbitro  arbitrador  según  la  prueba 
que  se  presentara,  y  la  sesta^  que  dice  así :  c  El  fallo  del  Tri- 
bunal arbitral  sobre  los  límites  jurisdiccionales  de  las  provincias 
contratantes,  no  alterará  en  ningún  caso  los  derechos  de  los 
particulares,  subsistentes  en  la  fecha  de  este  convenio,  siempre 
que  hayan  sido  legítimamente  adquiridos  » . 

Que  la  Corte  en  su  laudo,  declaró  que  procedía  como  arbitra- 
dor, porque  con  las  pruebas  exhibidas  no  era  posible  conocer 
la  propiedad  de  las  provincias ;  y  en  cuanto  á  la  cláusula  sesta, 
tanto  el  representante  de  Buenos  Aires  como  el  do  Santa  Fé, 
convinieron  espresamente  en  que  importaba  reconocer  como 
legítimos  los  títulos  otorgados  por  uno  y  otro  Gobierno  á  par- 
ticularesy  aún  cuando  según  el  fallo  arbitral  la  propiedad  vinie- 
ra á  quedar  fuera  de  la  jurisdicción  del  Gobierno  que  lo  había 
espedido. 

Que  así  lo  exigían  los  antecedentes  de  la  cuestión  y  el  interés 
social  que  aconseja  respetar  los  derechos  de  los  particulares, 
como  se  estipuló  en  el  tratado  celebrado  entre  esta  Bepública  y 
la  del  Paraguay,  después  de  terminada  la  guerra  entre  ambos 
paises. 

Que  la  provincia  de  Santa  Fé  d^  la  cual  emana  el  título  de 
Drabble  se  había  comprometido  á  respetar  el  derecho  legítima- 
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Que  la  mencionada  cláusola  sesta  del  tratado,  revalidó  el  títu- 
lo de  AceyedOy  7  tal  es^  con  relación  á  él,  el  resaltado  de  la 
cuestión  de  limites  entre  las  proTincias. 

Agregó  el  demandado:  que  en  los  documentos  que  acompañó 
constan  los  hechos  en  que  se  funda;  7  estando  su  posesión  actual 
reconocida  por  el  demandante,  debe  hacer  presente  que  esta 
posesión  se  demuestra  con  una  hermosa  casa  de  azotea,  cons- 
truida 7  habitada  por  Aceredo,  noria,  corrales  7  todo  lo  que 
con8titu7e  la  población  principal  de  un  establecimiento  de  cam- 
po, constando  en  el  plano  que  presentó,  copia  del  presentado 
por  Drabble,  el  sitio  en  que  se  encuentran  las  poblaciones. 

Acompañó  el  demandado  en  testimonio,  la  escritura  de  venta 
otorgada  á  su  favor  por  el  Gobierno  de  Buenos  Aires  con  fecha 
27  de  Julio  de  1880,  de  8000  hectáreas  situadas  en  el  partido 
de  Bojas,  lindando  al  noroeste  con  D.  Garlos  Alsina  7  terrenos 
del  estado ;  al  sudeste  con  D.  Severo  Pizarro ;  al  sudoeste  con 
terrenos  del  estado  7  al  noroeste  con  el  terreno  que  constitu7e 
la  diferencia  entre  las  tres  leguas  concedidas  originariamente 
en  posesión  al  interesado,  7  las  8000  hectáreas  que  le  venden. 
Se  espresa  en  esta  escritura  que  la  venta  se  hace  en  vista  de  la 
conformidad  del  interesado  en  sujetarse  alas  resultas  de  la  cues- 
tión de  límites  entre  Buenos  Aires  7  Santa  Fé,  en  ca7a  cuestión 
se  halla  comprendido  el  terreno. 

En  el  mismo  testimonio  acompañado  consta:  1^  una  mensura 
practicada  en  el  terreno  de  Acevedo  por  el  agrimensor  D.  Fede- 
rico Qomez  Molina,  con  fecha  15  de  Diciembre  de  1880,  men- 
sura que  fué  judicialmente  aprobada  en  15  de  Febrero  de  1881 ; 
2^  una  resolución  del  Gobierno  de  Buenos  Aires,  fecha  4  de 
Marzo  de  1865,  concediendo  á  D.  Zacarías  Frotes,  un  terreno 
en  el  partido  de  Rojas,  que  él  había  solicitado  en  compra  con 
la  condición  de  ediñcar  7  poblar  en  él ;  3^  que  el  título  de  Ace- 
vedo fué  protocolizado  en  el  Archivo  general  de  Santa  Fé  por 
orden  superior  espedida  con  fecha  18  de  Setiembre  de  1882 ;  7 
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qae  se  encuentra  paga  la  Contribacion  Directa  en  Santa  Fé  por 
los  años  18S2  y  83. 

Acompañó  además  el  demandado,  nna  declaración  prestada 
por  D.  Zacarías  Frotes,  ante  el  Jaez  de  Paz  de  la  colonia  Teode- 
lina,  con  fecha  31  de  Octubre  de  1882,  en  que  se  espresa  á  pe- 
dido de  D.  Pedro  Y.  Aceyedo,  qne  en  1865  pobló  con  hacien- 
das el  campo  de  las  Encadenadas,  compuesto  de  tres  leguas,  hoy 
de  propiedad  del  mencionado  Acevedo,  el  cual  le  fué  concedido 
por  el  Oobierno  de  Buenos  Aires,  y  desde  entonces  no  han  fal- 
tado haciendas  hasta  la  fecha  que  lo  tiene  Acevedo  ocupado 
con  600  cabezas  de  ganado  racuno,  500  yeguarizo  y  1000 
ovejas. 

Conferido  traslado  al  demandante,  de  los  documentos  acom- 
panados  por  el  demandado,  se  espidió  insistiendo  en  que  la  ven- 
ta hecha  á  Acevedo  había  sido  condicional,  pues  no  podía  ha- 
cerla de  otro  modo  la  provincia  de  Buenos  Aires,  procediendo 
lealmente,  desde  que  estaba  ya  pendiente  la  cuestión  de  límites ; 
tanto  más  cuanto  que,  pasada  la  solicitud  de  compra  de  Aceve- 
do á  informe  del  asesor  de  gobierno,  este  se  espidió  aconsejando 
que  no  se  hiciera  lugar,  por  cuanto  no  debía  alterarse  el  staiu 
quo,  habiendo  hecho  presente  por  su  parte,  el  Departamento  de 
Ingenieros,  que  el  terreno  se  hallaba  entre  los  disputados  por 
Santa  Fé,  quien  lo  había  vendido  con  mucha  anterioridad. 
Agregó :  que  la  forma  en  que  la  Corte  conoció  y  falló  la  cuestión 
de  límites,  ninguna  influencia  puede  tener  en  la  condición  im- 
pnesta  á  Acevedo  y  sus  consecuencias,  y  es  notorio  que  lo  que  el 
gobierno  de  Buenos  Aires  se  propuso,  fué  mantener  el  statuquo, 
empleando  para  ello  términos  generales  que  lo  sujetaban  al 
comprador  á  las  resultas  de  la  cuestioA. 

Que  no  es  admisible  la  suposición  de  que  lo  que  se  quiso  fué 
solo  librar  al  gobierno  de  la  garantía  de  la  eviccion,  pues  en  tal 
caso,  así  se  habría  espresado  sencillamente ;  y  no  es  lo  mismo 
no  responder  por  la  eviccion,   dejando  al  adquirente  libre  para 
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defenderse,  que  imponerle  la  obligación  de  acatar  la  resolución 
sobre  los  límites. 

Que  no  puede  sostenerse  tampoco  que  la  cláusula  6*  del  com- 
promiso haya  revalidado  el  titulo  de  Acevedo,  porque  ella  se  re- 
fiere á  los  derechos  de  los  particulares  existentes  en  la  fecha  del 
convenio,  que  hubieran  sido  legítimamente  adquiridos,  y  los 
derechos  adquiridos  por  Acevedo  no  provenían  de  una  venta  pu- 
ra y  simple,  sino  de  una  venta  condicional . 

Que  otro  tanto  puede  decirse  de  la  protocolización  del  titulo, 
cuya  existencia  no  reconoce  por  su  parte,  pues  ella  no  significa  el 
reconocimiento  de  la  legitimidad  déla  venta  aunque  esta  hubie- 
ra sido  pura  y  simple.  Aunque  así  fuera,  la  venta  se  conservaría 
en  su  mismo  carácter  de  condicional ;  y  además,  la  protocoliza- 
ción sin  citación  siquiera,  de  Drabble,  no  podía  afectarle  ;  sien- 
do de  notar,  además,  que  la  provincia  de  Santa  Fé,  aunque  lo 
hubiese  querido,  no  habría  podido  despojar  á  los  compradores 
de  veinte  años  atrás,  de  los  derechos  que  tenían  adquiridos. 

Que  el  argumento  del  demandado,  respecto  de  la  preferencia 
de  su  titulo  por  la  posesión,  no  es  exacto,  porque  Acevedo  no  es 
poseedor  desde  hace  largos  años,  como  se  afirma^  del  terreno 
disputado.  El  ocupa  desde  hace  algún  tiempo,  un  terreno  con- 
tiguo al  de  Drabble,  y  que  este  no  reclama  como  suyo ;  recien 
desde  principios  de  1883  ha  hecho  acto  de  ocupación,  levantan- 
do una  población  en  el  terreno  disputado,  lo  cual  hizo  en  tres  6 
cuatro  dias,  aprovechando  una  ausencia  del  mayordomo  de  Drab- 
ble, quien  impuesto  de  lo  ocurrido  protestó  contra  Acevedo, 
ante  las  autoridades  de  Melincué. 

Que  la  población  levantada  en  estas  condiciones  no  debe  con- 
fundirse con  la  casa  principal  de  la  estancia  de  Acevedo,  la  cual 
se  halla  fuera  del  terreno  disputado,  confusión  que  hace  el  de- 
mandado incurriendo  en  tina  inexactitud. 

Que  también  es  inexacto  que  Drabble  no  haya  hecho  acto  de 
posesión  en  el  terreno,  pues  tiene  en  las  seis  leguas  que  com- 
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pió  á  Mendoza,  un  valioso  establecimiento  con  miles  de  cabezas 
de  ganado  vacuno  y  lanar  ;  haciendas  que  pastaban  en  la  frac- 
ción disputada  como  en  el  resto  del  campo,  cuando  Acevedo  le- 
vantó clandestinamente  la  población  antes  referida,  y  en  cuya 
construcción  ni  se  dio  el  carácter  de  poseedor  esdusivo,  ni  des- 
pojó completamente  á  Drabble. 

Que  además  de  lo  espuesto,  para  que  la  posesión  dé  preferen- 
cia al  título  posterior,  es  menester  que  no  se  haya  tenido  cono- 
cimiento de  la  primera  venta  (arts.  594  y  3629,  G.  C),  y  Ace- 
vedo no  esta  en  este  caso,  pues  cuando  se  presentó  solicitando 
la  compra,  el  Departamento  de  Ingenieros  informó  que  el  terre- 
no había  sido  vendido  ya  por  Santa  Fé. 

Que  la  prescripción  opuesta  es  improcedente,  pues  no  solo  no 
es  exacta  la  posesión  invocada  por  parte  de  Buenos  Aires,  sino 
que  á  ella  puede  oponerse  la  que  comenzó  á  manifestarse  por  la 
mensura  que  hizo  practicar  en  1856  el  gobierno  de  Santa  Fé ; 
siendo  contradictorio  el  que  por  una  part«  se  sostenga  una  po- 
sesión continua  y  no  interrumpida^  mientras  que  por  otra  se 
afirma  que  la  cuestión  de  límites  se  hallaba  pendiente,  cuando 
compró  Paz,  antecesor  de  Drabble,  al  gobierno  de  Santa  Fé. 

Que  dadas  las  condiciones  del  título  de  Acevedo,  es  estempo- 
ránea  toda  cuestión  de  prescripción,  pues  esta  habrá  sido  alega- 
da ó  no  por  Buenos  Aires  en  la  cuestión  de  límites,  y  su  méri- 
0  ha  quedado  definitivamente  apreciado  por  la  resolución  de  la 
Suprema  Corte. 

Que  aún  cuando  Acevedo  pudiese  oponer  la  prescripción,  in- 
vocando la  posesión  desde  1865,  aquella  no  se  habría  operado, 
porque  colocándose  él  en  su  argumento,  como  vecino  de  la  Pro- 
vincia de  Buenos  Aires,  y  no  habiendo  residido  en  esta,  ni  Drab- 
ble ni  sus'  antecesores,  se  habría  necesitado  veinte  años,  lo 
que  no  ha  sucedido,  para  que  la  prescripción  se  operase. 

Que  fuera  de  todo  lo  espuesto  existe  un  hecho  que  evidencia 
la  falta  de  razón  del  demandado  para  seguir  este  litigio,  y  él 
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consiste  on  que,  en  vista  del  fallo  arbitral,  Aceredo  se  presen- 
tó ante  el  gobierno  de  Buenos  Aires,  pidiendo  que,  atento  el  re- 
sultado de  la  cuestión  concluida  por  ese  fallo^  se  le  diera  en 
otra  parte  una  fracción  de  terreno  igual  á  la  que  había  Tenido  i 
quedar  en  Santa  Fé ;  habiendo  opinado  el  asesor  que  por  equi- 
dad, podía  accederse  á  ese  pedido ;  conducta  del  demandado 
que  demuestra  el  reconocimiento  por  su  parte  del  alcance  y  del 
objeto  de  la  cláusula  puesta  en  su  título.  Agregó  el  demanda- 
do :  que  no  reconocía  haber  sido  debidamente  deslindado  7 
amojonado  el  terreno  que  espresa  el  título  de  Acevedo,  negando 
la  verdad  de  las  actas  incorporadas  en  dicho  título,  7  en  que 
aparecen  linderos  imaginarios  conformándose  con  la  mensura. 
Pidió  también  que  se  citara  de  eviccion  á  la  provincia  de  San- 
ta Fé. 


WmUo  del  liaea  Federal 

Buenos  Aires,  Agosto  4  de  1886. 

Vistos  estos  autos  iniciados  por  D.  Jorge  Drabble  contra  D. 
Pedro  y.  Acevedo  sobre  mejor  derecho  á  una  fracción  de  campo 
situada  en  la  Provincia  de  Santa  Fé. 

Resulta:  I""  Que  con  fecha  5  de  Octubre  de  1877yD.  Jorge 
W.  Drable  compró  un  terreno  de  estancia  compuesto  de  tres  le- 
guas de  frente  al  norte  por  dos  de  fondo  al  sud-oeste,  situado, 
en  la  Provincia  de  Santa  Fé,  departamento  del  Rosario,  por  es- 
critura pública  otorgada  en  la  ciudad  del  mismo  nombre,  á  los 
Sres.  Domingo  Mendoza  7  hermano,  quienes  lo  adquirieron  por 
compra  hecha  á  D.  José  Fidel  de  Paz  en  cinco  de  Julio  de  1860, 
el  cual  á  su  vez  lo  había  adquirido  en  19  de  Diciembre  de  18S7 
de  la  comisión  de  tierras  nombrada  por  el  Ghobierno  de  aquella 
Provincia  para  la  venta  de  tierras  fiscales  en  ese  departamento, 
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pasándose  las  correspondientes  escrituras  de  transferencia  del 
dominio. 

S"*  Qae  el  año  1883  Drabble  hizo  practicar  una  mensura  de  ese 
campOy  la  cnal  faé  protestada  por  D.  Pedro  Y.  Acevedo,  fundán- 
dose en  que  dicha  operación  invadía  una  parte  del  terreno  qne 
en  mayor  ostensión  había  adquirido  por  compra  hecha  al  Go- 
bierno de  la  Provincia  de  Buenos  Aires  el  27  de  Julio  de  1880, 
cuya  protesta  fué  desechada,  en  primera  instancia,  siendo  ape- 
lada la  sentencia  para  ante  la  Suprema  Corte. 

3"^  Que  pendiente  el  recurso  y  convencidas  ambas  partes,  que 
no  era  la  decisión  judicial  sobre  el  mérito  de  la  mensura,  como 
operación  facultativa,  lo  que  había  de  dejar  definido  el  mejor 
derecho  de  propiedad  que  respectivamente  se  invocaba  sobre  la 
fracción  de  terreno  en  que  ambos  títulos  se  superponen,  convi- 
nieron suspender  dicha  cuestión,  y  entrar  á  discutir  inmediata- 
mente el  mejor  título,  conservando  cada  uno,  para  esta  discu- 
sión, la  posesión  legal  y  de  hecho  que  tenían,  dándose  por  desis- 
tido el  apelante. 

\^  Que  en  virtud  de  este  convenio  se  presentaron  al  Juzgado 
con  fecha  11  de  Agosto  del  año  1884,  D.  Carlos  y  D.  Alfredo 
Drabble,  en  representacion[de  D.  Jorge  Drabble  entablando  for- 
mal demanda  ordinaria,  para  que  se  declare  que  este  es  propie- 
tario esclusivo  de  toda  la  área  comprada  á  Mendoza,  y  que  Ace- 
vedo  carece  de  todo  derecho  á  la  fracción  cuestionada  de  dicho 
campo,  ordenándosele  como  consecuencia  el  desalojo  déla  parte 
de  terreno  que  ocupa  comprendido  dentro  de  dichaárea,  que  dando 
á  beneficio  del  propietario,  todas  las  mejoras  que  hubiese  hecho, 
debiendo  además  abonar  un  arrendamiento  de  dos  mil  pesos 
anuales  por  la  legua  y  media  de  campo  que  ocupa  indebidamen- 
te,contados  desde  el  mes  de  Diciembre  de  1882,  época  en  que  se 
practicó  la  mensura  protestada. 

5""  Que  en  apoyo  de  su  demanda  alega  el  actor,  que  la  Pro- 
vincia de  Santa  Fé,  de  quien  emana  su  título  de  dominio,  por 
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venta  que  hizo  la  comisión  de  tierras  en  1857  á  D.  José  Fidel  de 
Paz,  se  consideraba  desde  mucho  tiempo  atrás  propietario  de  la 
zona  en  que  se  halla  situada  aquella  fracción  de  seis  leguas  y 
en  este  concepto  la  había  medido  sin  dificultad  alguna  por  los 
agrimensoaes  Blith  y  Bastinza  el  año  1886;  que  entretanto  el 
título  de  Acevedo  de  fecha  27  de  Julio  de  1880  emana  de  la  Pro* 
Yincia  de  Buenos  Aires  la  que  no  había  podido  transferirle  dere- 
cho alguno  ie  dominio,  pues  según  la  resolución  arbitral  de  la 
Corte  Suprema  de  la  Nación  en  la  cuestión  de  límites  entre  esa 
Provincia  y  las  de  Córdoba  y  Santa  Fé,  el  terreno  en  cuestión 
pertenece  á  esta  última ;  que  además,  Acevedo  se  presentó  ea 
compra  al  Gobierno  de  la  Provincia  cuando  se  hallaba  pendiente 
la  cuestión  de  límites,  en  vista  de  lo  cual  aquel  hizo  lugar  á  la 
compra  mediante  la  condición  aceptada  por  Acevedo,  de  qae  la 
venta  se  efectuaba,  quedando  el  comprador  sujeto  á  las  resultas 
de  dicha  cuestión. 

G'^  Que  el  demandado  reconoce  contestando  la  demanda,  qae 
los  antecedentes  relacionados  por  el  actor  son  exactos  en  sí  mis- 
mos poniendo  solo  en  duda  la  existencia  de  la  mensura  practi- 
cada por  el  Gobierno  de  Santa  Fé  el  año  1856  y  alega  en  su  de- 
fensa que  si  bien  su  título  de  propiedad  data  del  año  1880  esta 
viene  precedida  de  una  posesión  de  quince  años  como  concesio- 
nario del  Oobierno  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires ;  que  res- 
pecto de  la  cuestión  de  límites  que  según  Drable  estaba  pendiente 
entre  aquella  Provincia  y  la  de  Santa  Fé  en  la  época  en  qae 
compró  Acevedo,  existía  también  cuando  compró  Paz  á  Santa 
Féy  pues  era  notorio  que  ella  principió  en  la  época  colonial ;  j 
si  la  referencia  se  aplica  al  juicio  arbitral  de  nuestros  propios 
dias,  hay  error  de  fecha  pues  el  arbitrage  fué  estipulado  recien 
el  año  1881 ;  que  en  el  tratado  de  5  de  Marzo  de  ese  año  en  qae 
ambas  Provincias  convinieron  en  someter  la  cuestión  al  fallo 
arbitral  de  la  Corte  Suprema,  figuran  dos  cláusulas  pertinentes 
á  este  asunto,  la  cuarta  que  autoriza  á  la  Corte  á  proceder  como 
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arbitro  de  derecho  ó  como  arbitrador,  y  la  sesta  qne  establece 
que  el  fallo  del  Tribunal  arbitral  sobre  los  límites  jurisdiccio- 
nales de  las  Provincias  contratantes  no  alterará  en  ningnn  caso 
los  derechos  de  los  particulares  subsistentes  en  la  fecha  del  con- 
Tenio,  siempre  que  hayan  sido  legítimamente  adquiridos^  los 
cuales  bastan  para  proteger  su  derecho  y  que  se  declare  inata* 
cable  su  título,  porque  habiendo  declarado  la  Corte  que  proce- 
día como  arbitro  arbitrador,  su  laudo  no  puede  tomarse  como 
reconocimiento  de  un  derecho  anterior,  sino  como  constitutivo 
de  un  nuevo  derecho  estando  ambas  partes  obligadas  á  respetar 
como  legítimos  los  títulos  otorgados  por  una  ú  otra,  cualquiera 
que  sea  la  jurisdicción  á  que  pasen  los  territorios  disputados,  de- 
biendo en  tal  caso  prevalecer  el  título  con  posesión  contra  el 
título  de  fecha  anterior ;  que  aparte  de  estas  consideraciones  y 
y  de  la  protocolización  de  su  título  en  Santa  Fé,  lo  que  importa 
un  reconocimiento  de  su  derecho,  oponía  al  título  y  á  las  accio- 
nes de  Drabble  la  prescripción,  pues  la  posesión  del  Gobierno  de 
Buenos  Aires  desde  tiempo  inmemorial  le  aprovechaba  y  basta 
por  sí  sola  para  perfeccionar  su  título  y  aún  dárselo  perfecto  á 
falta  de  cualquier  otro. 

7®  Que  después  de  oído  el  actor  sobre  los  documentos  presen- 
tados por  el  demandado,  se  recibió  la  causa  á  prueba  (auto  de 
foja  87)  para  que  se  justifique  la  posesión  alegada  por  las  par- 
tes y  el  tiempo  que  respectivamente  la  han  tenido,  habiéndose 
producido  la  que  indica  el  certificado  de  foja  201. 

Y  considerando :  1^  Que  los  antecedentes  espuestos  suminis- 
tran suficiente  luz  para  fijar  la  cuestión  sometida  á  la  decisión 
del  juzgado,  nacida  de  la  confusión  de  límites  entre  las  Provin- 
cias de  Sueños  Aires  y  Santa  Fé  y  de  las  enagenaciones  al  do- 
minio privado  hechas  por  ambos  Gobiernos  en  el  concepto  de 
ser  de  su  respectiva  propiedad  fiscal  las  tierras  vendidas,  con- 
sistiendo según  ha  sido  planteada  por  la  demanda  y  contesta- 
ción, en  resolver  cual  de  las  dos  partes  contendientes  tiene  me- 


448  FALLOS  DE  LA  S|]PREMA  CORTE 

joT  derecho  á  la  fracción  de  terreno  A  B  C  D  del  croquis  agre- 
gado á  foja  22,  en  qae  el  título  de  Acevedo  otorgado  en  1880 
por  el  Grobierno  de  Buenos  Aires,  se  superpone  al  de  Drabble 
emanado  del  de  Santa  Fé  desde  1857,  lo  que  jurídicamente  cons- 
tituye una  acción  de  reivindicación  de  la  espresada  fracción  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artícalo  2758  del  Código  GítíI. 

2''  Que  la  legitimidad  del  título  exhibido  por  el  demandado 
con  respecto  á  las  seis  leguas  de  terreno  que  constituyen  la  su- 
perficie A  B  C  D  del  croquis  citado,  dentro  de  las  cuales  se  pro- 
duce la  superposición  de  la  fracción  disputada  compuesta  de 
legua  y  media  cuadrada  de  superficie  próximamente^  est¿  fuera 
de  contestación,  habiéndose  comprobado  por  el  informe  del  De- 
partamento Topográfico  de  Santa  Fé  (foja  150)  que  la  zona  de 
terreno  donde  se  encuentran  ubicadas  esas  seis  leguas,  fué  me- 
dida el  año  1856  por  orden  del  G-obierno  de  aquella  Provincia 
por  los  agrimensores  Bustinza  y  Blith,  sin  que  persona  algu- 
na hubiera  hecho  oposición,  lo  que  constituye  un  acto  perfecto 
de  posesión  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  articulo  2384  del 
Código  Civil,  de  modo  que  la  acción  instaurada  por  Drabble,  reú- 
ne los  requisitos  necesarios  para  su  procedencia,  pues  debe  su- 
ponérsele, continuando  la  posesión  de  su  antecesor,  atento  lo 
prescrito  en  los  artículos  2445  y  2475  del  Código  citado. 

3°  Que  en  contraposición  á  ella  presenta  el  demandado  un 
título  emanado  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires  con  veinte  y 
siete  años  de  posterioridad  al  del  actor,  al  cual  preténdese  agre- 
gar, primero  una  posesión  anterior  de  quince  años  á  título  de 
mero  ocupante  por  concesión  del  Gobierno,  y  después  la  pose- 
sión inmemorial  ejercida  por  dicha  Provincia  sobre  esos  campos, 
bastando  plantear  la  cuestión  en  cuanto  al  título  para  que  que- 
de resuelta. 

4^  Que  respeqto  de  la  primera  posesión,  que  invoca  Acevedo, 
además  de  ser  posterior  al  acto  posesorio  ejercido  por  la  pro- 
vincia de  Santa  Fé,  consistente  en  la  mensura  de  esos  campos  y 
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aún  á  las  ventas  á  D.  José  Fidel  de  Faz  7  á  D.  Domingo  Men- 
doza, lo  qne  demostrarla  qne  esa  ocapacion  6  posesión  6  no  se 
lia  ejercido  6  no  ha  tenido  límites  definidos  de  modo  qne  pudie- 
ra provocar  un  conflicto  de  derechos,  lo  qne  sucede  fácilmente 
cuando  como  en  el  caso  presente,  se  trata  de  inmensas  osten- 
siones de  campOy  casi  absolutamente  desiertos  en  aquellas  épo* 
cas,  sin  liodes  naturales  de  ninguna  especie  que  pudieran  indi- 
vidualizar las  propiedades,  no  habiendo  por  otra  parte,  demos- 
trado legalmente  el  demandado  que  haya  tenido  desde  entonces 
el  número  de  haciendas  necesarias  para  considerar  ocupado  to- 
do el  campo  concedido,  es  evidente  que  no  reúne  las  condicio- 
nes de  legitimidad  necesarias  para  crear  6  producir  los  derechos 
que  de  ella  emanan,  es  decir,  que  se  haya  adquirido  por  un  tí- 
tulo válido,  suficiente  para  adquirir  derechos  reales  y  de  quien 
tuviere  derecho  á  poseer  la  cosa  y  trasmitir  su  posesión,  no 
siendo  otra  cosa  según  sus  mismos  antecedentes  que  una  sim- 
ple ocupación  6  tenencia,  en  conformidad  alo  dispuesto  en  los 
artículo  2352,  inciso  l^  y  artículo  2462  del  Código  Civil,  has- 
ta 4880  que  adquirió  la  propiedad  del  campo,  lo  que  no  puede 
confundirse  con  la  posesión  como  f aente  generadora  de  ciertos 
derechos  jurídicos  que  la  ley  protejo ;  que  en  cuanto  á  lo  pose- 
sión inmemorial  de  la  provincia  de  Buenos  Aires,  no  es  permi- 
tido alegarla  después  del  acuerdo  entre  ambas  provincias,  com- 
prometiéndose á  respetar  los  derechos  legítimamente  adquiri- 
dos, pues  ese  compromiso  importa  renunciar  á  alegar  priori- 
dades de  posesión  contra  el  hecho  consumado,  porque  de  lo 
contrario  la  misma  posesión  inmemorial  podría  alegar  Santa 
Fé,  viniendo  de  esta  suerte  á  renacería  cuestión  qne  se  trató 
de  extinguir  con  el  pacto  interprovincial. 

5^  Que  el  certificado  espedido  á  foja  134  por  la  oficina  de 
tierras  de  la  provincia  de  Buenos  Aires,  establece  que,  después 
de  haberse  rechazado  por  el  gobierno  de  la  misma,  la  solicitud 
de  compra  presentada  por  Yalenzoela,  antecesor  de  Acevedo  en 
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la  ocupación  del  campo,  mientras  no  se  espidiera  la  comisión 
encargada  del  arreglo  de  los  límites  entre  la  proTincia  de  Bue- 
nos Aires  7  Santa  Fé,  lo  que  de  paso  demuestra  qne  la  primera 
no  se  consideraba  en  absoluto  goce  de  la  jurisdicción  y  domi- 
nio sobre  ese  campo,  se  aceptó  la  trasferencia  de  D.  Honorio 
Acevedoy  bajo  la  reserva  de  sujetarse  en  todo  á  lo  que  se  resuel- 
va en  el  arreglo  de  límites  pendiente  con  Santa  Fé,  pasando  en 
las  mismas  condiciones  al  demandado,  de  modo  que  solo  sd  le 
concedió  una  ocupación  precaria. 

6®  Que  el  título  de  dominio  presentado  por  Acevedo  contiene 
la  cláusula  de  quedar  la  venta  afectada  á  las  resultas  de  la  cues- 
tión de  límites  pendiente,  debiendo  tener  presente  para  fijarla 
verdadera  significación  de  esta  cláusula,  según  la  intención  de 
las  partes,  que  Acevedo  para  decidir  al  gobierno  á  realizarla 
en  vista  de  la  oposición  de  su  asesor,  le  manifestó  estar  dis- 
puesto á  que  se  le  conceda  la  venta  sujeta  al  resultado  de  la 
cuestión  de  límites  con  Santa  Fé^  pues  con  tal  condición  en 
nada  se  altera  el  statu  quo,  desde  que  las  consecuencias  del  con- 
trato dependerían  del  resultado  de  la  cuestión  de  límites  (in- 
forme de  foja  134),  las  cuales  no  podían  ser  otras  que  la  inva- 
lidez del  acto  en  la  parte  que  dichas  tierras  resultasen  perte- 
necer á  aquella  provincia  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  los 
artículos  1329  y  3270  del  Código  Civil. 

7°  Que  lo  espuesto  demuestra  que  la  venta  hecha  á  Acevedo 
tiene  el  carácter  de  aleatoria,  conforme  á  la  definición  estableci- 
da en  el  artículo  1332  del  Código  Civil,  sujeto  por  lo  tanto  el 
derecho  de  dominio  que  por  ella  se  le  confería,  á  la  revocación 
por  el  cumplimieto  del  hecho  ó  la  condición  resolutoria  que  se 
tuvo  en  vista  al  establecerse  en  el  título  de  trasferencia  la 
cláusula  de  subordinarse  al  resultado  de  la  cuestión  de  límites, 
que  le  impedía  á  Buenos  Aires  vender,  por  no  estar  perfecta- 
mente segura  de  su  dominio,  máxime  cuando  se  ha  afirmado  por 
la  parte  actora,  sin  contradicción  alguna  del  demandado,   que 
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antes  de  efectuar  la  venta,  el  Departamento  de  Ingenieros  de 
la  proTÍncia  informó  al  gobierno  qoe  no  podía  verificarse  por 
haber  vendido  antes  Santa  Fé  el  mismo  campo. 

8^  Que  si  alguna  duda  pudiera  subsistir  acerca  de  que  la 
verdadera  intención  de  las  parte»  no  ha  sido  otra  que  subordi- 
nar la  venta  á  una  condición  resolutoria,  ella  se  desvanece  to- 
talmente en  presencia  de  la  manifestación  hecha  por  Acevedo 
al  gobierno  de  la  provincia  de  Buenos  Aires  en  el  mismo  espe- 
diente sobre  compra  del  campo  en  cuestión,  en  donde  después 
de  hacer  presente  que  el  fallo  arbitral  ha  sido  adverso  i  la  pro- 
vincia de  Buenos  Aires,  declarándose  que  aquel  pertenecía  á 
Santa  Fé,  pedía  se  adopte  un  temperamento  que  concilio  en  algo 
sus  intereses,  indicando  como  tal  que  se  le  conceda  en  venta 
igual  estension  de  terreno  al  precio  y  bajo  las  condiciones  de 
la  ley  en  el  lugar  que  oportunamente  designaría,  lo  que  im- 
porta reconocer  la  naturaleza  condicional  de  la  venta  y  su  con- 
siguiente resolución  en  la  parte  afectada  por  el  fallo  arbitral 
trasmitido  á  terceros  por  Santa  Fé,  con  anterioridad  á  Buenos 
Aires,  pues  según  el  mismo  demandado,  el  tratado  de  Marzo  de 
1881,  entre  ambas  provincias,  establecía  en  su  sesta  cláusula 
que:  el  fallo  del  tribunal  arbitral  sobre  límites  jurisdiccionales 
de  las  provincias  contratantes,  no  alteraría  en  ningún  caso  los 
derechos  de  los  particulares  subsistentes  en  la  fecha  de  ese 
convenio  siempre  que  hayan  sido  legítimamente  adquiridos, 
en  cuyo  caso  se  encuentra  precisamente  el  invocado  por  Dtab- 
ble. 

9®  Que  la  protocolización  del  título  de  Acevedo  en  Santa  Fé, 
no  importa  una  revalidación  de  él  y  menos  ratificación  de  la 
venta  hecha  por  Buenos  Aires :  1  ®  porque  la  protocolización 
solo  significa  registrar  el  título  en  los  protocolos  ú  oficinas  cor- 
respondientes á  su  nueva  jurisdicción,  y  2^  por  haber  salido  la 
tierra  de  que  se  trata  del  dominio  fiscal,  siendo  necesario  para 
atribuirle  algún  efecto  que  se  hubiese  efectuado  con  citación 
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Qae  faera  de  la  eitada  mensura,  no  hay  otro  antecedente  en 
faYor  de  la  posesión  de  Santa  Jé  6  sos  sucesores ;  ni  consta  que 
se  hiciera  tradición  de  la  cosa  á  los  antecesores  de  DrabblOr  ni 
que  ellos  hayan  poseído  jamás ;  todo  lo  que  autoriza  á  afirmar 
que  el  antecesor  deDrabble  no  adquirió  jurídicamente  la  pro- 
piedad del  campo. 

Que  por  lo  que  respecta  á  la  consideración  de  la  sentejicia 
lelativa  á  la  posesión  inmemorial  de  Buenos  Aires,  basta  notar 
que  siendo  la  posesión  un  medio  de  adquirirla  propiedad,  el  tra- 
tado celebrado  entro  las  provincias,  la  ampara  lejos  de  excluirla. 

Que  como  lo  dijo  al  contestar  la  demanda,  la  cláusula  inser- 
ta, en  el  titulo  de  Acevedo,  de  sujetarse  al  resultado  de  la  cues- 
tión de  límites,  no  tiene  más  alcance  que  librar  al  vendedor  de 
los  peligros  de  la  evicoion  por  un  riesgo  conocido  y  que  el  com- 
prador toma  sobre  sí. 

Que  por  lo  demás,  habiendo  sido  resuelta  la  cuestión  de  lí- 
mites con  la  declaración  previa  de  que  los  gobiernos  reconoce- 
rían los  derechos  constituidos  en  favor  de  particulares,  y  siendo 
innegable  que  Acevedo  adquirió  por  el  título  de  Buenos  Aires  y 
por  su  posesión,  el  dominio  del  campo  disputado,  Santa  Fé  de- 
bía reconocer  y  reconoció,  en  efecto,  su  derecho  de  propietario, 
como  lo  índica  la  protocolización  del  título . 

Que  por  tanto,  aunque  la  citada  cláusula  del  título  de  Ace- 
vedo importara,  como  lo  cree  ,el  juez,  una  venta  aleatoria,  el  ries- 
go que  Acevedo  tomó  sobre  sí  y  que  no  podía  ser  otro  que  la 
negación  absoluta  por  parte  del  juez  en  la  cuestión  de  límites, 
de  todo  derecho  adquirido  sobre  campos  que  se  adjudicasen  por 
la  vendedora,  desapareció  con  la  declaración  contenida  en  el  ar- 
ticulo 6®  del  compromiso,  relativo  á  los  derechos  de  los  parti- 
culares. 

Qae  así,  desaparecido  el  riesgo,  en  el  supuesto  de  que  la  ven- 
ta hubiese  sido  aleatoria,  quedaba  esta  trasformada  en  pura  y 
simple. 
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Qae  en  vista  de  esto^  no  tienen  importancia  las  inferencias 
que  hace  el  jaez  fundado  en  el  hecho  de  haberse  presentado 
Acevedo  ante  el  gobierno  de  la  Froviacia,  solicitando  se  le  die- 
ra igual  ostensión  de  terreno,  pues  de  ella  no  se  deduce  que 
Acevedo  carezca  de  derechos  sobre  el  campo  en  cuestión,  6  que 
la  venta  fuera  aleatoria,  y  se  esplica  por  qué  Acevedo  no  podía 
tener  la  certidumbre  de  ganar  el  pleito,  aunque  estuviera  con- 
vencido de  ello ;  y  la  presunción  leve  que  pudiera  deducirse  de 
su  proceder,  queda  destruida  por  los  hechos  constitutivos  del 
pleito,  á  que  se  agrega  que  actos  como  el  suyo,  dictados  por  el 
temor  ó  la  ignorancia  6  por  una  causa  legítima  cualquiera,  no 
pueden  alterar  su  derecho,  mientras  no  asuman  el  carácter  de 
actos  jurídicos  que  son  los  únicos  que  pueden  crear,  modificar, 
conservar  6  aniquilar  derechos. 

Llamándola  atención  de  Y.  E.  sobre  la  eficacia  y  la  solem- 
nidad de  su  prueba,  terminó  el  apelante  reiterando  su  petición 
de  que  se  revoque  la  sentencia  apelada. 

Conferido  traslado,  la  contestó  el  demandante,  pidiendo  que 
se  confírmase  dicha  sentencia,  con  costas. 

Dijo :  que  no  es  exacto  que  la  cuestión  debiera  considerarse 
comprendida  en  los  términos  del  artículo  2792  del  Código  Civil, 
pues  según  él,  para  poder  ocuparse  del  hecho  de  la  posesión  es 
necesario  que  antes  se  demuestre  que  hay  títulos  igualmente 
buenos  de  parte  del  demandante  y  del  demandado,  y  además 
que  no  sea  posible  establecer  cuál  de  los  trasmitentes  era  el  ver- 
dadero propietario  de  la  cosa  que  se  reivindica. 

Que  en  el  caso,  se  ha  demostrado  la  fundamental  diferencia 
que  existe  entre  el  título  de  Acevedo  y  el  de[Drabble,  consisten- 
te aquel  en  una  venta  condicional  y  aleatoria,  y  este,  en  una 
sin  condición  ni  riesgo  de  ninguna  especie,  estando  demostrado 
además,  que  no  solo  es  posible  establecer  cual  era  el  verdadero 
dueño,  sino  que  ello  es  un  punto  fuera  de  discusión  después  del 
fallo  arbitral  en  la  cuestión  de  límites. 
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Que  segan  esto,  el  jaez  no  ha  tenido  para  qué  ocuparse  de  la 
prueba  referente  á  la  posesión,  y  ni  siquiera  ha  podido  hacerlo 
atento  lo  que  prescribe  el  mismo  artículo  2792. 

Que  ha  quedado  también  demostrado  que  la  venta  á  favor  de 
Acevedo  fué  aleatoria,  siendo  de  notar  que  esto  lo  ha  reconocido 
el  apelante  al  decir  que  el  único  alcance  de  la  cláusula  de  su  tí- 
tulo, era  librar  al  vendedor  de  los  peligros  de  la  eviccion  por  an 
riesgo  conocido  que  el  comprador  tomó  sobre  sí. 

Que  este  riesgo  no  era  otro  que  el  de  que  la  cuestión  de  lí- 
mites se  resolviera  contra  Buenos  Aires,  respecto  de  la  zona  de 
tierra  en  que  se  encontraba  el  campo  comprado  por  Acevedo ;  y 
realizado  ese  riesgOv  como  se  realizó,  el  comprador  se  quedó  sin 
derecho  alguno,  pues  el  eventual  aleatorio  7  condicional  que 
había  adquirido,  no  existía  ya. 

Que  la  cláusula  6*  del  compromiso  arbitral,  no  quitó  á  la  ven- 
ta á  Acevedo  su  verdadero  carácter  jurídico,  pues  esa  oláusoln 
estableció  que  en  ningún  caso  se  alteraría  el  derecho  de  los  par- 
ticulares, es  decir,  que  el  derecho  de  Acevedo  y  el  de  Drabble 
no  debían  esperimentar  modificación  alguna,  que  no  derivara 
de  sus  propios  títulos,  y  ya  se  sabe  que  el  derecho  de  Acevedo 
era  eventual,  cuyo  carácter  conservó  siempre  hasta  el  dia  del 
pronunciamiento  del  fallo  arbitral . 

Que  por  otra  parte,  el  contrato  de  venta  celebrado  entre  el 
gobierno  de  la  provincia  de  Buenos  Aires  y  Acevedo  no  ha  po- 
dido ser  trasformado  en  otro  por  el  tratado  acordado  entre  ese 
gobierno  y  el  de  Santa  Fé. 

Que  esta  situación  del  demandado,  no  puede  alterarla  la  pro- 
tocolización efectuada  en  Santa  Fé,  porque  ella  no  importa 
ningún  acto  jurídico  capaz  de  crear,  extinguir,  ni  modificar 
derechos ;  y  porque  no  es  sino  una  medida  de  seguridad  que  no 
altera  la  naturaleza  déla  escritura  protocolizada,  la  cual  queda 
subsistente  siempre  con  la  cláusula  de  que  se  trata. 

Que  aunque  la  cuestión  no  es  de  posesión,  debe  hacerse  no- 
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tar  que  el  apelante  debe  tener  muy  poca  fé  en  la  que  se  atri- 
buye, cuando  no  ha  insistido  en  la  espresion  de  agravios  en  la 
escepcion  de  prescripción,  que  basada  en  esa  posesión^  opuso  en 
1*  instancia. 


Pall»  de  te  Snpr  enuí  Cevie 


Buenos  Aires,  Marzo  15  de  1890. 

Vistos :  preaoindiendo  de  qireciar  la  naturaleza  del  contrato 
de  venta  otorgado  por  el  gobierno  de  la  Provincia  de  Buenos 

0 

Aires  á  favor  del  demandado,  por  no  ser  ello  indispensable  á  la 
decisión  de  este  litigio,  y  por  las  consideraciones  aducidas  por 
esta  Suprema  Corte  en  la  sentencia  pronunciada  con  esta  mis- 
ma fecha  en  los  autos  segaidos  por  Don  Pedro  Y.  Acevedo  con- 
tra los  herederos  de  Don  Miguel  Rueda,  que  son  de  estricta 
aplicación  en  el  presente  caso,  y  de  la  cual  deberá  agregarse 
copia  testimoniada  i  estos  autos;  y  por  los  fundamentos  con- 
cordantes de  la  sentencia  apelada  de  foja  doscientos  veintiséis: 
86  confirma  esta  con  declaración  de  que,  el  término  señalado 
para  el  desalojo  del  campo  per  el  demtuidado,  debe  ser  de  no- 
Yenta  dias,  según  lo  resuelto  en  el  caso  análogo  antes  citado, 
eon  costas.  Repónganse  los  sellos  y  devuélvanse. 


BaUAMlN    VIGT0R1G4.   —  RDERIGO 
IBAAaÚUH.—  G.  8.  DB  L4  TORBB. 
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CAVSA  XULl 


D.  Eduardo  Walter,   contra  D.  Lindor  B.  Sotomatfor,  por 
eviecion  de  un  inmueble  ;  sobre  avaluación. 


Sumario.  — En  los  casos  de  eviecion  el  ralor  de  la  cosa 
reiTíndicada  debe  estimarse  segnn  el  que  tenga  en  la  fecha 
de  la  desposesioD. 


Caso.  —  En  la  cansa  seguida  por  D.  Eduardo  Walter  contra 
D.  Lindor  B.  Sotoniayor,  por  eviecion  y  saneamiento  de  nna 
casa  qne  Sotomayor  di6  en  pago  á  D.  Marcos  López,  este  Ten- 
dió á  Walter,  y  fué  ejecatada  por  D.  Wellington  Mercado, 
quedó  ejecutoriada  la  siguiente  sentencia : 

Fallo  condenando  á  D.  Lindor  B.  Sotomayor  á  restituir  ¿  su 
demandante  D .  Eduardo  Walter  los  tres  mil  pesos  bolivianos 
del  precio  de  la  casa,  abonados  por  este|áD.  Marcos  López,  6  su 
equivalente  en  moneda  nacional  con  más  los  gastos  del  contrato 
de  compra-venta,  los  daños  y  perjuicios  que  la  eyiccion  le  hu- 
biera causado,  6  sea  la  diferencia  del  precio  de- la  venta  con  el 
valor  de  la  casa  el  dia  de  la  eviecion  y  los  intereses  bancarios 
de  aquella  suma  desde  su  enunciada  desocupación ;  todo  lo  que 
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deberá  liquidarse  en  jaicio  separado,  con  especial  condenación 
en  costas  á  la  misma  parte  del  demandado.  Hágase  saber  con 
el  original,  y  oportunamente  archívese  el  espediente  del  con- 
trato. 

Concuerda  con  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia  origi- 
nal que  corre  desde  fojas  treinta  y  ocho  vuelta  á  40  vuelta  del 
espediente  número  quinientos  cuarenta  y  uno  de  este  archivo,  al 
que  en  caso  necesario  me  refiero. 

Por  orden  del  señor  Juez  Federal  de  esta  Sección  espido  la 
presente  copia  que  sello  y  firmo  en  Catamarca  á  los  veintidós 
dias  del  mes  de  Junio  dé  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve 
años. 

S.  Avellaneda^ 
Secretario. 


En  16  de  Octubre  de  1888  el  apoderado  de  Walter  pidió  se 
nombraran  peritos  tasadores  para  avaluar  la  casa  con  arreglo 
al  precio  que  actualmente  tenia  con  deducción  de  las  mejoras 
hechas  con  posterioridad  á  la  desposesion  sufrida  por  aquel,  se 
informara  por  el  Juez  de  la  ejecución  en  qué  fecha  fue  privado 
Walter  de  la  casa,  y  se  ordenara  la  liquidación  de  intereses  y 
costas. 

El  Juez  citó  á  las  partes  á  un  comparendo. 

En  el  comparendo  que  tuvo  lugar  en  2  de  Diciembre  de  1888, 
las  partes  convinieron  en  nombrar  á  D.  Adonay  Spreafico  para 
que  en  vista  de  la  sentencia  definitiva  mencionada  fijara  el  pre- 
cio de  la  casa. 

Spreafico  no  aceptó  la  comisión,  y  fueron  nombrados  por 
parte  de  Walter  D.  Dionisio  Ofredi  y  por  parte  de  Sotomayor 
D.  Francisci»  Cubas. 

Estos  se  espidieron  en  disconformidad,  y  á  pedido  de  Walter 
se  procedió  al  nombramiento  de  un  tercero,  que  primeramente 
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fné  designado  por  las  partes  en  la  persona  del  mismo  señor 
Spreafico  que  toIyíó  á  no  aceptar  el  cargo  y  Inego  lo  fué  por  el 
Juez  en  la  persona  de  D.  Luis  Caravatti. 

Las  avaloaciones  presentadas  por  los  peritos  son  las  si- 
guientes: 

Avaluación  de  easa  y  terreno  de  la  propiedad  de  D.  Bernabé 
Araos: 

Terreno 

Frente,  metros  cuadrados  33.  Fondo,  metros  cua- 
drados 64.  Parte  media,  metros  29.  Metros 

29  X  64  m'  1856,  á  pesos  4 $    7.424    » 

Casa  de  asotea  con  galería  en  buen  estado,  me- 
tros cuadrados  35,  i  pesos  200 7.200 

X7n  cuarto  interior  de  adobe 8.000 

Una  letrina 2.000 

Cuartos  y  paredes  divisorias  recien  construidos.        3.700 


Suma 18.424 

A  deducir  la  parte  nueva 3. 700 


Total  líquido $  14.734 

Ü.  0/redí. 


El  infrascrito  nombrado  por  Y.  S.  para  uvaloar  la  casa  que 
fué  de  propiedad  del  señor  Lindor  B.  Sotomayor,  por  la  discor- 
dia de  los  dos  avaluadores  anteriores. 

Pasé  á  la  casa  antedicha  y  después  de  un  examen  prolijo,  con 
las  medidas  del  edificio  y  del  tei reno,  ha  dado  el  simiente  re- 
sultado :  la  casa  tiene  30  metros  de  frente  i  la  calle,  con 
una  galería  en  el  interior.  Contiene  seis  habitaciones  y  dos  za- 
guanes y  toda  está  construida  de  material  de  ladrillos  y  techo 


M  imUGU  NAaONAL  461 

de  azotea  en  buen  estado,  los  pisos  con  baldosas  comunes,  las 
puertas  todas  de  buena  construcción  y  en  buen  estado.  Su 

yalor  es  de  ocho  mil  quinientos  pesos $    8.500    > 

£1  sitio  tiene  32  metros  de  frente  por  64  de  fon- 
do en 4.950    > 

« 

Una  letrina  en 900    > 

XJna  pieza  de  HMrterfal  crudo  y  de  mala  construc- 
ción en 300    > 

Sama  total $  Í3.950    » 

Son  trece  mil  Doyecientos  cincuenta  pesos  moneda  nacional. 
Con  este  motivo  aprovecho  la  ocasión  para  saludar  á  Y.  S. 
atentamente. 

Luis  Caravatti. 


Conferido  vista  á  los  interesados,  la  parte  de  Walter  dijo  que 
para  abreviar,  estaba  conforme  con  la  estimación  hecha  por  el 
perito  Garavatti  que  era  el  término  medio  entre  las  otras  dos. 

La  parte  de  Sotomayor  observó  que  los  peritos  habían  toma- 
do por  base  el  valor  actual  de  la  finca,  y  no  el  que  tuvo  á  la 
época  de  la  eviccion,  que  era  el  que,  según  la  sentencia  ejecu- 
toriada, cuyo  cumplimiento  se  proseguía,  estaba  á  su  cargo. 

Que  la  verdadera  base  del  valor  de  aquella  en  la  época  del 

embargo  y  remate  de  la  misma  no  podía  ser  otra  que  la  tasación 

judicial  que  entonces  se  hizo  ó  la  oferta  del  mejor  postor  á 

quien  se  adjudicó,  lo  que  debía  constar  en  el  espediente  de  la 

ejecución . 

Que  por  esto  pedía  se  desaprobaran  las  pericias,  y  se  tomara 
para  la  avaluación  la  base  que  indicaba. 
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WmUm  d0l  Jlaea  Federal 


Gatamarca,  Junio  8  de  1889. 

Vistas  las'  actuaciones  practicadas  sobre  aTalnaoion  de  la  pro- 
piedad que  fué  de  D.  Lindero  B.  Sotomayor  ubicada  G»  número 
treinta  j  siete  y  treinta  y  nueve  y  de  las  que  resulta:  I""  Que 
nombrados  por  cada  una  de  las  partes  un  perito  para  la  ta- 
sación de  la  misma,  estos  se  espidieron  en  disidencia,  asig- 
nando el  nombrado  por  la  parte  de  Sotomayor  el  valor  de  doce 
mil  pesos  moneda  nacional  y  de  catorce  mil  setecientos  veinti- 
cuatro el  de  la  contraria. 

2"^  Que  dada  esta  disidencia,  las  partes  nombraron  como  ter- 

'cero  al  arquitecto  señor  Adonay  Spreafico  por  acta  de  i  9  de  Mayo 

pasado,  corriente  á  fojas  13  y  i4;  conviniendo  al  mismo  tiempo 

que  en  caso  de  no  aceptar  el  cargo  designado,  procediera  el  Juez 

á  nombrarlo  de  oficio. 

3^  Que  en  mérito  de  la  renuncia  del  espresado  Spreafico,  el 
Juez  nombró  con  fecha  Marzo  18  al  señor  arquitecto  D.  Luis 
Caravatti,  cuyo  nombramiento  no  habiéndose  observado  por  las 
partes  se  le  discernió  el  cargo  y  en  su  virtud  procedió  á  llenar 
su  cometido ;  quien  estima  el  valor  de  la  propiedad  mencionada 
en  trece  mil  novecientos  cincuenta  pesos  moneda  nacional. 

T  considerando :  que  la  avaluación  practicada  por  el  tercer 
perito  excede  al  valor  asignado  por  el  perito  nombrado  por  la 
parte  del  ejecutado  y  á  la  vez  menor  que  el  que  le  asigna  el 
perito  nombrado  por  la  parte  del  ejecutante,  por  cuya  causa 
puede  decirse  que  hay  dos  opiniones  conformes  respecto  al  pre- 
cio fijado  por  el  tercero,  con  la  circunstancia  de  ser  los  peritos 
Ofredi  y  Caravatti,  arquitectos  y  empresarios  de  obras  de  alba- 
ñilería.  Por  tanto:  se  resuelve  aprobar  la  avaluación  practicada 


[ 
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poT  el  perito  D.  Luis  Carayatti^  mandando  que  el  precio  de 
trece  mil  novecientos  cincuenta  pesos  moneda  nacional  se  ten- 
ga como  Talor  de  la  espresada  propiedad  á  los  fines  espresados 
en  la  sentencia  de  Abril  22  de  1887,  corriente  á  fojas  38  i  40 
de  los  autos  principales.  Hágase  saber  con  el  original  y  repón- 
ganse los  sellos. 

Francisco  C.  Ftgueroa. 


Mmprmmm  C?evie 


Buenos  Aires,  Marzo  15  de  1890. 

Vistos :  debiendo  verificarse  la  avaluación  de  la  finca  en  cues- 
tión con  relación  á  la  fecha  de  la  eviccion  y  no  al  precio  actual 
de  ella,  como  lo  hace  la  sentencia  de  foja  veinte  y  tres  vuelta : 
se  reYoca  esta,  y  devuélvanse  los  autos  á  los  efectos  consi- 
guientes. Repónganse  los  sellos. 


BEIUAimi  VIGT01UG4.  —  FEDERICO  IBAR- 
GtiRSN.  —  G.  S.  DE  LA  TORRE  —  ABEL 
BAZAN. 
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WmUm  del  Jlii«i  Federal 


Bueoos  Aires,  Julio  22  de  1889. 

Autos  y  vistos :  resultando  de  la  esposicion  hecha  por  el  reca- 
lente que  la  esoepcion  de  incompetencia  fué  opuesta  por  decli- 
natoria ante  el  Juez  de  Paz  de  la  segunda  Sección  y  fallada  en 
esta  instancia  se  lley6  la  cansa  en  apelación  ante  la  Cámara  del 
Norte,  donde  fué  fallada  en  definitiva. 

Y  considerando:  1®  Que  segnn  la  jurisprudencia  establecida 
por  la  Corte  Suprema  (causa  86,  serie  2",  tomo  14,  página  412 
de  sus  fallos),  una  vez  opuesta  la  escepcion  de  incompetencia 
por  declinatoria  no  puede  traerse  nuevamente  por  inhibitoria ;  y 

2^  Que  menos  puede  pedirse  inhibitoria  cuando  no  hay  ins- 
tancia pendiente  por  haber  sido  resuelta  ya  en  definitiva  la 
causa  que  la  motivó. 

Por  estos  fundamentos,  no  se  hace  lugar  á  la  inhibitoria  que 
se  solicita,  por  la  parte  de  D.  Carlos  Masucci.  Hágase  saber 
con  el  original  y  repóngase  el  sello. 

Andrés  Ugarriza. 

VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 

Buenos  Aires,  Agosto  26  de  1889. 
Suprema  Corte: 

Los  fundamentos  de  la  sentencia  recurrida,  no  necesitan  ser 
esforzados. 
Sírvase  Y.  E.  desestimar  el  recurso. 

Eduardo  Costa. 
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Fttll»  de  la  ñapwmtmm  CMPie 


Buenos  Aires,  Marzo  18  de  1890. 

Vistos :  Pendiendo  ante  esta  Corte  los  autos  á  qne  los  pre- 
sentes se  refieren,  por  apelación  interpuesta  por  el  mismo  Don 
Carlos  Masuoci,  de  la  resolución  dictada  por  la  Cámara  de  Faz 
del  Norte, 7  por  el  primer  fundamento  del  auto  apelado  de  foja 
cinco  vuelta:  se  confirma  este  con  costas ;  y  repuestos  los  sellos 
deTuélvanse. 

BENJAMÍN  VICTOBICA.  —  FEDERICO  IBAR- 
GtiBEN.  —  C.  S.  DE  LA  TORRE.  —  LUIS 
V.  VÁRELA.  —ABEL  BAZAN. 


CAUSA  XliIY 


D.  A  .  Souef  contra  D.  Emilio  Meyer,  pornulidad  de  una  marca 
de  fábrica ;  sobre  producción  de  pruebas . 


Sumario.  —  La  concesión  de  un  término  para  tomar  decla- 
raciones que  no  fueron  recibidas  sin  culpa  de  la  parte  dentro 
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del  probatorio^  no  habilita  para  producir  dentro  de  él  diligen* 
cias  probatorias  distintas. 


Caso.  — D.  A.  Souef  demandó  á  D.  Emilio  Meyer  para  que 
se  declarase  la  nulidad  de  una  marca  de  fábrica. 

No  habiendo  podido  declarar  en  diversas  ocasiones,  varios 
testigos  que  la  parte  de  Meyer  presentó  durante  el  término  de 
prueba  abierto  en  la  mencionada  causa,  dicha  parte  pidió  qne 
se  recibieran  las  declaraciones,  suspendiéndose  entre  tanto  el 
término  para  alegar  de  bien  probado. 


Jlato  del  Jlaca  Federal 


Buenos  Aires,  Febrero  11  de  1889. 

Por  equidad  y  resultando  que  en  una  de  las  veces  no  fueron 
tomadas  las  declaraciones  por  inasistencia  del  Juzgado,  recí- 
base las  declaraciones  que  se  solicitan  concediéndose  al  efecto 
el  término  improrogable  de  ocho  dias,  y  cítese  á  los  testigos 
con  las  trascripciones  que  previene  el  artículo  122  de  la  Ley  de 
Procedimientos,  el  dia  21  á  la  «na  p.  m. 

Ugarriza . 

Notificado  Souéf ,  pidió  que  en  virtud  de  estar  ampliado  el  tér- 
mino de  prueba,  se  recibieran  declaraciones  de  otros  testigos, 
cuya  nómina  presentó. 
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Fallo  del  Juea  Federal 


Buenos  Aires,  Febrero  ^20  de  1889. 

Habiéndose  ampliado  el  término  probatorio  por  motivos  de 
equidad,  únicamente  para  los  testigos  presentados  por  la  parte 
contraria  y  cnyas  declaraciones  no  habían  sido  recibidas:  no  ha 
lugar  á  lo  solicitado  en  el  anterior  escrito. 

Ugarriza. 

Sooef  interpuso  contra  este  auto  los  recursos  de  reposición  y 
apelación  in  subsidtum,  sosteniendo  que  la  ampliación  del  tér- 
mino debía  favorecer  á  las  dos  partes  igualmente ;  y  que  el  auto 
por  tanto  atacaba  su  derecho  de  defensa. 

Corrido  traslado,  la  parte  de  Meyer  pidió  que  no  se  hiciese 
lugar  con  costas  á  ninguno  délos  recursos  deducidos.  Dijo: 
que  el  primer  recurso  era  improcedente,  porque  no  se  había 
resuelto  por  el  Juez  la  reapertura  del  término  de  prueba,  pues 
lo  único  que  había  era  la  designación  de  un  plazo  para  el  cum- 
plimiento de  una  diligencia  que  fué  solicitada  dentro  de  aquel 
término  y  que  no  pudo  cumplirse  antes. 

Que  además  Souef  no  había  observado  nada,  cuando  se  agre- 
gó la  prueba,  y  el  Secretano-certificó  respecto  de  ella,  y  antes 
bien,  presentó  un  escrito  proponiendo  que  los  autos  se  entrega- 
ran á  cada  parte  por  tres  dias. 

En  cuanto  á  la  apelación  dijo  que  no  procedía,  atento  lo 
dispuesto  por  el  artículo  205  de  la  Ley  de  Procedimientos. 

Fundado  en  las  razones  indicadas  por  esta  parte,  el  Juez  no 
hizo  lugar  á  los  recursos  interpuestos  por  Souef. 

Este  recurrió  de  hecho,  y  la  Suprema  Corte  previo  el  informe 
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del  caso,  concedió  la  apelación  en  relación  considerando  que  la 
resolocion  recurrida  cansaba  gravamen  irreparable ;  y  mandó 
qne  se  elevaran  los  autos. 


Fallo  de  te  Suprem»  €7orte 

Buenos  Aires,  Marzo  18  de  1890. 

Vistos  :  no  habiendo  sido  prorogado  el  término  de  proeba 
abierto  en  esta  cansa,  sino  solamente  admitídose  el  cumpli- 
miento de  diligencias  probatorias  qne  no  pudieron  evacnarse 
dentro  de  él  sin  culpa  de  la  parte  de  Meyer :  se  confirma  con 
costas  el  auto  apelado  de  foja  ciento  treinta  y  nueve  vuelta ;  y 
repuestos  los  sellos  devuélvanse. 


benjamín  VICTORIGA.  —  FEDERICO  tBAR- 
GÚREN.  —  G.  S.  DE  LA  TORRE.  —  LUIS 
Y.  VÁRELA.  —  ABEL  RAZAN. 
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CAOSA  :vi«T 


D.  Carlos  Casado  contra  D.  Antonio  Santa  Maria^  por  reivin' 

dicacion  ;  sobre  pruebas . 


Sumario.  —  En  an  juicio  de  reivindicación  es  admisible  la 
diligencia  pericial  qne  se  solicita  como  prueba  para  establecer 
la  ubicación  del  inmueble. 


Caso.  —  D.  Carlos  Castilla  por  D.  Carlos  Casado  entabló 
demanda  ante  el  Juez  de  Sección,  contra  D.  Antonio  Santa 
María,  sobre  mejor  derecho  á  la  propiedad  de  dos  terrenos  ubi- 
cados en  el  bajo  de  la  ciudad  del  Rosario. 

D.  Antonio  Santa  Maria  costestó  la  demanda  pidiendo  que 
fuera  ella  rechazada  con  costas,  y  en  consecuencia  se  recibió  la 
causa  á  prueba. 

Como  parte  de  la  que  le  correspondía  producir,  el  represen- 
tante de  Casado  pidió  que  el  agrimensor  público  D.  Emilio 
Soriano,  praticara,  de  acuerdo  con  diversos  antecedentes  que 
menciona,  la  ubicación  de  las  distintas  fracciones  de  terreno 
que  la  Municipalidad  compró  separadamente  á  D.  Ignacio 
Comas,  al  general  D.  Juan  Pablo  López  y  á  los  herederos  del 
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general  Otero,  debiendo  representarlo  en  un  planto,  que  indique 
además,  la  ubicación  qne  la  Empresa  del  Gas,  de  propiedad  del 
demandado,  dio  á  las  mismas  fracciones.  Pidió  además  otras 
providencias  con  el  fin  de  qne  figuraran  en  los  autos,  los  ante- 
cedentes que  debía  tener  presente  el  agrimensor  Soriano. 


Fallo  del  Juea  Federal 


Rosario,  Enero  35  de  1889. 

A  lo  principal,  háse  por  nombrado  el  perito  propuesto,  quien 
deberáaceptar  y  jurar  su  cargo  por  ante  el  Secretario,  pudiendo 
la  parte  contraria  proponer  otro  por  la  suya,  si  no  estuviese 
conforme  con  el  nombrado.  Al  primer  otrosí,  agregúese  con 
citación  contraria.  Al  segundo  también  como  so  pide  con  cita- 
ción contraria.  Al  tercero,  hágase  la  manifestación  solicitada. 
Al  cuarto  como  se  pide,  con  citación  contraria.  Repóngase. 

Escalera. 

Notificada  de  este  auto  la  parte  de  Santa  Maria,  se  presentó 
manifestando:  que  apelaba  para  ante  Y.  E.  á  no  ser  que  en  vista 
de  sus  observaciones,  el  Juez  revocara  el  auto. 

Observó:  l'^  Que  la  ubicación  de  un  terreno  requiere  diligen- 
cias previas  de  mensura,  deslinde  y  amojonamiento,  que  un 
Juzgado  nacional  no  podía  autorizar  por  falta  de  competencia 
(fallo  XYIII,  pág.  176),  no  pudiendo  decirse  que  se  trataba  de 
una  prueba  pericial. 

2^  Que  Casado  no  tenía  título  para  pedir  la  operación  de  que 
se  trata,  porque  él  no  ha  tenido  nunca  la  posesión  de  los  terre- 
nos y  así  consta  en  el  juicio  de  reivindicación,  que  se  siguió 
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entre  las  mismas  partes;  siendo  así  que  solo  puede  pedir  men- 
sura el  propietario  ó  poseedor  del  terreno  que  ha  de  medirse 
(artículos  577,  2746  y  2747,  Código  Civil,  y  artículos  621  y  623, 
Código  de  Procedimientos  de  Santa  Fé). 

S"*  Que  la  acción  de  deslinde  se  da  para  dividir  los  predios 
rústicos  y  no  los  urbanos  (artículo  2748  del  Código  Civil). 

4""  Que  estando  la  Empresa  del  Gas,  perteneciente  al  deman- 
dado, en  posesión  de  los  terrenos  desde  1867,  la  operación  de 
ubicarlos  importaría  una  perturbación  de  esa  posesión  (artículo 
5516,  Código  Civil,  y  fallo  XXVII,  página  334). 

2®  Que  el  Juzgado  procediendo  indebidamente  de  oficio,  le 
ordenaba  que  nombrara  otro  perito,  y  con  esto  quitaba  su  ver- 
dadero carácter  á  la  petición  de  la  otra  parte,  que  solo  se  había 
propuesto  que  el  agrimensor  Soriano  practicara  la  ubicación. 

6^  Finalmente,  que  era  inexacta  la  afirmación  de  la  parte  de 
Casado,  de  que  la  Empresa  del  Gas  hubiera  dado  ubicación  al 
terreno,  pues  la  posesión  de  él  le  fué  dada  por  la  Municipa- 
lidad. 

El  Juez  proveyó:  de  la  revocatoria  interpuesta  traslado. 

En  vista  de  este  proveído,  la  parte  de  Santa  María  manifestó 
que  no  había  deducido  más  recurso  que  el  de  apelación,  y  que 
si  había  hecho  las  observaciones  que  quedan  referidas,  fué 
únicamente  para  que  el  Juez  si  las  encontraba  fundadas,  dejara 
sin  efecto  su  auto. 


üttto  diel  Juea  Federal 

Rosario,  Enero  30  de  1889. 

Teniéndose  presente  la  manifestación  que  precede  en  la  cual 
se  espresa  no  ser  revocatoria  lo  que  so  solicita,  sino  simplemente 
apelación,  y  siendo  de  derecho  que  esta  debe  deducirse  lisa  y 
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llanamente  y  no  fondada  como  ha  yenido:  no  ha  lagar  á  la  ape- 
lación interpuesta  7  devuélvase  al  interesado  el  escrito  de  foja 
113,  á  menos  que  conservando  al  escrito  presentado  el  carácter 
doble  de  petición  de  revocatoria  ó  apelación  que  á  juicio  del 
infrascrito  él  tiene  7  en  cu7a  razón  se  dio  el  traslado  de  la 
referencia,  esta  parte  consienta  en  que  la  contraria  se  espida 
conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  204  de  la  Le7  Nacional 
de  Procedimientos;  de  otra  manera  use  la  parte  del  Gas  de  sa 
derecho  como  corresponda  interponiendo  el  recurso  lisa  7  llana- 
mente. 

Escalera. 

Fallo  die  la  Supreata  €7arto 

Buenos  Aires,  Marzo  30  de  1890. 

Vistos:  No  teniendo  en  el  presente  caso  la  petición  de  foja 
ciento  ocho,  el  alcance  de  un  juicio  de  mensura,  sino  meramen- 
te el  de  una  diligencia  pericial  que  no  prejuzga  la  cuestión  de 
propiedad  en  su  fondo,  7  que  se  halla  autorizada  por  las  dispo- 
siciones del  título  quince  de  la  Le7  Nacional  de  Procedimientos : 
se  confirma  el  auto  apelado  de  foja  ciento  diez,  con  declaración 
de  que  el  perito  6  peritos  que  ha7an  de  practicar  el  reconoci- 
miento solicitado,  deben  ser  nombrados  de  común  acuerdo  por 
las  partes;  con  arreglo  á  la  disposición  del  artículo  ciento 
cuarenta  7  dos  de  la  107  antes  citada,  con  costas. 

En  cuanto  al  auto  de  foja  ciento  diez  7  nueve  vuelta,  por  el 
que  se  mandó  devolver  al  apelante  el  escrito  de  aplicación  cor- 
riente á  foja  ciento  trece,  no  siendo  7a  necesario  pronuncia- 
miento alguno  á  su  respecto,  dada  la  presente  resolución : 
devuélvanse  previa  la  reposición  de  sellos. 

benjamín  VIGTORIGA.— FEDERICO   IBAR- 
GÚREN.  —  G.  S.   DE  LA  TORRE. 
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CAUSA  XKiTI 


D.  Clemente  B.  Mendizabal  contra  D.  José  Kaggiolo  y  D.  Juan 
Carbone,  por  articulo  de  incompetencia ;  sobre  pago  de 
costas. 


Sumario.  —  Las  costas  del  artículo  de  incompetencia,  cuyo 
fundamento  es  insubsistente,  deben  ser  á  cargo  de  quien  lo 
promovió. 


Caso.  —  D.  Francisco  Aleonada,  por  Mendizabal,  entabló  de- 
manda reivindicatoría  contra  Maggiolo  y  Carbone,  de  un  terre- 
no situado  en  la  Ensenada,  esponiendo  que  los  demandados  se 
introdujeron  en  dicho  terreno,  por  lo  cual  entabló  acción  de  de- 
salojo ante  Ift  autoridad  correspondiente ;  que  entonces  Maggio- 
lo y  Carbone  promovieron  el  interdicto  de  retener,  ante  la  jus- 
ticia local  de  Buenos  Aires,  habiendo  la  cámara  de  apelación, 
por  sentencia  revocatoria  de  la  de  1*  instancia,  mandado  que 
fueran  aquellos  respetados  en  su  posesión ;  que  en  vista  de  estos 
antecedentes  deducía  la  acción  de  reivindicación  para  obtener 
la  posesión  que  á  su  mandante  correspondía  como  propietario, 
y  de  que  había  sido  privado. 
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Acreditada  la  competencia  del  Juzgado,  por  la  distinta  Te- 
cindad  de  las  partes,  se  corrió  traslado  de  la  demanda. 

D.  Blas  M.  Folito,  dedujo  como  dilatoria  la  escepcion  de  in- 
competencia, fundado  en  que  el  conocimiento  del  juicio  peti- 
torio correspondía  al  juez  que  había  conocido  del  posesorio,  por 
cuanto  aquel  no  era  sino  una  consecuencia  de  este. 

Corrido  traslado,  el  demandante  se  opuso  á  la  escepcion,  ale- 
gando que  se  trataba  de  juicios  independientes  y  distintos,  no 
habiendo  razón  alguna  para  que  el  uno  se  ventilara  ante  el  mis- 
mo juez  que  había  conocido  del  otro. 


Ftollo  diel  Jues  Weúewml 

La  Plata,  Junio  15  de  1889. 

Y  vistos :  En  el  incidente  sobre  incompetencia  de  jurisdic- 
ción opuesta  por  los  demandados  á  foja  31. 

Y  considerando :  1^  Que  la  incompetencia  se  funda  en  que 
habiéndose  ventilado  ante  el  juez  de  la  provincia,  un  interdicto 
posesorio  en  que  fué  vencido  el  actor  en  primera  y  segunda  ins- 
tancia, debe  ocurrirse  ante  aquel  juez  á  deducirse  la  acción 
reivindicatoría. 

2^  Que  se  pretende  &  manera  del  juicio  ordinario  que  signe 
al  ejecutivo,  que  debe  seguirse  la  presente  cuestión  ante  el 
juez  que  conoció  del  primero. 

3^  Que  la  acción  rei vindicatoria  es  completamente  indepen- 
diente de  la  posesoria,  que  más  que  un  juicio,  es  un  procedi- 
miento, y  no  proroga  jurisdicción,  por  ser  de  distinta  natura- 
leza, por  cuya  razón  no  están  obligadas  las  partes  á  ocurrir  al 
juez  que  conoció  del  juicio  primitivo. 

Por  estas  consideraciones  y  concordantes  del  escrito  de  foja 
34,  fallo :  no  haciendo  lugar,  con  costas,   á  la  declinatoria  de 
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jarisdiccion  deducida,  y  ordeno  en  su  consecuencia,  se  conteste 
derechamente  la  demanda.  Notifíquese  con  el  original  y  repón- 
gase el  sello. 

Isidoro  Albarracin. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 

Buenos  Aires,  Setiembre  32  de  1889. 

Suprema  Corte: 

La  insubsistencia  del  fundamento  en  que  se  fundó  la  decli- 
natoria, es  demasiado  notoria  para  que  pudiera  pasar  impune- 
mente. El  mismo  r«ourrente  lo  reconoce  al  limitar  su  apelación 
á  las  costas. 

Estoy  por  la  confirmación. 

Eduardo  Costa. 


WmUo  die  te  Suprema  Corto 


Buenos  Aires,  Mano  20  de  1890. 

Vistos:  Siendo  ajustada  á  derecho  la  declaración  del  auto  de 
foja  treinta  y  nueve  en  la  parte  apelada :  se  confirma  con  cos- 
tas, y  repuestos  los  sellos  devuélvanse. 

benjamín  VIGTORIGA.  —  FEDERICO 
IBARGÚRBN .  —  G.  S.  DE  LA  TORRE. 
—  ABEL  BAZAIf . 
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C'AVSA  XJLYn 


D.  Javier  Baca  contra  el  presbítero  D.  Manuel  Marco,  por  res- 
cisión de  un  contrato ;  sobre  defecto  legal  en  la  demanda. 


Sumario.  — La  demanda  que  se  halla  concebida  en  términos 
claros,  7  contiene  la  indicación  de  la  persona  del  demandante  y 
demandado,  7  el  derecho  6  título  que  la  funda»  no  puede  consi- 
derarse defectuosa. 


Caso.  —  D.  Javier  S.  Baca  se  presentó  ante  el  Juzgado,  es- 
poniendo : 

Que  el  presbítero  D .  Manuel  Marco  le  vendió  en  27  de  Agos- 
to de  1888,  por  15.729  pesos  nacionales  que  recibió,  an  fundo 
ubicado  en  Belgrano,  capital  de  la  República,  con  los  limites  7 
demás  especificaciones  de  la  escritura  que  presenta. 

Que  no  habiendo  podido  conseguir  que  Marco  le  entregara  el 
bien  vendido,  había  hecho  buscaren  el  Begistro  de  propiedades, 
7  resultaba  que  aquel  no  tenía  ninguno  en  Belgrano  ni  en  Bue- 
nos Aires,  así  como  tampoco  la  persona  de  quien  Marco  decía 
haber  obtenido  la  vendida. 

Que  requiriendo  nuevamente  á  Marco,  este  le  ha  dado  siem- 
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pre  escusas,  terminando  por  decirle  que  él  nnnca  estovo  en  po- 
sesión del  terreno  vendido,  que  por  eso  no  sabia  donde  está,  y 
lo  averiguaría,  estando  dispuesto  á  devolver  el  precio  recibido, 
8i  no  le  era  posible  dar  con  el  terreno. 

Que  por  estos  motivos,  demanda  la  resolución  de  la  venta  y 
la  devolución  del  precio  pagado,  con  intereses,  costas,  daños  y 
perjuicios. 

Acreditada  la  competencia  del  Juzgado,  por  ser  argentino  el 
demandante  é  italiano  el  demandado,  se  corrió  traslado  de  la 
demanda. 

D.  Manuel  Marco,  sin  contestarla,  opuso  la  escepcion  de  de- 
fecto legal  en  el  modo  de  proponerla,  fundado  en  que  la  de- 
manda de  Baca  no  espone  sucintamente  el  derecho  en  que  se 
funda,  como  lo  manda  la  ley  de  procedimientos,  ni  menciona 
la  disposición  legal  que  se  quiere  aplicar. 

Corrido  traslado,  D.  Javier  S.  Baca,  contestó:  que  la  de- 
manda no  tenía  defecto  alguno,  y  pedía  se  le  ordenara  al  de- 
mandado, contestarla  derechamente. 

Que  la  ley  solo  exije  que  el  actor  esplique  su  derecho,  no  que 
cite  los  artículos  del  Código  en  que  se  funda. 

Que  por  esto,  no  citó  e]  artículo  1413  del  Código  Civil,  que  es 
en  el  que  se  funda  la  demanda  y  en  otros  concordantes. 


FMlo  diel  «lúea  de  Seccloii 


Mendoza,  Setiembre  24  de  1889. 

Vistos  y  considerando :  i  ^  Que  la  escepcion  opuesta  por  el 
demandado  con  el  carácter  de  dilatoria  y  en  forma  de  artículo 
previo  de  especial  pronunciamiento,  se  funda  en  que  la  demanda 
no  espresa  con  perfecta  claridad  el  derecho  que  deduce  el  deman- 
dado ó  en  que  funda  su  pretensión. 
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^  Que  para  que  ana  demanda  sea  reputada  en  bnena  forma, 
basta  que  se  esprese  con  claridad  en  ella  la  persona  del  actor  j 
demandado,  el  derecho  6  título  que  la  funda,  la  acción  que  se 
deduce  y  ante  quien  se  deduce. 

3®  Que  la  enunciada  demanda  se  halla  concebida  en  términos 
claros,  conteniendo  además  los  requisitos  espresados  en  el  con- 
siderando anterior,  que  son  los  que  prescribe  la  ley  de  procedi- 
mientos en  su  artículo  57. 

Por  tanto  :  no  ha  lugar,  con  costas,  ala  escepcion  interpues- 
ta, debiendo  el  demandado  contestar  derechamente  la  demanda. 
Hágase  saber  original  y  repóngase  el  sello. 

Juan  del  Campillo . 


WmUo  ém  im  ñupwewmm  Carie 

Buenos  Aires,  Marzo  20  de  1890. 

Vistos:  por  sus  fundamentos*  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  trece  vuelta;  y  repuestos  los  sellos,  deyuél- 
vanse. 


benjamín  VIGTORIGA.  —  FEDERICO 
IBARGÚREN.— €.  S.  DE  LA  TORRE. 
—ABEL  RAZAN. 
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CAUSA  AI«VIII 


/)•  Simón  Chaoanne  contra  D.  Wenceslao  Posse,  sobre  cobro 
de  una  prima  de  invento  é  indemnización  de  daños  y  per- 
juicios. 


Sumario.  —  I*"  El  propietario  de  un  invento  patentado  tiene 
derecho  para  pedir  el  resarcimiento  de  perjuicios  contra  quien 
emplea  el  mismo  invento  para  alcanzar  los  efectos  que  se  pro- 
puso el  inventor.  • 

2^  Siendo  igual  el  invento  en  sus  principios  fundamentales, 
no  pueden  perjudicar  ese  derecho,  alteraciones  de  detalle  em- 
pleadas en  la  aplicación  del  invento. 


Caso.  —  D.  Claudio  Chavanne  por  P.  Simón  Chavanne  se 
presentó  ante  el  Juzgado  esponiendo :  Que  su  representado  es 
propietario  é  inventor  de  un  horno  á  combustión  activa  y  á 
combustión  lenta,  denominado  «Gasógeno  Chavanne  >,  paten- 
tado por  la  Oñcina  respectiva  de  la  Nación. 

Que  con  fecha  21  de  Julio  de  1885,  y  para  asegurar  la  pro* 
piedad  del  invento  desde  este  dia,  se  hizo  el  depósito  de  ley  en 
la  Administración  de  Correos  de  Tucuman  y  en  20  de  Octubre 
se  le  acordó  la  patente. 

T.  VIH  31 
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Que  el  invento  tiene  por  objeto  prestar  á  la  industria  azuca- 
rera de  Tucuman,  un  importante  servicio  evitando  los  gastos 
de  leña  7  el  trabajo  de  secar  el  gabazo  al  sol  para  utilizarlo 
como  combustible,  pues  debido  al  principio  aplicado,  la  hume- 
dad del  gabazo  se  descompone  en  gases  que  arden  abajo,  aden- 
tro ó  al  rededor  de  las  quemadoras  á  vapor  de  cualquier  sistema, 
tubulares,  á  fuego  central,  etc. 

Que  los  ensayos  que  de  su  invento  hacia  Chavanne,  eran 
conocidos  por  todos;  7  el  20  de  Julio  de  1885,  cuando  alcanzó 
el  resultado  que  buscaba,  llamó  á  varias  personas  para  que  pre- 
senciaran los  esperimentos,  concurriendo  entre  ellos,  Don  Jus- 
tino Fosse  7  D.  Pedro  Alurralde  hijo,  empleados  ambos  é  inte- 
resados en  el  ingenio  <  Esperanza  >,  de  propiedad  de  D.  Wen- 
ceslao Fosse. 

Que  las  dos  personas  nombradas  felicitaron  al  inventor,  7  le 
pidieron  que  constru7era  inmediatamente  el  horno  en  el  inge- 
nio «  Esperanza  »,  y  así  quedó  convenido,  arregladas  que  fueron 
las  condiciones.  • 

Que  mientras  hacía  Chavanne  en  el  Ingenio  los  trabajos  nece- 
sarios para  delinear  el  horno,  discutía  con  Alurralde,  gerente 
del  Establecimiento,  el  precio  del  permiso  para  usar  el  invento, 
exigiendo  Chavanne  7000  pesos. 

Que  hechos  los  planos  fueron  entregados  á  Alurralde,  quien 
mandó  á  sus  mecánicos  señores  Boux  7  Quarré  para  que  pidie- 
ran esplicaciones  al  inventor,  dando  este  todas  las  del  caso. 

Que  de  esta  suerte  podía  considerarse  concluido  el  arreglo, 
cuando  con  fecha  25  de  Julio,  Chavanne  recibió  una  carta  de 
Alurralde  á  nombre  de  D.  Wenceslao  Fosse,  en  que  le  decía 
que  devolvía  el  plano  por  no  convenirle  el  horno  por  el  recargo 
de  precio  que  tendría  á  causa  de  la  prima  que  pretendia  co- 
brar. 

Que  lo  que  había  pasado  era  que  Alurralde,  en  posesión  del 
plano  de  Chavanne  había  construido  el  horno,  utilizando  el  sis- 
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tema  f  andamental  del  inventor,  é  incarriendo  así  en  el  delito 
de  falsificación  de  los  derechos  patentados  según  lo  dispuesto 
por  el  artículo  53  de  la  ley  de  la  materia. 

Que  en  consecuencia  de  lo  espuesto,  demanda  á  D.  Wenceslao 
Posse,  para  que:  1^  se  le  condene  al  pago  de  7000  pesos  en  que 
estima  la  prima  de  invención,  á  la  indemnización  de  daños  y 
perjuicios^  á  la  destrucción  del  horno  construido  y  al  pago  de 
las  costas;  y  S''  se  ordene  inmediatamente  la  suspensión  de  la 
esplotacion  y  el  embargo  del  horno,  conforme  á  lo  prevenido  por 
el  artículo  58  de  la  ley  de  patentes. 

Presentó  el  actor  con  su  demanda :  i""  La  constancia  de  haber 
hecho  en  la  Administración  de  Correos  de  Tucuman,  con  fecha 
21  de  Julio  el  depósito  de  100  pesos  prescripto  por  el  artículo 
6"^  de  la  ley  de  patentes. 

2^  Tina  carta  fecha  en  Tucuman  el  25  de  Julio  de  1885 
dirijida  á  D.  N.  Chavanney  firmada  por  poder  de  D.  Wenceslao 
Posse,  Pedro  Alurralde  hijo,  en  que  le  espresa  que  le  devuelve 
el  plano  que  le  había  dejado  para  la  construcción  de  un  horno, 
el  cual  no  le  convenía  por  el  recargo  de  precio  que  tendría  á 
causa  de  la  prima  que  exigía,  habiéndose  resuelto  dejar  las 
cosas  como  estaban,  ó  recurrir  á  otros  sistemas  que  consulta- 
sen las  necesidades  de  la  fábrica  y  costasen  menos. 

S""  La  patente  espedida  por  la  Oficina  Nacional  en  30  de 
Octubre  de  i885,á  favor  de  D.  Simón  Chava nne,  por  diez  años 
por  un  horno  destinado  á  quemar  el  gabazo  húmedo  y  otras 
aplicaciones  análogas,  denominado  <  Gasógeno  Chavanne  >. 

\^  Las  descripciones  y  planos  referentes  al  invento. 

Conferido  traslado,  contestó  la  demanda  D.  Pedro  Alurralde 
hijo  por  D.  Wenceslao  Posse,  pidiendo  que  fuera  ella  rechazada 
con  costas.  Dijo:  que  el  hecho  aseverado  en  la  demanda  es 
inexacto. 

Que  hubo  la  intención  de  hacer  construir  por  Chavanne  un 
horno  con  el  objeto  de  quemar  el  gabazo  húmedo,  pero  se  de- 
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sistió  de  ello  por  los  motivos  indicados  en  la  carta  presentada 
por  el  demandante. 

Qne  en  consecuencia  de  esto,  y  habiendo  dado  resultados  poco 
satisfactorios  la  invención  de  Chavanne,  el  mecánico  del  Inge- 
nio, D.  Claudio  Roux  inventó  un  horno  con  el  mismo  objeto 
construyéndolo  en  el  Establecimiento,  para  hacer  los  ensayos. 

Que  estos  dieron  buen  resultado,  y  entonces  Roux  solicitó  y 
obtuvo  la  patente  de  invención^  espresando  al  solicitarla,  que  el 
horno  funcionaba  en  el  ingenio  c  Esperanza  >. 

Que  así,  el  horno  construido  en  el  Ingenio,  no  es  el  inventado 
por  Chavaune  sino  el  inventado  por  Roux,  bien  diferente  de 
aquel,  como  lo  demuestra  el  hecho  de  habérsele  acordado 
patente,  cuando  la  ley  dispone  que  no  pueden  acordarse  dos 
patentes  sobre  un  mismo  invento. 

Que  aún  en  el  caso  de  que  ambos  hornos  fueran  idénticos, 
la  demanda  sería  improcedente  contra  Posse,  desde  que  este  no 
puede  pagar  prima  de  invento  al  demandante  por  una  patente 
acordada  á  otro,  D.  Claudio  Roux ;  apareciendo  igual  impro- 
cedencia en  lo  referente  á  los  demás  capítulos  que  contiene  la 
demanda. 

Que  la  patente  acordada  á  Roux  demuestra  que  es  á  este  y 
no  á  Chavaune,  á  quien  Posse  debe  pagar  prima  de  invento. 

Que  si  el  demandante  tuviera  el  derecho  áe  cobrar  prima  de 
invento  por  un  horno  patentado  á  otro,  no  estaría  en  tal  caso 
conforme  con  pagar  la  suma  de  7000  pesos  que  considera  exa- 
gerada. 

Presentó  el  demandado :  1°  La  patente  de  invención  acor- 
dada á  D.  Claudio  Z.  Roux  por  cinco  años,  con  fecha  18  de 
Setiembre  de  1886,  por  su  invento  denominado  c  Horno  Roux  >. 

S""  El  plano  y  descripción  de  dicho  invento. 

Se  recibió  después  la  causa  á  prueba. 
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Prueba  del  demandante 

A  su  solicitud  se  practicó  una  inspección  ocular  del  horno 
construido  en  el  ingenio  c Esperanza»^  señalando  el  Juez  en 
ese  acto  los  puntos  sobre  que  versa  el  siguiente  informe  pericial 
pedido  también  por  el  demandante,  y  evacuado  por  los  ingenie- 
ros D.  Alberto  Schneidewind  y  D.  León  Zoude,  designados  por  el 
Juzgado,  y  D.  Julio  Picard,  designado  por  el  actor. 

Primer  punto :  Si  el  horno  de  quemar  gabazo  construido  en 
el  ingenio  del  señor  Posse,  es  conforme  al  plano  presentado  de 
D.  Simón  Ghavanne  y  basado  en  los  mismos  principios  de  su 
invención.  Contestaron  los  peritos:  que  el  horno  del  señor 
Fosse  es  idéntico  al  de  Ghavanne  en  lo  referente  al  principio 
fundamental  de  utilizar  el  gabazo  húmedo  para  combustión ; 
ambos  son  hornos  gasógenos  y  aptos  para  utilizar  el  gabazo 
húmedo  directamente. 

Segundo  punto :  Qué  diferencias  de  detalle  tienen,  y  si  estas 
pueden  alterar  el  principio  fundamental  del  inventor.  Contes- 
tan los  peritos :  que  en  el  horno  Boux  se  nota  una  diferencia 
con  el  de  Ghavanne  en  lo  que  toca  á  la  parrilla ;  el  de  Ghavanne, 
según  los  planos,  tiene  una  parrilla  fija  y  el  de  Boux  la  tiene 
movible,  facilitando  esta  modificación  la  limpieza  y  por  consi- 
guiente la  buena  marcha  del  horno,  pero  sin  alterar  el  princi- 
pio fundamental. 

Tercer  punto :  Si  el  plano  presentado  por  la  parte  demandada 
y  que  se  atribuye  á  Roux,  es  el  mismo  que  el  de  Ghavanne  en 
sus  principios  fundamentales  y  solo  difiere  en  detalles  de 
construcción.  Contestan  los  peritos :  que  el  horno  de  Roux  es 
idéntico  al  de  Ghavanne  en  sus  principios  fundamentales  y 
difiere  únicamente  en  el  detalle  de  la  parrilla  indicado  antes. 

Cuarto  punto :  Si  el  distinto  empleo  de  uno  ú  otro  invento 
importa  una  modificación  en  los  resultados  industriales  que 
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están  destinados  á  producir .    Contestan  los  peritos :  que  á  jui- 
cio de  ellos  es  preferible  una  parrilla  moTible  á  una  fija. 


Posiciones  absueltas  por  ü.  Pedro  ilurralde  hijo 

Preguntado  (I"")  cómo  es  cierto  que  cuando  inspeccionó  el 
horno  de  Ghavanne  en  el  establecimiento  de  Fidel  García,  en 
Cruz  Alta,  pidió  á  Ghavanne  que  le  construyera  uno  en  el  fundo 
que  administraba,  propiedad  de  D.  Wenceslao  Fosse.  Gontestó : 
que  no  es  exacto. 

Gomo  es  cierto  (2^)  que  Ghavanne  fué  á  delinear  y  delineó 
dos  hornos  en  su  presencia,  en  el  lugar  que  se  indicó  á  propó- 
sito. Gontestó :  que  no  es  cierto  que  se  haya  hecho  delineacion 
en  presencia  del  absolvente ;  que  en  verdad  fué  Ghavanne  al 
ingenio  de  Fosse  un  dia  que  el  absolvente  se  encontraba  en  la 
ciudad  y  dejó  el  plano  en  poder  de  D.  Justiniano  Fosse. 

Que  hablando  el  interesado  sobre  el  particular  después  de 
esto,  el  absolvente  le  manifestó  que  no  aceptaba  sus  propuestas 
por  tres  razones  :  por  el  precio,  que  lo  consideraba  escesivo  ; 
por  su  ineficacia  para  el  objeto  indicado,  como  que  no  era  sino 
mala  copia  de  los  hornos  Godiliot ;  y  porque,  finalmente,  en 
opinión  del  absolvente  y  del  mecánico  de  la  casa,  podrían  cons- 
truirse otros  más  eficaces  con  los  modelos  de  los  hornos  de 
quemar  aserrín  en  Francia. 

Gomo  es  cierto  (3^)  que  tuvo  en  su  poder  el  plano  de  los  hor- 
nos á  que  se  refiere  este  pleito.  Gontestó  :  que  se  refiere  á  lo 
que  tiene  dicho,  y  que  esos  planos  fueron  devueltos  á  su  autor 
con  una  carta. 

Gomo  es  cierto  (4'')  que  mandó  sacar  copia  de  dicho  plano. 
Gontestó :  que  no  es  cierto. 

Gomo  es  cierto  (5°)  que  Glaudio  Roux  es  empleado  de  la  casa 
que  administra  el  absolvente.  Gontestó:  que  es  verdad. 
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Cómo  es  cierto  (6°)  que  era  tal  empleado  coando  construyó  el 
horno  por  orden  del  absol vente.  Contestó :  qne  es  verdad. 

Cómo  es  cierto  (7°)  que  antes  de  mandar  construir  el  horno 
mandó  al  espresado  Roux  á  estudiar  el  horno  de  Chavanne  en 
la  finca  de  D.  Fidel  García.  Contestó :  que  Roux  no  fué  man- 
dado á  es t adiar  el  horno  construido  en  la  propiedad  de  García. 

Que  el  absol vente  como  tantas  otras  personas,  fué  invitado 
á  presenciar  los  ensayos  de  dicho  horno,  y  no  pudiendo  concur- 
rir él  en  persona,  envió  al  empleado  Roux. 

Cómo  es  cierto  (S"")  que  el  horno  en  el  fundo  de  Fosse  ha  sido 
concluido  el  año  pasado  (1885).  Contestó:  que  el  horno  que 
funciona  en  el  Ingenio,  fué  construido  en  el  año  86,  por  haberse 
destruido  y  ser  ineficaz  el  que  se  construyó  anteriormente. 

£1  demandado  no  produjo  prueba. 


Fallo  del  Jues  Federal 


Tucaman,  Diciembre  5  de  1887. 

T  vistos :  estos  autos,  iniciados  por  D.  Claudio  Chavanne  con- 
tra D.  Pedro  Alurralde  hijo,  representante  general  de  D.  Wen- 
ceslao Fosse,  por  defraudación  de  los  derechos  acordados  á  una 
patente  de  invención  é  indemnización  de  daños  y  perjuicios,  de 
los  que  resulta  lo  siguiente  : 

i""  Que  habiendo  obtenido  D.  Simón  Chavanne,  patente  de 
privilegio  en  30  de  Octubre  de  1885  de  la  Oficina  de  Fatentes 
de  Invención,  por  su  sistema  de  horno  gasógeno,  á  combustión 
activa,  y  á  combustión  lenta  y  aplicable  á  quemar  el  gabazo 
húmedo  y  otras  aplicaciones  análogas,  se  cree  defraudado  en  sus 
derechos  por  el  uso  que  de  un  sistema  idéntico  se  hace  en  el 
ingenio  c  Esperanza  »  y  sin  que  ambos  difieran  en  sus  principios 
fundamentales. 
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Gomo  antecedente  de  la  demanda,  el  actor  espone :  que  ha- 
biendo hecho  ensayos  felices  de  su  sistema  ante  el  demandado 
D.  Pedro  Alurralde,  le  encargó  planos  y  confección  del  horno 
en  el  ingenio  que  administra,  en  cuya  virtud  se  presentó  á  la 
Oficina  de  Correos  de  esta  ciudad  y  efectuó  en  ella  el  depósito 
de  ley^  como  instruye  el  documento  de  foja  3  que  acompaña  á 
la  demanda. 

Efectuada  esta  medida  el  actor  pasó  á  la  fábrica  con  el  fin  de 
dar  comienzo  á  su  trabajo,  y  dejó  allí  en  poder  del  administra- 
dor demandado  y  de  sus  empleados,  los  mecánicos  Boux  y 
Quarré  los  planos  de  su  invento.  Estos  últimos,  por  orden  de  su 
patrón,  pasaron  á  la  fábrica  que  dirijía  el  demandante  á  pedir 
esplicaciones  del  sistema  á  adoptarse  en  el  ingenio,  las  que  le 
fueron  dadas. 

Pocos  dias  después,  cuando  el  actor  esperaba  terminar  el  con- 
venio por  la  construcción  del  horno  en  el  ingenio  mencionado, 
recibió  del  representante  de  su  propietario  la  carta  de  foja  4, 
en  la  que  manifestaba  D.  Pedro  Alurralde  que  no  conviniéndole 
construir  los  hornos  por  el  alto  precio  de  su  prima  y  recargo  de 
su  costo,  había  resuelto  más  bien,  ó  «dejar  las  cosas  como  están 
ó  recurrir  á  otros  sistemas,  que  á  la  vez  de  consultar  el  interés 
de  la  fábrica,  cuesten  menos  precio  >.  A  esta  carta  se  acompa- 
ñaban los  planos  del  invento. 

El  actor  tiene  conocimiento  que  en  el  ingenio  «  Esperanza  » 
se  construye  y  se  hace  funcionar  un  horno,  cuyo  principio  fun- 
damental es  idéntico  al  invento  patentado  á  favor  del  actor,  en 
30  de  Octubre  de  1885,  por  cuya  razón  intentaba  la  presente 
demanda  contra  el  propietario  del  ingenio  «  Esperanza  »  por 
defraudación  de  los  derechos  acordados  á  su  patente  y  pide 
en  consecuencia,  el  pago  de  una  prima  de  invento  que  la  estima 
en  siete  mil  pesos  nacionales,  los  daños  y  perjuicios,  la  destruc- 
ción del  horno  construido  y  las  costas  del  juicio. 

S""  Contestando  la  demanda   el  administrador   del  ingenio 


i 
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c  Esperanza  »,  D.  Pedro  Alurralde  (hijo),  pide  se  rechace  esta 
con  costas,  fundándose  para  ello :  en  que  si  bien  es  cierto  que 
algo  se  habló  con  Ghavanne  sobre  la  construcción  del  horno  en 
la  fábrica  que  administra^  abandonó  muy  luego  el  propósito^ 
pues  el  mecánico  del  ingenio  D.  Claudio  Roux  se  propuso  hacer 
otro  más  eficaz  y  acomodado  como  lo  hizo  efectivamente,  cuyo 
sistema,  por  otra  parte,  muy  distinto  al  de  Ghavanne,  le  ha 
valido  la  patente  de  invención,  que  la  oficina  del  ramo  le  ha 
espedido  el  18  de  Setiembre  de  1886,  como  consta  del  título 
que  adjunta.  Añade  que  siendo  el  horno  construido  en  su 
ingenio  de  acuerdo  con  la  patente  de  Boui,  es  á  este  y  no  á 
Ghavanne  á  quien  se  deberla  la  prima  de  invento;  como  que 
también  la  presente  demanda  debe  ser  dirijida  contra  el  pa- 
tentado. 

S""  Abierta  la  causa  á  prueba,  la  parte  de  Ghavanne  presentó 
posiciones  que  absolvió  Alurralde,  y  pidió  informe  pericial,  con 
el  fin  de  acreditar  que  el  sistema  adoptado  en  la  construcción 
del  horno  en  el  ingenio  «  Esperanza»,  es  idéntico  en  sus  prin- 
cipios fundamentales,  á  su  sistema  patentado. 

Y  considerando :  1^  Que  la  patente  concedida  á  D.  Simón 
Ghavanne,  en  30  de  Octubre  de  1885,  por  su  sistema  de  horno, 
fija  el  punto  de  partida  de  la  adquisición  de  su  derecho. 

2^  Que  la  ley  de  patentes,  al  determinar  la  persecución  y 
reprensión  de  los  derechos  defraudados,  no  hace  distinción,  si 
el  que  emplea  un  sistema  ya  privilegiado  y  lo  pone  en  uso,  lo 
hace  también  á  título  de  inventor  ó  de  simple  adquirente. 

3^  Que  no  habiéndose  opuesto  por  el  demandado,  ninguna  de 
las  escepciones  que  la  ley  de  Patentes  acuerda  en  su  artículo 
57,  es  de  considerar  entonces,  si  el  sistema  de  horno  empleado 
en  el  ingenio  «  Esperanza  >,  afecta  ó  no  los  derechos  acordados 
á  la  invención  de  Ghavanne. 

4^  Que  respecto  á  la  patente  presentada  por  el  representante 
del  demandado^  y  sobre  la  cual  ha  versado  el  informe  pericial 
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7  demás  probanzas,  se  ha  justificado  qne,  no  solamente  perte- 
nece al  mismo  sistema,  sino  que  es  idéntico  en  sus  principios 
fundamentales,  á  la  patente  Chavanne. 

5*^  Que  igualmente  está  justificado  que  el  horno  construido 
en  el  ingenio  c  Esperanza»,  declarado  idéntico  en  sus  princi- 
pios fundamentales  al  de  Chavanne,  funciona  desde  antes  que 
se  espidiese  la  patente  á  Roux,  la  que  se  le  otorgó  recien  el  18 
de  Setiembre  de  1886,  casi  con  un  año  de  posterioridad  á  la  que 
tenía  el  actor. 

6^  Que  de  los  antecedentes  de  este  juicio,  especialmente  de 
la  carta  de  foja  4  j  posiciones  absueltas  por  el  señor  Alurralde, 
resulta  que  los  planos  del  señor  Chavanne  estuvieron  en  poder 
del  demandado  y  del  mecánico  del  ingenio  Claudio  Bous,  quien 
aparece  mucho  después  de  espedida  la  patente  al  actor  por  su 
sistema,  con  una  otra  de  esta  clase,  por  un  sistema  que,  se- 
gún el  informe  pericial,  es  idéntico  en  sus  principios  funda* 
mentales,  sin  que  alteraciones  de  detalle,  como  el  empleo  de 
una  parrilla  movible,  modifiquen  aquellos. 

7^  Que  para  que  se  ataque  un  privilegio  acordado,  basta  que 
en  la  nueva  aplicación  se  empleen  los  medios  que  constituyen 
el  principio  fundamental  del  primer  invento,  sin  que  la  nueva 
aplicación  sea  en  todo  idéntica  á  la  primera,  con  tal  que  por  su 
procedimiento  y  empleo  se  alcance  el  mismo  efecto  útil. 

8^  Que  si  bien  es  indudable,  en  el  caso  actual,  que  el  siste- 
ma de  horno  adoptado  en  el  ingenio  €  Esperanza»,  sirvió  des- 
pués de  haber  sido  puesto  en  uso  para  la  obtención  de  una  pa- 
tente de  invención  por  el  mecánico  del  mismo  ingenio  D.  Claudio 
Eoux,  su  uso  y  adaptación,  á  pesar  de  la  patente,  no  hace  desa- 
parecer el  perjuicio  causado  al  mismo  derecho  por  la  invención 
anteriormente  declarada  á  Chavanne ;  lo  que  por  tanto  sujeta 
al  que  emplea  el  mismo  sistema,  á  responder  por  los  perjuicios 
ocasionados. 

9°  Que  la  circunstancia  de  haberse  espedido  posteriormente 
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patente  á  favor  de  Bonx  por  nn  sistema  ya  patentado  &  favor 
de  Chavanne,  no  resuelve  la  presente  caestion  con  relación  al 
demandado,  quedando,  como  quedan,  á  salvo  los  derechos  del 
patentado  que  be  cree  perjudicado  por  una  otra  patente,  para 
ejercitar  ante  los  Tribunales  las  acciones  que  en  su  caso  corres- 
pondan conforme  á  la  ley  de  patentes. 

10°  Que  respecto  del  monto  de  los  perjuicios  causados  á  Cha- 
vanne,  no  han  sido  justificados  por  este,  y  ante  las  observa- 
ciones de  la  contraria  que  los  reputa  exagerados,  es  á  los 
Tribunales  en  este  caso,  á  quienes  corresponde  apreciarlos 
mediante  el  empleo  que  la  práctica  aconseja,  como  ajustado  á 
los  principios  de  equidad  y  justicia. 

Por  estos  fundamentos,  definitivamente  juzgando,  fallo : 
declarando  y  ordenando  que  D.  Wenceslao  Fosse  debe  satisfa- 
cer al  actor,  como  indemnización  de  perjuicios,  la  cantidad  que 
fijarán  peritos,  por  el  empleo  del  sistema  de  horno  para  quemar 
gabazo  húmedo :  sin  incurrir  en  las  demás  condenaciones  del 
artículo  53  de  la  Ley  de  Patentes,  por  cuanto,  por  la  presento 
resolución  se  dejan  á  salvo  los  derechos  que  el  actor  pudiera 
hacer  valer  contra  el  titular  de  la  nueva  patente  invocada  por 
el  demandado,  con  costas.  Hágase  saber  con  el  original  y  repón- 
ganse los  sellos. 

Francisco  L.  García. 


El  demandado  apeló  y  se  le  concedió  el  recurso  libremente. 

Ante  la  Suprema  Corte  espresó  agravios  el  Dr.  D.  Belisario 
Saravia,  pidiendo  que  se  revocase  la  sentencia,  imponiéndose 
las  costas  al  actor.  Dijo:  que  según  los  antecedentes  de  la 
causa,  Chavanne  no  tenia  acción  alguna  contra  Fosse,  desde 
que  el  horno  que  motivó  su  demanda  ha  sido  construido  por  D. 
Claudio  Boux  y  patentado  á  favor  del  mismo. 

Que  esta  falta  de  derecho  por  parte  de  Chavanne,  no  se  cubre 
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alegando  que  Roux  es  empleado  de  Fosse,  porque  el  contrato 
libre  de  locación  de  servicios  celebrado  entre  aquel  y  este,  no 
privaba  al  locador  de  aplicar  sus  aptitudes  al  invento  de  apara- 
tos industriales. 

Que  la  confusión  hecha  en  este  caso  por  el  actor,  de  la  per- 
sona del  demandado,  es  tanto  más  temeraria  cuanto  que  se 
trata  de  materias  que  envuelven  la  imputación  de  delitos  pena- 
dos y  castigados  por  la  ley  penal. 

Que  la  misma  limitación  que  hace  la  sentencia  apelada,  con- 
denando solo  á  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios  y  al 
pago  de  costas,  no  obstante  que  el  demandante  pidió  todas  las 
condenaciones  establecidas  en  la  ley  de  patentes  de  invención , 
demuestra  por  una  parte,  que  el  actor  no  ha  tenido  razón,  y  por 
otra  que  el  Juez  ha  vacilado  al  resolver  arbitrando  penas,  y  ha- 
ciendo por  sí  mismo  la  ley,  en  lugar  de  aplicar  la  existente. 

Que  no  se  trata  en  este  juicio,  del  caso  de  confundir,  como  lo 
hace  el  Juez,  al  que  empleó  un  sistema  ya  privilegiado,  á  titulo 
de  inventor,  con  el  simple  adquirente  del  mismo,  porque  Posse 
no  es  sino  un  tercero  que  ha  usado  un  invento  tan  privilegiado 
como  el  de  Chavanne,  mientras  este  en  el  juicio  correspondiente 
no  consiga  la  declaración  de  nulidad  de  la  patente  acordada  á 
Boux. 

Que  solo  por  error  ha  podido  decir  el  Juez  que  el  demandado 
no  ha  opuesto  ninguna  de  las  escepciones  enumeradas  en  el 
artículo  57  de  la  ley  de  patentes  de  invención,  cuando  ese  artí- 
culo menciona  la  escepcion  de  propiedad  de  la  patente,  y  el 
demandado  la  ha  alegado  en  todo  el  curso  de  la  causa,  llegando 
hasta  presentar  la  patente  misma  en  so  carácter  de  tercero  y 
sucesor  del  patentado. 

Que  no  es  exacto  tampoco,  que  Roux  haya  empezado  á  fun- 
cionar como  un  año  antes  de  obtener  la  patente,  pues  de  la 
absolución  de  posiciones  por  Alnrralde,  así  como  de  las  enun- 
ciaciones de  su  carta  á  Chavanne  resulta  que,  decidido  á  cons- 
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trair  un  horno  según  otros  sistemas,  el  primero  construido  no 
faé  eñcaz,  y  solo  en  Agosto  de  1886,  esto  es,  en  la  fecha  en  que 
se  sacó  la  patente,  fué  que  se  alcanzó  el  éxito  buscado. 

Que  el  informe  pericial  está  espedido  en  términos  demasiado 
abstractos;  pero  lo  que  parece  establecer  es,  que  los  dos  hornos 
son  idénticos  en  cuanto  á  su  principio  fundamental,  esto  es,  que 
los  dos  son  destinados  á  producir  la  combustión  del  gabazo  hú- 
medo ;  cosa  exacta  que  no  ha  podido  ignorarla  la  oficina  de 
patentes  que  concedió  las  dos  de  que  se  trata,  sin  parecería 
violar  ningún  principio,  pues  no  es  incompatible  la  coe>ástencia 
de  dos  patentes  por  la  obtención  de  un  mismo  producto  indus- 
trial por  nuevos  medios  (artículo  3°,  ley  de  patentes  y  Fallos 
XX,  página  403). 

Que  el  mismo  informe  pericial  aunque  omite  espresar  otras  di- 
ferencias existentes  entre  los  hornos,  menciona  la  parrilla  movi- 
ble que  tiene  el  de  Roux,  y  que  constituye  una  ventaja. 

Que  de  ser  sancionadas  las  conclusiones  de  la  sentencia  ape- 
lada, quedarían  establecidas  las  siguientes  estrañas  conse- 
cuencias: 1^  que  los  locadores  de  servicios  están  exentos 
de  toda  imputabilidad  y  equiparados  á  los  absolutamente  inca- 
paces ;  ^^  que  constando  de  autos  quien  es  el  autor  principal  de 
la  supuesta  infracción,  la  acusación  y  la  sentencia  recaen  sobre 
persona  distinta ;  3^  que  la  patente  de  Roux  queda  anulada  en 
relación  á  un  tercero,  pero  sigue  siendo  válida  para  el  inventor 
y  para  cuantos  quieran  utilizar  el  privilegio,  porque  la  legiti- 
midad de  aquella  patente  es  incuestionable,  mientras  no  se 
declare  nula  en  juicio  con  Roux ;  4^  que  si  Chavanne  no  acusa 
á  Roux,  este,  autor  principal  déla  supuesta  infracción,  quedará 
impune,  y  condenado  su  cómplice  remoto;  5^  que  en  el  caso 
contrario,  y  resultando  condenado  Roux,  el  querellante  habrá 
obtenido  dos  indemnizaciones  por  un  solo  daño. 

Corrido  traslado,  lo  contestó  por  el  apelado  D.  Carlos  Guyot, 
pidiendo  que  se  confírmase  con  costas  la  sentencia  apelada.  Dijo : 
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que  la  acción  habría  procedido  contra  Bonx  y  no  contra  Posse, 
si  aquel  no  fuese  empleado  esclasivo  y  á  sueldo  del  último,  y  si 
no  hubiera  tomado  conocimiento  de  los  planos  y  demás  datos  á 
consecuencia  de  haber  sido  mandado  para  presenciar  el  horno 
en  Tirtod  de  una  invitación  dirijida  no  á  él  sino  á  su  principal 
(artículos  1051, 1H3,  1122, 1123, 1631,  Código  Civil). 

Qae  no  es  exacto  ni  que  Chavanne  haya  deducido  su  demanda 
después  de  conocer  la  patente  de  Roux ;  ni  que  esté  obligado  á 
perseguir  al  autor  principal  del  hecho  y  no  á  los  que  han  coope- 
rado en  él  (artículos  48,  49,  50,  54  y  57,  ley  de  patentes). 

Que  quien  construyó  el  horno  denunciado  fué  Fosse,  aunque 
para  ello  se  haya  valido  de  su  empleado  Roux  ó  de  otros,  y  era 
así  contra  él  que  ha  debido  dirijirse  la  demanda. 

Que  en  cuanto  al  hecho  mismo  de  que  se  trata,  los  peritos  han 
afirmado  que  los  dos  hornos  son  idénticos,  sin  más  diferencia 
que  el  accesorio  de  la  movilidad  de  la  parrilla;  accesorio  que 
no  constituye  el  invento,  desde  que  él  no  es  el  que  permite 
quemar  gabazo  húmedo,  sino  facilitar  simplemente  la  limpieza 
del  horno. 

Que  si  la  sentencia  ha  deferido  al  juicio  de  peritos  la  aprecia- 
ción de  los  daños,  es  porque  si  bien  el  demandado  se  ha  mos- 
trado disconforme  con  la  suma  pedida  por  el  actor,  no  ha  hecho 
ofrecimiento  alguno  por  su  parte. 


Fallo  de  la  Suprema  Certe 


BueDOs  Aires,  Marzo  22  de  1890. 

Vistos  y  considerando :  Que  exacta  6  inexacta  la  referencia 
contenida  en  el  considerando  quinto  de  la  sentencia  apelada 
de  foja  sesenta  y  ocho  vuelta,  con  respecto  á  la  fecha  de  la  cons- 
trucción del  horno  que  da  lugar  á  este  juicio,  ella  no  modifica 


DE  J13STIC1A  NACIONAL  495 

la  responsabilidad  del  demandado;  y  por  los  demás  f andamen- 
tos de  dicha  sentencia:  se  confirma  esta  en  la  parte  apelada,  con 
declaración  de  qne  los  daños  y  perjuicios  mandados  imdemnizar 
por  ella  podrán  ser  justificados  por  todos  los  medios  de  prueba 
admisibles  por  derecho,  con  costas.  Repuestos  los  sellos  devuéU 
vanse. 


benjamín  VICTORICA.  —  C.  S.  DE  LA 
TORRE.  —  LUIS  V.  VÁRELA.  — ABEL 
BAZAN. 


CAUSA  XlilX 


El  Dr.  D.  José  A.  Ocantos  contra  Monsegur  y  C*,  sobre 
rescisión  de  un  contrato  de  locación. 


Sumario.  —  La  cláusula  de  no  poder  transferir  el  contrato  de 
locación  sin  el  consentimiento  del  locador,  no  da  derecho  para 
que  este  demande  la  rescisión  del  contrato  contra  el  locatario 
que  sublocó  sin  haberle  pedido  el  consentimiento  previo ;  máxi- 
me si  no  se  objeta  la  solvencia  del  sublocatario,  y  si  el  locata- 
rio no  pretende  ser  exonerado  de  sus  obligaciones  de  tal. 
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Caso.  —  En  22  de  Julio  de  1887,  compareció  ante  el  Juz- 
gado de  Paz^  D.  Federico  Joñas,  en  representación  del  Dr.  D. 
J.  A.  Ocantos,  manifestando : 

Que  su  representado  como  dueño  de  la  casa  calle  Chacaboco 
N^  33,  había  celebrado  un  contrato  privado  de  arrendamiento 
de  la  misma,  con  los  Sres.  Monsegur  y  C'*,  por  el  término  de 
cinco  años  contados  desde  el  1^  de  Agosto  de  1885,  y  por  el  al- 
quiler mensual  de  160 pesos  moneda  nacional,  curso  legal. 

Que  ese  contrato  se  formalizó  por  medio  de  las  cartas  que 
acompaña  en  las  que  constan  las  condiciones  del  arrenda- 
miento. 

Que  por  la  última  cláusula  de  ese  contrato,  los  »Sres.  Monse- 
gur y  C'*  no  pueden  trasferirlo  sin  previo  consentimiento  del 
propietario. 

Que  á  pesar  de  esto,  los  Sres.  Monsegur  han  subarrendado 
motu  proprio  por  el  tiempo  que  falta  para  el  vencimiento  la  es- 
presada finca  á  los  Sres.  Naveiro,  Fosada  y  C",  limitándose  á 
avisar  por  carta  al  propietario  que  desde  el  1°  de  Julio  mandase 
cobrar  los  alquileres  á  la  casa  calle  Piedras  N°  69  nuevo  domi- 
cilio de  Monsegur  y  C*. 

Que  provocados  por  el  propietario  á  que  manifestasen  si  ha- 
bían hecho  cesión  del  contrato,  los  Sres.  Monsegur  y  C  elu- 
den la  contestación,  diciendo  que  siguen  siendo  arrendatarios 
directos,  sujetándose  al  contrato. 

Que  con  esta  respuesta  Ocantos  insistió  invitándolos  á  una 
entrevista,  pues  se  había  fijado  en  su  propiedad  un  cartel 
anunciándola  traslación  de  una  tapicería  y  mueblería,  y  desea- 
ba saber  cómo  Monsegur  y  C  concillaban  esto  con  la  cláusula 
terminante  del  contrato. 

Que  á  pesar  de  esto,  no  había  recibido  contestación  alguna 
de  Monsegur,  quien  había  celebrado  un  convenio  de  subarriendo 
con  los  Sres.  Naveiro,  Posada  y  C",  los  cuales  se  hallaban  ins- 
talados en  la  casado  su  propiedad. 


DB  Í13STICIA  NACIONAL  497 

Qne  consamados  estos  hechos  que  constaban  de  las  cartas 
acompañadas,  y  ante  la  prohibición  espresa  del  contrato,  este 
había  caducado  por  culpa  de  Monsegur  á  causa  de  su  Yiolacion, 
y  era  evidente  el  derecho  del  propietario  para  pedir  la  rescisión 
y  los  daños  y  perjuicios  ;  qne  además  se  había  cambiado  el  ca- 
rácter de  la  locación,  pues  á  un  registro,  para  el  cual  había  al- 
quilado, se  había  sustituido  una  mueblería  y  tapicería,  y  este 
cambio  era  también  causa  de  rescisión. 

Pidió  se  declarara  rescindido  el  contrato  con  costas  á  Monse- 
gur y  C'. 

Las  cartas  acompañadas  son  las  siguientes : 

1*.  18  de  Julio  de  1885,  de  Monsegur  y  C'  al  Dr.  Ocantos: 

€  Obra  en  nuestro  poder  su  atenta,  fecha  16  del  corriente, 
en  la  que  se  sirye  Yd.  consignar  las  condiciones  del  arrenda- 
miento de  la  casa  baja  de  su  propiedad,  dita  en  la  calle  Chaca- 
buco  N<»  33. 

<  Como  conformidad  de  lo  que  queda  estipulado  en  su  referida 
carta,  trascribimos  á  continuación,  salvo  algunas  modificacio- 
nes, las  bases  consignadas  á  la  cuales  ambas  partes  deberán  su- 
jetarse: 

el''  Pagaremos  á  Yd.  la  suma  de  ciento  sesenta  pesos  moneda 
de  curso  legal,  mensuales,  por  el  arrendamiento  de  dicha  casa 
duranse  el  término  de  cinco  años,  contados  desde  el  1^  de  Agos- 
to del  corriente  año  1885. 

€  2°  Todas  las  mejoras  que  haremos  en  dicha  casa  quedarán  á 
beneficio  del  propietario  sin  reniuneracion  alguna,  siendo  des- 
de luego,  nuestra'  obligación  hacer  las  obras  necesarias  para 
reemplazar  con  columnas  de  fierro  y  tirantes  de  fierro  ó  madera 
dura  las  paredes  de  material  que  hoy  existen  y  sostienen  el 
edificio  altOv  formando  la  división  del  depósito  principal  con  el 
martillo  del  lado  norte  ; 

c  3®  Los  gastos  que  esta  obra  demande  serán  de  nuestra  cuenta 
tsclusíva  y  la  construcción  se  hará  con  todo  esmero,  de  manera 

T.  VIH  32 
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que  la  propiedad  no  sufra  perjuicio  alguno  por  efecto  de  la 
obra ; 

«4^  El  propietario  resérvase  el  derecho  de  inspeccionar  so- 
bre la  misma  obra  para  que  los  trabajos  se  hagan  en  las  con- 
diciones conyenidas  y  pudiendo,  por  lo  tanto,  vigilar  el  estric- 
to cumplimiento  del  artículo  3®  de  este  contrato,  mientras  se 
lleve  á  cabo  la  constraccion,  j  una  vez  esta  terminada,  sin  que 
haya  motivado  durante  la  duración  délos  trabajosa  observación 
alguna  de  parte  del  propietario,  su  solidez  será  de  hecho  reco- 
nocida y  nuestra  responsabilidad  á  salvo  por  cualquier  acciden- 
te ulterior  que  pudiera  sobrevenir  á  consecuencia  de  causas  es- 
trañas  é  imposibles  de  preveer  ; 

«5^  ^0  podemos  trasferir  este  contrato  sin  su  consentid 
miento  previo  y  en  el  caso  de  suspensión  de  nuestros  negocios 
por  cualquier  causa,  queda  de  hecho  rescindido,  quedando  tam- 
bién de  su  propiedad  las  mejoras  realizadas.  Sin  más  saluda- 
mos á  Vd.  muy  atentamente.  — -  S.  S.  S.  —  Monsegur  yC». 

2".  De  Monsegur  y  C*  al  Dr.  Ocantos.  —  4  de  Junio  de  1887. 

«  Cúmplenos  avisar  á  Yd.  que  á  contar  desde  el  1°  de  Julio 
próximo,  se  servirá  Vd.  mandar  cobrar,  calle  Piedras  N**  69, 
los  alquileres  del  local  de  la  calle  de  Chacabuco  N"^  33. 

«  Con  tal  motivo  me  es  grato  saludar  á  Yd.  muy  atentamente . 
—  Monsegur  y  C*.  > 

3».  Del  Dr.  Ocantos  á  Monsegur  y  C*.  —  6  de  Junio  de  1887. 

<  Quedo  enterado  del  aviso  de  Yds.  en  nota  fecha  4  del  cor- 
riente. 

cPero  si  él  importare  subarriendo  ó  trasferencia  de  nuestro 
contrato,  me  permito  recordar  á  Yds.  que  por  el  artículo  final 
del  mismOy  les  está  prohibido  hacerlo  sin  mi  consentimiento 
previo. 

<  Esperando  una  esplicacion  al  respecto,  saluda  á  Yds.  muy 
atentamente.  —  José  A.  Ocantos. » 

4*.  De  Monsegur  y  C"  al  Dr.  Ocantos.  —7  de  Junio  de  1887. 


DE  JDSTIGU  NAaONAL  499 

c  Satisfaciendo  el  pedido  que  Vd.  nos  hace  en  su  atenta  de 
ayer,  debemos  manifestarle  que  el  sentido  claro  y  terminante 
de  nuestra  carta  fecha  4  del  corriente,  demuestra  que  no  hemos 
tenido  un  solo  momento  la  intención  de  faltar  á  los  compromi- 
sos contraidos  por  medio  del  contrato  que  nos  liga,  puesto  que 
el  hecho  de  notificarle  que  á  partir  del  i""  de  Julio  próximo  de- 
berá Yd.  seguir  cobrándonos  los  alquileres  respectivos  calle 
Piedras  N^  69,  significa  que  continuaremos  siempre  siendo  sus 
arrendatarios  directos  hasta  la  conclusión  del  referido  contrato, 
sujetándonos,  por  consiguiente,  á  lo  que  prescribe  la  cláusula 
final  del  mismo  jásu  letra  escrita. 

<  Nos  es  grato  espresarle  nuestros  sentimientos  afectuosos  y 
saludarlo  muy  atentamente.  —  Monsegur  y  C.  » 

5*.  Del  Dr.  Ocantos  á  Monsegur  y  C\  —  i4  de  Junio  de  1887. 

€  Recibí  oportunamente  la  carta  de  Vds.,  fecha?  del  corrien- 
te,  que  mis  ocupaciones  me  han  impedido  contestar  hasta  hoy. 

«Esperaba  de  Vds.  una  respuesta  categórica,  cuando  en  mi 
anterior  significaba  el  deseo  de  saber,  si  habían  Yds.  trasferi- 
do  el  contrato  ó  subarrendado  la  casa  que  ocupan. 

«Pero  limitándose  Yds.  á  decirme  que  continuarán  siendo  mis 
arrendatarios  directos,  sujetándose,  por  consiguiente,  á  lo  que 
prescribe  la  cláusula  final  del  contrato  y  á  su  letra  escrita  ; 
cúmpleme  declarar  á  Yds.  que  no  encuentro  conciliable  esto 
con  el  cartel  que  ha  aparecido  al  frente  de  la  casa,  calle  de  Gha- 
cabnco  N""  33,  anunciándola  traslación  próúma  de  una  mueble- 
ría y  tapicería,  y  que  entiendo  que  por  el  espíritu  y  el  texto 
del  Código  que  rije  estos  contratos,  como  por  el  espíritu  y  la 
letra  escrita  del  que  nos  liga  en  este  asunto,  no  pueden  Yds. 
en  presencia  de  aquel  hecho,  continuar  siendo  mis  arrendata- 
rios directos,  ni  trasferir.ni  subarrendar,  sin  mi  consentimien- 
to espreso. 

«Previendo  dificultades  ulteriores  y  deseando  sinceramente 
evitarlas,  propongo  á  Yds.  una  entrevista,  en  el  dia  y  hora  que 
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Fallo  del  Jíuez  Vederal 


Buenos  Aires,  Mayo  29  de  1889. 

T  vistos  estos  autos  promovidos  por  el  Dr.  D.  José  Antonio 
Ocantos  contra  Monsegur  y  C*,  sobre  rescisión  de  nn  contrato 
dé  arrendamiento  é  indemnización  de  daños  y  perjuicios. 

Besnlta  de  autos:  1"^  Que  en  el  mes  de  Julio  del  año  de  1885, 
el  actor  y  los  demandados  celebraron  un  contrato  de  locación, 
en  virtud  del  cual,  el  primero  daba  en  arrendamiento  á  los  se- 
gundos, por  el  término  de  cinco  años,  una  finca  de  su  propiedad, 
situada  en  la  calle  de  Chacabuco,  señalada  con  el  N""  33  de  la 
antigua  numeración,  mediante  el  alquiler  mensual  de  160  pe- 
sos de  curso  legal,  con  la  cláusula  espresa  de  que  los  locatarios 
no  podrían  trasferir  el  contrato  sin  el  consentimiento  previo 
del  locador  (carta  de  foja  3). 

2°  Que  próximamente  dos  años  después,  en  Junio  de  1887, 
los  locatarios  arrendaron  la  mencionada  finca  á  los  Sres.  Na- 
veira,  Posada  y  C',  por  el  tiempo  restante  del  contrato  cele- 
brado con  Ocantos,  y  por  el  precio  de  280  pesos  mensuales,  sin 
requerir  previamente  el  consentimiento  del  propietario,  limi- 
tándose á  comunicarle  por  la  carta  de  foja  4,  que  á  contar  desde 
el  1^  de  Julio  (1887)  se  sirviera  mandar  cobrar  los  alquileres  á 
la  calle  de  Piedras  N®  69. 

3*^  Que  á  consecaencia  de  este  aviso,  el  locador  Ocantos,  les 
dirijió  la  carta  de  foja  5,  pidiendo  esplicaciones  sobre  su  signi- 
ficado y  recordándoles  al  mismo  tiempo  la  prohibición  de  tras- 
ferir el  contrato  6  subarriendo  sin  su  consentimiento  previo,  á 
cuya  carta  contestaron  con  la  de  foja  6,  dando  por  única  espli- 
cacion  la  manifestación  de  que  continuaban  siendo  siempre  sus 
arrendatarios  directos  bástala  conclusión  del  contrato. 
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4^  Que  fundado  en  estos  antecedentes^  se  presentó  Ocantos  al 
Juzgado  de  Faz  de  la  sección  N^  2^,  esponiendo  que  no  obs- 
tante la  clánsnla  antes  referida,  Monsegnr  y  C'*  había  subar- 
rendado la  finca  locada  áNaveira,  Posada  y  C%  quienes  habían 
instalado  y  abierto  en  ella  un  negocio  de  mueblería  y  tapicería, 
por  cuyo  hecho  había  caducado  el  contrato  y  estaba  autorizado 
á  pedir  su  rescisión,  quedando  á  su  beneficio  las  mejoras  que  se 
hubieran  realizado,  á  cuyo  efecto  deducía  demanda  en  forma, 
para  que  previos  los  trámites  de  ley,  se  declare  rescindido  el 
mencionado  contrato  y  de  consiguiente  caducado  el  subarrien- 
do, por  no  haber  sido  los  subarrendatarios  previamente  propues- 
tos al  propietario,  y  se  les  condene  al  pago  de  las  costas  del 
juicio. 

5®  Q'ie  habiéndose  declarado  incompetente  el  Juzgado  do 
Faz^  en  razón  de  la  diferente  nacionalidad  de  las  partes,  y  acre- 
ditada en  fórmala  jurisdicción  federal,  Ocantos  reprodujo  á  fo- 
ja 52,  la  anterior  demanda,  ampliándola  con  la  indemnización 
de  daños  y  perjuicios,  estimados  en  5000  pesos  de  curso  legal, 
fundándose  en  que  el  subarriendo  se  había  hecho  por  un  precio 
muchísimo  mayor  que  el  fijado  en  el  contrato  de  arrenda- 
miento. 

6"^  Que  los  demandados  solo  han  alegado  en  su  defensa,  con- 
testando el  traslado  de  la  demanda,  que  el  actor  padecía  un 
error  de  derecho,  confundiendo  la  prohibición  de  ceder  el  ar- 
rendamiento 6  subarrendar,  con  la  estipulada  en  dicho  contra- 
to, la  cual  no  le  prohibe  cederlo  ó  subarrendar  sino  solo  tras- 
ferirlo  sin  sn  consentimiento,  siendo  el  caso  sub-judice  el  que 
está  previsto  y  legislado  por  el  artículo  1598  del  Código  Civil; 
que  el  locador  podría  oponerse  si  los  ocupantes  no  le  merecie- 
ran confianza  de  su  sulvabilidad,  lo  que  no  había  observado  ni 
puesto  en  duda ;  pero  aún  en  el  caso  contrario,  sn  pretensión 
era  ilegal  desde  que  la  casa  de  Monsegur  no  intentaba  hacer  de- 
saparecer sus  obligaciones  directas,  ni  se  había  dado  á  la  casa 
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un  destino  que  pudiera  perjudicarla,  pues  era  más  6  menos  se- 
mejante al  que  antes  tenía ;  que  cambiadas  las  esplícaciones 
contenidas  en  las  cartas  acompañadas  por  el  actor,  este  aceptó 
según  lo  comprueba  el  recibo  de  alquileres  de  foja...  otorgado 
en  Julio;  y  que  en  cuauto  á  la  ampliación  por  indemnización  de 
danos  y  perjuicios,  á  más  de  ridicula,  carecía  el  apoderado  de 
Ocantos  de  facultad  para  pedirla,  pues  su  poder  solo  lo  faculta- 
ba para  demandar  la  rescisión. 

7^  Que  la  causa  fué  recibida  á  prueba  por  auto  de  foja  6  para 
que  se  justifique  la  cesión  de  la  locación  ó  sublocacion,  el  pre- 
cio porque  se  había  efectuado  y  los  perjuicios  sufridos  por  el 
actor,  habiéndose  producido  por  parte  de  este,  además  de  los  do- 
cumentos acompañados  á  la  demanda,  las  posiciones  absueltas 
por  Monsegur  á  foja  88,  la  declaración  de  foja  89  de  los  nuevos 
ocupantes  de  la  casa,  y  las  cartas  constitutivas  del  contrato  ce- 
lebrado con  estos ;  y  por  la  parte  de  Monsegur  y  C^,  las  posi- 
ciones absueltas  por  Ocantos  á  foja  122  y  foja  130. 

Y  considerando  :  i^  Que  la  cláusula  final  del  contrato  de  fo- 
ja 3,  de  no  poder  trasferir  el  contrato  de  locación  sin  consenti- 
miento previo  del  locador,  sobre  la  cual  gira  principalmente 
toda  la  cuestión,  evidentemente  contiene  la  prohibición  de  ce- 
derlo, porque  la  cesión  no  es  sino  una  de  las  formas  admitidas 
por  la  ley  de  trasferir  los  derechos  y  las  obligaciones.  Así  el 
artículo  1434  del  Código  Civil,  dice :  habrá  cesión  de  crédito 
cuando  una  de  las  partes  se  obligue  á  trasferir  á  la  otra  parte  el 
derecho  que  le  compete  contra  su  deudor,  etc.  La  palabra  gené- 
rica trasferir  empleada  en  el  contrato,  comprende,  pues,  las 
diversas  especies  y  por  consiguiente  la  cesión  que  es  una  de 
ellas. 

2^  Que  según  el  artículo  1597  del  mismo  código,  la  prohibi- 
ción de  subarrendar  impórtala  de  ceder  el  arrendamiento,  j  re- 
cíprocamente, la  prohibición  de  ceder  el  arrendemiento  importa 
la  de  prohibir  el  subarriendo,  principio  uniformemente  soste— 
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nido  por  los  autores  Aubry  y  Rau,  tomo  4"",  página  490  y  los 
demás  Hxie  cita  en  la  Aota  número  4,  annqne  no  implique  la 
prohibición  de  snblocar  parte  de  la  cosa  arrendada,  de  lo  cual 
no  se  trata  en  el  caso  sub  judice. 

3"  Que  el  contrato  celebrado  entre  Monsegur  y  C'  y  Naveiro, 
Posada  y  G%  constituye  una  verdadera  sublocacion  de  la  tota- 
lidad de  la  casa  locada,  pues  se  les  ha  trasferido  á  estos  el  uso 
y  goce  de  ella  por  un  precio  mayor  que  el  de  la  locación,  con- 
servando el  locatario  sus  obligaciones  para  con  el  locador  con- 
forme al  artículo  1596  del  Código  Civil,  como  lo  han  reconoci- 
do esplícitamente  los  demandados  en  la  carta  de  foja  6. 

4^  Que  la  cláusula  limitando  el  derecho  del  locatario  á  no  po- 
der trasferir  el  contrato  sin  el  consentimiento  previo  del  pro- 
pietario es  perfectamente  válida  y  admitida  por  la  ley  en  el  sen- 
tido y  estension  que  le  da  nuestro  derecho  civil,  y  forma  por  lo 
tanto  una  regla  para  las  partes,  á  la  cual  deben  someterse  como 
á  la  ley  misma,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  i  1 97  del 
código  antes  citado. 

5^  Que  entre  tanto,  los  demandados  no  han  negado  haber  ce- 
lebrado el  contrato  de  subarriendo  con  Naveiro,  Posada  y  C*^, 
sin  requerir  el  consentimiento  previo  del  propietario  ;  hecho  que 
por  otra  parte  resulta  probado  por  la  correspondencia  cambiada 
entre  ambas  partes,  de  que  se  ha  hecho  mérito  antes. 

6®  Que  el  artículo  1598  del  Código  Civil,  en  que  Monsegur  y 
G*  fundan  su  defensa  pretendiendo  justificar  su  proceder,  está 
muy  lejos  de  autorizar  al  locatario  á  prescindir  de  ese  requisito, 
cuando  ha  sido  establecido  en  el  contrato,  cualquiera  que  sea  la 
solvencia  y  buen  crédito  del  sublocatario ;  porque  la  palabra 
propuesto  empleada  en  la  disposición  citada,  claramente  indica 
que  debe  ser  requerido  el  consentimiento.  El  alcance  de  la  dis- 
posición no  es  otro  que  obligar  al  locador  que  rehusa  su  consenti- 
miento, á  dar  los  motivos  de  su  negativa,  para  que  los  tribuna- 
les con  conocimiento  de  causa  decidan  si  es  6  no  fundada,  obli- 
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gándole  en  este  último  caso  á  aceptar  al  cesionario  6  subarren- 
datario qae  ofrezca  las  condiciones  de  solvencia  y  buen  crédito. 
De  lo  contrario  sucedería,  como  ocurre  en  el  caso  sub-judice, 
que  la  apreciación  de  estas  circunstancias  estaría  librada  es- 
clusivamente  al  criterio  del  locatario,  lo  que  haría  inútil  la  dis- 
posición citada.  En  el  derecho  francés,  la  cláusula  en  cuestión 
equivale  á  una  interdicción  absoluta  de  subarrendar,  pues  los 
tribunales  no  pueden  investigar  el  mérito  de  los  motivos  de  la 
negativa  del  propietario  (Aubry  y  Rau,  t.  4**,  pág.  491).  Y  si 
bien  es  cierto  que  el  Código  Civil  nacional  no  admite  un  sistema 
tan  absoluto,  tampoco  ha  dejado,  ni  podía  dejar  al  arbitrio  del 
locatario^  decidir  por  sí  solo  la  cuestión  de  solvencia  y  buen  cré- 
dito del  cesionario  ó  snblocatavio,  y  es  por  eso  que  dice,  si  el  ce- 
sionario ó  sub locatario  propuesto,  etc.  (art.  598).  Hay,  por  lo 
tanto,  evidente  violación  del  contrato  por  parte  de  Monsegur 
y  C»  en  nc  haber  cumplido  ese  requisito. 

7^  Que  no  puede  en  este  caso  atribuirse  al  hecho  de  haber 
otorgado  Ocantos  el  recibo  de  foja  59,  la  espresion  del  consen- 
timiento tácito  en  el  subarriendo  y  aceptación  de  la  persona 
del  sublocatario;  primero^  porque  en  él  no  hace  mención  alguna 
de  ellos,  y  segundo,  porque  contra  la  presunción  del  consenti- 
miento que  se  pretende  sacar  de  tal  hecho,  se  levanta  la  mani- 
festación espresa  anterior  de  la  voluntad  en  contrario,  conte- 
nida en  la  carta  de  foja  5,  lo  que  debe  considerarse  subsistente, 
desde  que  Monsegur  y  C^  no  dieron  las  esplicaciones  pedidas  ni 
indicaron  siquiera  el  nombre  y  condiciones  de  los  sublocatarios. 
Ninguna  regla  de  sana  interpretación  puede  autorizar  á  admi- 
tir el  consentimiento  cuando  existe  la  voluntad  espresa  en  con- 
trario y  no  aparece  ninguna  circunstancia  especial  que  baga 
presumir  su  modificación. 

8""  Que  el  derecho  para  pedir  la  rescisión  del  contrato,  ejer- 
citado por  Ocantos,  se  desprende  de  la  disposición  contenida  en 
en  el  artículo  1602  del  Código  Civil,  pues  si  este  lo  acuerda 
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caando  el  locatario  snbarrienda,  no  obstante  la  prohibición  es- 
prssa  del  contrato,  también  procede  caando  estando  aatoriza- 
do  para  hacerlo  previo  consentimiento  del  propietario,  pres- 
cinde de  él,  pues  en  ambos  casos  militan  las  mismas  razones: 
primero,  la  violación  de  la  convención ;  segundo,  el  cambio  de 
la  persona  que  ha  de  usar  y  gozar  de  la  cosa,  sin  consentimien- 
to del  propietario  á  quien  especialmente  afecta  el  hecho. 

9^  Que  además,  entre  las  formas  que  admite  la  ley  de  con- 
clusión del  contrato  de  locación,  están  todos  los  casos  de  culpa 
del  locador  y  locatario  que  autoricen  á  uno  ú  otro  á  rescindir  el 
contrato  (inc.  7s  art.  1604,  C6d.  Civil).  Según  Aubry  y  Rau, 
tomo  citado,  página  496,  el  contrato  de  locación  concluye  por  el 
efecto  de  una  condición  resolutoria,  y  entre- otras  por  conse- 
cuencia de  la  que  es  inherente  á  la  falta  de  cumplimiento  de 
una  ú  otra  de  las  partes  délas  obligaciones  estipuladas. 

iO^  Que  admitiendo  con  algunos  autores,  entre  ellos  el  ci- 
tado, que  los  jaeces  tienen  un  poder  do  apreciación  so- 
bre la  gravedad  é  importancia  de  la  infracción  para  pronunciar 
la  rescisión  según  las  circunstancias,  el  Juzgado  no  puede  de- 
jar de  tener  presente  que  según  el  documento  de  foja  3,  las  par- 
tes han  establecido  que  en  el  caso  de  suspensión  de  los  nego- 
cios del  locatario  por  cualquier  causa,  el  contrato  quedaría  de 
hecho  rescindido,  y  á  beneficio  del  propietario  las  mejoras  rea- 
lizadas. Ahora  bien,  prescindiendo  de  que  sea  ó  no  aplicable  la 
suspensión  del  negocio  al  desalojo  de  la  casa,  la  cláusula  men- 
cionada índica  desde  luego  la  intención  de  esclnir  la  facultad  de 
especular  con  el  contrato,  trasfiriéndolo  á  terceros,  cuando  el 
locatario  no  lo  necesitare  para  sus  negocios. 

Por  consiguiente,  cualquiera  que  sea  la  importancia  Je  la  in- 
fracción, la  rescisión  se  impone  desde  que  los  locatarios  espontá- 
neamente han  retirado  de  la  casa  el  negocio  para  el  que  fué 
locada. 

Considerando  en  cuanto  á  los  perjuicios  :  que  el  actor  no  ha 
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probado  haberlos  sufrido ;  que  los  que  menciona  en  su  de- 
manda y  alegato  no  son  consecuencia  inmediata  y  necesaria  de 
la  infracción  que  motiva  la  rescisión. 

Por  estos  fundamentos,  fallo :  declarando  resuelto  el  con- 
trato de  locación  de  que  instruye  la  carta  de  foja  3,  debiendo 
restituirse  al  actor  la  casa  locada  en  el  término  que  la  ley  se- 
ñala y  absuelvo  al  demandado  de  la  reclamación  por  daños  y 
perjuicios.  T  estando  reconocido  por  e^te  la  autenticidad  del 
documento  de  foja. ..  declárase  que  debe  reembolzar  &  Ocantos 
el  importe  de  la  mitad  de  la  multa  por  infracción  de  sellos.  No- 
tifíquese  con  el  original  y  repóngase  las  fojas  sin  más  trá- 
mites. 

Virgilio  M.  Tedin. 

La  parte  de  Monsegur  apeló  y  se  le  concedió  el  recurso  libre- 
mente . 

Espresando  agravios  pidió  se  revocara  la  sentencia  apelada 
declarando  las  costas  á  cargo  del  actor  y  dijo  :  que  la  cuestión 
versa  sobre  la  interpretación  que  debe  darse  á  la  cláusula  del 
contrato,  de  no  poder  ser  cedido  sin  el  consentimiento  del 
locador ;  que  esta  cláusula  cae  bajo  el  imperio  del  artículo  i  598, 
que  dice:  «la  cláusula  de  que  el  locatario  no  puede  ceder  el 
arrendamiento  sin  consentimiento  del  locador,  no  impedirá  al 
locatario  ceder,  sí  el  cesionario  propuesto  ofreciese  todas  las 
condiciones  de  solvencia  y  buen  crédito». 

Que  esta  disposición  importa  no  una  prohibición  absoluta 
como  sostiene  el  inferior  de  ceder  el  arrendamiento,  sino  una 
prohibición  condicional  y  por  lo  tanto  relativa,  á  condición  de 
que  el  sub-locatario  sea  persona  de  responsabilidad. 

Que  Ocantos  no  ha  impugnado  la  responsabilidad  ó  garantías 
del  sub-locatario,  cuya  solvencia  es  pública,  y  garantida  por 
Monsegur  y  C'  que  permanecen  responsables  directos  ha- 
cia él. 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  509 

Que  ese  artículo  consagra  una  facultad  de  que  puede  usar  el 
locatario  con  la  sola  limitación  de  que  el  sub-locatario  ofrezca 
las  condiciones  de  garantía  suficientes,  según  el  comentario  del 
doctor  Llerena  al  precitado  artículo. 

Que  sostener  que  él  establece  una  prohibición  absoluta  y  no 
una  facultad  limitada,  es  equiparar  el  artículo  1598  al  1583,  lo 
que  no  es  presumible,  porquo  entonces  una  de  las  dos  disposi- 
ciones legales  estaría  de  más. 

Que  no  se  puede  decir  tampoco  que  el  sul -locatario  debe  ser 
propuesto  previamente,  so  pena  de  rescisión  del  contrato,  pues 
ese  artículo  dice  también  que  c  la  cláusula  no  impedirá  la 
cesión,  etc.  »,  lo  que  significa  que  el  locatario  puede  usar  del 
derecho  de  sub-locacion  corriendo  los  riesgos  de  su  propio  acto 
si  ha  elegido  una  persona  insolvente  ó  inmoral  ó  digna  de  repu- 
dio, quedándole  al  locador  espedita  la  acción  de  la  justicia  si 
tiene  justos  motivos  de  oposición. 

Que  la  rescisión  como  pena,  no  procede  en  el  caso  subjudice 
del  artículo  1598,  pero  sí  en  el  caso  del  artículo  1583,  porque 
en  el  primero  se  permite  la  cesión  ó  sub-ar riendo  si  el  nuevo 
inquilino  reúne  tales  ó  cuales  condiciones,  mientras  en  el  se- 
gundo se  prohibe  absolutamente  ceder  ó  sub-arrendar. 

Que  por  esa  cláusula  del  contrato  lo  que  buscó  Ocantos  fué  el 
pago  puntual  de  los  alquileres  y  la  garantía  de  la  persona  con 
quien  contrató  y  la  casa  Monsegur  le  ofrece  esa  garantía. 

Que  por  último,  cuando  se  inició  esta  cuestión  ante  la  justicia 
de  Faz,  su  representado  sostuvo  la  competencia  del  Juez  Fede- 
ral ;  pero  que  como  posteriormente  la  Suprema  Corte  en  la 
causa  seguida  por  D.  Miguel  Serondo  contra  D.B.  Bisotti  sobre 
consignación  y  desalojo  ha  declarado  la  cuestión,  por  razón  de 
la  cantidad,  de  competencia  de  la  justicia  de  Paz  y  la  ley  en 
que  se  ha  apoyado  es  de  orden  público,  causando  su  infracción 
una  nulidad  absoluta,  la  Suprema  Corte  debe  en  conformidad 
con  dicha  resolución  declarar  nulo  el  auto  apelado. 
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D.  Federico  Joñas  en  representación  del  doctor  Ocantos,  con* 
testando  al  traslado  de  la  espresion  de  agravios  y  adhiriéndose 
á  la  apelación  dijo:  que  debía  confirmarse  la  sentencia  de  I*" 
Instancia  modificándola  en  la  parte  que  declara  que  no  han  sido 
justificados  los  perjuicios  y  declarando  que  todas  las  costas  del 
juicio  son  á  cargo  de  Monsegur  y  C*^. 

Que  la  rescisión  del  contrato  ha  sido  declarada  por  el  Juez 
de  Sección  porque  el  derecho  de  Ocantos  ha  sido  lesionado  por 
la  infracción  de  la  cláusula  del  contrato  y  que  como  en  toda 
lesión  la  indemnización  es  de  rigor,  solo  por  una  inconsecuencia 
legal  harto  evidente  no  ha  sido  decretada. 

Que  la  indemnización  se  impone,  porque  de  otro  modo  la  sen- 
tencia que  condena  á  Monsegur  no  lo  condenaría^  y  vice-versa, 
esa  misma  sentencia  que  da  razón  á  Ocantos  declarando  que 
sus  derechos  han  sido  violados  lo  condenaría  á  la  pérdida  del 
mejor  resultado  que  el  ejercicio  ilegal  de  esos  derechos,  ha  pro- 
porcionado á  la  contra  parte. 

Que  sin  esa  declaración  después  de  dos  años  de  litigio  la  sen- 
tencia es  perfectamente  inconsecuente. 

D.  Julio  Migoya  contestando  al  traslado  de  adhesión  á  la 
apelación  dijo : 

Que  debía  rechazarse  la  pretensión  del  actor,  respecto  á  la 
indemnización  y  á  la  condenación  en  costas. 

Que  por  el  hecho  de  haber  incurrido  Ocantos  eu  plus  peíttto 
debía  ser  condenado  en  costas  y  que  no  habiéndolo  sido  debía 
darse  por  satisfecho. 

Que  fundar  la  procedencia  de  la  indemnización  en  el  hecho  de 
haber  perdido  la  diferencia  en  el  aumento  del  alquiler  de  la 
sub-locacion  es  absurdo,  pues  el  contrato  de  locación  se  hace 
garantizar  un  determinado  alquiler  por  un  dado  tiempo  y  del 
mismo  modo  que  esta  convención  pone  al  locador  al  abrigo  de 
una  baja  general  de  alquileres,  lo  pone  también  en  la  obligación 
de  perder  la  ganancia  diferencial  que  puede  resultar  de  una  alza. 
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Qae  el  doctor  Ocantos  al  hacer  el  contrato  no  pudo  exonerarse 
de  esta  regla  general. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Marzo  29  de  1890. 

Vistos  y  considerando :  Qae  por  el  artículo  mil  quinientos 
noventa  y  ocho  del  Código  Civil  se  prescribe  que  no  obstante  la 
oposición  del  locador,  el  locatario  puede  sub-arrendar  y  aún 
ceder  la  locación,  en  todos  los  casos  en  que  no  haya  en  el  contra- 
to prohibición  absoluta  de  ceder  6  sub-arrendar  6  en  que  sola- 
mente se  haga  depender  esos  actos  del  consentimiento  del 
locador  y  si  el  sub -locatario  6  cesionario  propuestos  ofrecen  las 
condiciones  necesarias  de  solvencia  y  buen  crédito  personal. 

Que  por  consiguiente,  la  omisión  del  locatario  en  la  ejecución 
de  las  diligencias  necesarias  á  obtener  el  acuerdo  previo  del 
locador,  no  puede  por  sí  sola  ser  causa  suficiente  de  rescisión  de 
la  locación  en  ninguno  de  los  casos  mencionados,  si  aparece  con 
evidencia  qne  la  persona  del  cesionario  ó  sub-locatario  llena 
las  condiciones  de  garantía  y  seguridad  arriba  mencionadas,  y 
menos  puede  serlo  si  no  se  trata  por  parte  del  locatario  de 
hacer  desaparecer  sus  obligaciones  directas  para  con  el  locador 
ni  exonerarse  en  manera  alguna  de  estas,  manteniendo  por  el 
contrario  y  aumentando  las  garantías  del  último  por  la  consti- 
tución de  un  doble  deudor. 

Que  en  el  presente  caso,  el  contrato  de  que  instruyen  las  car- 
tas de  fojas  tres  y  siguientes,  celebrado  entre  los  interesados,  se 
halla  en  las  condiciones  previstas  por  el  artículo  arriba  citado 
del  Código  Civil,  pues  por  él  se  autoriza  espresamente  la  tras- 
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ferencia  de  la  locación  con  acuerdo  del  locador,  lo  que  importa 
decir  que  si  este  puede  oponerse  á  la  cesión,  podrá  hacerlo  solo 
por  causa  de  la  persona  del  cesionario  y  no  por  razón  de  la  ce- 
sión misma. 

Que  igualmente  se  encuentran  llenados  en  las  personas  de 
los  sub-locatarios  los  estremos  requeridos  por  la  ley  á  su  res- 
pecto, pues  nada  se  ha  opuesto  en  contrario  por  el  deman- 
dante. 

Por  estos  fundamentos :  se  revoca  la  sentencia  apelada  de 
foja  ciento  cuarenta  y  se  absuelve  al  demandado  de  la  demanda 
interpuesta,  dejándose  aquella  subsistente  en  lo  relativo  al 
abono  del  valor  de  la  multa  satisfecha  por  el  demandante  por 
la  falta  de  papel  sellado  en  el  documento  de  foja  tres.  Repón- 
ganse los  sellos  y  devuélvanse. 


benjamín  VIGTOIUCA. — FEDERICO  IBAR- 
GÚREN.  —  C.  S.  DE  LA  TORRE.  — LUIS 
V.    VÁRELA.  ~  ABEL   BAZAM. 
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CAUSA  li  O 


D.  Eduardo  Sojo  contra  el  Gefe  de  Policía,  Coronel  B.  Alberto 
Capdevilay  por  daños  y  perjuicios ;  sobre  competencia  y 
arraigo. 


Sumario.  —  1*^  La  acción  civil  por  daños  y  perjuicios  enta- 
blada por  un  estrangero  contra  nn  ciudadano,  corresponde  al 
fuero  federal,  annqne  proceda  de  faltas  del  demandado  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones  de  empleado  público. 

i"*  La  escepcion  de  arraigo  no  procede  contra  el  estrangero 
domiciliado  en  la  Bepública. 


Caso.  —  En  24  de  Noviembre  de  1888,  D.  Juan  E.  Coronado,  en 
representación  de  D.  Eduardo  Sojo,  demandó  ante  el  Juez  Fede- 
ral de  la  Capital  al  Gefe  de  Policía,  D.  Alberto  Capdevila,  para 
que  fuese  condenado  al  pago  de  los  daños  y  perjuicios  que  había 
causado  á  Sojo  á  causa  de  la  resistencia  opuesta  por  este  fun- 
cionario á  cumplir  la  sentencia  del  Juzgado,  pronunciada  en  un 
recurso  de  habeos  corpus  en  que  se  le  ordenaba  ponerlo  en  li- 
bertad, lo  que  hasta  entonces  no  se  había  hecho,  habiéndosele 
así  privado  de  su  libertad  personal  para  ocuparse  de  sus  nego- 

(*)  Don  Eduardo  Sojo  entabló  demandas  análogas  contra  los  Comisarios 
de  Policía  don  Ramón  Sosa  y  don  Juan  Sauz,  que  opusieron  idénticas 
escepciones,  recayendo  en  ellas  las  mismas  resoluciones  qae  en  esta  cansa. 

T.  VIII  Sd 
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cios  faera  del  recinto  que  Ib  servía  de  detención  forzada,  me- 
diante la  vigilancia  actual  y  armada  que  la  Policía  conservaba 
frente  á  su  domicilio,  calle  Bodriguez  Peña,  número  142. 

La  competencia  del  Juzgado  se  acreditó  por  la  diversa  nacio- 
nalidad de  las  partes. 

Conferido  traslado  de  la  demanda,  el  señor  Capdevila,  sin 
contestarla,  opuso  las  escepciones  de  incompetencia  de  jurisdic- 
ción 7  arraigo  del  juicio. 

Dijo:  que  fundar  una  demanda,  en  que  el  6efe  de  Policía 
había  resistido  el  cumplimiento  de  la  sentencia  dictada  en  el 
recurso  de  habeos  corpus,  y  en  que  había  por  este  delito  que  el 
derecho  prevé  y  castiga,  incurrido  en  las  responsabilidades 
que  las  leyes  civiles  le  imponen  por  los  agravios  y  perjuicios 
inferidos  á  su  representado,  era  iniciar  un  juicio  completamente 
nulo,  pues  ni  por  razón  de  las  personas  ni  de  la  materia,  podía 
su  conocimiento  corresponder  á  la  justicia  federal  como  lo  tenía 
declarado  la  Suprema  Corte  en  sus  fallos,  tomo  4^,  serie  1*^, 
páginas  352  á  356. 

Que  un  estrangero  no  podía  hacer  valer  el  fuero  federal  para 
demandar  á  un  ciudadano  ante  esos  tribunales  por  delitos  qae 
contra  él  hubieran  podido  perpetrarse,  como  tampoco  podía 
ante  los  mismos  hacer  efectivas  las  responsabilidades  que  de 
ellos  emanasen. 

Que  para  garantir  el  libre  funcionamiento  de  los  poderes,  se 
ha  creado  entre  las  diferentes  ramas  de  la  administración  una 
separación  que  quedaría  afectada  con  la  intervención  que  en 
esta  clase  de  juicios  estaban  tomando  los  tribunales  federales, 
que  era  lo  que  los  autores  franceses  llaman  la  garantía  cons* 
titucional  ó  administrativa,  no  pudiendo  intentarse  sin  la  pre- 
via autorización  del  Consejo  de  estado  {a  acción  pública,  siem- 
pre que  se  trate  de  agentes  del  gobierno  y  de  hechos  relativos 
á  sus  funciones,  aunque  hubiese  en  estos  hechos  crímenes,  deli- 
tos, ó  contravenciones  de  parte  de  estos  agentes.    Que  esta  res- 
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triccion,  segun  Ortolan,  no  era  fundada  en  la  protección  del  f  an- 
cionario  para  ponerlo  al  abrigo  de  ataques  inciertos*  temerarios 
ó  irreflexivos,  sino  en  contra  áél  ministerio  público,  y  de  la 
autoridad  judicial,  dándose  desde  la  constituyente  enérgicamen- 
te por  bases  á  estas  instituciones,  la  separación  entre  el  poder 
judicial  y  el  administrativo^  prohibiendo  á  loa  jueces  turbar 
de  cualquier  manera  las  operaciones  de  los  cuerpos  administra- 
tivos. Que  en  ol  decreto  de  19  de  Setiembre  que  reformó  estas 
disposiciones  que  en  un  país  de  legislación  unitaria  creaban  fue- 
ros especiales  y  prejudiciales,  no  dio  facultad  de  perseguir 
libremente  álos  agentes  del  gobierno,  apreciar  sus  actos,  aún 
en  el  orden  de  sus  funciones  administrativas. 

Que  todos  los  autores  franceses  reconocen  que  esto  importaría 
resucitar  el  control  del  Parlamento  sobre  los  actos  de  la  admi- 
nistración y  sobre  la  acción  misma  del  gobierno;  que  por  esto 
se  falló  en  la  acción  intentada  por  el  príncipe  Napoleón  contra 
el  Prefecto  de  Policía  (9  de  Febrero  de  1873),  que  los  tribuna- 
les no  podían  estatuir  sobre  la  legalidad  del  arresto  sin  susti- 
tuirse pura  y  simplemente  á  la  asamblea  nacional,  reconociendo 
que  el  conjunto  de  las  disposiciones  vigentes  establecían  dos 
disposiciones  distintas,  que  derivando  ambas  del  principio  de  la 
separación  de  los  poderes,  se  referían  sin  embargo  á  objetos 
diversos  que  no  producen  las  mismas  consecuencias  bajo  el 
punto  de  vista  de  las  jurisdicciones  destinadas,  una  á  protejer 
el  acto  administrativo  por  medio  de  la  declinatoria,  y  la  otra 
destinada  á  protejer  al  funcionario,  disposición  que  ha  sido 
abrogada.  Y  que  lo  que  probaba  esto  era  la  sustitución  misma 
por  la  ley  de  24  de  Marzo  de  1872  del  Tribunal  de  los  conflictos 
teniendo  por  objeto  mantener  la  separación  de  los  poderes  y  por 
consecuencia  prohibir  á  los  tribunales  conocer  en  actos  admi- 
nistrativos. 

Que  entre  nosotros  la  separación  del  fuero  común  y  del  fuero 
federal  no  daban  lugar  á  la  creación  de  esos  tribunales  especia- 
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les,  tanto  más  cuanto  que  la  ley  se  pone  en  todos  los  casos, 
para  evitar  el  abuso  que  pudiera  producirse  de  parte  del  funcio- 
nario . 

Que  no  era  menos  evidente,  bajo  cualquier  régimen,  el  peligro 
que  entraña  para  los  poderes  esta  absorción  de  facultades,  cuando 
puede  llegar  el  caso  de  tener  que  luchar  contra  magistraturas 
hostiles  y  apasionadas. 

Que  fundaba  la  otra  excepción ^en  que  el  demandante  era  es- 
trangero  no  domiciliado,  haciendo  mucho  tiempo  que  estaba 
ausente  de  la  capital  con  ánimo  de  no  volver  á  ella^  habiendo 
establecido  su  domicilio  en  Montevideo. 

Conferido  traslado  de  las  excepciones,  el  representante  de 
Sojo  pidió  su  rechazo  con  costas.  Dijo:  que  con  arreglo  al  artí- 
culo 2°,  inciso  2°  de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de 
de  los  Tribunales  Nacionales,  su  representado  había  ocurrido  al 
Juzgado  porque  era  estrangero  y  argentino  el  demandado,  como 
se  había  justificado  en  debida  forma  y  se  había  reconocido 
sin  excepcionarse  al  respecto,  circunstancia  que  bastaba  para 
justificar  la  competencia  del  Juzgado  en  el  juicio. 

Que  el  demandado  que  se  llamaba  gefe  de  una  de  las  reparti- 
ciones nacionales,  negaba  que  debía  ser  considerado  como  fun- 
cionario nacional  y  sostenía  que  las  acciones  á  que  dan  lugar 
sus  actos  abusivos  no  caen  bajo  el  fuero  federal,  porque  esto 
equivaldría  á  hacer  desaparecer  las  autonomías  locales. 

Que  el  Gefe  de  Policía  de  la  Capital  era  un  empleado  nacio- 
nal, nombrado  directamente  por  el  Presidente  de  la  República, 
que  es  constitncionalmente  el  gefe  inmediato  de  la  Capital  de 
la  Nación ;  que  el  puesto  de  Gafe  de  Policía,  es  un  puesto  polí- 
tico-administrativo que  depende  inmediatamente  del  Poder 
f]jecutivo  Nacional,  sin  perjuicio  de  sus  funciones  judiciales,  y 
que  no  podía  pretender  no  ser  funcionario  nacional,  quien  dice 
ser  gefe  de  una  de  las  reparticiones  nacionales  y  llamaba  su 
superior  gerárquico  al  Ministro  Secretario  del  Presidente. 
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Qne  siendo,  pues,  el  demandado  un  fancionario  nacional,  eran 
de  todo  punto  impertinentes  las  consideraciones  que  á  este  res- 
pecto se  hacían  en  el  escrito  en  traslado. 

Qne  sostenía  el  Gefe  de  Policía  qne  siendo  esta  demanda 
civil,  originada  por  un  abuso  en  el  ejercicio  de  sus  funciones, 
ella  era  nula  según  lo  resuelto  por  la  Suprema  Corte,  tomo  4'', 
serie  1%  páginas  352  á  356  de  sus  fallos;  que  bastaba  la  sim- 
ple lectura  del  fallo  citado  para  convencerse  de  que  la  Suprema 
Corte  no  había  hecho  tal  declaración,  pues  la  cansa  que  motivó 
ese  fallo  fué  una  acción  criminal  por  abuso  de  autoridad  en  la 
que  al  mismo  tiempo  se  pedía  como  accesorio  la  indemnización 
de  los  daños  inferidos  por  ese  delito;  que  no  podía  pues  apli- 
carse aquel  fallo  al  caso  subjudice,  en  el  que  su  representado 
no  había  deducido  ante  el  Juzgado  acción  criminal  y  como  con- 
secuencia ó  accesorio  la  acción  civil,  sino  esclusivamente  la 
acción  civil  que  en  este  juicio  era  acción  única,  y  por  lo  tanto 
acción  principal. 

Que  era  incierto  que  su  representado  hubiese  establecido  su 
domicilio  en  Montevideo,  pues  lo  tenía  en  esta  Capital,  calle 
Rodríguez  Peña,  número  142,  en  cuya  puerta  estaban  colocadas 
las  chapas  con  su  nombre  propio  y  el  de  la  administración  de 
Don  Quijote  de  que  era  director  y  propietario.  Que  era  cierto 
q^ue  el  señor  Sojo  se  había  ausentado  á  Montevideo  momentá- 
neamente, pero  sin  ánimo  de  abandonar  su  domicilio. 

El  Juzgado  llamó  autos  y  abrió  á  prueba  el  incidente  sobre 
arraigo. 

Prtieba  del  demandante 

£1  siguiente  informe  del  actuario  del  Juzgado: 
En  veinte  de  Mayo  y  en  cumplimiento  del  auto  que  precede, 
mR  constituí  á  la  casa  calle  Rodríguez  Peña  número,  142,  hablen 
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do  encontrado  en  la  puerta  de  calle  dos  placas  de  metal  que  dicen 
literalmente  lo  siguiente:  Don  Quijote,  c2''  piso.  Adminis- 
tración»,la  una^y  la  otra:  «2°  piso,  Eduardo Sojo^Demócrtto». 
Penetrando  al  interior  de  dicha  casa  en  su  segundo  piso,  pre- 
gunté por  la  persona  que  allí  habitaba  y  se  me  dijo  por  un  su- 
jeto que  me  recibió,  que  él  era  su  habitante  en  compañía  de  so 
señora  esposa  y  que  se  llamaba  Eduardo  Sojo ;  que  hace  seis 
años  que  reside  permai^entémente  en  el  país  y  dos  años  próxima  - 
mente  en  el  domicilio  indicado,  lo  que  comprobó  exhibiendo 
varios  recibos  de  alquiler  de  la  casa  á  nombre  de  su  señora. 

Que  además  iba  á  presentarme  un  documento  del  Ministerio 
de  Instrucción  Pública,  firmado  por  D.  José  A.  Ojeda,  nombran- 
do al  Sr.  Sojo,  profesor  de  Dibujo  del  Colegio  Nacional  de  la 
Capital,  lo  que  verificó,  teniéndolo  á  la  vista  el  actuario.  Ha- 
biéndome trasladado  á  su  taller  de  trabajo  he  podido  convencer- 
me que  el  Sr.  Sojo  tiene  efectivamente  su  domicilio  en  la  casa 
arriba  enunciada,  según  lo  demostró  exhibiendo  multitud  de 
elementos  que  sirven  para  la  publicación  de  su  periódico  titu- 
lado Don  Quijote.  Dejando  así  cumplida  la  diligencia  orde- 
nada hice  firmar  al  Sr.  Sojo  la  presente^  fecha  ut  retro. 

Juan  C.  A  Imanaos. — Eduardo  Sojo. 
El  demandado  no  produjo  prueba  alguna. 


Fallo  del  Jíuea  de  Seeeion 


Buenos  Aires,  Julio  8  de  1889. 

T  vistos  estos  autos  promovidos  por  D.  Eduardo  Sojo  contra 
el  Jefe  de  Policía  de  la  Capital  D.  Alberto  Capdevila,  por  indem- 
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nizacion  de  daños  y  perjuicios,  para  resolver  sobre  las  escepcio- 
nes  de  incompetencia  de  jurisdicción  j  arraigo  del  juicio  opues- 
tos por  el  demandado  en  el  escrito  de  foja  32. 

Los  fundamentos  de  ambas  escepciones  pueden  condensarse  en 
pocas  palabras.  Sostiene  el  demandado,  respecto  déla  primera, 
que  el  Jefe  de  Policía  es  un  funcionario  local  y  no  nacional,  y 
bajo  tal  concepto,  ninguno  de  sus  actos  que  de  lugar  al  ejercicio 
de  acciones  civiles,  pueden  caer  bajo  la  justicia  federal,  pues  pe- 
ligraría la  separación  que  se  ha  creado  entre  las  diferentes 
ramas  de  la  administración  para  garantir  el  libre  funciona- 
miento de  los  poderes:  y  que  habiendo  declarado  la  Corte  Su- 
prema, que  si  un  Juez  no  tiene  jurisdicción  para  conocer  en  lo 
general  del  delito,  tampoco  la  tiene  para  conocer  de  las  prestacio- 
nes civiles  que  se  demandan  por  razón  del  mismo,  el  juicio  ini- 
ciado sería  completamente  nulo,  pues  ni  por  razón  de  la  materia 
ni  por  razón  de  las  personas  puede  competir  á  la  justicia  federal 
el  conocimiento  de  esta  demanda. 

Respecto  déla  segunda  escepcion,  dice  el  demandado  que  Sojo 
es  estrangero  no  domiciliado^  pues  hacía  mucho  tiempo  que  es- 
taba ausente  de  la  Capital,  con  ánimo,  al  parecer,  de  no  volver 
á  ella,  habiendo  establecido  su  domicilio  en  Montevideo ;  hechos 
que  han  sido  negados  categóricamente  por  aquel. 

T  considerando :  1^  Que  para  determinar  en  principio  la  com- 
petencia de  la  justicia  nacional  cuando  á  ella  se  ocurre^  solo  debe 
atenderse  á  la  naturaleza  de  la  causa  y  á  la  calidad  de  las  per- 
sonas que  litigan. 

2^  Quü  la  acción  deducida  por  Sojo  tiene  por  objeto  obtener 
las  indemnizaciones  pecuniarias  de  lo  que  él  califica  de  delito  del 
derecho  civil,  la  restricción  de  la  libertad  personal  efectuada  y 
mantenida  por  el  demandado  como  Jefe  de  Policía,  estando  apo- 
yada en  el  precepto  del  artículo  1077  del  Código  Civil,  según  el 
cual  todo  delito  hace  nacer  la  obligación  de  reparar  el  perjuicio 
que  por  él  resultare  á  otra  persona,  bastando  enunciar  esta  cir- 
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cnnstancia  para  demostrar  que  se  trata  de  una  cuestión  de  na- 
turaleza claramente  judicial. 

S""  Que  según  el  artículo  100  de  la  Constitución  Nacional»  y 
el  inciso  2°  del  artículo  i""  de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1863, 
sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales  Nacionales, 
son  estos  los  llamados  á  conocer  de  las  causas  civiles  que  versan 
entre  un  ciudadano  argentino  y  un  estrangero. 

4"^  Que  el  demandado  no  ha  desconocido  la  calidad  que  el  ac- 
tor atribuye  á  las  partes,  estando  además  perfectamente  com- 
probado en  la  forma  establecida  en  el  artículo  2""  de  la  ley  de 
Procedimientos  Nacionales  de  la  misma  fecha,  lo  que  pone  fuera 
de  discusión  la  procedencia  del  fuero  federal. 

5®  Que  la  resoluciou  de  la  Corte  Suprema  invocada  por  el 
demandado,  se  refiere  á  un  caso  completamente  distinto,  y  es  por 
lo  tanto  inaplicable  al  presente  la  doctrina  consagrada  por  dicho 
Tribunal,  pues  en  el  referido  caso  se  formalizó  aXicion  criminal 
según  lo  espresa  el  Juez  de  Sección  en  su  sentencia,  que  no 
siendo  de  aquellas  especialmente  regidas  por  leyes  del  Congreso 
pertenecía  al  fuero  común  ó  sea  á  la  jurisdicción  local,  pidiéndose 
al  mismo  tiempo  las  indemnizaciones  civiles  consiguientes ;  ha- 
biendo además  olvidado  el  demandado  que  según  el  artículo  1096 
del  Código  Civil  las  indemnizaciones  causadas  por  un  delito  pue- 
den ser  demandadas  por  acción  civil  independiente  de  la  acción 
criminal,  con  el  que  corresponde  á  la  prestación  civil  por  la  cali- 
dad de  las  personas. 

6^  Que  la  defensa  del  demandado  tiende  más  bien  á  establecer 
como  un  principio,  que  en  su  calidad  de  funcionario  público  no 
puede  ser  traido  ante  la  justicia  á  responder  de  sus  actos,  aún 
cuando  estos  afecten  los  derechos  y  privilegios  que  la  Constitu- 
ción garante  á  los  habitantes  de  la  capital  como  de  toda  la  na- 
cion,  só  pena  de  comprometer  la  separación  de  las  diferentes 
ramas  de  la  administración  establecida  para  asegurar  el  libre 
funcionamiento  de  los  poderes  públicos,  lo  que  constituiría,  no 
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un  caso  de  incompetencia  especial  del  Juez,  sino  una  inmunidad 
ó  principio  escepcional,  como  el  que  gozan  los  funcionarios  que 
solo  pueden  ser  llamados  á  juicio  por  loque  es  comunmente 
designado  con  el  nombre  de  infeachment.  Pero  para  ser  favore- 
cido por  semejante  privilegio  e  s  necesario  que  esté  espresamente 
establecido  en  la  Constitución  ó  en  la  ley,  lo  que  no  sucede  res- 
pecto del  Jefe  de  Policía,  á  quien  ninguna  disposición  se  lo 
acuerda.  Esta  inmunidad  de  no  ser  demandable  por  daños  ó 
transgresiones  cometidas  en  el  ejercicio  de  sus  cargos,  ó  por  las 
consecuencias  perjudiciales  que  fluyan  de  sus  actos,  dice  Sey- 
mour  Thompson,  página  817,  se  estiende  á  los  funcionarios  judi- 
ciales, con  la  sola  escepcion  de  que  los  jueces  de  orden  inferior, 
responden  algunas  veces  por  actos  declarados  dañosos,  aunque 
caigati  bajo  su  jurisdicción,  cuando  ban  obrado  por  dolo  y  por 
soborno,  y  por  los  mismos  actos,  siempre  que  procedan  ministe- 
rialmente.  £1  Jefe  de  Policía  es  un  funcionario  ministerial, 
carácter  que  no  pierde  por  el  hecho  de  juzgar  cierta  clase  de  con- 
travenciones;  pero  en  ningún  evento  forma  parte  délos  tres 
poderes  creados  por  la  Constitución,  como  tampoco  puede  ser 
afectada  la  separación  coordenada  de  estos  compareciendo  á  res- 
ponder de  sus  actos  que  pudieran  haber  afectado  los  derechos 
de  los  particulares.  El  peligro  estaría,  por  el  contrario,  en  con- 
ferir atribuciones  judiciales  en  tales  casos  i  cualquiera  de  los 
otros  poderes,  que  no  sea  el  designado  por  el  artículo  100  de  la 
Constitución.  Si  un  agente  del  gobierno,  dice  Story,  On  the 
Constitutiofiy  §  1167,  invade  injustamente  la  propiedad  de  un 
ciudadano,  so  color  de  una  autoridad  pública,  debe  responder 
de  los  daños  causados  como  cualquier  otro  violador  de  las  leyes, 
quien  no  puede  cobijarse  bajo  la  sombra  de  cualquiera  imagina- 
ria inmunidad,  para  eludir  la  responsabilidad,  concluyendo  que 
los  agentes  de  un  Poder  que  no  es  demandable,  pueden  ser  de- 
mandados. 
La  circustar  *.ia  de  que  en  el  caso  sub-judice  el  Jefe  de  Policía 
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haya  procedido  inyocando  6  asando  facultades  propias,  j  no  por 
ordenó  mandato  de  otra  autoridad,  es  inmaterial,  respecto  á  la 
cuestión  de  competencia  del  Poder  Judicial  y  al  privilegio  de  no 
ser  demandable,  aunque  pueda  ser  una  defensa  perentoria  para 
establecer  su  irresponsabilidad  según  el  caso.  Es  un  principio 
establecido  en  el  título  de  las  obligaciones  que  nacen  de  los  he- 
chos ilícitos  que  no  son  delitos,  del  Código  Civil,  que  todo  el  qae 
ejecuta  un  hecho  que  por  su  culpa  ó  negligencia  ocasiona  ua 
daño  á  otro^  está  obligado  á  la  reparación  del  perjuicio,  cuya 
obligación  es  regida  por  las  mismas  disposiciones  relativas  á  los 
delitos  del  derecho  civil,  y  en  la  misma  regla  están  comprendidos 
los  hechos  y  omisiones  de  los  funcionarios  públicos  en  el  ejerci- 
cio de  sus  funciones  por  cumplir  de  un  modo  irregular  las  obli- 
gaciones legales  que  les  están  impuestas  (art.  1109  y  1112), 
á  pesar  de  que  la  ley  ba  debido  prever  que  esta&i  contestaciones 
los  distraerían  de  sus  funciones  oficiales. 

No  es  el  primer  caso  en  que  el  Gofe  de  Policía  es  llamado  & 
juicio  por  actos  de  su  ministerio  sin  que  se  haya  hecho  cues- 
tión de  semejante  inmunidad,  pues  el  Greneral  Bosch  que  desem- 
peñaba ese  puesto  contestó  derechamente  la  demanda  por  deten- 
ción ilegal  deducida  por  D.  Eliseo  Acevedo,  ni  es  tampoco  el 
único  precedente  que  podría  invocarse  contra  la  nueva  teoría 
sostenida  por  el  actual  Jefe  de  Policía.  La  jurisprudencia  nor- 
te-americana é  inglesa  que  puede  recordarse  como  autoridad  en 
la  materia,  jegistr a  numerosos  casos,  bastando  citar  la  demanda 
contra  Thomas  Dum,  Sargento  de  Armas  del  Congreso,  cargo 
equivalente  al  de  Jefe  de  Policía  especial  de  ese  cuerpo,  contra 
Wampson  del  mismo  empleo,  la  cual  comprendía  también  a' 
Presidente  de  la  Cámara  de  Diputados  y  varios  miembros  de  la 
misma;  y  los  casos  de  Bardett  contra  Abott,  y  Biclley  contra 
Carson,  juzgados  por  las  Cortes  inglesas,  sin  que  en  ninguno  de 
ellos  se  haya  cuestionado  la  facultad  judiciaria  para  conocer  en 
la  causa  contra  los  agentes  ministeriales,  ni  se  haya  considerado. 
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siquiera  sea  remotamente,  afectada  la  separación  de  los  Poderes 
Constitucionales  del  pais,  por  ese  hecho,  porque  es  un  principio 
adquirido  en  beneficio  de  la  libertad,  que  ninguna  otra  rama  del 
Gobierno,  puede  asumir  propiamente,  sin  exceder  los  límites 
de  sQ  autoridad,  un  poder  que  en  su  naturaleza  es  claramente 
judicial  ni  aún  serle  conferidas  por  la  ley  facultades  de  esta  ín- 
dole sino  al  Poder  encargado  de  la  interpretación  7  aplicación 
de  las  leyes,  organizado  con  todas  las  garantías  necesarias  en  la 
forma  establecida  en  los  artículos  94  y  siguientes  de  la  Cons- 
titución. 

Considerando  en  cuanto  al  arraigo :  que  esta  escepcion  solo 
se  dá  contra  el  estrangero  no  domiciliado  en  el  país  (art.  74  de 
la  ley  de  Procedimientos).  Que  no  pudiendo  admitirse  como  pre- 
sunción legal,  que  por  el  hecho  de  ser  estrangero  un  individuo, 
no  tiene  domicilio,  el  demandado  ha  debido  justificar  los  hechos 
en  que  se  funda  su  escepcion,  no  habiendo  producido  sin  em- 
bargo prueba  alguna.  Que  por  el  contrario,  el  actor  ha  probado, 
mediante  el  certificado  de  foja  49  que  tiene  domicilio  fijo  en 
esta  ciudad  donde  habita  con  su  familia  y  ejerce  su  industria, 
lo  que  por  otra  parte  es  de  pública  notoriedad,  y  que  además 
tiene  nombramiento  del  Ministerio  de  Instrucción  Pública,  de 
profesor  de  Dibujo  del  Colegio  Nacional  de  la  Capital,  circuns- 
tancias que  escluyen  la  aplicación  del  artículo  74  antes  citado,  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento. 

Por  estos  fundamentos,  fallo:  no  haciendo  lugar  con  costas  4 
las  escepciones  opuestas,  y  contéstese  derechamente  la  demanda 
en  el  término  legal. 

Bepónganse  las  fojas. 

Virgilio  M.  Tedin. 
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VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


BaeDOs  Aires,  Agosto  29  de  1889. 
Suprema  Corle : 

La  cuestión  de  competencia  suscitada  por  el  señor  Gefe  de 
Policía  de  la  Capital,  es  á  mi  juicio  bien  sencilla. 

El  señoT  Sojo  inicia  una  demanda  civil,  esencialmente  civil, 
pues  solo  pide  la  indemnización  de  los  perjuicios  que  dice  ha- 
berle inferido  el  procedimiento  arbitrario  del  señor  Grefe  de 
Policía. 

Aunque  el  fundamento  de  la  demanda  sea  un  hecho  ilícito  ó 
culpable,  en  concepto  del  que  la  inicia,  la  ley  permite,  es  bien 
sabido,  deducir  la  acción  para  la  indemnización  de  daños  y  per- 
juicios, con  entera  independencia  de  la  criminal,  cuyo  objeto  es 
el  castigo  del  que  originó  el  mal  (art.  1096,  Cód.  Giv.). 

La  demanda  versa  entonces,  entre  un  estrangero,  Sojo,  y  nn 
ciudadano,  Capdevila,  y  es  notoriamente  del  resorte  de  la  justi- 
cia federal. 

Se  dice  empero,  que  el  demandado  es  un  funcionario  público 
que  ha  procedido  en  cumplimiento  de  los  deberes  de  su  puesto, 
y  por  orden  de  sus  superiores. 

Es  una  de  las  grandes  y  bellas  conquistas  de  nuestras  insti-* 
tuciones,  que  los  funcionarios  públicos,  de  cualquiera  categoría 
que  sean,  salvólos  casos  de  fuero  especial  prolijamente  determi- 
nados en  la  Constitución,  puedan  ser  llevadas  ante  los  Tribuna- 
les ordinarios  de  justicia.  tLos  hechos  y  las  omisiones  de  los 
funcionarios  públicos,  dice  el  artículo  H12  del  Código  Civil,  en 
el  ejercicio  de  sus  funciones,  por  no  cumplir  stnó  de  una  manera 
irregular  las  obligaciones  legales  que  les  están  impuestas,  son 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  525 

comprendidas  en  las  disposiciones  de  este  titulo.  >  Es  decir :  <  los 
funcionaTios  públicos,  qíie  por  su  culpa  y  negligencia,  ocasio- 
nen  un  daño  á  otrOy  están  obligados  á  la  repararon  del  per* 
juicios  (art.  1109).  Kada  podía  establecer  de  ana  manera  más 
esplícitala  competencia  de  los  Tribunales  Civiles  para  conocer 
de  casos  de  esta  naturaleza,  en  que  no  se  trata  de  castigar  el 
delito,  sino  para  y  simplemente  de  la  reparación  del  daño. 

Esta  es,  por  otra  parte,  la  jarisprndencia  uniforme  estable- 
cida por  esta  Corte  en  los  casos,  ya  numerosos,  en  que  adminis- 
tradores de  Aduana,  Jefes  de  Policía,  y  otros  funcionarios  pú- 
blicos han  sido  llevados  ante  la  justicia  de  la  Ilación.  — Sírvase 
Y.  E.  confirmar  la  sentencia  recurrida. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Abril  8  de  1890. 

Yistos:  Considerando  en  lo  relativo  á  la  escepcion  de  incom- 
petencia: Primero :  Que  en  el  caso  se  trata  de  una  acción  pura- 
mente civil  rej ida  por  la  disposición  del  artículo  dos,  inciso  se- 
gundo, de  la  ley  de  catorce  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  se- 
senta y  tres,  según  la  cual  son  de  la  jurisdicción  y  competencia 
de  los  Tribunales  Federales  las  causas  civiles  en  que  sea  parte 
un  ciudadano  argentino  y  un  estrangero : 

Segundo :  Que  esta  diversa  nacionalidad  se  halla  bien  acre- 
ditada en  autos  por  la  información  de  foja  veintiséis  y  no  ha 
sido  denegada  además  por  el  apelante,  y 

Tercero:  Finalmente,  que  no  obsta  al  ejercicio  de  aquella  ju- 
risdiccion,  la  naturaleza  de  las  funciones  locales  del  empleado 
demandado. 
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Por  estos  fandamentos,  j  de  conformidad  á  lo  pedido  por  el 
señor  Frocarador  G-eneral,  en  suTÍsta  de  foja  sesenta  j  cuatro, 
y  á  lo  resuelto  por  esta  Suprema  Corte,  hacienJo  jarisprudencia, 
en  diversos  casos  ocurrid  os  ya:  se  confirma  en  esta  parte  el  auto 
apelado  de  foja  cincuenta  y  una. 

En  cuanto  á  la  escepcion  de  arraigo,  por  sus  fundamentos  se 
confirma  igualmente,  dicho  auto.  Repónganse  los  sellos,  satis- 
fáganse las  costas  por  el  apelante  y  doTuélvanse. 


FEDERICO   IBARGÜREN.  —  C.  S.  DE   LA    TORRE. 
—  LUIS  V.    VÁRELA. — ABEL  BAZAN. 


CAV8A  I.I 


D.  Antonio  Lamariie  contra  ü.  Guillermo  Cranwell,  por  indem- 
nización de  perjuicios;  sobre  competencia. 


Sumario.  —  Corresponde  al  Juez  Federal  el  conocimiento  de 
la  acción  civil  por  laque  un  estrangero  pretende  cobrar  á  un  ciu- 
dadano, el  valor  de  los  daños  y  perjuicios  que  alega  haberle  este 
causado  como  Intendente  Municipal. 
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Caso.  —  En  13  de  Octubre  de  1888  se  presentó  ante  el  Juz- 
gado Federal  á  cargo  del  Sr.  Juez  Dr.  XJgarriza,  D.  Antonio  La- 
martie  y  demandó  al  Intendente  de  la  municipalidad,  D.  Guiller- 
mo A.  Cranwell,  para  que  fuese  condenado  al  pago  de  daños  y 
perjuicios  que  le  había  ocasionado,  ordenando  arbitrariamente 
desalojo  del  local  que  ocupaba  en  la  calle  25  de  Mayo  con  una 
pequeña  fonda  y  su  casa  habitación. 

Dijo  que  D.  Pedro  A.  Pardo,  secretario  del  Presidente  de  la 
República  compró  la  finca,  donde  él  (Lamartie)  tiene  la  fonda  y 
sn  casa,  comprometiéndose  á  respetar  el  contrato  de  arrenda- 
miento que  tenía  de  esa  finca  D.  Emilio  Bigamonti,  á  quien  te- 
nía sub-arrendada  dicha  fonda  y  casa  por  el  término,  de  cinco 
años. 

Que  empeñado  el  Sr.  Pardo  en  edificar  inmediatamente  la 
finca,  puso  en  juego  toda  la  influencia  de  su  puesto  para  obtener 
la  orden  de  desalojo  por  medio  de  la  Comisión  seccional  de  Hi- 
giene y  del  Intendente  Municipal. 

Que  la  primera  tentativa  fracasó  ante  una  reclamación  de  la 
señora  Bigamonti,  que  el  Intendente  Dr.  Crespo  atendió  debi- 
damente. 

Que  entonces  se  nombró  una  comisión  de  sub-inspectores  mu- 
nicipales para  examinar  las  condiciones  de  la  finca,  y  dicha  co- 
misión informó  que  se  hallaba  en  perfectas  condiciones  higiéni- 
cas. 

Que  cuatro  meses  depues  se  renoyó  el  plan,  y  esta  vez  con 
éxito,  pues  no  solamente  se  desalojó  violentamente  á  los  me- 
radoreSy  sino  que  simultáneamente  se  procedió  al  derrumba- 
miento de  la  finca,  quedando  bajo  los  escombros  algunos  objetos 
que  existían  en  la  fonda  de  Lamartie. 

Que  la  Comisión  dir i jió  una  nota  á  la  Intendencia  insistiendo 
en  el  desalojo  por  sus  malas  condiciones  higiénicas,  en  contra- 
dicción con  lo  informado  por  la  comisión  especial  anterior ;  el 
Intendente  pidió   informes  al  Inspector  de  la  sección ;  este  ase- 
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guró  que  la  finca  estaba  ea  condiciones  higiénicas,  diciendo 
respecto  de  la  fonda  qae  estaba  desaseada;  el  Inspector  general 
aconsejó  el  desalojo,  y  el  Intendente  Sr.  Cranwell  lo  ordenó,  co- 
misionando á  la  Policía  para  verificarlo. 

Que  esto  ha  sido  un  verdadero  complot  llevado  á  cabo  para 
entregar  la  finca  al  Sr.  Pardo,  siendo  una  de  las  víctimas  el  de- 
mandante que  quedó  arruinado  totalmente. 

Que  en  los  perjuicios  sufridos  por  él,  el  responsable  directa- 
mente es  el  Intendente  Sr.  Cranwell,  de  acuerdo  con  el  artículo 
70  de  la  Ley  Orgánica  de  la  municipalidad  de  i"*  de  Noviembre 
de  1872. 

Que  no  hay  ordenanza  alguna  que  faculte  al  Intendente  para 
ordenar  el  desalojo  en  la  forma  en  que  se  verificó. 

Que  las  ordenanzas  vigentes  imponen  multas  cuando  se  in- 
fringe alguna  disposición  sobre  higiene  y  no  se  hacen  las  obras 
que  se  indiquen  por  los  inspectores. 

Que  áLamartie  no  se  le  ha  ordenado  practicar  ninguna  obra, 
ni  se  le  ha  impuesto  multa,  y  que  el  desalojo,  medida  estrema, 
tiene  una  tramitación  especial  prescrita  por  la  ordenanza  de  14 
de  Junio  de  1871,  que  no  ha  sido  observada. 

Que  en  vista  de  lo  espuesto  pedía  se  condenara  á  D.  Guiller- 
mo A.  Cranwell  al  pago  de  la  suma  de  15,000  pesos  moneda 
nacional,  en  que  Lamartie  estimaba  los  perjuicios  sufridos,  con 
más  las  costas  del  juicio. 

Acreditada  la  competencia  del  juez  federal  por  la  distinta 
nacionalidad  del  demandante  y  demandado,  se  confirió  trasla- 
do de  la  demanda,  y  el  representante  del  Sr.  Cranwell  opuso  la 
excepción  de  incompetencia,  pidiendo  el  rechazo  con  costas  de 
la  acción. 

Dijo:  que  la  ley  de  organización  de  los  tribunales  de  la  capital 
en  el  artículo  104,  inciso  1°,  al  establecer  los  casos  cuyo  conoci- 
miento corresponde  al  Juzgado  Federal  de  la  capital  exceptúa 
los  que  se  refieren  al  gobierno  y  administración  de  la  Capital. 
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Que  la  ley  orgánica  de  la  Municipalidad  de  i882  en  el  artículo 
70,  dice:  que  el  Intendente  y  los  empleados  del  D.  E.,  responden 
individualmente  ante  los  Tribunales  ordinarios  por  los  actos 
de  transgresión  ú  omisión  y  los  perjuicios  originados  al  munici- 
pio y  á  los  particulares. 

Que  la  Suprema  Corte  ha  declarado  á  su  vez,  que  la  justicia 
federal  no  es  competente  para  conocer  en  los  abusos  de  las  autori- 
dades locales. 

Conferido  traslado,  Lamartie  pidió  el  rechazo  con  costas  de 
la  excepción. 

Dijo:  que  la  ley  orgánica  de  los  tribunales  de  la  capital  atri- 
buye á  la  justicia  federal  las  cansas  civiles  en  que  sean  parte 
un  ciudadano  argentino  y  un  estrangero  (art.  11  f,  inc.  2°). 

Que  la  ley  orgánica  de  la  Municipalidad  al  aludir  en  el  artí- 
culo 70  á  los  tribunales  ordinarios*  no  escluye  los  federales, 
porque  estos  son  tribunales  ordinarios  en  todos  aquellos  casos 
en  que  la  Constitución  y  las  leyes  espresamente  les  confieren  ju- 
risdicción. 

Que  él  ha  acud  ido  á  la  justicia  federal,  no  ratione  materiae, 
sino  ratione  personae  por  ser  estrangero  y  argentino  el  deman- 
dado y  ha  deducido  la  acción  civil  por  daños  y  perjuicios,  la  que 
por  tal  razón,  corresponde  al  conocimiento  de  los  tribunales  na- 
cionales. 

Que  los  casos  resueltos  por  la  Suprema  Corte  se  refieren  á  ao- 
ciones  penales,  y  no  á  demandas  civiles,  como  era  la  actual. 


Fallo  del  JÍU0B  Weú 


Buenos  Aires,  Julio  13  de  1889. 

Y  vistos  y  considerando:  1**  Que  la  jurisdicción  civil  y  crimi- 
nal  están  regidas  por  legislaciones  diferentes  en  cuanto  á  surtir 

T.  VIII  34 
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fuero,  pues  en  las  causas  criminales  lo  determina  la  naturaleza 
del  delito,  mientras  que  en  las  civiles  es  la  calidad  de  las  perso- 
nas la  que  determina  el  juez  competente. 

2^  Que  en  el  caso  subjvdice,  la  competencia  es  indudable,  pues 
se  trata  única  j  esclusivamente  de  una  acción  civil  por  la  cual  el 
demandante  D.  Antonio  Lamartie  pretende  cobrar  á  D.  Gruiller- 
mo  Cranwell,  personal  é  individualmente,  el  valor  de  los  daños 
perjuicios  que  asegura  haberle  causado  este  como  Intendente 
Municipal,  ordenando  ilegalmente  el  desalojo  de  la  casa  calle  25 
de  Mayo  número...  habitada  por  el  demandante,  bastando  por 
lo  tanto,  para  fundar  la  competencia  del  Juzgado  la  calidad  pro- 
bada en  autos,  de  ser  estrangero  el  demandante  y  argentino  el 
demandado. 

3*^  Que  en  comprobación  de  este  aserto  vienen  las  resolucio- 
nes de  la  Suprema  Corte  en  las  causas  de  Pizarro  contra  Bios  y 
Pañi  contra  Nazar,  aunque  citadas  por  Cranwell  en  apoyo  de  su 
escepcion,  pues  se  trata  en  ellas  de  juicios  criminales  y  diríji- 
dos  á  obtener  el  castigo  de  delitos,  y  solo  subsidiariamente  de  las 
indemnizaciones  de  daños  y  perjuicios,  y  si  los  tribunales  federa- 
les se  declararon  incompetentes  en  estos  casos,  fué  porque  los 
delitos  imputados  no  eran  de  los  que  caen  bajo  la  jurisdicción 
federal. 

4®  Que  la  ley  orgánica  de  la  municipalidad  de  la  capital,  al 
establecer  que  los  empleados  del  Departamento  Ejecutivo  de  la 
Municipalidad  respondan  individualmente  ante  los  tribunales  or- 
dinarios por  trasgresiones  ú  omisiones  en  el  cumplimiento  de  sus 
deberes,  no  escluye  y  si  funda  la  jurisdicción  federal  en  el  caso 
subjudice,  pues  el  tribunal  ordinario  de  la  presente  causa,  dada 
la  distinta  nacionalidad  de  los  litigantes,  no  es  otro  que  el  fe- 
deral. 

Por  estos  fundamentos,  fallo:  no  haciendo  lugar  ala  escepcion 
opuesta,  debiendo  el  demandado  contestar  derechamente  la  de- 
manda en  el  término  legal,  siendo  á  su  cargo  las  costas  del  pre- 
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senté  incidente.  Hágase  saber  con  el  original  y  repóngase  las 
fojas. 

Andrés  Vgarriza. 


VISTA  DEL    SEÑOR  PftOCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Marzo  26  de  1890. 

Suprema  Corte: 

La  sentencia  del  Sr.  Juez  de  Sección  está  de  perfecto  acuer- 
do con  la  jurisprudencia  establecida  por  Y.  E.  en  casos  recien- 
tes y  notorios,  y  ha  de  servirse  V.  E.  confirmarla. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Abril  15  de  1890. 

Vistos  :  Por  sus  fundamentos,  y  de  conformidad  con  lo  es- 
paesto  y  pedido  por  el  señor  Procurador  General  en  su  prece- 
dente Tista :  se  confirma  con  costas  el  auto  apelado  de  foja  veinte 
seis;  7  repuestos  los  sellos  devuélvanse. 


BENJAMÍN  VICTORICA.  —  FEDERICO 
IBARGÚREN.  —  C.  S.  DE  LA  TORRE. 
—  ABEL  BAZAN. 
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de  la  Capital 249 

CAUSA  xvni 

D.  Carlos  Casado  contra  Ü.  Antonio  Santa  Maria,  por  rei? indi- 
cación; sobre  costas  procesales. 

Sumario.  —  No  hay  derecho  de  cobrar  al  vencido  las  costas  de 
segunda  instancia^  cuando  la  sentencia  es  revocatoria  de  la  de 
primera  instancia  y  no  especifica  que  dichas  costas  sean  de  cargo 
de  aquel 254 

CAUSA  XIX 

Doña  Mercedes  S,  de  Levingston,  'contra  D.  Ramón  S.  Várela 
por  reivindicación ;  sobre  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer 
la  demanda. 

Sumario,  —  La  omisión  de  copias  de  los  documentos  que  ins- 
truyen la  demanda,  no  constituye  una  escepcion  dilatoria  de  las 
admitidas  por  la  ley,  máxime  si  se  ha  consentido  el  decreto  por 
el  cual  se  exoneró  al  actor  de  la  obligación  de  presentarlas 258 

CAUSA  XX 

D.  Carlos  F.  Castellanos,  contra  el  Banco  Nacional,  sobre  sus- 
pensión de  remate  ordenado  en  juicio  ejecutivo. 

Sumario.  —  La  denuncia  del  ejecutado,  de  pertenecer  en  con- 
dominio á  sus  hijos  menores,  los  bienes  mandados  rematar,  y  la 
solicitud  de  que  se  les  nombre  tutor  especial  para  defenderlos, 
autoriza  la  suspensión  de  la  venta  de  dichos  bienes 261 

CAUSA  XXI 

D.  Antonio  Uguerruaga  contra  D.  José  B.  Davales;  sobre  cum- 
plimiento de  sentencia  y  entrega  de  precio. 


DE  JUSTICIA  RACIONAL  5i3 

PftfÍDU 

Sumario.  -  Ordenada  por  sentencia  ejecutoriada  la  entrega  de 
precio  previa  fianza,  el  vendedor  no  es  admisible  á  exigirla  sin 
prestar  dicha  fianza,  aunque  pretenda  que  lo  que  vendió  no  fué 
una  finca  sujeta  á  reivindicación,  sino  solamente  los  derechos  y 
acciones  á  é&a  finca 264 


CAUSA  xxn 

D.  Indalecio  Britos,  contra  D.  Enrique  Horaghi,  sobre  entrega 
de  una  hija  natural. 

Sumario.  —  No  apuntándose  hechos  atendibles  que  se  opongan 
al  ejercicio  de  la  patria  potestad  que  el  padre  natural  tiene  so- 
bre sus  hijos,  deben  estos  ser  restituidos  al  domicilio  y  poder  de 
él 273 


CAUSA  xxm 

El  Dr.  D.  Domingo  Fernandez  contra  D.  Julián  Socas,  sobre 
entrega  de  un  campo. 

Sumario.  -^  El  locador  de  un  campo  que  se  reserva  el  dere- 
cho de  disponer  de  una  fracción  de  él,  con  la  condición  de  avisar 
al  locatario  con  seis  meses  de  anticipación,  puede  ejercitar  ese 
derecho,  una  vez  que,  no  oponiéndose  otros  convenios,  resulta  que 
cumplió  esa  condición 279 


CAUSA  xxrv 

D.  Manuel  Bascuñan  contra  D'Luz  Chaves  de  Peralta;  sobre  cum- 
plimiento de  un  contrato. 

Sumario.  —  !<>  La  compra  hecha  bajo  condición  resolutoria, 
queda  sin  efecto,  una  vez  verificada  la  condición. 

2o  No  es  necesario  abrir  la  causa  á  prueba,  cuando  los  hechos 
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Páginas 

que  se  pretende  probar,  no  pueden  influir  en  la  resolución  de  la 
eausa 289 


CAUSA   XXV 

El  comisionado  del  Poder  Ejecutivo  Nacional  contra  los  here- 
deros del  general  D.  Juan  P.  López ;  sobre  indemnización  por  es- 
propiacion. 

Sumario.  —  1^  El  precio  de  la  cosa  á  espropiarse,  debe  ser  fi- 
jado por  el  juez,  según  lo  estime  equitativo,  con  arreglo  al  valor 
en  la  fecha  de  laespropiacion. 

2o  Por  la  ocupación  anterior  tenida  por  el  espropiante,  se  de~ 
be  una  indemnización,  pero  no  los  intereses  del  precio  fijado  des- 
de la  fecha  de  la  posesión  tomada 304 


CAUSA  XXVI 

D.  Francisco  Ivehevich,  contra  D.  Cosme  Gómez ;  sobre  res- 
cisión de  un  contrato. 

Sumario,  —  El  préstamo  de  un  a  suma  de  dinero  hecho  con  el 
pacto  de  ocupar  una  habitación,  como  el  pago  de  intereses  duran- 
te e]  tiempo  del  préstamo^  no  es  regido  por  las  leyes  de  la  loca- 
ción^ ni  puede  rescindirse,  no  habiendo  pacto  comisorio,  por  no 
haberse  entregado  oportunamente  la  habitación 3i4 

CAUSA  XXVII 

Doña  Mercedes  S.  de  Levingston  contra  D.  Pedro  J.  Várela, 
D.  Pedro  Silvera  y  D.  Santos  S.  Amaya,  por  reivindicación;  so- 
bre costas. 

Sumario.  —  El  que  dirije  la  acción  de  reivindicación  contra  el 
ocupante  de  la  cosa,  que  manifiesta  ser  tenedor  y  no  poseedor,  y 
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que  por  tal  razón  es  exonerado  de  la  demanda,  no  debe  ser  con- 
denado en  las  costas  causadas 318 


CAUSA  XXVIIl 

D.  Petronilo  Galeano  contra  D.  Carlos  S.  Roca,  por  cumpli- 
miento de  un  contrato  y  daños  y  perjuicios ;  sobre  escepcíon  de 
incompetencia  y  arraigo. 

Sumario.  —  I''  Las  acciones  personales  pueden  ser  deducidas 
ante  el  juez  del  lugar  del  domicilio  del  demandado. 

2o  La  escepcion  de  arraigo  no  procede  contra  el  domiciliado 
en  el  territorio  de  la  República 323 

CAUSA  XXIX 

D.  Cuno  M.  Randel  contra  D.  Manuel  Madera,  por  interdicto  de 
despojo ;  sobre  litis-pendencia. 

Sumario,  —  La  existencia  de  un  interdicto  de  despojo  no  pue- 
de fundar  la  escepcion  de  litis-pendencia  respecto  de  otro  inter- 
dicto de  igual  clase  fundado  en  un  hecho  nuevo  y  distinto  del  que 
fundó  el  primero 328 

CAUSA  XXX 

D.  Bstani^^lao  Desantis  contra  D.  Justiniano  de  la  Torre,  por 
indemnización  de  daños  y  perjuicios ;  sobre  próroga  del  término 
probatorio . 

Sumario.  —  No  está  en  las  facultades  del  juez  conceder  mayor 
término  para  la  prueba,  que  el  fijado  por  la  ley 332 

CAUSA  XXXI 

D.  Alejo  Bencochea  contra  el  Dr.  D.  Octavio  Chaves,  por  cobro 
de  alquileres  y  desalojo  ;  sobre  competencia. 

T.  VIII  35 
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Sutnario.  —  La  justicia  federal  es  incompetente  para  conocert 
por  razón  de  personas^  de  las  causas  que  por  su  valor  correspon- 
den á  los  jueces  de  paz  de  la  localidad,  y  no  excedan  de  500  pe- 
sos fuertes 334 


CAUSA  XXXII 

D.  Juan  Simunich  contra  Dellazzopa  y  C*,  por  daños  y  perjui- 
cios ;  sobre  fianza  de  arraigo. 

Sumario,  —La  fianza  que  se  ordena  para  el  arraigo  del  juicio, 
no  debe  exceder  de  la  suma  que  se  estime  equitativa 340 


CAUSA  XXXIII 

D.  Juan  B.  Romero,  contra  el  general  D.  Rudecíndo  Roca,  por 
daños  y  perjuicios;  sobre  recusación. 

Sumario.  —  El  conocimiento  del  incideilte  de  recusación  de 
juez  en  las  causas  civiles  ante  los  juzgados  de  los  territorios  na- 
cionales, corresponde  en  1*  instancia  al  mismo  juez  recusado. .. .  343 

CAUSA  XXXIV 

D.  Mariano  Meza,  sobre  embargo  y  multa  impuesta  por  la  Co- 
misión municipal  de  Posadas. 

Sumario.  —  Los  jueces  no  pueden  hacer  declaraciones  en  de- 
mandas en  que  no  se  designa  la  persona  contra  quien  se  dirijo  la 
acción 346 

CAUSA  XXXV 

D.  Juan  E.  Clark,  contra  D.  Policarpo  Cardoso  ;  sobre  espro- 
piacion. 


DB  lUSTIGU  NAaONAL  547 

PftgiBM 

Sumario.  —  La  indemnización,  en  el  caso  de  espropiacion  pa- 
ra vías  férreas,  debe  comprender  el  precio  del  terreno  espropia- 
do,  y  el  valor  que  se  estime  equitativo  de  los  peijnicios  que  aque- 
lla causa  al  propietario,  pero  no  el  de  los  gravámenes  que  la  ley 
reglamentaria  de  ferro-carriles  impone  á  las  propiedades  por  las 
que  pasa  el  ferro-carril 350 


CAUSA  XXXYI 

Contra  D.  A.  H.  Bozzone,  sobre  infracción  délas  ordenanzas  de 
aduana. 

Sumario.  —  En  las  mercaderías  despachadas  en  confianza,  no 
es  admisible  la  escepcion  del  error  que  no  puede  pasar  desaper- 
cibido. El  exceso  de  las  mercaderías  manifestadas,  cae  en  co- 
miso  363 


CAUSA  XXXVII 

D.  Enrique  Gaviar  contra  D.  Carlos  Tillard ;  sobre  uso  de  agua 
del  rio  Primero. 

Sumario, —  Los  propietarios  ribereños  no  pueden  hacer  traba- 
jos para  desviar  el  agua  del  rio  y  utilizarla  en  favor  de  su  propie- 
dad, con  perjuicio  de  la  de  los  demás. 

Los  trabajos  hechos  con  ese  fin ,  deben  ser  destruidos 367 

CAUSA  XXXYIII 

Contra  Charles  Hnos.  y  C*,  sobre  contrabando. 

Sumario.  — Caen  en  comiso  las  mercaderías  que,  resultando 
ser  distintas  y  sujetas  á  derechos  mayores  que  las  manifestadas, 
habrian  sido  introducidas  á  plaza  como  tales,  si  no  se  hubiese 
practicado  la  verificación 404 
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CAUSA  XXXIX 
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D.  Enrique  Coffin  en  la  ejecución  de  D.  Tomás  Thomas  contra 
D.  C&rlos  Rodgers,  por  tercería  de  dominio  ;  sobre  incompeten- 
cia, costas  y  levantamiento  de  embargo. 

Sumario.  —  1^  Declarada  la  incompetencia  del  Juez,  queda  sia 
efecto  el  embargo  trabado  por  su  orden. 

2*"  El  litigante  que  ocurrió  ante  luez  conocidamente  incompe- 
tente debe  pagar  las  costas  del  juicio 415 


CAUSA  XL 

D.  Pedro  V.  Acevedo  contra  los  herederos  Bett  y  la  Pro- 
vincia de  Santa  Fé ;  sobre  mayor  derecho  á  un  terreno  de 
campo. 

Sumario.  — Vendido  por  la  Provincia  de  Buenos  Aires  un  ter- 
reno de  campo  bajo  la  condición  de  estar  sujeta  la  venta  á  las  re- 
sultas de  la  cuestión  de  limites  pendiente  con  la  Provincia  de 
Santa  Fé,  y  resuelta  dicha  cuestión  respecto  del  citado  terreno  á 
favor  de  la  Provincia  de  Santa  Fé,  el  dominio  del  mismo  perte- 
nece al  que  por  titulo  válido  lo  compró  anteriormente  á  esta  úl- 
tima Provincia 419 


CAUSA  XLI 

D.  Jorge  Drabble  contra  D.  Pedro  Y.  Acevedo;  sobre  dominio 
de  una  fracción  de  campo  en  la  provincia  de  Santa  Fé. 

Sumario.  —  Vendido  por  la  provincia  de  Buenos  Aires  un  ter- 
reno de  campo,  bajo  la  condición  de  estar  sujeta  la  venta  á  las 
resultas  de  la  cuestión  de  limites  pendiente  con  la  provincia  de 
Santa  Fé,  y  resuelta  dicha  cuestión  respecto  del  citado  terreno 
á  favor  de  la  provincia  de  Santa  Fé,  el  dominio  del  mismo  per- 
tenece al  que  por  título  válido  lo  compró  anteriormente  á  esta 
última  provincia 432 
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CAUSA  XLII 
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D.  Eduardo  Walter,  contra  D.  Lindor  B.  Sotomayor,  por  evic- 
cion  de  un  inmueble;  sobre  avaluación. 

Sumario. -—Eh  los  casos  de  evíccion,  el  valor  de  la  cosa  reivin- 
dicada debe  estimarse  según  el  que  tenga  en  la  fecha  de  la  des- 
posesion 458 


CAUSA  XLIII 

El  Dr.  D.  José  H.  Astigueta,  contra  D.  Carlos  Hasucci,  por  de- 
salojo; sobre  competencia. 

Sumario.  —  Una  vez  opuesta  la  escepcion  de  incompetencia 
por  declinatoria,  no  puede  traerse  nuevamente  por  vía  de  inhi- 
bitoria   464 


CAUSA  XLIV 

D.  A.  Souef  contra  D.  Emilio  Hejer,  por  nulidad  de  una  marca 
de  fábrica;  sobre  producción  de  pruebas. 

Sutnario.  —  La  concesión  de  un  término  para  tomar  declara- 
ciones que  no  fueron  recibidas  sin  culpa  de  la  parte  dentro  del 
probatorio,  no  habilita  para  producir  dentro  de  él  diligencias  pro- 
baforias  distintas , 467 


CAUSA  XLV 

D.<]¡árlos  Casado  contra  D.  Antonio  Santa  Haría,  por  reivin- 
dicación; sobre  pruebas. 

Sumario.  —  En  un  juicio  de  reivindicación  es  admisible  la  di- 
ligencia pericial  que  se  solicita  como  prueba  para  establecer  la 
ubicación  del  inmueble 471 
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CAUSA  XLVI 
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D.  Clemente  B.  Hendizabal  contra  D.  José  Haggíolo  y  D.  Juan 
Carbone,  por  artfcalo  de  incompetencia  ;  sobre  pago  de  cos- 
tas. 

Sumario.  —  Las  costas  del  articulo  de  incompetencia,  cuyo 
(andamento  es  insubsistente,  deben  ser  á  cargo  de  quien  lo  pro- 
movió    475 


CAUSA  XLVII 

D.  Jawer  Baca  contra  el  presbítero  D.  Manuel  Marco,  por 
rescisión  de  un  contrato ;  sobre  defecto  legal  en  la  demanda  • 

Sumario.  —La  demanda  que  se  halla  concebida  en  términos 
claros,  y  contiene  la  indicación  de  la  persona  del  demandante  y 
demandado,  y  el  derecho  ó  titulo  que  la  funda,  no  puede  consi- 
derarse defectuosa 478 


CAUSA  XLVIII 

D.  Simón  Chavanne  contra  D.  Wenceslao  Posse,  sobre  cobro 
de  una  prima  de  invento  é  indemnización  de  daños  y  perjui- 
cios. 

Sumario.-— i°  El  propietario  de  un  invento  .patentado  tiene 
derecho  para  pedir  el  resarcimiento  de  perjuicios  contra  quien 
emplea  el  mismo  invento  para  alcanzar  los  efectos  que  se  propu- 
so el  inventor. 

2°  Siendo  igual  el  invento  en  sus  principios  fundamentales,  no 
pueden  perjudicar  ese  deFecho,  alteraciones  de  detalle  emplea- 
das  en  la  aplicación  del  invento 481 
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CAUSA  XLIX 
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El  Dr.  D.  José  A.  Ocantos  contra  Honsegur  y  C%  sobre  resci- 
cion  de  un  coatrato  de  locación. 

Sumario.  —  La  cláusula  de  no  poder  transferir  el  contrato  de 
locación  sin  el  consentimiento  del  locador,  no  da  derecho  para 
que  este  demande  la  rescisión  del  contrato  contra  el  locatario 
que  sublocó  sin  haberle  pedido  el  consentimiento  previo  ;  máxi- 
me si  no  se  objeta  la  solvencia  del  sublocatarío,  y  si  el  locatario 
no  pretende  ser  exonerado  de  sus  obligaciones  de  tal 495 


CAUSA  L 

D.  Eduardo  Sojo  contra  el  Gefe  de  Policía,  Coronel  D.  Alber- 
to Capdevila^  por  daños  y  perjuicios  ;  sobre  competencia  y 
arraigo. 

Sumario.  — 1<>  La  acción  civil  por  daños  y  perjuicios  enta- 
blada por  un  estrangero  contra  un  ciudadano  corresponde  al  fue- 
ro federal,  aunque  proceda  de  faltas  del  demandado  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones  de  empleado  público. 

i"*  La  escepcion  de  arraigo  no  procede  contra  el  estrangero  do- 
miciliado en  la  República 513 


CAUSA  LI 

D.  Antonio  Lamartie  contra  D.  Guillermo  Cranwell,  por  indem- 
nización de  perjuicios;  sobre  competencia. 

Sumario.  — Corresponde  al  Juez  Federal  el  conocimiento  de 
la  acción  civil  por  la  que  un  estrangero  pretende  cobrar  á  un  ciu- 
dadano el  valor  de  los  daños  y  perjuicios  que  alega  haberle  este 
eáusado  como  Intendente  Municipal 526 
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Costas.  —  Las  del  artículo  de  incompetencia  cuyo  fundamento  es  in- 
subsintente,  deben  ser  á  cargo  de  quien  lo  promovió.  Pági- 
na 475. 

Costas,  —  Véase:  Desistimiento. 
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D 

Daños  y  perjuicios .  —  Véase :  Justicia  federal. 

Declinatoria.  —  Uaa  vez  opuesta  la  escepcion  de  incompetencia  por 
declinatoria,  no  puede  traerse  nuevamente  por  vía  de  inhibi- 
toria. Página  464. 

Defectos  de  forma.  —  Véase  :  Confesión. 

Defraudación  de  rentas.  —  Véase :  Aduana,  Error ^  Personería . 

Delitos  comunes.  —  Véase:  Suprema  Corte. 

Demanda.  —  La  que  se  halla  concebida  en  términos  claros,  y  contiene 
la  indicación  de  la  persona  del  demandante  y  demandado»  y 
el  derecho  ó  titulo  en  que  la  funda,  no  puede  considerarse  de- 
fectuosa. Página  478. 

Demanda  de  jactancia.  —  Véase :  Jactancia. 

DesiMimiento.  —  El  del  actor  en  juicio,  le  impone  el  cargo  de  las 
costas  causadas  en  él.  Página  72. 

Desistimiento.  — Véase:  Personería. 

Diligencia  pericial.  —  Véase :  Reivindicación . 

Domicilio  del  demandado.  —  Véase :  Acciones  personales. 

Embargo.  —  Declarada  la  incompetencia  del  Juez,  queda  sin  efecto  el 
embargo  trabado  por  su  orden.  Página  415. 

Empleado  público.  —  Véase :  Justicia  Federal,  Pérdida  de  empleo. 

Enmendatorias.  —  Estas  y  las  entrelineas  no  salvadas,  cuya  verdad  no 
se  desconoce  y  aparece  ademas  confirmada  por  el  contesto 
del  documento,  no  alteran  las  condiciones  del  contrato.  Pá- 
gina 138. 

Entrega  de  carga.  —  Véase :  Sobre-estadias. 

Entrega  de  precio.  —  Véase :  Venta. 

Entrega  de  tüulos .  —  Véase :  Títulos  de  propiedad. 

Entrelineas.  —Véase:  Enmendaturas. 

Error.  —  Existiendo  en  la  Aduana  la  copia  exacta  del  depósito  de  una 
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mercadería  con  especificación  de  su  calidad^  el  error  cometi- 
do sobre  esta,  al  pedir  su  trasbordo,  debe  considerarse  como 
un  error  evidente  é  imposible  de  pasar  desapercibido.  Pá- 
gina 223. 

Error.  —  En  las  mercaderías  despachadas  en  coafianza,  no  es  admi- 
sible la  escepcíon  del  error  que  no  puede  pasar  desapercibi- 
do. El  exceso  sobre  las  mercaderías  manifestadas,  cae  en  co- 
miso. Página  363. 

Error.  —  Véase:  Aduana. 

Escepcion  de  arraigo.  —  Véase:  Arraigo. 

Escepcion  dilatoria,  —  La  omisión  de  copias  de  los  documentos  que 
instruyen  la  demanda,  no  constituye  una  escepcion  dilatoria 
de  las  admitidas  por  la  ley,  máxime  si  se  ha  consentido  el 
decreto  por  el  cual  se  exoneró  al  actor  de  la  obligación  de 
presentarlas.  Página  258. 

Escepcion  dilatoria .  —  Véase :  Arraigo, 

Escepcion  de  incompetencia.  —  Véase:  Incompetencia. 

Escepcion  de  litis  pendencia.  —  Véase :  Litis  pendencia. 

Esceso  de  meicaderias.  —  Véase :  Error . 

Espropiacion.  —  En  la  de  un  terreno  ocupado  por  el  espropiante  y 
cuyo  valor  se  ha  tasado  en  el  promedio  entre  un  precio  á  la 
fecha  de  la  ocupación  y  el  correspondiente  al  de  la  fecha  de 
la  tasación,  se  deben  los  intereses  legales.  Página  5. 

Espropiacion.  — El  procedimiento  verbal  y  sumario  prescrito  por  la 
ley  para  los  juicios  de  espropiacion,  no  se  opone  á  la  apertu- 
ra de  la  causa  á  prueba  por  un  término  prudencial,  cuando  el 
Juez  lo  estime  conveniente.  Página  203. 

Espropiacion. —  El  precio  de  la  cosa  á  espropiarse,  debe  ser  fijado 
por  el  Juez  según  lo  estime  equitativo,  con  arreglo  al  valor 
en  la  fecha  de  la  espropiacion.  Página  304. 

Espropiacion.  —  Por  la  ocupación  anterior  tenida  por  el  espropiante, 
se  debe  una  indemnización,  pero  no  los  intereses  del  precio  fi- 
jado desde  la  fecha  de  la  posesión  tomada.  Página  304. 
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Espropiacion.  —  La  indemnización^  en  el  caso  de  espropiacioa  para 
vías  férreas,  debe  comprender  el  precio  del  terreno  espropia- 
do,  y  el  valor  que  se  estime  equitativo  á  los  peijnicios  que 
aquella  causa  al  propietario^  pero  no  el  de  los  gravámenes 
que  la  ley  reglamentaria  de  ferro-carriles  impone  á  las  pro- 
piedades por  las  que  pasa  el  ferro-carril.  Página  350. 

Evicdon.  —  En  los  casos  de  eviccion,  el  valor  de  la  cosa  reivindicada 
debe  estimarse  según  el  que  tenga  en  la  fecha  de  la  despose- 
sion.  Página  458. 

Eviccion.  —  Véase :  Justicia  Federal. 


Fianza  de  arraigo .  —Véase:  Arraigo. 
Flete.  —  Véase :  Sobre-estadias. 

G 

Gravámenes,  —  Véase:  Espropiacion, 

H 

Hijos  naturales,  -^  Véase :  Patria  potestad. 
Honorarios.  —  Véase:  Tribunales  ordinarios. 


Incompetencia. —\é^e:  Costas,  Declinatoria,  Embargo,  Inhibitoria. 

Indemnización,  —  Véase :  Espropiacion, 

Inhabilitación.  —  Véase :  Pérdida  de  empleo. 

Inhibitoria.  —  Véase :  Declinatoria . 

Inmueble,  —  Véase :  Contrato  privado. 

Interdicto  de  despojo.  —  Acreditada  la  posesión  del  demandante  y  los 
actos  de  perturbación  del  demandado,  procede  el  interdicto 
de  despojo.  Página  172. 
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Interdicto  de  despojo.  —  Véase :  Litú-pendencia, 

Interdicto  de  obra  nueva,  —  Véase  :  Posesión. 

Intereses.  —  Véase :  E^ropiacion. 

Interrogatorio.  —  Véase :  Testigos . 

Invento.  —  El  propietario  de  uno  patentado,  tiene  derecho  para  pedir 
el  resarcimiento  de  perjuicios  contra  quien  emplea  el  mismo 
invento  para  alcanzar  los  efectos  que  se  propuso  el  inventor. 
Página  48i . 

Invento.  —  Siendo  igual  el  invento  en  sus  principios  fundamentales, 
no  pueden  perjudicar  ese  derecho,  alteraciones  de  detalle 
empleadas  en  la  aplicación  del  invento.  Página  481. 


Jactancia.  —  Dada  una  protesta  de  nulidad  de  venta  y  la  demanda  de 
jactancia  deducida  por  los  compradores  contra  los  protes- 
tantes, debe  considerarse  cumplida  la  exigencia  de  aquellos 
con  la  demanda  interpuesta  per  estos  contra  los  vendedores 
sobre  dicha  nulidad.  Página  151. 

Jueces.  —  No  pueden  hacer  declaraciones  en  demandas  en  que  no  se 
designa  )a  persona  contra  quien  se  dirige  la  acción.  Pá- 
gina 346. 

Jueces  Letrados.  —  Véase :  Suprema  Corte. 

Juicio  de  reivindicación.  —  Véase:  Justicia  federal. 

Juicio  ejecutivo.  —  La  denuncia  del  ejecutado^  de  pertenecer  en  con- 
dominio á  sus  hijos  menores^  los  bienes  mandados  rematar, 
y  la  solicitud  de  que  se  les  nombre  tutor  especial  para  de- 
fenderlos, autoriza  la  suspensión  de  la  venta  de  dichos  bie- 
nes. Página  264. 

Justicia  federal.  —  En  el  juicio  de  reivindicación  deducido  por  un  ar- 
g  entino  contra  un  estrangero,  la  Justicia  federal  cesa  de  ser 
competente  para  conocer  en  él,  si  es  argentino  el  causante 
del  demandado  y  se  hace  parte  en  la  causa  en  virtud  de  ci- 
tación de  eviccion.  Página  105. 
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Jíislicia  federal.  —  No  tiene  ella  jurisdicción  para  conocer  en  la  de- 
manda por  acción  personal,  deducida  por  un  vecino  de  la 
Capital  contra  un  vecino  de  la  misma.  Su  conocimiento 
corresponde  á  los  Tribunales  ordinarios  de  la  Capital.  Pá- 
gina 194. 

Justicia  federal. — Es  incompetente  para  conocer  por  razón  de  las 
personas,  de  las  causas  que  por  su  valor  correspondan  á  los 
jueces  de  paz  de  la  localidad  y  nu  excedan  de  quinientos  pe- 
sos fuertes.  Página  334. 

Justicia  federal.  —  La  acción  civil  por  daños  y  perjuicios  entablada 
por  un  estrangero  contra  un  ciudadano,  corresponde  al  fuero 
federal,  aunque  proceda  de  faltas  del  demandado  en  el  ejer- 
cicio  ;|de  sus  funciones  de  empleado  público.  Páginas  513 
y  526. 

Juzgados  de  los  territorios  nacionales.  ~  Véase :  Recurso  de  apela- 
don. 


Limites  interprovinciales.  ^Vendido  por  la  Provincia  de  Buenos  Ai- 
res un  terreno  de  campo  bajo  la  condición  de  estar  sujeta 
la  venta, alas  resultas  de  la  cuestión  de  limites  pendiente  con 
la  Provincia  de  Santa  Fé,  y  resuelta  dicha  cuestión  respecto 
del  citado  terreno,  á  favor  de  la  Provincia  de  Santa  Fé,  e 
dominio  del  mismo  pertenece  al  que  por  título  válido  lo  com- 
pró anteriormente  á  esta  última  Provincia.  Páginas  419 
y  432. 

Litis-pendencia.  —  La  existencia  de  un  interdicto  de  despojo  no  puede 
fundar  la  excepción  de  litis-pendencia  respecto  de  otro  in- 
terdicto de  igual  clase  fundado  en  un  hecho  nuevo  y  distinto 
del  que  fundó  el  primero.  Página  328. 

Locación.  —  La  cláusula  de  no  poder  transferir  el  contrato  de  locación 
sin  el  consentimiento  del  locador,  no  da  derecho  para  que 
este  demande  la  rescisión  del  contrato  contra  el  locatario 
que  sublocó  sin  haberle  pedido  el  coAsentimiento  previo; 
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máxime  si  no  se  objeta  la  solvencia  del  sublocatario,  y  si  el 
locatario  no  pretende  ser  exonerado  de  las  obligaciones  de 
tal.  Página  495. 

locación. —Véase:  Locador ^  Préstamo. 

Locador.  —  El  locador  de  un  campo  que  se  reserva  el  derecho  de  dis- 
poner de  una  fracción  dé  él;  con  la  condición  de  avisar  al 
locatario  con  seis  meses  de  anticipación,  puede  ejercitar  ese 
derecho  una  vez  que,  no  oponiéndose  otros  convenios,  re- 
sulta que  cumplió  esa  condición.  Página  279. 

M 

Marca  de  fábrica.  — El  dueño  de  la  marca  de  fábrica  que  se  ha  ser- 
vido de  ella  en  una  forma  delictuosa,  no  tiene  derecho  á  ser 
protegido  en  el  uso  esclusivo  de  ella,  contra  los  imitadores 
de  la  misma.  Página  38. 

Mayor  atantia.  — Véase:  Contratos. 

Menor  cuantía.  —  Véase :  Justicia  Federal . 

Mercaderías  despachadas  en  confianza.  —Véase :  Error. 

Muerte  del  apoderado.  —  Véase  :  Pruebas. 

N 
iVultdad.  —  Véase :  Sentencia. 

O 

Obra.  —  Véase:  Posesión. 
Octtpaaon.  —  Véase :  Espropiadon. 


Pacto  comisorio. — Véase :  Préstamo . 

Padre  natural.  — Véase :  Patria  potestad. 

Pago  de  /feto.— Véase:  Sobre-estadías. 

Patria  potestad.  — No  apuntándose  hechos  atendibles  que  se  opongan 
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al  ejercicio  de  la  patria  potestad  que  el  padre  natural  tiene 
sobre  sus  hijos,  deben  estos  ser  restituidos  al  domicilio  y 
poder  de  él.  Página  273. 

Pérdida  de  empleo.  —  El  uso  indebido  del  dinero  producto  de  papel 
sellado,  hecho  sin  daño  ni  entorpecimiento  del  servicio  pú- 
blico, hace  incurrir  á  los  culpables  en  la  pérdida  del  empleo 
é  inhabilitación  por  cuatro  años  para  obtener  otro.  Pá- 
gina 80. 

Pericia: —  Decretada  la  agregación  á  la  prueba  de  un  documento  pri- 
vado, las  partes  pueden  y  t^tán  en  tiempo  para  pedir,  ha- 
ciéndolo al  dia  siguiente  del  decreto,  la  verificación  de  una 
pericia  caligráfica  sobre  la  verdadera  fecha  del  documento, 
debiendo  el  nombramiento  de  peritos  ser  hecho  de  coman 
acuerdo.  Página  188. 

Pericia,  —  Véase :  Reivindicación. 

Perjuicios.  —  Véase:  Espropiaciotiy  Justicia  federal. 

Personería.  —  El  encargado  de  la  oficina  B  de  Balances  de  Registros 
de  Aduana,  no  tiene  personería  para  intervenir  en  las  cau- 
sas criminales  por  defraudación  de  derechos  de  Aduana,  y 
su  renuncia  á  intervenir  en  ellas,  no  puede  autorizar  un 
auto  de  desistimiento  dictado  sin  la  audiencia  del  Ministerio 
Fiscal.  Página  209. 

Posesión.  — Establecida  la  del  demandante,  la  obra  hecha  en  el  ter- 
reno de  él  por  el  demandado,  debe  mandarse  destruir.  Pá- 
gina 163. 

Posesión.  —  Véase :  Interdicto  de  despojo. 

Precio.  —  Véase:  Venta. 

Prescripción.  —  Véase :  Sobre-estadios. 

Préstamo.  —  El  de  una  suma  de  dinero  hecho  con  el  pacto  de  ocupar 
una  habitación  como  pago  de  intereses  durante  el  tiempo 
del  préstamo,  no  es  regido  por  las  leyes  de  la  locación,  ni 
puede  rescindirse,  no  habiendo  pacto  comisorio,  por  no 
haberse  entregado  oportunamente  la  habitación.  Pági- 
na 314. 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  573 

Propietarios  ribereños. — No  pueden  bacer  trabajos  para  desviar  el 
agua  del  rio  y  utilizarla  en  favor  de  su  propiedad,  con  per- 
juicio de  la  de  los  demás.  Los  trabajos  hechos  con  ese  fin, 
deben  ser  destruidos.  Página  367; 

Protesta  de  nulidad.  —  Véase :  Jactancia. 

Prueba.  — Jio  es  necesario  abrir  la  causa  á  prueba,  cuando  los  he- 
chos que  se  pretende  probar,  no  pueden  influir  en  la  reso- 
lución de  la  causa.  Página  289. 

Prueba  de  contrato.  —  Véase  :  Confesión,  Contratos. 

Prueba  testimonial.  —  Véase :  Testigos. 

Pruebas. — La  muerte  del  apoderado  del  demandado  que,  aún  dedu- 
ciendo el  tiempo  trascurrido  desde  su  fecha  hasta  la  presen- 
tación del  nuevo  apoderado,  no  ha  impedido  la  producción 
de  pruebas  dentro  del  térmmo,  no  autoriza  al  demandante  á 
producir  otras  pruebas  fuera  de  él.  Página  158. 

Pruebas.  —  La  concesión  de  un  término  para  tomar  declaraciones 
que  no  fueron  recibidas  sin  culpa  de  la  parte  dentro  del 
probatorio,  no  habilita  para  producir  dentro  de  él  diligen- 
cias probatorias  distintas.  Página  467. 

Pruebas.  —  Véase:  Espropiacion,  Pericia. 


R 


Recurso  ante  la  Corte.  —  El  caso  de  haberse  negado  á  la  mujer  por 
los  tribunales  locales,  el  derecho  de  representar  á  otro  en 
juicio,  es  susceptible  del  recurso  para  ante  la  Suprema  Cor- 
te, concedido  por  el  inciso  3*^  del  artículo  i4  de  la  ley  de 
14  de  Setiembre  de  1863,  sobre  jurisdicción  y  competencia 
de  los  tribunales  federales .  Página  69. 

Recurso  de  apelación.  —  Corresponde  en  las  causas  criminales  de  fue- 
ro común  seguidas  ante  los  Juzgados  de  los  territorios  na- 
cionales, á  la  Cámara  de  Apelaciones  en  lo  Criminal  de  la 
Capital.  Página  249. 
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Recurso  de  apelación.  —  Véase :  Arraigo, 

Recusación.  —  El  conocimiento  del  incidente  de  recusación  de  juez  en 
las  causas  civiles  ante  los  Juzgados  de  los  Territorios  nacio- 
nales, corresponde  en  1"  Instancia  al  mismo  Juez  recusado. 
Página  343. 

Rrinvindicadon.  —  En  este  juicio  es  admisible  la  diligencia  pericial 
que  se  solícita  como  prueba  para  establecer  la  ubicación  del 
inmueble.  Página  471. 

Reivindicación.  —  Véase :  Cosías^  Justicia  federal. 

Remate,  ^yésise:  Juicio  Ejecutivo. 

Rescisión  de  locación.  —  Véase :  Locación. 

Responsabilidad.  — Véase :  Contrabando. 

Ribereños.  —  Véase :  Propietarios  ribereños. 


Sentencia,  —  Es  nula  la  pronunciada  sin  audiencia  del  interesado.  Pá- 
gina 2^2. 

Sentencia  definitiva. —y édise:  Arraigo. 

Sentencia  revocatoria.  —  Véase :  Costas. 

Soóre-estadias.  —  La  acción  para  el  cobro  de  ellas^  se  prescribe  por 
un  año  contado  desde  el  dia  de  la  entrega  de  la  carga  y  no 
desde  el  dia  del  arreglo  y  pago  del  flete.  Página  237. 

Sub-locacion.  —  Véase:  Locación. 

Suprema  Corte.  —  No  tiene  jurisdicción  para  enjuiciar  y  remover  á 
los  Jueces  Letrados  de  los  territorios  nacionales,  ni  para  co- 
nocer en  los  procesos  criminales  por  delitos  comunes  que  se 
tramitan  ante  dichos  Jueces.  Página  136. 

Suspensión  de  remate,  —  Véase :  Juicio  ejecutivo. 

Suspensión  de  término.  —  Véase :  Arraigo, 

Suspensión  de  venta,  —Véase :  Juicio  ejecutivo. 
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Término  extraordinario,  —  Véase :  Término  probatorio. 

Término  probatorio.  —  Habiéndose  declarado  que  no  quedó  suspenso 
el  término  probatorio,  la  petición  del  término  extraordina- 
rio hecha  después  de  los  primeros  diez  dias  de  aquel,  debe 
ser  rechazada.  Página  36. 

Término  probatorio. —  No  puede  dejarse  sin  efecto  la  profogacion 
del  término  probatorio  pedida  y  acordada  dentro  de  él  y 
no  renunciada  espresamente  por  las  partes.  Página  76. 

Término  probatorio. — No  está  en  las  facultades  del  Juez  conceder 
mayor  término  para  la  prueba,  que  el  fijado  por  la  ley.  Pá- 
gina 332. 

Término  probatorio.  —  Véase :  Arraigo,  Prueba. 

Territorios  nacionales.  —  Véase :  Recusación,  Suprema  Corte. 

Testigos.  —  Admitido  el  interrogatorio  de  preguntas  presentado  por 
una  parte,  puede  la  conlraria,  antes  que  aquel  sea  evacúa- 
do^  presentar  en  cualquier  tiempo  un  interrogatorio  de  re- 
preguntas para  los  mismos  testigos.  Página  65. 

Testigos.  —  Véase :  Contratos. 

Titulos  de  propiedad.  —  No  tiene  derecho  para  pedir  la  entrega  de 
los  de  un  inmueble,  el  que  no  acredita  ser  dueño  de  este. 
Página  110. 

Tribunales  ordinarios.  —  Corresponde  al  conocimiento  de  ellos,  la 
demanda  por  honorarios  que  no  pueden  apreciarse  sino  en 
conjunto,  interpuesta  por  un  argentino  y  un  estrangero, 
contra  un  estrangero  y  un  argentino.  Página  181. 

U 

Uso  indebido  del  dinero. —Véase:  Pérdida  de  empleo. 
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Valar  de  la  cosa. — Véase:  Evicdon, 

Venta.  ^  Ordenada  por  sentencia  ejecutoriada  la  entrega  de  precio 
previa  fianza,  el  vendedor  no  es  admisible  á  exigirla  sin 
prestar  dicha  fianza,  aunque  pretenda  que  lo  qae  vendió  no 
fué  una  finca  sujeta  á reivindicación,  sino  solamente  los  de- 
rechos y  acciones  á  esa  finca.  Página  264. 

Ventade  inmueble.— \isLse:  Contrato  privado^  Juicio  qectUivOy  Li- 
mites  interprovinciales. 


FIN    DEL  TOMO    OCTAVO 


